Google 


This  is  a  digital  copy  of  a  book  that  was  prcscrvod  for  gcncrations  on  library  shclvcs  bcforc  it  was  carcfully  scannod  by  Google  as  parí  of  a  projcct 

to  make  the  world's  books  discoverablc  onlinc. 

It  has  survived  long  enough  for  the  copyright  to  expire  and  the  book  to  enter  the  public  domain.  A  public  domain  book  is  one  that  was  never  subject 

to  copyright  or  whose  legal  copyright  term  has  expired.  Whether  a  book  is  in  the  public  domain  may  vary  country  to  country.  Public  domain  books 

are  our  gateways  to  the  past,  representing  a  wealth  of  history,  culture  and  knowledge  that's  often  difficult  to  discover. 

Marks,  notations  and  other  maiginalia  present  in  the  original  volume  will  appear  in  this  file  -  a  reminder  of  this  book's  long  journcy  from  the 

publisher  to  a  library  and  finally  to  you. 

Usage  guidelines 

Google  is  proud  to  partner  with  libraries  to  digitize  public  domain  materials  and  make  them  widely  accessible.  Public  domain  books  belong  to  the 
public  and  we  are  merely  their  custodians.  Nevertheless,  this  work  is  expensive,  so  in  order  to  keep  providing  this  resource,  we  have  taken  steps  to 
prcvcnt  abuse  by  commercial  parties,  including  placing  lechnical  restrictions  on  automated  querying. 
We  also  ask  that  you: 

+  Make  non-commercial  use  of  the  files  We  designed  Google  Book  Search  for  use  by  individuáis,  and  we  request  that  you  use  these  files  for 
personal,  non-commercial  purposes. 

+  Refrainfivm  automated  querying  Do  nol  send  automated  queries  of  any  sort  to  Google's  system:  If  you  are  conducting  research  on  machine 
translation,  optical  character  recognition  or  other  áreas  where  access  to  a  laige  amount  of  text  is  helpful,  picase  contact  us.  We  encouragc  the 
use  of  public  domain  materials  for  these  purposes  and  may  be  able  to  help. 

+  Maintain  attributionTht  GoogXt  "watermark"  you  see  on  each  file  is essential  for  informingpcoplcabout  this  projcct  and  hclping  them  find 
additional  materials  through  Google  Book  Search.  Please  do  not  remove  it. 

+  Keep  it  legal  Whatever  your  use,  remember  that  you  are  lesponsible  for  ensuring  that  what  you  are  doing  is  legal.  Do  not  assume  that  just 
because  we  believe  a  book  is  in  the  public  domain  for  users  in  the  United  States,  that  the  work  is  also  in  the  public  domain  for  users  in  other 
countries.  Whether  a  book  is  still  in  copyright  varies  from  country  to  country,  and  we  can'l  offer  guidance  on  whether  any  specific  use  of 
any  specific  book  is  allowed.  Please  do  not  assume  that  a  book's  appearance  in  Google  Book  Search  means  it  can  be  used  in  any  manner 
anywhere  in  the  world.  Copyright  infringement  liabili^  can  be  quite  severe. 

About  Google  Book  Search 

Google's  mission  is  to  organizc  the  world's  information  and  to  make  it  univcrsally  accessible  and  uscful.   Google  Book  Search  hclps  rcadcrs 
discover  the  world's  books  while  hclping  authors  and  publishers  rcach  ncw  audicnccs.  You  can  search  through  the  full  icxi  of  this  book  on  the  web 

at|http: //books.  google  .com/l 


Google 


Acerca  de  este  libro 

Esta  es  una  copia  digital  de  un  libro  que,  durante  generaciones,  se  ha  conservado  en  las  estanterías  de  una  biblioteca,  hasta  que  Google  ha  decidido 

cscancarlo  como  parte  de  un  proyecto  que  pretende  que  sea  posible  descubrir  en  línea  libros  de  todo  el  mundo. 

Ha  sobrevivido  tantos  años  como  para  que  los  derechos  de  autor  hayan  expirado  y  el  libro  pase  a  ser  de  dominio  público.  El  que  un  libro  sea  de 

dominio  público  significa  que  nunca  ha  estado  protegido  por  derechos  de  autor,  o  bien  que  el  período  legal  de  estos  derechos  ya  ha  expirado.  Es 

posible  que  una  misma  obra  sea  de  dominio  público  en  unos  países  y,  sin  embaigo,  no  lo  sea  en  otros.  Los  libros  de  dominio  público  son  nuestras 

puertas  hacia  el  pasado,  suponen  un  patrimonio  histórico,  cultural  y  de  conocimientos  que,  a  menudo,  resulta  difícil  de  descubrir. 

Todas  las  anotaciones,  marcas  y  otras  señales  en  los  márgenes  que  estén  presentes  en  el  volumen  original  aparecerán  también  en  este  archivo  como 

tesümonio  del  laigo  viaje  que  el  libro  ha  recorrido  desde  el  editor  hasta  la  biblioteca  y,  finalmente,  hasta  usted. 

Normas  de  uso 

Google  se  enorgullece  de  poder  colaborar  con  distintas  bibliotecas  para  digitalizar  los  materiales  de  dominio  público  a  fin  de  hacerlos  accesibles 
a  todo  el  mundo.  Los  libros  de  dominio  público  son  patrimonio  de  todos,  nosotros  somos  sus  humildes  guardianes.  No  obstante,  se  trata  de  un 
trabajo  caro.  Por  este  motivo,  y  para  poder  ofrecer  este  recurso,  hemos  tomado  medidas  para  evitar  que  se  produzca  un  abuso  por  parte  de  terceros 
con  fines  comerciales,  y  hemos  incluido  restricciones  técnicas  sobre  las  solicitudes  automatizadas. 
Asimismo,  le  pedimos  que: 

+  Haga  un  uso  exclusivamente  no  comercial  de  estos  archivos  Hemos  diseñado  la  Búsqueda  de  libros  de  Google  para  el  uso  de  particulares: 
como  tal,  le  pedimos  que  utilice  estos  archivos  con  fines  personales,  y  no  comerciales. 

+  No  envíe  solicitudes  automatizadas  Por  favor,  no  envíe  solicitudes  automatizadas  de  ningún  tipo  al  sistema  de  Google.  Si  está  llevando  a 
cabo  una  investigación  sobre  traducción  automática,  reconocimiento  óptico  de  caracteres  u  otros  campos  para  los  que  resulte  útil  disfrutar 
de  acceso  a  una  gran  cantidad  de  texto,  por  favor,  envíenos  un  mensaje.  Fomentamos  el  uso  de  materiales  de  dominio  público  con  estos 
propósitos  y  seguro  que  podremos  ayudarle. 

+  Conserve  la  atribución  La  filigrana  de  Google  que  verá  en  todos  los  archivos  es  fundamental  para  informar  a  los  usuarios  sobre  este  proyecto 
y  ayudarles  a  encontrar  materiales  adicionales  en  la  Búsqueda  de  libros  de  Google.  Por  favor,  no  la  elimine. 

+  Manténgase  siempre  dentro  de  la  legalidad  Sea  cual  sea  el  uso  que  haga  de  estos  materiales,  recuerde  que  es  responsable  de  asegurarse  de 
que  todo  lo  que  hace  es  legal.  No  dé  por  sentado  que,  por  el  hecho  de  que  una  obra  se  considere  de  dominio  público  para  los  usuarios  de 
los  Estados  Unidos,  lo  será  también  para  los  usuarios  de  otros  países.  La  l^islación  sobre  derechos  de  autor  varía  de  un  país  a  otro,  y  no 
podemos  facilitar  información  sobre  si  está  permitido  un  uso  específico  de  algún  libro.  Por  favor,  no  suponga  que  la  aparición  de  un  libro  en 
nuestro  programa  significa  que  se  puede  utilizar  de  igual  manera  en  todo  el  mundo.  La  responsabilidad  ante  la  infracción  de  los  derechos  de 
autor  puede  ser  muy  grave. 

Acerca  de  la  Búsqueda  de  libros  de  Google 


El  objetivo  de  Google  consiste  en  organizar  información  procedente  de  todo  el  mundo  y  hacerla  accesible  y  útil  de  forma  universal.  El  programa  de 
Búsqueda  de  libros  de  Google  ayuda  a  los  lectores  a  descubrir  los  libros  de  todo  el  mundo  a  la  vez  que  ayuda  a  autores  y  editores  a  llegar  a  nuevas 
audiencias.  Podrá  realizar  búsquedas  en  el  texto  completo  de  este  libro  en  la  web,  en  la  página|http :  /  /books  .  google  .  com| 


,.•     t 


FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 


DE  JUSTICIA  NACIONAL 


CON  LA  RELACIOri  DE  SUS  RESPECTIVAS  CAUSAS 


FALLOS 


DB   LA 


SUPREMA   CORTE 

'  DE    JUSTICIA    NACIONAL 

CON  LA  RELACIÓN  DE  SUS  RESPECTIVAS  CAUSAS 


PUBLICACIÓN     HRCHA 


Ptr  \n  Dottons  D.  JOSÉ  8.  DOUNGDEZ  j  D.  JOSÉ  i  nUiS 

Secretarios  del  Tribanal 


CUARTA  SERIE  QUE  PRINCIPU  CON  EL  AÑO  1893 

TOMO  DUODÉCIMO 


BIJENOS    AIRES 

IMPRENTA  DE  PABLO  E.  CONI  É  HUOS,  ESPEi^IAL  ?ARA  OBRAS 

680  —  CALLE    PKRÜ  —  680 


1897 


ACUERDOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 


Acuerdo  nombrando  empleados  para  la  Secretarla  de  la 

Suprema  Corte 

En  la  ciudad  de  Buenos  Aires,  á  cuatro  de  Febrero  de  mil 
ochocientos  noventa  y  seis,  reunidos  en  su  sala  de  acuerdos 
los  señores  ministros  de  la  Suprema  Corle  de  Justicia  Nacio- 
nal^ doctores  don  Luis  V.  Várela,  don  Abel  Bazan  y  don  Juan 
E.  Xorrent,  dijeron  :  que  habiendo  la  ley  de  presupuesto 
para  el  corriente  año,  introducido  modificaciones  en  el  per- 
sonal de  la  Secretaría,  acordaban  nombrar,  de  acuerdo  con 
dicha  ley,  para  desempeñar  los  puestos  de  oficiales  mayores 
á  los  actuales  oficiales  primeros,  don  Cornelio  Coyar  y  don 
Toribio  Bonel;  en  reemplazo  de  éstos  á  los  escribientes  don 
Jorge  de  la  Torre  y  don  José  T.  Maxuach,  todos  con  antigüe- 
dad del  primero  de  Enero  del  presente  año;  y  para  llenar  las 
vacantes  de  escribientes,  dejadas  por  los  últimos,  á  don  Ula- 
dislao  F.  Padilla  y  don  Roberto  J.  Bunge. 

Todo  lo  cual  dispusieron  y  mandaron,  ordenando  se  publi- 
case y  se  registrase  en  el  libro  correspondiente. 

LUIS   V.  VAEELA*  —  ABEL  BAZAN. 
—  JUAN  E.  TORRENT. 

José  A.  Frías, 

Secretario. 
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Acuerdo  estableciendo  el  reglamento  interno  para  la  Secretaria 

de  la  Suprema  Corte. 

En  la  ciudad  de  Buenos  Aires,  á  los  trece  dias  del  raes  de 
Febrero  de  1896,  reunidos  en  su  sala  de  acuerdos  los  señores 
ministros  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Nacional,  doctores 
don  Luis  V.  Várela,  don  Abel  Bazan,  don  Octavio  Bunge  y 
don  Juan  E.  Torrent,  dijeron  :  que  considerando  conveniente 
organizar  él  servicio  de  la  Secretaría,  acordaban  sancionar  el 
siguiente  : 

Reglamento  Interno 

Art.  1*.  —  La  Secretaría  de  la  Suprema  Corte  permanecerá 
abierta  al  público  todos  los  dias  hábiles,  y  en  aquellos  de 
fiesta  en  que  se  reuniere  el  Tribunal,  ó  se  indique  por  los 
secretarios. 

Art.  2**.  —  Los  empleados  de  la  Secretaría  deberán  dar  to- 
das las  informaciones  que  respecto  á  sus  asuntos  los  intere- 
sados les  requieran,  teniendo  siempre  presente  que  el  empleo 
que  desempeñan  se  ha  creado  para  el  servicio  público;  y 
por  consiguiente,  estarán  obligados  á  atender  á  éste  con  acti- 
vidad y  cortesía. 

Art.  3^.  —  La  hora  de  concurrir  á  la  oficina  queda  fijada 
en  las  once  y  media  (11  y  30  a.  m.)  para  todos  los  empleados, 
los  que  no  podrán  retirarse,  en  los  dias  que  celebra  acuerdo 
la  Suprema  Corte,  hasta  que  no  recibieren  orden  de  los  se- 
cretarios; y  en  los  demás  dias  podrán  hacerlo  á  las  cuatro  y 
media  (4  y  30  p.  m.).  Pero,  en  todo  tiempo,  estas  horas  de 
asistencia  como  de  salida,  quedarán  subordinadas  á  las  ne- 
cesidades del  trabajo  de  oficina  ó  del  servicio  público. 
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Art.  4*.  —  Todo  empleado  tiene  la  obligación  de  dedicar 
su  tiempo,  habilitando  las  horas  necesarias,  á  los  trabajos  de 
carácter  urgente  ó  extraordinarios,  sin  tener  derecho  á  otra 
remuneración  que  la  señalada  por  el  presupuesto  general. 

Art.  5».  —  Ningún  empleado  podrá  retirarse  de  la  oficina 
durante  las  horas  reglamentarias  sin  previo  permiso  de  los 
secretarios  ó  del  jefe  inmediato  en  su  caso. 

Art.  6°.  —  Por  cada  falta  no  justificada  se  descontará  al 
empleado  el  equivalente  de  un  dia  de  sueldo  ;  y  de  medio  dia 
toda  vez  que  llegare  á  la  oficina  con  retardo,  ó  se  retire  de 

ella  sin  licencia . 

Art.  7».  —  Todo  empleado  que  por  enfermedad  ú  otra  causa 
no  pueda  concurrirá  la  oficina  lo  participará  á  los  secretarios, 
en  el  mismo  dia.  por  escrito;  pero  si  estas  faltas  excedieran 
de  cinco  en  el  mes,  estará  sujeto,  por  las  que  pasen  de  aquel 
número,  al  descuento  establecido. 

Art.  8«.  —  Todo  empleado  que,  sin  causa  justificada  y  sin 
aviso  previo,  falte  á  la  oficina  por  ocho  dias  consecutivos,  que- 
dará separado  de  su  empleo.  Sufrirá  igual  pena  el  que  contra- 
viniere á  las  disposiciones  del  articulo  1  \  de  este  reglamento. 

4rt.  9».  —  Si  por  enfermedad  notoria  ó  ausencia  justificada 
BO  pudiese  concurrir  el  empleado  por  más  de  diez  dias  conse- 
cutivos, podrá  nombrársele  un  reemplazante,  quien  percibirá 
la  mitad  del  sueldo,  correspondiendo  la  otra  mitad  al  em- 
pleado. 

Art.iO.  —  Todo  empleado  que  desobedeciera  lis  órdenes 

que  se  le  dieran,  ó  reincidiese  en  las  faltas  no  justificadas  ó 
se  ausentare  frecuentemente  de  la  oficina  sin  aviso,  será  sus- 
pendido sin  goce  de  sueldo  por  el  término  de  ocho  á  veinte 
dias,  según  la  gravedad  del  caso. 

Art.  n.  —  Se  prohibe  á  los  empleados  : 

i"  Usar  en  la  oficina  palabras  ó  expresiones  ajenas  al  buen 
lenguaje ; 
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2^  Dar  noticias  ó  referencias  de  actos  que  por  su  naturaleza 
sean  de  carácter  reservado; 

S""  Dar  copias  de  documentos  en  tramitación  ó  archivados 
sin  autorización  previa  del  Tribunal  ó  de  los  secretarios  en 
su  caso; 

4®  Gestionar  asuntos  que  se  tramiten  en  la  Corte  y  Juzgados 
federales; 

5*»  Abandonar  su  oficina  sin  el  permiso  correspondiente; 

6^  Sacar  ó  permitir  que  se  saquen  fuera  de  la  oficina  los 
expedientes^  libros  ó  documentos  pertenecientes  á  ella; 

7^  Negarse  á  dar  las  informaciones  que  les  esijan  los  inte- 
resados respecto  al  estado  en  que  se  hallase  la  tramitación 
de  sus  expedientes; 

8°  Recibir  dinero  para  efectuar  reposición  de  sellos. 

Art.  12.  -—  Ningún  empleado  deberá  dirigirse  al  Presidente 
de  la  Suprema  Oorte,  sino  por  intermedio  de  los  secretarios, 
para  todo  asunto  que  se  relacione  con  el  servicio,  salvo  el 
caso  de  reclamo  por  la  suspensión  ú  otro  acto  disciplinario 
en  que  se  crea  indebidamente  castigado. 

Art.  13.  —  El  número  de  empleados  de  la  secretaría  será 
el  fijado  por  la  ley  general  de  presupuesto  y  en  ningún  caso 
será  permitido  aumentarlo  con  supernumerarios  ó  meritorios 
ad  honor  em. 

Art.  14.  —  Los  oficiales  mayores  rubricarán  lodos  los  dias, 
á  las  doce  meridiano,  el  libro  de  asistencia  de  los  empleados^ 
en  el  que  éstos,  al  entrar  á  la  oficina,  pondrán  su  nombre  en 
la  casilla  que  les  corresponda.  Elevarán  también  á  los  secre- 
tarios la  planilla  mensual  de  las  faltas  de  asistencia  de  los 
empleados  y  las  sumas  que  deben  descontárseles  del  sueldo. 

Art.  15.  —  Las  sumas  que  se  obtuvieren  por  descuentos 
del  sueldo  de  los  empleados,  ingresarán  á  la  caja  de  la  secre- 
taria, para  invertirse  en  gastos  generales  de  la  misma. 

Art.  16.  —  Los  empleados  estarán  en  el  deber  de  realizar 
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todo  el  trabajo  que  se  les  encomiende  por  los  jefes  de  la  ofi- 
cina, sin  tener  derecho  para  escusarse  por  razones  de  otro 
trabajo  ó  de  este  reglamento. 

Art.  n.  —  Es  deber  de  lodos  los  empleados  de  la  secretaría» 
ayudarse  y  reemplazarse  en  todos  los  quehaceres  de  la  ofi- 
cina, siempre  que  el  servicio  público  lo  requiera  ó  lo  dispon- 
gan los  secretarios. 

Art.  {8.  —  Todos  los  empleados  están  obligados  á  conocer 
y  cumplir  este  reglamento,  no  pudiendo  escusar  ninguna 
falta  por  ignorancia  del  mismo. 

Art.  19.  —  Este  reglamento  empezará  á  regir  desde  el  1**  de 
Marzo  próximo,  debiendo  darse  conocimiento  de  él  á  todos  los 
empleados  y  colocarse  impreso  en  las  oficinas. 

Todo  lo  cual  dispusieron  y  mandaron,  ordenando  se  publi- 
case y  se  registrase  en  el  libro  correspondiente. 

LUIS  V.  VÁRELA.  —  ABEL  BAZAN. 
—  OCTAVIO  BUNGE.  —  JUAN  E. 
TORRENT. 

José  A.  Frias, 

Secretario. 


Acuerdo  designando  los  jueces  suplentes  y  fiscales  ad  hoc  para 

el  ario  4897 


En  la  ciudad  de  Buenos  Aires,  á  26  de  Diciembre  de  1896, 
reunidos  en  su  sala  de  acuerdos  los  señores  Presidente  y 
Ministros  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  nacional,  doctores 
don  Benjamin  Paz,  don  Luís  V.  Várela,  don  Abel  Bazan,  don 
Octavio   Bunge  y  don  Juan  E.  Torrent,  con  el  objeto  de 
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formar  la  lista  de  abogados  que,  con  arreglo  á  la  ley  de  vein- 
ticuatro de  Setiembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  ocho,  de- 
ben suplir  en  el  año  de  rail  ochocientos  noventa  y  siete,  á  ios 
jueces  federales  de  sección,  legalmente  impedidos  ó  recusa- 
dos, y  ejercer  las  funciones  de  fiscales  ad  hoc,  acordaron  la 
formación  de  las  siguientes  listas  : 

Para  la  Capital :  doctores  don  Miguel  G.  Méndez,  don  Fran- 
cisco Ayerza,  don  Bernardino  Bill^ao,  don  Rayraundo  Wil- 
mart,  don  Santiago  Balestra,  don  Federico  Pinedo,  don  Juan 
A.  Bibilone,  don  Francisco  Gánale,  don  Norberto  Pinero,  don 
Ángel  E.  Casares. 

Parala  spcción  áe  Buenos  Aires:  doctores  don  Pedro  F. 
Agote,  don  Emilio  Carranza,  don  Nicolás  E.  Videla^  don  José 
N.  Matienzo,  don  Enrique  Rivarola,  don  Julio  Sánchez  Via- 
monle,  don  Jacob  Larrain,  don  Emilio  Ocampo,  don  Maíiuel 
A.  Pórtela,  don  José  María  Gamas. 

Para  la  sección  de  Santa  Fé:  doctores  D.  P.  Nolasco  Arias, 
don  Joaquín  Lejarza,  don  Calixto  Lassaga,  don  Pedro  A. 
Echagüe,  don  José  Leguizamon,  don  Nicanor  de  Elía,  don  José 
María  Ferro,  don  Julio  Rodríguez  de  la  Torre,  don  Federico 
Molina,  don  Guillermo  San  Román. 

Para  la  sección  de  Entre  Ríos  :  doctores  don  Miguel  M .  Ruiz, 
don  Ramón  Calderón,  don  Carlos  M.  de  Elía,  don  Valentín  A. 
Mernes,  don  José  del  Barco,  don  Martin  Ruiz  Moreno,  don 
Andrés  G.  Gallino,  don  Ramón  Febre,  don  Martin  Meyer,  don 
Marciano  E.  Torres. 

Para  la  sección  de  Corrientes:  doctores  don  Juan  Valenzue- 
la,  don  PedroT.  Sánchez,  don  Fermín  E.  Alsina,  don  Rómu- 
loAmadey,  don  J.  Alfredo  Ferreyra,  don  Martin  Goitia,  don 
Primo  Díaz  Colodrero,  don  José  F.  Soler,  don  Ertiesto  E.  Es- 
quer. 

Para  la  sección  de  Córdoba  :  doctores  don  Agustín  Patino, 
don  JuanM.  Garro,  donTeodomiro  Paez,  don  José  M.  Ruiz, 
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don  Tomás  Garzón,  don  José  J.  del  Prado,  don  Rafael  Gar- 
cía Montano,  don  Julio  Deheza,  don  Pablo  Julio  Rodríguez, 
don  Cipriano  Soria. 

Para  la  sección  de  Santiago  del  Estero :  doctores  don  Na- 
poleón Taboada,  don  Manuel  Argañarás,  don  Benjamín  Gi- 
ménez, don  José  Ramón  Bravo,  don  Ramón  I.  Agüero,  don 
Remigio  CaroK  don  Dámaso  Giménez  Beltran,  don  Adolfo 
Sánchez,  don  Mariano  Santillan. 

Para  la  sección  de  Tucuman :  doctores  don  Francisco  Ma- 
rina Alfaro,  don  Emilio  Terán,  don  Juan  M.  Terán,  don  José 
Frias  Silva,  don  Patricio  Zavalía,  don  Servando  Viaña,  don 
Rufino  Cossio,  don  Alberto  E.  Padilla,  don  Abraham  de  la 
Vega,  don  Felipe  Bravo. 

Para  la  sección  de  Salta:  doctores  don  Felipe  R.  Arias,  don 
Juan  T.  Frias,  don  Pedro  I.  López,  don  Domingo  Güemes,  don 
Damián  Torino,  don  Añádelo  La  Torre,  don  Julio  Torino, 
don  Eliseo  J.  Outes,  don  Luis  Peña,  don  Luis  Linares. 

Para  la  sección  deJujuy :  doclorí^sdon  Pablo  Carrillo,  don 
Segundo  Linares,  don  Delfín  S.  de  Bustamante,  don  Cos- 
meArías,  don  Aníbal  Helguera  Sánchez,  don  Pablo  Arroyo, 
don  Daniel  Ovejero,  don  Teófilo  S.  de  Bustamante,  don  Fran- 
cisco Acuña,  don  Octavio  Iturbe. 

Para  la  sección  de  Ca/a/nirca :  doctores  Guillermo  Correa, 
don  Fidel  Barrionuevo,  don  Santiago  Santa  Coloma,  don  Gui- 
llermo Leguizamon,  don  Máximo  Vera,  don  Simón  Avellane- 
da, don  Estaurófílo  Nieto. 

Para  la  sección  de  La  Rioja:  doctores  don  Marcial  Catalán, 
don  Segundo  A.  Colina,  don  Pedro  Agosl,  don  J.  Vicente  de  la 
Vega,  don  Arcadio  de  la  Colina,  don  Wenceslao  Frias,  don 
Serafín  de  la  Vega  (padre),  don  Deifin  N.  Baca,  don  Carlos 
Díaz  Garzón. 

Para  la  sección  de  San  Juan :  doctores  don  Secundino  Na- 
varro, don  Arístides  Martínez,  don  Benjamín  Sánchez,  don 
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Javier  M.  Garrarnuño,  don  Manuel  García,  don  Alejandro  Ga- 
rramuño,  don  Pedro  A.  Garro,  don  Juan  M.  Coiitreras,  don 
Doroteo  Basañez,  don  Pedro  A.  Correa. 

Para  la  sección  de  Mendoza  :  doctores  don  Isaac  Godoy,  don 
Juan  E.  Serú,  don  Manuel  Bermejo,  don  Ángel  D.  Rojas,  don 
Francisco  Ruisuarez,  don  José  Palma,  don  Pedro  N.  Ortiz, 
don  José  R.  Lencinas,  don  Pedro  I.  Anzorena,  don  Julián 
Barraquero. 

Para  la  sección  de  San  Luis:  doctores  don  Cristóbal  Pe- 
reyra,  don  Marcelino  Ojeda,  don  Teófilo  Saa,  don  Domingo 
Flores,  don  Mamerto  Gutiérrez,  don  Juan  Daract,  don  Juan 
G.  Beltran,  don  Benigno  Rodriguez  Jurado,  don  Juan  Garro 
Allende,  don  Víctor  S.  Guiñazú. 

Todo  lo  cual  dispusieron  y  mandaron,  ordenando  se  regis- 
trase en  el  libro  de  acuerdos,  se  publicase  y  se  comunicase 
al  Poder  Ejecutivo. 

BENJAMIx\PAZ.  —  LUIS  V.  VÁRELA.  — 
ABEL  BAZAN.  —  OCTAVIO  BUNGE.  — 
JUAN  E.   TORRENT. 

JoséE.  Domínguez,'' 
Secretario. 


Acuerdo  designando  ministro  y  secretario  para  la  feria 

de  4897 


En  la  ciudad  de  Buenos  Aires,  á  los  treinta  y  un  días  de  Di- 
ciembre de  mil  ochocientos  noventa  y  seis,  reunidos  en  la  sala 
de  acuerdos  los  señores  Presidente  y  Ministros  de  la  Suprema 
Corte  nacional,  doctores  don  Benjamin  Paz,  don  Luis  V.  Várela , 
don  Abel  Bazan,  don  Octavio  Bunge  y  don  Juan  E.  Torrrent, 
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con  objeto  de  nombrar  ai  juez  de  feria  con  arreglo  al  artícu- 
lo cuarto  del  reglamento  para  el  orden  interno  de  la  Suprema 
Corte,  acordaron  nombrar  al  señor  ministro  doctor  don  Luis 
y.  Yarela,  para  desempeñar  las  funciones  de  tal^  actuando 
como  secretario  el  doctor  don  José  A.  Frías,  quien  deberá 
designar  los  empleados  que  durante  la  feria  tengan  que  con- 
currir á  la  secretaría  para  el  servicio  de  ella. 

Asilo  dispusieron  y  mandaron,  ordenando  se  registre  en  el 
libro  correspondiente  y  se  publique. 

benjamín  paz.  —  LUIS  V.  VÁRELA.  — 
ABEL  BAZAN.  —  OCTAVIO  BüNGE.  — 
JUAN  E.  TORRENT. 

José  A.  FriaSf 
Secretario. 


Acuerdo  designando  conjueces  para  la  Suprema  Corle  duranle 

'      el  arlo  4897 


En  la  ciudad  de  Buenos  Aires,  á  cuatro  de  Febrero  de  mil 
ochocientos  noventa  y  siete,  reunidos  en  su  sala  de  acuerdos 
los  señores  Presidente  y  Ministros  de  la  Suprema  Corte  de 
justicia  nacional,  doctores  don  Benjamin  Paz,  don  Luis 
V.  Várela,  don  Abel  Bazan  y  don  Octavio  Bunge,  con  el 
objeto  de  nombrar  conjueces  para  el  corriente  año,  en 
cumplimiento  del  artículo  veinte  y  tres  de  la  ley  de  proce- 
dimientos, acordaron  nombrar  á  los  señores  doctores  don 
Exequiel  Pereyra,  don  Manuel  Obarrio,  don  Juan  J.  Montes 
de  Oca,  don  Honorio  Martel,  don  Enrique  Martínez,  don  Juan 
S.  Fernandez,  don  José  María  Gutiérrez,  don  Juan  Manuel 
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Terrero,  don  Rafael  Ruiz  de  los  Llanos,  don  Luis  Lagos  Gar- 
cía, don  Juan  £.  Barra,  don  Daniel  J.  Dónovan,  don  Luis 
Saenz  Peña,  don  Manuel1}uinlana,  don  Leopoldo  Basavilbaso, 
don  José  Maria  Rosa^  don  Luis  Beláuslegui,  don  Mariano 
Castellanos,  don  José  V.  Zapata,  don  Baldomcro  Llerena,  don 
Pascual  Berarochea,  don  Jqan  J.  Romero,  don  Dardo  Rocha, 
don  Joaquin  M.  Cullen,  don  Julián  L.  Aguírre. 

Todo  lo  cual  dispusieron  y  mandaron,  ordenando  se  publi- 
case y  se  registrase  en  el  libro  corespondiente. 

BENJAMÍN  PAZ.  —  LUIS  V.  VARE- 
LA.  —  ABEL  BAZAIV.  —  OCTAVIO 
BÜNGE. 

José  A.  Frías, 
Secretario. 


Acuerdo  sobre  tumo  y  reparto  de  expedientes  de  los  juzgados 

federales  de  la  Capital 


En  la  ciudad  de  Buenos  Aires,  á  seis  de  Febrero  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  siete,  reunidos  en  su  sala  de  acuerdos,  el 
señor  presidente  de  la  Suprema  Corte  de  justicia  nacional  doc- 
tor don  Benjamín  Paz,  y  los  señores  ministros  doctores  don 
Abel  Bazan  y  don  Octavio  Bunge,  dijeron  :  que  habiéndose 
nombrado  al  doctor  Aguslin  Urdínarrain,  según  comunica- 
ción del  poder  ejecutivo,  de  la  fecha,  para  desempeñar  el  nue- 
vo cargo  de  juez  federal,  en  lo  civil  y  comercial,  creado  por 
la  ley  de  presupuesto  del  presente  año,  acordaban  : 

Primero  :  Que  las  causas  civiles  y  comerciales  existentes 
hasta  el  treinta  y  uno  de  Enero  próximo  pasado,  en  los  juzga- 
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dos  federales  de  la  Capital,  se  repartan  por  mitad  entre  los 
jueces  doctores  Olaechea  Alcorta  y  ürdinarrain. 

Se^ndo :  Que  los  secretarios  Juan  C.  Atmandosy  Daniel 
S.  Tedin  presten  sus  servicios  en  el  juzgado  á  cargo  del  doc- 
tor Ürdinarrain  con  todo  el  personal  de  sus  respectivas  ofi- 
cinas, continuando  los  secpeta ríos  Eduardo  M.  Zavalía  y  En- 
rique Amaya,  también  con  su  respectivo  personal,  al  servi- 
cio del  juzgado  del  doctor  Olaechea  y  Alcorta,  y  los  secreta- 
rios Luis  Rodríguez  de  la  Torre  y  Benigno .  Zanoletti  en  el 
juzgado  de  lo  criminal  y  correccional. 

Tercero :  Que  el  turno  de  los  juzgados  civil  y  comercial  se 
establezca  en  el  corriente  año  en  la  siguiente  forma :  meses 
de  Febrero,  Abril,  Junio,  Agosto,  Octubre  y  Diciembre,  juez 
doctor  ürdinarrain  ;  y  los  meses  restantes  el  juez  doctor 
Olaechea  y  Alcorta;  debiendo  en  lósanos  sucesivos  invertirse 
este  orden,  esto  es,  juez  doctor  Olaechea  y  Alcorta  en  los 
meses  que  hubiere  tenido  en  el  anterior  el  doctor  Ürdinarrain, 
y  éste  los  que  hubiere  tenido  aquel. 

Cuarlo',  Que  se  comuniqueal  Poder  Ejecrulivo  y  á  los  jueces 
federales  de  la  Capital. 

Con  lo  que  terminó  el  acto  firmando  el  señor  presidente  y 
los  señores  ministros  por  ante  mi. 

benjamín    paz.  —  ABEL   BAZAN. 
—  OCTAVIO  BUNGE. 

José  A,  Frías, 
Secretario. 
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Acuerdo  adoptando  diversas^  medidas  para  la  Iramüacion  de 
los  juicios  y  sobre  residencia  délos  jueces  de  sección,  jue^ 
ees  letrados,  ele. 

En  la  ciudad  de  Buenos  Aires,  á  trece  de  Febrero  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  siete,  reunidos  en  su  sala  de  acuerdos  el 
señor  presidente  de  la  Suprema  Corle  de  justicia  nacional, 
doctor  don  Benjamin  Paz,  y  los  señores  ministros  doctores  don 
Luis  V.  Várela,  don  Abel  Razan,  don  Octavio  Bungey  don  Juan 
E.  Torrent.  con  asistencia  del  señor  procurador  general,  doc- 
tor don  Sabiniano  Kier^  dijeron  :  que  consultando  la  más 
ordenada  tramitación  de  los  juicios  y  en  ejercicio  de  las  fa- 
cultades que  confieren  las  leyes  á  la  Suprema  Corte,  acorda- 
ban que  se  librase  oficio  por  secretaría,  á  los  jueces  federa- 
les y  á  los  jueces  letrados  de  los  territorios  nacionales,  pre- 
viniéndoles que  en  las  causasen  que  intervengan  deben  ob- 
servar y  hacer  observar  cuidadosamente  lo  siguiente  : 

i°  Al  pié  de  todos  los  escritos  debe  ponerse  el  correspon- 
diente cargo  de  presentación  autorizado  por  el  secretario  con 
indicación  de  dia  y  hora.  Cuando  el  escrito  sea  de  aquellos 
que,  por  la  ley,  debe  presentarse  dentro  de  un  término  fatal, 
el  cargo  deberá  ser  firmado  por  el  interesado,  ó  por  quien  lo 
presentase,  conjuntamente  con  el  actuario. 

3°  La  reposición  del  papel  sellado  y  uso  de  estampillas  de 
abogados,  procuradores,  peritos,  etc.,  se  hará  en  todos  los 
casos  sin  demora,  y  en  los  términos  fijados  por  la  ley  de  la 
materia. 

3**  Los  jueces  federales  y  los  de  los  territorios  nacionales 
dirigirán  todas  las  comunicaciones  al  secretario  de  la  Supre- 
ma Corte. 

4*  En  todos  los  casos  en  que  se  otorguen  libremente  los 
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recursos  para  ante  la  Suprema  Corle,  fijarán  en  el  mismo 
auto,  el  término  de  emplazamiento  á  que  se  refiere  la  segun- 
da parte  del  articulo  211  de  la  ley  de  procedimientos. 

5®  Las  causas  por  infracciones  á  la  ley  de  enrolamiento,  de- 
ben tramitarse,  en  lo  pertinente,  según  las  reglas  estableci- 
das en  el  artículo  1**,  sección  1*,  libro  4°  del  Código  de  Pro- 
cedimientos en  lo  Criminal. 

G*"  Las  citas  de  las  leyes  se  harán  con  toda  precisión^  sin 
dejarse  en  blanco  fecha  alguna,  como  tampoco  el  número  de 
las  fojas  de  autos,  escritos  ó  diligencias  á  que  se  haga  refe- 
rencia. 

Igualmente  acordaron  se  hiciera  saber  á  los  jueces  federa- 
les, procuradores  fiscales,  jueces  letrados  de  los  territorios 
nacionales,  agentes  fiscales,  defensores  de  pobres  y  menores, 
secretariosy  demás  empleados  de  unos  y  otros  juzgados,  que 
la  feria  no  los  autoriza  para  ausentarse  de  la  sección  ó  terri- 
torio de  su  jurisdicción  ;  y  que  deben  residir  en  el  lugar  de- 
signado para  asiento  del  juzgado,  como  está  dispuesto  para  los 
jueces  letrados  de  los  citados  territorios,  por  el  artículo  33  de 
la  ley  sobre  organización  de  los  mismos. 

El  señor  ministro,  doctor  Bazán,  manifestó  que,  á  su  juicio, 
no  era  necesaria  la  disposición  que  se  consigna  en  la  segun- 
da parte  del  número  primero  de  este  acuerdo. 

Con  lo  que  terminó  el  acto  firmando  el  señor  Presidente, 
los  señores  ministros  y  el  señor , procurador  general,  por  an- 
te mí. 

benjamín  paz.  —  LUIS  V.  VÁRELA. 
— ABEL  BAZAN.  — OCTAVIO  BUNGE. 
—  JUAN  E.  TORRENT.  —  SABI- 
NIANO  KIER. 

José  A.  Frías, 
Secretario. 

T.  XII  2 


FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

DE  JUSTICIA  NACIONAL 
CON  LA  RELACIÓN  DE  SUS  RESPECTIVAS  CAUSAS 


AÍsfO    1895 

{  Continuación  J 


BRETE 


De  su  S.  León  XIII  instituyendo  á  Monseñor  üladislao 
Castellano  arzobispo  de  Buenos  Aires 

Sumario.  —  Coa  las  reservas  correspondientes  al  Patronato 
Nacional,  puede  concederse  el  pase  al  breve  pontiñcio  institu- 
yendo al  arzobispo  de  Buenos  Aires. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 

Buenos  Aires,  Octubre  17  de  1895. 

Suprema  Corte: 

La  investidura  conónica  que  el  breve  pontificio,  acompañado 
del  sagrado  palio^  confiere  á  Monseñor  Castellano  ha  sido  solici- 


20  FALLOS  DE  LA   SUPREMA  CORTE 

tado  de  su  santidad  por  el  señor  Garlos  Calvo  encargado  espe- 
cial del  Gobierno  argentino  alefecto,  como  lo  demuestran  las 
notas  precedentes.  La  aceptación  de  parte  de  su  Santidad 
León  XIII  de  la  presentación  del  Gobierno  Argentino  del  Pre- 
lado designado  para  la  arquidiócesis  de  la  República,  la  premu- 
ra con  que  el  Sumo  Pontífice  ha  apresurado  la  institución  dis- 
pensando benignamente  el  proceso  canónico^  su  expedición  por 
breve  á  que  se  ha  dignado  acceder,  á  fin  de  que  la  provisión  de 
la  huérfana  Arquidiócesis  no  se  retarde  más  tiempo  según  la  co- 
municación de  su  Eminencia  el  Cardenal  Bampolla  j  los  be- 
névolos conceptos  expresados  por  su  Santidad,  según  las  notas 
del  encargado  especial^  hacia  la  Nación  Argentina  ;  su  Gobierno, 
son  títulos  de  valiosa  consideración  para  el  inmediato  acuerdo 
del  pase.  El  Breve  de  su  Santidad  reviste  caracteres  de  una  au- 
tenticidad incontestable,  siendo  remitido  con  los  documentos  y 
notas  anexas  por  el  señor  Ministro  Plenipotenciario  de  la  Bepú- 
blica,  en  Alemania,  acreditado  especialmente  para  ese  acto  ante 
su  Santidad  y  en  sus  disposiciones  de  fondo  no  afecta  los  dere- 
chos del  Patronato  que  ha  ejercido  el  Gobierno  Argentino  en 
cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  el  inciso  8  del  artículo  67  de 
la  Constitución  Nacional.  El  juramento  canónico  impuesto  al 
Prelado  instituido  según  la  fórmula  acompañada  al  Breve  de 
Institución,  no  excluye  el  que  ha  de  prestar  ante  la  autoridad 
nacional,  según  la  forma  precedentemente  establecida  y  practi- 
cada. Nada  obsta  por  ello  á  que  Y.  E.,  en  uso  de  la  atribución 
que  le  confiere  el  inciso  9  del  artículo  86  de  la  Constitución  Na- 
cional^ otorgue  su  superior  acuerdo  al  pase  del  Breve  Pontifi- 
cio que  instituye  á  Monseñor  Castellano,  arzobispo  de  la  Sede 
Vacante  Metropolitana. 

Sabiniano  Kier. 
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Aeaerdo  de  la  Suprema  Corte 

Baenos  Aires,  Octubre  17  de  1895. 

De  conformidad  coa  el  dictamen  del  señor  Procarador  Gene- 
ral y  con  las  reservas  correspondientes  al  Patronato  Nacional, 
la  Corte  Suprema  de  Jastícia  Federal,  presta  el  aeaerdo  qae 
la  Constitución  exige  para  que  el  Presidente  de  la  República 
conceda  el  Pase  del  Breve  expedido  por  sa  Santidad  León  XIII 
en  Boma^  el  día  doce  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  noventa 
j  cinco,  institayendo  Arzobispo  Metropolitano  de  Baenos  Ai- 
res á  Monseñor  Doctor  XJladislao  Castellano,  Obispo  titular  de 
Ankialo,  elegido  por  el  Gobierno  de  la  República  Argentina 
y  presentado  enferma  si  sumo  Pontífice  para  dicho  cargo. 

Devuélvase,  en  consecuencia,  este  expediente  con  el  corres- 
pondiente oficio. 

LUIS  V.  VÁRELA.  —  ABEL  BA- 
ZAN.  —  OCTAVIO  BUNGE.  — 
JUAN  B.  TORRENT. 
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CAUSA    CCL.:€XX 


Contra  Nazareno  Mengarelli  y  otros,  por  contrabando;  sobre 

sobreseimiento  definitivo 


Sumario.  — Procede  el  sobreseimiento  definitivo  respecto  de 
los  procesados  contra  ios  caaies,  después  de  agotados  los  medios 
de  investigación,  no  resultan  cargos. 


Caso.  —  Besulta  del 


Fall«  del  Jíaez  Federal 


La  Plata,  Julio  23  de  1895. 

Autos  7  vistos :  Resultando :  1^  Que  en  22  de  Junio  de  i893, 
siendo  las  2  p.  m.,  se  recibió  en  el  Juzgado  á  mi  cargo  la  nota 
cabeza  del  proceso,  suscrita  por  el  jefe  del  resguardo  de  la  Ca- 
pital federal,  don  B.  Igarzabal  (véase  foja  i*^),  denunciando  el 
hecho  de  un  contrabando  de  tabacos,  llevado  á  cabo  por  medio 
del  pailebot  cTriton». 

2^  Que  en  esa  nota  se  decía  ese  le  había  denunciado»,  había 
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cargado  en  Montevideo  el  pailebot  cTriton»  una  partida  de  175 
fardos  de  tabacos,  anos  habanos  y  otros  de  Bahía,  con  el  propó- 
sito de  contrabandearlos  en  costas  argentinas,  eligiendo  para  el 
efecto  el  paerto  de  Necoohea  ó  Qaeqoen;  y  que  conociendo  eran 
las  únicas  vías  por  las  cuales  podrían  ser  traídos  á  esta  Capital 
las  del  Ferrocarril  del  Sud^  como  medida  preventiva^  obtuvo  del 
señor  don  Guillermo  White,  en  Jnnio  15,  una  carta  para  el  jefe 
de  cargas  de  la  estación  Central  á  fin  de  que  le  prestara  todo  su 
concurso  en  lo  que  le  manifestara,  haciendo  conocer  en  ese  mo- 
mento á dicho  empleado  el  propósito  que  le  llevaba,  pidiéndole 
en  consecuencia  que  se  sirviera  detener  todo  wagón  que  condu- 
jera tabacos  de  las  procedencias  ya  citadas  (véase  foja  1* 
vuelta) . 

3^  Que  en  la  referida  nota  se  agregaba  que  cpara  proseguir 
las  investigaciones,  levantar  el  sumario  preventivo  del  caso, 
hacer  comparecer  los  individuos  particulares  complicados  en 
este  asunto,  como  para  detener  cosas  y  personas,  mientras  sea 
preciso,  se  hace  necesario  la  autorización  del  caso,  solicita  de 
este  Juzgado,  en  su  carácter  de  jefe  del  Resguardo  de  la  Adua- 
na de  la  Capital,  se  le  acuerde  la  mencionada  autorización,  fa- 
cultándose á  la  vez  para  que  la  policía  de  la  provincia  le  preste 
el  auxilio  necesario  > . 

4°  Que  en  la  misma  fecha  se  dio  vista  al  Procurador  Fiscal, 
quien  á  las  3  p.  m.  se  expidió  (foja  2)  reconociendo  la  compe- 
tencia del  Juzgado  y  aconsejando  la  formación  del  oportuno  su- 
mario, debiendo  facultarse  al  funcionario  denunciante  para  lle- 
var adelante  la  investigación  y  expedirse  las  órdenes  necesarias 
á  la  Policía  para  que  le  prestase  el  auxilio  que  le  fuese  reque- 
rido  para  la  aprehensión  de  las  mercaderías,  allanamiento  del 
lugar  donde  se  encuentren,  debiendo  disponer  la  detención  de 
las  personas  ó  empleados  que  apareciesen  como  autores,  cóm- 
plices 6  encubridores  y  demás  que  fuese  conveniente;  á  lo  cual 
el  Juzgado  proveyó*  incontinenti:,  de  conformidad,  mandándose 
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librasen  las  órdenes  del  caso,  lo  que  en  el  mismo  día  fué  cam- 
plído  (véase  foja  3). 

5°  Que  en  30  de  Junio,  el  jefe  del  Besgoardo  pasó  una  nueva 
nota  al  Juzgado,  que  fué  entregada  el  6  de  Julio,  en  que  mani- 
festaba que  consecuente  con  la  autorización  conferida,  se  tras- 
ladó á  Necochea,  donde  pudo  comprobar  la  existencia  del  con- 
trabando denunciado  en  su  nota  de  21  de  Junio,  siendo  la 
mercadería  desembarcada  del  pailabot  «Tritón»,  j  conducida  á 
la  Capital  federal  en  wagones  del  Ferrocarril  del  Sud,  en  la 
forma  siguiente : 

De  Qneqnen  Grrandé,  Junio  i4,  wagón  número  ii46,  18  ca- 
jones, ídem.  Junio  20,  wagón  número  1587,  13  cajones.  De 
Lobería^  Junio  20,  wagón  número  7083,  3  cajones.  De  Pieres, 
Junio  18,  wagón  número  . . . ,  30  cajones.  (Estos  cajones  mar- 
ca B  Y  contienen  los  fardos  de  tabacos  cu  vas  marcas  son  A  Q  C, 

75  fardos,  J  G  25  fardos,  ^'^"^^^  ^^°^*^  50  fardos  y  ^^^ 

25  fardos)  (véase  foja  4  vuelta). 

6^  Que  en  la  misma  nota  dice  el  señor  Igarzabal  haber  tele- 
grafiado al  jefe  de  cargas  en  24  de  Junio,  reiterándole  el  pedido 
de  embargo  de  los  artículos  enunciados;  y  que  el  día  29,  después 
de  concluir  en  parte  la  sumaria  instruida  en  Necochea  y  que 
más  tarie  elevara  por  intermedio  del  señor  Administrador  de 
Rentas  al  conocimiento  de  este  Juzgado,  «ha  sabido  que  en  la 
estación  Central  del  Ferrocarril  del  Sud  se  encuentran  alguDos 
wagones  con  los  cajones  áque  hace  referencia».  Que  en  Julio 
6,  se  corrió  vista  al  Procurador  Fiscal,  el  que  expidiéndose  en 
el  día,  dice:  «En  razón  de  la  urgencia  y  gravedad  del  hecho 
que  se  expresa  en  la  comunicación  adjunta,  se  ha  de  disponer 
por  el  Juzgado  lo  siguiente:  se  libre  oficio  al  Administrador  de 
la  Aduana  de  Buenos  Aires  y  gerente  del  Ferrocarril  del  Sud 
para  que  las  mercaderías  manifestadas,  que  se  encuentran  de- 
tenidas en  la  estación  Central,  sean  puestas  á  disposición  de 
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este  JazgadOy  depositándolas  en  los  alinaceaes  fiscales  6  parti- 
culares bajo  segara  castodia»  (véase  foja  5  vaelta);  petición 
que  fué  proveída  en  el  día  do  conformidad,  librándose  los  oficios 
puntualizados  (véase  foja  6). 

7®  Que  informando  el  señor  gerente  del  Ferrocarril  del  Sud, 
á  la  nota  dirigida. por  este  Juzgado  con  fecha  6  de  Julio,  dice 
con  fecha  8  del  mismo:  cQue  los  bultos  referidos  fueron  entre- 
gados á  la  Aduana  de  la  Capital  en  virtud  de  orden  del  Juez  Fe- 
deral doctor  Lalanne,  copia  de  la  cual  se  adjunta  j  dice  así  : 
cSeñor  gerente  etc.:  Sírvase  Vd.  impartir  las  órdenes  que  sean 
necesarias  á  ñnde  que  le  sean  entregadas  bajo  inventario,  al 
Administrador  de  Rentas  de  la  Capital,  los  cuarenta  y  siete  ca- 
jones de  tabaco  que  con  fecha  25  de  Junio  (de  1893)  fueron  de- 
tenidos en  virtud  de  orden  de  ese  Juzgado  etc.»  (véase  foja  8). 

8^  Que  corrida  nueva  vista  al  fiscal,  éste  se  expidió  en  25  de 
Agosto  (foja  10)  sosteniendo  que  el  concomimiento  de  la  causa 
correspondía  á  la  jurisdicción  federal  de  la  provincia  de  Buenos 
Aires,  por  cuanto  de  ésta  formaba  parte  el  partido  de  Necochea, 
donde  el  delito  se  había  cometido,  siendo  circunstancia  mera- 
mente accidental  el  que  el  cuerpo  del  delito,  la  mercade- 
ría contrabandeada,  se  encontrase  en  una  jurisdicción  extra- 
fia,  correspondiendo  en  consecuencia :  1^  Recabar  del  señor  ad- 
ministrador general  de  Aduana,  la  remisión  de  la  snmaria  in- 
formación que  ordenó  este  Juzgado  instruir  al  empleado  don  R. 
Igarzabal,  de  esa  repartición;  2®  Promover  incidente  de  compe- 
tencia al  señor  Juez  Federal  de  la  Capital  de  la  República  doc- 
tor Lalanne,  á  la  cual  el  Juzgado  proveyó  de  conformidad, 
librándose  en  el  día  el  oportuno  exhorto  al  señor  Juez  doctor 
Lalanne  para  que  se  inhibiese  de  conocer  en  el  asunto  (foja  10). 

9^  Que  en  22  de  Junio  de  1893,  el  Administrador  de  Aduana 
se  dirigió  al  Juez  doctor  Lalanne  haciéndole  saber  que  aquella 
administración  acababa  de  recibir  la  denuncia  de  que  en  noches 
pasadas  se  ha  efectuado  un  fuerte  contrabando  de  tabacos  por 
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el  paerto  de  Necoohea  con  la  probable  complicación  de  los  em- 
pleados del  resguardo,  y  que  parte  de  ese  tabaco,  traslaJado  á 
cajones,  había  seguido  para  Balcarce  y  que  con  toda  prubabíli- 
dad  seguiría  por  el  tren  hasta  la  Capital  federal,  para  donde  iba 
destinado;  que  la  administración,  en  salvaguarda  de  los  intere*- 
ses  que  le  están  encomendados,  se  permitía  solicitar  se  sirviese 
ordenar  á  la  Empresa  del  Ferrocarril  del  Sud  la  detención  de  di- 
chos bultos  de  tabaco,  en  caso  de  que,  como  se  creía,  se  hubiese 
encargado  de  su  trasporte,  solicitando  dichas  medidas  sin  per- 
juicio de  las  que  dentro  de  sus  atribuciones  pudiese  adoptar  la 
administración  para  el  esclarecimiento  de  los  hechos,  y  que  el 
señor  Juez  doctor  Lalanue,  en  fecha  23,  aatorizaba  al  adminis- 
trador de  la  aduana  para  que  procediera  á  la  detención  de  las 
mercaderías  de  su  referencia . 

10^  Que  en  26  de  julio,  el  subaminístrador  de  aduana  don 
Manuel  Camelino,  pasa  al  señor  Administrador  de  Bentas  nacio- 
nales una  nota  (v.  f.  12)  comunicándole  que  el  día  anterior,  se 
había  contituído  en  la  estación  Plaza  Constitución  del  Ferroca  rril 
del  Sud,  áfin  de  verificar,  en  uso  de  la  autorización  conferida 
por  el  señor  Juez  Federal,  doctor  Lalane,  el  contenido  de  varios 
wagones  que  en  esta  mañana  habían  entrado  con  procedencia  de 
las  estaciones  Quequen  (Necochiía),  Pieres  y  Lobería ;  que  el  re- 
sultado ha  sido  encontrar  que  en  el  wagón  número  1587,  proce- 
dente de  Quequen,  venían  trece  grandes  cajones  conteniendo 
dentro,  uno,  dos  fardos  de  tabaco  y  otro,  uno.  No  abriéndose  el 
resto  por  considerar  que  todos  tenían  el  mismo  contenido;  que 
en  otro  wagón  número  7083,  cargado  de  papas,  venían  tres  ca- 
jones, de  los  cuales  hizo  abrir  uno,  el  que  contenía  también 
tabaco;  no  abriéndose  los  restantes,  pues  se  creyó  innecesario, 
declarando  en  ese  acto  el  señor  Gerente  de  Ferrocarril  del  Sud, 
que  quedaban  aprehendidos  los  16  cajones  por  el  informante 
señor  Camelino ;  y  siendo  sus  consignatarios  los  señores  Ramí- 
rez, Golú  y  C\ 
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11^  Que  nuevamente  se  da  caenta  (v.  foja  14)  por  el  admi- 
nistrador de  aduana,  de  haberse  comprobado  la  existencia  de 
otros  31  cajones  más  conteniendo  fardos  de  tabaco,  en  vista  de 
lo  cual  el  señor  Juez  doctor  Lalanne  pasó  los  autos  al  señor 

4 

Fiscal,  quien  solicitó  se  impartieran  las  órdenes  del  caso,  á  fin 
de  que  el  gerente  del  Ferrocarril  del  Sud  (véase  foja  14),  entre- 
gara á  la  Administración  de  Aduánalos  47  cajones  con  tabacos 
de  que  se  había  dado  cuenta  existían  detenidos  como  correspon- 
dientes al  contrabando  de  Quequen  Grande ;  lo  cual  fué  pro- 
veído de  conformidad. 

12^  Que  en  julio  14  de  1893,  el  jefe  del  Resguardo  de  la 
Capital,  sin  dar  cuenta  de  su  contenido  al  juez  de  la  causa, 
dirige  al  administrador  de  aduana  de  la  Capital  (véase  foja  17), 
un  extenso  informe  haciéndole  saber  que  en  los  últimos  días 
del  mes  de  mayo  de  1893,  tuvo  conocimiento  por  comunicacio- 
nes reservadas  que  le  hizo  saber  el  segundo  jefe  del  Resguardo 
don  Alfredo  Silva,  que  el  pailebot  nacional  <  Tritón  >  había 
sido  despachado  el  19  del  mismo  mes,  por  el  encargado  de  des- 
tacamento del  Quequen,  en  lastre  con  destino  al  puerto  de 
Montevideo ;  que  más  tarde  llegó  á  su  conoeimietito  que  el  mis- 
mo pailebot  se  preparaba  en  el  puerto  de  Montevideo  para  car- 
gar una  partida  de  fardos  de  tabacos,  unos  de  calidad  habanos 
y  otros  Bahía,  habiendo  sido  despachado  en  Julio  2  con  17^¿ 
fardos,  con  destino  á  Punta  Arenas,  territorio  chileno;  que  dada 
la  capacidad  de  este  buque  (30  toneladas  de  registro)  y  la  ca- 
lidad de  mercaderías  cargadas  en  dicho  puerto  de  Montevideo, 
lógico  era  presumir  que  el  referido  buque  salía  en  esa  forma 
para  proyectar  un  contrabando  en  costas  argentinas,  tanto  más 
cuanto  que  este  buque  ha  tenido  establecida,  desde  años  atrás 
su  carrera  desde  este  puerto  al  de  Quequen,  y  viceversa  (véase 

■ 

foja  17  vuelta);  contrayéndose,  en  consecuencia,  desde  aquel 
momento,  á  seguir  las  operaciones  y  movimientos  de  la  dicha 
embarcación,  tomando  las  medidas  aconsejadas  en  tales  casos. 
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13°  Que  en  la  referida  nota  agrega  el  señor  jefe  del  Resguar- 
do: que  entre  las  medidas  que  puso  en  práctica,  nna  de  ellas  fué 
constituir  en  las  estaciones  de  los  ferrocarriles  que  pudieran  ser- 
vir de  transporte,  en  caso  de  ser  descargados,  personas  que 
constantemente  vigilaban^  con  las  reservas  consiguientes,  todas 
las  cargas  que  esos  vehículos  conducían;  que  de  investigación  en 
investigación  pudo  cerciorarse  que  el  pailebot  c  Tritón  >,  fle- 
tado eipresameote  para  cargar  en  Montevideo  175  fardos  taba- 
co se  bahía  dirigido  al  puerto  de  Quequen  6  Necochea  (v.  f .  18), 
donde,, con  el  beneplácito  y  complicidad  de  los  empleados  del 
Resguardo,  debía  practicar  la  operación  de  descarga  fraudulen- 
ta; mencionando  nuevamente  lacarta-órden  del  señor  White,  de 
fecha  15  (véase  resultando  2°),  sin  que  hasta  ese  día  nada  hu- 
biera venido  que  hiciera  sospechar  que  se  hubiese  realizado  el 
transporte  en  cuya  virtud  resolvió  trasladarse  personalmente 
al  Quequen,  para  practicar  las  investigaciones  del  caso;  pero 
como  tenía  que  verso  fuera  del  centro  de  su  jurisdicción^  creyó 
prudente  revelar  sus  sospechas  al  señor  Juez  seccional  de  la 
provincia  de  Buenos  Aires,  pidiéndole  á  la  vez  le  muniera  de 
una  orden  para  proceder  según  el  caso  (véase  fojn  18  vuelta); 
orden  que  fué  acordada^  como  para  la  Policía  de  la  Provincia. 

14®  Que  en  su  referido  informe  declara  el  señor  jefe  del 
Resguardo  :  cqne  provisto  de  esos  indispensables  documentos, 
se  disponía  á  partir  para  el  Quequen,  el  día  23,  cuando  fué  lla- 
mado á  la  Administración  y  allí  se  le  preguntó  por  el  señor  Snb- 
administrador  Camelino  qué  antecedentes  tenía  respecto  á  una 
denuncia  que  había  recibido  de  unos  fardos  de  tabaco  del  puer- 
to del  Quequen,  contestando  que  estaba  en  antecedentes,  desde 
tiempo,  que  se  proyectaba  un  contrabando,  y  que  habiendo 
tomado  todas  sus  medidas  como  jefe  del  Resguardo,  esa  misma 
noche  partía  para  el  punto  indicado;  y  que,  habiendo  llegado 
á  Necochea  el  día  24,  supo  que  el  contrabando  se  había  veriñ- 
cado,  y  que  los  fardos  en  cajones  habían  sido  llevados,  unos  á 
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la  estación  de  Necochea,  otros  á  Pieres  y  alganos  á  Lobería 
(véase  foja  19),  reiterando  ese  mismo  día,  por  telegrama  al 
jefe  de  carga  de  la  Estación  Central,  1^  orden  de  detener  todo 
bnlto,  que  en  esa  forma  fuera  conducido  por  wagones  del  Ferro- 
carril, orden  qae  fué  repetida  al  día  siguiente. 

i  5®  Que  en  la  misma  nota,  agrega  el  señor  jefe  del  Resguardo, 
que  dando  cumplimiento  d  la  orden  recibida  de  este  Juzgado, 
procedió  á  instruirla  correspondiente  instrucción,  déla  que  re- 
sulta se  ha  comprobado  el  contrabando  de  175  fardos  de  taba- 
co, y  más  se  ha  justificado  la  complicidad  de  los  empicados  fisca- 
les como  la  de  algunos  vecinos  comerciantes  de  aquella  ciudad  ^ 
y  entrando  á  comentar  los  antecedentes  que  ha  acumulado,  el 
jefe  del  Besguardo,  designa  precisamente,  según  su  apreciación, 
los  puntos  y  responsabilidades  de  ios  que  asegura  han  interve- 
nido en  el  hecho  del  contrabando;  juicio  que  el  Juzgado  no  rela- 
ciona, por  cnanto  en  oportunidad  será  ello  apreciado  y  en  el 
sub'judice  se  trata  de  una  opinión  homini. 

16^  Que  según  el  informe  del  jefe  del  Eesguardo,  los  175 
fardos  de  tabaco,  cargados  en  Montevideo  y  descargados  en 
Quequen,  se  descomponen  así  :  AGG  75  fardos  tabaco  habano 
con  3200  kilogramos  ;  J.G-.,  25  fardos  tabaco  habano  con  1100 
kilogramos  ;  tabaco  habano  4300  kilogramos;  Pinto  Irmao,  50 
fardos  tabaco  Bahía  G.B.  con  4720  kilogramos;  I.G.A.  25  far- 
dos tabaco  Bahía,  con  2280  kilogramos;  tabaco  Bahía  700. 
Total  11.300  (véase  foja  21).  Que  el  capitán  y  tripulantes  del 
«  Tritón  »  señor  Nazareno  Mengarelli,  domiciliado  on  la  Boca 
del  Riachuelo,  calle  Olavarría  número  757;  Antonio  Boldani, 
César  Cerrani,  Pedro  Fontolini  y  Orestes  Pantolini^  los  que 
abandonaron  el  buque^  dejando  el  referido  patrón  Mengarelli 
al  individuo  Atilio  Marinciani,  encargado  de  él,  con  la  consigna 
de  que  si  alguien  preguntaba  por  el  dueño  del  c  Tritón  »,  dije- 
raque  lo  era  Estevan  Almandoz,  domiciliado  en  la  calle  de  Cha- 
cabuco  número  243,  primer  piso ;  y  agrega  que  el  título  del 
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pailebot  «  Tritón»,  se  encuentra  á  nombre  de  Benjamín  Ri- 
chemond,  domiciliado  en  la  misma  casa  que  Almandoz.  Que 
comprobado  el  contrabando,  correspondía,  con  arreglo  á  los 
artículos  893  y  Í041,  Ordenanza  de  Aduana,  proceder  á  la 
detención  :  i^  del  pailebot  <  Tritón  >,  conductor  del  contra- 
bando; 2**  embargo  del  depósito  de  Abázalo,  donde  se  deposi- 
taron los  fardos  de  tabaco  y  en  donde  los  envasaron  en  cajones  ; 
3^  embargo  de  la  chata  <  Catalina  >,  de  propiedad  de  Marcos 
Maritrano  y  Manuel  Fernández,  por  haber  sido  intermediario 
en  la  descarga  del  buqae  c  Tritón  >  (notificación  de  foja  i6); 
4^  Embargo  de  un  carro  de  Costa  Nieto  y  tres  carros  de  Miguel 
Bilbao,  por  ser  con  quienes  se  hizo  conducir  los  fardos  á  las 
estaciones  Quequen,  Lobería  y  Pieres;  5^  Embargo  de  las  casas 
de  negocio  del  señor  Adolfo  Trelles,  en  Qoeqnen  y  Lobería,  hasta 
la  resolución  que  dictaría  este  Juzgado  (v.  foja  23).  Que, 
como  elementos  ilustrativos  de  la  sumaria,  acompaña  el  rol 
de  la  tripulación  del  c  Tritón  >  con  el  despacho  indebido  del 
guarda  Montenegro,  en  lastre  con  destino  á  Montevideo.  El  co- 
nocimiento de  la  carga  tomada  en  Montevideo  por  el  mismo 
buque  con  destino  á  Punta  Arenas.  El  manifiesto  de  la  Adua- 
na de  Montevideo  visado  por  ei  cónsul  de  Chile  y  la  patente  de 
sanidad  del  puerto  de  Montevideo  despachando  el  buque  <  Tri* 
ton  »  con  destino  á  Chile. 

il"*  Que  asimismo  acompaña  una  carta,  sin  fecha,  dirigida 
por  don  Adolfo  Trelles  á  un  don  Pedro,  que  el  señor  jefe  del 
Besguardo  supone  es  el  guarda  don  Pedro  Montenegro,  la  cual 
cree  relacionada  con  el  contrabando;  y  termina  solicitando  la 
separación  de  los  empleados  Montenegro  y  Sánchez,  sostenien- 
do que  la  operación  llevada  á  cabo  por  el  <  Tritón  >y  es  nna  in- 
fracción prevista  por  el  artículo  890  de  las  Ordenanzas  de  adua- 
na, y  castigada  con  las  penas  designadas  en  los  artículos  1023 
al  1024;  y  que,  habiendo  salido  las  mercaderías  de  la  jurisdic- 
ción de  la  Aduana,  en  el  hecho  se  encuentra  comprendido  un 
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delito  conexo,  según  lo  dispuesto  por  el  artíoalo  1060  de  las 
mismas  ordenanzas. 

18®  Que  el  señor  jefe  del  Reguardo  de  la  Capital  don  Ramón 
Igarzabal,  haciendo  uso  de  la  autorización  que  le  fué  acordada 
á  foja  3^  procedió  con  fecha  24  de  Junio  á  tomar  declaración  á 
don  Pedro  Montenegro,  guarda  del  destacamento  del  Resguado 
en  el  puerto  del  Quequen  (fojas  26  á  29) ;  don  Pedro  Ghego,  en- 
cargado del  depósito  de  don  José  Abazálo  en  el  referido  puerto 
(f,  29  vuelta  á  31);  don  Miguel  Bilbao,  carrero  (f.  32  vuelta  á 
34);  en  25  del  mismo  mes,  a  don  Adolfo  Trelles,  comerciante 
(f.  34  vuelta  á  38);  don  Miguel  Gabíso,  carrero  (f.  38  vuelta 
á  40; ;  en  27  del  mismo  á  don  Francisco  Bernal  (f .  40  vuelta  y 
41);  á  don  José  Guenaga^  habilitado  de  don  Adolfo  Trelles 
(foja  4l  á  43);  ádon  Miguel  Bilbao,  nuevamente  (f.  43);  á  don 
Casto  Nieto,  carrero  (f .  44);  don  Lorenzo  Bozzo,  empleado  de 
de  Abásalo  (f.  45);  don  Eugenio  Natalucci,  también  empleado 
de  Abásalo  (f.  46);  en  28  de  dicho  mes,  á  don  Tomás  Sánchez, 
al  servicio  del  destacamento  de  Quequen  (f.  47  á  48);  y  ha- 
biéndose trasladado  á  la  Capital  Pederal,  el  referido  jefe  del 
Resguardo,  también  tomó  declaración  á  don  Atilio  Marincioni, 
tripulante  del  c  Tritón  i,  firmando  á  su  ruego  don  A.  J.  Fer- 
nandez (f.  48  Tuelta  á50);  apareciendo  tomadas  todas  estas 
declaraciones  sin  la  presencia  de  testigos. 

19^  Que  á  fojas  51 ,  52,  53  y  54  corren  respectivamente  el  rol 
de  la  tripulación  del  «  Tritón  »,  el  conocimiento  de  la  carga 
qno  se  especifica  en  el  resultando  16%  el  manifiesto  de  la  misma 
y  la  patente  de  sanidad,  documentos  visados  por  el  cónsul  de 
Chile,  en  Montevideo,  con  destino  á  Punta  Arenas,  en  31  de 
Mayo  de  1893. 

20"^  Que  de  fojas  55  á  59  se  hallan  agregadas  las  guías  de 
mercancías,  y  á  foja  68,  una  nota  del  gerente  del  Ferrocarril 
del  Snd  al  administrador  de  la  Aduana,  y  memorándums  que 
comprueban  la  remisión  por  el  Ferrocarril  del  Sud  de  las  esta- 
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ciones  Qaequen,  Fieres  y  Lobería  á  la  Plaza  Constitución,  del 
tabaco  descomisado  á  que  se  refiere  el  resaltando  5^,  figu- 
rando como  remitentes  don  Miguel  Bilbao,  don  José  Guenaga, 
don  A.  Kelles,  Castelli,  Gilardi  y  otros ;  y  como  consignatarios, 
los  señores  Ramírez,  Irazú  y  C*,  J.  B.  Anasagasti,  Jorge  Mar- 
tínez hermanos,  J.  B.  Reynoso,  R.  Irazú,  G.  Podestá,  Apella- 
niz,  Parodi,  Bonorino,  Errecaborde,  González  y  Laford,  J. 
Jubé,  Mallmann,  J.  Ortiz,  J.  M.  Martínez,  Mendoza,  Echeva- 
rría, disfrazando  la  verdadera  naturaleza  de  la  mercadería  por- 
teada con  inscripciones  en  que  *hacían  aparecer  los  fardos  y 
cajones,  conteniendo  trigo,  cueros,  artículos  de  almacén  y  fe- 
rretería, etc.  De  fojas  66  á  72,  se  halla  el  inventario  de  los  bul- 
tos recibidos  por  la  Aduana,  del  jefe  de  carga  del  Ferrocarril 
del  Sud,  con  expresión  de  marcas,  números,  envases^  etc. 

^l^  Que  de  fojas  72  á  74  corre  una  resolución  dictada  por  el 
señor  Administrador  de  la  Aduana  .de  la  Capital  Federal,  en  il 
de  Agosto  de  1893,  en  que  se  dice  que  el  contrabando  efectuado 
por  el  cTriton»  se  hallaba  plenamente  comprobado  por  los  expe- 
dientes iniciados,  uno  por  el  Sub-Administrador  de  la  Aduana, 
cuyos  antecedentes  obran  en  el  Juzgado  Federal  de  aquella  Ca- 
pital y  otro  por  el  jefe  del  resguardo,  habiéndose  llevado  á  cabo 
con  la  complicidad  del  guarda  1^  don  Pedro  Montenegro  y  del 
2®  don  Tomás  Sánchez,  y  siendo  tan  público  el  hecho,  que  se 
presentaron  á  denunciarlo  á  la  administración  don  Domingo 
Belazco  y  don  Domingo  Echegaray,[qne  ctanto  la  mercadería 
contrabandeada  como  el  buque  autor  del  contrabando  han  sido 
tomados  en  esta  capital,  no  habiendo  tenido  el  Juzgado  Federal 
de  La  Plata  otra  intervención  que  autorizar  la  aprehensión  de 
mercaderías  y  detención  de  personas  en  Quequen^  á  objeto  del 
sumario  que  se  debía  levantar  > . 

22®  Que  el  señor  administrador  de  la  aduana  termina  resol- 
viendo que  pasen  las  diligencias  practicadas  al  señor  Juez  de  la 
capital  federal  y  se  dirija  nota  al  señor  Ministro  de  Hacienda 
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pidiendo  la  separación  de  los  guardas  Montenegro  y  Sánchez; 
j  siendo  necesario  esclarecer  los  derechos  de  los  que  se  preten- 
den denunciantes  debe  pedirse  los  antecedentes  del  casoá  la  di- 
rección del  Ferrocarril  del  Sud,  asi  como  dirigir  nota  al  señor 
Ministro  de  Hacienda  de  la  Nación,  haciéndole  saber  que  según 
informes  que  tiene  la  administración,  don  Adolfo  Trelles  ha  si- 
do cómplice  como  consignatario  ó  actor  principal  del  hecho  de 
contrabando. 

23^  Que  de  fojas  75  á  77  corre  una  nota  pasada  poi  el  señor 
administrador  de  rentas  nacionales  al  juez  federal  de  la  Capital 
enviándole  todas  las  actuaciones  relativas  al  contrabando  del 
Tritón,  7  manifestando  en  qué  forma  vino  á  tener  conocimiento 
del  hecho  por  los  señores  Domingo  Yelazco  y  Domingo  Echega- 
ray,  con  fecha  22  de  Junio  de  i893,  á  las  2  p.  m.,  habiéndose  li- 
mitado el  administrador  señor  [(lamelino  y  el  jefe  del  res- 
guardo señor  Igarzabal  á  cumplir  las  órdenes  que  le  fueron  co- 
municadas como  consecuencia  de  la  referida  denuncia. 

24^  Que  reconocida  la  jurisdicción  de  este  Juzgado  por  el  auto 
del  señor  juez  federal  de  la  ciudad  de  Buenos  Aires  (foja  78), 
pasó  el  expediente  en  vista  al  señor  Procurador  Fiscal,  quien  se 
expidió  (á  fs.  80  vta.  y  81)  pidiendo  se  tomase  declaración  á 
don  Adolfo  Trelles,  don  Pedro  Chego,  don  José  Abásalo,  don  Mar- 
cos Narizano,  don  Manuel  P^ernandez,  don  Miguel  Bilbao,  don 
Miguel  Garbiso,  don  José  Goenaga,  don  Casto  Nieto,  don  Este- 
van  Almandoz,  don  Benjamín  Richemond,  don  Nazareno  Men- 
garelli,  capitán  del  Tritón,  y  á  los  tripulantes  del  mismo  don 
Antonio  Baldini,  Cesar  Serrani,  Pedro  Gontolini  y  Oreste  Pan- 
toloni,  se  embargase  el  vapor  Iriton,  y  la  chata  Catalina  como 
también  el  carro  de  Casto  Nieto;  y  finalmente,  que  fuesen  pues- 
tos á  disposición  del  Juzgado  los  fardos  de  tabaco  que  se  encon- 
traban en  la  aduana;  á  todo  lo  cual  el  Juzgado  proveyó  de  con- 
formidad, librándose  las  órdenes  necesarias  (f.  81  v.). 
25"*  Que  á  foja  82  comparece  don  Adolfo  Trelles  y  declara 
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que  nada  sabe  acerca  del  contrabando  efectuado  por  el  Tritón, 
negando  haber  tenido  participación  alguna  en  este  hecho;  j 
agrega  qae  se  ratifica  en  la  declaración  prestada  al  señor  Igar- 
zabal,  en  Necochea»  con  idénticas  afirmaciones,  pero  que  este 
señor  le  amenazó  con  ponerlo  preso;  á  fojas  82  vuelta  y  83  decla- 
ra don  Mígael  Bilbao  que  no  se  ratifica  en  la  declaración  qae 
aparece  suscrita  por  él  con  el  señor  Igarzabal^  por  cuanto  no  es 
soya  ni  le  fué  leido  lo  que  firmó,  todo  lo  cual  hizo  constar  al 
día  siguiente,  es  decir  en  26  de  Junio,  por  acto  público  ante  el 
escribano  de  Necochea  señor  Anguisola  y  negando  por  lo  demás 
todo  conocimiento  del  hecho  del  contrabando  denunciado  así 
como  su  participación  en  él;  á  fojas  83vnelt&  y  84  declara  don 
José  Gruenaga  manifestando  que  nada  sabe  del  contrabando, 
que  la  declaración  firmada  por  él,  que  aparece  hecha  ante  el  se- 
ñor Igarzabal,  no  es  suya,  por  cuanto  se  la  hizo  firmar  amena- 
zándole con  ponerlo  preso,  habiéndole  obligado  á  levantarse  de 
la  cama  á  pesar  de  hallarse  enfermo,  siendo  conducido  á  la  comi- 
saría; á  foja 85  declara  don  Eugenio  Nataluccio,  quien  se  ratifi- 
ca en  su  declaración  prestada  ante  el  jefe  del  resguardo,  en  la 
cual  dice  que  nada  sabe  acerca  del  contrabando  de  que  se  trata; 
á  foja  85  vuelta  presta  declaración  don  Tomás  Sánchez,  mani- 
festando que  se  ratifica  en  la  prestada  á  foja  74  ante  el  señor 
Igarzabal,  en  la  cual  dico  que  nada  sabe  acerca  del  contrabando 
de  tabaco,  agregando  que  aquel  amenazó  al  declarante  con  me- 
terlo en  la  penitenciaría  si  no  declaraba  lo   que  sabía;  á  foja  95 
Tuelta  declara  don  Pedro  Chego,  quien  afirma  que  ignora  por 
completóla  existencia  del  contrabando,  ni  quién  puede  haberlo 
realizado,  agregando  que  la  declaración  que  so  le  pone  de  mani- 
fiesto, prestada  ante  el  señor  Igarzabal  está  firmada  por  él,  pero 
que  protesta  de  su   contenido,  que  la  prestó  la  noche  de  oan 
Juan,  hallándose  algo  ebrio,  y  que  para  prestarla  fué  sacado  de 
su  lecho  á  la  una  y  media  de  la  mañana;  y,  finalmente,  á  foja  96 
vuelta,  presta  su  declaración  don  José  Abásalo,  afirmando  que 
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sólo  tiene  conocimiento  del  contrabando  por  haber  oído  hablar 
de  él  &  varias  personas  de  Necochea  y  Buenos  Aires  y  que  no 
sabe  ni  ha  oído  decir  quiénes  puedan  ser  sus  autores,  cómplices 
ó  encubridores. 

26°  Que  á  foja  90  el  sub -administrador  de  rentas  nacionales 
señor  Gamelino  da  cuenta  de  haber  sido  detenidos  6  cajones 
provenientes  de  la  estación  cEl  Moro  »,  conteniendo  tabaco,  que 
se  suponía  contrabandeado,  j  pidiendo  que  para  legalizar  la 
aprehensión,  diese  este  Juzgado  las  órdenes  necesarias  para  que 
trasladándose  á  <  El  Moro  >  el  inspector  del  resguardo  señor 
Egberto  Sotomayor,  pudiese  no  sólo  levantar  el  sumario  corres- 
pondiente, sino  aprehender  los  demás  bultos  que  pudieran  exis- 
tir en  esas  condiciones,  para  lo  cual  se  hacía  necesario  la  facul- 
tad de  allanar  domicilios^  etc.;  petición  á  la  cual  se  opuso  el 
señor  agente  fiscal  á  foja  91,  haciendo  suyo  su  dictamen  este 
Juzgado,  á  foja  92. 

27^  Que  á  foja  108  presta  declarauion  don  Domingo  Eche- 
garay,  que  se  pretende  denunciante  del  contrabando  á  la  admi- 
nistración de  rentas  nacionales,  el  cual  afirma  que  tiene  cono- 
cimiento de  habersp  efectuado  un  contrabando  en  el  puerto  de 
Quequen  Grande,  y  que  tuvo  lugar  en  Junio  22  el  hecho  de  la 
denuncia  en  la  aduana;  que  el  contrabando  se  depositó  en  las  oa- 
sas  de  comercio  de  Trelles  hermanos,  de  Necochea  y  Lobería; 
que  el  declarante,  en  unión  oon  Domingo  Yelazco  y  JuanEche- 
garay  presenciaron  el  desembarco  de  la  mercadería  del  pailebot 
Tritón  siguiendo  en  medio  de  la  obscuridad  de  la  noche  todas 
las  operaciones  de  los  contrabandistas,  indicando  como  tales  á 
Miguel  Bilbao  y  sus  peones  BlasCalicati  y  Domingo  Laborda, 
los  tripulantes  del  Tritón,  A.  Trelles  y  hermano  y  Miguel  Gar- 
bisOy  explicando  detalladamente  la  participación  que  cada  ano 
tomó  en  el  hecho  denunciado. 

28^  Que  á  foja  119  vuelta  declara  Juan  Echegaray  manifes- 
tando que  el  9  de  Junio  de  1893,  en  unión  con  su  hermano  Do- 
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mingo  y  Domingo  Yelazco,  siendo  como  las  11  de  la  noche,  pre- 
senció el  desembarco  de  los  fardos  de  tabaco  del  pailebot  Tritón, 
en  el  que  intervinieron  Miguel  Bilbao  j  sus  peones  Domingo 
Laborday  Blas  Calicati»  á  quienes,  desde  la  distancia  en  que  se 
hallaba  con  sus  compañeros  ocultos  en  la  oscuridad,  oyó  decir 
que  iban  á  lleyar  los  fardos  á  las  casas  de  Trelles  y  hermano,  en 
Necochea  y  Lobería,  sin  que  él  viese  personalmente  adonde  los 
condujeron,  y  sin  que  tampoco  ni  él  ni  sus  compañeros  supieren 
que  lo  que  descargaban  era  tabaco,  sino  por  la  conversación  de 
los  peones. 

^  Que  á  foja  126  declara  Domingo  Yelazco  que  el  9  de  Ju- 
nio, acompañado  de  los  hermanos  Juan  y  Domingo  Echegaray, 
presenció  el  desembarco  que  hizo  el  pailebot  Tritón  de  fardos, 
por  medio  de  la  chata  de  Fernandez,  oyendo  decir  á  los  carreros 
desde  el  sitio  en  que  el  declarante  y  sus  compañeros  se  halla- 
ban apostados,  que  lo  que  se  descargaba  era  tabaco  habano, 
siendo  aquellos  Miguel  Bilbao,  Domingo  Laborda  y  Blas  Cali- 
cati,  habiendo  seguido  á  los  carros  hasta  una  chacra  de  Lobería, 
de  lo  cual  deduce  que  se  deposiUron  en  la  casa  del  señor  Trelles 
y  hermano,  por  lo  que  habían  hablado  los  carreros  mientras 
hacían  la  descarga;  que  en  la  noche  siguiente  continuó  la  des- 
carga en  el  muelle  de  Abásalo,  quedando  los  fardos  en  el  depósi- 
to de  éste,  de  donde  el  día  13  fueron  llevados  por  Miguel  Bilbao 
y  sus  peones  á  la  casa  de  Adolfo  Trelles  y  hermano,  de  Neco- 
chea, y  de  allí  Miguel  Garbiso,  el  capataz  y  un  peón  los  llevaron 
el  día  17  á  la  estación  Fieros,  adonde  llegaron  el  18,  habiendo 
llevado  también  varios  cajones  Miguel  Bilbao  e]  dia  19  á  la  es- 
tación Quequen,  donde  se  cargaron  en  el  wagón  número  1587; 
después  de  lo  cual  resolvió  con  sus  compañeros,  los  hermanos 
Domingo  y  Juan  Echegaray,  hacer  viaje  á  Buenos  Aires  para 
hacer  la  denuncia  de  contrabando  ante  el  administrador  de  la 
aduana,  como  así  lo  efectuaron  Domingo  Echegaray  y  el  decla- 
rante, contestando  á  la  última  pregunta  que  se  le  hizo  de  cómo 
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en  la  oscaridad  de  la  noche  podían  observar  todos,  los  movi- 
mientos j  operaciones  cuando  estaban  en  acecho  á  la  orilla  del 
rio  Quequen:  qae  porgue  tenían  fija  la  vista  hacia  la  chata,  bu- 
que 7  carros  j  el  mar  estaba  en  calma  (f.  131). 

SO®  Que  á  foja  133  obra  una  nota  del  jefe  del  resguardo  don 
Samonlgarzabál,  detallando  los  medios  por  los  cuales  llegó  á 
su  conocimiento  el  contrabando  que  se  proyectaba  realizar  por 
medio  del  pailebot  Tritón  ¡j  las  medidas  que  adoptó  para  com- 
probar la  consumación  del  hecho,  es  decir,  del  desembarco  por 
el  puerto  de  Quequen  de  175  fardos  de  tabaco,  así  como  para  el 
aseguramiento  de  los  objetos  afectados  á  las  responsabilidades 
consiguientes  ala  infracción  de  las  leyes  aduaneras. 

31®  Que  á  foja  137  declara  nuevamente  don  Adolfo  Trelles, 
quien  niega^  como  en  su  declaración  anterior,  toda  participación 
en  el  hecho  que  motiva  este  proceso,  siendo  completamente  fal- 
so que  en  las  noches  9  y  10  de  Junio  se  haya  llevado  mercade- 
ría de  ninguna  clase  á  sus  casas  de  negocio  de  Necoohea  ni  de 
Lobería;  que  esta  falsa  suposición  trae  su  origen  de  un  com- 
plot entre  Domingo  Yelazco  y  los  hermanos  Eohegaray  para  en- 
Tolver  al  exponente  en  este  asunto,  á  fin  de  sacarle  una  canti- 
dad de  dinero  con  la  cual  se  han  jactado  públicamente  se  pro- 
ponían hacer  un  viaje  á  Europa;  agregando  que  por  medio  del 
señor  G-alarreta^  escribano  de  Necochea^  hicieron  saber  al  de- 
clarante y  ádon  José  Abásalo  que  si  les  entregaban  20.000  pe- 
sos cesarían  en  sus  calumnias  y  acusaciones;  que  en  cnanto  á  la 
carta  de  foja  61  es  efectivamente  suya,  pero  al  don  Pedro  á 
quien  va  dirigida  no  es  el  guarda  Montenegro,  como  se  pretende 
8in6  don  Pedro  Chego,  á  quien  la  escribió  un  año  antes  del  suoe- 
so  que  dio  origen  á  esta  sumaria,  con  motivo  de  cuentas  pendien- 
tes entre  ambos,  siendo  posible  que  á  Chego  se  le  hubiese  ex- 
traviado por  su  ninguna  importancia;  y  termina  su  declaración 
añrmando  que  los  hermanos  Echegaray  y  Domingo  Yelazco,  por 
cayos  dichos  á  su  respecto  se  le  hizo  cargo,  no  habían  podido 
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interyeniren  los  hechos  que  refieren,  por  cuanto  dichos  indivi- 
daos  no  sólo  en  la  noche  del  9  sino  en  la  del  10  se  encontraban 
ebrios  en  su  casa  de  negocio  en  el  pueblo  de  Necochea. 

3^^  Que  á  fojas  i45  y  fojas  146  corren  las  declaraciones  de 
Ramón  Moure,  Fidel  Pintos,  Cayetano  Lochi  y  Germán  Daniel 
Welsch,  yecinos  de  Neoochea,  los  cuales  ratificándose  en  sos 
cartas  de  fojas  140,  141, 142  y  143  respectivamente,  afirman 
que  «en  la  noche  del  9 de  Junio  último,  la  misma  en  que  se  di- 
jo que  el  paibeiot  Tritón  había  desembarcado  mercaderías  en  el 
puerto,  los  señores  Domingo  Echegaray  y  Domingo  Volazco, 
hallándose  éste  presente  desde  después  de  comerhasta  altas  ho- 
ras de  la  noche  jugando  á  los  naipes  y  bebiendo»;  y  agregan 
que  «en  la  noche  siguiente^  10  de  Junio,  los  mismos  Domingo 
Echegaray  y  Domingo  Yelazco,  desde  las  8  6  las  9  hasta  la  una 
de  la  mañana,  estuTíeron  también  en  la  citada  casa  de  don  Juan 
Echegaray^  jugando  y  bebiendo  como  de  costumbre  >. 

33"^  Que  á  fojas  146  vuelta  y  147  declara  Pedro  Chego,  quien 
interrogado  si  la  carta  de  foja  61  le  ha  sido  dirigida  al  decla- 
rante por  don  Adolfo  Trelles  y  en  qué  época,  contestó:  que  es 
cierto  que  le  fué  dirigida  hace  poco  más  ó  menos  on  año;  expli- 
cándose el  que  se  halle  en  poder  de  Montenegro,  porque  concu- 
rriendo el  declarante  casi  todos  los  días  al  resguardo  á  despa- 
char guías,  es  posible  que  se  le  hayacaidodel  bolsillo  ó  de  entre 
los  papeles  que  siempre  lleva,  y  que  la  haya  recogido  el  señor 
Montenegro. 

34°  Que  áfoja  151  el  procurador  fiscal  se  expide  pidiendo  la 
ampliación  de  varias  diligencias  para  comprobar:  1°  Quiénes 
son  los  autores  y  cómplices  en  el  contrabando;  2°  Si  están  ó  no 
complicados  en  él  los  empleados  de  la  aduana  en  Quequen;  3°  Qué 
se  han  hecho  los  fardos  no  aprehendidos  todavía;  4®  Y,  final- 
mente, quiénes  son  los  denunciantes  y  aprehensores.  Agrega 
que  nada  de  eso  se  ha  constatado,  con  excepción  de  la  existencia 
y  comprobación  del  cuerpo  del  delito ^  solicitando,  enconsecuen- 
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eia,  diferentes  medidas  qae  8e  ampliaron  con  las  pedidas  en  la 
naeya  vista  de  foja  17i,  á  las  cuales  se  provejóde  conformidad 
á  fojas  174  vuelta  y  175,  con  excepción  del  embargo  de  los  bienes 
de  Esteban  Almandoz  y  Adolfo  Trelles,  por  no  creerlo  el  Juzga- 
do procedente. 

35°  Que  á  foja  146 se  halla  agregada  una  declaración  de  Na- 
zareno Mengarelli,  patrón  del  pailebot  Tritón^  prestada  ante  el 
señor  Stuchi,  de  la  oficina  de  sumarios  de  la  aduana,  remitida  il 
este  Juzgado  por  la  nota  de  foja  1 70  del  administrador  de  la 
aduana  de  la  capital  federal,  cuya  declaración  no  es  del  caso  exa- 
minar, por  cuanto  Mengareili,  lejos  de  ratiñcarseen  ella  cuando 
declaró  ante  este  Juzgado  á  foja  176,  manifestó  que  había  sido 
llamado  á  la  fuerza  ante  la  aduana  para  prestar  una  declaración 
y  que  aunque  aparece  con  su  firma  c  no  ha  sido  prestada  por  él, 
pues  si  la  firmó  fué  porque  el  jefe  del  resguardo  señor  Igar- 
zabal  le  obligó  á  ello  amenazándolo  con  ponerlo  preso  si  no  fir- 
maba y  ni  se  le  dio  lectura  de  la  declaración^. 

36^  Que  interrogado  Mengarelli  por  elJuzgado,  en  su  referida 
declaración  sobre  el  contrabando  llevado  &  cabo  por  el  buque 
de  su  mando  en  el  puerto  de  Quequen  en  las  noches  del  9  y  10 
de  Junio  de  1893,  negó  tener  conocimiento  de  él,  diciendo  que 
salió  de  Montevideo  cargado  de  tabaco  con  destino  á  Punta  Are- 
nas y  que  habiendo  hecho  agua  el  buque  tuvo  que  arrojar  el 
tabaco  al  agua  porque  se  había  mojado  y  era  un  peligro  para  el 
buque,  dirigiéndose  vacío áNecochea,  de  arribada,  en  cuyo  punto 
entregó  los  papeles  á  Montenegro  á  quien  dio  cuenta  de  lo  suce- 
dido y  que  después  de  componer  el  buque  como  pudo,  salió  vacío 
para  Buenos  Aires .  Interrogado  quién  era  el  dueño  del  pailebot 
Trican  contestó  que  no  lo  conocía,  porque  el  primitivo  dneño  del 
bnqueera  unseñorCarbone,  el  cual  á  bordodel  Tripón  le  presen- 
tó otro  señor  á  quien  manifestó  haberlo  vendido,  sin  decirle  el 
nombre;  declarando  también  que  ignoraba  quiénet»  fueran  los 
consignatarios  do  la  mercadería  que  llevaba  á  bordo,  pero  que 
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ello  constaba  en  lus  papeles  que  llevaba  y  qae  entregó  en  Neco- 
chea  al  guarda  del  destacamento  del  paerto  del  Qaequen  Gran- 
de, don  Pedro  Montenegro. 

S?""  Que  á  Estovan  Almando  ó  Benjamín  Bichemond  y  Pedro 
Montenegro  no  ha  podido  tomárseles  declaración  por  el  Juzgado 
en  este  proceso,  por  no  haber  sido  habidos,  á  pesar  de  las  órde- 
nes que  se  libraron  al  efecto  á  la  Capital  federal  y  á  ISTecochea 
(fojas  188  vuelta,  189  vuelta  y  199). 

38*^  Que  evacuadas  las  diligencias  pedidas  y  haciendo  al  señor 
Fiscal  un  minucioso  estudio  de  la  sumaria,  en  este  orden  :  he- 
ehos,  comprobación,  responsabilidades,  denunciantes  y  aprehen- 
sores,  consideraciones,  arriba  finalmente  á  las  siguientes  con^ 
clusiones:  i'^  Que  deben  declararse  caldos  en  comiso  los  fardos 
de  tabaco  aprehendidos^  debiendo  procederse  á  su  clasificación 
y  venta  con  arreglo  al  articulo  1052 de  las  ordenanzas  de  adua- 
na, y  ser  depositado  sn  importe  en  el  Banco  de  la  Nación  á  la 
orden  del  Juzgado;  i'^  Que  debe  imponerse  una  multa  igual  al 
valor  de  los  175  fardos  de  tabaco  al  patrón  del  pailebot  Tritón, 
Nazareno  Mengarrelli,  al  coautor  del  hecho  Estevan  Almandos 
ó  Benjamín  Bichemond,  dueño  de  los  galpones  don  José  Abá- 
salo y  sn  dependiente  Pedro  Chego,  y  á  los  consignatarios  y 
porteadores  José  Goenaga  y  Miguel  Bilbao,  debiendo  pedirse 
para  la  estimación  de  la  multa  una  liquidación  al  administra- 
dor de  la  aduana;  3"  Que  proceded  arresto  del  guarda  Pedro 
Montenegro  en  vista  de  su  declaración  de  foja  26  y  la  existencia 
en  su  poder  de  los  papeles  de  la  carga  y  los  papalea  de  Montevi- 
deo relativos  al  vaper  Tritón,  que  hace  suponer  la  existencia  de 
nn  delito  conexo,  con  arreglo  al  artículo  lQ60de  las  ordenanzas 
de  aduana,  yqaizá  el  de  cocAeoAo,  previsto  por  el  artículo...  de  la 
ley  de  14  de  Setiembre  de  1863;  4"  Que  deben  ser  citados  por 
edictos  Estevan  Almandos  ó  Benjamin  Bichemond;  5*  Que  pro- 
cede el  sobreseimiento  definitivo  con  relación  á  Adolfo  Trelles^ 
Miguel  Garbiso,  Gasto  Nieto,  Miguel  Natalucio  y  Tomás  San« 
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chez;  6*  Y^  finalmente,  qne  deben  sacarse  testimonios  délas  de- 
olaraciones  de  fojas  28  vuelta,  137,  883  vuelta,  84  vuelta,  85 
vuelta  7  179,  álos  efectos  que  en  la  vista  se  indican,  es  decir  pa- 
ra el  procesamiento  del  jefe  del  resguardo,  don  Bamon  Igarza- 
bal. 

Y  considerando:  1^  Que  allí  donde  existe  responsabilidad 
erimtnaly  necesariamente  se  presupone  existe  la  civil,  pues  es 
ésta  ana  consecuencia  de  aquella,  pero  la  absolución  del  hecho 
del  contrabando  y  la  declaración  de  la  responsabilidad  en  cuan- 
to á  los  presuntos  autores,  no  impone  sin  embargo  la  absoliicion 
civil  de  los  que  tomaron  par  te  en  él,  íuQTdL  áe\  caso  en  que  las 
mercaderías  no  hubiesen  sido  aprehendidas,  siendo  los  delitos 
conexos,  los  únicos  que  caen  bajo  el  imperio  de  una  sano  ion 
penal. 

2®  Que  el  contrabando  en  sí,  según  lo  clasifica  la  ley  de  5  de 
Octubre  de  1875,  no  es  propiamente  un  delito,  desde  el  mo- 
mento en  que  no  puede  clasificarse  de  un  acto  violatorio  de  la 
ky  penal,  si  en  el  propósito  del  que  lo  ejecutó  no  hubo  ningún 
fin  qne  lo  revistiera  de  los  caracteres  que  tiene  todo  delito 
contra  la  propiedad;  luego,  en  tal  caso,  solamente  se  encuadraría 
en  los  delitos  conexos  ó,  mejor,  los  ordinarios  que  se  hubieren 
ejercitado  para  alcanzar  el  fin  propuesto. 

3<*  Que  cuando  la  ley  penal  deja  de  comprender  un  hecho  en 
la  categoría  de  punible,  infligiendo  pena  corporal,  no  puede 
comprenderse  en  ninguna  de  las  causas  que  taxativamente  enume- 
lalamisma  ley:  la  acción  de  la  penalidad  de  hoy  no  alcanza  alano 
penalidad  de  la  última  citada,  no  importa  que  se  haya  clasificado 
de  delito  y  se  opone  el  contrabando  por  una  ley  exterior^  no  sólo 
á  la  comisión  del  delito,  sino  también  á  la  misma  formación  de 
sumaria.  La  ley  penal  no  tiene  efecto  retroactivo*  sino  en  cuan- 
to favorezca  al  reo,  ya  sea  en  la  imposición  de  la  pena  ó  en  la 
clasificación  del  acto. 

4^  Qne  propiamente  hablando,  e/¿;on¿ra6an6Ío,  según  nuestra 


42  FALLOS  DE   LA   SUPREMA   CORTE 

ley  aduanera,  es  la  importación  ó  exportación  clandestina  de 
mercaderías  ó  cosas  introducidas  fraudulentamente  contra  las 
prescripciones  de  la  hacienda  y  cuya  entrada  ó  salida  del  país 
se  encuentra  prohibida  por  las  leyes  del  estado.  Lo  que  pro- 
piamente ha  acontecido  en  el  sub-judice^  donde  se  ha  [eviden- 
ciado la  introducción  de  mercaderías  sin  pago  de  derechos  adua- 
neros. 

^  5°  Que  asimismo  se  comprende  en  la  denominación  anterior 
todo  fraude  con  que  se  elude  el  pago  de  las  tarifas  aduaneras, 
como  se  ha  mostrado  en  el  considerando  que  antecede  sobre  los 
objetos  que  introduce  6  exporta  el  comercio,  y,  en  fin,  todo/raií- 
decon  que  se  esquiva  el  ingreso  á  las  cajas  del  tesoro  de  los  de- 
rechos impuestos  sobre  los  géneros  nacionales  ó  extranjeros  que 
hayan  sido  exportados  ó  introducidos  clandestinamente. 

6**  Que  entre  nosotros  la  administración  de  aduana  compren- 
de úuicamente  el  poder  administrativo ^  pero  en  momento  algu- 
no le  cabe  la  aplicación  del  derecho.  Luego  nuestro  carácter 
constitucional  representativo  especial  ó  facultativo,  que  le  ha 
reconocido  nuestra  legislación  tan  sólo  se  comprende :  por  el 
conjunto  de  todos  los  servicios  aduaneros  en  sus  relaciones  con 
la  administración  y  la  hacienda. 

7°  Que  de  aquí  parte  necesariamente  la  divergencia  de  atri- 
buciones que  engloba  en  su  servicio  y  llegando  en  ciertos  mo- 
mentos á  caer  en  conflictos  inexplicables  cuando  invade  atribu- 
ciones qne  corresponden á  jurisdicciones  interprovinciales,  como 
sucede  en  el  presente  caso^  en  que  la  administración  aduanera, 
por  el  hecho  de  qae  un  destacamento  de  su  dependencia  cae  bajo 
su  inmediata  vigilancia,  se  permite  desconocer  la  jurisdicción 
territorial  de  un  juez  seccional  para  pasar  los  antecedentes  de 
la  instrucción  á  otro  completamente  ajeno  en  sus  atribuciones 
á  su  conocimiento. 

8®  Que  la  administración  aduanera  involucra  necesariamente 
dos  faces  extremas  en  las  relaciones  de  sus  servicios :  la  una 
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saproma  y  administrativa,  la  otra  tan  sólo  legal,  comprendién- 
dose en  ésta  lo  contencioso-administrativo  ó  contencioso-adua- 
ñero. 

9^  Que  en  la  primera  se  comprende  la  aplicación  de  las  leyes  del 
presupaesto,  en  el  orden  y  formas  puntualizadas  por  el  departa- 
mento de.hacienda,  de  quien  depende,  y  la  superintendencia,  la 
otra  es  la  aplicación  directa  de  las  leyes,  ordenanzas  aduaneras, 
decretos,  reglamentos  ó  instrucciones  relativas  á  la  manera  de 
intervenir  en  los  juicios  de  contrabando,  cuando  aún  las  mer- 
caderías no  han  salido  de  su  dominio  ó  de  la  esfera  que  le  es 
propia. 

10®  Que  de  lo  dicho  se  desprende  que  los  delitos  de  contra- 
bando y  defraudación  al  tesoro  público,  que  con  otros  conexos 
vienen  siendo  objeto  de  preferente  atención  en  la  legislación  fis- 
cal, han  de  salir  del  conocimiento  aduanero  para  entrar  al  fuero 
federaly  pero  aun  reduciéndose  ese  conocimiento  al  articulo 
1034  de  la  ley  de  Octubre  5  de  1875,  cuya  disposición  supone 
que  las  mercaderías  hayan  salido  de  la  jurisdicción  aduanera. 

11°  Que  de  todas  maneras,  la  misma  justicia  nacional  se  en- 
cuentra sujeta  á  la  aplicación  de  las  ordenanzas  de  aduana  en- 
cuadrando su  procedimiento  en  un  todo  al  precepto  y  espíritu 
de  la  citada  ley,  de  que  el  demandante  sea  el  aprehensor,  porque 
es  la  única  manera  de  probar  con  evidencia  un  hecho  ó  mejor 
la  efectividad  del  comiso. 

12®  Que  desde  luego  el  contrabandista  no  se  encuentra  su- 
jeto á  las  disposiciones  de  la  ley  federal  ni  del  Código  Penal, 
no  sufriendo  por  su  acto  doloso  pena  corporal  alguna;  así,  des- 
de luego,  no  puede  decirse  ha  de  comprenderse  un  delito  y  por 
consiguiente  nna  responsabilidad  penal  en  el  mismo  que  aun 
confiese  ejf^rcitó  el  hecho  de  haber  introducido  clandestinamen- 
te al  país  mercaderías  que  la  ley  grava  con  impuestos,  prohi- 
biendo su  introducción  bajo  otra  forma. 

13®  Que  al  presente,  en  vista  de  la  nueva  legislación  que   al 
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respecto  se  ha  sancionado  por  nuestro  Honorable  Congreso,  ce- 
sará de  aplicarse  la  doctrina  sentada:  pero  como  la  sanción  pe- 
nal referida  no  tiene  alcance  al  sub-judice^  ha  de  reservarse  el 
estadio  de  ella  para  cuando  fnere  oportuna  su  aplicación. 

14^  Que  el  derecho  no  es  una  ciencia  puramente  especulativa 
7  teórica  sino  más  bien  eminentemente  práctica,  y  constituye 
la  regla  á  la  que  han  de  sujetarse  los  actos  del  hombre  en  la  so- 
ciedad y  en  la  familia;  es,  además,  el  modo  y  forma  constante 
regulada  por  los  poderes  pdblicos  constituidos  para  que  sus  pre- 
ceptos tengan  la  debida  aplicación. 

15^  Que  de  otra  manera,  nada  sería  uniforme  y  armónico,  las 
relaciones  del  hombro  con  la  ley  chocarían  ineludiblemente, 
desapareciendo  el  regular  funcionamiento  de  los  poderes  del 
estado;  en  una  palabra,  permaneceríamos  por  siempre tn  poten- 
tia  sin  alcanzar  en  momento  alguno  la  verdad  de  la  justicia  en 
el  terreno  de  los  hechos. 

16^  Que  sosteniendo  ó,  mejor,  aplicando  otro  criterio  que  el 
apuntado,  la  aplicación  del  derecho  sería  un  caso  abandonado 
al  capricho  individúalo  á  la  arbitrariedad  del  juez,  sin  que  lle- 
vara en  manera  alguna  el  sello  y  majestad  de  la  justicia,  como 
sucede  en  el  sub^judicCy  si  tan  sólo  con  las  constancias  del  pro*- 
ceso  llegáramos  á  la  clasificación  de  un  delito  y  por  consiguien- 
te á  la  imposición  de  una  pena  corporal,  cuando  en  efecto  no 
existe  comprobada  la  delincuencia  del  autor  ó  autores  del  contra- 
bando, de  tal  manera  que  al  ejercitar  su  acción  hayan  cometido 
un  delito  conexo  ordinario. 

17®  Que  no  basta  la  existencia  del  cuerpo  del  delito  para  de 
aquí  desprender  haya  un  delincuente^  cuando  se  trata  de  la 
aprehensión  de  un  contrabando,  en  los  términos  que  lo  ha  cla- 
sificado la  ley  aduanera  de  1875;  la  certeza  absoluta  de  la  de- 
lincuencia de  su  autor  resultará  tan  sólo  de  las  razones  ó  moti- 
vos de  credibilidad  cuando  se  hayan  producido  delitos  ordina- 
rios; no  existiendo  éstos,  toda  responsabilidad  penal  ha  desa- 
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parecido;  no  habiendo  delincuente,  imposible  es  designarle, 
aunque  exista  como  en  el  sub-judice  la  aprehensión  de  las  mer- 
caderías contrabandeadas,  y  falta,  ante  la  ley  misma^  la  cla- 
sificación de  delito.  Nuestra  constitución  nacional  en  su  ar- 
tículo 18  ha  dicho :  €  solamente  son  penables  los  delitos  que  se 
han  clasificado  de  tales  con  anterioridad  al  hecho»;  igual  doctri- 
na consagra  el  Código  Penal  vigente:  luego  falta  la  comprobación 
y  clasificación  del  delito,  falta  el  ser  moral  responsable  corpo- 
raímente  del  hecho  comprobado  ante  la  sociedad,  ante  el  tribu- 
nal de  la  ley;  pero  no  falta  el  responsable  á  la  infraccio-n 
aduanera,  esta  es  otra  responsabilidad  de  distinto  orden  que  la 
anterior :  es  la  responsabilidad  pecuniaria,  á  la  cual  se  halla 
sujeta  la  cosa  decomisada  ó  el  infractor  á  la  prescripción  prohi- 
bitiva aduanera. 

IS**  Que  además  del  procedimiento  establecido  por  la  ley 
para  realizar  el  derecho  en  sus  diversas  mauifestaciones,  así  en 
materia  civil  como  en  la  penal,  existen  procedimientos  especiales 
en  razón  á  la  legislación  especialísima  porque  se  rigen  y  una  de 
las  partes  contendientes  de  la  administración  no  considerada 
como  persona  jurídica  sino  como  poder  del  estado,  como  sucede 
con  lo  centenoioso-aduanero. 

19^  Quede  ló  dicho  se  desprende,  no  existen  más  anteceden- 
tes jurídicos  que  precísenla  clasificación  de  los  delitos  conexos 
en  materia  aduanera^  que  aquellos  sentados  por  los  principios 
generales  del  derecho  ó  los  fallados  dentro  de  los  extremos  del 
procedimiento  federal,  pero  siempre  concretando  el  caso  á  la 
simple  imposición  de  las  penas  pecuniarias,  sin  que  ellas  pue- 
dan trocarse  por  penas  que  priven  del  honor,  de  lalibertad. 

21^  Que  en  el  caso  su¿-yu(ítce  existen  varios  denunciantes, 
que  en  momentos  dados,  los  unos  aprehendieron  las  mercaderías, 
otros  los  vehículos  que  los  condujeron,  otros  tan  sólo  anuncia- 
ron su  existencia,  y  esto  en  diversos  momentos  y  circunstancias 
sin  que  se  hayan  acordado  en  casoalguno  en  cuanto  á  la  prela- 
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cion  del  momento  ó  fecha  de  su  denancia.  Así,  unos  y  otros, 
han  de  discutir  y  justificar  en  juicio  ordinario  el  derecho  que 
cada  ano  de  ellos  invoca  para  hacerse  efectiva  la  remuneración 
qne  acuerda  la  ley  al  que  aprehende  el  contrabando. 

21°  Que  examinado  en  concreto  el  caso,  resulta  demostrado 
palmariamente  que  se  ha  efectuado  un  contrabando  de  tabaco 
habano  y  de  Bahía,  no  obstante  existir,  en  cuanto á  la  identifi- 
cación de  sus  autores,  una  discordancia  perfecta;  y  esto  mismo 
se  apoya  en  la  relajación  de  circunstancias^  en  el  procedimiento 
observado  por  el  jefe  del  Resguardo,  de  haber  tomado  sin  testi- 
gos extraños  sus  primeras  declaraciones,  las  que  en  el  transcur- 
so de  la  sumaria  han  sido  objetadas  de  inexactas  y  sosteniendo 
el  empleo  de  fuerza  dolosa  al  habérseles  hecho  firmar  sin  leér- 
seles, como  es  de  práctica;  hechos  que  invalidan  en  manera 
alguna  la  fuerza  probatoria  que  semejantes  hechos  tendrían  en 
cuanto  á  la  aprehensión  de  las  mercaderías  y  su  secuestro; 
únicamente  alcanzaría  su  fuerza  probatoria  con  relación  al 
autor  ó  autores  del  contrabando,  si  él  fuera  penable  con  alguna 
sanción  penal  aflictiva;  luego,  no  es  posible,  en  manera  alguna, 
clasificar  el  hecho  en  los  límites  de  la  penalidad. 

22^  Que  cuando  ha  de  aplicarse  el  sobreseimiento  en  una 
causa  de  contrabando  con  relación  á  las  personas,  terminando 
así  las  cuestiones  relativas  á  ellas,  como  autores  en  el  hecho  de 
la  responsabilidad  penal,  es  de  notar  que  tan  sólo  queda  al  jaez, 
entrar  á  conocer  de  la  aplicación  del  comiso. 

23°  Que  no  tiene  fundamento  legal  lo  pedido  por  el  procura- 
dor fiscal,  en  cuanto  solicita  la  formación  de  una  instrucción 
sumaria  al  objeto  de  investigar  la  verdad  de  las  afirmaciones 
del  jefe  del  Resguardo,  ni  menos  base  suficiente  para  tomar  co- 
mo fundamento  esos  hechos  de  una  instrucción  en  materia  de 
contrabando,  cuando  tan  sólo  se  apoya  en  las  declaraciones  pres- 
tadas ante  el  investigador,  como  lo  era  el  señor  Igarzabal^ 
las  que  no  han  sido  ratificadas  en  juicio,  antes  por  el  contrario 
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han  sido  desechadas  por  los  que  estaban  interesados  de  no 
mantenerse  en  sus  dichos,  y  aún,  ni  se  han  corroborado  por 
las  constancias  de  autos,  en  cuanto  á  la  culpabilidad  que  se  decía 
imputaba  á  determinadas  personas,  como  á  Trelles,  Garbiso, 
Chego  y  otros. 

24^  Que  entrando  á  considerar  el  comiso  en  cuanto  á  las  mer- 
caderías introducidas  clandestinamente  por  el  Tritón  j  que  fue- 
ron aprehendidas  en  distintos  momentos  y  circunstancias,  según 
las  constancias  de  autos,  como  lo  demuestra  el  procurador 
ñscal  en  el  capítulo  II  (véase  foja  205)  de  su  acusación, 
fundamentos  que  el  Juzgado  no  trepida  en  hacer  suyos,  en 
cuanto  ellos  están  de  acuerdo  con  las  precedentes  conside- 
raciones . 

25.  Q(ie  otro  tanto  hade  decirse  en  cuanto  á  las  responsabi- 
lidades (véase  foja  205)^  de  que  se  ocupa  el  capítulo  III  de  la 
dicha  acusación  ñscal;  en  ella  se  ha  mostrado  consobrados  razo- 
namientos la  inculpabilidad  de  A.  Trelles,  Miguel  Garbiso, 
Casto  Nieto  y  Tomas  Sánchez,  como  la  participación  en  el  hecho 
del  contrabando  del  patrón  del  Tritón,  Nazareno  Mengarelli, 
Miguel  Bilbao,  José  Goenaga  y  Estevaa  Almanios  ó  Benjamín 
Kichemond,  los  que  caen  bajo  el  imperio  de  los  articules  788, 
789  y  790  de  las  ordenanzas  de  aduana. 

26"  Que  en  cuanto  á  la  carta  de  foja  61,  sin  fecha,  suscrita 
por  don  Adolfo  Trelles  y  dirigida  á  un  don  Pedro,  lejos  de  ha- 
berse justificado  que  se  dirigió  por  aquel  al  guarda  Pedro  Mon- 
tenegro, se  probó  por  el  reconocimiento  de  don  Pedro  Chego 
que  es  á  éste  á  quien  Trelles  la  escribió,  mucho  antes  de  haber- 
se efectuado  el  contrabando  y  con  motivo  de  cuentas  que  entre 
ambos  existían;  cuyo  conocimiento  coincide  con  lo  declarado 
por  Trelles,  contra  e!  cual,  por  otra  partj,  ninguna  declaración 
se  ha  prestado  ante  el  Juzgado  que  pueda  comprometerle  como 
partícipe  en  el  hecho  del  contrabando. 

27®  Que  si  bien  Domingo  Velazco  y  Domingo  Echegaray,  en 
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SUS  declaraciones  de  fojas'108  á  fojas  131,  inculpan  á  Trelles 
como  complicado  en  el  hecho,  debe  tenerse  en  cuenta  que  su 
testimonio  carece  de  valor  para  perjadicarle,  desde  que^  como 
denanciantes  que  son  reconocidos  por  el  certificado  del  adminis* 
trador  de  la  aduana,  de  foja  159^  tienen  interés  en  el  asunto 
(artículos 276,  incisosSy  10,  y  277del  Código  de  Procedimientos 
Criminales).  Además  las  declaraciones  de  Yelazco  ;  Echegaray, 
aparte  de  las  numerosas  contradicciones  que  contienen,  apare- 
cen rodeadas  de  circunstancias  que  las  hacen  inverosímiles, 
como  muy  acertadamente  lo  observa  el  señor  fiscal  en  el  capítu- 
lo c  denunciantes  y  aprehensores»,  calificando  las  as.'veraciones 
de  aquellos,  de  burda  trama  de  sorpresas,  accidentes  espeluz- 
nantes de  que  se  hacen  protagonistas,  siguiendo  entre  la  densa 
oscuridad  de  una  noche  de  invierno  los  movimientos  del  buque  y 
las  más  minuciosas  operaciones  de  los  contrabandistas,  con  las 
precauciones  más  sigilosas  y  extremas»  (foja  209). 

28^  Que  á  la  completa  inverosimilitud  de  las  enunciadas  de- 
claraciones de  Yelazco  y  Echegaray,  debe  agregarse  la  prueba 
existente  en  autos  de  la  imposibilidad  en  que  se  hallaron  de 
presenciar  los  hechos  acerca  délos  caales  deponen.  En  efecto  :á 
fojas  145  y  146  corren  las  declaraciones  deBamon  Moure, Fidel 
Pintos,  Cayetano  Lochi  y  Germán  Daniel  Welsh,  los  cuales  están 
contestes  en  que,  tanto  en  la  noche  en  que  el  Tritón  hizo  el  de- 
sembarco  de  la  mercadería  contrabandeada,  como  en  la  siguien- 
te, hasta  muy  tarde,  Domingo  Echegaray  y  Domingo  Yelazco 
estuvieron  en  la  casa  de  negocio  de  Juan  Echegaray  hermano, 
jugando  y  bebiendo  como  de  costumbre. 

29^  Que  en  cuanto  á  José  Abásalo,  dueño  del  galpón  inme- 
diato al  muelle,  así  como  su  dependiente  Pedro  Chego,  niegan 
toda  participación  en  el  hecho,  sin  que  ante  el  Juzgado  se  haya 
prestado  ninguna  declaración  que  afirme  lo  contrario,  salvo  las 
referidas  de  los  denunciantes  Yelazco  y  Echegaray^  que  por  las 
razones  expuestas,  no  pueden  ser  tomadas  en  consideración  para 
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seryir  de  base  al  criterio  judicial;  sieado  de  observar  en  cuanto 
á  Abásalo  que  ni  aún  aquellos  añrman  que  hubiese  tenido  inter- 
yencion  alguna  en  el  contrabando  ni  siquiera  que  en  la  fecha  en 
que  se  efectuó  se  encontraba  en  Necochea. 

30^  Que  en  cuanto  al  guarda  Pedro  Montenegro,  aun  pres- 
cindiendo de  su  declaración  de  foja  126,  prestada  ante  el  jefe 
del  Besguardo  y  que  tiene,  en  cuanto  personalmente  pueda 
afectarle,  el  valor  de  lo  dicho  bajo  su  firma,  ante  su  superior 
jerárquico,  toda  vez  que  era  entonces  empleado  del  destaca- 
mento del  Quequen,  siempre  demostraría  su  complicidad  en  el 
desembarco  de  la  mercadería  el  solo  hecho  de  haber  retenido  en 
su  poder  los  documentos  de  fojas  5i  á  54,  de  que  venía  habili- 
tado el  «Tritón»,  referentes  á  la  mercadería  contrabandeada, 
los  cuales  entregó  al  señor  Igarzabal  para  ser  unidos  al  expe- 
diente. 

31^  Que  por  lo  que  se  refiere  á  los  denunciantes  j  aprehen- 
sores,  ha  de  estarse  á  las  prescripciones  de  las  ordenanzas  de 
Aduana  en  sus  artículos  1029, 1030,  1031  y  1032  y  demás  con- 
cordantes como  lo  demuestra  con  toda  precisión  el  señor  Procu- 
rador Fiscal  en  el  capítulo  lY  citado  «denunciantes  y  aprehen- 
sores»  de  su  acusación,  á  los  que  el  Juzgado  nada  tiene  que  ob- 
servar y  acepta  como  parte  de  esta  sentencia. 

32®  Que  aún  establecido  el  hecho  del  contrabando,  esto  no 
importa  presuponer  se  haya  llegado  á  comprobar  la  persona  de 
sus  autores  de  una  manera  clara  y  evidente;  luego,  declarado  el 
comiso,  no  por  eso  se  ha  de  proceder  necesariamente  á  la  de- 
claración de  cargos,  sin  antes  debatirse  en  juicio  abierto  la  res- 
ponsabilidad de  los  que  se  sospechan  sus  autores. 

33®  Que  aceptados  estos  principios,  se  ha  demostrado  plena- 
mente que  las  mercaderías  han  sido  contrabandeadas;  mas  no 
por  ello,  en  presencia  de  los  hechos  producidos  y  comprobados, 
reconocidos  por  la  misma  acusación,  es  dado  hacer  responsables 
ante  la  ley  á  los  dueños  de  los  vehículos  y  cosas  que  han  servido 

T.  xu  4 
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para  la  traslación  de  las  mercaderías  comisadas,  sin  antes  ser 
oídos  en  juicio  contradiotorio;  y  tanto  es  de  sastentarse  esta 
doctrina  cuanto  que  lo  contrario  importaría  violar  la  prescrip- 
ción constitucional  (véase  artículo  18^  Constitueion  Nacional) 
que  garante  plenamente  la  defensa  en  juicio,  mandando  quena- 
die  pueda  ser  condenado  sin  ser  oído.  Sólo  una  vez  discutidos 
eh  juicio  pleno  los  hechos^  habrá  llegado  el  momento  de  apre- 
ciar sus  resultados  y  efectos  con  relación  á  las  lejes  penales. 

34^  Que  es  digna  de  notarse  la  doctrina  entrañada  por  la  ley 
de  Aduana  Vigente  cuando  tuvo  lugar  el  hecho  sub^judice.  Pres- 
cribir la  imposición  de  una  multa  que  si  no  es  cumplida  se  con- 
vierte en  una  pena  c(>rporaI,  es  algo  que  choca  ante  nuestros 
principios  generales  del  derecho  y  más  ante  nuestra  propia 
Constitución;  pues  al  trocarse  la  pecuniaria  en  corporal,  priva- 
tiva de  la  libertad  con  la  simple  apariencia  de  una  condena  me^ 
ramente  civil,' se  imp<>ne  una  pena  corporal. 

3&'*  Que  tan  es  así  que  basta  penetrarse  de  la  doctrina  entra^ 
fiada  por  el  attíéttlo  1050  d^  tes  Ordenanzas  de  Aduanas  cuan- 
do declara  que  no  podrán  ser  Vendidas  las  mercaderías  antes  de 
dictarse  su  comiso,  los  trasportes  tampoco  podrán  ser  vendidos 
sino  para  cubrir  el  importe  de  la  condena  y  el  artículo  1045  do 
las  mismas  que  permite  entregar  á  sus  dueños  los  objetos  re«- 
Clamados  antes  de  que  se  dicte  sentencia. 

38^  Que  el  artículo  10S2  de  las  citadas  ordenanzas  dice  tei^- 
tnalmente:  cEn  el  caso  de  que  alguno  de  los  penados  ho  tenga 
bienes  conque  abonar  la  tnulta,  sufrirá  una  prisión  cuya  <ltira^ 
ción  se  regulará  á  un  peso  fuerte  por  día»  etc.,  artículo  que  con-^ 
cnerda  con  el  92  de  la  Idy  de  14  de  Setiembre  de  1863.  Lu^ 
en  el  caso  de  su  aplicación  ha  demediar  juicio  criminal,  defensa 
y  sentencia:  y  encontrándose  ios  individuos  Mengarelli,  BilbM 
y  G-oenaga  en  estas  condiciones,  previamente  han  de  intervenir 
^juitioy  una  vez  producidos  sus  descargáis,  habrá  llegado  el 
caso  de  dictar  sentencia  sobre  su  culpabilidad,  y  no  antes^ 
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37^  Qae  en  cuanto  al  cTriton»,  la  chata  cGatalina»,  los  carros 
7  caballos  seuoestrados,  si  bien  han  caído  en  comiso  de  acuer^ 
do  con  las  ordenanzas,  bien  paede  suceder  no  tengan  sas  arma- 
dores ó  dueños  otra  responsabilidad  que  la  de  la  pérdida  do)  ve- 
hículo 6  cosa  que  sirvió  para  el  trasporte  y  aún  que  ni  esa  tengan 
si  no  se  ha  probado  la  intención  dolosa  de  contribuir  al  hecho 
del  contrabando  y  esa  intención  dolosa  ha  de  se  probada  enjui- 
cio. El  mismo  Ferrocarril  del  Snd  ha  sido  portador  de  la  mer- 
cadería contrabandeada  y  no  por  eso  ha  de  presumirse  cómplice 
en  el  contrabando  mientras  no  se  pruebe  lo  contrario,  y  esta  doc- 
trina se  halla  corroborada  por  el  articulo  1050  de  las  citadas 
ordenanzas. 

38®  Que  por  lo  que  especialmente  se  refiere  al  pailebot 
cTriton»  se  hallará  cooiprobado  por  su  propia  documentación^ 
existente  en  autos  si  fué  armado  en  su  último  viaje  al  objeto  de 
contrabando,  y  entonces,  del  mismo  modo  que  la  carga  de  que 
fué  portador,  deberá  caer  en  comiso. 

39^  Que  no  basta  haberse  realizado  nna  acción  sospechable 
de  dolosa  para  que  pueda  ser  clasificada  de  delito  y  su  autor 
comprendido  en  la  categoría  do  responsable,  es  menester  algo 
más,  la  libertad  de  acción,  la  voluntad  y  la  malicia  del  infractor 
y  haata  eoncienoia  del  hecho  realizado ;  sin  estas  indispensables 
circnnstaneias.queson  lasque  engendran  la  verdadera  criminali- 
dad, el  delito  deja  de  serlo,  no  existe  acción  punible,  no  hay  caso. 

40®  Que  la  instrucción  formada  ha  servido  meramente  al  ob- 
jeto de  convencerse  de  la  existencia  del  contrabando  hasta  lie* 
gar  al  comiso;  sin  que  pueda  ni  deba  al  declararse  éste,  com-* 
prender  á  sus  autores,  co-autores,  cómplices  ó  encubridores, 
salvo  el  caso  de  delitos  conexos,  si  existieren,  y  cuya  sumaria 
se  mandará  instruir  sirviendo  de  cabeza  de  proceso  los  antece- 
dentes qne  resultaren  contra  sns  autores. 

Por  estos  fandamentos,  y  los  del  Procurador  Fiscal  en  la  vista 
que  antecede,  fallo  declarando : 
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1®  Caídos  en  comiso  los  fardos  de  tabaco  habano  j  de  Bahía 
aprehendidos  según  constancias  de  autos  j  que  se  encuentran 
embargados  por  este  Juzgado  en  el  depósito  de  la  Aduana  de  la 
Capital  federal  (artículos  890,  1023,  1024  y  1052  de  las  orde- 
nanzas de  Aduana),  debiendo  darse  por  el  administrador  de 
Rentas  nacionales  las  órdenes  del  caso  para  que  el  rematador 
público  don  Antonio  Yarela  proceda,  con  las  formalidades  de 
estilo  y  previa  aceptación  del  cargo  en  forma  por  ante  el  actua- 
rio, á  la  clasificación  y  venta  en  remate  de  dichas  mercaderías, 
cuyo  importe  deberá  ser  depositado  en  la  sucursal  del  Banco 
de  la  Nación  Argentina  en  esta  Capital  á  la  orden  de  este  Juz- 
gado; debiendo  abonársele  en  oportunidad  la  comisión  que  fue- 
re de  práctica  en  estos  casos. 

2^  Que  en  este  proceso  existen  elementos  para  establecer  la 
presunción  de  que  el  patrón  del  cTriton»,  Nazareno  Mengarelli, 
el  carrero  Miguel  Bilbao  y  José  Goenaga  han  tomado  partici- 
pación dolosa  en  el  contrabando;  y,  en  consecuencia,  cíteseles 
para  que  comparezcan  á  estar  á  derecho  á  los  efectos  de  la  im- 
posición de  la  multa  en  que  puedan  haber  incurrido  por  la  pres- 
cripción del  artículo  1025  de  las  ordenanzas  de  Aduana,  debien- 
do continuar  el  pailebot  cTriton»,  chata  «Carulina»  y  los  carros 
de  Bilbao,  embargados  á  la  orden  de  este  Juzgado  á  fin  de  que 
se  haga  efectiva  en  ellos  la  referida  multa  (artículo  1050,  orde- 
nanzas de  Aduana).  En  cuanto  á  Esteban  Almandos  6  Benja- 
mín Richemond,  que  no  han  podido  ser  habidos,  cíteseles  por 
edictos  con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  el  artículo  139  del  Código 
de  Procedimientos  en  lo  Criminal. 

3®  Que  siendo  pasibles  de  pena  los  hechos  ejecutados  por  Pe- 
dro Montenegro,  saqúese  testimonio  de  las  piezas  indicadas  por 
el  señor  Procurador  Fiscal  á  fin  de  que  instruya  la  sumaria  del 
caso  librándose  orden  á  la  Policía  para  que  constituya  en  arres- 
to al  referido  Montenegro  y,  una  vez  habido,  lo  ponga  á  la  dis- 
posición de  este  Juzgado. 
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i®  Qae  en  cnanto  á  la  formación  de  la  instrucción  sumaria 
sobre  las  afirmaciones  qae  aparecen  contra  el  jefe  del  Resguar- 
do señor  Ramón  Igarzábal  habiendo  éste  desempeñado  las  fun- 
ciones de  instrucctor,  no  le  alcanza  la  acusación  délos  indica- 
dos como  participes  en  el  hecho  del  coutrabando,  pues  seria  en 
último  caso,  unaacoioa  personal  de  estos  la  única  que  Tendría  á 
tener  efecto;  además  de  que  las  simples  afirmaciones  de  los  mis- 
mos sospéchalos  no  pueden  hacer  fé  en  casos  como  el  presente, 
mientras  nuevas  circunstancias  no  vengan  á  corroborarlas;  y  en 
consecuencia,  no  se  hace  lugar  á  ella. 

5^  Que  no  se  ha  justificado  de  una  manera  concluyente  á 
quiénes  de  los  denunciantes  ó  aprehensores^  corresponda  el  co- 
miso en  la  parte  que  la  ley  les  acuerda,  sosteniendo  cada  uno 
de  ellos  distintas  pretensiones,  y  á  fin  de  que  una  sentencia 
justa  enjuicio  contradictorio  acuerde  á  cada  uno  lo  suyo,  saqúe- 
se testimonio  de  las  piezas  pertinentes  y  fórmese  incidente 
por  separado  en  que  puedan  alegar/ discutir  y  justificar  sus  de- 
rechos. 

B""  Y,  finalmente,  que  de  acuerdo  con  lo  preceptuado  por  el 
artículo  1S4,  inciso  3%  del  Código  de  Procedimientos  Crimi- 
nales se  sobresee  definitivamente  con  respecto  á  Adolfo  Trelles, 
Miguel  Garviso^  Casto  Nieto,  José  Abásalo,  Pedro  Chego,  Pe- 
dro Nataluci  y  Tomás  Sánchez,  con  expresa  declaración  de  que 
la  formación  de  la  presente  sumaria  no  perjudica  la  reputación 
y  buena  fama  de  los  mismos.  Notifíquese  con  el  original,  re- 
gístrese en  el  libro  de  sentencias,  y  repónganse  los  sellos. 

Mariano  S.  de  A  urrecoechea . 
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VISTA  DEL  SEftOR  PROCURADOR  GENERAL 

Buenos  Aires,  Noviembre  16  de  1894. 
Suprema  Corte : 

El  Procurador  Fiscal  ha  recurrido  de  la  sentencia  de  foja  U% 
solamente  en  la  parte  que  dispone  el  sobreseimiento,  en  cuanto 
á  José  Abásalo  y  Pedro  Chego. 

El  Juzgado,  en  la  sexta  conclusión,  áfoja  253  vuelta  de  su 
sentencia,  ha  incluido  en  efecto  á  aquellos  dos  procesados,  en- 
tre los  que  amparan  el  sobreseimiento  definitivo  diotado  según 
el  artículo  434  del  Código  de  Procedimientos  en  lo  Criminal. 

Estudiado  detenidamente  el  proceso,  resulta  que  agotados 
los  medios  de  investigación  no  arrojan  los  reunidos,  cargos  fe- 
hacientes contra  los  procesados. 

Abásalo  ignora  quiénes  sean  los  autores  ó  cómplices  del  con- 
trabando, á  foja  96;  Boso  y  Mataluci,  sus  empleados,  según  sus 
declaraciones  de  fojas  45  y  46,  nada  saben  respecto  del  depó- 
sito del  contrabando,  que  se  suponía  depositado  en  los  galpo- 
nes de  Abásalo.  £1  otro  dependiente  Chego,  que  lo  reconoció  á 
fojas  29  y  30,  en  declaración  firmada  ante  el  inspector  señor 
Igarzabal,  desconoce  y  protesta  contra  aquella  declaración,  á 
foja  96,  asegurando  que  la  firmó  estando  ebrio,  con  ocasión  de  la 
fiesta  de  San  Juan,  siendo  sacado  para  ello  de  la  cama,  á  la 
una  y  media  de  la  mañana. 

Juan  Echegaray,  á  foja  121  vuelta,  y  Domingo  Velazco,  á  foja 
128,  han  declarado  que  el  contrabando  se  efectuaba  por  el  mue- 
lle de  Aibásfrlo,  y  que  se  depositaba  provisoriamente  en  sus 
galpones  próximos. 

Fuera  de  que  no  resulta  demostrado  que  aquellas  operacio- 
nes se  hicieran  con  conocimiento  del  propietario,  en  an  lugar 
apartado  y  en  altas  horas  de  la  noche,  fuera  de  que,  los  peones 
de  la  casa  que  dormían  á  esa  hora,  no  lo  vieron  ni  supieron,  las 
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declaraciones  de  los  deponentes  Echegaray  y  Yelazco,  resaltan 
despojadas  de  valor  probatorio :  1^  Por  su  propia  inverosimili- 
tnd,  refiriéndose  á  hechos  distantes^  en  lugar  solitario,  y  noche 
oseara;  2^  Por  ser  interesados  en  el  resultado  de  la  investi- 
gación, como  denunciantes,  segnn  sus  propias  declaraciones 
y  certificados  de  la  Aduanas  corrientes  á  foja  159;  3"^  Por  ha- 
berse comprobado  con  la  declaración  de  Maure,  Pintos  y  her- 
manos Welsh,  de  fojas  145  y  146,  ratificando  sas  exposi- 
ciones escritas,  que  aquellos  testigos  no  pudieron  presenciar 
los  hechos  afirmados,  por  cuanto  la  noche  del  desembarque 
y  la  siguiente,  las  pasaron  hasta  muy  tarde  jugando  y  bebien- 
do en  la  casa  de  negocio  de  Juan  Echegaray. 

No  existe  prueba  legal  de  la  complicidad  de  los  procesados. 
No  es  ya  permitido  esperar  la  ampliación  de  las  diligencias,  con- 
cluida la  causa  y  agotados  los  recursos  de  la  investigación.  El 
sobreseimiento  definitivo  se  impone  al  respecto. 

No  creo  deber  por  ello  sostener  el  recurso  traído  por  el  Pro- 
curador Fiscal,  y  me  limito  á  solicitar  de  Y.  E.  la  confirmación 
de  la  sentencia  en  la  parte  recurrida. 

Sabiniano  Kier. 


Vallo  de  la  Suprem»  Corte 

Buenos  Aires,  Octubre  17  de  1895. 

Tistos:  De  conformidad  con  lo  expuesto  y  pedido  por  el  se- 
ñor Procurador  Greneral,  se  confirma  la  sentencia  apelada  de  fo- 
ja dosci^taiS  dQceen  cuanto  ordena  el  sobreseimiento  respecto 
de  José  Abásalo  y  Pedro  Chego.  Devuélvanse. 

LUISV.  VABELA.— tABELBAZAN. 
—  OCTAVIO  BUNGE. — JÜAM 
E.  TORRENT. 
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CAUSA  CCliXXXI 


El  defensor  de  Luis  F.  Cattaneo,  procesado  por  falsifieacion 
de  billetes  de  Banco  ^  en  recurso  ante  la  Suprema  Corte  contra 
sentencias  de  los  Tribunales  de  la  Capital. 


Sumario.  —  Caando  en  la  oaasa  se  ha  debatido  solamente  la 
aplicación  de  artículos  del  Código  penal,  no  procede  el  recurso 
establecido  por  el  articulo  14  de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de 
1863  sobre  jurisdicción  de  los  Tribunales  Federales. 


Caso.  —  Lo  explican  las  siguientes  piezas  : 


RECURSO 


Buenos  Aires,  Agosto  de  1895. 
Suprema  Corte: 

Julio  y.  Yillafañe,  en  su  carácter  de  defensor  de  don  Luis  F. 
Gattaneo,  en  el  incidente  sobre  prescripción  de  la  pena  que  se 
le  impuso  en  la  causa  seguida  á  LuísG-erusso  y  otros,  por  falsi- 
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fioacioQ  de  billetes  de  Banco,  constítayendo  domioilio  legal  en 
mi  estadio  de  abogado^  calle  General  Lavalle  número  673,  á  Y. 
E.  respetuosamente  me  presento  y  digo  : 

Que  Tengo  ante  Y.  E.  á  deducir  recurso  de  hecho  de  una  re- 
solución de  la  Exma.  Cámara  en  lo  Cinl  de  la  Capital,  denegán- 
dome el  recurso  de  apelación  de  la  sentencia  que  ha  desestimad  o 
la  excepción  de  prescripción  á  que  me  he  referido.  T  en  tal 
virtud  7  fundado  en  los  hechos  y  consideraciones  que  paso  á 
exponer^  pido  á  Y.  E.  que,  previa  remisión  de  los  autos  de  la 
referencia,  declare  en  oportunidad  mal  denegado  el  recurso  de 
apelación,  pronunciándose  en  consecuencia  sobre  el  fondo  de  la 
cuestión. 

Antecedentes 


Afines  del  año  1893 quedó,  de  conformidad  al  artículo  90  del 
Código  Penal,  trascurrido  el  tiempo  necesario  para  que  se  decla- 
rase operada  la  prescripción  de  la  pena  que  en  rebeldía  de  Catta- 
neo,  por  encontrarse  ausente  de  la  República,  se  le  impuso  en 
la  referida  causa  Luis  G-erusso  y  otros. 

En  tal  situación  y  como  defensor  deCattaneo,  me  presenté  al 
juez  del  crimen  doctor  French  deduciendo  la  mencionada  excep- 
ción, quien  no  hizo  lugar  áella,  por  considerar  que  un  exhorto 
librado  á  Montevideo  sobre  extradición  de  Cattaneo,  había  in- 
terrumpido la  prescripción,  de  conformidad  al  artículo  93  del 
Código  Penal. 

Como  este  exhorto  volvió  diligenciado  no  haciéndose  lugar  á 
la  extradición  pedida,  por  oponerse  ella  al  tratado  celebrado  en- 
tre la  República  Oriental  del  Uruguay  y  la  Argentina,  cuyo 
artículoO^  no  permitía,  de  conformidad  á  las  leyes  orientales,  la 
extradición  de  delincuentes  en  condiciones  á  las  de  Cattaneo, 
esto  es,  de  que  hayan  sido  condenados  en  rebeldía,  y  otras  cir* 
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Gunstancías  que  figuran  fondadas  en  el  citado  exhorto,  por  la 
autoridad  judicial  que  entendió  en  su  diligenoiamiento;  por 
todo  esto,  7  en  vista  del  resultado  negati?.o  del  exhorto,  al  que 
como  fundamento  de  la  excepción  de  prescripción,  que  tal  hecho 
ó  acto  (el  exhorto  librado)  no  había  interrumpido  la  prescrip- 
ción, pnes  el  decreto  ó  auto  que  mandó  librar  el  exhorto  era 
contrario  á  disposiciones  expresas  del  tratado  mencionado,  no 
pudiendo  en  consecuencia  cumplirse. 

Apelada  esta  sentencia,  la  Exma.  Cámara  la  confirmó*  y  ape^ 
lada  á  la  vez  la  sentencia  confirmatoria  para  ante  V.  E.  y  fon- 
dado en  las  artículos  14  y  15  déla  ley  sobre  jurisdicción  y 
competencia  de  los  tribunales  nacionales,  de  14  de  Setiembre  de 
1863,  y  en  el  artículo  22  del  Código  de  Procedimientos  en  lo 
Criminal,  acaba  de  denegárseme  este  recurso  que  á  mi  juicio  se 
encuentra  perfectamente  autorizado  por  el  inciso  2°  artículo  14 
de  la  ley  citada  del  63^  é  inciso  2°  del  artículo  22  del  Código 
también  citado,  por  haber  sido  y  ser  el  decreto  ó  sentencia  que 
no  hizo  lugar  á  la  excepción  de  prescripción  repugnante  altra-* 
tado  quehe  mencionado. 

Sírvase  Y.  E.  proveer  como  lo  dejo  solicitado  al  comienzo  de 
este  escrito. 

Será  justicia. 

Julio  V.  Vülafañe. 


YISTA  DEL  SEflOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Octubre  16  de  1895. 

Suprema  Corte  : 

Si  la  resolución  recurrida  hubiese  neoesitado  apreciar  el  al- 
cance internacional  del  exhorto  librado  al  Estado  Oriental,  pajra 
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la  extradición  del  procesado;  y,  en  el  mismo  orden  de  ideas,  fuera 
procedente  el  estadio  é  interpretación  de  las  cláusulas  del  tra- 
tado de  extradición  con  aquella  República,  para  la  decisión  del 
punto  sulhjudice,  el  recurso  traído  á  Y.  E.  fuera  legitimo  j 
debiera  prosperar. 

Pero  en  la  resolución  recurrida  no  se  ha  discutido  ni  interpre- 
tado cláusula  alguna  del  tratado,  ni  punto  que  se  relacione  con 
el  derecho  establecido  en  ese  convenio  internacional. 

Sólo  se  declara  que  el  exhorto  librado  para  la  captura  y  ex- 
tradición del  procesado,  con  prescindencia  de  sus  resultados 
afirmativos  6  negativos,  es  un  acto  de  procedimiento  directo,  que 
imtorrnmpió  la  prescripción  invocada,  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  el  artículo  93  del  Código  Penal. 

La  interpretación  y  aplicación  del  texto  legal  citado,  no  da 
ocasional  ejercicio  de  la  jurisdicción  nacional,  pues  el  artículo 
15  de  la  ley  de  competencia  de  1863^  exige  para  la  procedencia 
del  recurso,  que  su  fundamento  aparezca  de  los  autos  y  tenga 
una  relación  directa  é  inmediata  á  las  cuestiones  de  validez  de 
los  artículos  de  la  Constitución,  leyes  6  tratados.  Opino,  en 
consecuencia,  que  el  recurso  instaurado  de  foja  521,  ha  sido  bien 
denegado.  Si  el  más  ilustrado  criterio  de  Y.  E.  creyere,  no  obs- 
tantCj  autorizada  su  introducción,  pienso  que  los  fundamentos 
del  auto  recurrido  de  foj  a  520  suministran  mérito  incantestable 
pan  Ifi  confirmación  que  solicito  de  Y.  £• 

Sabiniano  Kier. 


WmMMm  úm  la  ñmprmmm  Carto 


Buenos  Aires,  Octubre  19  de  1805. 

Yistos  en  el  acuerdo :  Considerando :  Que  en  la  causa  sólo  so 
ha  puesteen  debátela  aplicación  de  artículos  del  Código Peial, 
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lo  que  no  da  lagar  al  reoarao  establecido  en  el  articulo  catorce 
de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales 
Nacionales,  según  expresamente  lo  determina  el  artículo  quince 
de  la  misma  ley. 

Por  esto  y  de  acuerdo  con  lo  expuesto  por  el  señor  Procura-^ 
dor  General,  se  declara  bien  denegado  el  recurso  interpuesto 
para  ante  esta  Suprema  Corte.  Agregúense  estas  actuaciones 
al  expediente  remitido  por  vía  de  informe^  y  devuélvase  al  tri- 
bunal de  su  origen.  Repóngase  el  papel. 

LUIS  T.  TÁRELA.  —  ABEL  BAZAN .  — 
OCTAVIO  BUNGE.  —JUAN  E.  TO- 
RRENT. 


CAUSA  CCI.XXXII 


Recurso  de  habeos  corpus  á  favor  de  Marino  Franzese^  preso  á 
bordo  del  vapor  « Uruguay  >  de  bandera  francesa. 

Sumario.  —  No  procede  el  recurso  de  babeas  corpus  i  favor 
del  preso  por  orden  del  comandante  de  un  buque  de  bandera 
francesa,  por  delitos  cometidos  en  alta  mar. 


Caso.  —  Lo  explican  las  siguientes  piezas: 
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RECURSO 


Buenos  Aires,  Octubre  12  de  1895. 
Señor  Juez  Federal : 

Antonio  Franzese,  constituyendo  domicilio  legal  en  la  calle 
Azcaénaga  1254,  ante  Y.  S.,  como  mejor  proceda^  digo : 

Que  mi  padre  Marino  Franzese  se  embarcó  como  pasajero  el 
10  de  Setiembre  último,  en  el  puerto  del  Havre  y  con  destino  á 
esta  capital  en  el  «Uruguay»  de  la  compañía  ChargeursBéunis. 
De  informes  fidedignos  que  he  obtenido,  resulta  que  el  27  de 
Setiembre  último,  en  alta  mar  y  víctima  mi  padre  de  un  ataque 
de  enajenación  mental,  hirió  á  tres  de  los  pasajeros  de  dicho 
buque. 

El  presunto  delincuente  fué  reducido  á  prisión  á  bordo  del 
mismo  buque  y  se  le  mantiene  aún  en  la  misma  calidad,  y  lo 
que  es  peor  se  pretende  retenerlo  á  bordo  hasta  que  regrese  al 
punto  de  salida. 

El  <  Uruguay  >  entró  á  nuestro  puerto  el  9  del  corriente  y  se 
encuentra  actualmente  en  el  dique  número  2,  sin  que  el  capitán 
del  buque  haya  dado  cuenta  á  las  autoridades  del  país,  del  he- 
cho ocurrido  y  que  motivó  la  detención  de  mi  padre. 

Con  arreglo  al  Código  dejComercio,  artículo  906,  inciso  3^,  el 
capitán  del  buque  estaba  autorizado  á  proceder  al  arresto  del 
supuesto  culpable^  levantar  la  información  del  hecho,  y  tenía 
deber  de  entregar  el  presunto  delincuente  á  la  autoridad  com- 
petente de  nuestro  país  (Segovia,  nota  número  2995  al  artículo 
906  del  Código  de  Comercio). 

El  capitán  del  buque  ha  faltado  á  la  prescripción  legal  cita- 
da, al  mantener  á  mi  padre  á  bordo  en  calidad  de  detenido,  é 
infiere  con  su  proceder  una  ofensa á  la  soberanía  nacional,  ejer- 
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ciendo^en  territorio  argentino,  sin  derecho  alguno,  actos  joris- 
diccionales. 

Ocurro  á  V.  S.,  deduciendo  el  recurso  de  habeos  corpus^  j 
solicito  se  libre  oficio  en  el  día  á  la  Prefectura  marítima,  orde- 
nándole también  en  el  día  al  capitán  del  c  Uruguay  >,  de  la  com- 
pañía GhargeuTS  Héunis,  que  se  encuentra  en  el  dique  número 
%  compatezca  ante  Y.  S.  conduciendo  al  detenido  Marino  Fran- 
zese,  á  la  audiencia  que  Y.  S.  señale,  traído  quesea  el  preso, 
debe  el  Juzgado  ordenar  sea  entregado  á  las  autonidades  nacio- 
nales, para  que  procedan  con  arreglo  á  derecho. 

Escuso  fundar  el  recurso  que  interpongo,  pues  me  basta,  ce«- 
nociendo  la  ilustración  del  Juzgado,  hacer  la  relación  de  los 
hechos,  para  tener  la  seguridad  de  que  Y.  S.  ha  de  declararlo 
procedente. 

Sírvase  Y.  S.  tenerme  por  presentado  y  resolver  como  lo  pido, 
que  será  justicia.  A  ruego  de  Antonio  Franzese  por  no  saber 
firmar. 

Jtmn  RaUo. 


Buenos  Aires,  Octubre  16  de  18d5. 

Autos  7  vistos :  Resultando  de  la  propia  petición  del  recurrente 
que  el  individvo  Marino  Franzese,  en  cuyo  favor  se  deduce  el 
presente  recurso,  se  halla  detenido  en  el  vapor  c  Uruguay  »  de 
U  compañía  Chargeurs  Eéunis,  surto  en  el  puerto  de  esta  capi- 
tal y  á  cargo  de  su  capitán  don  Augusto  Tbomas,  con  motivo 
del  hecho  criminal  que  en  la  misma  solicitud  se  enuncia  y  que 
se  dice  ejecutado  por  el  detenido  en  alta  mar  y  á  bordo  del  ex- 
presado boque. 

Y  considerando:  que  el  enunciado  capitán,  en  su  escrito  fecha 
de  ayer,  comunica  á  este  Juzgado  que  en  cumplimiento  de  lo 
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dispuesto  por  el  Código  Marítimo  Francés  presentó  7  paso  al 
enlpable  á  la  disposieion  de  la  Legación  de  Francia  en  el  acto  de 
llegar  ¿  este  puerto,  manifestando  que  desde  ese  momento  el 
nombrado  Marino  Franzese  no  está  á  su  disposición  sino  á  la  del 
señor  ministro  de  aquella  nación. 

Que  en  el  caso  presente  no  se  trata  propiamente  de  ejercitar 
una  acción  de  habeos  corpus  en  el  sentido  único  de  obtener  la 
libertad  del  detenido  por  ser  ilegal  su  detención,  por  falta  de 
autoridad  al  efecto  en  el  capitán  señor  ^boinas;  único  caso  en 
que  la  ley  declara  procedente  el  ejercicio  de  tal  acción  ante 
cualquiera  de  los  jueces  federales,  cualquiera  que  sea  su  juris- 
dicción 7  los  del  crimen  de  la  capital,  7  los  territoriob  naciona- 
les (artículo  618,  Código  de  Procedimientos  en  lo  Criminal). 

Que  puesto  el  detenido  á  disposición  del  señor  Ministro  de 
Francia,  por  las  razones  que  se  iuTocan  en  el  citado  escrito  del 
capitán  señor  Tomas,  no  cabe  7a  decisión  por  tal  recurso  desde 
que  sólo  queda  en  pié  propiamente  una  cuestión  de  competencia 
de  jurisdicción  respecto  al  conocimiento  del  hecho  denunciado; 
que  esta  conclusión  se  robustece  si  se  tiene  en  cuenta  que  el 
recurso  de  habeos  corpus  se  acuerda  al  solo  objeto  de  investigar 
la  legalidad  de  la  detención  7  es  innegable  la  facultad  de  los  ca- 
pitanes  de  buque  para  conservar  el  orden  á  bordo  de  los  mismos 
7  constituir  en  prisión  á  los  que  cometieren  delitos  en  ellos,  en- 
tregándolos á  la  autoridad  competente  para  su  juzgamiento. 

Que  tratándose  entóYiees  propiamente  de  una  competencia  de 
jurisdicción  ajena  á  este  Juzgado  por  la  naturaleza  del  hecho, 
no  corresponde  su  conocimiento  al  infrascrito,  que  la  tiene  úni- 
camente en  Biateria  civil  7  comercial. 

Por  tanto,  se  declara  este  Juzgado  incompetente  para  conocer 
de  )a  presente  causa. 

Hágase  saber  al  recurrente  7  al  Procurador  Fiscal . 

Juan  del  Campillo, 
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nSTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires  ,  Octubre  18  de  1895. 
Suprema  Corte: 

Requiriendo  las  gestiones  de  don  Antonio  Franzese  la  liber- 
tad de  don  Marino  Franzese  por  medio  de  un  auto  de  habeos 
Corpus,  7  tratándose  de  un  detenido  á  bordo  de  un  buque 
francés,  por  orden  de  su  comandante  j  á  disposición  del  señor 
Ministro  de  Francia,  á  causa  de  heridas  inferidas  en  alta  mar, 
durante  la  travesía,  encuentro  ajustados  á  los  principios  del  de- 
recho público  7  prescripciones   nacionales,  los  fundamentos  7 
conclusiones  de  la  resolución  recurrida  de  foja  9,  cuya  confir- 
mación solicito  de  y.  E. 

Sabiniano  Kier. 


Fall«  de  la  Suprema  Carte 

Buenos  Aires,  Octubre  19  de  1895. 

Aiitos  7  vistos :  Considerando :  Que  Marino  Franzese  se  en- 
cuentra detenido  dentro  de  la  jurisdicción  territorial  de  la 
Bepública  Argeutina^  aún  cuando  esta  detención  se  opere  i  bor- 
do de  un  buque  mercante  de  la  marina  francesa,  7  por  tanto 
corresponde  á  las  autoridades  territoriales  averiguar  la  causa 
de  esa  detención,  7  proveer  lo  que  d  su  respecto  corresponda, 
siendo  de  la  competencia  de  los  jueces  de  sección  resolver  sobre 
las  gestiones  que  al  respectóse  deduzcan  (artículo  seiscientos 
diez  7  ocho,  Código  de  Procedimientos  en  lo  Criminal). 
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Que  segnn  resalta  de  autos,  la  detención  del  mencionado 
Eranzese  tiene  por  origen  un  delito  cometido  en  alta  mar,  fuera 
de  jurisdicción  territorial  argentina  y  ábordode  un  paquete  que 
enarbola  bandera  francesa, nocorrespondiendo^  por  tanto,  alas 
autoridades  de  esta  república  conocer  de  ese  delito. 

Que  en  las  circunstancias  del  caso,  el  derecho  de  gentes  au- 
toüza  á  los  comandantes  de  buques  donde  tales  delitos  se  come- 
ten^ á adoptar  las  medidas  precautorias  de  seguridad  céntralos 
presuntos  delincuentes,  hasta  someterles  á  sus  jueces  naturales. 

Que  en  el  caso  ocurrente^  la  detención  de  Franzese,  según  re- 
sulta de  autos,, sólo  responde  á  la  necesidad  de  conducirle  bajo 
segura  custodia,  para  entregarle  ála  autoridad  judicial  déla 
bandera  del  buque. 

Que,  en  consecuencia,  la  restricción  en  lalibertad  de  Franzese 
no  emana  de  un  funcionario  público  que  carezca  de  facultades 
para  imponerla,  en  cu;o  caso  no  procede  el  recurso  de  habeos 
Corpus  (artículo  seiscientos  diez  y  siete  del  Código  de  Procedi- 
mientos en  lo  Criminal). 

Por  estos  fundamentos,  oidoel  señor  Procurador  General :  se 
confirma  el  auto  apelado  de  foja  nueve,  en  cuanto  no  hace  lugar 
el  recurso  de  habeas  corpas  interpuesto  á  favor  de  Marino 
Franzese.  Devuélvanse,  debiendo  reponerse  los  sellos  ante  el 
inferior. 

LUIS  V.  VÁRELA.  —  ABEL  BAZAN.— 
OCTAVIO  BUNGE. — JUAN  £.  TO- 
RKENT. 


T.  XII 
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CAUSA  CClii:  XXIII 


Don  ZenonOrtiz  Molina  contra  don  Florentino  Vocos,  por  cobro 
ejecutivo  de  pesos;  sobre  excepción  de  nulidad 


Sumario,  — La  circunstancia  de  ser  preventivo  el  embargo 
trabado  en  el  juicio  ejecutivo,  no  produce  nulidad  de  lo  actuado. 


Caso,  —  Lo  explica  el 


Fallo  del  Jnes  Federal 


Córdoba,  Noviembre  25  de  1893. 

T  vistos:  la  excepción  de  nulidad  en  el  procedim  iento  alega- 
da por  el  señor  Justino  Cesar,  en  representación  del  doctor  Flo- 
rentino Yocos,  en  el  juicio  ejecutivo  que  contra  éste  sigue  el 
doctor  Zenon  Ortiz  Molina^  fundándose  el  ejecutado  en  que  en 
el  presente  juicio  se  ha  omitido  el  embargo,  y  que  por  lo  tanto 
no  puede  válidamente  ser  citado  de  remate  antes  de  llenarse 
aquella  formalidad,  porque  los  procedimientos  judiciales  son  de 
orden  público,  j  su  omisión  causa  la  nulidad   de  lo  actuado. 
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11  ejecutante  contesta  ser  falso  que  no  haya    embargo,  paes 
él  fué  decretado  á  foja  42  y  consentido  por  la  contraria. 

Que  ese  embargo  no  fué  preventivo,  como  ésta  lo  dice,  sino 
definitivo,  pues  el  juez  de  sección  no  ha  hecho  otra  cosa  que  con- 
servar el  que  trabó  el  juez  de  1^  instancia,  que  fué  definitivo : 
qne  así  lo  ha  reconocido  y  aceptado  el  ejecutado.  Que  en  todo 
caso,  esta  excepción  no  es  de  las  que  pueden  alegarse  en  juicio 
ejecutivo,  por  no  estar  expresa  en  la  ley  (artículo  270)  de 
procedimientos  nacionales. 

Considerando:  1^  Que  en  este  juicio,  como  en  el  ordinario, 
puede  oponerse  la  excepción  de  nulidad  de  lo  obrado  que  está 
implícita  en  las  leyes  de  procedimientos,  y  basada  en  la  consi- 
deración de  que  lo  nulo,  no  produciendo  efecto  alguno,  no  pue- 
de tampoco  servir  de  buse  á  ninguna  resolución  judicial  (Cara- 
yantes,  libro  S"*,  número. . .). 

2®  Que  no  es  exacto  que  se  haya  omitido  el  embargo  en  este 
procedimiento,  pues  como  lo  dice  el  demandante,  el  ejecutado 
lo  ha  reconocido  y  hecho  mérito  de  su  existencia  (foja  39). 

3®  Que  la  circunstancia  de  ser  puramente  preventivo  el  em- 
bargo no  trae  nulidad  de  lo  actuado,  porque  no  lo  ha  establecido 
laley,,y  porque  no  toda  omisión  á  los  trámites  del  juicio  lo 
produce;  sino  sólo  aquellos  en  que  por  expresa  disposición  de  la 
ley  anuíalas  actuaciones  (artículo  233,  ley  de  procedimientos; 
Fallos,  tomo 2^,  serie  2*,  página  193;  Caravantes,  tomo  3^  nú- 
mero 1198;  tomo  4®,  número  1580). 

En  sn  mérito  y  de  otras  consideraciones  que  se  omiten,  se  re- 
suelTc:  no  hacer  lugar  á  la  excepción  de  nulidad  de  la  ejecución 
deducida  por  el  representante  del  doctor  Florentino  Yocos  en 
la  ejecución  que  le  sigue  el  doctor  Zenon  Ortiz  Molina,  debien- 
do, en  consecuencia,  llevársela  ejecución  adelante,  con  expresión 
de  que  ella  deberá  hacerse  con  preferencia  en  los  bienes  hipote- 
cados, con  costas.  Y  habiendo  una  tercería  de  dominio  dedu- 
cida por  el  señor  Manuel  Yocos,  suspéndase  el  procedimiento 
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hasta  su  resolacioD  ana  vez  ejecutoriada  (artículo  302,  ley  de 
en j  u  iciamiento  nacional) . 

Notifíquese  con  el  original,  transcríbase  en  el  libro  de  reso- 
luciones 7  repónganse. 

C.  Moyana  Gacitúa. 


Fallo  ele  la  Suprema  Cmwtm 

Buenos  Aires,  Octubre  22  de  1885. 

^  Vistos:  Por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas,  la  sen- 
tencia apelada  de  foja  cincuenta  y  dos,  no  haciéndose  lagar  al 
recurso  de  nulidad,  por  no  haber  mérito  para  ello.  Bepuestos 
los  stíUos,  devuélvanse. 

LUIS  V.  VÁRELA. — ABEL  BAZAN. 
—  OCTAVIO  BUNGE.  —  JÜAA  E. 
TORRENT. 
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CAUSA  CCIiXXXIT 


El  Banco  Nacional  contra  don  Paulino  Speratti,  por  cobro  de 
pesos;  sobre  amparo  de  la  ley  de  liquidación  del  Banco  Na* 
cíonal. 


Sumario.  —  La  ley  de  liquidación  del  Banco  Nacional  no  am- 
para á  los  deudores  contra  quienes  existe  una  cosa  juzgada  que 
les  manda  satisfacer  íntegramente  la  deuda. 


Caso.  —  Lo  explica  el  fallo  de  la  Suprema  Corte. 


Vallo  del  «lúes  Pedleiwl 


Buenos  Aires,  Marzo  90  de  1895. 

Por  las  razones  aducidas  en  el  precedente  escrito  j  conside- 
rando, además,  que  el  ejecutado  no  lia  ofrecido  ni  ofrece  garan- 
tir suficientemente  su  deuda  para  acogerse  á  los  beneficios  de  la 
ley  sobre  liquidación  del  Banco  Nacional,  de  acuerdo  con  lo 
dispuesto  en  el  artículo  19  de  ella,  no  ha  lugar  á  la  revocatoria 
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lolicitada  en  el  escrito  de  foja...  y  se  coacede  en  relación  el  re- 
curso interpuesto  para  ante  la  £xma.  Suprema  Cortea  laquese 
elevarán  los  autos  en  la  formado  estilo. 

Campillo. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Octubre  22  de  18d5. 

Vistos  7  considerando:  Que  en  virtud  de  la  sentencia  ejecu- 
toriada de  foja  treinta  ynueve  vuelta,  que  manda  llevar  adelante 
la  ejecución  por  el  capital^  intereses  y  costas,  existe  cosa  juzgada 
leEpecto  de  la  obligación  de  satisfacer  íntegramente  el  crédito 
que  se  persigue. 

Que  en  tal  caso,  no  puede  el  recurrente  acogerse  á  los  bene- 
ficios de  la  ley  que  invoca. 

Por  esto,  se  confirma  con  costas,  el  auto  apelado  de  foja  cua- 
renta y  siete.  Bepuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

LUIS  V.  VÁRELA. —  ABEL  BAZAIf. 
OCTAVIO  BÜNGE.  —  JUAN  E.  TO- 
RRENT. 
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CAUSA  CCI^XXXV 


José  Milessi  y  hermanos  contra  don  Heraclio  Román,  sobre 

ejecución  de  sentencia 


Sumario.  —  Cumple  la  sentencia  el  que  condenado  á  escri- 
turar una  Tenta  previa  fianza  de  restitución,  pendiente  la  pe^ 
tioion  del  comprador  que  solicit'a  se  escriture  por  el  juez,  ofrece 
hacerlo  dejando  el  precio  á  la  orden  del  Juzgado    en  garantía. 


Caso. — Por  sentencia  ejecutoriada  se  mandó  que  el  señor 
Boman  otorgue  escritura  de  venta  á  favor  de  Milessi  hermanos, 

« 

de  un  campo,  con  arreglo  al  boleto  suscrito  por  ambos,  y  en  el 
término  de  10  días,  y  que  Milessi  hermanos  abonaran  el  pre- 
cio convenido,  previa  fianza  de  restitución  que  Boman  debía 
otorgar  en  la  forma  que  convenga  con  aquellos. 

La  parte  de  Milessi  se  presentó  al  Juzgado  diciendo  que  ha 
vencido  el  término  señalado,  sin  que  haya  escriturado;  que  en 
consecaencia  pide  se  mande  extender  la  escritura  de  venta,  la 
que  debe  ser  firmada  por  el  juez  en  virtud  de  la  autoridad  pú- 
blica que  inviste. 

Boman,  á quien  se  dio  vista,  expuso:  Que  razones  ajenas  á  sa 
voluntad  le  impiden  dar  cumplimiento  á  la  sentencia,  pues  no 
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tiene  fianza  para  otorgar^  como  está  mandado,  habiéndose  reba- 
sado las  qae  ofreció  á  Milessi  hermanos; 

Que  aun  cuando  el  juicio  pendiente  ante  los  tribunales  de  la 
Provincia  se  halla  en  estado  dt*  sentencia,  pasará  mucho  tiem- 
po para  que  quede  defínitivamente  terminado,  pues  en  todo  ca- 
so, dados  los  antecedentes  de  aquel,  deberá  venir  en  apelación 
á  la  Suprema  Corte; 

Que  en  esta  virtud  y  para  terminar,  ofrece  escriturar  la  mi- 
tad del  campo,  6  sea,  la  parte  libre  del  citado  juicio  por  la  mitad 
del  precio,  6  lo  que  corresponda  j^roporcionalmeúte. 

Posteriormente  el  mismo  señor  Romun  presentó  nuevo  escri- 
to diciendo :  que  está  dispuesto  á  otorgar  la  escritura,  debiendo 
quedar  el  precio  depositado  en  la  misma  forma  en  que  se  halla 
ala  orden  del  juzgado,  como  fianza  á  los  efectos  del  articulo  1425, 
Código  Civil,  hasta  que  sea  definitivamente  fallado  el  pleito 
pendiente  ante  la  justicia  local . 

Pide  que  sin  resolverse  la  petición  de  la  parte  de  Milessi,  se 
ordene  proceder  á  la  escrituración  en  la  forma  indicada. 

El  apoderado  de  Milessi  solicitó  que  no  se  haga  lugar  á  ello, 
con  costas. 

Dijo :  Que  el  término  acordado  para  el  cumplimiento  de  la  sen- 
tencia, se  hallaba  vencido  cuando  presentó  su  escrito  pidiendo 
que  el  juez  otorgue  la  escritura.  Que  en  esta  virtud  y  no  habien- 
do Boman  cumplido  sus  obligaciones,  el  contrató  ha  quedado 
resuelto  y  aquel  debe  pagar  los  daños  y  perjuicios  causa(fos,  lo 
qae  se  ha  presentado  reclamando  ya  en  juicio  separado.  Que  ia 
negativa  anterior  de  So  man,  á  escriturar,  no  se  aviene  con  la 
forma  en  que  pretende  más  tarde  haóerlo,  y  sobre  todo  cuando 
se  halla  en  la  imposibilidad  de  entregar  el  campo  á  mérito  del 
pleito  seguido  ante  los  Tribunales  de  la  Provincia. 

Que  en  esta  situación  no  se  puede  acceder  á  la  solicitud  del 
demandado. 
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Valle  del  «iues   Federal 


Córdoba,  Noviembre  7  de  1894. 

Vista  la  solicitad  del  señor  Heraclio  Román,  de  foja  189,  y  lo 
eoutestado  por  la  parte  delíilessi  hermanos  y  teniendo  en  con- 
sideración : 

1^  Que  en  esta  solicitad  como  en  reiteradas  ocasiones  ante- 
riores, ha  manifestado  el  señor  Boman  no  serle  posible  hacer 
la  entrega  del  campo  vendido. 

2®  Que  en  tal  caso,  carece  de  objeto  sa  escrituración  ofrecida, 
desde  qae  la  parte  de  Milessi  no  acepta  otro  temperamento  qne* 
la  entrega  total  de  lo  comprado. 

3®  Que  el  señor  Boman  tuvo  el  término  de  10  dias  para  otor- 
gar la  escritora  y  se  ha  vencido  ya  con  macho  exceso,  por  lo  que 
no  puede  pretender  ahora  acogerse  á  los  beneñcíos  qae  el  cumpli- 
miento de  sus  obligacienes  en  el  término  debido  le  habría  re- 
portado . 

Por  estos  fandameatos:  se  resaelve  no  hacer  lagará  la  solici- 
tad precedente.  Hágase  saber  y  repóngase  el  papel . 

C.  Moyana  Gaeüúa. 


ralle  de  la  Svpreaia  Certe 


fiaenos  Aires,  Octubre  24  de  1895. 

Yietos  y  considerando :  Que  por  la  sentencia  ejecutoriada  de 
f6ja  ochenta  y  dos  se  ha  mandado  otorgar  escritora,  previa 
fianza  dentro  del  término  de  diez  dias. 
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Que  vencido  este  término  la  parte  de  Milessi  (foja  ciento  se- 
senta y  cnatro)  solicitó  que  se  extendiera  la  escritura,  debien- 
do ser  ella  firmada  por  el  juez,  con  la  autoridad  pública  que 
inviste,  á  nombre  de  Boman. 

Que  pendiente  la  resolución  de  esta  solicitud  y  de  la  conteni- 
da en  el  escrito  de  foja  ciento  sesenta  y  cinco,  en  que  Boman 
ofrecía  extender  escritura  por  la  parte  del  campo  que  no  se  ha- 
lla comprendida  en  el  litigio  á  que  se  refiere  el  certificado  de 
foja  cuarenta  y  uno,  el  mismo  Román,  en  escrito  posterior  (fo- 
ja ciento  ochenta  y  nueve),  manifestó  que  estaba  dispuesto  á 
otorgar  la  escritura  de  venta  á  que  estos  autos  se  refieren,  que- 
dando depositado  á  la  orden  del  juez  el  precio  estipulado,  á  los 
efectos  de  la  fianza  que  él  mismo  debía  extender  de  acuerdo 
con  la  sentencia  de  foja  ochenta  y  dos,  no  habiendo  en  tal 
caso  razón  para  escusar  el  cumplimiento  de  dicha  sentencia,  des- 
de que  el  precio  de  compra  constituye  garantía  suficiente  á  los 
efectos  de  la  referida  fianza. 

Que  además,  por  las  sentencias  ejecutoriadas  corrientes  en 
autos  sólo  se  ha  resuelto  el  otorgamiento  de  la  escritora  de  com- 
pra-ventaenla  forma  convenida  por  las  partes,  sin  que  haya  sido 
materia  de  una  demanda  en  forma  el  cumplimiento  de  las  obli- 
gaciones que  puedan  derivarse  de  aquel  contrato. 

Por  estos  fundamentos:  se  revoca  elauto  apelado  de  foja  cien- 
to noventa  y  tres  vuelta,  y  se  declara  que  don  Heraclio  Boman 
cumple  con  la  sentencia  de  foja  ochenta  y  dos  otorgando  la  es- 
critura que  ella  le  prescribe,  y  dejando  el  precio  de  venta  depo- 
sitado á  la  orden  del  juez  como  fianza  bastante  á  las  resoltas  del 
juicio  pendiente  á  que  se  refiere  el  certificado  de  foja  cuarenta 
y  uno.  Repoestos  los  sellos,  devuélvanse. 

LUIS  y.  VÁRELA.  —  ABEL  BAZAll.  — 
OCTAVIO  BUNGE.  —  lUAN  E.  TO- 
RRENT. 


DE  lUSTICIA  NACIONAL  75 


CAUSA  CCIiXXXVI 


Doña  Ana  Feluyas  de  CasotanUy  don  Juan  y  doña  Rosa  Casóla- 
na  contra  don  Mateo  Enrique;  por  cobro  de  fletes 


Sumario. — 1^  Los  propietarios  del  baque  pueden  cobrar  direc- 
tamente los  fletes  procedentes  de  contratos  hechos  por  el  capi- 
tán. 

2°  El  deudor  del  flete  no  puede  compensar  deuda  con  lo  que 
personalmente  le  deba  el  capitán. 

3^  £1  acreedor  de  fletes  no  tiene  derecho  contra  el  deudor 
moroso  á  más  indemnización  de  perjuicios,  que  la  del  pago  de 
intereses. 


Caso .  —  Lo  explica  el 


WmMím  S9i  JÍ«M  rc4ena 


Parani,  Abrü  37  de  IdM, 

Y  Tistos:  estos  autos  seguidos^  por  don  Eoque  D.  Languasco, 
en  representaeion  de  doña  Ana  Felnjas  de  Casotana,  doña  Bo^a 
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7  don  Juan  Gasotana,  contra  don  Mateo  Enrique,  sobre  pago  de 
flete  de  ana  máquina  trilladora. 

Y  resultando:  1^ Que  por  la  demanda  y  contestación  quedan 
establecidos  como  verídicos  é  incuestionables  los  siguientes 
hechos :  que  el  pailebot  nacional  c  Ñor vegio»  condujo  del  Ro- 
sario áG-ualeguay  la  máquina  trilladora,  en  virtud  de  contrato 
entre  el  capitán  del  pailebot  don  Luis  Casotana  y  el  demanda- 
do  don  Mateo  Enrique;  que  el  flete  se  convino  entre  los  mis- 
mos en  la  suma  de  300  pesos  y  la  máquina  fué  entregada  en  su 
destino  sin  observacrion  pof  parte  del  cargador;  y,  finalmente» 
que  los  demandantes  son  tos  propietarios  del  bu^qtre  fletado  y 
don  Luis  Casotana  capitán  de  él  simplemente. 

Y  considerando:  1^  Que  los  capitanes  de  buqne,  cuyas  funcio- 
nes son  análogas  ala  de  los  patrones,  obran  como  mandatarios 
de  los  armadores  ó  propietarios,  en  todos  los  actos  de  adminis- 
tración y  contratos  relativos  al  buque,  siempre  que  obren 
dentro  de  sus  instrucciones,  y  de  las  prescripciones  legales,  y 
en  tal  concepto  obligan  á  los  propietarios  y  están  en  el  deber 
de  rendirles  cuenta  de  su  gestión  (artículos 963,  950,  Código  de 
Comercio). 

2^  Que  de  esto  se  deduce  que  los  propietarios  tienen  acción 
directa  contra  terceros,  para  el  cumplimiento  de  los  fletes  y 
otros  contratos  celebrados  por  el  capitán  en  tal  carácter  (artí- 
culo... Del  mandato,  Código  Civil). 

3°  Que  en  conformidad  con  estos  principios,  doña  Ana  Felnyas, 
doña  Bosa  y  don  Jnan  Casotana,  propietarios  reconocidos  del 
pailebot  cNorvegio»,  están  en  su  derecho  al  demandar  á  don  Ma- 
teo Enrique  el  pago  del  flete  de  la  máquina  trilladora,  convenido 
entre  éste  y  el  capitán  de  dicho  pailebot  don  Luis  Casotana,  y 
Mateo  Enrique  en  la  obligación  de  satisfacerlo,  desde  que  con- 
fiesa haberse  hecho  el  transporte  de  la  máquina  y  haberla  reci- 
bido en  su  destino  sin  observación  de  ningún  género. 

Considerando  en  cuanto  á  la  compensación :  1®  Que  es  necesa- 
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rio  que  los  créditos  pertenezcan  por  derecho  propio  á  dos  per- 
sonas que  rennaa  la  calidad  de  deudor  y  acreedor  recíprocamente 
(artículo  818  del  Código  Ciril). 

2®  Que  la  deuda  detallada  en  la  cuenta  de  foja...,  con  la  que 
se  pretende  compensar  la  que  procede  del  flete,  es  personal  de 
don  Luis  Casotana,  pues  no  consta,  como  la  ley  lo  exige  en  el  ar- 
tículo 950  del  (Código  de  Comercio,  que  esos  artículos  los  haya 
tomado  el  capitaneen  destino  ala  habilitación  6  aprovisiona- 
miento del  pailebot  cNorvegio»,  ni  el  mismo  demandado  afirma 
tal  circunstancia,  expresando,  al  contrario,  que  es  una  deuda  del 
capitán  don  Luis  Casotana. 

3""  Que  por  consiguiente  no  procede  la  compensación  del  cré- 
dito de  dona  Ana  FoluyaSy  doñaBosay  don  Juan  Casotana  contra 
don  Mateo  Enrique,  con  el  de  éste  contra  don  Luis  Casotana.  ?or 
estas  consideraciones,  el  Juzgado  resuelve: que  don  Mateo  En- 
rique está  obligado  á  satisfacer  álos  demandantes  los  300  pesos 
importe  del  flete,  en  el  término  de  tercero  día,  no  haciendo  lu- 
gar á  la  compensación  opuesta  por  aquel,  con  costas.  Notifí- 
quese  con  el  original  y  repóngase  los  sellos. 

M.  de  T,  Pinto. 


Pallo  de  la  Suprem»  Corte 


Buenos  Aires,  Octubre  34  de  1895. 

Vistos :  Por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  la  senten- 
cia apelada  de  foja  treintay  tres,  con  la  ampliación  (t)  contenida 


(I)  El  auto  de  ampliación  mandaba  pagar  los  intereses  de  la  suma 
demandada. 
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en  el  aato  de  foja  treinta  y  seis  yaelta,  no  haciéndose  logar  al 
recarso  de  nnlidad,  por  no  haber  mérito  para  elio.  Bepuestos  los 
sellos,  devuélvanse. 

LUIS  y.  VÁRELA.  —  ABEL  BAZAN.  — 
OCTAVIO  BUNGE.  —  lUAN  B.  TO- 
RRENT. 


CAUSA  CCIiXXXTII 


Don  Felipe  S.  Torea,  contra  don  Pedro  Patino  y  Espino,  por 
cobro  de  pesos;  sobre  defecto  legal  en  la  demanda  y  arraigo 


Sumario. — 1^  Cuando  la  demanda  contiene  todos  los  requi- 
sitos exigidos  por  el  artículo  57  de  la  ley  de  procedimientos,  no 
puede  oponerse  la  excepción  de  defecto  legal  en  el  modo  de  pro- 
ponerla. 

2^  No  procede  la  excepción  de  arraigo  contra  el  demandante 
domiciliado  en  la  República. 


Caso.  —  Resulta  del 
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Fulle  del  «iues  Federal 


Buenos   Aires,  Setiembre  13  de  1895. 


Vistos  y  considerando :  Que  la  demanda  de  foja  . « .  reúne 
todos  los  requisitos  exigidos  por  el  artículo  57  de  la  ley  nacio- 
nal de  procedimientos. 

2°  Que  sólo  en  la  omisión  de  algunos  de  esos  requisitos  pue- 
de fundarse  la  excepción  de  defecto  legal  en  el  modo  de  propo- 
ner la  demanda,  según  lo  tiene  resuelto  este  Juzgado  y  lo  esta- 
blecido por  la  Suprema  Corte  en  dirersos  fallos. 

3^  Que  la  excepción  de  arraigo  sólo  procede  en  el  fuero  fede- 
ral cuando  el  demandante  fuere  extranjero  no  domiciliado  en  la 
Kepública. 

Por  estas  consideraciones,  no  ha  lugar,  con  costas,  á  las  ex- 
cepciones opuestas  y  contéstese  derechamente  la  demanda  en  el 
término  legal.  Repónganse  las  fojas. 

Juan  del  Campillo . 
Falle  de  I»  Saprenm  €oi*te 


Buenos  Aires,  Octubre  26  de  1895. 

Vistos :  Por  sus  fundamentos  y  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en 
el  artículo  setenta  y  cuatro  de  la  ley  de  procedimientos,  en 
cuanto  á  la  excepción  de  arraigo,  se  confirma,  con  costas,  el  auto 
apelado  de  foja  sesenta  y  cuatro  ynelta.  Repuestos  los  sellos, 
deTuéUanse. 

LUIS  V.  VABELA.  —  ABEL  BAZAÜ.  — 
OCTAVIO  BONGE.  —  JUAM  E.  TO- 
RAENT. 
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CAUSA  CCXXXXVIII 


Contra  don  Luis  Moral;  por  contrabando 


Sumario, — No  hay  contrabando,  j  no  caen  en  comiso  los 
bultos  secuestrados  j  descargados  por  ios  empleados  de  Aduana 
antes  de  entrar  el  buque  al  dique,  si  vienen  como  equipaje  y  el 
interesado  pide  su  despacho  antes  de  la  descarga  del  buque. 


Caso.--  Resulta  de  las  siguientes  piezas: 


Falle  del  Jucs  Federal 


fioenos  Aires»  Junio  8  de  18d5. 

Y  vistos:  Considerando:  Que  está  debidamente  acreditado 
en  autos  y  lo  ha  reconocido  el  propio  apelante,  que  los  seis  baa* 
les  conteniendo  mercaderías  á  que  esta  causa  se  refiere,  fueron 
traídos  á  este  puerto  á  bordo  del  vapor  cDon  Pedro»,  en  cali- 
dad de  equipaje,  sin  que  ellos  constaren  en  el  manifiesto  gene- 
ral del  referido  vapor. 
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Que  formalizada  la  eatrada  del  baque  y  en  razón  de  la  falta 
de  manifestación^  la  Aduana  procedió  á  detener  los  baúles  con 
mercaderías,  pasando  el  empleado  autor  de  la  detención  el  par- 
te correspondiente. 

Que  de  tal  suerte,  se  ha  contravenido  á  las  disposiciones  de 
las  ordenanzas  de  Aduana  que  determinan  la  manera  y  forma 
en  que  deben  hacerse  la  introducción  de  mercaderías^  sin  que 
el  manifiesto  de  despacho  presentado  con  posterioridad  á  la  de- 
tención hecha  por  la  Aduana,  pueda  surtir  el  efecto  de  cance- 
lar ó  atenuar  la  infracción  cometida. 

Por  estos  fundamentos  y  los  concordantes  de  la  resolución 
apelada  de  foja  77  se  confirma  ésta  coa  costas.  Notifíquese  con 
el  original,  repónganse  los  sellos  y  en  oportunidad  devuélvanse 
los  autos  á  la  Aduana. 

J.  V.Lalanne. 


VISTA  DEL  SEftOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Octubre  3  de  1895. 

Suprema  Corte: 

Don  Luis  Morat  conducía  á  hordo  del  vapor  «Don  Pedro»,  y 
en  condición  de  equipaje,  seis  bultos  de  mercaderías  proceden- 
tes del  Havre. 

Al  llegar  el  vapor  á  la  rada,  y  antes  que  hubiera  entrado  á  los 
4iques,  el  empleado  del  resguardo  que  fué  á  darle  entrada,  re- 
quirió esos  bultos  de  mercaderías,  comprobó  el  manifiesto  gene- 
ral del  buque  para  establecer  que  no  figuraban  en  el  manifiesto 
de  carga,  los  secuestró  y  los  condujo  á  tierra,  depositándolos 
«n  la  Aduana,  según  resulta  de  la  nota  y  diligencia  de  foja  24. 

T.  XII  6 
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Esto  ocurría  el  13  de  Dieiembre  de  1892.  Entre  tanto»  el 
mismo  día  18,  y  antea  que  se  hubiera  comunicaéo  alfiesgoardo 
la  diligencia  de  foja  24>Tuelta>  que  tiene  lafe^ha  del  14i  el  pa* 
sajero  conductor  de  esos  baúles  de  mercaderías^  se  presentaba  á 
la  Adnana  pidiendo  su  despacho,  según  resn-lta  del  informe  de 
la  oficina  de  Begiitro,  coorriente  á  foja  71 » 

Puede  haber  preezistido  al  embarque  de  esas  mereaderfaa  en 
el  puerto  del  Havre,  un  propósito  de  defraudación  de  las  reatas 
de  Aduana,  puede  solamente  haberse  intentado  al  eludir  mani^ 
festarlos  á  bordo^  evitar  el  pago  de  fletes,  haciendo  pasar  las 
mereaderías  no  manifestadas  por  eqaipaje  del  pasajero  Morat. 

En  cualquier  caso^  la  precipitación  de  los  procedimientos  de 
laautoridad  aduanera  aprehendiendo  anticipadamente  las^awr- 
caderías  abordo,  antes  de  entrar  el  buque  á  los  diques  y  reali-^ 
zar  su  entrada,  ha  perdido  la  oportunidad  de  constatar  si  real- 
mente el  fraudé  supuesto  era  realizado,  6  al  menos  llegaba  á 
tener  principio  de  ejecución. 

Según  el  artículo  846  de  las  ordenanzas  de  Aduana,  en  los  bu- 
ques á  vapor  que  gozan  privilegio  de  paquetes  los  errores  del 
manifiesto  general,  pueden  salvarse  sin  reato  alguno,  mientras 
la  carga  permanezca  á  bordo,  y  segnn  el  artículo  847,  inciso  A^y 
eltéviniM  para  salvav^loaeffores  cometidos  en  el  manifiesto 
general,  no  08  el  de  48  horas  acordado  á  los  baqnes  é»  velÉ^ 
sino  el  que  dura  su  descarga. 

Si  oon  arreglo  á  estas  prescripoiones  legales,  pudo  la  Merca- 
dería en  cuestión  serinelutda  en  elmanífiesto  general  sin  rea^* 
to,  el  hecho  del  desembarco  anticipado,  contra  la  rolantad  éel 
eondnetor  y  por  orden  del  oficial  del  Resguarde^  no  pQd^i^^)o• 
nerle  respensabilidadeB-qne  no  le  afeetan  segan  li^iey,  anteando 
venir  la  carga  á  tierra.  Y  en  tal  caso  el  procedimíent«>  estaMs^ 
cido  en  el  artículo  218  de  las  ordenanzas  «e  imponía  con  may^r 
razón  cuando  las  mercaderías  se  manifestaban  en  ttejopo  y  ete 
solicitud  de  despacho. 
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£1  condaetor  de  esa  mercadería  ocurriendo  eti  el  mismo  día 
de  entrada  del  baque,  á  la  oficina  de  registro  con  el  manifiesto 
()e^69|^Mho,  informado  á  foja  71,  muestra  su  sumisión  á  las 
deposiciones  legales,  trayendo  sus  mercaderías,  aunque  en 
baúles  maToados  y  numerados  sin  reserva  ni  oooltamiento  entre 
ropas  ú  otros  objetos  de  equipajes,  preríene  toda  confusión  ten- 
dente á  la  defraudación  de  los  derechos  de  Aduana,  y  no  pu- 
diendo  desembarcarse  bulto  alguno,  según  decreto  gubernativo 
de  1891  antes  de  arribar  el  vapor  á  los  muelles,  no  puede  impu* 
tarse  intención  dolosa,  que  ninguna  circunstancia  autoriza  á  es- 
tablecer en  ei  hecho  de  no  declarar  sus  mercaderías  antes  del 
arribo  del  buque  al  puerto  de  su  destino. 

Considero  por  estas  circunstancias,  aplicablts  la  doctrina  de 
y.  £.  en  un  caso  análogo  que  se  registra  en  la  serie  3',  tomo 
tS,  página  27,  de  sus  fallos,  y  por  ello  y  fundamentos  concor- 
dantes del  escrito  de  expresión  de  agravios,  corriente  á  foja  116, 
pido  á  Y.  E.  la  revocación  déla  sentencia  recurrida  de  foja  108, 
con  declaración  de  no  haber  lugar  en  el  caso,  á  la  pena  de  co- 
miso para  las  mercaderías  secuestradas. 

Sabiniano  Kier. 


Pullo  de  ln  WwpTmmm  Corte 

Buenos  Aires,  Octubre  26  de  1895. 

Yiates  y  considerando:  Quesegun  resulta  de  autos  y  especial- 
omiiede  loe  documentos  de  foja  veinte  y  dos  y  foja  veinte  y 
cuatro,  los  seis  baúles  de  mercaderías  que  conducía  don  Luis 
Morat,  en  el  vapor  cDon  Pedro»,  fueron  secuestrados  á  bordo, 
por  orden  del  jefe  del  Resguardo  señor  Igarzabal,  por  el  oficial 
Trebino  y  desembarcados  en  el  depósito  de  la  Exclusa  antes  de 
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entrar  el  buque  al  dique  y  por  consiguiente  de  comenzar  su 
descarga. 

Que  semejante  procedimiento  no  está  autorizado  por  ley  al- 
guna. 

Que  reconociéndose  por  los  mismos  empleados  de  Aduana  que 
los  bultos  en  cuestión  venían  como  equipaje*  ellos  estaban  suje- 
tos á  las  prescripciones  de  los  artículos  ochocientos  cuarenta  j 
seis  7  ochocientos  cuarenta  y  siete  de  las  ordenanzas  de  Aduana 
que  autorizan  la  agregación  de  nuevas  partidas  en  el  manifiesto 
general,  durante  la  descarga  del  buque,  no  siéndole  en  ol  caso, 
imputable  al  recurrente  el  hecho  de  haberse  desembarcado  por 
orden  del  jefe  del  Resguardo  de  la  Aduana  los  bultos  de  que  se 
trata  en  este  proceso. 

Que  por  parte  del  propietario  de  esos  bultos,  su  presentación 
ala  Aduana  pidiendo  su  despacho,  aunque  fuese  irregular  en  la 
forma,  en  el  mismo  día  en  que  se  produjo  el  secuestro,  basta 
para  excluir  la  idea  de  que  se  intentara  cometer  un  contraban- 
do, no  habiendo  sido  el  interesado  quien  verificó  la  descarga  de 
los  citados  bultos. 

Por  estos  fundamentos,  de  acuerdo  con  lo  expuesto  y  pedido 
por  el  señor  Procurador  General  y  con  lo  resuelto  por  esta  Su- 
prema Corte  entre  otros  casos,  en  el  que  se  registra  en  el  tomo 
doce,  página  noventa  y  cuatro,  serie  tercera  de  sus  fallos,  se  re- 
voca la  sentencia  apelada  de  foja  ciento  ocho  y  se  declara  no 
haber  lugar  á  la  condenación  impuesta  al  recurrente.  Hágase 
saber  con  el  original  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

LUISV.  VÁRELA.  —  ABELBAZAN. 
—  OCTáVlO  BUNGE.  ~  JUAK 
E.  TORRENT. 
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CAVSA  CCIiXXXIX 


P.  Omarini  y  compañía  contra  los  capitanes  del  vapor  « Isis » 
y  de  la  barca  nEdmund  Phinney»,  por  daños  y  perjuicios;  en 
recurso  de  hecho . 


Sumario.  — Sía  apelaoion  denegada  no  procede  el  recurso 
de  hecho. 


Caso.  —  Lo  explica  el  sigaiente : 


INFORME 


Rosario,  Octubre  17  de  1895. 

Suprema  Corte  de  Justicia  Nacional: 

Gamplíendo  con  lo  ordenado  por  Y.  £.  en  el  recurso  de  queja 
interpuesto  por  el  procurador  don  Antonio  Hernández  en  la  cau- 
sa seguida  en  representación  de  los  señores  P.  Omarini  y  com- 
pañía centrales  capitanes  de  los  buques  clsis»  y  c  Edmundo 
Phinney  »,  elevo  ante  Y.  E.  el  informe  correspondiente. 
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Principiaré  por  manifestar  á  Y.  E.  que  el  suscrito  no  ha  ne- 
gado la  apelación  interpuesta,  sino  que  se  ha  limitado^  como  lo 
expresa  el  auto  de  Agosto  28  pasado,  transcrito  en  las  copias,  á 
mandar  al  recurrente  se  circunscriba  ala  mera  interposición  del 
recurso  de  apelación,  de  acuerdo  con  las  leyes  citadas. 

La  lectura  del  escrito  en  que  se  interpone  apelación  justifi- 
cará, creo,  la  resolución  recaída,  porque  son  tan  complejas  las 
peticiones,  que  no  he  alcanzado  á  comprender  lo  que  se  propo- 
nía el  litigante.  En  efecto,  hay  un  juicio  principal  en  el  que  he 
resuelto  prioieramente,  correspondía  la  aauaa  por  averias  á  la 
JATisdiocioAArhitral;  existe  también  un  incidente  sobre  iasol- 
venciadel  fiador  de  los  demandados,  y  en  .este  inoí dente. hay 
una  queja  contra  ol  secretario  de  la  causa  y  contra  los  conceptos 
injuriosos  que  dice  le  dirige  la  otra  parte.  Sin  embargo^  como 
Yerá  y.  E.,  se  han  involucrado  todos  estos  reclamos  en  el  escri- 
to de  apelación,  tanto  io  que  corresponde  á  los  incidentes,  cnan^ 
to  á  lo  principal. 

Es  esta  la  razón  que  he  tenido  para  ordenar  se  circunscriba  á 
la  mera  interposición  del  recurso,  y  he  mandado. que  se  d^je 
constancia  de  la  fecha  de  presentación  del  escrito  de  apelación, 
para  que  no  pierda  el  derecho  de  interponer  el  recurso. 

Al  mismo  tiempo  que  el  representante  de  los  actores  apelaba, 
porque  declarara  que  la  cansa  correspondía  al  tribunal  arbi- 
tral,  el  demandado  pedía  revocatoria  del  mismo  auto,  fundado 
en  que  las  averías  no  eran  en  los  buques  sino  en  el  muelle, 
producidas  por  aquellos. 

En  mérito  de  esa  observacioQ,  no  tuve  inconveniente  en  dejar 
sin  efecto  el  auto  del  queme  desprendía  de  la  jurisdicción  y  dio- 
té  el  de  foja  36,  por  el  que  reasumo  la  jarisdiooion.  Por  consi- 
guiente^  se  ha  satisfecho  los  propósitos  jurídicos  del  procnrador 
señor  Hernández  en  el  recurso  de  apelación* 

Para  mayor  satisfacción  del  juez  apelado  y  para  que  la  Supre- 
ma Corte  pueda  resolver  el  reourbo  de  queja  con  mayor  conocí- 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  87 

miento,  tengo  el  honor  de  elevar  áY.  E.  los  antecedentes.  Dios 
guarde  á  Y.  E. 

Daniel  Goytía. 


WmUm  de  I»  Suprema  Certe 

Buenos  Aires,  Octubre  26  de  1896. 

m 

Yistos  en  el  acuerdo:  Resultando  del  informe  del  Juez  de 
Secoion  j  de  los  antecedentes  remitidos,  que  no  ha  habido  ape- 
lación denegada  y  que  el  auto  á  que  se  refiere  el  recurrente  ha 
sido  revocado  por  contrario  imperio,  háse  por  terminado  este  in- 
cidente. Agregúense  estas  actuaciones  á  los  autos  remitidos  y 
deYuélviinse  al  juez  de  la  causa.  Repóngase  el  papel. 

LUIS  y.  TÁRELA.  — tABSL BAZA».  — 
OCTAVIO  BUNGB.  —  JUAN  B.  TO- 
RABNT. 
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CJLVHJL 


El  Banco  Nacional  conira  don  Rafael  Icasate,  por  cobro  de 

pesos ;  recurso  de  hecho 


Sumario, — No  es  apelable  en  el  jaioio  ejecutivo,  el  auto  que 
niega  al  deudor  una  espera  para  el  pago. 


Caso.  —  Lo  explica  el  siguiente 


INFORME 


Buenos  Aires,  Octobre  22  de  1895. 
Eamo.  Señor: 

Habiéndose  dictado  sentencia  de  trance  j  remate  en  el  juicio 
ejecutivo  á  que  se  refiere  este  recurso,  el  representante  del 
Banco  pidió  se  procediera  á  la  tasación  del  bien  raiz  embarga- 
do  proponiendo  por  su  parte  un  perito  al  efecto,  debiendo  el  eje- 
cutado manifestar  su  conformidad  6  disconformidad  con  dicho 
nombramiento,  bajo  apercibimiento  de  darlo  por  nombrado  en 
u  rebeldía. 
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El  Jazgado  proveyó  de  conformidad  notificándose  esta  resolu- 
ción al  ejecutado,  el  30  de  Julio  del  [corriente  año. 

El  2  de  Agosto  presentó  escrito  [manifestando  c  que  había  si- 
do notificado  de  una  resolución  en  que  se  le  avisa  que  se  ya  á 
nombrar  perito  tasador  de  un  campo  que  so  le  ha  embargado* 
Que  por  ello  suplica  al  Juzgado  se  le  conceda  una  espera  de  60 
dias,  suspendiendo  el  procedimiento,  para  realizar  una  hipoteca 
dentro  de  ese  término  que  le  permita  dar  cumplimiento  á  su 
obligación  coa  el  mencionado  Banco  >. 

De  esta  petición  se  le  dio  vista  al  representante  del  Banco, 
quien  se  opuso^  manifestando  que  demasiadas  esperas  se  le  ha- 
bían dado,  sin  resultado. 

En  vista  de  esto,  el  Juzgado  no  hizo  lugar  á  las  peticiones  del 
demandado  y  de  acuerdo  con  lo  pedido  por  el  Banco  ordenó  que 
hiciera  la  manifestación  ordenada  respecto  del  nombramiento 
de  perito,  bajo  apercibimiento,  en  el  término  de  24  horas. 

Esta  resolución  f uéle  notificada  el  9  de  Setiembre  j  al  dia  si- 
guiente presentó  escrito  manifestando  que,  causándole  ella  gra- 
vámeB,  por  no  hacerse  lugar  á  sus  pedidos,  apelaba  para  ante  la 
Ezma.  Suprema  Corte. 

El  Juzgado  dictó  entonces  el  siguiente  decreto  :  c  Buenos 
ÁireSj  Setiembre  27  de  1895.  No  siendo  apelable  el  auto  recu- 
rrido, no  ha  lugar  á  lo  pedido  en  el  presente  escrito,  y  hacién- 
dose efectivo  el  apercibimiento  decretado,  en  rebeldía  del  de- 
mandado y  de  actierdo  con  lo  dispuesto  en  el  artículo...  de  la 
ley  de  Procedimientos  nacionales,  en  su  rebeldía  nómbrase  perito 
por  su  parte  á  don  Ed  nardo  Puebla,  previa  su  aceptación  del  cargo 
«n  forma  > . 

Es  cuanto  tengo  que  informar  6n  cumplimiento  del  mandato 
deV.  E. 

Juan  del  Campillo . 
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fftolto  de  I»  Suprcnuí  Caerte 


Buenos  Aires,  Octubre  26  de  1895. 

Vistos  en  el  acuerdo:  Por  lo  que  resalta  del  informe  del  juez 
de  la  causa,  remítansele  estas  actuaciones  para  que  Ueye  ade- 
lante sus  procedimientos.  Repóngase  el  papel . 

LUIS  V.  VÁRELA.  —  ABEL  BAZAH.  -- 
OCTAVIO  BUNGE.  *-1UAN  B.  TO- 
BRENT. 


CAVAA  CCJCCI 


Contra  don  iV.  Zavala  y  otros,  por  contrabando;  sobre 

pruebas 


Sumario. — No  debe  recibirse  la  prueba  producida  después 
del  término  acordado. 
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Caso.  — Eesolta de  las  siguientes  piezas: 


F»ll«  del  Juea  Pederiil 


Paraná,  Julio  25  de  1895. 

Considerando  :  Que  dentro  del  término  probatorio  debe  no 
sólo  articalarse  sino  también  rendirse  la  prueba  ofrecida,  pues 
de  lo  contrario  sería  inútil  que  la  lej  hubiese  fijado  el  máxi- 
mun  de  loa  plazos  con  ese  objeto^  siendo  estos  mismos  princi- 
pios los  que  rigen  en  el  procedimiento  criminal,  por  expresa 
disposición  de  la  ley,  artículo  477  del  Código  de  la  materia, 
siendo  una  consecuencia  lógica  de  ésto,  que  la  prueba  producida 
después  del  término  acordado,  no  debe  recibirse. 

Que  en  el  presente  caso,  la  testimonial  ofrecida  por  Zavala, 
para  la  Bepública  del  Paraguay,  fué  evacuada  con  fecha  1»  de 
Julio,  cuando  ya  el  término  probatorio  había  vencido  el  25  de 
Junio  (informe  de  foja  ...),  habiéndose  presentado  en  este 
Tribunal  recien  el  20  de  Julio,  cuando  la  discusión  de  la  causa 
estaba  ya  cerrada,  por  el  llamamiento  de  autos  pi^ra  sen- 
tencia. 

Que  «8  tanto  menos  admisible  esta  prueba,  cuanto  que  su  re- 
tardo debe  imputarse  exclusivamente  á  Zavala,  que  pudiendo 
pedir  el  término  extraordinario,  no  lo  hizo,  ni  siquiera  aprove- 
chó el  ordinario,  pues  habiéndose  abierto  la  cansa  &  prueba  en 
8  de  Mayo,  foja  170,  él  recien  presentó  su  interrogatorio  el  4 de 
Junio,  foja  190,  casi  un  mes  después. 

Por  esto,  y  no  siendo  esta  prueba  de  las  que  el  juez  pueda 
pedir  de  oficio  para  mejor  proveer,  con  excepción  del  informe 
de  la  oficina  de  Registro,  no  obstante  lo  expuesto  por  el  fiscal, 
resuelvo  que  no  debe  agregarse  á  los  autos  la  prueba  á  que  se 
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deja  hecha  referencia,  con  excepción  del  informe  de  foja  27.  T 
devuélvanse  al  interesado. 

T.  Pinto. 


Auto  del  Jue»  Federal 


Paraná,  Agosto  2  de  1895. 

Besultando  de  estos  autos  que  con  fecha  8  de  Mayo  se  abrió 
esta  causa  á  prueba,  por  el  término  de  15  días,  foja  179  vuelta, 
7  en  4  de  Junio  Zavala  solicitó  próroga  por  todo  el  término  or- 
dinario j  además  el  término  extraordinario  para  producir  prue- 
ba en  el  Paraguay,  resolviendo  el  Juzgado  conceder  la  próroga 
del  primero  y  negar  el  extraordinario,  por  no  haberse  solicitado 
bajo  juramento  y  estar  vencidos  los  10  días  primeros  del  tér- 
mino probatorio^  únicos  en  que  pudo  y  debió  pedirlo,  según  el 
artículo  95,  inciso  3^,  de  la  ley  de  procedimientos,  escrito  de 
foja  190  y  auto  de  foja  191;  que  esta  resolución  fué  consentida 
por  Zavala,  quedando  desde  luego  ejecutoriada. 

Que,  por  consiguiente,  el  ónico  término  hábil  era  el  ordina- 
rio de  30  días,  y  éste  estaba  vencido  ya  en  25  de  Junio,  como 
lo  dice  muy  bien  el  secretario  en  su  informe  de  foja  209^  por 
lo  que  el  llamamiento  de  autos  resulta  haberse  hecho  en  la 
oportunidad  correspondiente. 

Por  esto,  no  se  hace  lugar  á  la  revocatoria  del  auto  de  26  de 
Julio  último,  y  se  concede  en  relación  y  ambos  efectos  el 
recurso  interpuesto.  En  conseouencia  elévense  á  la  Suprema 
Corte  federal  en  la  forma  de  estilo. 

T.  Pinto. 
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VISTA  DEL  SEftOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Setiembre  9  de  1885. 
Suprema  Corte  : 

El  aato  de  foja  191  denegó  el  término  extraordinario  de 
prueba  por  no  haberse  solicitado  dentro  del  término  de  10  días 
7  bajo  el  juramento  requerido  al  efecto  por  la  ley  de  procedí* 
míen  tos. 

Ese  auto  fué  consentido. 

Vencido  el  término  ordinario  de  prueba,  según  certificado  de 
foja  200,  resulta  que  la  diligenciada  en  la  República  del  Para- 
guay, que  corre  de  foja  218  adelante,  está  fuera  del  término 
acordado. 

Se  invoca,  no  obstante^  en  favor  de  su  aceptación,  la  amplia- 
ción de  un  día  por  cada  7  leguas^  acordada  en  la  ley  de  pro- 
cedimientos para  la  prueba  que  se  diligencie  fuera  del  territo- 
rio del  municipio,  ó  ciudad  asiento  del  Juzgado. 

Esto  es  exacto  respecto  á  la  prueba  dada  fuera  de  él,  pero  en 
el  territorio  de  la  República,  segon  la  expresión  textual  del 
artículo  471  del  Código  de  Procedimientos  en  lo  Criminal. 

No  podría  aplicarse  tal  prescripción  á  la  prueba  rendida  en 
país  extranjero,  sin  exponer  el  proceso  á  una  prolongación  de 
términos,  que  á  distancia  de  miles  de  leguas,  podría  alcanzar 
una  duración  de  meses  y  hasta  de  años. 

Por  ello,  la  ley  ba  circunscripto  los  términos  expresados  en 
el  articulo  471  del  Código  de  Procedimientos  en  lo  Criminal  á 
la  prneba  dentro  del  territorio  de  la  República,  estableciendo 
para  la  ofrecida  fuera  de  ella,  los  términos  extraordinarios  á 
qne  se  refiere  el  artículo  472,  pero  bajo  las  condicionea  de  loa 
artículos  473  y  483. 
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Resultando,  por  ello,  bien  denegado  el  término  extraordina- 
rio, segon  el  auto  consentido^  y  no  mediando  causa  algnna  de 
nulidad^  considero  justo  el  auto  de  foja  250,  y  su  correla- 
tivo de  foja  244,  y  pido  á  V.  E.  su  confirmación. 

Sabiniano  Kier. 


WmUm  de  I»  Suprem»  €«rte 

Buenos  Aires,  Octubre  S6  de  1896. 

Vistos  :  De  conformidad  con  lo  expuesto  y  pedido  por  al  se- 
ñor Procurador  General  y  fundamentos  concordantes  délos  autos 
de  fojas  doscientas  cuarenta  y  tres  vuelta  y  doscientas  cuarenta 
y  nueve  vuelta,  se  confirma,  con  costas,  el  apelado  de  foja  dos- 
cientas cuarenta  y  tres  vuelta,  no  haciéndose  lugar  al  recurso 
de  nulidad,  por  no  haber  mérito  para  ello.  Repuestos  los  sellos, 
devuélvanse. 

LUIS  Y.  TÁRELA.  —  ABEL  BAZAN.  — 
OCTAVIO  BUN€E.— JUAN  E.  TORRENT. 
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CAUSA  CCXCII 


£»  Cusenier  Fils  Áiné  y  compañía  contra  don  Camilo  L,  Sona; 
por  falsificación  de  marca  de  fábrica. 


Sumario. — Sin  la  prueba  de  haber  sido  los  Tendidos  por  el 
acosado  los  productos  falsificados,  y  sin  la  de  haber  éste  hecho 
uso  del  nombre  y  etiqaeta  del  demandante,  procede  su  absolu- 
ción de  la  demanda. 


Caso.  —  Lo  explica  el 


VaIIo  «el  JuM  redMf»! 


Tacuman,  Julio  23  de  1895. 

Y  vistos:  estos  autos  seguidos  por  don  Fermin  Bischenbil- 
der,  en  representación  de  la  casa  de  los  señores  E.  Cusenier  Fils 
Ainé  y  compañía,  de  la  plaza  de  Buenos  Aires ,  sobre  falsificación 
de  marca  de  fábrica,  de  que  resulta : 

Que  áfoja  1*  se  presenta  dicho  apoderado  y  expone :  que  sus 
representados^  los  señores  Cusenier  Fils  Ainé  y  compañía  son 
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propietarios  de  una  marca  de  fábrica  que  obtuvieron  para  la  fa- 
bricación del  ajenjo  que  expende  la  casa,  la  marca  que  se  regis- 
tra en  la  etiqueta,  sellos  y  faja  que  contiene  la  botella  que 
acompaña,  así  como  la  forma  de  ésta  y  la  envoltura  de  papel  rosa 
que  cubre  aquella,  según  lo  comprobará  oportunamente;  que 
ocurre  ahora  queden  Camilo  L.  Sena,  domiciliado  en  la  calle 
Salta,  esquina  á  la  de  Santiago  deÍEstero,  ha  comenzado,  desde 
hace  algún  tiempo  á  esta  parte,  á  fabricar  un  licor  análogo  al 
de  sus  representados,  osan  Jo  del  mismo  nombre,  y  para  su  es- 
pendio  emplea  la  misma  marca  de  fábrica,  emblemas  y  graba- 
dos que  los  ya  expresados,  y  concedidos  por  derecho  para  el  uso 
exclusivo  de  la  casa  demandante;  que  en  virtud  de  lo  expuesto, 
y  con  lo  estatuido  por  la  ley  de  marcas  de  fábrica,  inicia  formal 
demanda  contra  don  Camilo  L.  Sona,  para  que  se  le  prohiba  usar 
en  adelante  la  marca  de  la  casa  Cusenier  Fils  Ainé  y  compañía 
en  el  ajenjo  que  expende,  se  le  condene  al  máximo  de  la  pena,  á 
los  daños  y  perjuicios  causados,  y  costas  del  juicio. 

Don  Augusto  Mosna,  en  representación  de  Sona,  contestando 
la  acusación,  manifiesta :  que  son  falsos  los  hechos  en  que  se 
funda  la  acusación;  que  es  falso  que  su  poderdante  haya  em- 
pleado en  los  licores  que  fabrica  y  expende,  el  nombre  de  los 
demandantes  ni  la  marca  de  fábrica  6  emblemas  de  éstos;  que 
es  falso  que  Sona  haya  efectuado  falsificación  alguna,  que  por 
lo  tanto  debe  desestimarse  la  acusación  con  costas. 

Recibida  la  causa  á  prueba,  se  ha  producido  por  parte  délos 
demandantes  la  que  corre  de  fojas  30  á  91,  y  por  la  del  deman- 
dado, la  que  va  de  fojas  92  á  93. 

Y  considerando:  Que  aunque  los  demandantes  no  citan  el 
artículo  de  la  ley  de  marca  de  fábrica  en  que  se  fundan  para 
deducir  su  acción,  en  vista  de  los  términos  de  la  acusación  que 
queda  trascrita  más  arriba,  es  indudable  que  se  han  fundado 
en  el  artículo  28,  inciso  S"*,  de  dicha  ley,  que  estatuye  :  que 
serán  castigados  con  multa  de  20  á  500  pesos  fuertes,  6  una 
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prisión  de  15  dias  6  un  ano  (entre  otros  casos)  los  que  pongan 
sobre  sus  productos,  6  los  efectos  de  su  comercio,  una  marca 
ajena. 

Que  siendo  esto  así^  y  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  por  la  ley 
1%  título  14,  partida  3**,  los  actores  han  debido  justificar:  I"* 
que  don  Camilo  L.  Sona  ha  fabricado  los  productos  ó  efectos 
análogos  á  los  fabricados  por  los  demandantes  yaque  se  refiere 
la  demanda;  y  2®  que  Sona  ha  puesto  sobre  esos  objetos  ó  effec* 
tos,  la  marca  de  fábrica  de  los  señores  Cusenier  Fils  Ainé  y 
compañía. 

Que  tratándose  de  la  imputación  de  un  hecho  que  constituye 
delito  y  puede  dar  lugar  hasta  la  imposición  de  pena  corporal  ó 
aflictiva,  la  prueba  al  respecto  debe  ser  plena  y  completa,  de 
manera  que  lleve  al  espíritu  la  convicción  firme  de  haberse  co- 
metido el  delito  acusado^  como  dice  la  ley  27,  título  7^,  partida  7\ 

Que  lo  único  que  se  encuentra  para  demostrar  que  el  deman- 
dado ha  fabricado  el  ajenjo  análogo  á  que  se  refiere  la  demanda, 
es  lo  declarado  por  los  testigos  don  Máximo  García  y  don  Car- 
los Penseroli,  á  fojas  44  y  48,  coando  éstos  se  presentaron  á  ía 
casa  de  Sona,  en  busca  del  ajenj  o  quese  suponía  elaborado  por  él. 

Que  esas  declaraciones,  aseveran  que  Sona  prometió  á  los 
testigos  venderles  el  ajenjo  que  buscaban,  pero  al  día  siguiente, 
por  no  tenerlo  preparado  al  momento,  no  son  bastantes  para 
declarar  autor  de  la  falsificación  que  se  persigue,  ni  indirecta- 
mente, al  demandado,  mientras  que  no  se  pruebe  la  concurrencia 
de  otrag  circunstancias,  tales  como  haberse  encontrado  en  la  casa 
los  aparatos  ó  elementos  de  la  falsificación,  botellas  vacías, 
etiquetas,  etc.,  lo  que  constataría  el  cuerpo  del  delito,  es  decir, 
el  hecho  mismo  de  la  falsificación. 

Que  por  lo  que  respecta  á  la  venta  por  Sona  del  ajenjo  con 
marca  que  se  supone  falsificada,  para  que  el  hecho  caiga  bajo  la 
sanción  penal  del  artículo  20  de  la  ley  nacional  de  19  de  Agosto 
de  1876,  hubiera  sido  necesario  que  se  demuestre  ó  resulte  de 
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las  circunstancias  del  caso  que  esa  venta  se  hacía  por  Sona  con 
perfecto  conocimiento  de  la  falsificación,  sin  cuyo  requisito  el 
hecho  sólo  de  la  venta,  no  puede  constituir  delito,  como  se  dedu- 
ce de  lo  dispuesto  en  los  incisos  2,  3  y  6  del  artículo  citado. 

Por  estos  fundamentos  y  los  concordantes  del  escrito  de  foja 
li4  á  foja  125  vuelta,  fallo :  absolviendo  á  don  Camilo  L.  Sona 
de  la  demanda  Ínter  puesta  contra  él  á  foja  4,  condenando  á  los 
demandantes  señores  Gusenier,  Fils  Ainé  y  compañía,  á  las 
costas  del  juicio,  dejando  á  aquel  á  salvo  las  acciones  que  le  co- 
rresponden; hágase  saber  y  repónganse  los  sellos. 

Delfín  Oliva. 


Ffillo  de  to  Suprem»  Corte 

Baenos  Aires ,  Octubre  39  de  1895. 

Vistos  y  considerando :  Que  tanto  la  prueba  testimonial  de 
fojas  cuarenta  y  cuatro  á  cincuenta,  como  el  informe  pericial  de 
la  Oficina  Química  de  Tucuman,  corriente  á  foja  ochenta  y 
una,  no  bastan  para  acreditar  la  falsificación  del  ajenjo  que 
motiva  este  proceso,  pues  no  se  ha  probado  que  el  líquido  exa- 
minado sea  el  mismo  que  contenían  las  botellasque,  en  cajones, 
según  el  recibo  de  foja  treinta,  compraron  los  testigos  Máximo 
García,  Carlos  Fenseroli  y  Basilio  Díaz  al  demindado  Sona. 

Que  en  cuanto  al  uso  del  mismo  nombre  y  etiqueta  del  de- 
mandante, por  parte  del  demandado,  tampoco  se  ha  producido 
prueba  alguna  que  acredite  su  empleo  por  el  último,  no  apare- 
ciendo siquiera  en  los  autos  la  marca  de  fábrica  y  de  comercio 
que  se  dice  falsificada  ó  fraudulentamente  aplicada  en  los  artí- 
culos espendidos  por  el  demandado. 
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Por  estos  fandamentos  y  concordantes  de  la  sentencia  apelada 
de  foja  ciento  treinta  y  una,  se  confirma  ésta  con  costas.  Repues- 
tos los  sellos,  devuélvanse. 

LUIS  y.  VÁRELA.  —  ABEL  BAZAff. — 
OCTAYIOBUNGE.  —  JUAN  B.  T0« 
RREÑT. 


CAUSA  CCXCIII 


El  doctor  Antonio  Arroga  y  otrot  contra  el  Ferrocarril  de 
Buenos  Aires  y  Rosario,  por  expropiación;  sobre  costas 


Sumario.  —  Debe  ser  condenado  en  las  costas  del  jaicio  el 
demandante  qae  lo  inició  para  ser  pagado  del  pr^^cio  áé  expro- 
piación, con  eonoeimiento  de  que  el  demandado  se  ha)Uba  en 
posesión  del  terreno  con  títnlos  de  propiedad. 
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Fallo  del  Jueas  Federal 

Buenos  Aires,  Junio  18  de  1895. 

y  vistos  :  estos  autos  iniciados  por  el  doctor  Antonio  Arraga 
j  otros,  contra  la  Empresa  del  Ferrocarril  de  Buenos  Aires  y 
Bosario,  sobre  expropiación. 

Y  considerando  :  Que,  según  lo  exponen  los  propios  deman- 
dantes en  su  escrito  de  foja...  el  terreno  á  que  este  juicio  se 
refiere,  está  ocupado  desde  muchos  años  atrás  por  la  Empresa 
demandada;  y  ésta  en  el  juicio  verbal  á  que  las  partes  fueron 
convocadas  de  conformidad  con  las  disposiciones  de  la  ley  de 
la  materia,  ha  negado  ¿  aquellos  el  carácter  de  propietarios  que 
invocan,  sosteniendo  que  dicho  terreno  le  pertenece  á  ella,  en 
virtud  de  los  títulos  que  ha  presentado  y  obran  á  foja... 

Que  en  tal  concepto,  el  juicio  de  expropiación  que  se  leba 
iniciado  no  puede  prosperar,  habiendo  controversia  relativa- 
mente á  la  cuestión  de  dominio  del  bien  á  expropiarse^  la  que 
no  puede  ser  resuelta  en  juicio  sumario  de  la  naturaleza  del  pre- 
sente. Por  esto  fallo  :  declarando  no  haber  lug^r  á  la  deman- 
da interpuesta,  sin  expresa  condenación  en  costas,  por  no  en- 
contrar mérito  para  imponerla.  Notifíquese  con  el  original  y 
repóngase  el  papel . 

J.  V.  Lalanne. 


Fallo  de  la  Üuprema  Corte 


Buenos  Aires,  Octubre  31  de  1895. 


Vistos  y  considerando :  Que  al  iniciar  la  demanda  de  expropia* 
cion^  la  parte  actora  sabía  que  la  Empresa  demandada  se  balla^ 
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ba  en  posesión,  con  títulos  de  propiedad,  del  terreno  materia  de 
la  expropiación  solicitada,  por  los  documentos  por  ella  misma 
exhibidos. 

Qae,  en  tal  caso,  ha  procedido  con  manifiesta  sin  razón  al 
promover  el  presente  juicio  sumario,  siendo  por  ello  pasible  de 
las  costas  que  ha  ocasionado  á  la  Compañía  demandada. 

Por  esto  se  revoca  el  auto  de  foja  sesenta  y  una  vuelta,  en  la 
parte  apelada,  declarándose  que  las  costas  son  á  cargo  de  los 
demandantes.  Repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

LUIS  V.    VARBLA.   *-   ABBL    BAZ4N.   — 
OCTAVIO  BUNGB.  —JUAN  E.  TORRBNT, 


CAUSA  evxeiw 


El  Juez  Letrado  de  la  Pampa  Central,  pidiendo  revocatoria 
de  una  resolución  de  la  Suprema  Corte 


Sumario. — Las  resoluciones  de  la  Suprema  Corte  dictadas 
en  ejercicio  de  su  superintendencia,  no  son  suceptibles  de  revo- 
catoria. 


Caso.  —  Lo  explica  el  siguiente 
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RECURSO 


General  Acha,  Setiembre  24  de  1895. 

Suprema  Corte: 

Beclamando  para  la  autoridad  de  este  Juzgado  sus  fueros  ju- 
risdiocionales  y  para  los  actos  que  de  él  emanan  el  amparo  de 
las  leyes,  séame  permitido  manifestar  á  Y.  E.  respetuosa- 
mente que  al  dictamen  del  señor  Procurador  General,  adoptado 
c,omo  resolución  en  la  queja  que  el  defensor  de  menores  ha  ele- 
vado á  Y.  E.  con  motivo  de  nna  nota  circular  dirigida  á  los  jue- 
ces de  paz  de  este  Territorio,  le  han  faltado  los  elementos  infor- 
mativos requeridos  como  indispensables. 

Esa  nota  circular  no  contiene,  Exmo.  Señor,  solución  alguna 
que  estorbe  las  funciones  del  ministerio  de  menores  dentro  de 
la  órbita  de  sus  facultades  y  deberes,  siendo  de  notar  por  con- 
siguiente que  no  ha  podido  recurrir  en  queja  ante  Y.  E.,  por 
actos  que  sólo  tienden  á  prevenir  irregularidades  de  otro  orden 
y  que  no  afectan  sus  atribuciones. 

Ejerciendo  la  superintendencia  que  por  el  artículo  37  de  la 
ley  de  Organización  de  los  Territorios  Nacionales,  tienen  los 
jueces  letrados  sobre  los  de  paz,  en  la  misma  forma  que  la 
ejercen  las  Cámaras  de  Apelación  déla  Capital,  sólo  se  han  pro- 
ducido en  la  circular  de  la  referencia,  resoluciones  de  carácter 
reglamentario  y  que  se  dirigen  á  normalizar  el  ejercicio  de  las 
funciones  propias  de  la  justicia  menor,  neutralizando  por  otra 
parte  las  tendencias  usurpadoras  de  autoridades  extrañas  que 
minan  siempre  las  intituciones  y  corrompen  los  principios  de 
independencia  que  ellas  eetablecen  para  el  funcionamiento  regu- 
lar de  los  poderes  públicos. 

Fuera  de  esto,  que  está  demostrado  por  la  misma  circular  y 
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que  había  podido  esclarecer  mediante  los  informes  del  caso  para 
qne  quedase  demostrada  la  inconsistencia  de  esa  qneja,  me  en- 
caentro  también  obligado  á  oponer  á  la  afirmación  del  señor 
Proeorador  General,  sobre  la  falta  de  superioridad  jerárquica 
de  loa  jaeees  letrados  respecto  de  los  de  paz,  la  prescripción 
del  artíenlo  37  ya  citado  y  lo  estatuido  en  el  título  Y  de  la  ley 
orginiea  de  los  Tribunales  de  la  Capital  de  estricta  aplicación. 

Si  no  hubiese  superioridad  jerárquica  no  habría  facultad  de 
superintendencia,  y  si  la  facultad  de  superintendencia  no  llega- 
se hasta  encarrilar  las  funciones  de  los  subalternos,  para  corre- 
gir abusos  proTOcados  por  ignorancia  6  malicia,  esa  facultad  se- 
ría estéril  é  ilusoria. 

Estos  ligeros  razonamientos  y  la  couTeniencia  de  preyenir  las 
frecuentes  perturbaciones  que  tienen,  en  consecuencia,  que  desa- 
rrollarse contra  el  orden  y  disciplina  á  que  se  encuentran  subor- 
dinados los  inferiores,  me  inducen  confiadamente  á  pedir  á 
Y.  £.  que  revocando  por  contrario  imperio  la  resolución 
aludida,  se  sirra  dejarla  sin  efecto,  circunscribiéndola  á  sus  Ter- 
daderos  términos. 

Así  lo  considero  de  justicia. 

A.  Cardassy^ 


YISTA  DEL  S£ftOR  PROCURADOR  GBHERAL 


Buenos  Aires,  Octubre  23  de  I89S. 

Suprema  Corte: 

No  sederiran  de  la  superintendencia  ni  la  facultad  de  impe- 
dir álos  jueces  de  paz  relaciones  directas  con  la  gobernación  del 
territorio,  ni  la  de  producir  resoluciones  de  carácter  reglamen- 
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tario  de  las  funciones  propias  de  la  jasticia  menor,  á  qae  alade 
el  señor  Juez  de  la  Pampa  Central  en  su  precedente  escrito. 

Los  jueces  de  paz  tienen,  por  su  ley  orgánica,  atribuciones 
propias,  que  autoridad  superior  jerárquica  nunca  podría  desco- 
nocer ni  coartar. 

En  el  caso  que  motiva  este  incidente,  sólo  se  trataba  de  ha- 
cer saber  á  los  jueces  de  paz,  que  el  Gobierno  había  nombrado 
un  defensor  de  menores  é  incapaces,  á  los  efectos  á  que  por  de- 
recho hubiere  lugar,  puesto  que  la  ley  de  organización  de  la 
justicia  encarga  á  los  jueces  de  paz,  por  su  artículo  21,  prestar 
toda  cooperación  para  el  desempeño  de  sus  funciones  á  los  de- 
fensores de  menores  é  incapaces...  dando  cuenta  á  estos  funcio- 
narios, de  cualquiera  circunstancia  que  haga  necesaria  su  inter* 
vención. 

Si  la  ley  establece  relaciones  directas  entre  los  defensores  y 
los  jueces  de  paz,  la  comunicación  del  nombramiento  de  aquel 
no  infligía  agravio  á  las  atribuciones  legales  del  señor  Juez 
Letrado,  entre  las  que  ninguna  ley  ha  incluido  las  de  proceder 
como  intermediario,  ni  menos  la  de  vetar  las  resoluciones  que 
no  vengan  á  su  jurisdicción  por  el  recurso  de  apelación  ó  queja. 

Opino  por  ello  á  Y.  E.  debiera  mantener  la  resolución  recu- 
rrida. 

Sabiniano  Kier. 
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Resolueloii  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Octubre  31  de  1895. 

Contéstese  al  Juez  Letrado  de  la  Pampa  Central  que  las  re- 
soluciones que  esta  Suprema  Corte  adopta  en  ejercicio  de  su  su- 
perintendencia,no  sonsuceptibles  de  revocatoria,  solicitada  en  la 
forma  en  que  él  lo  ha  hecho  en  su  oficio  de  veinticuatro  de  setiem- 
bre áltimo;  agregándosele  que  el  oficio  en  que  se  comunicó  á 
los  jueoesde  paz  el  nombramiento  del  defensor  de  menores,  Se- 
ñalándoles la  obligación  en   que  están  de  mantener  relaciones 
directas  con  aquella  defensoría,  no  importa  otra  cosa  que  faci- 
litar el  cumplimiento  de  las  atribuciones  que  están  encomendadas 
á  ios  defensores  de  menores  por  los  títulos  octavo  y  noveno  de  la 
ley  de  doce  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  seis, 
puesta  en  vigor,  á  este  respecto,  por  el  decreto  de  diez  y  seis  de 
Febrero  del  presente  año;  que  en  cuanto  á  la  circular  dirigida 
por  el  Juez  Letrado  del  Territorio  á  los  jueces  de  paz  departa- 
mentales dejando  sin  efecto  la  comunicación  administrativa  del 
nombramiento  del  defensor  de  menores,  no  entra  entro  las  fa- 
cultades de  superintendencia  que  sobre  los  jueces  de  paz  le 
atribuye  el  artículo  treinta  y  ocho  de  la  ley  orgánica  de  los  Te- 
rritorios nacionales,  por  cuanto  esa  superintendencia  est&  li- 
mitada á  laque  <  por  la  ley  respectiva  corresponde  á  las  Cáma- 
ras de  Apelaciones  de  la  CapitaU,  y  en  ninguno  de  los  tres  inci- 
sos en  que  taxativamente  define  dicha  superintendencia  el  artí- 
culo ciento  tres  de  la  citada  ley  de  doce  de  Noviembre  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  seis^  está  comprendida  la  atribución  que  se 
ha  arrogado  el  ju^z  doctor  Cardassy  en  la  mencionada  círcnlar. 

Que,  en  concecuencia,  proceda  como  está  resuelto,  quedando 
sin  efecto  la  mencionada  circular,  y  remítasele  testimonio  de  la 
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precedente  vista  del  señor  Procurador  General,  cayos  funda- 
mentos se  aceptan  en  la  presente  resolución. 

LUIS  V.  VÁRELA. —  ABEL  BAZAN.— 
OCTAVIO  BUNGE.  —  JUAN  E.  TO- 
RRENT. 


CAUSA  CCXCT 


El  defensor  de  menores  del  terrritorio  de  la  Pampa  Central; 
sobre  informes  pedidos  al  Juez  Letrado 

Sumario.  —  El  defensor  de  menores  en  los  territorios  nacio- 
nales puede  pedir  informes  al  juez  letrado  de  los  mismos,  á 
los  efectos  de  su  ministerio. 


Caso.  —  Resulta  de  la  siguiente 


PETICIÓN 

General  Acha,  Setiembre  26  de  1895« 

Señor  Juez  Letrado  Nacional. 

En  las  actuaciones  promovidas  ante  esta  Defensuría  por  don 
Telipe  Merilen,  reclamando  se  le  haga  entregar  su  hija  la  menor 
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Felipa  6  Aurora  Merilen,  que  se  encuentra  indebidamente  en  po- 
der de  la  mujer  Aurora  Bojas  de  Quinteros;  y  habiendo  esta  úl- 
tima manifestado  que  dicha  menor  te  fué  concedida  en  tutela 
por  el  Juzgado  á  cargo  de  V.  S.,  á  su  concubino  Adolfo  E.  Mea- 
na,  hoy  preso  en  la  cárcel  pública  del  territorio  del  Bío  Negro, 
y  procesado  por  delito  de  homicidio;  el  infrascrito  ha  resuelto 
dirigirse  á  Y.  S.,  pidiéndole  se  sirva  informar  sobre  la  tutela 
invocada,  para  ilustrar  el  criterio  con  que  deba  resolver  esta 
repartición. 
Dios  guarde  á  Y.  S. 

Miguel  F.  Freiré. 


He— Ittciii  del  Jíues  Mjmiwmúm 


General  Acha,  Setiembre  30  de  1895. 

Considerando  que  es  depresiva  para  la  autoridad  de  este 
Juzgado  la  forma  inadecuada  e.i  que  el  defensor  de  menores 
ocurre  en  el  presente  caso,  demostrando  el  hecho  producido 
la  subversión  de  principios  á  que  obedece,  y  un  propósito  ma* 
nifiesto  de  extralimitar  las  funciones  peculiares  á  su  investí* 
dura. 

Considerando  qoe  el  Ministerio  de  Menores  debe  sujetar 
sn  acción  á  las  disposiciones  del  título  14.  sección  2*,  libro  V 
del  Código  Civil,  sin  pretender  facultades  juri^dic^áonales^  cuyo 
ejercicio  sólo  corresponde  á  ios  jaeces,  ni  forzar  el  alcance  de  las 
prescripciones  del  título  8^  de  la  la  ley  orgánica  de  loi»  Tribu* 
nales  de  la  Capital  de  la  Bepúblíca,  qu^,  como  ley  reglamenta^ 
ria,  no  poede  pugnar  con  la  ley  fundamentaK 

Considerando,  por  último,  que  este  Juzgado  ehií  dispuesto  á 
Teprimir  severaniente  las  irregularidades  qae  se  cometan  contra 
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SQ  decoro^  y  á  contener  dentro  de  sus  justos  límites  los  actos  del 
defensor  de  menores  que  importen  ana  nsarpaoion,  porque 
cuando  se  va  más  allá  de  la  función  legal  se  incurre  en  las  res- 
ponsabilidades consiguientes  á  la  falta  del  deber. 

Por  esto,  y  observando  al  Defensor  de  menores  que  la  dia- 
triba empleada  contra  la  mujer  honesta,  que  la  ley  reputa  tal 
por  su  calidad  de  casada,  no  es  aceptable  ni  legítima,  y  lo  es 
menos  en  este  asunto  por  falsearse  la  verdad,  diapongo  se  de- 
vuelva el  presente  escrito  por  improcedente,  apercibiéndose  al 
defensor  de  menores  por  la  falta  de  consideración  guardada 
para  con  este  Juzgado  y  el  injustificado  giro  que  Imprime  á  los 
asuntos  de  su  ministerio. 

A.  Cardassy. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Octubre  23  de  1895. 

Suprema  Corte : 

El  señor  Juez  del  Territorio  no  ha  debido  rechazar  in  limine 
el  pedido  de  informe  del  defensor  de  menores,  sobre  el  hecho 
del  discernimiento  de  tutela  de  la  menor,  invocado  como  excep- 
ción contra  la  entrega  al  padre,  por  doña  Aurora  Rojas  de 
Quinteros.  La  constatación  de  ese  hecho^  era  procedente  para 
la  prosecución  del  juicio  ;  pues  si  había  una  tutela  discernida, 
el  defensor,  tal  vez,  no  podría  proceder  y  debiera  remitir  los 
antecedentes  al  señor  juez  letrado  que  había  hecho  el  discer- 
nimiento; pero  en  caso  negativo,  el  defensor  de  menores  estaba 
autorizado  á  resolver  por  sí,  según  las  atribuciones  de  su  cargo, 
que  especialmente  detallan  los  artículos  128  y  siguientes  del 
titulo  8"",  capítulo  i^  de  la  ley  orgánica  de  su  institución.  Pero 


b£  JUSTICIA  NACIONAL  i  09 

ni  el  defensor  de  menores  ha  dictado  resolución,  ni  la  parte 
ha  interpuesto  recurso  alguno. 

Faltando  la  resolución  ó  el  recurso,  y  no  viniendo  este  asun- 
to, por  ninguno  de  los  que  autorizan  el  ejercicio  de  la  juris- 
dicción de  Y.  E.,  opino  que  no  debiera  hacer  de  oficio  la  declara- 
toria solicitada;  devolviendo  los  antecedentes  al  funcionario  de 
que  emanan,  para  que  proceda  á  resolver  como  crea  procedente 
con  arreglo  á  derecho. 

Sabiniano  Kier. 


Refiolucion  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Octubre  31  de  1895. 

Vistos  :  Las  precedentes  actuaciones,  y  resultando  de  ellas 
que  el  defensor  de  menores  al  dirigirse  al  Juez  Letrado  de  la 
Pampa  Central  en  el  oficio  que  corre  á  foja  primera,  se  ha  limi- 
mitado  á  usar  de  la  atribución  que  expresamente  le  confiere  el 
artículo  ciento  treinta  y  uno  de  la  ley  orgánica  de  los  Tribuna- 
les de  la  Capital,  aplicable  en  los  territoris  nacionales  en  vir- 
tud del  articulo  segundo  del  decreto  de  diez  y  seis  de  febrero 
del  corriente  año. 

Que  si  los  defensores  pueden  dirigirse  á  cualquiera  autoridad 
6  funcionario  público  á  los  objetos  de  su  ministerio,  el  de  la 
Pampa  Central  no  ha  incurrido  en  ninguna  de  las  incorreccio- 
nes que  le  atribuye  el  Juez  Letrado  de  dicho  territorio. 

Qae  no  tratándose  do  un  caso  litigioso,  no  ba  sido  indispen- 
sable la  interposición  de  recurso  alguno^  por  parte  del  defensor 
de  menores,  respecto  del  auto  que  manda  devolver  el  oficio  de 
foja  primera. 
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Que  traídos  los  hechos  i  conocimiento  de  esta  Suprema  Corte 
entra  en  los  deberes  de  la  superintendencia  que  ella  ejerce, 
de  velar  por  el  orden  y  disciplina  de  los  tribunales  j  funciona- 
rios de  su  dependencia. 

Por  estos  fundamentos,  y  oído  el  señor  Procurador  General, 
se  declara  :  Que  el  defensor  de  menores  de  la  Pampa  Central 
no  se  ha  excedido  en  sus  atribuciones,  ni  ha  faltado  á  las  con- 
sideraciones debidas  al  Juzgado,  por  no  haber  en  el  oficio  de 
foja  primera,  concepto  alguno  deprimente  de  su  autoridad,  y 
que  el  Juez  Letrado  del  territorio  está  obligado  á  evacuar  el 
informe  que  le  ha  sido  pedido  á  sus  efectos,  remitiéndosele  es- 
tas actuaciones  y  avisándobe  por  oficio  al  defensor  de  menores. 

Notifíquese  con  el  original. 

LUIS  V.  VÁRELA. —  ABEL  RAZAN. 
—  OCTAVIO  BUNGE.  —JUAN  E. 
TORRENT . 


CAUSA   CCXCYI 


Don  Vicente  Ruiz  y  don  José  Rodríguez,  contra  don  Antonio 
Lanusse,  por  cobro  de  pesos;  sobre  defecto  en  la  demanda  y 
arraigo  del  juicio. 

Sumario.  — 1°  La  omisión  de  las  copias  de  los  documentos 
acompañados  á  la  demanda^  no  autoriza  la  excepción  dilatoria 
de  defecto  legal  eu  el  modo  de  proponerla. 
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2»  No  procede  el  arraigo  del  jaicio,  cuando  con  el  nombra- 
miento  de  procurador  se  hallan  garantidas  las  costas. 


Caso. — Resulta  del 


Fallo  del  Jiiex   Federal 


Buenos  Aires,  Octubre  22  de  1S94. 

T  vistos:  No  habiendo  el  actor  contestado  el  traslado  de  las 
excepciones  opuestas,  corresponde  alJuzgado  pronunciarse  sobre 
so  mérito. 

Y  considerando:  Respecto  de  la  primera:* que  la  falta  de  las 
copias  prescriptas  por  el  artículo  8  de  la  ley  de  procedimientos 
no  constituye  un  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  de« 
manda  (serie  l""^  tomo  3^,  página  271);  y  respecto  de  la  segunda: 
que  el  arraigo  del  juicio  á  que  se  refiere  el  artículo  74  de  la  ley 
de  procedimientos  tiene  por  único  objeto  garantir  á  los  habi- 
tantes de  la  República  contra  las  demandas  injustas  y  temera- 
rias de  los  extranjeros  no  domiciliados. 

No  habiendo  más  responsabilidad  que  por  las  costas,  y  estan- 
do éstas  garantidas  con  el  nombramiento  de  un  procurador,  no 
procede  el  arraigo  (serie  2^,  tomo  10,  página  380). 

Por  estos  fundamentos,  no  ha  lugar,  con  costas,  alas  excep- 
ciones opuestas  y  contéstese  directamente  el  traslado  de  la  de* 
manda  en  el  término  de  ley.  Repóngasela  foja. 

Juan  del  Campillo . 
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Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Noviembre  2  de  1895. 

Vistos :  Por  sus  fandamentos,  se  confirma  con  costas,  el  auto 
apelado  de  foja  diez  y  siete  vuelta.  Repuestos  los  sellos^  de- 
vuélvanse. 

ABEL  BAZAN.   —  OCTAVIO  BQNGE. 
—  JUAN  E.  TORRENT. 


CAUSA    CCJCCTII 


Criminal  contra  Pascual  Bayante^  por  violación  de  correspon-^ 
dencia  con  dinero,  apropiación  de  encomiendas  y  oíros  deli- 
tos cometidos  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  como  empleado 
del  Correo, 


Sumario. — No  es  admisible  la  indivisión  de  la  confesión, 
cuando  no  es  la  única  prueba  de  los  delitos  acusados,  y  cuando 
los  hechos  en  ella  contenidos  para  disculpar  la  responsabilidad, 
se  hallan  contradicLos,  por  las  constancias  de  autos. 
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Caso.  —  Resalta  del 


Falto  del  Juea  Federal 


Salta,  Diciembre  28  de  1894. 

YistOB :  Este  proceso  criminal  seguido  á  instancia  fiscal  con- 
tra don  Pascual  Bayanté^  ex-encargado  de  la  estafeta  de  Me- 
tan, acusándole  por  sustracción  de  correspondencia  con  dinero, 
▼iolacion  de  una  encomienda  para  usar  su  contenido  y  por  otros 
delitos,  resulta: 

Que  el  29  de  Mayo  de  1892  don  Belisario  Castellanos,  ante 
el  jefe  de  este  Distrito  de  Correos  y  Telégrafos,  denunció  que 
dicho  encargado  había  sustraído  una  carta  certificada  con  10 
pesos  incluidos  en  la  misma,  que  al  exponente  remitió  su  espo- 
sa el  18  de  aquel  mes,  como  lo  demostraba  la  afirmación  de  la 
remitente  en  la  carta  que  exhibía,  y  en  la  que  decía  haberle  re- 
mitido cuatro  más  que  no  las  recibió. 

Que  el  2  de  Junio  siguiente,  don  Elias  Gallardo  hizo  igual 
denuncia,  por  desaparición  de  dos  cartas  certificadas,  dirigidas 
á  la  señora  Nieolasa  Gallardo,  la  primera  con  10  pesos,  la  se- 
gunda con  15  pesos  incluidos. 

Que  el  encargado  de  Correos  informa  que  las  cartas  certifi- 
cadas por  don  Elias  Gallardo  para  la  señora  del  mismo  apellido 
fueron  tres,  expedidas  á  Metan,  la  primera  con  el  número  1019, 
el  5  de  Abril,  en  guía  897;  otra,  número  1182,  el  21  de  dicho 
mes,  en  guía  973;  y  la  tercera,  número  1537,  el  19  de  Mayo 
del  mismo  año  de  1892,  en  guía  1204,  habiéndose  devuelto  sólo 
el  recibo  de  la  primera. 

En  el  sumario  mandado  organizar  por  la  Administración  de 
Correos,  ampliación  y  ratificaciones  ordenadas  por  este  Juzgado 
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aparecen  las  pruebas  siguientes :  La  señora  Nicolasa  Gallardo 
declara,  á  foja  4  vuelta  y  foja  5,  que  del  5  de  Abril  al  20  de 
Mayo  de  ese  año  sólo  recibió  nna  carta  certificada;  pero  sabía 
que  su  hijo  Elias  Gallardo  le  remitió  de  Salta  otras  dos,  que 
no  las  recibió,  y  que  Bayante  le  contestó  que  debían  haber  pa- 
sado á  Tucuman. 

En  sus  declaraciones  de  foja  6  y  foja  118s  D'  Candelaria  Pé- 
rez de  Castellanos  dice:  que  el18  de  Mayo  del  mismo  año  cer- 
tificó, entregándola  en  mano  propia  á  Bayante,  una  carta  para 
Salta,  dirigida  á  don  Belisario  Castellanos,  que  no  la  recibió,  y 
¿  qaien  remitió  el  comprobante  relativo  con  el  número  62;  que 
en  la  misma  oficina  depositó  después  tres  cartas  francas,  que 
tampoco  fueron  recibidas  por  sus  destinatarios. 

Don  Casimiro  KebuffOi  después  de  rectificar  su  declaración 
dé  foja  1 1 ,  dice  á  foja  22  y  á  foja  81  que  le  contaron  que  Bayan- 
te sustrajo  una  carta  con  dinero  para  don  Miguel  Concha  Arre- 
dondo, á  quien  reembolsó  el  dinero;  que  recibió  cartas  en  el  co- 
rreo del  22  de  Abril  del  año  92;  que  oyó  á  don  Antonio  Collado 
que  Bayante  usó  el  traje  venido  en  encomienda  para  don  José 
Mosqueira;  que  ignora  si  Bayante  estuvo  enfermo,  y  respecto  á 
la  inversión  que  dio  al  importe  de  estampillas  y  retención  del 
sueldo  del  mensajero  José  Ignacio  López  (hijo),  se  refiere  al  di- 
cho de  éste. 

A  foja  12  el  comisionado  por  la  Administración  informa  que 
en  los  libros  de  la  oficina  á  cargo  del  sindicado,  no  existía  ano- 
tación alguna  de  haberse  expedido  ó  recibido  las  cartas,  ni  las 
guías  ordinarias,  ni  las  de  certificados,  encontrándose  única- 
mente el  rótulo  que  adjunta  á  foja  13  con  sello  de  Salta  fechado 
el  19  de  Mayo,  que  debía  ser  el  del  paquete  en  que  fué  la  mala 
número  1204  con  la  carta  para  la  señora  Gallardo. 

El  guarda  hilo  José  Ignacio  López,  á  foja  12  vuelta,  y  de  foja 
{ 4  á  foja  25  y  foja  84  vuelta,  confirma  la  embriaguez  de  Bayante, 
la  irregularidad  del  trasporte  de  la  correspondencia  de  la  esta- 
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cion  á  la  oficina,  y  el  hecho  de  retener  aquel  el  sueldo  corres- 
pondiente al  empleado  que  lo  hacía;  agrega  que  debió  recibirse 
correspondencia  el  22  de  Abril,  porque  Bebuffo  recibió  varias 
cartas  en  esa  fecha;  que  presenció  la  entrega  de  la  encomienda 
á  Mosqneira;  que  estaba  con  los  sellos  rotos  y  desatada,  por  lo 
cual  éste  se  negó  á  firmar  los  recibos,  pero  á  ruego  de  Bayante 
firmó;  que  nunca  vio  enfermo  á  Bayante  sino  ebrio  algunos 
días,  y  que  no  creía  se  hubiese  extraviado  carta  alguna  en  el 
trasporte  de  la  estación  á  la  oficina,  porque  la  correspondencia 
venía  en  paquetes  cerrados. 

El  ex-mensajero  José  Ignacio  López  (hijo),  á  foja  44  vuelta 
y  foja  15,  concuerda  en  todo  con  el  anterior,  afirma  haber  oído 
decir  á  Collado  que  Bayante  se  sirvió  del  traje  contenido  en  la 
encomienda  dirigida  áMosqueíra. 

De  foja  15  vuelta  á  foja  19  declara  el  sindicado  no  haber  reci- 
bido la  correspondencia  referida,  como  lo  demostraba  el  hecho 
de  no  encontrarse  en  la  oficina  constancia  que  lo  acreditara; 
presentándosele  el  rótulo  de  foja  13,  fechado  en  Salta  el  19  de 
Mayo  de  1892,  que  probaba  haber  recibido  el  paquete  en  que 
fué  la  mala  con  la  carta  certificada  para  la  señora  Gallardo; 
contesta  que  eso  es  lo  que  no  se  explica,  porque  otras  personas 
le  ayudaban  á  abrir  los  paquetes,  y  sin  duda  fué  abierto  por 
alguna  á  quien  encargó  el  declarante,  lo  que  hacía  por  no  tener 
mensajero,  porque  su  apoderado  en  Salta  no  le  remitía  el  suel- 
do para  pagarlo.  Confiesa  haber  recibido  de  la  señora  Pérez  de 
Castellanos  una  carta  para  certificar,  fechada  el  18  del  mismo 
mes  de  Mayo,  según  lo  acreditaba  el  talonario  de  comprobantes; 
pero  que  por  falta  de  tiempo  la  expidió  como  franca,  y  cree  se 
remitieran  también  las  otras  tres  francas  á  que  se  refiere  esta 
señora;  que  retuvo  la  encooLienda  de  Mosqueira  por  no  habér- 
sele presentado  oportunamente  la  guía  aviso;  que  el  traje  que 
se  puso  parecido  al  de  Mosqueira  se  lo  prestó  un  amigo;  que 
casi  nunca  tenía  timbres  postales^  y  no  los  pedía  porque  el  jefe 
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no  se  los  había  mandado,  á  causa  de  que  su  apoderado  no  entre- 
gaba con  regularidad  los  ingresos  de  la  oficina  á  so  cargo,  y  to- 
maba para  sí  el  producido  de  aquellos  timbres,  porque  su  apo- 
derado abonaba  el  importe  de  ellos  al  Distrito;  que  bebía,  pero 
no  hasta  el  extremo  de  no  poder  desempeñar  su  cargo. 

A  foja  60  se  ratifica  en  la  anterior  indagatoria;  reconoce  que 
la  pieza  de  foja  40  es  guía  de  correspondencia  de  Salta  á  Metan  j 
escrita  por  el  declarante,  y  el  rótulo  de  foja  13  el  que  debió  cu- 
brir el  paquete  remitido  de  Salta  el  19  de  Mayo  de  1892;  agrega 
que  las  cartas  certificadas  para  la  señora  Gallardo,  ^1  25  de 
Abril,  y  19  de  Mayo  de  dicho  año,  tal  vez  se  recibieron  cuando 
el  declarante  estuvo  enfermo  en  cama,  que  fué  desde  Febrero 
hasta  fines  de  Marzo  de  ese  año,  según  podían  declararlo  don 
Casimiro  Rebuffo,  D*  Carmen  Figueroa  y  el  guarda-hilos  José 
Ignacio  López;  que  quien  le  prestó  el  traje  parecido  al  de  Mos- 
queira  fué  don  Pedro  Castañeda,  domiciliado  en  Jujuy. 

A  foja  24,  don  José  Mosqueira  declara  que  la  referida  enco- 
mienda le  fué  entregada  con  todos  los  sellos  á  lacre  rotos,  y  su 
contenido  en  mal  estado,  pues  el  pantalón  estaba  sucio,  y  que 
el  guarda-hilos  presenció  la  entrega. 

Antonio  Collado  niega  á  foja  25  haber  dicho  nada  respecto 
al  traje  de  Mosqueira. 

£1  comisionado  por  la  Administración  de  Correos  Hace  cons- 
tar á  foja  26,  que  en  las  fojas  del  libro  de  estadística,  que 
encontró  sueltas  y  adjunta  al  sumario,  aparece  anotado  un  pa- 
quete de  correspondencia,  recibido  de  Salta  el  22  de  Abril  de 
1892,  que  dice  ser  el  mismo  indicado  en  el  telegrama  del  en- 
cargado de  Correos,  corriente  á  foja  32,  paquete  que  contenía 
20  cartas  y  una  mala  certificada,  y  que,  por  tanto,  era  aquél 
en  el  cual  fué  la  certificada  parala  señora  Gallardo. 

A  foja  37,  don  Miguel  Concha  Arredondo  declara :  que  el  1* 
de  Mayo  le  remitieron  de  Salta  50  pesos  en  una  carta  certifica- 
da; que  teniendo  conocimiento  de  ello,  álos  seis  días  le  reclamó 
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á  Bajante,  quien  llamándole  aparte  le  dijo  que  se  la  habían 
robado,  que  le  avisara  lo  que  contenía  para  reembolsarle,  y  en 
el  acto  le  entrególos  50  pesos,  diciéndole  que  se  callara 7  no 
diera  cuenta;  que  la  carta  debieron  remitírsela  el  1""  de  Mayo 
de  1892. 

A  continuación  el  jefe  del  Distrito  informa  que  la  carta  1322, 
para  el  señor  Arredondo,  se  remitió  en  guía  1126,  mala  1126, 
el  1^  de  Mayo  citado,  anotada  en  guía  ordinaria  número  1678, 
lo  cual  confirma  la  guía  de  foja  40,  encontrada  por  el  comisio- 
nado en  la  oficina  de  Metan,  quien,  al  adjuntarla,  observa  que 
no  aparece  ninguna  anotación  que  acredite  la  entrada  de  dicha 
carta. 

A  foja  84^  D^  Carmen  Figueroa  dice  que  sólo  vio  á  Bajante 
enfermo  durante  tres  días,  en  la  época  á  que  él  se  refiere. 

El  señor  Fiscal  examinando  la  prueba  del  sumario,  acusa  á 
Bayante  por  los  delitos  siguientes:  1^  Reiterada  violación  ú 
ocultación  de  cartas^  algunas  con  dinero;  2®  Violación  de  una 
encomienda  y  haber  servídose  de  su  contenido;  3^  Haber  em- 
pleado en  uso  propio  el  producto  de  la  venta  de  estampillas, 
con  entorpecimiento  del  servicio  público;  Af*  Haber  retenido 
sin  cansa  el  sueldo  del  mensajero,  oon  grave  daño  público  y,  en 
consecuencia,  pide  que,  como  á  tal  autor,  se  le  apliquen  las  pe- 
nas de  inhabilidad  para  obtener  cargos  públicos,  trabajos  for- 
zados por  cinco  años,  multado  2000  pesos  y  el  10  Vo  de  la  suma 
de  los  sueldos  que  hubiese  retenido  al  mensajero,  de  conformi- 
dad á  los  artículos  52,  53,  83  y  93  de  la  ley  nacional  de  14  de 
Setiembre  de  1863,  j  artículos  270,  84  á  88  del  Código  Penal. 

El  defensor  contradice  la  acusación,  agregando  que  la  prueba 
no  es  completa  para  imponer  á  su  defendido  las  penas  tan  se- 
veras que  pide  el  Ministerio  Fiscal;  que  las  declaraciones  de 
ios  denunciantes,  acusando  la  pérdida  de  correspondencia  cer- 
tificada, con  inclusión  de  valores,  son  singulares^  porque  cada 
una  se  refiere  sólo  al  hecho  denunciado,  j  ninguno  de  los  otros 
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testigos  esclarece  nada  sobre  tales  hechos;  que  la  declaración 
de  Mosqueira  es  lo  mismo,  y  se  contrae  á  decir  que  recibió  la 
encomienda  con  los  sellos  rotos  y  su  contenido  en  mal  estado,  lo 
cual  no  era  extraño  por  cuanto  el  lacre  sobre  el  género  se  qae- 
brajea  y  aun  salta  al  más  ligero  movimiento,  y  para  hacer  car- 
go á  Bayante  por  el  mal  estado  de  la  encomienda  debió  com- 
probarse qne  su  contenido  era  flamante,  y  que  la  encomienda 
se  recibió  en  buen  estado,  y  que  no  habiéndose  probado  que  se 
entregó  abierta  al  destinatario,  lo  afirmado  por  éste^  no  es  su* 
ficiente  prueba  para  declarar  culpable  al  acusado. 

Sometida  la  causa  á  prueba,  don  Belisario  Castellanos  con* 
firma  la  denuncia  de  foja  3,  comprobando  su  exactitud  con  el 
recibo  adjunto  á  foja  97^  bajo  el  número  62,  fechado  el  i8  de 
Mayo  de  1802,  y  suscrito  por  Bayante. 

Batificadas  las  declaraciones  y  vencido  el  término,  el  Fiscal 
alega  el  mérito  de  la  prueba  en  el  plenario,  y  sostiene  que 
ésta  confirmando  la  del  sumario,  por  confesión,  deposiciones, 
documentos  reconocidos  y  presunciones  legales,  demuestra  ple- 
namente, tanto  la  comisión  de  cada  uno  de  los  delitos  acusados, 
como  que  Bayante  es  autor  de  todos  ellos.  Analiza  la  prueba  re- 
lativa á  la  violación  de  la  encomienda  dirigida  á  don  José  Mos- 
queira y  deduce  que  Bayante  no  podía  saber  cómo  era  el  traje 
contenido  en  la  misma,  porque  Mosqueira  no  se  lo  mostró,  sino 
que  lo  remitió  á  otro  lugar;  que  esta  circunstancia,  es  la  prueba 
completa  de  que  entregó  violada  la  encomienda,  como  no  lo  nie* 
ga  el  sindicado;  la  afirmación  de  varios  testigos  de  que  Bayante 
se  puso  el  traje  referido^  y  especialmente  la  de  resultar  contra- 
dicho por  Castañeda  que  le  prestó  el  traje  parecido  al  de  Mos- 
queira, mientras  tuvo  aquel  en  su  poder  la  encomienda,  son  he- 
chos que  concurren  á  probar  de  una  manera  completa  el  delito 
acusado,  y  señalan  á  su  autor  en  la  persona  de  Bayante. 

£n  el  informe  in  voce  reproduce  lo  alegado^  y  pide  se  tenga 
presente  que  la  ebriedad  consuetudinaria  en  que  el  procesado 
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servía  la  estafeta  á  su  cargo,  es  una  presa  ación  más  de  qae  él 
es  el  autor  de  aquellos  delitos. 

Refutando  la  defensa,  dice:  qae  el  cuerpo  del  delito  no  siem- 
pre consiste  en  un  hecho  visible^  porque  según  la  naturaleza  del 
crimen  y  el  modo  cómo  se  haya  cometido  resulta  la  evidencia  de 
lo  que  se  llama  cuerpo  del  delito;  que  en  el  presente  caso  lo  es 
la  sustracción  de  correspondencia  y,  accidentalmente,  la  del 
dinero  que  contenía,  lo  cual  no  ha  podido  dejar  senas  materia- 
les, pero  cuya  existencia  se  prueba  por  la  confesión  del  acusado 
y  declaración  testimonial^  confirmadas  por  el  reoibo  déla  certi- 
ficada, y  el  hecho  de  no  haberlas  entregado  á  sus  destinatarios, 
y  la  sustracción  del  dinero  se  desprende  de  la  prueba  anterior, 
sin  que  puedan  tacharse  de  parciales  las  declaraciones  de  los  re- 
mitentes ni  las  de  los  destinatarios,  porque  no  reclamando 
aquellos  valores  no  tienen  interés  en  el  juicio,  ni  en  la  conde- 
nación del  acusado. 

El  defensor  reproduce  la  contestación,  sosteniendo  no  estar 
probado  el  cuerpo  del  delito,  pues  dice :  que  la  sola  declaración 
de  los  interesados  no  justifica  la  inclusión  del  dinero  en  las 
cartas,  que, por  otra  parte,  no  se  ha  probado  que  fueran  sustraí- 
das, sino  simplemente,  que  se  extraviaron;  que  la  embriaguez 
habitual,  en  vez  de  la  presunción  de  los  delitos  acusados,  esta- 
blece la  de  la  pérdida  de  las  cartas  por  completo  abandono  en  el 
recibo  y  reparto  de  la  correspondencia,  y  porque  ninguna  ley 
establece  presunción  de  delincuencia  contra  el  ebrio;  que  el  se* 
ñor  Fiscal  confundía  los  modos  de  probar  el  delito  con  el  hecho 
de  su  existencia  misma;  que  la  remisión  de  las  cartas  certifica- 
das y  su  falta  de  entrega  era  un  medio  de  probar  la  sustracción 
6  violación  de  ellas ;  pero  no  la  prueba  de  la  misma  sustracción, 
pnes  aquellos  hechos  sencillamente  implican  la  pérdida  de  las 
cartas,  y  no  estando  probada  la  sustracción  de  éstas,  ni  la  in- 
clusión del  dinero^  no  puede  sostenerse  que  esté  probada  la  sus- 
tracción del  mismo,  tanto  más,  cuanto  que  las  declaraciones  al 
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respecto  son  de  los  interesados,  que  denunciaron  el  hecho,  y 
por  la  condenación  del  acusado^  esperan  la  devolución  del  dine- 
ro, así  como  el  señor  Mosqueirala  reparación  del  daño  causado 
en  la  encomienda;  en  cuanto  á  la  cual,  si  bien  el  mal  estado  de 
los  sellos  á  lacre  es  un  indicio,  no  constituye  por  sí  solo,  según 
la  ley^  prueba  de  haber  sido  violada;  de  todo  lo  cual  deduce  que 
no  está  probada  la  comisión  de  los  delitos  acusados,  ni  existe 
base  para  la  penalidad  pedida  por  el  señor  Fiscal. 

Y  considerando :  En  cuanto  á  la  violación  ó  su stracoion  rei- 
terada de  cartas,  algunas  con  dinero  incluido^  ;ine,  según  el 
precepto  del  articulo  229  del  Código  de  Procedimientos  en  lo 
Criminal,  en  los  casos  de  robos  y  hurtos  y  sustracciones,  debe 
comprobarse,  cuando  menos,  por  semiplena  prueba,  la  existen- 
cia anterior  y  la  desaparición  de  las  cosas  que  se  suponen  roba- 
das ó  sustraídas,  y  en  defecto  de  aquella,  por  declaración  jurada 
del  dueño,  siendo  de  notoria  honradez,  y  que  por  su  estado 
haya  podido  estar  en  posesión  de  las  cosas  sustraídas;  así,  en  el 
caso  de  que  se  trata,  tenemos  que  la  remisión  de  las  cartas  certi- 
ficadas por  don  Elias  Gallardo,  una  el  21  de  Abril  y  otra  el  19  de 
Mayo  de  1892,  se  constata  por  la  denuncia  del  primero,  la  ano- 
tación de  la  entrada  de  correspondencia  de  foja  18,  reconocida 
por  el  acusado  en  la  indagatoria  de  foja  60,  concordante  con  el 
informe  telegráfico  del  encargado  de  Correos  de  foja  32,  y  por 
el  rótulo  de  foja  13,  reconocido  en  la  misma  indagatoria,  y  con- 
cordante con  el  informe  de  este  funcionario  á  foja  2,  y  la  in- 
clusión del  dinero,  en  las  tres  cartas  reclamadas,  por  la  deposi- 
ción de  sus  remitentes. 

Que  el  acusado,  en  presencia  del  documento  de  foja  18  y  cu- 
bierta de  foja  13,  confiesa,  por  otra  parte,  que  las  cartas  recla- 
madas se  recibieron  y  desaparecieron  en  la  oficina  á  su  cargo. 
Es  verdad  que  pretende  excusarse  diciendo  que,  sin  duda,  fue- 
ron sustraídas  por  otras  personas  á  quienes  confió  la  aper- 
tura de  los  paquetes,  mientras  estuvo  enfermo;   pero  esto  está 
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oontradioho  por  los  testigos  á  quienes  se  refiere^  y  por  el  mismo 
procesado  qne  dice  haber  estado  enfermo  sólo  hasta  fines  de 
Marzo  de  1892,  confesando  qae  las  cartas  se  recibieron  en  su 
oficina  mucho  después;  la  primera  el  22  de  Abril  y  la  segunda 
el  19  de  Mayo  siguientes,  cuando  se  encontraba  sano  y  en  ejer- 
cicio de  su  cargo. 

Qae  el  recibo  de  la  carta  para  certificar,  entregada  en  la  ofi- 
cina de  Metan,  por  la  señora  Pérez  de  Castellanos  al  mismo  Ba- 
yante,  está  igualmente  demostrado  por  la  declaración  de  aque- 
lla y  confesión  de  éste;  quien  agrega  que  por  falta  de  tiempo,  la 
expidió  franca,  mas  estándole  esto  prohibido  por  la  ley  de  Co- 
rreos y  Telégrafos,  es  un  hecho  ilícito  que  no  puede  eximir  al 
acusado  de  la  responsabilidad  de  la  pérdida  de  aquella  carta, 
máxime  cuando  recibió  el  importe  del  certificado . 

Que  acreditada  así,  legalmente,  por  el  testimonio  de  los  due- 
ños y  la  confesión  del  procesado^  el  recibo  y  pérdida  en  la  ofici- 
na de  Metan  de  la  referida  correspondencia,  siendo  Bayante  el 
único  encargado  de  entregarla,  y  no  htibiendo  probado  que  la 
entregó  á  terceras  personas,  surge  espontáneamente  la  conclu- 
sión de  que  es  el  único  autor  de  la  sustracción  de  dichas  cartas; 
deducción  que  se  impone  tanto  más,  cuanto  que  la  precaución  de 
no  dejar  en  la  oficina  comprobante  alguno  del  recibo  ni  entra- 
da de  aquellas  cartas,  circunstancia  que,  confirmando  la  ante- 
rior, forma  la  plena  prueba  establecida  por  el  artículo  358  del 
Código  citado . 

Que  si  bien  el  acusado  nada  declara  respecto  de  la  certificada 
dirigida  á  don  Miguel  Concha  Arredondo,  por  la  disposición 
del  artículo  229  antes  citado,  la  declaración  de  éste,  concordan- 
te con  el  informe  del  jefe  del  Distrito  de  Correos  y  Telégrafos  á 
foja  39,  y  la  guía  número  1126  de  foja  40,  reconocida  por  el 
acusado,  demuestra  que  efectivamente  fué  recibida  en  la  oficina 
de  Metan  y  no  entregada  al  destinatario,  y  que  Bayante  la  tíoIÓ 
para  sustraer  su  contenido,  lo  prueba  el  hecho  de  haberlo  de- 
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vaelto  volantariameiite  al  serle  reclamada  por  el  interesado,  di- 
ciéndolo  que  se  callara  y  no  diera  cuenta. 

Que  en  cnanto  al  segundo  delito,  las  conclusiones  del  señor 
Fiscal  son  exactas,  porque  no  habiendo  sostenido  siquiera  Ba- 
jante que,  al  recibir  la  encomienda,  hubiese  reclamado  y  hecho 
constar  el  mal  estado  de  cerradura  en  que  la  entregó,  resulta 
OTidenciada  la  violación  de  ella,  por  el  testimonio  conteste  de 
don  José  Mosqueira  y  de  don  José  Ignacio  López,  y  si  Antonio 
Collado  niega  haber  dicho  que  Bayante  usó  el  traje  contenido 
en  la  encomienda,  don  Casimiro  Eebuffo,  á  foja  81 ,  é  Ignacio 
López  (hijo)  á  foja  83,  afirman  que  lo  dijo;  lo  cual,  concurrien- 
do con  el  hecho  confesado  por  Bayante  de  haber  usado  en  esos 
días  un  traje  ajeno,  semejante  al  de  Mosqueira  sin  ser  cierto 
que  don  Pedro  Castañeda  ni  otra  persona  se  lo  hubiese  presta- 
do, prueba  que  el  acusado  es  el  autor  de  aquella  violación  y  que 
se  sirvió  del  contenido  de  la  encomienda,  incurriendo  en  la  san- 
ción del  artículo  83  de  la  ley  nacional  sobre  delitos  y  crímenes 
sometidos  á  la  jurisdicción  federal. 

Que  el  tercero  y  cuarto  delito  lo  prueban  las  declaraciones  de 
José  Ignacio  López  (hijo)  á  foja  4  vuelta,  de  José  Ignacio  López 
de  foja  12  á  foja  14,  y  de  don  Casimiro  Rebuffo^  concordantes  con 
la  confesión  del  acusado,  quien  dice  que,  sin  embargo  de  que  su 
apoderado  en  esta  ciudad  no  entregaba  con  regularidad  los  in- 
gresos de  la  oficina  de  Metan,  él  tomó  para  sí  el  producido  de  la 
venta  de  timbres  postales,  y  por  esta  causa  no  pudo  proveerse 
nuevamente  de  ellos,  con  grave  entorpecimiento  del  servicio 
público;  delito  comprendido  entre  los  penados  en  el  artículo  80 
de  la  ley  citada. 

Que  estando  los  delitos  de  que  se  trata  previstos  y  penados 
por  la  ley  especial  ya  citada,  no  es  aplicable  la  ley  general  del 
Código  Penal . 

Por  estos  fundamentos,  los  concordantes  de  la  exposición 
fiscal,  y  de  conformidad  á  las  leyes  citadas,  fallo:  declarando  á 
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Pascaal  Bajante  autor  de  los  delitos  acusados,  y  como  á  tal  le 
condeno  á  ser  inhabilitado  para  obtener  cargos  públicos,  á  su- 
frir 5  años  de  trabajos  forzados  y  á  pagar  2000  pesos  moneda 
nacional,  ó  en  su  defecto,  al  tiempo  de  prisión  que  le  corres- 
ponda, según  la  equivalencia  establecida  en  el  artículo  49  del 
Código  Penal,  descontándosele  el  tiempo  de  prisión  preventiTa 
que  tiene  sufrido ;  con  costas.  Notifíquese  original. 

David  Zambrano. 


VISTA  DEL  SEflOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Setiembre  27  de  1895. 

Suprema  Corte : 

Los  plausibles  esfuerzos  del  defensor  en  la  expresión  de  agra- 
vios, no  han  podido  desvirtuar  el  convencimiento  que  sobre  la 
criminalidad  del  procesado^  lleva  al  espíritu  el  estudio  compa- 
rativo de  la  prueba  de  autos . 

Esa  prueba,  condensada  en  los  considerandos  de  la  sentencia 
recurrida,  demuestra  acabadamente,  la  perpetración  de  los  cua- 
tro delitos  hechos,  de  violación  de  correspondencia  y  encomien- 
das y  apropiación  de  dineros  públicos  procedentes  de  la  venta 
de  timbres. 

No  es  admisible  la  división  de  la  confesión  en  el  caso,  ya  por- 
que esa  confesión  no  es  única  prueba,  pues  se  halla  oonñrmada 
por  las  múltiples  declaraciones  délos  testigos,  é  informaciones 
y  anotaciones  de  la  oficina  de  Correos,  ya  porque  en  la  parte  que 
invoca,  disculpaó  niégalos  hechos,  está  comprobada  la  falsedad 
de  esas  negaciones;  como  en  el  caso  de  la  enfermedad^  que  si 
existió,  fué  en  época  distinta  de  la  de  los  sucesos. 
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La  embriaguez  misma,  admitiendo  que  ella  fuera  causa  de  ia- 
oonyenienoia  en  el  procesado  por  su  intensidad  y  su  persistencia 
sin  intermitencias,  no  se  ha  justificado;  y  al  contrario,  el  mismo 
procesado  le  desconoce  tales  caracteres  cuando  á  foja  18  vuelta 
declara^  que  «bebía,  pero  no  hasta  el  extremo  de  no  poder  de- 
sempeñar su  cargo». 

Invocando  por  ello,  los  considerandos  de  la  sentencia  recurri- 
da, corriente  áfoja  128,  pido  á Y.  E.  su  confirmación. 

Sabiniano  Kier. 


Fiülo  de  1»  Siipreiiiii  Corte 


Buenos  Aires,  Noviembre  2  de  1895. 

Vistos:  De  acuerdo  con  lo  expuesto  y  pedido  por  el  señor 
Procurador  General  y  por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con 
costas,  la  sentencia  apelada  de  foja  ciento  veinte  y  ocho. 
Devuélvanse. 

ABEL  BAUN.— OCTAVIO  BÜNGE. 
—  JUAN  E.  TORRENT. 
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CAUSA  CCXCl^III 


^l  Banco  Hipotecario  de  la  provincia  de  Buenos  Aires  contra 
don  Hipólito  Benety  sobre  pruebas;  por  apelación  denegada 


Sumario .  —  Es  apelable  todo  auto  qae  conceda  ó  niegue  di- 
ligencias probatorias. 


Pullo  de  I»  Suprem»  €)orie 

Buenos  Aires,  Noviembre  5  de  1895. 

Vistos  en  el  acuerdo  :  Trayendo  gravamen  irreparable  para 
la  definitiva,  todo  auto  que  conceda  ó  niega  diligencia  de  prue- 
ba, en  cuyo  caso  se  halla  el  recurrido  directamente  por  la  parte 
del  Banco,  y  es  apelable,  en  consecuencia,  con  arreglo  al  artí- 
culo doscientos  seis  de  la  ley  de  procedimientos,  se  declara  mal 
denegado  el  recurso,  y  se  concede  en  relación.  Líbrese  oficio  al 
Juez  de  Sección  para  la  remisión  de  la  causa,  con  noticia  de  las 
partes.  Repóngase  él  papel. 

LUIS  V.  VÁRELA.  —  ABEL  BA- 
ZAN.  —  OCTAVIO  BUNGE. 
—  JUAN   E.   TORRENT. 
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CAUSA  CCXCIX 


Doña  Florinda  P.  de  Villanueva  contra  el  doctor  Oseas  Guiña-- 


A» 


úy  por  reivindicación;  sobre  cobro  de  honorarios  del  abogado 
de  la  parte  vencedora. 


Sumario.  —  El  procurador  de  la  parte  vencedora  puede  co- 
brar á  la  vencida  los  honorarios  regulados  á  su  abogado. 


Caso.  —  Lo  explica  el  fallo  de  la  Suprema  Corte  y  el 


Fallo  del   Juez  FedernV 


Mendoza,  Setiembre  2  de  1895. 

Vistos  y  considerando:  1®  Que  el  poder  de  foja  19  no  atri- 
buye facultades  al  mandatario  sino  para  representar  al  deman- 
dado en  el  juicio  promovido  contra  él  por  la  señora  Florinda  P. 
de  Villanueva,  como  asimismo  en  cualquier  otro  juicio  relativo 
al  inmueble  objeto  de  la  reivindicación;  no  expresándose  poder 
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alguno  para  cobrar  y  percibir  sumas  de  dinero,  á  cuyo  objeto  se 
requiere  cláusula  especial  (artículo  1888,  Código  Civil). 

2°  Que  el  mandato  especial  para  ciertos  actos  de  una  natura- 
leza determinada^  debe  limitarse  á  los  actos  para  los  cuales  ha 
sido  dado  y  no  puede  extenderse  á  otros  análogos,  aunque  pu- 
dieran considerarse  consecuencia  natural  de  las  que  el  mandante 
ha  encargado  hacer  (articulo  1884,  Código  Civil). 

3^  Que  el  derecho  de  cobrar  honorarios  corresponde  directa- 
mente á  quien  los  ha  devengado,  pudiendo  ejercitarlo  contra  la 
persona  á  quien  prestó  el  servicio  ó  contra  la  parte  condenada 
en  costas. 

A""  Que  á  título  de  costas  no  puede  la  parte  vencedora  en  un 
juicio,  exigir  y  percibir  de  la  parte  vencida,  el  honorario  del 
abogado  patrocinante  de  aquella,  salvo  que  justifique  haberlo 
satisfecho;  pues  de  otro  modo,  podría  menoscabarse  la  respon- 
sabilidad que  por  una  y  otra  parte  garantiza  los  honorarios  res- 
pecto del  patrocinante,  además  que  la  satisfacción  de  costas  no 
pagadas,  á  quien  no  las  ha  devengado^  no  libraría  al  que  ha 
sido  condenado  en  ellas,  de  su  responsabilidad  respecto  del  abo- 
gado que  á  título  de  costas  las  cobrase  directamente  de  él  (Fa- 
llos de  la  Suprema  Corte,  serie  I'',  tomo  T"",  página  307). 

Por  tanto,  y  omitiendo  mayores  consideraciones,  declaro  im- 
procedente el  recurso  de  reposición  interpuesto  áfoja...  con- 
cediénduse  el  de  apelación  subsidiario,  en  relación  y  en  ambos 
efectos;  elévense  los  autos  bajo  certificado  á  costa  del  recurren- 
te con  emplazamiento  de  30  dias.  Hágase  saber  con  el  original. 

Severo  G.  del  Castillo. 
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Fallo  de  1»  Suprem»  Corte 


Buenos  Aires,  Noyiembre  5  de  1895. 

Vistos  y  considerando :  Que  la  condenación  en  costas  pronun- 
ciada en  juicio  es  á  favor  de  la  parte  que  resulta  vencedora  en  él. 

Que  comprendiéndose  en  esa  condenación,  no  sólo  los  honora- 
rios del  abogado  y  del  apoderado  sino  los  demás  gastos  de  la  parte, 
corresponde  á  su  apoderado,  debidamente  constituido  para  se- 
guir el  pleito  7  hacer  los  gastos  necesarios  para  su  terminación, 
la  facultad  de  cobrar  todo  lo  que  se  comprende  bajo  la  donomi- 
nacion  de  costas  procesales^  sin  necesidad  de  poder  especial  da- 
do al  efecto  por  el  mandante,  por  cuanto  esa  facultad  va  implí- 
cita y  es  consecuencianecesariadel  poder  otorgado  para  el  plei- 
to, según  se  desprende  de  los  términos  de  la  ley  veinte  y  cinco^ 
título  cinco,  pratida  tercera,  que  es  supletoria  de  la  ley  de  pro- 
cedimientos para  los  Tribunales  Federales  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  trecientos  setenta  y  cuatro  de  esta  última, 
en  la  cual  nada  hay  que  se  oponga  á  aquella. 

No  existiendo,  como  no  existen,  relaciones  de  derecho  entre 
el  abogado  de  la  parte  vencedora  y  la  contraria,  por  razón  de 
los  servicios  prestados  á  aquella,  es  evidente  que  no  necesitad 
apoderado  de  la  misma,  poderes  del  abogado  que  la  patrocinó, 
para  cobrar  de  la  contraria  los  honorarios  que  lesean  regulados, 
desde  que  estos  honorarios,  como  correspondientes  á  costas  cau- 
sadas^ no  se  deben  directamente  á dicho  abogado^  sino  ala  parte 
á  quien  defendió,  y  que  es  laque  por  derecho  debe  satisfacerlos, 
como  en  su  caso,  los  déla  iguala  que  tuviese  estipulada  al  res- 
pecto. 

Que  no  se  opone  ala  verdad  de  esta  conclusión,  el  hecho  de 
haberse  ordenado  muchas  veces  tanto  por  esta  Suprema  Corte 
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como  por  los  Jueces  de  Sección,  que  los  honorarios  regalados  se 
pagaen  directamente  por  el  litigante  vencido  al  abogado  que 
así  lo  solicita,  porque  esa  orden  ha  debido  entenderse  se  cum- 
pliera siempre  que  no  mediase  oposición  de  las  partes. 

Por  estos  fundamentos  :  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  dos- 
cientos noventa  y  dos  vuelta,  declarándose  que  el  procurador 
don  Ciriaco Bravo  tiene  personería  suficiente  para  deducir  la 
gestión  (i)  que  ha  promovido  en  su  escrito  de  foja  doscientos 
noventa  y  dos.  Repuestos  los  sellos^  devuélvanse. 

LUIS  V.  YABBLA.  —  ABBL  BA- 
ZAN.  —  OCTAVIO  BUNGE.  — 
—  JUAN  B.  TORBBNT. 


CAUSA   C€€ 


Don  E.  Real  de  Azúa  contra  don  Laureano  BonorinOj  por 
escrituración;  sobre  embargo  preventivo 


Sumario .  —  La  sentencia  apelada  en  juicio    ordinario  sobre 
escrituración  y  no  autoriza  el  embargo  preventivo. 

(1)  La  gestión  á  que  se  refiere  este  fallo  comprendía  el  pago  de  las 
costas  cansadas  en  segunda  instancia,  á  que  fué  condenada  la  señora  ^de 
Yülanueva,  costas  que  fueron  reguladas  ante  la  Suprema  Corte. 

T.  XII  9 
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Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Noviembre  5  de  1895. 

No  procediendo  el  embargo  preventÍTo,  segua  el  artícnlo  cin- 
cuenta y  cinco,  inciso  tercero^  de  la  ley  de  procedimientos,  sino 
cuando  se  acompaña  escritora  pública  ú  otra  prueba  fehaciente 
que  apoye  la  acción  que  se  deduce;  y  no  pudiendo  considerarse 
tal  una  sentencia  apelada  enjuicio  ordinario  sobre  escrituración , 
como  lo  tiene  declarado  en  varios  casos  esta  Suprema  Corte,  no 
ha  lugar  al  embargo  solicitado. 

LUIS  V.  VÁRELA.  —  ABEL  BA- 
ZAN.  —  OCTAVIO  BUNGE.  — 
JUAN  E.  TORRENT. 


CAUSA  CCCI 


Contra  la  barca  €  Giuseppina  G . » ,  por  infracción  de  las  orde- 
nanzas  de  aduana;  sobre  ^intervención  del  denunciante  en 
el  juicio . 

Sumario.  —El  artículo  33  de  la  ley  de  aduana  de  1895,  que 
autorízala  intervención  del  empleado  denunciante  enlosjui- 
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GÍ08  de  contrabando,  es  aplicable  á  los  juicios  qoe  tienen  este 
carácter,  pendientes  en  la  fecha  de  la  ley. 


Caso.  —  Resalta  de  las  siguientes  piezas  : 


Fallo  del  Jues  Federül 


Rosario,  Mayo  16  de  1895. 

Y  vistos  los  autos  llamados  á  foja  79,  para  resolver  el  inci- 
dente sobre  falta  de  personería  del  señor  Cueto  para  intervenir 
en  esta  causa . 

Y  considerando:  I""  Que  á  foja  5  se  presenta  el  señor  Félix 
Cueto  denunciando  que  se  ha  introducido  la  barca  cGiuseppina 
G.»  sin  observar  las  disposiciones  legales. 

2^  Que  el  artículo  33  de  la  ley  vigente  en  la  fecha  sobre 
aduanas,  le  confiere  el  derecho  de  figurar  como  parte  en  los 
juicios  de  contrabando,  independiente  de  la  acción  fiscal. 

3®  Que  en  mérito  de  esta  disposición  legal  ha  aceptado  el  juz- 
gado, por  decreto  de  Abril  6  ppdo.,  la  participación  que  en  el 
presente  juicio  corresponde  al  señor  Cueto;  intervención  que  no 
significa  dar  efecto  retroactivo  á  la  ley,  sino  la  aplicación  de  la 
ley  vigente  desde  la  fecha  en  que  se  presentó  el  señor  Cueto  pa- 
ra adelante.  Dar  efecto  retroactivo  á  la  ley  de  Aduana  sería  en 
el  caso  que  se  permitiera  al  señor  Cueto  el  derecho  de  observar 
y  reveer  los  procedimientos  firmes  pasados  bajo  el  imperio  de  la 
anterior  legislación.  La  participación  que  hoy  toma  el  denun- 
ciante en  el  juicio^  por  autorización  del  artículo  33,  es  semejan- 
te á  la  que,  en  juicio  ordinario  cualesquiera,  solicitara  una  per- 
sona se  le  tuviera  por  parte  en  el  juicio  seguido  entre  otros, 
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demostrando  que  tiene  legítimo  interés  en  el  pleito  y  pide  inter- 
venir. El  Jnez  le  aoepta  como  parte  desde  [ese  momento  para 
adelante:  no  significa  este  proceder  dar  efecto  retroactivo.  La  no 
retroactividad  de  las  leyes  no  es  un  principio  absoluto,  sino 
que  debe  aplicarse  de  acuerdo  con  el  artículo  4044  del  Código 
Civil  y  su  nota:  c  la  nueva  ley  deberá  aplicarse  aun  á  las  conse- 
cuencias de  los  hechos  anteriores,  que  sólo  son  meras  especta- 
tivasyno  derechos'ya  adquiridos».  La  capacidad  civil  de  las 
personas  es  regida  por  las  nuevas  leyes,  aunque  abroguen  ó  mo- 
difiquen las  cualidades  establecidas  perlas  leyes  anteriores;  pe- 
ro sólo  para  los  efectos  y  actos  posteriores,  sin  que  la  nueva  ley 
pueda  invalidar  ó  alterar  lo  que  se  hubiese  hecho  en  virtud 
de  la  capacidad  que  tenían  las  personas  por  las  leyes  anteriores 
ni  los  efectos  producidos  por  el  imperio  de  la  antigua  ley.  (Ar- 
tículo 4046,  Código;  Civil,) 

4°  Que  según  las  disposiciones  contenidas  en  los  artículos 
1037  y  1038  de  las  Ordenanzas  de  Aduana,  toda  defraudación  á 
la  renta  nacional,  es  equiparada  al  contrabando  páralos  proce- 
dimientos y  aplicación  déla  pena. 

Por  estas  consideraciones,  fallo :  confirmando  el  decreto  de  6 
de  Abril  del  corriente  año.  Concédese  el  recurso  de  apelación  en 
relación,  emplazándose  á  las  partes  á  oir  sentencia  ante  el  supe- 
rior. 

Fórmese  cuerpo  separado  de  autos  desde  foja  73  con  las  piezas 
respectivas  de  este  incidente^  y  elévese  á  la  Suprema  Corte  con 
la  nota  de  estilo. 

Se  condena  en  costas  á  la  parte  de  Santa  María,  por  considerar 
que  hay  mérito  para  ello.  Repóngase. 

Daniel  Goytia. 
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Vallo  de  la  Supremii  Oorte 

fiaenos  Aires,  Noviembre  7  de  1895. 

Vistos  y  considerando :  Qae  con  arreglo  al  artículo  mil  trein- 
ta y  seis  de  las  Ordenanzas  de  Aduana  se  reputa  contrabando  el 
hecho  denunciado  que  sirve  de  base  al  juicio  á  que  estas  actua- 
siones  se  refieren. 

Que  el  artículo  treinta  y  tres  de  la  ley  de  Aduana  en  vigor 
para  el  corriente  año^  autoriza  la  intervención  en  los  juicios  de 
contrabando  al  empleado  de  aduana  que  lo  hubiese  denunciado. 

Que  el  carácter  de  empleado  de  aduana  y  denunciante  del  con- 
trabando á  que  estos  autos  se  refieren^  que  se  atribuye  douFé- 
lix  Cueto^  no  le  ha  sido  desconocido  por  la  empresa  denunciada. 

Que  la  disposición  citada  de  la  mencionada  ley  de  aduana, 
refiriéndose  exclusivamente  á  la  forma  de  los  juicios,  es  aplica- 
ble á  los  promovidos  con  anterioridad  á  su  sanción,  como  toda 
ley  de  procedimiento. 

Por  estos  fundamentos  y  concordantes  del  auto  de  foja  doce, 
se  confirma  el  apelado  de  foja  una  vuelta.  Devuélvanse,  debien- 
do reponerse  los  sellos  ante  el  inferior. 

LUIS  V.  VÁRELA.  —  ABEL  BAZAN.  — 
OCTAVIO  BÜNGE.  —  JUAN  E.  TO- 
RREN1\ 
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CAUSA    CCCII 


Don  Bartolomé  BertorellOj  contra  don  José  Cañero^  por  cobro 

de  pesos;  sobre  prescripción 


Sumario.  —  La  excepción  de  prescripción  puede  ser  opuesta 
en  segunda  instancia,  y  debe  ser  admitida,  resaltando  justifica- 
da de  autos . 


Caso.  —  Kesulta  del  fallo  de  la  Suprema  Corte. 


Vallo  del  Jrites  Iletrado 


Viedma,  Marzo  10  de  1892. 

T  vistos :  Estos  autos  seguidos  por  don  Juan  Bresciano  en 
representación  de  don  Bartolomé  Bertorello,  contra  don  José 
Canerov  representado  por  don  Garlos  Montóla,  sobre  cobro  de 
cantidad  de  pesos,  de  los  qpe  resulta  : 
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I''  Qae  con  la  caenta  de  foja  1*  se  presenta  el  actor  deman- 
dando el  pago  de  777  pesos  71  centavos  nacionales  qne  dice 
adeudarle  el  demandado. 

2°  Contestando  éste,  áfoja  17,  manifiesta  no  deber  al  actor 
cantidad  alguna,  ofreciendo  probarlo  en  oportunidad,  por  tener 
en  su  poder  los  justificativos  que  así  lo  acreditan. 

3®  Recibida  la  causa  á  prueba,  las  partes  han  producido  la 
que  instruye  el  certificado  de  foja  43. 

En  sus  alegatos  de  fojas  44,  45  y  46,  ambos  litigantes  solici- 
tan se  condene  en  costas  al  contrario. 

Y  considerando :  1^  Que  según  resulta  del  escrito  del  deman- 
dado de  foja  38,  y  declaraciones  de  ambas  partes  de  que  instru- 
yen las  actas  de  juicio  verbal  de  fojas  49  y  50,  y  fojas  52  &  56, 
la  causa  de  la  obligación  demandada  fueron  actos  comerciales, 
comprendidos  en  el  primer  inciso  del  artículo  8*^  del  Código  de 
Comercio,  en  cuyo  caso  le  son  aplicables  las  disposiciones  de 
éste  Código,  según  dispone  el  artículo  5®  del  mismo. 

2^  Que  de  las  mismas  constancias  de  autos  se  constata  que  la 
casa  comercial  del  actor  entregó  al  demandado,  en  calidad  de 
venta  á  plazo  cierto,  cantidad  de  mercaderías  generales  que  éste 
las  compraba  para  revenderlas,  y  sin  tener  plazo  fijado  para  el 
pago,  porque  existía  entre  ambos  una  especie  de  cuenta  co- 
rriente mercantil,  por  lo  que  la  casa  Bartorello  remitía  al  se- 
ñor Cañero  las  mercaderías  que  le  solicitaba,  y  éste  á  su  vez  á 
aquel  cantidades  de  dinero  ú  otros  productos  del  país  en  pago 
á  cuenta  de  dichas  mercaderías,  cuenta  corriente  que  después 
de  haber  durado  algunos  años,  feneció  por  haberse  suspendido 
en  definitiva  las  operaciones  comerciales  entre  uno  y  otro. 

En  sentir  del  suscrito^  tal  acto  cemercial  fué  una  cuenta  co- 
rriente naer cantil,  comprendida  en  el  capítulo  1^  del  título  XII, 
libro  2^  del  Código  de  Comercio. 

3^  Qne  corrobora  la  disposición  expresa  del  artículo  773  del 
mismo  Código,  concordfinte  en  sus  términos  con  las  relaciones 
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jurídicas  existentes  entre  actor  y  demandado,  conmotiTo  de  sus 
reciprocas  negociaciones  comerciales,  cuya  conclusión  definitiva, 
previa  compensación  de  valores^  resulta  determinando  al  de- 
mandado como  deudor,  por  cuyo  saldo  tenia  el  acreedor  dere- 
cho para  girar,  y  reclamar,  en  caso  negativo,  ejecutivamente  el 
pago  (artículos  784  y  787  del  citado  Código). 

4®  Que  habiendo  confesado  categóricamente  el  señor  Cañero 
haber  recibido  la  mercadería  anotada  en  la  cuenta  corriente 
presentada  por  el  actor,  anotación  conforme  con  su  propia  cuen- 
ta corriente,  en  la  cual  cuenta  se  hallaban  incluidos  los  valores 
cobrados  en  esta  acción,  para  exonerarse  de  la  obligación  de 
pago  de  la  cantidad  demandada,  ha  debido  presentar  documento 
6  producir  prueba  de  su  liberación. 

5^  Qué  el  señor  Bertorello  ha  justificado  su  acción:  1^  porque 
al  negar  el  demandado  la  deuda  perseguida,  no  ha  hecho  obser- 
vación alguna  sobre  la  causa  de  la  obligación,  lo  que  importa  fe- 
conocerla  (1^'  inciso  del  artículo  100  del  Código  de  Procedi- 
mientos); y  2^  por  confesión  expresa  que  hace  el  mismo  deman- 
dado de  haber  recibido  la  mercadería  cuyo  valor  se  demanda, 
como  se  menciona  en  el  considerando  anterior. 

6*^  Que  la  excepción  opuesta  por  el  señor  Cañero,  no  ha  sido 
justificada,  porque  fundándose  ella  en  la  compensación  que  de- 
bía haber,  de  ser  obligación  con  los  valores  que  dice  entregó  al 
acreedor,  era  su  deber  constatar  la  evidencia  de  tales  entregas, 
en  vista  de  que  éste  las  negaba,  constatación  que  no  resultado 
la  prueba  producida  por  su  parte. 

7^  Que  el  recibo  de  cancelación  de  foja  37,  en  el  que  tam- 
bién apoya  su  excepción  el  demandado,  no  destruye  la  acción 
intentada,  por  no  merecer  fé:  I"*  porque  se  halla  negada  su 
autencitidad  por  la  parte  á  quien  se  opone,  según  resulta  de  la 
diligencia  de  foja  39,  en  cuyo  acto  el  declarante  confiesa  que  el 
dependiente  que  aparece  suscribiendo  el  recibo  no  estuvo  auto- 
rizado para  otorgarlo,  y  no  se  ha  producido  prueba  en  contrario; 
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7  2^  porqne  sin  antoiizaoion  expresa  está  prohibido  á  los  de- 
pendientes de  comercio  poner  recibo  en  las  letras  giradas  (artí- 
culo 147  del  Código  de  Coínxercio). 

Qne  si  bien  por  el  artículo  148  el  portador  de  nn  documento 
con  recibo  se  encuentra  autorizado  para  recibir  su  importe,  es- 
ta autorización  es  sólo,  como  dice  la  ley,  para  recibir  el  valor, 
pero  no  para  otorgar  recibo  de  él;  pues  para  que  el  recibo  pues- 
to al  pié  de  la  letra  de  foja  37  fuese  válido,  y  aceptable  como 
legal,  el  demandado  ha  debido  justificar  qne  el  dependiente  que 
lo  suscribe  estaba  autorizado  para  ello,  según  lo  requieren  los 
artículos  149  y  última  parte  del  151  del  mismo  Código. 

A  más  de  esto,  la  expresión  de  chancelación  consignada  en  el 
mencionado  giro  de  foja  37,  no  está  conforme  con  los  térmi- 
nos de  la  carta  comercial  dirigida  por  el  deudor  al  acreedor  en 
la  misma  fecha,  y  agregada  á  foja  27,  en  la  cual  le  avisa  sim- 
plemente haber  girado  tal  cantidad  por  su  cuenta,  pero  siu  ex^ 
presar,  como  en  la  letra,  que  era  en  chancelación  de  cuenta. 

Por  consiguiente,  con  tal  documento  no  queda  el  deudor  libre 
de  su  obligación. 

8^  Que  tampoco  puede  compensarse  parte  de  dicha  obliga- 
ción con  el  importe  de  los  sueldos  que  reclama  el  de  mandado 
en  el  juicio  verbal  de  que  instruye  la  diligencia  de  foja  53  vuel- 
ta, por  haberse  negado  la  causa  de  la  obligación  por  parte  del 
señor  Bertorello ;  y  no  se  ha  deducido  acción  relativa  en  opor- 
tunidad ni  se  ha  intentado  probar  su  existencia. 

9^  Que  el  pago  á  cuenta  en  una  letra  girada  por  el  deudor 
contra  don  Pedro  Diez  Arenas  á  favor  del  acreedor^  no  es  acep- 
table sino  en  la  parte  que  éste  coafíesa  haber  recibido  ;  parte 
que  consta  cargada  en  la  cuenta  corriente  y  pur  la  cual  no  hay 
gestión . 

Que  la  argumentación  del  girante  (diligencia  de  foja  52  vuel- 
ta), de  que  el  déficit  ó  parte  no  pagada  de  dicha  letra  debía  ser 
á  cargo  del  acreedor  por  no  haberla  protestado  ni  dádole  aviso 
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en  oportunidad,  no  es  procedente:  1^  porque  esta  excepción  np 
la  ha  opuesto  al  contestar  la  demanda,  que  es  la  estación  oportur 
na  del  juicio,  pues  ni  mención  ha  hecho  siquiera  de  dicha  letra, 
ni  la  ha  presentado,  sirviendo  de  prueba  al  respecto  la  coofe- 
sion  del  mismo  señor  Bertorello,  que  niega  haber  recibido  esta 
parte  del  valor  de  la  letra,  y  su  confesión  es  indivisible;  2^  por- 
que segqn  el  artículo  621  del  Código  de  Comercio,  el  librador 
señor  Cañero  era  responsable  de  las  resultas  de  su  letra,  aun  en 
el  caso  de  que  el  tenedor  de  ella  señor  Bertorello  no  la  hubiese 
protestado,  por  cuanto  no  ha  probado  ni  ha  intentado  probar 
que  al  vencimiento  de  dicha  letra  tenía  hecha  provisión  de  fondos 
para  su  pago  total  en  poder  del  señor  Diez  Arenas;  subsistiendo, 
por  consiguiente,  su  obligación  con  respecto  á  aquel, 

10®  Que  las  demás  partidas  de  pequeñas  sumas  por  diferen- 
cias de  precios  de  las  mercaderías  y  entregas  de  especies  al  ac- 
tor, tampoco  están  justificadas,  y  por  ello  no  pueden  ser  impu- 
tadas en  pago  á  cuenta  de  la  cantidad  demandada. 

11''  Que  del  examen  de  cuentas  y  comprobantes  presentados 
por  las  partes  en  la  audiencia  de  que  instruye  la  diligencia  de 
foja  54,  resulta  que  la  cantidad  adeudada  por  el  señor  Cañero  al 
señor  Bertorello  es  de  703  pesos  69  centavos  nacionales,  y  no 
de  727,  como  se  especifica  en  la  cuenta  de  foja  1 . 

12°  Que  no  estando  fijado  por  las  partes  el  plazo  para  cum- 
plir la  obligación,  procede  fijársele  por  el  juzgado  (articulo 
618  del  Código  Civil,  en  relación  con  el  207-del  Código  de  Co- 
mercio). 

Que  según  el  artículo  221  del  Código  de  Procedimientos  la 
parte  vencida  en  juicio,  deba  pagar  todos  los  gastos  de  la  con- 
traria^ si  ésta  lo  solicitare. 

Por  estos  fundamentos,  y  leyes  citadas^  fallo:  condenando  al 
demandado  don  José  Cañero  á  pagar  dentro  de  ocho  días  al  ac- 
tor señor  Bartolomé  Bertorello  la  cantidad  de  703  pesos  69  cen- 
tavos nacionales,  y  las  costas  del  juicio.  A  cuyo  efecto  regulo 
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en  100  pesos  nacionales  el  honorario  del  procurador  don  Juan 
Bresciano.  Y  ejecutoriada  que  sea,  archívese. 

Abraham  Arce. 

Ante  mí : 

Silvano  Otárola. 


Fallo  de  la   Supreina  Corte 

Buenos  Aires,  NoTÍembre  7  de  1895. 

Vistos  y  considerando :  Que  el  apelante  ha  opuesto  en  esta 
instancia  la  prescripción  de  la  acción,  fundado  en  el  artículo 
ochocientos  cuarenta  y  nueve  del  Código  de  Comercio,  asando 
del  derecho  qne  le  acuerda  el  artículo  tres  mil  nuevecientos  se- 
senta y  dos  del  Código  Civil,  qne  autoriza  á  oponerla  en  cual- 
quier estado  del  juicio . 

Que  ya  se  aplique  el  citado  artículo  ochocientos  cuarenta  y 
nueve  del  Código  de  Comercio,  ó  el  inciso  primero  del  artículo 
ochocientos  cuarenta  y  siete  del  mismo,  habiendo  cesado  la 
eaenta  corriente  en  mil  ochocientos  ochenta  y  seis,  como  cons- 
ta de  la  carta  de  foja  veinte  y  cuatro,  presentada  por  el  deman- 
dante, !a  prescripción  se  había  operado  ya  á  la  fecha  de  la  ini- 
ciación de  la  demanda . 

Por  estos  fundamentos,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de 
foja  cincuenta  y  ocho  y  se  absuelve  al  demandado  don  José  Ca- 
ñero de  la  demanda  de  foja  dos.  Repuestos  los  sellos,  devuél- 
vanse. 

LUIS  y.  VÁRELA.  —  ABEL  BAZAN. 
—  OCTAVIO  BUNGE.  —  JüAN 
E.  TORREIIT. 


140  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 


t^AVSA  CCCIII 


Don  Bernardino  Acosta,  contra  don  Silvio  Biscuccia,  por  desa- 
lojo  de  un  campo;  sobre  apelación  denegada 

Sumario.  —No  es  apelable  el  aato  que  deniega  la  admisión 
de  la  cansa  á  prueba,  y  ordena  una  diligencia  para  mejor  pro- 
veer. 


Caso.  —  Besttlta  del  siguiente 


RECURSO 

Buenos  Aires,  Junio  8  de  1895. 
Suprema  Corte: 

Pedro  de  Biscuccia,  por  don  Silvio  N.  deBiscnccia,  con  domi- 
cilio legal  en  la  calle  San  Martin  número  1120,  á  Y.  £.,  con  el 
mayor  respeto,  eipongo: 

1^  Que  anteei  Juzgado  de  sección  de  esta  Capital,  á  cargo  del 
doctor  Del  Campillo,  secretaría  del  doctor  E.  M.  Zavalía,  tramita 
una  demanda  seguida  contra  mi  poderdante,  por  el  señor  Ber- 
nardino Acosta,  sobre  desalojo  de  un  campo  situado  en  el  parti- 
do del  Baradero^  jurisdicción  de  la  provincia  de  Buenos  Aires. 

S'^  En  tiempo  oportuno,  opuse  como  excepción  dilatoria,  de 
previo  pronunciamiento,  la  incompetencia  de  jurisdicción,  de  la 
cual  se  dio  traslado,  que  fué  evacuado;  y  cuando  esperaba  la  re- 
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solncion  del  Jaez,  ó  que  recibiera  á  prueba  el  mddente,  fui 
sorprendido  con  la  siguiente  provindencia  : 

cBuenos  Aires,  9  de  Mayo  de  1895.  —  Para  mejor  proveer 
aoredítese  el  domicilio  real  del  demandado  don  Silvio  N.  de 
Biscuccia.  Repónganse  las  fojas.  — Campillo.» 

3^  Gomo  la  medida  ordenada  con  carácter  de  cpara  mejor 
proveer»,  no  estaba  comprendida  entre  las  que  autoriza  la  ley 
nacional  de  enjuiciamiento  en  su  artículo  16,  y  considerando 
que  si  había  necesidad  de  justificar  algún  hecho,  debía  prece- 
derse en  la  forma  establecida  por  el  artículo  77,  reclamé  del  in- 
ferior la  reposición  de  aquella  providencia  é  interpuse  en  sub- 
sidio los  recursos  de  apelación  y  nulidad. 

4^  El  Juez  a  quOy  después  de  oir  al  adversario,  ha  resuelto  el 
panto,  manteniendo  su  auto  y  denegando  los  recursos  deduci- 
dos, con  costas,  y  áesto  he  llegado  del  Baradero,  donde  tengo  mi 
domicilio  real.  Se  ha  informado  en  el  domicilio  constituido, 
que  ha  sido  dejado  allí  por  un  joven,  el  papel  que  acompaño, 
que  si  bien  lleva  muchos  sellos,  carece  de  firma  alguna  y  no  pue- 
de surtir  legalmente  los  efectos  de  una  notificación  por  cédala, 
porque  le  falta  precisamente  el  requisito  principal,  que  es  la 
firma  del  actuario. 

5^  Denegados  por  el  inferior  los  recursos  de  apelación  y  nu- 
lidad, no  me  queda,  Exmo.  señor,  otrocamino  que  ocurrir  en 
queja  ante  Y.  E.,  de  conformidad  con  el  artículo  2S9  de  la  ci- 
tada ley,  y  pedir,  como  lo  hago,  se  ordene  la  remisión  de  los 
autos  y  se  me  otorguen  dichos  recursos,  resolviendo  en  definiti- 
va que  no  es  arreglado  á  derecho  el  auto  recurrido  y  dejándole 
sin  efecto,  lo  mismo  que  la  condenación  en  costas,  injustamente 
aplicada  por  el  Juez  a  qíw. 

En  consecuencia:  dígnese  Y.  E.  resolver  como  lo  dejo  soli- 
citado. 

Es  justicia,  etc. 

P.  de  Biscuccia. 
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INFORME 

Buenos  Aires,  Noviembre  7  de  1895. 
Suprema  Corte  : 

En Gamplimiento  délo  ordenado,  informo  á  Y.  E. : 

Que  en  el  juicio  que  por  desalojo  sigue  don  Bernardino  Acos-- 
ta  contra  don  Silvio  de  Biscuccia,  el  representante  de  éste,  Pe- 
dro Biscuccia,  opuso  la  excepción  de  incompetencia  j  tramitada 
ésta  con  intervención  del  Procurador  Fiscal,  el  Juzgado,  para 
mejor  proveer,  decretó  se  acreditase  el  domicilio  real  del  de- 
mandado envista  de  las  manifestaciones  contradictorias  de  las 
partes  respecto  de  esta  circunstancia.  De  esta  providencia  el  de- 
mandado pidió  revocatoria  y  apelación  en  subsidio,  recursos  que 
lefaeron  denegados^  por  considerarlos  el  Juzgado  improcedentes. 

Respecto  de  la  cédula  sin  firma,  el  secretario  me  informa  en 
este  acto  lo  siguiente : 

Que  el  señor  Pedro  Biscuccia,  á  quien  conoce  el  actuario  j 
con  quien  habló  en  la  oficina  en  esta  ocasión,  se  presentó  en 
ella  el  día  13  de  Junio  á  las  2  déla  tarde,  preguntando  si  tenía 
algo  para  notificarse;  uno  de  los  empleados,  estando  hechas  ya 
las  cédulas  para  la  notificación  en  el  domicilio,  extendió  en 
una  de  ellas  las  diligencias  de  práctica,  en  la  que  el  señor  Bis- 
cuccia se  notificó  firmando  cParini»,  guardándosela  otra  cé- 
dula en  el  bolsillo  y  diciéndoles  á  los  empleados  que  le  serviría 
como  copia  de  la  providencia  de  que  se  acababa  de  notificar, 
ahorrándose  así  el  trabajo  de  sacarla. 

Es  cuanto  tengo  que  informar  al  respecto,  habiendo  ordena- 
do la  correspondiente  averiguación  para  resolver  lo  que  corres- 
ponda dentro  de  las  .atribuciones  del  Juzgado. 

IXos  guarde  á  V.  E. 

Juan  del  Campillo. 
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Fallo  de  la  Suprema  Carte 

Buenos  Aires,  Noyiembre  7  de  1895. 

Vistos  en  el  acaerdb:  Considerando:  Que  el  auto  para  mejor 
proveer  de  foja  sesenta  ha  sido  expedido  después  de  sustanciar 
con  un  traslado  al  actor,  la  excepción  de  i ncompetenoia  deducid 
da  por  el  demandado. 

Que  ese  auto,  aunque  por  su  alcance  no  es  lo  mismo  que  el 
de  prueba  que  prescribe  el  artículo  setenta  y  siete  de  la  ley  de 
procedimientos  de  catorce  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  se- 
senta 7  tres,  tiene  sin  embargo  por  objeto  que  se  produzca,  den- 
tro de  los  términos  del  artículo  diez  y  seis  de  la  misma  ley, 
aquella  que  el  juez  estima  necesaria  para  la  resolución  del  inci- 
dente respecto  del  hecho  en  que  se  funda,  en  cuyo  caso  es  inape* 
lable,  como  lo  ha  declarado  esta  Suprema  Corte  en  otras  oca- 
siones, siéndolo  igualmente  el  auto  que  recaiga  sobre  la  solici- 
tud para  que  se  reciba  la  causa  á  prueba,  ya  otorgue  ó  niegue 
su  admisión  (artículo  doscientos  siete  de  la  citada  ley). 

Por  estos  fundamentos:  se  declara  bien  denegado  el  recurso. 
Agregúense  estas  actuaciones  á  la  causa  de  su  referencia,  y  de- 
TuélTanse.  Repóngase  el  papel. 

LUIS  V.  VÁRELA.  —ABEL    BAZAN. — 
OCTAVIO    BUNGE.  ~  JUAN  E.   TO- 
RRENT . 
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CAUSA    €:€C;IT 


Don  Víctor  Klotz,  contra  Gutiérrez j  Lámar  y  C*,  por  falsifica'' 
don  de  marca  de  fábrica;  sobre  perencion  de  la  instancia 


Sumario,  —  Lo  dispuesto  por  el  artículo  36  de  la  ley  sobre 
marcas  de  fábrica  y  de  comercio  se  reñere  á  los  plazos  dentro 
de  loss  cuales  puede  iniciarse  la  acción;  y  una  vez  presentada  la 
demanda,  cualesquiera  que  sean  las  actuaciones  que  se  produ- 
jeren en  el  juicio,  bastan  para  excluir  el  abandono  á  que  se  re- 
fiere el  articulo  174^  Código  de  Procedimientos  en  lo  Criminal. 


Caso.  —  Resulta  del  siguiente 


ESCRITO 

Señor  Juez  Federal: 

Ernesto  J.  Borré,  por  don  Víctor  Elotz,  dueño  de  la  perfume- 
ría cEd.  Finaud»,  en  la  causa  que,  sobre  falsificación  de  marca, 
sigue  contra  los  señores  Gutiérrez,  Lámar  y  C*,  evacuando  el 
traslado  conferido,  á  Y.  S.  respetuosamente  digo: 

Que  se  ha  de  servir  Y.  S.  rechazar  con  costas,  la  excepción 
opuesta . 
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Los  querellados  pretenden  que  ha  sido  abandonada  la  causa  y 
se  ha  operado  la  prescripción  déla  acción  intentada:  1^  porque 
el  proceso  ha  quedado  paralizado  durante  cerca  de  dos  años; 
2*  porque  la  acción  para  pedir  el  castigo  de  la  falsificación  de 
marca  de  fábrica,  no  puede  intentarse  después  de  un  año  de  ha- 
berse tenido  por  el  propietario  de  la  marca  conocimiento  del 
delito  por  primera  yez  (artículo  36  de  la  lej  de  la  materia),  y 
porque  el  supuesto  abandono  de  la  causa  ha  durado  más  de  ese 
tiempo;  3°  porque  la  prescripción  se  opera  aun  después  de 
iniciado  el  proceso,  siempre  que  éste  quede  paralizado  por  el 
tiempo  que  la  ley  establece  ¿omo  término  para  que  se  veri- 
fique. 

Ninguna  de  estas  razones  puede  justificar  la  excepción 
opuesta. 

II 

Desde  luego  la  inacción  ó  abandono  del  querellante,  después 
de  interpuesta  la  querella,  se  halla  regida  por  el  artículo  174, 
Código  de  Procedimientos  en  lo  Criminal,  y  los  requisitos  para 
que  se  considere  desistida  la  querella  son:  1°  que  la  causa  se 
halle  paralizada  por  falta  de  instancia  del  actor;  2°  que  el  Juez 
ordene  que  aquel  pida  lo  que  conyenga  á  su  derecho,  dentro  del 
término  de  cinco  días;  S''  que  el  actor  no  haya  instado  el  pro- 
cedimiento dentro  de  ese  término. 

Nada  de  esto  ha  ocurrido  aquí. 

La  cansa  no  ha  quedado  paralizada  por  falta  de  instancia  mía 
y  si  el  Juzgado  ha  creído  deber  hacer  la  intimación  del  artículo 
174,  la  intimación  ha  sido  obedecida  dentro  del  término. 

T.  III  10 
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III 


En  segundo  lagar,  tratindose  aqaí  de  cansa  qaQ  sólo  puede 
ser  perseguida  á  instancia  de  parte,  y  en  que  no  se  halla  afec- 
tado el  interés  y  orden  público^  la  prescripción  es  rennnciable; 
7  en  nuestro  caso,  si  pur  hipótesis  denegada,  ella  se  hubiese 
operado,  habría  quedado  renunciada  tácitamente  por  los  que- 
reliados,  por  haber  consentido  después  de  ella,  en  la  proseen- 
cucion  de  la  causa  consintiendo  las  proyidencias  que  han  recaí- 
do sobre  las  diligencias  de  pruebas,  dejando  que  ellas  quedaran 
ejecutoriadas  y  fueran  cumplidas,  é  interviniendo  personal  y 
directamente  en  las  mismas  y  en  su  cumplimiento. 

La  renuncia  á  la  prescripción,  como  toda  ren  uncía,  es  sabido 
que  puede  ser  no  sólo  expresa  sino  tácita  (Fallos  de  la  Suprema 
Corte,  serie  1",  tomo  1®,  página  328). 


IV 


En  tercer  lugar  la  excepción  de  prescripción  no  es  atendible 
cuando  el  demandante  demuestraque,  lejos  dehacer  abandono  de 
su  derecho,  lo  persigue  judicialmente  con  intervención  del  de- 
mandado (Fallos  de  la  Suprema  Corte,  serie  2*,  tomo  12,  pá- 
gina 454). 

En  nuestro  caso  no  sólo  resulta  que  mi  parte  ha  perseguido 
su  derecho,  con  intervención  de  los  querellados,  pidiendo  el 
cumplimiento  de  la  sentencia  que  resolvió  el  acto  previo,  dedu- 
cido por  ellos,  y  procediendo  luego  de  liquidadas  las  costas, 
siempre  con  su  intervención,  á  producir  pruebas  en  lo  princi- 
pal, una  vez  terminado  aquel  incidente,  sino  que  los  querella- 
dos han  reproducido  la  contestación  á  la  demanda,  sin  oponer 
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la  prescripción  qae  según  ellos  se  habría  operado  con  anterio- 
ridad. 


En  cuarto  lugar,  los  demandados  fundan  la  prescripción  en  la 
pretensión  de  haber  pasado  más  de  un  año,  sin  haberse  produ- 
cido acto  alguna  contra  ellos,  que  importe  interrupción,  j  esto 
es  inexacto. 

En  efecto,  después  de  resuelto  el  articulo  por  la  sentencia  de 
foja  42  que  los  condenó  en  costas,  y  fué  notificada  el  28  de  Julio 
de  1893,  yo  pedí  en  contra  de  ellos,  y  para  que  fuera  ejecutada 
la  sentencia,  la  liquidación  de  costas,  en  6  de  Noviembre  de  1893 
(foja  44),  que  se  mandó  hacer  el  mismo  día  por  el  doctor  Miran- 
da Naon;  y  luego,  como  éste  falleciera^  encontrándose  en  su 
poder  el  expediente  (que  fué  devuelto  á  secretaría  con  poste- 
rioridad), el  Juzgado  mandó  hacer  la  regulación  por  el  doctor 
don  Benjamín  Paz,  hijo,  por  auto  de  5  de  Julio  de  1894,  noti- 
ficado á  ambas  partes  (foja  46  vuelta),  sin  reclamo. 

Hecha  pnr  el  doctor  Paz  la  regulación  (foja  46  vuelta)  devol- 
vió los  autos  en  Marzo  de  1895,  dictando  V.  S.  la  providencia 
de  «hágase  saber»,  que  fué  notificada  á  Gutiérrez,  Lámar  y  G*, 
el  16  de  Marzo,  como  consta  á  foja  48. 

Después  de  esto^  insté  el  procedimiento  en  contra  de  los  que- 
rellados, presentando  el  escrito  de  foja  50,  y  procedí  á  producir 
pruebas  en  12  de  Agosto,  una  vez  concluido  el  incidente  sobre 
costas. 

Como  se  ve  no  ha  pasado  jamás  el  término  de  un  año,  sin  ha- 
berse producido  actos  interruptivos,  en  los  que  han  intervenido 
directamente  los  querellados,  como  resulta  del  escrito  de  foja 
53,  en  que  reprodujeron  su  contestación  á  la  demanda. 
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VI 


En  quinto  lugar,  no  es  exacto  tampoco  que  la  excepción  quede 
justificada  por  el  transcurso  de  nn  año,  como  lo  pretenden  los 
demandados. 

La  disposición  del  artículo  36  de  la  ley  de  marcas,  que  ellos 
invocan-,  no  comprende  el  caso  de  la  prescripción  por  la  inac- 
ción posterior  á  la  instauración  de  la  demanda. 

Ese  artículo  se  refiere  al  derecho  de  intentar  la  acción,  no  al 
derecho  de  proseguir  la  acción  intentada. 

Una  vez  deducida  en  tiempo  la  demanda,  si  pudiera  caber  la 
prescripción  por  la  inacción  posterior,  ella  no  podría  ser  regida 
sino  por  las  reglas  establecidas  por  el  Código  Pena),  que  toma 
como  bah.e  de  prescripción,  la  clase  de  pena  impuesta  al  delito, 
fijando:  el  término  de  15  años  para  la  acusación  de  los  delitos 
que  tengan  pena  de  muerte  y  de  presidio  ó  penitenciaría  por 
tiempo  indeterminado;  el  de  10  años  para  la  de  los  delitos  que 
tenga  pena  de  presidio  ó  penitenciaría  por  tiempo  determinado; 
'el  de  3  nños  para  los  delitos  que  merezcan  pena  de  prisión,  y  de 
un  año  para  los  que  tengan  pena  de  arresto  ó  multa  (artí- 
culo 89). 

El  delito  de  falsificación  de  marca  de  fábrica  tiene  pena  de 
prisión  y  multa,  y  por  consiguiente,  la  prescripción  por  inacción 
en  el  procediniiento  no  podría  operarse  sino  á  los  tres  años, 
término  que  los  mismos  querellados  reconocen  no  haber  trans- 
currido. 


VII 


En  sexto  lugar,  tratándose  de  prescripción  fundada  en  la 
inacción  después  de  instaurada  la  querella,  el  Código  Penal  es- 
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tablece  en  el  artículo  93  que  todo  acto  directo  del  procedimien" 
to,  contra  la  persona  del  delincuente,  dentro  del  término  de  la 
prescripción,  la  interrumpe. 

De  manera  que,  en  el  negado  supuesto  de  que  no  fuera  re- 
nunciable  y  no  hubiese  sido  renunciada  la  prescripción,  por  la 
interTencion  espontánea  de  los  propios  querellados  en  todas  las 
diligencias  relativas  al  cumplimiento  de  la  sentencia  de  foja 
42,  obradas  en  su  contra  y  en  las  subsigui&ntes  á  la  liquida- 
ción de  las  costas,  relativas  á  las  pruebas,  tendríamos  que  decir 
que  los  actos  producidos  respecto  á  la  ejecución  de  dicha  sen- 
tencia y  liquidación  de  costas,  que  han  sido  actos  de  procedi- 
mientos directos  contra  lá  persona  de  Ids  querellados,  han  in- 
terrumpido todo  tétmino,  manteniendo  viva  é  ilesa,  la  acción 
deducida  en  la  demaüda. 

VIII 

Por  todas  estas  razones,  que  demuestran  la  improc3denoiü  é 
injusticia  de  la  excepción  opuesta,  pido  se  sirva  Y.  S.  rechazarla, 
con  costas. 

Es  justicia. 

Tamassi.  —E,  J.  Borré. 


fallo  del  Jues  Federal 

Buenos  Aires»  Setiembre  23  de  1895. 

Y  vistos :  Por  los  fundamentos  del  escrito  que  antecede,  qae 
el  Juzgado  encuentra  ajustados,  no  se  hace  lugar  á  la  excep- 
ción de  prescripción  opuesta  por  los  señores  Q-utierrez,  Lámar 
y  C*,  siendo  á  cargo  de  éstos  las  costas  de  este  incidente. 

J.  V,  Lalanne. 
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WmUo  de  ím  ñaprmutm  Corte  (i) 

Buenos  Aires,  Noyiembre  9  de  1895. 

Vistos  y  considerando:  Que  el  artículo  treinta  j  seis  déla 
ley  de  marcas  de  fábrica  y  de  comercio,  no  es  aplicable  al  caso 
ocurrente  por  cuanto  él  sólo  se  refiere  álos  plazos  dentro  de  los 
cuales  puede  iniciarse  la  acción  por  parte  del  que  se  considere 
damnificado. 

Que  una  yez  presentada  la  demanda  y  andando  el  pleito, 
cualquiera  que  sean  las  actuaciones  que  en  juicio  se  produzcan, 
ellas  bastan  para  que  no  ocurra  el  abandono  £  que  se  refiere  ei 

I 

articulo  ciento  setenta  y  cuatro  del  Código  de  Procedimientos 
en  lo  Criminal, 

Por  estos  fundamentos,  se  confirma  con  costas,  el  auto  apela- 
do de  foja  ciento  diez  yuelta.  Bepuestos  los  sellos,  devuél- 
vanse . 

LUIS  Y.  VÁRELA.  —  ABEL  BAZAR.  — 
OCTAVIO  BUNGE.  —  JUAN  E.  TO- 
RRENT. 


(1)  Igual  resolución  recayó  en  los  autos  de  Roger  y  Gallet,  y  de  don  An- 
tonio Barpraud,  contra  los  mismos. 
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CAUSA 


José  Galarreta  y  C*  contra  don  Domingo   Velez,  por  cobro  de 
pesos;  sobre  incompeíencia  y  embargo  preventivo 


Sumario.  —  1*  En  los  juicios  ante  los  jaeces  de  los  Territo- 
rios Nacionales  no  procede  el  embargo  preyentivo  si  el  crédito 
qne  se  cobra  no  se  halla  jnstifícado  por  alguno  de  los  medios 
que  prescribe  el  articulo  443  del  Código  de  Procedimientos  de  la 
Capital. 

2^  Cuando  no  ha  habido  elección  de  domicilio,  la  demanda  por 
cobro  de  una  obligación  personal  debe  deducirse  ante  el  juez  del 
domicilo  real  del  demandado. 


Caso.  —  Con  una  cuenta  por  mercaderías  vendidas,  José  Ga- 
larreta 7  C*  obtuyieron  embargo  preventivo  contra  don  Domin- 
go Yelez  por  auto  del  Juez  Letrado  de  la  Pampa  Central. 

El  señor  Yelez,  domiciliado  en  la  Capital,  notificado  del  em- 
bargo y  déla  demanda,  pidió  que  el  juez  se  declarase  incompe- 
tente j  revocara  el  auto  de  embargo. 

El  juez  no  accedió  al  pedido  j  concedió  el  recurso  de  ape- 
lación. 
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VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 

Buenos  Aires,  Setiembre  23  de  1895. 
Suprema  Corte  : 

£n  un  juicio  llevado  con  tal  violencia  de  procedimientos,  que 
al  solo  anuncio  de  la  demanda,  y  antes  de  citarse  j  oirse  al  de- 
mandado, se  traba  embargo  de  los  semovientes  de  un  estableci- 
miento de  campo  ¿  mérito  de  la  cuenta  anónima  de  foja  2;  el  de- 
mandado pide  vista  y  opone  la  excepción  de  declinatoria  de  ju- 
risdicción. 

Fúndase  en  que  el  demandante  es  vecino  de  la  Pampa  Central 
7  el  demandado  de  la  Capital  Federal^  y  estos  hechos  están  re- 
conocidos por  el  mismo  demandante,  que,  áfoja  3  vuelta,  confie- 
sa que  el  demandado  vive  en  la  Capital  Federal.  En  efecto,  el 
poder  de  foja  8  hace  constar  que  don  Domingo  Yelez  tiene  su 
domicilio  en  Buenos  Aires,  en  la  calle  Belgrano  3366. 

La  cuenta  de  foja  2  y  el  detalle  de  foja  8,  no  contienen  reco- 
nocimiento de  obligación  de  parte  de  don  Domingo  Yelez. 

Tampoco  consignan  expresión  de  lugar.  No  es  aplicable  en- 
tonces el  artículo  101  del  Código  Civil  y  si  el  articulo  100  del 
mismo,  que  establece  el  domicilio  de  derecho  y  el  domicilio  real, 
como  determinantes  de  la  competencia  délas  autoridades  públi- 
cas, para  el  conocimiento  de  los  derechos  y  cumplimiento  de  las 
obligaciones. 

Porello^  pienso  que  el  auto  del  Juez  aquo,  debiera  revo- 
carse, declarándose  la  procedencia  en  el  caso,  de  la  juris- 
dicción del  domicilio  del  demandado,  y  la  consiguiente  nulidad 
de  lo  obrado  sin  los  procedimientos  previos  indispensables,  para 
el  establecimiento  de  la  jurisdicción. 

Sabiniano  Kier. 
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Vallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Noyiembre  9  de  1895. 

Vistos  y  coQsideraado :  Que  según  la  propia  exposición  del 
actor  en  sa  escrito  de  foja  tres,  el  demandado  áqnien  califícade 
ex-Tecino  de  Yictorica,  se  ausentó  de  allí,  no  creyéndose  qae 
Yuelva  á  dicho  panto. 

Que  según  el  mismo  actor,  se  halla  el  demandado  en  la  Ca- 
pital de  la  República,  aunque  ignora  la  calle  y  número  en  que 
Tive,  constando,  por  otra  parte,  por  el  poder  de  foja  ocho,  que 
es  yecino  de  la  misma  capital . 

Que  el  crédito  qne  se  reclama  no  es  el  de  una  obligación  que 
conste  bajo  la  firma  del  que  se  dice  deudor,  y  que  deba  abonarse 
en  el  lugar  donde  se  dice  contraida. 

Que  dicho  crédito  tampoco  se  halla  justificado  por  alguno  de 
los  modos  que  prescribe  el  artículo  cuatrocientos  cuarenta  y 
tres  del  Código  de  Procedimientos  de  la  Capital. 

Por  estos  fundamentos  y  de  acuerdo  con  lo  expuesto  y  pe* 
dido  por  el  señor  Procurador  General^  se  revoca  el  auto  apelado 
de  foja  veinte  y  una,  y  se  declara  que  el  conocimiento  de  esta 
causa  no  corresponde  al  Juez  Letrado  de  la  Pampa  Central,  de- 
biendo levantarse,  en  consecuencia,  el  embargo  preventivo  que 
se  ha  trabado.  Devuélvanse  y  repóngase  el  papel  ante  el  inferior. 

LUIS  V.  VÁRELA.  —ABEL  DAZAN. 
—  OCTAVIO  fiUNGE.  —  JUAN  E. 
TÓRRENT. 
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CAUSA 


El  Procurador  Fiscal  ad  hoc,  doctor  don  Diego  González^  contra 
don  Ábrahan  Medina,  por  defraudación  de  impuestos  inter- 
nos;  sobre  incompetencia. 


Sumario.  —  La  ley  sobre  impuestos  internos  no  ha  alterado 
los  principios  generales  que  rigen  la  jurisdicción  en  materia 
criminal;  y  por  lo  tanto  el  juez  competente  para  conocer  en  la 
acusación  por  defraudación  de  dichos  impuestos,  es  el  del  lugar 
en  que  se  manifiesta  haberse  cometido  ésta. 


Caso.  —  Lo  explica  el 


Fallo  del  Jues  Federal 


Buenos  Aires,  Junio  15  de  1894. 

Autos  y  yistos  y  considerando :  Que  de  todos  los  anteceden- 
tes de  autos,  así  como  de  la  misma  acusación  instaurada  por  el 
señor  Procurador  Fiscal  ad  doc  doctor  González,  resulta  que  el 
hecho  imputado  á  don  Abrahan  Medina  consiste  en  haber  pues- 
to en  circulación  en  el  comercio,  cantidades  de  alcohol  elaborado 
en  su  fábrica  de  Tucuman  sin  cumplir  con  los  requisitos  previos 
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que  para  ello  establece  la  ley  correspondiente  sobre  impuestos 
internos. 

Qa9,  por  lo  tanto,  de  esos  mismos  antecedentes  resolta  que  la 
infraocion,  sí  es  qoe  ha  tenido  logar  se  hayerifícadoenTocoman 
7  no  en  esta  ciudad,  pues  ella  consiste  en  la  salida  de  la  fábrica 
de  los  prod actos  antes  mencionados  sin  los  requisitos  estable- 
cidos por  la  ley,  y  no  en  la  introducción  en  plaza,  cualquiera 
que  ésta  sea,  de  las  indicadas  mercaderías. 

Que  el  mismo  Procurador  Fiscal  implícitamente  manifiesta 
entenderlo  así  al  solicitar  la  citación  del  acusado  Medina  por 
medio  de  exhorto  dirigido  al  señor  Juez  de  Sección  de  Tucoman. 

Que  no  siendo  en  este  caso  prorrogable  la  jurisdicción  y  de- 
biendo el  juzgado  prononciar  la  incompetencia  en  el  acto  de 
apercibirse  de  ella  para  evitar  un  juicio  frustráneo,  ha  llegado 
la  oportunidad  de  hacerlo. 

Por  esto,  el  juzgado  se  declara  incompetente  para  conocer  en 
el  presente  juicio  debiendo  estos  antecedentes  ser  remitidos  al 
señor  Joez  de  sección  de  Toouman  á  sos  efectos. 

J .  V.  LaUmne . 


VISTA  DEL   SEflOR   PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Julio  27  de  1894. 

Suprema  Corte: 

Los  principios  generales  que  rigen  en  materia  de  jurisdiccio- 
nes, no  han  sido  alterados  respecto  á  las  responsabilidades  por 
defraudación  de  la  ley  sobre  impuestos  internos. 

Las  prescripciones  del  Código  de  procedimientos,  que  reco- 
nocen como  primera  cansa  de  la  jurisdicción,  el  lugar  en  que  fué 
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cometido  el  delito,  son  aplicables  lo  mismo  á  aquellas  defraada- 
oiones  que  á  cualquiera  otra  contra  el  Fisco  nacional. 

La  ley  de  impuestos  internos  número  3057  no  parece  haya 
querido  derogar  el  principio  general  de  las  jurisdicciones  locales. 
Guando  en  su  artículo  6<*  prescribe  que  los  Procuradores  Fis- 
cales, eu  todos  los  casos  litigiosos  á  que  diere  lugar  esta  ley, 
interrendrán  en  representación  del  Estado,  ante  cualquiera  ju- 
risdicción, so  refiere  puramente  al  ejercicio  de  la  representación 
acordada  ante  cualquiera  jurisdicción  á  que  corresponda  la  cau- 
sa. Pero  de  sus  términos  no  se  deduce  que  puedan  ejercer  su 
mandato  ante  Jues  que  fuese  incompetente,  ni  alterar  el  orden 
general  y  legal  sobre  preeminencia  de  la  jurisdicción  legal. 

El  mismo  artículo  6^,  en  su  parte  final,  aclara  esta  inteligen- 
cia de  su  mandato,  cuando  prescribe  que  el  Poder  Ejecutivo 
pueda  nombrar  los  Procuradores  Fiscales  que  fueren  necesarios 
ya  porque  no  los  haya  en  la  sección  respectiva,  ya  por  demasia- 
do recargo  do  trabajo  en  los  existentes. 

Por  estas  consideraciones  l^ale^  y  las  demás  expresadas  en 
el  auto  recurrido  de  foja  SO  vuelta,  oreo  deber  pedir  i  Y.  E.  su 
confirmación. 

Sabiniano  Kier. 


FMto  «•  ki 


Baosvxs  Air^á^  SoTieasbre  9  de  18í^ 

V  i$tv^ :  l\*  acuerdo  cou  lo  expue>to  y  pedido  por  el  sefior  Pro- 
curaJcxr  íknoral  y  por  sus  funiAraout^ys,  se  conérma  el  auto  ape- 
Ua.^  vio  fo;*  To:ut*  vuelU.  IVvat^Ivasse, 

tn$  T.  TAftBLA.  —  AKL  lAIAH.  — 
OCTAVIO  ItC^GK.  —  JCA5  B.  TO- 
RM5T. 
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CAUSA  CCCTII 


Don  Honorio  Acevedo  contra  don  Adolfo Grümbein^ por  cobro  de 

pesos;  sobre  devolución  de  cartas 


Sumario.  — No  procede  la  devolución  de  una  carta  acompa- 
ñada por  el  demandado  á  su  contestación,  mientras  no  se  pida 
su  reconocimiento  y  llegue  el  caso  de  juzgar  si  se  encuentra 
comprendida  en  la  disposición  del  artículo  1036  del  Código  Ci- 
yil. 


Caso.  — Don  Emilio  Silveyra  Leanes  por  Acevedo,  dedujo  de- 
manda contra  Qrümbein  para  que  se  condenara  á  éste  á  pagar 
la  cantidad  de  159.000  pesos,  más  6  menos,  con  sus  intereses. 
Se  fundó  en  que  en  20  de  Mayo  de  1887,  Grümbein  compró  á 
don  Carlos  Daoiovitch  un  campo  situado  en  Bahía  'Blanca;  en 
V  de  Junio  de  1887  Orümbein  reconoció  una  cuarta  parte  en  las 
utilidades  ó  pérdidas  que  dejara  el  negocio.  Grümbein  vendió 
á  diversas  personas  el  campo,  realizando  una  utilidad  cuya  cuar- 
ta parte  representa  la  cantidad  demandada. 

Corrido  traslado  á  Grümbein,  reconoció  el  convenio  celebra- 
do oon  Acevedo,  pero  se  excepcionó  diciendo  que  éste,  en 
19  de  Enero  de  1889^  ó  sea  casi  dos  años  después  de  comprado 
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el  terreno,  cedió  su  parte  por  la  sama  de  6000  pesos,  como  lo 
manifiesta  en  la  carta  que  original  presenta,  dirigida  por  el 
mismo  Aceyedoá  don  Carlos  Schweitzer,  desligándose  de  todo 
derecho.  Agregó:  que  dos  meses  después,  en  19  de  Marzo  de 
1889^  Aoe vedo  le  comunica  por  la  carta  que  también  presentó 
original,  que  el  dueño  de  su  parte  en  el  negocio  era  Schweitzer, 
para  con  quien  exclusivamente  existían  sus  obligaciones,  y 
más  tarde,  él  (Grümbein)  entregó  á  Schweitzer  el  monto  de  su 
importe.  Deduce  de  esto  que  el  demandante  Acevedo  no  tiene 
acción  alguna  que  ejercitar. 

Las  cartas  presentadas  con  la  contestación  fueron  reservadas 
en  la  secretarla  del  juzgado  á  pedido  de  la  parte. 

Contestada  la  demanda,  el  Juez  llamó  autos;  y  notificado  el 
actor  se  presentó  exponiendo :  que  debía  ordenarse  la  devolu- 
ción de  la  carta  presentada  por  el  demandado  y  dirigida  á  Sch- 
weitzer; que  éste  es  un  tercero  y  las  relaciones  que  haya  podido 
tener  con  Acevedo,  nada  tiene  que  hacer  con  estos  autos;  que  el 
artículo  1036,  Código  Civil,  prohibe  que  las  cartas  dirigidas  á 
terceros,  aunque  en  ellas  se  mencione  alguna  obligación,  sean 
admitidas  para  su  reconocimiento;  que  si  Schweitzer  estimase 
que  tiene  derechos  que  ejercitar,  puede  hacerlo  por  sí  mismo. 

Corrido  traslado,  contestó  el  demandado:  que  no  se  trata  en 
la  carta  presentada,  de  una  obligación  de  Acevedo  respecto  de 
Grümbein,  confesada  á  Schweitzer;  ni  era  la  actual  la  oportuni- 
dad de  resolver  á  propósito  de  la  procedencia  ó  improcedencia 
de  los  documentos  agregados,  ni  menos  de  su  mérito,  sino  en  la 
sentencia  definitiva.  Que  la  ley  de  procedimientos  autoriza  la 
presentación  de  documentos,  que  hagan  á  su  derecho,  sin  per- 
juicio de  que  el  juez  resuelva  en  oportunidad  respecto  de  su 
valor  (artículos  H  y  13). 

Que  no  puede  pretenderse  que  desde  ahora  se  resuelva  si  la 
carta  de  que  se  trata  es  de  las  misivas  á  que  alude  el  artículo 
1036,  Código  Civil,  porque  ello  sería  prejuzgar. 
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Qae  esa  carta  es*  en  el  fondo,  de  propiedad  del  portador  y  com- 
prueba un  mandato  otorgado  á  Schweitzer.  Acevedo  declara 
en  ella  haber  cedido  sn  parte  en  las  ganancias  del  campo  de 
Babia  Blanca  tá  la  persona  que  entregare  la  sumado  6000 
pesos» . 

Él  (Grümbein)  la  abonó  á  Schweitzer  j  por  eso  tiene  la  carta 
en  su  poder  paraacreditar  su  propiedad  (artículo  1457,  Código 
Civil), 

Que  la  oposición  formulada  se  concebiría  si  se  tratase  de  una 
obligación  contenida  en  carta  misiva  dirigida  por  Acevedo  á  Sch- 
weitzer,  á  favor  de  Grümbein;  pero  esto  no  es  lo  que  ocurre,  sin6 
lo  opuesto. 

FaIIo  del  Suem  Federal 

Buenos  Aires,  Marzo  38  de  1895. 

Y  vistos:  Considerando  que  el  artículo  11  de  la  ley  nacional 
de  procedimientos  establece  que  el  demandado  presentará  con 
la  contestación  de  la  demanda  los  documentos  en  que  funda  sus 
excepciones,  sin  hacer  distinción  alguna  respecto  de  la  clase  6 
naturaleza  de  los  documentos,  y  que  sí  bien  el  artículo  1036 del 
Código  Civil  dispone  que  las  cartas  misivas  dirigidas  á  terceros, 
aunque  en  ellas  se  mencione  alguna  obligación,  no  serán  admi- 
tidas para  su  reconocimiento,  la  oportunidad  de  aplicar  esta 
disposición,  si  en  ella  se  encontrasen  comprendidos  los  docu- 
mentos presentados  por  él  demandado,  recien  llegaría  en  el  caso 
en  que  se  pidiese  el  reconocimiento  de  ellos. 

Por  esto,  desestímase  la  petición  contenida  en  el  escrito  de 
foja  22,  y  corran  los  autos  según  su  estado. 

Sin  expresa  condenación  en  costas,  por  no  haber  mérito  para 
imponerla.  Bepóngase  el  papel. 

J.  V.  Lalanne. 
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Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Noviembre  .12  de  1895. 

Vistos  y  considerando:  Que  el  rechazo  solicitado  de  la  carta 
dirigida  por  don  Honorio  Acevedo  á  don  Carlos  Schweitzer  y 
presentada  en  estos  autos  por  don  Adolfo  Grúmbein,  se  funda  en 
la  disposición  del  artículo  mil  treinta  y  seis  del  Código  Civil 
que  prescribe  que  las  cartas  misivas  dirigidas  á  terceros,  no  se- 
rán admitidas  para  su  reconocimiento. 

Que  no  habiéndose  aun  pedido  el  recooifiicimiento  de  la  referi- 
da carta  por  parte  del  demandado,  no  ha  llegado  la  ocasión  de 
juzgar  si  ella  realmente  se  encuentra  comprendida  en  la  dispo- 
sición del  citado  articulo  mil  treinta  y  seis. 

Que  resolviéndolo  así  el  Juez  no  se  ha  pronunciado  ni  sobre 
la  oportunidad  del  rechazo  ni  sobre  la  eficacia  como  prueba  de 
la  mencionada  carta,  limitándose  á  desestinar  la  articulación 
promovida . 

Por  estos  fundamentos :  se  confirma  con  costas,  el  auto  apela- 
do de  foja  veinte  y  una.  Repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

LUIS  V.  VÁRELA.  —  ABBL  RA- 
ZAN. —  OCTAVIO  RUNGE. — 
JUAN  E.   TORREKT. 
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CAUSA  CCCTIII 


Don  Carlos  Bianchi  contra  don  Gregorio  Dónes^  por  cobro  de 

pesos;  sobre  posiciones 


Sumario.  —  No  puede  pedirse  que  absuelva  posícíoaes  la  per- 
sona que  no  figura  como  parte  en  los  autos. 


Caso. — Dones  pidió  que  fuera  citado  á  absolver  posiciones 
don  Jacobo  Martínez,  por  ser  su  verdadero  contrario  en  la  causa. 


Fallo  del  Juea  Federal 


Buenos  Aires,  Julio  15  de  1895. 

No  siendo  parte  en  el  juicio  la  persona  de  quien  se  solicita  la 
absolución  de  posiciones,  no  ha  lugar. 

J.  V.  Lalanne. 

T.  XII  II 
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Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Noviembre  16  de  1895. 

Vistos :  Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  ciento  ocho 
de  la  ley  de  procedimientos,  y  por  sus  fundamentos,  se  conñrma 
con  costas,  el  auto  apelado  de  foja  ciento  yeinte.  Bepuestos  los 
sellos,  devuélvanse. 

LülS  V.  VÁRELA.  —ABEL  BAZAN.  — 
OCTAVIO  BUNGE.  —  JUAN  E.  TO- 
RRENT. 


CAUSA  CCCIX 


El  Banco  Hipotecario  Nacional  contra  don  Francisco  Basté, 
por  entrega  de  posesión  de  una  finca;  sobre  recurso  de  ape- 
lación . 


Sumario. — No  es  apelable  el  auto  que  confiere  traslado  del 
pedido  de  posesión  hecho  por  el  Banco  Hipotecario  Nacional  y 
cita  ajuicio  verbal. 
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Caso.  —  El  agente  del  Banco  se  presentó  al  juzgado  exponien- 
do: que  no  habiéndose  vendido  por  falta  de  postor,  un  fundo  si- 
tuado en  el  departamento  Guaimallen, lugar  denominado  c  Bue- 
na Nueva»,  afectado  al  Banco  por  sus  propietarios  señores  José 
Auriol  jC%  ha  querido  tomar  posesión  de  él,  de  acuerdo  eonel 
artículo  55  de  la  ley  orgánica,  habiéndose  opuesto  á  ello  el  se- 
ñor don  Francisco  Dasté,  que  lo  ocupa;  que  el  derecho  del  Banco 
para  obtener  la  posesión  del  fundo,  es  incuestionable,  en  mérito  de 
las  disposiciones  de  la  ley  orgánica  y  de  las  facultades  que  el  deu- 
dor le  ha  acordado  en  la  escritura  hipotecaria,  por  lo  cual  pide 
el  auxilio  de  la  fuerza  pública  paraqu^  se  le  dé  la  posesión,  ha- 
ciéndose saber  al  ocupante  señor  Dasté,  para  que  lo  desaloje. 

El  agente  presentólos  antecedentes  del  remate,  el  que  apare- 
ce haberse  efectuado  en  12  de  Octubre  de  1844  á  favor  de  don 
Pascual  Toso. 


Vallo  del  Juez  Federal 


Mendoza,  Üiciembre  3  de  1895. 

Traslado  al  detentador  y  cítese  á  juicio  verbal  para  la  audien- 
cia del  10  d.el  corriente  á  las  9  a.  m.,  bajo  apercibimiento  de  la 
1ey  (artículos  332  y  333  de  la  ley  de  procedimientos). 

Al  otrosi  devuélvanse  los  antecedentes  de  su  referencia, 
dejando  copia  del  acta  de  foja  11  y  bajo  constancia  de  los  de- 
más. 

Castillo. 
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Fallo  de  la  üuprcma  Corte 


Buenos  Aires,  Noviembre  16  de  1895. 

Vistos:  No  trayendo  gravamen  irreparable  el  auto  apelado  de 
foja  quince  vuelta  en  el  caso  ocurrente,  se  declara  mal  concedi- 
do el  recurso.  Devuélvanse,  debiendo  reponerse  los  sellos  ante  el 
inferior. 

LUIS  V.  VÁRELA.  —  ABEL  BAZAN.  — 
OCTAVIO  BUNGE.  —  JUAN  E.  TO- 
RRENT. 


CAUSA 


La  Compañía  de  Mandatos  y  Préstamos  contra  la  provincia  de 
Santa-Fé,  por  cobro  de  pesos;  sobre  diligencias  de  embargo, 
devengadas  por  el  escribano  don  Inocencio  Bustos. 


Sumario.  —  Los  derechos  del  escribano  por  diligencias  de  em- 
bargo deben  ser  regulados  con  arreglo  á  la  ley  número  3094. 
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Caso.  —  En  la  expresada  cansa  se  designó  al  escribano  don 
Inocencio  Bnstos  para  qne,  asociado  al  oficial  de  justicia  del 
jnzgado  de  Santa  Fé,  por  no  poder  asistir  el  secretario  de  éste, 
proceda  á  trabar  embargo  de  las  estaciones,  materiales,  etc.  de 
los  ferrocarriles  de  la  provincia. 

Practicada  la  diligencia  de  embargo,  el  escribano  Bnstos 
presentó  sn  cuenta  de  honoriarios.  La  parte  actora  sostuvo  que 
éstos  debían  pagarse  con  arreglo  al  arancel  de  la  ley  de  26  de 
agosto  de  1863. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 


BaeDos  Aires,  Noviembre  16  de  1895. 

Yistos  en  el  acuerdo  :  Estando  suprimidos  para  los  escriba- 
nos nacionales  los  derechos  de  arancel  establecidos  en  el  título 
primero  déla  ley  número  cuarenta  y  dos,  de  veinte  y  seis  de 
Agosto  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres ,  por  el  artículo  tercero 
de  la  ley  número  mil  ciento  noventa,  de  once  de  Agosto  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  dos,  en  cuyo  caso  el  escribano  comisiona- 
do para  la  diligencia  de  embargo,  ordenado  por  esta  Suprema 
Corte,  no  puede  hallarse  sujeto  á  dicho  arancel  para  la  aprecia- 
ción de  los  derechos  devengados  por  la  expresada  diligencia;  y 
corresponde  por  ello  que  se  regulen  en  la  forma  determinada 
por  la  ley  número  tres  mil  noventa  y  cuatro. 

En  consecuencia,  pasen  los  auto»  al  señor  Ministro  doctor 
Torrent  á  los  efectos  del  artículo  cuatro  de  la  citada  ley  número 
tres  mil  noventa  y  cuatro. 

LUISV.  VÁRELA. — ABELBAZAN. 
—  OCTAVIO  BUNGE .  —  JUAN 
£.  TORRENT. 
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CAUSA   €CD\1 


Don  Gabriel  Paz  contra  don  José  Navas,  por  entrega  de  un 

terreno;  sobre  deserción  de  recurso 


Sumario.  — El  término  parala  mejora  corre  desde  el  día  8i' 
guíente  de  la  notificación  del  auto  que  concede  el  recurso. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Noviembre  19  de  1895. 

Vistos  en  el  acuerdo:  Resultando  déla  providencia  de  foja 
ciento  seis  vuelta,  que  el  término  para  la  mejora  del  recurso  no 
se  concedió  con  la  cláusula  que  expresa  la  parte  de  Navas  Gar- 
cía, 7  siendo  de  ley  que  dicho  término  corre  desde  el  día  siguien- 
te de  la  notificación  del  auto  que  otorga  el  recurso,  en  cuyo  ca- 
so la  deserción  ha  sido  bien  decretada,  con  arreglo  á  las  cons- 
tancias de  la  causa,  no  ha  lugar,  con  costas,  á  lo  pedido  en  el 
escrito  de  foja  ciento  cincuenta  y  seis.  Devuélvanse. 

LUIS  V.  VÁRELA.  —  ABEL  RAZAN.  — 
OCTAVIO  BUNGE. — JUAN  E.  TO- 
RREN!. 
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CAUSA   CCCXII 


FurladOf  Díaz  y  C  contra  don  Juan  Simón,  por  cobro  de  pesos; 

sobre  competencia 


Sumario. — La  palabra  vecinos  de  diferentes  provincias  em- 
pleada en  el  artículo  100  de  la  constit ación,  se  refiere  á  los  na- 
cionales y  no  á  los  extranjeros. 


Caso,  —  Resulta  de  las  siguientes  piezas  : 


Fallo  del  Jues  Federal 


Tucuman,  Febrero  18  de  1893. 

Autos  7  vistos :  Considerando  que  según  el  telegrama  de  fo- 
ja 14,  presentado  por  el  mismo  demandante,  la  sociedad  en  cuyo 
nombre  se  presenta,  se  compone  de  extranjeros,  y  siendo  extran- 
jero también  el  demandado,  don  Juan  Simón,  según  así  resulta 
del  escrito  de  demanda,  de  acuerdo  con  el  artículo  10  de  la  ley 
de  jurisdicción  y  competencia  de  14  de  Setiembre  de  1863,  se 
declara  que  el  presente  caso  no  cae  bajo  la  jurisdicción  de  este 
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Juzgado,  7  oourra  el  demandante  donde  corresponda.  Hágase 
saber  y  repónganselos  sellos. 

Del  fin  Oliva, 


VISTA  DEL  S£ÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Marzo  28  de  1893. 
Suprema  Corte: 

La  razón  comercial  demandante  en  esta  causa,  se  forma,  se- 
gún el  telegrama  de  foja  14,  de  personas  de  nacionalidad  ex- 
tranjera, j  el  demandado  lo  es  también,  según  exposición  de 
foja  8. 

No  surge  entonces  el  fuero  federal  por  causa  de  la  diversa  na- 
cionalidad de  los  litigantes,  á  que  se  refieren  ios  artículos  2  y 
iO  de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  la  justicia  na- 
cional. 

Pero,  según  la  exposición  del  poder  de  foja  l'^jlas  cuentas  co- 
rrientes de  fojas  3  y  4,  y  referencias  de  foja  5,  la  razón  deman- 
dante tiene  su  domicilio  establecido  en  la  capital  federal,  mien- 
tras que  el  demandado  es  vecino  de  la  provincia  de  Tucuman, 
según  afirmaciones  de  la  demanda. 

En  este  caso,  y  por  razón  de  la  diversidad  de  domicilio,  esta 
causa  podría  caer  bajo  la  jurisdicción  federal,  según  el  inciso 
2^  del  artículo  2^  de  la  ley  citada  que  se  refiere  expresamente  & 
las  causas  en  que  sean  parte  un  vecino  de  la  provincia  en  que  se 
suscite  el  pleito  y  un  vecino  de  otra. 

Por  ello  opino  por  la  revocación  del  auto  recurrido  de  foja  2. 

Sabiniano  Kier. 
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Fallo  de  la  üuprema  Corte 


Buenos  Aires,  Noviembre  19  de  1895. 

Yistos  y  consideTaixIo :  Que  de  las  constancias  de  autos  re- 
sulta que  tanto  el  demandante  como  el  demandado  son  extran- 
jeros, aunque  Tecinos  de  diferentes  provincias. 

Que  para  sostener  la  competencia  de  los  Tribunales  Federa- 
les se  invoca  el  texto  del  artículo  cien  de  la  Constitución  nacio- 
nal cuando  declara  que  c  corresponde  á  la  Corte  Suprema  y  los 
tribunales  inferiores  de  la  Nación,  el  conocimiento  y  decisión 
de  todas  las  causas...  entre  vecinos  de  diferentes  provincias», 
asi  como  el  inciso  segundo  del  artículo  segundo  de  la  ley  de  juris- 
dicción y  competencia  que  establece  que  corresponden  al  fuero 
federal  das  causas  civiles  en  que  sean  partes  un  vecino  de  la 
provincia  en  que  se  suscita  el  pleito  y  un  vecino  de  otra  ». 

Que  si  bien  en  ambas  disposiciones  el  empleo  de  la  palabra 
vecino  y  ha  podido  dar  lugar  á  creer  que  ellas  comprenden  á  to- 
dos los  habitantes  de  las  distintas  provincias,  sin  tener  en  cuen- 
ta su  nacionalidad  y  considerando  sólo  el  hecho  de  la  vecindad, 
semejante  inteligencia  no  puede  hoy  sostenerse  con  éxito  des- 
pués de  la  invariable  interpretación  que  esta  Suprema  Corte  ha 
dado  á  esa  voz  durante  más  de  treinta  años. 

Que  habiendo  esa  jurisprudencia  venido  á  determinar  que  en 
el  espíritu  de  los  constituyentes  y  de  los  legisladores  el  empleo 
de  la  palabra  vecino  en  los  artículos  cien  de  la  Constitución,  y 
dos,  inciso  segundo  de  la  ley  de  catorce  de  Setiembre  de  mil  ocho- 
cientos sesenta  y  tres,  ha  sido  sólo  en  un  sentido  restrictivo,  y 
aplicable  exclusivamente  á  los  ciudadanos  vecinos  de  distintas 
provincias,  no  es  dable  venir  á  buscar,  después  de  tan  larga  sé- 
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ríe  de  resoluciones,  una  interpretación  distinta  de  la  que  ellos 
han  consagrado  con  el  derecho  constitucional  del  pais. 

Por  estos  fundamentos:  se  confirma,  con  costas,  el  auto  ape- 
lado de  foja  diez  y  nueve  vuelta.  Kepuestos  los  sellos,  devuél- 
vanse. 

LUIS  V.  VÁRELA. — ABEL  BAZAN. 
—  OCTAVIO  BCNGE.  —  JUAN  K. 
TORRENT. 


CAUfi^A  4;ccxiii 


Donjuán  Álberli  contra  don  Adolfo  Kratzenstein,  por  cobro 
de  pesos;  sobre  presentación  de  un  testigo  y  alegato 


Sumario,  —  No  puede  declararse  perdido  el  derecho  de  ale- 
gar j  de  presentar  un  testigo,  si  la  parte  no  ha  sido  notificada 
del  certificado  sobre  vencimiento  del  término,  y  si  el  testigo 
presentado  oportunamente  no  fué  citado  por  omisiones  de  la  se- 
cretaría. 


Caso.  —  Kesulta  de  las  siguientes  piezas : 
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INFORME  DEL   SECRETARIO 


Buenos  Airesi  Julio  16  de  1895. 
Señor  Juez : 

En  cumplimiento  de  lo  ordenado  por  Y.  S.  en  el  decreto  de 
foja. . .  debo  informar  lo  siguiente: 

Qae  á  foja 20  vuelta  de  los  presentes  autos  y  con  fecha  1^  de 
Diciembre  del  año  ppdo.,  fué  recibida  esta  causa  á  prueba  por 
15  días  comunes  y  prorrogables,  habiendo  el  demandante  señor 
Alberti  solicitado  áfoja  24  fuese  prorrogado  dicho  término  por 
todo  el  de  la  ley,  el  que  fué  concedido  ¿  foja  24  vuelta,  resultan- 
do que  el  término  común  de  prueba  empezó  á  correr  desde  el  día 
12  de  Diciembre  del  mismo  año  y  venció  el  18  de  Febrero  del 
corriente  año. 

Dentro  del  término  de  prueba,  según  consta  á  foja  24,  el  señor 
Alberti  presentó  los  siguientes  testigos:  Juan  Baulay,  Juan 
Chelio  y  José  Zaninotti,  habiéndolos  dos  últimos  prestado  de- 
claración el  día  18  de  Febrero  del  corriente  año  presentados 
por  la  parte*  no  así  el  testigo  P^anlay,  por  cuanto  no  fué  noti- 
ficado. 

A  foja  42  el  demandante  Alberti  pidió  fuese  citado  en  forma 
el  testigo  Raulay  para  que  compareciese  al  juzgado  á  prestar  de- 
claración en  la  audiencia  que  se  señalase,  debiendo  hacérsele  la 
notificación  en  la  calle  Balcarce  número  1008;  pero  por  un  error 
de  la  oficina  se  le  pasó  cédula  en  el  primitivo^  denunciado  en  la 
nómina  de  foja  27,  calle  Balcarce  número  1053,  donde  se  infor- 
móque  dicho  testigo  no  vivía  allí,  según  consta  de  las  diligencias 
de  foja  45  vuelta. 

A  foja  47  la  parte  demandada  presenta  su  alegato  en  vista  de 
estar  vencido  el  término  de  prueba,  según  resulta  del  certificado 
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de  foja  43,  el  que  se  manda  agregar  con  noticia  contraria,  según 
consta  á  foja  48  vuelta^  de  cuyo  auto  se  notificó  el  demandante 
Alberti  con  fecha  27  de  Marzo  del  corriente  año ;  siendo  de  adver- 
tir que  no  ha  sido  notificado  del  certificado  del  actuario  corriente 
á  foja  43,  en  que  se  da  cuenta  de  estar  vencido  el  término  de 
prueba^  y  los  autos  se  encuentran  en  secretaría  á  los  efectos  del 
artículo  i77  de  la  ley  nacional  de  procedimientos. 

A  foja  50  y  con  fecha  23  de  Marzo  le  acusa  el  demandado  re- 
beldía al  demandante,  por  no  haber  presentado  su  alegato,  cuyo 
término  venció  el  19  de  Marzo,  y  el  juzgado  provee  de  confor- 
midad á  foja  50  vuelta  con  fecha  27  de  Marzo,  siendo  notificado 
el  demandante  Alberti  de  la  rebeldía  acusada,  el  i^de  Abril  del 
corriente  año. 

A  foja  51  insiste  Alberti  en  que  sea  citado  el  testigo  Baulay 
en  la  calle  Balcarce  número  1008,  y  el  Juzgado  con  fecha  29  de 
Marzo  no  le  hace  lugar  por  estar  agregadas  las  pruebas  produci- 
das; de  cuyo  decreto  se  notificó  Alberti  el  1^  de  Abril,  y  pide  re- 
vocatoria de  dicho  auto  el  día  2  de  Abril,  de  laque  se  da  traslado 
al  demandante,  el  que  lo  contesta  á  foja 56  oponiéndose  ala  re- 
vocatoria. 

Es  todo  cuanto  tengo  que  informará  Y.  S. 

E.  M.  Zavalía. 


Fallo  del  Juez  Vederal 

fiuenos  Aires,  Julio  17  de  1895. 

Y  vistos:  Por  lo  que  resulta  del  precedente  certificado  del  ac- 
tuario y  considerando  : 

1°  Que  el  término  para  alegar  no  se  halla  vencido  respecto 
de  Alberti,  por  cuanto  no  se  le  ha  notificado  el  respectivo  certi- 
ficado. 


DE  JUSTIGU  NACIONAL  173 

2^  Qae  el  testigo  Raalay,  ofrecido  en  tiempo  hábil^  no  ha  sido 
examinado  por  no  haberse  hecho  la  citación  correspondiente  en 
el  nuevo  domicilio  indicado  en  el  escrito  de  foja... ;  revócase  por 
contrario  imperio  la  providencia  de  foja  29  vuelta,  y  en  conse- 
cuencia señálasela  audiencia  del  día  24  del  corriente  mes  á  las 
2  p.  m.  para  que  declare  el  testigo  Banlay^  á  quien  se  le  citará 
en  forma  con  ese  objeto.  Repónganse  las  fojas. 

Juan  del  Campillo. 


Fallo  de  la  Suprema  C^rte 

Baezjos  AireSi  Noviembre  19  do  1895. 

Vistos  y  considerando  :  Que  la  providencia  de  foja  cuarenta 
y  dos  vuelta,  mandando  citar  al  testigo  Baulay,  recaída  en  el 
escrito  de  foja  cuarenta  y  dos,  en  que  se  rectificaba  el  domicilio 
de  éste,  ha  sido  consentida  por  parte  del  recurrente,  no.obstan- 
te  de  haberse  presentado  aquel  escrito  después  de  vencido  el 
término  de  prueba. 

Que  si  no  se  ha  dado  cumplimiento  á  dicha  providencia  de  fo- 
ja cuarenta  y  dos  vuelta,  es  por  las  omisiones  de  secretaría,  de 
que  instruye  el  informe  de  foja  sesenta  y  cuatro,  no  siendo  por 
tanto  imputable  ala  parte  actora  la  incomparecencia  del  mencio- 
nado testigo . 

Poi  estos  fundamentos  y  los  del  auto  apelado  de  foja  sesenta 
y  seis^  se  confirma  éste  con  costas.  Repuestos  los  sellos^  devuéU 
vanse« 

LUIS  V.  VÁRELA.  —  ABEL  BAZAN.  — 
OCTAVIO  BUNGE.  —  JUAN  E.  TO- 
RRENT. 
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Criminal   contra  León  Dupü  y  otros,  por  sustracción  de 

efectos  en  los  depósitos  de  aduana 


Sumario.  — Debe  confirmarse  la  sentencia  que  condena  al 
reo  convicto  7  confeso  del  delito  acusado. 


Caso.  —  Lo  explica  el 


Fallo  del  Juez  Federal 


Buenos  Aires,  Setiembre  19  de  1895. 

Vistos  :  estos  autos  seguidos  contra  León  Dapit,  de  28  años, 
casado,  argentino,  empleado  como  gnarda  almacén  de  la  adua- 
na, domiciliado  en  la  calle  de  Perú  868;  José  Maoias,  argentino 
casado,  de  45  años,  empleado  como  guarda  almacén  de  la  adua- 
na de  la  Capital,  domiciliado  en  la  callo  Bolivar  1554  y  Augus- 
to Villegas^  oriental,  de  32  años  de  edad,  casado,  empleado  co- 
mo guarda  almacén  en  la  aduana  de  la  Capital,  domiciliado  en 
calle  Cerrito  367^  por  sustracción  de  revólvers  existentes  en  los 
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depósitos  de  la  aduana  de  la  Capital,  de  los  cuales  resultan  los 
siguientes  antecedentes : 

A  foja  1^  se  presentó  ante  la  comisaría  14*^  de  la  Policía  de  la 
Capital,  don  José  Foodts,  representante  de  la  agencia  maríti- 
ma de  los  señores  Maumus  y  Dodero,  manifestando  que  por 
cuenta  de  los  señores  Bassetti  y  C%  dueños  déla  armería  de  Pa- 
rís, habían  despachado  en  la  aduana  un  cajón  conteniendo  revól- 
Ters  Smith  Wesson,  habiéndose  notado  en  el  acto  de  la  apertu- 
ra del  cajón,  que  éste  en  lugar  de  los  64  revólvers  que  debía 
contener,  sólo  contenía  47,  habiendo,  por  lo  tanto,  sido  sustraí- 
dos los  restantes. 

Que  con  tal  motivo  se  practicaron  privadamente  averigua- 
ciones en  las  armerías  de  esta  ciudad,  y  al  fin  se  descubrió  que 
el  procesado  León  Dupit  había  ofrecido  en  venta,  en  una  arme- 
ría de  la  calle  Moreno,  revólvers  con  la  misma  marca  y  nume- 
ración que  los  faltantes,  por  cuyo  motivo,  simulando  tomárselos 
en  venta,  se  dio  aviso  á  la  Policía,  la  cual  detuvo  á  Dupit  en  el 
acto  de  hacer  la  entrega  de  los  revólvers,  secuestrándole  los  10 
que  tenía  consigo  en  aquel  acto. 

Que  Dupit,  que  resultó  ser  empleado  como  guarda  almacén 
en  la  aduana  de  la  Capital,  confesó  que  efectivamente  había 
sustraído  los  revólvers,  y  agregó  qua  lo  había  hecho  en  compli- 
cidad con  otros  empleados  de  la  misma,  que  resultaron  ser  los 
procesados  José  Macias  y  Augusto  Yillegag.  Termina  Poodts 
manifestando  que  avalúa  los  revólvers  sustraídos  en  400  pesos. 

Que  esta  exposición  resulta  comprobada  en  la  parte  pertinente 
por  las  declaraciones  prestadas  en  el  sumario  por  Carlos  Basse- 
tti (foja  4  vuelta)  y  Carlos  Herfst  (foja  7)  y  demás  testigos. 

Que  por  su  parte  Dupit  después  de  confesar  y  retractarse  lue- 
go en  cuanto  á  la  culpabilidad  de  Villegas  y  Madias  en  la  sus- 
tracción denunciada,  reconociéndose  sin  embargo  como  partici- 
pante en  ella,  concluyó  por  declarar  que  lo  había  efectuado  en 
connivencia  con  aquellos  dos  empicados,  quienes  niegan    sin 
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embargo  haber  tenido  participación  alguna,  manifestando  Ma- 
clas á  foja  11 ,  que  si  bien  Cs  cierto  que  tuvo  en  su  poder  alguno 
de  ios  revólvers  sustraidos  por  Dnpit,  fué  inocentemente  y  por 
que  éste  le  pidió  que  le  guardara  un  paquete  que  resultó  después 
contener  dichos  revólvers. 

Por  su  iado  el  procesado  Augusto  Villegas,  á  foja  i%  niega 
también  tener  participación  alguna  en  el  hecho,  manifestando 
que  ún  revólver  que  resultó  en  su  poder,  de  los  sustraidos,  lo 
tenía  por  habérselo  regalado  Dupit^  sin  avisarle  de  donde  !o  ha- 
bía obtenido. 

Después  de  practicados  en  el  sumario  las  diligencias  condu- 
centes á  la  averiguación  de  los  hechos  denunciados,  el  Procu- 
rador Fiscal  dedujo  á  foja  52  vuelta  su  acusación,  pidiendo  con- 
tra Dupit  la  pena  establecida  en  el  inciso  1^  artículo  139  del  Códi- 
go Penal,  y  contra  Villegas  y  Macias  como  cómplices  en  primer 
grado,  la  que  impone  el  inciso  6*^  artículo  34  del  mismo  Código. 

Corrido  traslado  de  la  acusación  contestó  el  defensor  de  Ma- 
cias, foja  59,  el  de  Villegas,  foja  73,  y  el  de  Dupit,  foja  86,  pi- 
diendo los  dos  primeros  la  absolución  de  sus  defendidos  y  el  úl- 
timo la  aplicación  del  mínimnn  de  la  pena  fijada  por  el  inciso  1** 
artículo  193,  Código  Penal.  Recibida  la  causa  á  prueba  se  pro- 
dujo la  que  consta  de  foja. . .  á  foja. . .  de  estos  autos. 

Y  considerando  :  Que  según  constado  autos,  10  de  los  revól- 
vers sustraidos  le  fueron  secuestrados  al  procesado  Dupit  en 
circunstancias  que  éste  los  ofrecía  en  venta  en  una  armería. 

Que  tanto  en  su  declaración  de  foja  8  vuelta  como  en  la  pro- 
testa ante  el  juzgado  á  foja  20,  Dupit  ha  confesado  su  participa- 
ción en  el  delito  de  la  sustracción  de  los  revólvers;  si  bien  en  la 
primera  se  dijo  autor  úaico  del  hecho,  y  en  la  segunda  modi- 
ficó esta  confesión,  manifestando  que  había  efectuado  la  sus- 
tracción conjuntamente  y  de  común  acuerdo,  él,  Dupit,  y  los 
procesados  Villegas  y  Macias. 

Que  la  participación  en  el  hecho  atribuida  á  éstos,  no  resulta 
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justificada  de  las  constancias  de  autos :  obrando  sólo  como  in- 
dicios al  respecto:  el  haberse  encontrado  uno  de  los  revólvers 
sustraidos  enpoder  de  Villegas  y  cinco  en  poder  de  Maclas,  y  el 
puesto  que  ellos  ocupaban  en  el  depósito,  donde  la  sustracción 
se  llevó  á  efecto. 

Que  esa  posesión  de  algunos  de  los  revolverá  sustraidos,  ha 
sido  explicada  por  Villegas  y  Maclas  de  una  manera  verosímil, 
del  todo  concordante  con  la  primera  declaración  de  Dupit,  de 
foja  8  vuelta;  y  no  hay  en  autos  elementos  que  la  contradigan 
fuera  de  la  imputación  misma  del  procesado  Dupit,  hecha  en  su 
segunda  declaración;  no  resultando  prueba  de  cargo  eficaz  de 
las  declaraciones  del  plenario. 

Que  á  esto  se  agregan  los  informes  y  declaraciones  según  las 
cuales  Villegas  y  Macias  son  antiguos  empleados  que  han  ob-» 
servado  siempre  una  buena  conducta,  lo  que  constituye  una 
presunción  favorable  á  ellos  y  contraria  á  la  imputación;  pues 
en  vista  de  tales  antecedentes  aparece  improbable  que  hayan 
sido  cómplices  en  una  sustracción  avaluada  por  menos  de  400 
pesos  por  los  mismos  perjudicados. 

Que  en  atención  á  este  valor,  corresponde  aplicar  á  Dupit,  co- 
mo culpable  déla  sustracción,  la  pena  establecida  en  el  artículo 
193,  inciso  I"",  del  Código  Penal,  teniéndose  además  en  cuenta 
su  calidad  de  empleado  publico  cuando  cometió  el  delito. 

Por  estos  fundamentos,  fallo:  absolviendo  de  culpa  y  cargo 
á  los  procesados  Villegas  y  Macias,  y  condenando  al  procesado 
Dupit  á  10  meses  de  arresto  y  al  pago  de  las  costas  del  juicio. 
De  la  pena  impuesta,  se  deducirá  el  tiempo  de  prisión  preventiva 
sufrida  por  el  condenado,  en  los  términos  del  artículo  49  del 
Código  Penal.  Notifíqnese con  el  original  y  en  oportunidad  lí- 
brense las  órdenes  conducentes  al  cumplimiento  de  esta  senten- 
cia,  cancelándose  las  fianzas  otorgadas  para  la  excarcelacíoD 
de  Villegas  y  Macias. 

J.  V.  Lalanne, 

T.  III  12 
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CAUSA 


Don  H.  Brisson,  contra  don  Valentín  Orlelli  y  otros,  por  falsi- 
ficación de  marca  de  fábrica;  sobre  desistimiento 


Sumario.  —  El  demandado  qae  ha  consentido  el  auto  admi- 
tiendo el  desistimiento  de  la  querella,  no  puede  pedir  revoca- 
toria del  mismo,  y  solicitar  se  pronuncie  á  su  respecto  sobre- 
seimiento definitivo. 


Caso.  —  Resulta  de  las  siguientes  piezas  : 


PETICIÓN 


Buenos  Aires,  Junio  28  de  1895. 

Señor  Juez  Federal  : 

Joseph  Brisson,  en  representación  de  H.  Brisson,  en  los  au- 
tos seguidos  contra  Valentín  Ortelli,  M.  Fernandez  y  otros,  por 
falsificación  de  una  marca  de  fábrica^  á  Y.  S.  expongo: 

Que  me  he  notificado  de  la  contestación  al  traslado  de  la  de- 
manda interpuesta  en  estos  autos,  hecha  por  los  señores  Te- 
jaira  y  M.  Fernandez,  en  representación  de  Valentín  Ortelli, 
y  de  las  demás  diligencias  practicadas. 
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Por  medio  del  presente  escrito  vengo  á  desistir  de  la  de- 
manda entablada  contra  don  Yaientin  Ortelli,  pues  aan  cuando 
se  tenían  vehementes  sospechas  de  la  complicidad  de  dicha  per- 
sona, por  haber  visto  subir  de  la  casa  de  dicho  señor  á  los  auto- 
res del  delito  con  paquetes  y  haber  observado  otros  hechos  que 
lo  comprometían,  no  contamos  con  la  suñciente  prueba  para 
demostrar  sn  coparticipación  en  el  hecho  de  la  falsificación. 
Un  error  de  esta  naturaleza  es  explicable  en  casos  como  el  pre- 
sente y  desde  ya  protestamos  en  contra  de  cualquiera  suposi- 
ción de  mala  fé  por  nuestra  parte,  así  como  garantimos  que  no 
hemos  causado  perjuicio  alguno  al  señor  Ortelli. 

Al  mismo  tiempo  vengo  á  acusar  rebeldía  á  don  Macedonio 
Díaz  y  don  M.  Fernandez  por  no  haber  contestado  la  demanda 
dentro  del  término  legal*  y  en  cuanto  á  la  mujer  D*  Francisca 
de  Nicolai^  cuyo  nuevo  domicilio  no  se  conoce,  Y.  S.  se  ha  de 
servir  ordenar  se  continúe  este  juicio  sin  tomar  en  cuenta  á  la 
demandada,  pues  sería  inoficioso  recurrir  al  defensor  de  ausen- 
tes, medida  que  complicaría  este  juicio  innecesariamente,  des- 
de que  yo  no  considero  necesario  que  se  le  condene.  Advierto 
al  juzgado  que  esta  declaración  no  importa  mi  desistimiento, 
pero  sí  un  compromiso  de  no  hacer  uso  de  mi  acción  contra  di- 
cha persona,  para  que  pueda  continuar  el  juicio.  Queda  así 
observada  la  nota  que  corre  á  foja  46  vuelta. 

Por  tanto  á  Y.  S.  pido  : 

1^  Se  sirva  aceptar  el  desistimiento  de  la  acción  contra  Ya* 
lentin  Ortelli; 

2^  Dé  por  decaído  el  derecho  de  contestar  la  demanda  á  don 
Macedonio  Díaz  y  á  don  M.  Fernandez; 

3^  Se  siga  el  juicio  sin  tener  en  cuenta  la  demanda  contra 
D*  Francisca  de  Nicolai. 

Pérez  Gomar. — Joseph  D.  Brisson. 
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Auto  del  JíueB  Federal 

Buenos  Aires,  Julio  2  de  1895. 

,  Admítese  en  caanto  ha  lagar  el  desistimiento  hecho  en  el 
precedente  escrito  respecto  de  la  parte  de  Ortelli,  siendo  á  car- 
go del  actor  las  costas  correspondientes.  Intímese  á  los  deman- 
dados Macedonio  Díaz  y  Manuel  Fernandez  contesten  la  de- 
manda, dentro  de  veinte  y  cuatro  horas,  bajo  apercibimiento 
de  darla  por  contestada  en  su  rebeldía.  Téngase  por  eliminada 
de  la  demanda^  como  se  pide,  á  la  señora  de  Nicolai. 

Lalanne. 

RECURSO 

Buenos  Aires,  Setiembre  de  1895. 
Señor  Juez  Federal : 

Benjamín  Fernandez,  con  domicilio  legal  en  la  calle  Bolívar 
número  256,  por  don  Valentín  Ortelli,  á  mérito  del  poder  que 
acompaño,  en  la  causa  criminal  que  le  ha  promovido  calumnio- 
samente don  Henry  Brisson,  ante  I09  respetos  de  Y.  S.  pidien- 
do justicia  ocurro  y  digo  : 

En  13  de  Marzo  del  presente  año  fué  sorprendido  el  juzgado 
de  Y.  S.  con  una  querella  por  supuesta  falsificación  de  la  marca 
de  los  cigarrillos  «Atorrantes». 

No  he  pretendido  averiguar  si  la  acusación  era  fundada  6  ca- 
recía de  todo  fundamento,  como  es  presumible.  Lo  que  si  afirmo 
ahora  como  antes,  es  que  mi  mandante  ha  sido  calumniado  con 
la  vana  esperanza  de  que  la  calumnia  quedaría  impune  median- 
te la  farsa  del  desistimiento  también  calumnioso. 
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£q  efecto,  en  28  de  Janio  de  este  mismo  año  se  presentó  el 
señor  Henry  Brisson,  por  medio  de  su  apoderado,  declinando  de 
su  acción  contra  mi  mandante,  conforme  al  artículo  173  del 
Código  de  Procedimiento  Criminal. 

Bien  sabe  T.  S.  y  consta  del  samarlo  que  de  todas  las  dili- 
gencias seguidas  para  la  comprobación  del  hecho  delictuoso,  no 
se  ha  encontrado  un  indicio  siquiera  que  pudiera  perjudicar  el 
buen  nombre  de  Jon  Valentín  Ortelli.  £n  vano  se  le  ha  parali- 
zado su  trabajo  por  medio  de  las  al&rmas  y  la  desconfianza  que 
se  producen  cuando  se  acusa  criminalmente  al  jefe  de  un  esta- 
blecimiento comercial  repatado  y  respetado;  en  vano  se  ha  pro- 
cedido al  embargo,  causándole  daños  y  perjuicios  irreparables  y 
en  vano  se  ha  pedido  el  secuestro,  porque  en  la  casa  no  se  ha 
podido  hallar  nada,  absolutamente  nada,  que  hiciera  presumir 
la  huella  ya  que  no  el  cuerpo  del  delito,  base  del  procedimiento 
en  materia  criminal,  conforme  al  artículo  207. 

y.  S.  ha  admitido  el  desistimiento  por  su  auto  de  2  de  Julio 
de  este  mismo  año.  He  esperado  el  sobreseimiento  deñnitivo, 
para  fundar  mis  acciones  civiles  y  criminales  y  como  ahora  no 
se  ha  producido,  vengo  á  pedir  á  V.  S.  que  usando  de  la  fucul- 
tad  que  le  confiere  el  artículo  432,  por  estar  comprendido  el 
caso  en  el  inciso  3^  del  artículo  433,  pronuncie  sobreseimiento 
definitivo  conforme  á  los  artículos  439  y  437^  y  con  formal  y  ex*- 
presa  declaración  de  dejarme  á  salvo  las  acciones  de  los  incisos 
1^  y  3^  del  artículo  496,  todos  del  Procedimiento  Criminal. 

Así  será  justicia. 

Benjamín  Fernandez» 


1 
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Fallo  del  Jíuea  Federal 


Buenos  Aires,  Setiembre  10  de  1895. 

No  siendo  procedente  lo  solicitado  en  el  precedente  escrito, 
atenta  la  naturaleza  de  la  causa,  y  estando  por  lo  demás  con- 
sentido el  auto  de  foja  57,  no  ha  lugar. 

Lalanne. 


Vallo  de  la  Suprema  Corte 

Baenos  Aires,  Noviembre  SI  de  1895. 

Vistos :  Habiéndose  deducido  la  petición  contenida  en  el  es- 
crito de  foja  sesenta  y  ocho,  mucho  después  de  estar  consentido 
7  ejecutoriado  el  auto  de  foja  cincuenta  y  siete,  se  confirma, 
con  costas,  el  apelado  de  foja  sesenta  y  nueve.  Bepuestos  los 
sellos,  devuélvanse. 

LUIS  V.  VÁRELA.  — ABEL BAZAN.  — 
OCTAVIO  BÜNGE.  —  JUAN  E.  TO- 
RRENT.  i 
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CAUSA  CCG.YYI 


Don  Hugo  Grüming,  por  su  esposa,  contra  el  Gobierno  de  la 
provincia  de  Santa  Fé,  por  cobro  de  pesos;  sobre  compe- 
tencia . 


Sumario. — La  majer  argentina  tiene  la  naoionulidad  del 
marido  extranjero  á  los  efectos  del  fuero. 


Caso.  —  Besnlta  del  . 


fPallo  4e  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Noviembre  2S  de  1895. 

Vistos  en  el  acnerdo :  Considerando :  Que  los  derechos  qne 
en  estos  antos  gestiona  don  Hugo  Grüming,  extranjero,  son  los 
que  atribuye  á  sn  esposa,  argentina,  contra  el  Gobierno  de  la 
provincia  de  Santa  Fé,  en  el  crédito  cuyo  pago  persigue. 

Que  esta  Suprema  Corte  tiene  declarado  qne  la  esposa  argen- 
tina tiene  la  nacionalidad  del  cónyuge  extranjero  á  los  efectos 
del  fuero. 
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Qae  siendo  la  demandada  la  provincia  de  Santa  Fé  y  el  de- 
mandante un  extranjero^  la  jurisdicción  originaria  de  esta  Su- 
prema Corte  es  procedente,  según  lo  establece  el  artículo  cien 
de  la  Constituccion  y  primero  de  la  ley  de  jurisdicción  y  compe- 
tencia de  los  Tribunales  federales. 

Que  cualquiera  que  sean  los  fundamentos  de  la  demanda  no 
es  ésta  la  oportunidad  de  juzgar  su  procedencia,  por  sólo  tratar- 
se de  resolver  sobre  la  competencia  de  la  Corte  para  entender 
en  esta  causa. 

Por  estos  fundamentos^  y  oído  el  señor  Procurador  General, 
se  declara  competente  esta  Suprema  Corte,  y  córrase  traslado 
de  la  demanda  de  foja  ciento  cuarenta  á  la  provincia  de  Santa 
Féy  librándoselos  oficios  correspondientes.  Repóngase  el  papel. 

LUIS  V.  VÁRELA.  —  ABEL  BAZAR. 
—  OCTAVIO  BUNGE.  —  JUAN 
E.  TORRENT. 


CAUSA  4 CCXYII 


Contra  Maumus  y  Dodero;  sobre  aplicación  de  multa 


Sumario.  —  Guando  no  se  trata  de  artículos  salidos  de  la 
aduana,  sino  de  infracción  de  sus  ordenanzas,  consistente  en 
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manifestar  carga  de  más,  la  adoana  tiene  derecho  de  imponer 
la  multa  de  20  pesos  por  cada  bulto. 


Caso.  — Lo  explican  las  siguientes  piezas: 


RESOLUCIÓN   DE  ADUANA 


Buenos  Aires,  Agosto  9  de  1894. 

Resaltando  de  los  informes  producidos  que  el  bnlto  mencio- 
nado en  el  parte  de  foja  i,  ha  resultado  de  más  en  la  descarga, 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  905,  resuelvo  aplicar 
una  multa  de  veinte  pesos  adjudicable  al  ñsco  por  el  bulto  ma- 
nifestado demás.  Hágase  saber,  pase  á contaduría á sus  efectos. 

S.  Baibiene. 

VISTA   FISCAL 


Buenos  Aires,  Marzo  6  de  1895. 

5enor  Juez  : 

Siendo  exacto  que  en  el  presente  asunto  se  trata  de  merca- 
derla  salida  de  la  aduana  anteriormente,  considero  que  por  el 
texto  del  artículo  1034  de  las  ordenanzas  de  aduana,  la  resolu- 
ción aduanera  de  foja  3  vuelta  no  ha  podido  dictarse  por  ella ; 
en  consecuencia,  sírvase  Y.  8.  declararla  nula  y  mandar  instruir 
el  respectivo  sumario,  á  fin  de  constatar  la  defraudación  de 
que  se  trata. 

J.  Boiet. 
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Falto  del   Juez  Federal 


Buenos  Aires,  Marzo  22  de  1895. 

T  vistos :  Considerando  en  cuanto  al  recurso  de  nulidad  in- 
terpuesto respecto  de  la  resolución  de  foja  3  vuelta:  que  no  es 
de  aplicación  en  el  presente  caso  lo  dispuesto  en  el  artículo  1034 
de  las  Ordenanzas  de  aduana,  pues  la  infracción  denunciada 
áfojal,  no  reza  con  la  mercadería  salida  de  la  jurisdicción 
de  la  Aduana,  siendo  así  que  ella  consiste  en  haberse  mani- 
festado un  bulto  que  no  ha  aparecido  en  la  descarga;  se  re- 
suelve que  no  es  procedente  la  declaración  de  nulidad  solici- 
tada. 

Considerando  en  cuanto  á  la  apelación  :  que  la  resolución 
recurrida  se  ajusta  estrictamente  á  lo  preceptuado  en  el  artícu- 
lo 905  de  las  citadas  ordenanzas,  sin  que  pueda  ser  un  óbice  á 
su  aplicación  el  pago  de  derechos  del  bulto  de  la  referencia  que 
dice  haber  hecho  el  interesado,  lo  que  en  todo  caso  habilitaría 
á  éste  para  solicitar  si  fuere  procedente,  la  devolución  de  lo 
pagado  indebidamente . 

Por  estos  fundamentos  y  los  de  la  resolución  de  foja  8  vuel- 
ta, se  confirma,  con  costas,  la  apelada  de  foja  3  vuelta.  Repón- 
gase el  papel;  y  en  oportunidad  devuélvanse  los  autos  á  la  Adua- 
na á  los  efectos  que  corresponda, 

J.  V.  Lalanne. 
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VISTA   DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Bueno3  Aires,  Noviembre  12  de  1895. 
Suprema  Corte : 

Es  un  hecho  ayeriguado  y  reconocido  además  por  los  agentes 
del  vapor  «Bennion»,  qae  ha  dejado  de  introducirse  al  depósito 
de  aduana,  uno  de  los  bultos  expresados  en  el  manifiesto  de 
carga. 

No  tratándose  de  artículo  salido  de  la  aduana,  sino  de  una 
infracción  de  las  ordenanzas,  consistente  en  manifestar  carga 
de  más,  resulta  rigurosamente  aplicable  la  penalidad  del  artí* 
culo  905  de  las  ordenanza^.  A  ello  no  obstan  los  dos  años  que 
se  dicen  transcurridos  desde  la  fecha  del  despacho;  puesto  que 
en  cualquier  caso,  la  reclamación  de  la  aduana,  al  respecto, 
resulta  dentro  de  los  términos  de  los  artículos  426  y  433  de  las 
ordenanzas . 

Por  ello  solicito  de  Y.  E.  la  confirmación  de  la  sentencia 
recurrrida  de  foja  22  vuelta, 

Sabiniano  Kier, 


Wmiim  4e  la  Wmpwemm  €«rte 


Vistos:  De  conformidad  con  lo  ezpue<iUj  y  phfM^f  por  el  %^:úfpr 
Procarador  General  en  su  jUíjl  de  foja  treinta  j  ocho,  j  por  nat^ 
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fundamentos :  se  confirma  con  costas  el  auto  de  foja  veintidós 
Tuelta;  y  respoesto  los  sellos,  devuélvanse. 

LDIS  V.  VÁRELA.  —  ABEL  RAZAN.  — 
OCTAVIO  BURGE.  —  JUAN  E.  TO- 
RRENT. 


CAUSA  tJCCXYIII 


Don  Valerio  Chaves,  en  recurso  de  hecho  contra  sentencia  de  los 

Tribunales  de  la  Capital 

Sumario.  —  No  procede  el  recurso  del  artículo  14  de  la  ley 
sobre  jurisdicción  y  compentencia  de  los  tribunales  nacionales» 
cuando  se  trata  de  la  aplicación  de  las  leyes  comunes  y  de  pro- 
cedimiento. 


Caso,  —  Lo  explica  el  siguiente 


RECURSO 

Buenos  Aires,  Noviembre  36  de  1895. 

Suprema  Corte: 

Valerio  P.  Chaves,  ante  V.  E.  como  mejor  proceda,  comparez- 
co y  expongo : 
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Qae  he  seguido  autos  ante  el  señor  Juez  de  Gomeroio  doctor 
Peyret  y  ante  la  Cámara  de  Apelaciones  en  lo  comercial,  para 
comprobar  que  no  obstante  haber  sido  declarado  en  quiebra, 
no  he  sido  ni  soy  comerciante. 

Como  de  la  declaratoria  mencionada  pueden  sobrevenir  con- 
secuencias penales  y  civiles  que  quiero  prevenir  en  ejercicio  de 
una  garantía  constitucional  que  ampara  mis  bienes  y  mi  liber- 
tad, de  los  cuales  no  puedo  ser  privado  sin  juicio  previo,  pro- 
moví demanda  ordinaria  fundada  en  el  precepto  constitucio- 
nal respectivo,  pidiendo  me  fuera  admitida  la  prueba  legal  del 
hecho;  pero  tanto  en  primera  como  en  segunda  instancia  se 
ha  resuelto  que  no  puedo  promover  este  juicio  por  haber  con- 
sentido el  auto  de  quiebra. 

Creo  que  en  ambas  instancias  se  ha  confundido  el  recurso  con 
la  acción,  y  que,  si  es  verdad  que  no  puedo  usar  del  primero  por- 
que dejé  vencer  el  término  de  la  ley^  también  lo  es  que  no  exis- 
te disposición  legal  alguna  que  me  prohiba  usar  de  la  última,  á 
nombre  de  la  garantía  constitucional  invocada. 

De  la  resolución  de  la  Cámara  en  lo  Comercial  interpuse  re- 
curso de  apelación  para  ante  Y.  E.,  á  mérito  de  la  disposición 
déla  ley  de  septiembre  de  1863,  reproducida  en  la  ley  orgáni- 
nica  de  los  Tribunales,  y  me  ha  sido  denegado  el  recurso,  por 
lo  cual  recarro  directamente  á  Y.  E.,  pidiéndole  que  traídos 
los  autos,  se  sirva  declarar  concedida  la  apelación  y  revocar 
las  resoluciones  mencionadas,  mandando  admitir  y  sustanciar 
la  demanda  ordinaria  interpuesta. 

Sírvase  V.  E.  resolver  como  lo  solicito. 

Será  justicia,  etc. 

Constituyo  domicilio  legal  en  la  calle  de  Piedad  556,  escri- 
torio número  6. 

Valerio  P.  Chavez. 
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Resolución  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Noviembre  26  de  1895. 

Besultando  de  la  propia  exposición  de  la  parte,  qae  se  trata  de 
la  aplicación  del  Código  de  Comercio  y  del  Código  de  Procedi- 
mientos de  los  Tribunales  de  la  Capital,  en  so  caso^  y  no  estando 
comprendido  el  recurso  interpuesto  en  ninguno  de  los  incisos  del 
artículo  catorce  de  la  ley  de  jurisdicción,  y  con  arreglo  alo 
dispuesto  en  el  artículo  quince  de  la  misma,  se  declara  bien 
denegado  aquel.  Hágase  saber  y  archívese. 

LUIS  y.  VÁRELA.  —  ABEL  BA- 
ZAN.  —    OGTA\IO    BÜNGE. 


t^AVüA  €CC%1X 


Contra  Francisco  Sonsini,  por  tentativa  de  falsificación 
de  billetes  de  curso  legal;  sobre  excarcelación 

Sumario.  —  En  la  tentativa  de  falsificación  de  billetes  de 
curso  legal,  no  procede  la  excarcelación  bajo  fianza,  por  ser  el 
máiimun  de  la  pena,  impuesta  por  la  ley,  de  tres  años  de  traba- 
jos forzados. 
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Caso.  —  Lo  explica  el 


Fallo  del  Jlues  Federal 


Paraná,  Setiembre  18  de  1895. 

Vistos  7  resultando  :  Qae  Francisco  Sonsini,  coya  escarcela-* 
cion  bajo  fianza  se  solicita,  está  procesado  por  delito  de  falsifi- 
cación de  billetes  del  Banco  de  la  Nación. 

Que  si  bien  no  resulta  de  las  constancias  del  sumario  que  el 
delito  se  consumase,  está  comprobada  la  tentativa. 

Que  según  el  artículo  i%  inciso  2",  del  Código  Penal,  la  ten- 
tativa debe  castigarse  con  la  misma  pena  del  delito  consumado, 
disminuida  desde  una  cuarta  parte  basta  la  mitad .  Que  siendo 
la  pena  del  delito  de  falsificación  de  billetes  del  Banco  de  la 
Nación  de  cuatro  á  siete  años  de  trabajos  forzados,  según  la  ley 
penal  de  14  de  Setiembre  de  i  863  y  lo  que  al  respecto  dispone 
la  ley  de  Bancos  garantidos,  el  máximun  que  correspondería  á 
Sonsini  y  al  que  debe  atenderse  para  el  efecto  de  la  excarcela- 
ción (artículo  376  del  Código  de  Procedimientos)  sería  más  de 
tres  años  de  trabajos  forzados. 

Que  no  siendo  admisible  la  excarcelación  bajo  fianza  sino 
cuando  el  hecbo  que  motiva  la  prisión  sólo  tiene  pena  pecuniaria 
6  corporal  cuyo  máximun  no  exceda  de  dos  años  de  prisión,  no 
procede  en  este  caso. 

Por  estas  consideraciones,  resuelvo  no  bacer  lugar  á  la  excar- 
celación solicitada. 

T.  Pinto. 


T.  XII  13 
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YISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 

Baenos  Aires,  NoTiembre  15  de  1895, 
Suprema  Corte : 

Sonsini  aparece  gravemente  complicado  en  la  tentativa  de 
falsificación  de  billetes  de  banco  de  la  Nación  que  dio  cansa  á 
este  proceso.  Lo  demuestran  las  constancias  en  testimonios 
acompañados  á  fojas  25,  32,  37, 40,  52  y  57. 

No  es  procedente  graduar  en  el  estado  actual  del  sumario,  la 
extensión  de  la  responsabilidad  penal  por  esa  participación  en 
el  delito.  Tampoco  es  necesario  á  los  efectos  de  la  excarcelación. 

Sólo  cuando  el  hecho  que  motiva  la  prisión  tenga  pena  pecu- 
niaria, ó  menor  de  dos  años  de  prisión,  podrá,  decretarse  la  li- 
bertad provisoria,  según  el  artículo  376  del  Código  de  Procedi- 
mientos en  lo  Criminal. 

Como  ese  hecho,  en  el  caso,  es  la  tentativa  de  falsificación, 
que  tiene  mayor  pena,  según  las  leyes  citadas  en  el  auto  recu- 
rrido de  foja  94,  pido  áY.  E.  se  sirva  confirmarlo  por  sus  fun- 
damentos. 

Sabiniano  Kier. 


Fnllo  de  I»  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Noviembre  26  de  1895. 

Vistos :  De  conformidad  con  lo  expuesto  y  pedido  por  el  señor 
Procurador  General  y  por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con 
costas,  el  auto  apelado  de  foja  noventa  y  cuatro.  Devuélvanse. 

LUIS  V.  VÁRELA.  —  ABEL  BA- 
ZAN.  —  OCTAVIO  BUNGE.  — 
JUAN    E.   TOBREIfT. 
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CAUSA   CCJCXX 


Don  Jesús  Malpartida,  contra  don  José  A .  Velar,  por  cobro  de 
pesos  y  prescripción:  en  recurso  de  hecho  contra  sentencias 
de  los  Tribunales  de  la  Capital. 


Sumario.  — La  ley  de  moratorias  de  20  de  Junio  de  1891 
no  trata  de  la  prescripción  regida  por  las  leyes  de  fondo;  y  las 
sentencias  de  los  tribunales  locales  que  han  aplicado  dichas  le- 
yes  no  son  susceptibles  de  recurso  para  ante  la  Suprema  Cor* 
te  nacional. 


Caso.  —  Lo  explica  el  siguiente 


RECURSO 


Buenos  Aires,  Octubre  24  de  1895. 
Suprema  Corte : 

Jesús  Malpartida,  constituyendo  domicilio  San  Martin  nú- 
mero 76,  ante  V.  £.,  como  mejor  proceda,  digo : 
Que  ;omo  consecuencia  de  la  excepción  de  prescripción  opues- 
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ta  por  don  José  A.  Velar,  en  el  juicio  que  por  cobro  ejecuti- 
vo de  pesos  yo  le  promoví  ante  el  Juzgado  de  Comercio  á  car- 
''%o  del  doctor  Amuchástegui,  secretario  señor  Reiuoso,  evacuando 
el  traslado  que  en  su  virtud  oportunamente  se  me  confirió,  en  la 
petición  sobre  el  particular,  sostuve : 

a)  Que  era  un  hecho  sobre  el  cual  no  podía  admitirse  discu- 
sión que  el  documento  materia  de  la  demanda  tenía  dos  venci- 
mientos :  uno  ó  sea  el  primero,  el  estipulado  de  consuno  entre 
el  deudor  y  el  acreedor  en  el  pagaré  presentado;  jel  otro^  ó  sea 
el  segundo,  el  que  ha  venido  posterioripente  como  consecuencia 
de  la  prórroga  de  90 días,  impuesta  por  la  ley  nacional  de  20  de 
Junio  del  año  1891 ,  al  pagaré  de  la  referencia; 

b)  Que  entre  esos  dos  vencimientos,  para  los  efectos  de  la 
prescripción  invocada  por  el  deudor,  el  segundo  primaba  sobre 
el  primero,  en  atención  á  que  él  nacía  de  una  ley  de  orden  pú- 
blico, X)bligatoria  para  todos; 

e)  Que  como  consecuencia  lógica  de  esos  hechos,  la  prescrip- 
ción que  había  principiado  á  operarse  en  aquel  pagaré  había 
sido  interrumpida  por  la  prórroga  que  la  ley  recordada  impuso 
al  pagaré  mencionado; 

d)  Que  el  pagaré  exhibido,  creado  bajo  el  imperio  del  anti- 
guo Código  de  Comercio,  por  la  prórroga  que  le  impuso  la  ley 
recordada,  dado  su  carácter  de  obligación  vencida,  había  que- 
dado incorporado  á  la  nueva  legislación,  siéndole  por  consiguien- 
te aplicable  la  disposición  estatuida  en  el  artículo  848  del  ac- 
tual Código  de  Comercio; 

e)  Que  siendo  la  fecha  cierta  para  principiar  á  correr  nueva- 
mente la  prescripción,  en  pro  del  deudor,  la  del  día  siguiente  al 
del  vencimiento  de  la  prórroga  de  90  días,  que  aquella  ley  le 
impuso  al  pagaré  á  mi  favor,  se  imponía,  en  el  caso  sub-judice, 
el  precepto  consignado  en  el  artículo  3998  del  Código  Civil. 
Después  del  llamado  de  autos,  el  señor  Juez  a  quo,  sin  tomar 
en  cuenta  la  interrupción  que,  en  el  pagaré  á  mi  favor,  por  man- 
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dato  imperativo  de  la  ley  invocada,  se  había  operado,  resolvió 
el  punto  sosteniendo:  Que  el  término,  en  cuanto  él  se  relacio- 
naba con  la  prescripción,  debía  contarse  correlativamente  en  la 
demanda  instaurada.  Apelé  para  el  Superior  y  la  Exma.  Cámara 
de  lo  Comercial,  confirmando  aquella  sentencia,  en  su. fallo,  ha 
establecido  al  mismo  tiempo :  Que  la  prórroga  de  90  Aías,  im- 
puesta por  la  ley  que  yo  invoqué^  al  pagaré  materia  de  la  de- 
manda, es  meramente  suspensiva  y  no  interrnptiva  de  la  pres- 
cripción . 

Tan  insólita  resoluoion,  como  igualmente,  tan  insólito  argu- 
mentó,  repugna  en  absoluto  á  la  ley  de  que  me  estoy  ocu- 
pando : 

1*  Porque  esa  ley  claramente  dice:  Que  todas  las  obligacio- 
nes de  dar  sumas  de  dinero,  á  la  vista  ó  á  plazos^  vencidas  ó 
por  vencerse,  se  entenderán  prorrogadas,  desde  su  promulga- 
ción, por  el  término  de  90  días,  en  cada  caso. 

Su  obligación  á  mi  favor  es  comercial,  estaba  pendiente  la 
entrega  de  una  suma  de  dinero  y  además  ella  se  encontraba 
vencida.  Todas  esas  circunstancias,  en  mi  concepto,  son  causa 
bastante  para  considerar  comprendida  aquella  obligación  en  la 
ley  mencionada.  Y,  ^omo  es  lógico,  si  esa  ley  dispone  que,  en 
cada  caso,  las  obligaciones  á  que  ella  se  refiere,  deben  contarse 
prorrogadas,  por  90  días,  contados  desde  su  promulgación,  es 
evidente  que  la  prórroga  del  pagaré  á  mi  favor,  principió  á  co- 
rrer el  2i  de  Junio  de  i 891^  terminando  por  consiguiente  el  día 
i7.de  Setiembre  del  mismo  ano. 

2°  Porque  los  efectos  que  nacen  de  esa  ley,  en  cuanto  ellos  se 
relacionan  con  la  prescripción,  en  manera  alguna  pueden  ellos 
considerarse  como  suspensivos  de  la  misma  :  no  sólo  porque  la 
ley  no  lo  dice;  no  sólo  porque  la  prórroga  en  sí  misma  importa 
interrupción,  puesto  que  con  ella  se  interrumpió  al  acreedor  el 
ejercicio  de  su  derecho;  sino,  muy  especialmente,  porque  ate- 
niéndonos al  principio  de  igualdad,  que  en  todos  los  casos  debe 
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regir,  la  ley  no  puede  querer  que  todo  sea  para  el  deudor,  como 
en  efecto  sería,  si  los  extremos  de  la  ley  invocada  fuesen  decla- 
rados suspensivos  y  no  interruptivos  de  la  prescripción . 

En  tiempo  y  forma  interpuse  ante  la  Exma.  Cámara  de  Co- 
mercio los  recursos  de  apelación  y  nulidad  relacionados  con  la 
sentencia  á  que  me  refiero,  y  habiéndome  sido  ellos  negados,  ocu- 
rro directamente  á  Y.  E.  rogándole  quiera  dignarse  avocar  el 
conocimiento  de  la  causa,  llamándola  á  su  despacho,  y  en  su 
mérito,  concederme  los  recursos  de  apelación  y  nulidad  para  que 
yo  pueda  oportunamente  expresar  agravios. 

Dígnese  Y.  E.  haberme  por  presentado,  proveyendo  como  lo 
dejo  pedido. 

Será  justicia,  etc. 

Jesús  Malpartida, 


VISTA  DEL  SBftOR  PROCURADOR  GENERAL 

Buenos  Aires,  Noviembre  20  de  1895. 
Suprema  Corte : 

Cualquiera  que  fuese  la  interpretación  que  se  le  diere  á  la  ley 
llamada  de  moratorias,  de  20  de  Junio  de  1891,  sería  ineficaz 
para  impedir  el  cumplimiento  de  la  prescripción  declarada  por 
las  sentencias  del  señor  Juez  del  Comercio  y  Exma.  Cámara  de 
Apelaciones.  Porque  desde  la  fecha  de  vigencia  del  nuevo  Có- 
digo de  Comercio  (I""  de  Mayo  de  1890)  hasta  la  de  la  iniciación 
del  juicio  ejecutivo  (  Febrero  3  de  1894),  habían  transcurrido 
más  de  3  años  y  9  meses,  y  aún  admitiendo  la  suspensión  del 
término  de  la  prescripción,  por  los  90  días  que  la  ley  suspendía 
el  ejercicio  de  ios  derechos  al  cobro,  siempre  resultaría  un  exceso 
de  6  meses  sobre  los  términos  legales  para  la  prescripción  de  la 
obligación  declarada  en  el  pagaré  de  foja  2. 
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Por  ello,  pienso  que  la  resolacion  de  la  Cámara  a  quot  no 
afecta  la  prescripción  de  la  ley  nacional  citada;  y  que  aplicando 
simplemente  disposiciones  de  los  Códigos  Civil  y  Comercial,  no 
es  susceptible  del  recurso  instaurado. 

Sabiniano  Kier. 


Fallo  fie  la  Suprema  Corte  . 

Buenos  Aires,  Noviembre  26  de  1895. 

Yistos  en  el  acuerdo:  Considerando:  Que  los  Tribunales  de 
la  Capital  al  resolver  el  asunto  que  motiva  el  recurso  directo 
traído  ante  esta  Suprema  Corte,  lo  han  hecho  aplicando  las  dis- 
posiciones de  los  Códigos  Civil  y  de  Comercio,  que  rigen  la 
prescripción. 

Que  la  ley  nacional  de  veinte  de  Junio  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  nno  que  se  invoca  por  el  recurrente,  se  limitaba  á  suspen- 
der el  deber  de  pagar  en  cierto  género  de  obligaciones  y  por  un 
tiempo  determinado,  no  refiriéndose  para  nada  ala  prescripción 
regida  por  las  leyes  de  fondo. 

Que,  en  consecuencia,  el  caso  no  se  halla  comprendido  en 
ninguno  de  los  establecidos  por  el  artículo  catorce  de  la  ley  de 
jurisdicción  y  competencia  de  los  tribunales  federales. 

Por  estos  fundamentos,  de  acuerdo  con  el  artículo  quince  de 
la  citada  ley  y  con  lo  pedido  por  el  señor  Procurador  General, 
se  declara  bien  denegado  el  recurso. 

Agregúense  estas  actuaciones  á  los  autos  remitidos  como  infor* 
me,  y  devaélvanse  al  tribunal  de  su  procedencia.  Repóngase 
el  papel. 

LUIS  V.  VÁRELA*  —  ABEL  BAZAH. 
—  OCTAVIO  BU!<IGE«  —  JUAll 
e.  TORRENT* 
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CAUSA  CCCXXI 


Criminal  contra  don  Alejandro  Ámoreíti  y  otros ^  por  muerte 
dada  á  don  Arturo  Lavalle,  con  motivo  de  las  elecciones  na- 
dónales  de  3  de  Febrero  de  i 89o;  sobre  excarcelación. 


Sumario,  — El  auto  que  concede  ó  niegue  la  excarcelación, 
es  apelable;  y  habiéndose  dictado  sin  audiencia  y  notificación 
del  acusador  particular,  es  nulo. 


Caso.  — Lo  explican  las  siguientes  piezas : 


Auio  d0l  Jlues  Federal 


La  Plata,  Junio  4  de  1895. 

En  virtud  de  lo  establecido  por  la  Suprema  Corte  en  la  reso- 
lución de  foja  22,  del  expediento  principal^  acuérdase  la  excar- 
celación provisoria  solicitada  por  el  detenido  Alejandro  Amore- 
tti,  bajo  la  fianza  personal  del  doctor  Mariano  J.  Paunero,  cuya 
responsabilidad  se  fija  en  la  suma  de  dos  mil  pesos  moneda  na- 
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cional,  7  otorgada  que  sea  la  respectiva  escritura  de  fianza  ante 
el  secretario,  líbrese  oficio  á  la  Policía  para  la  libertad  de  dicho 
Amoretti,  con  noticia  del  acosador  particnlar,  debiendo  aquel  y 
sa  fiador  constituir  domicilio  legal.  Repónganse  los  sellos. 

Mariano  S.  de  Aurrecoechea . 


RECURSO 


Buenos  Aices,  Junio  19  de  1895. 
Suprema  Corte: 

Juan  M.  García,  constituyendo  domicilio  legal  en  la  calle  Bo- 
livar  número  275,  ante  Y.  E.  ocurro  y  como  mejor  proceda» 
digo: 

Que  en  virtud  del  poder  que  me  confirió  D'  Angela  Montero 
de  Lavalle,  para  que  interviniera  como  parte  acosadora  en  el 
juicio  criminal  que  se  sigue  ante  el  Juez  Federal  de  La  Plata^ 
con  motivo  de  la  muerte  del  ciudadano  don  Arturo  Lavalle, 
he  intervenido  en  dicha  causa  y  sus  incidentes. 

Que  en  uno  de  estos,  sobre  exiiarcelacion  del  encausado  Ale- 
jandro Amor  etti,  he  deducido  ante  el  Juez  Federal  los  recursos 
de  nulidad  y  apelación  entiempoy  forma,  haciendo  uso  del  de- 
recho que  me  acuerda  la  ley  (artículo  395  del  Código  de  Proce- 
dimientos). 

£1  Juez  a  quo^  sin  razón  y  sin  derecho,  me  ha  negado  los  re- 
cursos, Tiolando  preceptos  claros  y  expresos  de  la  ley. 

Por  lo  tanto,  Y.  E.  se  ha  de  servir  ordenar  qne  el  Juez  Fede- 
ral de  La  Plata  remita  los  autos,  á  efecto  de  proveer  lo  qne  co- 
rresponda, con  arreglo  al  artículo  515  del  Código  citado. 

Será  justicia,  etc. 
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Otrosí  digo:  que  el  poder  que  justifica  mi  personería  corre 
agregado  á  los  autos  á  que  me  refiero  en  lo  principal,  lo  qne  pi- 
do también  quiera  Y.  E.  tener  presente,  por  ser  también  jus- 
ticia, etc. 

Juan  M,  García.  —  Tomás  M,  García. 


Informe  del  Jues  Federal 

Exmo,  Señor: 

En  cumpiimiento  de  lo  ordenado  por  V.  E*.  en  el  recurso  de 
hecho  deducido  por  el  representante  de  la  señora  Angela  Mon- 
tero de  Lavalle,  debo  informar  lo  siguiente : 

En  la  cansa  seguida  con  motivo  de  los  sucesos  sangrientos 
ocurridos  en  el  pueblo  de  San  Vicente  durante  la  elección  na- 
cional del  S  de  Febrero  del  corriente  año,  fué  detenido  uno  de 
los  acusados,  don  Alejandro  Amoretti,  después  de  haber  sido 
devueltos  los  autos  de  esa  Suprema  Corte,  con  la  resolución  de 
y.  E.  estableciendo  que  procedía  la  excarcelación  bajo  fianza 
de  los  detenidos. 

Una  vez  que  dicho  Amoretti  prestó  declaración  indagatoria, 
solicitó  su  libertad  provisoria  bajo  la  fianza  personal  del  doctor 
Mariano  J.  Paunero,  y  el  Juzgado^  en  virtud  de  la  citada  reso- 
lución de  Y.  E.  j  estimando  que  Amoretti  se  hallaba  en  las 
mismas  condiciones  de  los  demás  acusados,  acordó  esa  ezoarce- 
lacion,  con  vista  fiscal  y  citación  del  acusador  particular. 

El  representante  de  estos,  señor  Juan  M.  García^  dedujo  en- 
tonces el  recurso  de  reposición  y  para  el  caso  de  que  le  fuera 
denegado,  los  de  apelación  y  nulidad,  resolviendo  el  Juzgado  lo 
siguiente : 

cLa  Plata,  Junio  14  de  i895.  Considerando  :  Que  la  natura- 
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lezadel  auto  de  soltara  bajo  oaocion  tiene  ea  derecho  penal  ana 
Gonstitacion  propia  qae  no  hace  ni  participa  de  la  naturaleza  y 
constitución  de  los  que  rigen  los  demás  juicios. 

«La  fianza  es  ai  solo  efecto  de  restituir  la  persona  del  reo  en 
caso  de  foga  6  deserción  del  juicio  principal,  respondiendo  la 
efectividad  de  la  fianza. 

«Acordada  la  excarcelación,  el  recurso  es  acordado  en  un  solo 
efecto  7  su  forma  regida  por  la  prescripción  legal  en  rela- 
ción. 

«Luego,  resuelto  por  el  superior  el  caso  y  declarado  excarce- 
lable,  todos  los  detenidos  que  caen  bajo  el  mismo  proceso  y  cu- 
ya acusación  no  aumente  á  la  clasificada  en  su  pena,  son  excar- 
celables  y  existiendo  acusador  particular  que  coadyuve  la  acción 
fiscal  no  ha  opuesto  esto  ala  excarcelación  es  inoficiosa  la  oposi- 
ción de  aquel  y  en  derecho  las  tramitaciones  inoficiosas  no  tie- 
nen alcance,  desde  el  momento  que  jamás  la  justicia  puede  po- 
nerse al  servicio  de  la  venganza  privada  ni  siquiera  tolerar  ma- 
nifestaciones de  la  simple  mala  voluntad  del  damnificado,  cuya 
misión  en  el  procedimiento  criminal  debe  snbordinarse  á  los 
altos  principios  de  represión  social  que  fundamentan  la  pena  en 
nuestro  actual  estado  del  derecho. 

«El  juzgado  en  el  sub-judice  nada  tenía  que  oponer,  el  delito 
era  excarcelable  y  así  estaba  decidido  por  el  superior,  luego 
meramente  le  quedaba  el  valor  de  la  fianza  á  discutir  y  entonces 
mandó  la  libertad  del  reo  con  noticia  de  la  parte  acusadora. 

«Los  autos  que  alcanzan  una  resolución  no  apelable  como  es  el 
de  la  Suprema  Corte,  la  qae  clasifica  el  delito  al  efecto  del  afian- 
zamiento, no  cabiendo  en  éi  otra  clasificación;  no  tiene  por  qué 
ser  nuevamente  discutido,  ni  puede  admitir  observación  alga- 
na,  sóbrela  identidad  de  las  personas  y  la  suficiencia  del  afian- 
zamiento. 

«Beatituir  las  cosas  al  estado  que  tenían  antes  de  la  fianza  se- 
ría un  hecho  inoficioso  y  sin  provecho  para  ninguno,  para  la 
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acasacíoD,  tan  sólo  qae  sus  propósitos  fueren  el  de  notificar  al 
reo,  en  los  cuales  no  le  puede  seguir  el  juzgado,  porque  ello  se^ 
ría  una  pena  impuesta  por  la  acusación  y  á  la  que  no  alcanza 
la  ley. 

cFor  estas  consideraciones,  no  ha  lugar á  la  reposición  solici- 
tada, ni  á  los  recursos  de  apelación  y  nulidad  interpuestos. 
Repónganse  los  sellos.  — Aurrecoechea .  t^ 

Estos  son  los  antecedentes  que  han  originado  el  recurso  de 
hecho  de  que  se  trata. 

Dios  guarde  á  Y.  £. 

Mariano  S.  de  Aurreeoechea. 


Fallo  d0  In  Supremn  Corte 

Buenos  Aires,  Julio  18  de  1895. 

Vistos  en  el  acuerdo:  Resultando:  Que  el  procesado  Amo- 
retti,  no  ha  sido  parte  en  el  incidente  sobre  excarcelación  ante- 
riormente resuelto,  y  siendo  por  su  naturaleza  apelable,  el  auto 
que  otorga  ó  niega  la  libertad  bajo  caución,  con  arreglo  al  artí- 
culo trescientos  noventa  y  cinco  del  Código  de  Procedimientos 
en  lo  Criminal,  se  declara  mal  denegado  el  recurso,  y  se  conce- 
de en  relación. 

Líbrese  oficio  al  juez  de  la  causa  para  la  remisión  de  los  au- 
tos. Repóngase  el  papel. 

LUIS  y.  VÁRELA. —  ABEL  RAZAN. 
—  OCTAVIO  BUNGE.  —  JUAN  É. 
TORRENT . 
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VISTA  DEL   SESOR  PROCURADOR  GfeNERAL 

Buenos  Aires,  Noviembre  15  de  1895. 
Suprema  Corte : 

La  omisión  de  audiencia  y  notiñcacion  al  acusador  particular' 
en  el  incidente  sobre  excarcelación  del  procesado  Amoretti,  y  la 
ejecución  de  lo  resuelto»  no  obstante  los  recursos  interpuestos, 
constituyen  una  violación  de  los  procedimientos  determinados 
en  los  artículos  389  y  395  del  Código  de  Procedimientos  en  lo 
Criminal. 

Esa  omisión  de  los  procedimientos  de  notificación  y  audiencia 
establecidos  por  ley,  es  causa  de  nulidad,  según  el  articulo  509 
del  Código  citado. 

Pienso  que  así  corresponde  declararse,  devolviéndose  en  con- 
secuencia los  autos  al  juzgado  de  que  proceden,  á  efecto  de  que 
sustancie  y  resuelva  con  arreglo  á  derecho,  según  lo  prescribe 
el  artículo  512  del  mismo  citado  Código. 

Sabiniano  Kier. 


Fallo  d0  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Noviembre  28  de  1895, 

Vistea :  De  acuerdo  con  lo  expuesto  y  pedido  por  el  señor  Pro- 
curador General,  se  declara  nulo  el  auto  de  foja  siete*  Y  de- 
▼aélvanae  para  que  se  proceda  con  arreglo  á  derecho* 

LUISV.  VAULA«  — ABCL    BAZA»* — 
OCTAVIO  BUMCe.  —  JUAN  %.  T0« 
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CAUSA  CCCXXII 


La  sociedad  anónima  tSeguros  Populares»  contra  don  Víctor 
del  Carril,  por  cobro  de  pesos;  sobre  defecto  en  la  demanda 


Sumario.  —Behe  rechazarse  la  excepción  dilatoria  de  de- 
fecto en  la  demanda,  cuando  resulta  que  en  ésta  se  hallan  reu« 
nidos  Los  requisitos  del  articulo  57  de  la  ley  de  procedimientos. 


Caso.  —  Lo  explica  el 


Fallo  del  JIucs  federal 


La  Plata,  Diciembre  2  de  1893. 

Y  vistos:  los  seguidos  por  la  sociedad  c  Seguros  Populares», 
contra  don  Víctor  del  Carril,  sobre  cobro  de  pesos,  que  dice 
adeudarle,  procedente  de  la  segunda,  tercera  y  cuarta  cuotas 
de  cinco  por  ciento  cada  una,  sobre  250  acciones  de  la  misma,  á 
cuyo  númer  o  se  suscribió;  y 

Besultando:  i''  Que  la  parte  de  del  Carril  (véase  foja  21) 
sin  contestar  la  demanda,  opone  la  excepción  previa  de  defecto 
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en  el  modo  de  proponerla,  oon  arreglo  á  lo  preceptuado  en  los 
artículos  72  7  73,  inciso  4\  de  la  ley  de  1863;  S^"  Que  fundando 
la  excepción,  dice  :  que  existe  oscuridad  en  los  hechos  que  se 
enumeran,  j  que  hay  falta  de  claridad  en  el  modo  de  entablar- 
la, dejando  así  demostrado  el  defecto  legal  que  existe  en  el  mo- 
do de  proponerla;  3^^  Que  en  Febrero  7,  contesta  la^  excepcio- 
nes la  parte  de  la  sociedad  de  €  Seguros  Populares  >,  pidiendo 
su  rechazo,  con  costas  (véase  foja  30). 

y  considerando :  1"^  Que  el  demandado  basa  la  excepción  dila- 
toria opoesta,  en  que  el  actor  no  ha  expreaado  con  claridad  los 
hechos  en  que  la  funda»  solicitando,  como  artículo  de  previo  y 
especial  pronunciamiento,  se  instaure  enferma  legal,  con  espe- 
cial condenación  en  costas. 

S''  Que  en  cuanto  á  los  hechos  relacionados  por  el  actor  y 
de  que  deriva  la  acción,  así  como  su  objeto  y  cosa  demandada, 
está  claramente  determinado  en  la  demanda,  como  lo  reconoce 
implícitamente  el  demandado  en  el  texto  de  su  escrito  de  excep- 
ción, y  lo  observa  con  justicia  el  actor,  al  contestar  el  traslado 
de  la  excepción. 

3^  Que  es  práctica  inconcusa  en  materia  federal,  que  no  existe 
en  derecho  la  excepción  de  defecto  legal  en  el  modo  de  propo- 
ner la  demanda,  cuando  se  encuentran  claramente  relaciona- 
dos los  hechos  en  que  se  funda  (véase  fallos,  serie  2*,  tomo  12, 
página  182)  como  sucede  en  el  presente  caso  (véase  fojas  10  y 
siguientes). 

4'^  Que  el  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda 
resulta  tan  sólo  de  la  omisión  de  algunos  de  los  requisitos  in- 
dicados expresamente  por  el  atícnlo  57  de  la  ley  de  procedi- 
mientos nacionales  (véase  fallos,  serie 2%  tomo  19,  página  320  y 
páginas .%  y 402)  y  no  fuera  d*i  estos  casos,  como  lo  pretende  la 
parte  exeepcionante . 

5*»  Que  el  actor  precisó  la  dL^túon  que  ej^írcitaba,  cít6  el  tex*- 
to  de  la  ley  aplicable,  y  relacion-i  con  clarí-lad  los  hecho»  en 
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que  la  fundaba,  y  esto  precisa  lu  qne  pide  y  determina  la  cla- 
se á  que  la  acción  pertenece  (véase  fallos,  serie  2",  tomo  21, 
página  33). 

6®  Que,  por  consiguiente,  la  demanda  instaurada  contiene 
todos  los  requisitos  exigidos  por  la  ley  de  procedimientos,  de- 
terminando claramente  la  cosa  ó  hecho  que  demanda  y  la  razón 
por  qué  lo  pide;  luego,  no  infringe  dicha  ley,  ni  contraría  lo  . 
dispuesto  por  el  artículo  57,  ni  menos  los  artículos  72  y  73,  in- 
ciso 4*^,  citados  (véase  fallos,  serie  2%  tomo  20,  página  464;  to- 
mo6'',  página 263;  serie  S'',  tomo  1^  página  37;  tomo  4"",  página 
418;  ley  40,  título  2^  partida 3-,  y  ley  4%  título  3«,  libro  H, 
Novísima  Recopilación;  Manresa  y  Beus,  tomo  2<^,  commenta- 
rio  del  artículo  222,  ley  de  enjuiciamiento,  página  31). 

7®  Que  si  el  actor  designa  con  precisión  en  la  demanda,  lo 
qne  pide,  determinando  la  clase  de  acción  que  ejercita,  y  pre- 
cisando los  hechos  en  que  la  funda»  no  cábela  excepción  de  de- 
fecto legal  en  el  modo  de  proponerla,  y  está  el  demandado  obli- 
gado á  contestarla  derechamente,  y  tanto  más  cuando  la  ley 
sólo  le  permite  excepcionarse,  refirién^dose  á  las  formalidades 
legales,  no  llenadas  por  la  instaurada. 

Por  estos  fundamentos  y  los  concordantes  de  foja  30,  que 
el  juzgado  encuentra  arreglados  á  derecho,  fallo :  no  haciendo 
lugar,  con  costas,  á  la  excepción  ^opuesta  por  el  demandado 
don  Yictor  del  Carril,  y  conteste  derechamente  esta  part9  el 
traslado  de  la  demanda  conferido  á  foja  15  vuelta,  dentro  del 
término  legal.  Notifíquese  con  el  original,  regístrese  en  el  li- 
bro de  sentencias  y  repónganse  las  fojas. 

s 

Mariano  S.  de  Aurrecoechea. 
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Pallo  de  I»   Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Noviembre  28  de  1895. 

Vistos  y  considerando :  Que  en  la  demanda  de  foja  diez  no 
existe  la  oscuridad  alegada  por  el  excepcionante. 

Que  en  ella  se  encuentran  reunidos  los  requisitos  exigidos 
por  el  artículo  cincuenta  y  siete  de  la  ley  de  procedimientos. 

Por  esto  y  fundamentos  concordantes  del  auto  apelado  de 
foja  treinta  y  siete,  se  confirma  éste  con  costas.  Bepuestos 
loa  sellos,  devuélvanse. 

LUIS  V.  VÁRELA.  —  ABEL  BAZAN. 
— OCTAVIO  BUNGE.— JUAN  B.  TO- 
RRENT. 


CAUSA    CCCXXIII 


Don  Ricardo  Navarro  Ouvinas  contra  el  doctor  don  Uafael 
Calzada^  por  cobro  de  pesos;  sobre  intereses  y  costas 

Sumario.  —  No  es  pasible  de  intereses  y  costas  el  deudor  que 
al  ser  notificado  del  auto  de  solvendo,  renuncia  los  trámites 
del  juicio,  pide  que  se  entregue  al  acreedor  el  dinero  que  con 

T.  XII  I  i 
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conocimiento  de  él  tenía  depositado  en  el  Banco  de  la  Nación^ 
7  hace  transferir  el  depósito  á  la  orden  del  juzgado  para  efec- 
tuar el  pago. 


Caso.  ~  Lo  explica  el  fallo  de  la  Suprema  Corte 


Fallo  del  Jíiiez  Federfil 


Buenos  Aires,  Mayo  15  de  1895. 

Autos  y  vistos  :  No  siendo  bastante  la  suma  depositada  para 
satisfacer  la  cantidad  demandada,  sus  intereses  y  costas,  y  aten- 
to lo  manifestado  en  el  presente  y  anteriores  escritos,  en  que 
esta  parte  expresamente  renuncia  los  trámites  legales  del  pre- 
sente juicio,  llévese  adelante  la  ejecución  por  los  expresados 
intereses  y  costas,  debiendo  entregarse  al  ejecutante,  con  noti- 
cia del  demandado,  la  suma  depositada  por  éste  á  la  orden  del 
juzgado,  librándose  el  correspondiente  oficio:  y  en  cuanto  al 
recurso  de  apelación  deducido  subsidiariamente,  atenta  la  na- 
turaleza y  estado  de  la  cansa,  no  ha  lugar. 

Juan  del  Campillo. 


Fallo  do  la   Suprema   Corte 

Buenos  Aires,  Noviembre  S8  de  1895. 

Vistos  y  considerando  :  Que  notificado  el  deudor  del  auto 
pesolvendo,  se  presentó  á  foja  diez  y  ocho,  manifestando  que 
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el  importe  del  crédito  cuyo  pago  se  le  ordenaba  se  hallaba  de- 
positado en  el  Banco  de  la  Nación  á  la  orden  del  Juez  de  Comer- 
cio dé  la  Capital;  ante  quien  se  le  demandó  primeramente,  j 
que  de  un  momento  á  otro  se  haría  la  transferencia  á  la  orden 
del  juzgado,  como  lo  había  solicitado  ya  el  primero,  lo  que 
hacía  constar,  renunciando  á  los  trámites  del  juicio  ejecutivo. 

Que  dado  este  antecedente,  del  que  tenía  conocimiento  el 
actor,  según  aparece  de  su  escrito  de  foja  diez,  y  resultando 
que  ese  depósito  se  ha  puesto  á  la  orden  del  inferior,  como 
lo  acredita  el  oficio  de  foja  veintinueve,  se  han  seguido  los  trá- 
mites dei  juicio  cuando  éstos  habían  sido  expresamente  renun- 
ciados por  el  deudor  y  cuando  lo  que  procedía  en  el  caso,  era 
ordenar  se  entregara  al  acreedor  la  suma  depositada,  con  la  re- 
serva contenida  al  final  del  escrito  de  foja  diez  y  ocho^  dándose 
por  terminado  el  juicio. 

Que,  en  consecuencia,  el  ejecutado  no  es  pasible  de  los  inte- 
reses y  costas  por  los  que  se  manda  llevar  adelante  la  ejecu- 
ción, no  pudiendo  imputarse  mora  ó  resistencia  al  pago,  desde 
que  estaba  consignado  el  importe  del  crédito  cuando  se  dictó  el 
auto  de  solvendo. 

Por  estos  fundamentos  :  se  revoca  el  auto  apelaio  de  foja 
treinta  y  ocho,  y  se  declara  que  no  ha  lugar  á  llevarse  adelante 
la  ejecución  por  los  intereses  y  costas.  Repuestos  los  sellos, 
devuélvanse. 

LUIS  V.  VÁRELA.  —ABEL  BAZAN. — 
OCTAVIO  BUNGE.  ~  JUAN  E.  TO- 
RRE NT. 
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CAUSA   «JCCXXIT 


El  doctor  don  Gualberlo  Escalera  y  Zuviría,  contra  Garúa 

hermanos;  sobre  cobro  de  alquileres 


Sumario. — Dado  un  contrato  de  locación  de  una  finca  oon 
varios  departamentos,  la  ocupación  de  una  parte  de  éstos  to- 
mada por  el  propietario  de  acuerdo  con  el  locatario,  no  importa 
alterar  sus  condiciones,  y  sólo  autoriza  la  disminución  de  los 
alquileres  estipulados  en  proporción  de  la  parte  ocupada  por  el 
propietario. 


Caso.  —  Lo  explica  el 


Fallo  del  «iuez  Federal  (ad  hoc) 


Rosario,  Noviembre  11  de  1892. 

Y  vistos  estos  autos:  Eesulta  que  en  17  de  Marzo  de  1891  se 
presentó  el  procurador  Manuel  Lopea  Zamora  en  representación 
del  doctor  Gualberto  Escalera  y  Zuviría,  r.nte  uno  de  los  jaeces 
de  provincia  entablando  demanda  ejecutiva  contra  los  señores 
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García  hermanos,  por  cobro  de  5654  pesos  64  centavos  naciona- 
les de  curso  legal  que  le  adeudaban  procedentes  de  alquileres 
de  una  casa  situada  en  esta  ciudad  en  la  calle  Libertad,  entre  las 
de  Bioja  y  San  Luis,  consistente  en  dos  depósitos  ó  almacenes 
en  la  planta  baja  y  dos  casas  para  familia  en  la  planea  alta,  que 
les  había  dado  en  alquiler,  según  contrato  celebrado  en  21  de 
Junio  de  1889  por  el  término  de  tres  años,  á  razón  de  800  pesos 
nacionales  de  curso  legal  mensuales,  debiendo  abonarle  la  dife- 
rencia una  vez  que  los  billetes  con  relación  al  oro  tuvieran  el 
ochenta  por  ciento,  y  cuyo  contrato  había  principiado  á  regir  el 
día  primero  de  Octubre  del  mismo  año  (1889),  manifestando  al 
mismo  tiempo  que  dicho  contrato  había  sido  modificado  de  co- 
mún acuerdo  con  los  locatarios  el  día  10  de  Setiembre  de  1890 
desde  cuya  fecha  el  demandante  se  había  hecho  cargo  de  las  dos 
casas  de  la  planta  alta  y  entrado  á  habitar  una  de  ellas  con  su 
familia;  quedando  los  señores  García  hermanos  con  los  dos  al- 
macenes de  la  planta  baja  por  el  precio  de  700  pesos  mensuales 
y  que  la  suma  que  les  cobra  era  parte  de  saldos  anteriores  ala 
modificación  del  contrato,  y  lo  demás  de  los  meses  vencidos  pos- 
teriormente, por  lo  cual,  de  acuerdo  con  la  ley  de  procedimien- 
tos de  la  provincia,  pide  algunas  diligencias  preparatorias. 

No  habiendo  querido  prorogar  jurisdicción  los  señores  Gar- 
cía  hermanos,  por  el  fuero  de  que  gozan  en  su  calidad  de  extran- 
jeros, el  Jaez  de  Provincia  remitió  los  autos  al  Juzgado  Nacio- 
nal, tocándole  entender  en  él,  como  Juez,  al  proveyente,  por  im- 
pedimento del  titular. 

Practicadas  algunas  diligencias  con  el  objeto  de  constatar  la 
existencia  del  contrato  de  locación  y  su  modificación  para  es- 
tablecer base  de  liquidación  y  hacer  procedente  la  acción  de- 
ducida, el  demandante  la  circunscribió  al  importe  del  mes 
de  Agosto  y  los  primeros  diezdias  de  Setiembre  de  1890,  al  pre- 
cio establecido  en  el  contracto,  cuya  existencia  hasta  esta  úl- 
tima fecha  fué  reconocida  por  los  señores  García  hermanos, 
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reservándose  su  derecho  para  cobrar  lo  demás  por  la  demanda 
correspondiente,  por  haberle  sido  negada  la  modiñcacion  del 
contrato  en  los  términos  manifestados  por  él. 

En  vista  de  esto,  los  señores  García  hermanos  se  apresuraron 
á  consignar  en  pago  la  suma  de  ochocientos  ochenta  pesos  na- 
cionales de  curso  legal,  á  consecuencia  de  haberse  pedido  y  de- 
cretado embargo  preventivo,  cuya  consignación  fué  aceptada 
por  el  demandante,  á  pesar  de  ser  ella  insuficiente  para  abonar 
el  mes  y  10  dias  de  alquiler  que  cobraba,  diciendo  que  lo  hacía 
por  evitar  dificultades. 

En  tal  estado,  la  parte  del  doctor  Escalera  se  presenta  nueva- 
mente con  fecha  16  de  Setiembre  del  mismo  año  (1891)  y  dice: 
que  siguiendo  á  los  demandados  en  el  terreno  en  que  habían 
querido  colocar  la  cuestión,  entablaba  contra  los  señores  García 
hermanos  y  compañía  demanda  ordinaria  por  el  pago  de  los 
alquileres  que  le  adeudan  desde  11  de  Setiembre  de  18d0  hasta 
la  fecha,  por  la  ocupación  de  los  almacenes,  ó  sea  toda  la  parte 
baja  de  la  casa  expresada^  que  se  les  arrendó  por  contrato  de  21 
de  Junio  de  1889,  el  cual  debía  vencer  el  30  de  Setiembre  de 
1892. 

Los  fundamentos  en  que  se  apoya  son  :  que  los  señores  Gar- 
cía hermanos  y  compañía  son  ocupantes  de  la  casa  del  doctor 
Escalera,  en  virtud  del  contrato  celebrado  entre  ambas  partes, 
cuyos  términos  han  sido  reconocidos  por  aquellos  y  que  de  con- 
siguiente tienen  la  calidad  de  locatarios;  que  dichos  señores 
estaban  obligados  á  abonar  por  todo  el  edificio,  incluso  las  dos 
casas  de  familia  de  la  planta  alta,  la  suma  de  800  pesos  nacio- 
nales por  mes^  con  más  la  diferencia  que  existiera  entre  el  oro  y 
el  billete  pasando  del  80  por  ciento  de  premio;  pero  como  desde 
el  mencionado  día  11  de  Setiembre,  el  doctor  Escalera,  de  acuer- 
do con  los  señores  García  hermanos  y  á  mérito  de  que  éstos  se 
encontraban  en  dificultades  por  su  penosa  situación  comercial, 
que  no  les  permitía  abonar  religiosamente  los  alquileres  debidos» 
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ocupa  las  dos  casas  de  altos  del  predicho  edificio,  el  valor  de  és- 
tas debe  ser  rebajado  de  aquella  suma  en  la  cuantía  que  repre- 
sente esa  ocupación  parcial  previa  avaluación  hecha  por  peritos, 
yaque  habían  negado  los  demandados  el  hecho  de  la  modifica- 
ción del  contrato,  por  la  que  sólo  por  consideración  personal  se 
les  había  reducido  el  alquiler  á  700  pesos  billetes;  y  pide  se  les 
condene  al  pago  de  los  alquileres  que  adeudan  con  más  las  cos- 
tas y  costos  del  juicio. 

Corrido  traslado  de  la  demanda á  los  señores  Grarcía  hermanos 
y  compañía,  contestan  que  han  sido  efectivamente  locatarios 
de  la  finca  de  propiedad  del  doctor  Escalera  á  que  se  refiere  la 
demanda;  pero  que  también  es  verdad  que  el  contrato  primitivo 
quedó  completamente  sin  efecto  por  consentimiento  expreso  de 
parte  del  locador  desde  el  11  de  Setiembre  de  1890,  en  cuya 
fecha  el  propietario  tomó  posesión  exclusiva  de  su  casa  con  ex- 
cepción de  uno  de  los  almacenes  de  la  planta  baja  que  actual- 
mente ocupan  y  del  cual  le  adeudan  los  alquileres  contra  su  vo- 
luntad; habiéndose  resuelto  el  contrato  de  esta  manera  y  hé- 
chose  la  ocupación  á  que  se  refieren,  quedaban  sus  relaciones 
desdeesa  época  reducidos  al  alquiler  de  uno  solo  de  los  almace- 
nes, pero  que  como  no  hablaron  entonces  de  establecer  el  precio 
de  la  locación^  quedó  pendiente  este  requisito,  que  es  lo  que 
falta  para  su  completo  y  legal  perfeccionamiento;  que  es  incues- 
tionable que  en  virtud  de  estas  circunstancias  existe  de  hecho 
un  nuevo  contrato  de  locación  y  como  locatarios  están  obligados 
á  pagar  su  justo  precio,  no  obstante  no  haberlo  estipulado,  pa- 
ra lo  cual  se  han  cambiado  diversas  proposiciones  sin  poder  arri- 
bar á  un  acuerdo  sobre  el  particular;  que  juzgada  bajo  este  solo 
punto  de  vista,  la  demanda  debe  ser  rechazada  con  especial  con- 
denación en  costas,  sin  perjuicio  de  ordenar  que  se  establezca  por 
los  medios  que  la  ley  provee,  el  valor  de  los  arrendamientos 
adeudados  bajo  las  bases  del  nuevo  contrato,  y  que  desde  ya 
prometen  satisfacer  inmediatamente  tan  pronto  como  quede  re- 
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suelto  en  una  forma  primitiva  y  concluyente  este  asunto;  que 
para  arribar  á  este  resultado  debe  tenerse  presente  que  al  con- 
venir con  el  doctor  Escalera  en  que  él  se  recibiera  de  la  mayor 
partedela  casa  que  comprendía  el  antiguo  contrato  de  locación, 
esa  parte  era  precisamente  la  más  importante  y  que  en  las  actua- 
les circunstancias  había  producido  mejor  renta  á  los  locatarios 
que  cuando  el  doctor  Escalera  aceptó  esta  proposision,  solicitan- 
do le  hicieran  entrega  de  la  casa  que  él  iba  á  habitar  accedieron 
no  en  la  inteligencia  que  se  introducía  una  meramodiñcacion  en 
el  contrato  anterior,  sino  sobre  la  base  de  la  extinción  completa 
de  aquelj  para  entrar  á  establecer  uno  nuevo  y  en  condiciones 
enteramente  diversas,  probándose  esto  con  su  propia  confesión 
de  que  en  el  nuevo  contrato  les  propuso  establecer  el  precio  de 
700  pesos  nacionales  por  toda  la  planta  baja,  cuya  proposición 
no  fué  aceptada  por  ellos;  y,  finalmente,  que  no  siendo  fundada 
la  pretensión  del  demandante,  respecto  de  la  base  de  que  debe 
partir  para  establecer  el  precio  al  nuevo  contrato  se  sirva  el 
juez  fallar  en  definitiva,  rechazando  con  costas,  previos  los  trá- 
mites de  ley,  su  pretensión;  ordenando  se  proceda  á  establecer 
el  precio  de  la  locación  por  medio  de  arbitros. 

Abierta  la  causa  á  prueba  por  el  término  legal,  cada  parte 
produce  la  que  cree  convenir  á  sus  derechos  y  vencido  y  agre- 
gadas al  expediente,  ambas  presentan  respectivamente  los  ale- 
gatos de  bien  probado. 

No  se  debe  prescindir,  por  la.  importancia  que  puede  ofrecer 
para  la  resolución  de  este  asunto,  un  incidente  seguido  duran- 
te el  término  probatorio.  La  parte  del  doctor  Escalante  pidió 
que  sin  que  importe  prejuzgar  la  cuestión  que  se  debate  respecto 
á  si  los  demandados  alquilaron  los  dos  almacenes  ó  uno  solo, 
ni  perjudique  las  acciones  que  tiene  deducidas^  se  le  autorice  y 
ponga  en  posesión  del  almacén  de  la  parte  sud  de  la  casa,  que 
se  encontraba  desocupado  para  alquilarlo  á  fin  de  evitar  los  per- 
juicios consiguientes. 
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Dado  vista  á  los  señores  García  hermanos  y  compañía,  con- 
testan qae  el  demandante  desde  que  se  apoderó  de  la  parte  alta 
de  la  casa  y  del  almacén  á  que  se  reñere  el  escrito,  tiene  tam- 
bién en  su  poder  las  llaves  de  esos  departamentos  y  puede  dis- 
poner libremente  de  ellos  sin  su  intervención  y  consulta. 

£1  proveyente,  en  presencia  de  esta  manifestación,  dio  la 
autorización  solicitada  y  mandó  poner  en  posesión  del  almacén 
referido  al  propietario  doctor  Escalera,  de  cuya  providencia  los 
señores  García  hermanos  y  compañía  pidieron  revocatoria  y 
apelación  subsidiaria,  que  les  fué  denegada,  por  lo  que  ocurrie- 
ron directamente  af  superior,  sin  resultado  favorable. 

Al  ir  el  agente  de  justicia  á  dar  la  posesión  ordenada  se  en- 
contró con  las  puertas  del  almacén  cerradas,  por  lo  que  á  peti- 
ción del  actor  se  decretó  se  requirieran  las  llaves  de  los  señores 
García  hermanos  y  compañía  ó  de  quien  las  tuviera  en  su  poder, 
manifestando  éstos  que  el  doctor  Escalera  y  Zuviría  estaba  en 
posesión  del  almacén  desde  hacía  año  y  medio,  por  cuya  razón 
ellos  no  tenían  las  llaves,  y  que  en  cuanto  á  la  posesión,  no  se 
le  podía  dar  porque  se  habían  opuesto  á  la  resolución  del  juez. 

En  vista  de  esto  fué  necesario  mandar  abrir  las  puertas  por 

# 

medio  de  un  cerrajero.  No  conformes  con  este  procedimiento, 
los  demandados  se  creyeron  habilitados  todavía  para  interpo- 
ner nuevamente  los  recursos  de  revocatoria,  apelación  y  nuli- 
dad, á  lo  que  no  seles  hizo  lugar  sin  sustanciacion  alguna,  por 
su  notoria  improcedencia. 

De  esta  relación  suscinta,  que  el  infrascrito  ha  hecho  para  su 
mejofinteligencia,  surgen  como  una  consecuencia  inmediata  de 
la  controversia  resultante  de  los  hechos  manifestados  y  soste- 
nidos por  una  y  otra  parte,  las  cuestiones  siguientes: 

1*  ¿Existe  la  modificación  del  contrato  de  locación  en  el  sen- 
tido que  lo  refiere  la  parte  demandante  ? 

2*^  ¿Se  dejó  sin  efecto  dicho  contrato  por  consentimiento 
expreso  del  locador,  como  lo  afirma  la  parte  demadada? 
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3°  ¿Existe  nuevo  contrato  de  locación  desde  el  11  de  Setiem- 
bre de  1890,  como  lo  sostienen  los  señores  García  hermanos  y 
compañía,  ó  por  el  contrario  ha  continuado  rigiendo  el  celebrado 
en  21  de  Junio  de  1889? 

Y  considerando :  1^  Que  está  fuera  de  discasion  y  de  toda 
duda,  por  haberlo  reconocido  expresamente  repetidas  veces, 
tanto  el  demandante  como  los  demandados,  que  el  contrato  de 
locación  celebrado  con  fecha  21  de  Junio  de  1889,  cuya  copia 
certificada  correa  foja  191,  es  el  que  estableció  las  relaciones 
de  derecho  entre  ellos,  y  en  virtud  del  cual  los  señores  G-arcía 
hermanos  y  compañía  entraron  á  ocupar  y  sé  hicieron  cargo  de 
la  casa  ó  edificio  que  en  él  se  determina. 

2^  Que  por  este  contrato  se  establece  en  sus  artículos  dos,  tres 
y  cuatro  el  precio  de  ochocientos  pesos  nacionales  de  curso  le- 
gal, con  más  la  diferencia  que  exista  al  tiempo  del  pago  entre 
el  oro  con  el  billete,  una  vez  que  el  precio  de  aquel  pase  del 
ochenta  por  ciento,  por  alquiler  mensual,  y  el  término  de  tres 
años,  á  contar  desde  el  primero  de  Octubre  del  mismo  año 
(1889),  debiendo  terminar  la  locación  el  treinta  de  Setiembre 
de  mil  ochocientos  noventa  y  dos,  en  cuya  fecha  los  locatarios 
se  obligan  á  devolver  la  finca  en  el  perfecto  estado  en  que  la 
reciben . 

3^  Que  la  modificación  del  contrato  que  se  dice  por  el  actor 
haber  sido  verificada  por  el  acuerdo  entre  locador  y  locatarios, 
por  lo  que  se  reducía  la  locación  solamente  á  los  dos  almacenes 
de  la  planta  baja  de  la  finca  locada,  por  el  alquiler  mensual  de 
setecientos  pesos  de  curso  legal,  habiendo  sido  negada  por  los 
demandados,  corresponde  ser  probada  en  la  forma  determinada 
por  la  ley,  en  atención  á  su  importancia  y  por  cnanto  toda  mo- 
dificación 6  alteración  de  un  contrato  para  que  surta  todos  sus 
efectos  legales,  debe  ser  hecha  en  la  misma  forma  que  aquel  que 
se  trata  de  modificar. 

¥  Que  el  demandante  no  ha  probado,  por  su  parte,  «sa  modi-* 
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ficacioD,  porquetas  cartas  de  fojas  veintinoeTey  cuarenta,  cote- 
jadas su  exactitud  con  el  libro  copiador  á  fojas  doscientas  diez, 
y  la  cuenta  de  foja  tres  á  que  se  refiere  el  testigo  Mauricio  Fer- 
nandez en  su  declaración  de  foja  doscientas  ochenta  y  ocho, 
son  documentos  que  emanan  del  mismo  locador  y  no  de  los  lo- 
catarios, como  lo  requiere  el  articulo  mil  ciento  noventa  y  dos 
del  Código  Giyil.  Debiendo  notarse  además  que  la  cuenta  re- 
ferida comprende  alquileres  anteriores  ala  modificación  alegada, 
que  no  podían  ser  observados  y  que  no  hay  hechos  6  actos  prac- 
ticados por  los  señores  García  hermanos  y  compañía  que  presu- 
pongan esa  modificación  en  los  términos  expresados. 

5"*  Que  en  cuanto  á  la  afirmación  hecha  por  los  demandados 
de  que  el  contrato  de  locación  celebrado  por  ellos  en  veintiuno 
de  Junio  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve,  quedó  sin  efecto, 
por  consentimiento  expreso  del  mismo  locador,  el  once  de  Se- 
tiembre de  mil  ochocientos  noventa,  también  ha  sido  negado 
por  éste,  desde  que  modificar,  alterar,  ó  introducir  una  refor- 
ma en  un  contrato  no  es  dejarlo  sin  efecto  ó  rescindirlo  total- 
mente. De  consiguiente,  á  los  locatarios  les  tocaba  probar 
este  hecho  y  tampoco  lo  han  verificado,  porque  la  ocupación  de 
una  parte  del  edificio  locado  hecha  por  el  propietario,  que  es  el 
punto  sobre  que  versa  casi  toda  la  prueba  que  han  producido, 
no  importa  ni  remotamente,  en  el  sentido  jurídico  ni  vulgar^  la 
extinción  de  los  derechos  y  obligaciones  creados  por  el  con- 
trato de  locación. 

La  privación  del  uso  ó  goce  de  la  cosa  locada  es  un  hecho 
completamente  distinto  del  contrato,  ya  sea  ella  causada  por 
parte  del  locador,  de  otra  persona  ó  por  accidontes  imprevistos , 
y  por  eso  es  que  las  leyes  acuerdan  á  los  locatarios  las  acciones 
correspondiente  para  que  se  les  deje  libre  el  usu  exclusivo  de 
aquello  deque  se  les  priva,  para  que]se  les  haga  una  disminución 
proporcional  del  alquiler,  ó  para  rescindir  el  contrato  en  su 
caso  (artículos  mil  quinientos  veintiuno,  mil  quinientos  vein- 
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te  y  cinco  y  mil  quinientos  treinta  y  uno  del  Código  Civil), 
6''  Que  no  es  posible  conciliar  ó  armonizar  la  rescisión  del 
contrato  de  locación  con  el  hecho  de  la  ocupación  que  han  con- 
tinuado hax^iendo  los  demandados  de  una  parte  de  la  ñuca  lo- 
cada. Si  el  contrato  hubiera  quedado  sin  efecto  como  lo  ase- 
veran, ¿en  virtud  de  qué  acto  jurídico  ó  relaciones  de  derecho 
quedaban  ellos  ocupando  una  parte  de  la  misma  finca  ?  ¿acaso 
en  calidad  de  detentadores  de  aquella  propiedad  ?  No  es  lógico 
ni  legal  suponerlo,  desde  que  los  señores  García  hermanos  y 
compañía  habían  entrado  á  ocuparla  en  calidad  de  locatarios  y 
en  virtud  de  un  contrato  por  el  término  de  tres  años,  que  no  ha 
sido  modificado,  según  queda  demostrado  en  los  consideran- 
dos tercero  y  cuarto,  y  cuyo  término  estaba  muy  lejos  de  ex- 
pirar. 

7°  Que  respecto  al  nuevo  contrato  que  dicen  los  demandados 
quedó  de  hecho  realizado,  circunscrito  al  almacén  de  la  parte 
norte  que  ellos  quedaron  ocupando,  carece,  absolutamente  de 
los  elementos  esenciales  que  deben  constituirlo;  pues  prescin- 
diendo de  la  forma  que  ha  debido  ser  escrita,  por  exceder  de 
doscientos  pesos,  según  se  desprende  de  la  oferta  de  trescientos 
que  ellos  hicieron  al  locador  sin  que  éste  lo  aceptara  (con- 
testación ala  séptima  pregunta  del  interrogatorio  de  foja  trein- 
ta y  cinco),  no  aparece  ni  el  acuerdo  ó  declaración  común  ni 
el  precio  determinado  en  dinero,  ni  se  ha  probado  en  forma  al- 
guna su  existencia  (artículos  mil  ciento  treinta  y  siete,  mil 
ciento  noventa  y  tres,  mil  cuatrocientos  noventa  y  tres  del  Có- 
digo Civil). 

S*'  Que  la  novación  de  contrato  no  se  presume,  porque  es  pre- 
ciso que  la  voluntad  de  las  partes  se  manifieste  claramente  en 
la  nueva  convención,  ó  que  la  existencia  de  la  anterior  obliga- 
ción sea  incompatible  con  la  nueva,  lo  que  no  sucede  en  el  pre- 
sente caso ;  pues  la  reducción  de  la  cosa  locada  á  sólo  una  parte 
de  ella,  que  es  lo  que  en  el  hecho  aparece  y  aun  suponiendo  que 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  221 

para  esto  hobiera  mediado  acaerdo,  ello  no  formaría  un  nuevo 
contrato,  sino  una  simple  modificación  del  primero^  por  cnanto 
en  nada  se  ha  alterado  su  objeto  principal  ó  su  causa,  ni  el  tiem- 
po, lugar  ó  modo  del  cumplimiento  (artículo  ochocientos  doce 
del  Código  Civil) . 

9®  Que  al  establecer  el  artículo  mil  cuatrocientos  noventa  j 
cuatro  del  Código  Civil  que  todo  lo  dispuesto  sobre  el  precio, 
consentimiento  y  demás  requisitos  esenciales  de  la  compra-ven- 
ta es  aplicable  al  contrato  de  locación,  no  debe  tomarse  en  un 
sentido  absoluto  y  creer  que  le  sean  aplicables  sus  disposiciones 
en  toda  su  latitud,  que  muchas  de  ellas  son  de  diversa  índole 
y  contrarias  en  su  esencia^  porque  sería  darle  una  inte- 
ligencia distinta  de  su  texto  y  contrariar  la  legislación  es- 
pecial á  que  está  sujeto  este  contrato.  El  artículo  mil  tres- 
cientos cincuenta  y  cuatro  del  título  de  la  compra-venta  que 
se  cita,  sólo  podría  ser  aplicable  por  analogía  al  caso  sub- 
judice,  cuando  no  hubiera  mediado  el  contrato  de  foja  cien 
to  noventa  y  uno  ó  se  hubiera  probado  su  caducidad,  y  hu- 
biera habido  acuerdo  entre  las  partes  de  celebrar  un  nuevo 
contrato  :  acuerdo  sobre  cosa  materia  de  la  locación  y  acuerdo 
respecto  de  que  el  precio  en  dinero  sería  determinado  después  ; 
pero  ninguno  de  estos  requisitos  tan  sustanciales  en  todo  con- 
trato existe,  como  queda  visto,  y  es,  por  consiguiente,  de  nin- 
guna aplicación  al  caso  en  cuestión. 

10^  Que  no  habiendo  sido  modificado,  ni  dejádose  sin  efecto 
el  contrato  de  foja  ciento  noventa  y  uno,  ni  habiéndose  opera- 
do novación  ó  constitución  de  un  nuevo  contrato,  como  queda 
demostrado  p^^r  los  considerandos  anteriores,  resulta  con  toda 
evidencia  lógica  y  necebaria,  que  no  existe  más  contrato  cele- 
brado por  el  locador  y  locatarios  que  aquel ;  siendo  por  lo  tanto 
dicho  contrato  el  único  que  debe  reglar  sus  relaciones  de  de- 
recho, porque  las  convenciones  en  él  estipuladas  forman  para 
las  partes  contratantes  una  regla  á  laque  deben  someterse  co- 
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mo  á  la  ley  misma   (artículos  mil  ciento  noventa  y  siete  y  mil 
ciento  noventa  y  ocho  del  Código  Civil)« 

11'*  Que  establecida  esta  base,  la  ocupación  hecha  por  el  lo- 
cador de  una  parte  de  la  finca  locada  por  acuerdo  y  entrega  de 
los  locatarios^  según  se  ha  reconocido  por  una  y  otra  parte,  de 
hecho  ha  modificado  el  precio  de  la  locación,  por  cuanto  no  es 
justo  que  los  inquilinos  paguen  aquello  de  cuyo  uso  y  goce  se 
les  ha  privado,  modificación  que,  tanto  en  este  caso  como  en 
todos  los  semejantes,  se  establece  por  una  disminución  propor- 
cional de  la  parte  que  no  han  podido  pagar,  según  la  ley 
(artículos  mil  quinientos  veinte  y  uno,  mil  quinientos  veinte 
y  cinco,  mil  quinientos  treinta  y  uno  y  sus  concprdantes  dos  mil 
noventa  y  cinco  y  dos  mil  diez  y  siete  del  Código  Civil). 

12^  Que  en  la  controversia  existente,  respecto  de  la  discu- 
sión seguida  por  las  partes,  sobre  si  el  locador  se  hizo  cargo 
solamente  de  las  dos  casas  de  la  planta  alta,  como  lo  sostiene 
éste,  ó  si  también  tomó  el  almacén  de  la  parte  sud,  como  lo  afir- 
man los  locatarios,  habiendo  éste  permanecido  desocupado  y 
cerrado  hasta  el  momento  que  el  proveyente  lo  hizo  poner  en 
posesión  del  propietario,  es  á  los  señores  García  hermanos 
y  compañía,  que  habían  tenido  á  su  cargo  toda  la  finca,  &  quienes 
les  correspondía  probar  que  se  lo  habían  entregado  al  locador 
y  á  falta  de  esta  prueba  debe  estarse  á  lo  que  resulte  del  mismo 
hecho  de  la  ocupación,  evidenciado  por  la  inspección  ocular, 
según  las  reglas  de  sana  crítica. 

IS""  Los  hechos  de  haber  el  propietario  comunicado  y  anexado 
á  la  casa  que  habita  las  tres  piezas  y  galería  de  la  planta  alta 
de  las  habitaciones  construidas  en  el  fondo  del  segundo  patio, 
independientes  al  almacén  de  la  calle  del  costado  sud  ;  aunque 
siempre  hayan  sido  tenidas  y  sublocadas  como  de  este  departa- 
mento por  los  demandados ;  como  asimismo  haber  transitado 
los  patios  y  colocado  en  ellos  algunos  materiales  los  albañiles 
que  hacían  las  reparaciones  de  las  casas  de  la  planta  alta,  y  el 
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haber^  finalmente,  sacado  la  escalera  que  ponía  en  comunica- 
ción la  casa  habitada  por  el  doctor  Escalera  y  Zuviría  con  los 
patios  de  la  planta  baja;  cuyos  hechos  han  sido  probados  por 
los  locatarios  y  reconocidos  por  aquel,  por  sí  solos  no  constitu- 
yen una  prueba  de  que  el  locador  se  hiciera  cargo  de  todo  el 
departamento  del  almacén  del  costado  sud,  porque  ocupar  una 
parte  aisladamente,  tratándose  de  casas  divisibles  y  que  se  en- 
cuentran individualmente  separadas,  no  es  bajo  ningún  con- 
cepto ocupar  el  todo.  Lii  escalera  que  existía  en  el  segundo 
patio  no  podía  ser  para  los  de  abajo,  sino  para  los  de  arri- 
ba; y  desde  que  ella  existía,  es  indudable  que  éstos  debían 
tener  la  servidumbre  de  paso  por  los  patios  para  sacar  agua 
del  algibe  ó  alguna  otra  cosa  por  el  estilo;  siendo  evidente  que 
al  ocupar  el  propietario  la  casa  de  la  planta  alta^  ácuyo  benefi- 
cio estaba  la  escalera,  éste  pudo  sacarla  con  todo  derecho,  renun- 
ciando el  beneficio  que  le  prestaba  ;  actos  todos  que  no  podían 
alterar  la  ocupación  ni  menoscabar  los  derechos  de  los  inqui- 
linos  de  ese  departamento,  prescindiendo  de  las  tres  piezas  y 
galerías  de  la  planta  alta  de  las  habitaciones  del  fondog  que, 
como  queda  dicho^  el  locador  ha  anexado  á  la  casa  que  habita 
dedicándolos  &  su  uso  exclusivo. 

14^  Que  las  razones  anteriormente  consignadas  respecto  á  la 
no  existencia  de  la  ocupación  del  almacén  de  la  parte  sud  por 
el  doctor  Escalera,  se  robustecen  y  confirman  de  una  manera 
indubitable  si  se  tiene  presente  que  los  señores  García  her- 
manos y  compañía  no  han  dicho  y  mucho  menos  probado  que 
ellos  entregaron  las  llaves  de  ese  almacén  al  locador;  pues  el 
testigo  Agustín  Cordone,  &  foja  183,  además  de  tener  el  carác- 
ter de  singular,  declara  que  no  recibió  más  llave  que  la  de  la 
puerta  de  calle  del  zaguán  principal,  para  ver  si  la  cerradura 
andaba  bien  y  que  como  estaba  descompuesta  se  la  entregó  á 
su  patrón  don  Antonio  Esteves,  de  quien  recibió  orden  de  ir 
á  recibirla ;  siendo  del  caso  recordar  aquí,  que  por  la  falta  de 
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las  llaves  de  ese  almacén,  fué  necesario  hacerlas  abrir  por  un 
cerrajero,  y  el  cual  encontró  completamente  vacío,  según  lo  dice 
el  oficial  de  justicia  en  el  acta  corriente  á  foja  li3, 

15°  Por  último,  lo  que  claramente  aparece  de  manifiesto  por 
el  hecho  de  la  ocupación  del  propietario  doctor  Escalera  y  Znvi- 
ría,  es  que  éste  se  ha  hecho  cargo  de  las  dos  casas  de  familia  de 
la  planta  alta  y  también  de  las  tres  piezas  y  galerías  de  la  mis- 
ma planta  pertenecientes  á  la  habitaciones  del  fondo  del  alma- 
cén de  la  parte  sud  de  la  finca  locada,  según  lo  ha  presenciado 
y  evidenciado  el  proveyente  en  inspección  ocular  que  ha  practi- 
cado, cuya  diligencia  corre  &  foja  152. 

Por  estas  consideraciones  y  leyes  citadas,  fallo  :  declarando 
que  los  señores  Oarcía  hermanos  y  compañía,  en  su  calidad  de 
locatarios,  están  obligados  á  abonar  al  locador  doctor  Gualberto 
Escalera  y  Znviría  los  meses  de  alquiler  vencidos  en  la  finca 
locada  desde  el  11  de  Septiembre  1890  basta  el  3  de  Marzo  del 
corriente  año  (1892),  al  precio  estipulado  en  el  contrato  de 
foja  191,  previa  la  disminución  proporcional  que  debería  hacer- 
se de  las  dos  casas  de  familia  de  la  planta  alta  y  de  las  tres  pie- 
zas galería  de  la  misma  planta,  construidas  al  fondo  del  almacén 
del  costado  sud,  ocupadas  por  el  locador;  que  en  lamisma  forma 
deben  los  demandados  hacerle  el  pago  del  alquiler  desde  el  3  de 
Marzo  último,  que  es  la  fecha  en  que  se  puso  en  posesión  al  pro- 
pietario del  almacén  del  costado  sud  hasta  el  día  en  que  quede 
ejecutoriada  la  presente,  si  los  locatarios  no  lo  desalojaran  antes 
por  razón  del  vencimiento  del  contrato;  debiendo  comprenderse 
en  la  disminución  proporcional  dicho  almacén,  en  este  caso;  yá 
fin  de  que  la  expresada  disminución  proporcional  se  haga  con 
la  debida  equidad  y  justicia,  las  partes  deberán  nombrar  peri- 
tos oportunamente;  sin  especial  condenación  en  costas^porno 
encontrar  razón  plausible  para  ello. 

Repónganse  los  sellos  y  nutifíquese  con  el  original. 

Definitivamente  juzgando,  así  lo  pronuncio,  mando  y  firmo 
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«n  la  ciudad  del  Rosario  de  Santa  Féá  once  de  Noviembre  de 
mil  ochocientos  noventa  y  dos. 

Pedro  Sánchez. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Noviembre  28  de  1895. 

Vistos  :  Por  sus  fundamentos  se  confirma,  con  costas,  lasen- 
tencia  apelada  de  foja  trescientas  cinco,  no  haciéndose  lugar  al 
recurso  de.nulidad,  por  no  haberse  expresado  motivos  que  lo  au- 
toricen, ni  aparecer  ellos  de  autos.  Repuestos  los  sellos,  de- 
vuélvanse. 

LUIS  V.  VÁRELA.  —  ABEL  BAZAN. 
—OCTAVIO  fiUNGE.  —  JUAN  E. 
TOKI\ENT. 


€c:cm:  )c  v 


Don  Enrique  Sabatté  contra  don  José  fíemasconi,  por  cumplid 
miento  de  contrato ;  so6re  prueba  de  testigos 

Sumario.  —  No  es  admisible  la  prueba  de  testigos  presenta- 
dos en  el  último  día  del  término  probatorio. 

T.  XII  15 
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Caso.  —  Lo  explica  el 


Fallo  del  Jíiiez  Vederal 


Buenos  Aires,  Noviembre  16  de  1893. 

Debiendo  las  diligencias  de  prueba  practicarse  dentro  del  tér- 
mino de  la  misma  v  no  habiendo  plazo  hábil  para  la  recepción 
de  la  presente  declaración^  por  vencer  en  esta  fecha  el  término 
probatorio,  no  ha  Ingar  á  lo  pedido,  de  conformidad  además 
con  la  disposición  del  artículo  120  de  la  ley  nacional  de  proce« 
dimientos. 

J.  V.  Lalanne. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Noviembre  30  de  1S95 

Vistos :  Por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  ciento  once  vuelta;  y  repuestos  los  sellos,  devuél- 
vanse. 

LUIS  V.  VÁRELA.  —  ABEL  BA- 
ZAN.  —  OCTAVIO  BUNGE.  — 
JUAN  E.  TORRENT. 
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CAUSA  CCCXXVI 


Don  Lucas  Scarnich  contra  don  Nicolás  Mihanovich,  por 
daños  y  perjuicios;  sobre  agregación  de  antecedentes  re- 
lativos  á  un  informe  de  la  Aduana . 


Sumario.  —  1^  Procede  la  confirmacioa  del  aoto,  del  cual  el 
apelante  manifiesta  que  no  recibe  agravio. 

2^  No  puede  tomarse  en  cuenta  el  pedido  del  apelado  sobre 
condenación  en  costas  de  1*^  instancia,  formulado  en  el  informe 
in  voce,  sino  interpuso  recurso  en  forma  á  este  respecto. 


Caso. —  Scarnich  demandó  á  Mihano?ich  para  que  le  indemni- 
zara de  los  daños  que  le  causó  un  choque  entre  los  vapores  c  En- 
riqueta »,  de  propiedad  del  demandado,  y  c  General  Roca  >,  de 
que  era  patrón  el  demandante,  y  de  cuyo  choque  resultó  éste 
con  una  pierna  fracturada. 

Entre  sus  diligencias  de  prueba  pidió  Scarnich  que  el  admi- 
nistrador de  Aduana  de  la  Capital  informara  sobre  las  circuns- 
tancias del  choque,  y  habiendo  dispuesto  así  el  juez,  dicho 
administrador  informó,  con  fecha  16  de  Julio  del  corriente  año 
1895. 

Por  nota  fecha  9  de  Agosto  del  mismo  año,  vencido  ya  el  tér- 
mino de  prueba,  el  administrador  de  la  aduana  se  dirigió  al 
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Juez,  diciéndole  que  con  posterioridad  al  informe  anterior  se 
habían  encontrado  en  el  archivo  los  antecedentes  originales  que 
se  remitía  por  si  le  era  conyeniente  agregarlos  al  expediente, 
para  mejor  proveer. 


Fallo  del  Juez  Federal 

Buenos  Aires,  Agosto  10  de  1895. 

Agregúese  á  los  autos  j  hágase  saber.  Kepónganse  los  sellos 
sin  más  trámite.  Provee  el  infrascrito  por  resolución  de  la 
Suprema  Corte. 

Lalanne. 

Fallo  de  la  Huprema  Corte 

Buenos  Aires,  Noviembre  30  de  1895. 

Vistos  :  Teniendo  en  consideración  que  para  que  un  recurso 
de  apelación  prospere  es  menester  que  el  auto  recurrido  cause 
agravios  al  apelante,  y  habiendo  manifestado  en  audiencia  d^ 
esta  fecha  el  abogado  de  Mihanovich,  que  el  que  motiva  esta 
instancia  no  causa  perjuicio  alguno  á  la  parte  que  patrocina, 
siéndole  más  bien  favorables  los  documentos  mandados  agregar : 
se  confirma,  con  costas,  dicho  auto,  corriente  á  foja  doscientos 
veintiséis  vuelta^  no  tomándose  en  cuenta  el  pedido  formulado 
en  el  informe  in  t)Oce  sobre  la  condenación  en  costas  en  primera 
instancia,  por  cuanto  no  se  ha  interpuesto  en  forma  ningún 
recurso  á  este  respecto.  Repuestos  los  sellos^  devuélvanse. 

LUIS  V.  VÁRELA.  —  ABEL  RAZAN.  — 
OCTAVIO  BUNGE.  —  JÜAW  E.  TO- 
RREKT. 
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CAUSA    CCCXYII 


Don  Hermenegildo,  doña  Bernabela  y  doña  Eleuteria  Ojeda, 
contra  don  José  Jacinto  Rolon,  por  reivindica^n ;  sobre 
prescripción  treintenaria. 


Sumario.  —  Por  la  ley  de  procedimientos  de  lo8  tribunales 
federales,  la  prescripción  treintenaria  no  puede  oponerse  por 
?{a  de  artícnlo  previo  á  la  contestación  de  la  demanda. 


Caso.  —  Resulta  del 


Fallo  del  Jíu«z  Federal 


Corrientes,  Mayo  21  de  1895. 

Vistos  y  considerando :  Que  6l  demandado  opone  la  excep- 
ción de  prescripción,  como  artículo  de  previo  y  especial  pronnn- 
ciamiento.  Que  éste  es  nn  punto  que  toca  el  fondo  de  la  cues- 
tión y  tiende  á  destruirla  acoion  instaurada  y  no  simplemente 
á  dilatar  la  entrada  al  juicio,  de  manera  que  es  una  excepción 
perentoria.  Que  por  esta  razón  no  puede  hacerse  de  ella  mate- 
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lia  de  artículo  previo,  debiendo  alegarse  en  la  contestación  como 
razón  general  de  oposición.  Qne  las  leyes  de  los  códigos  espa- 
ñoles, invocadas  por  el  demandado  para  hacer  viable  la  excep- 
ción de  prescripción,  como  articulo  previo,  se  oponen  á  la  ley 
nacional  de  procedimientos,  que  no  admite  otras  excepciones 
qne  la  enumeradas  en  el  artículo  73,  y,  por  consiguiente,  deben 
considerarse  derogadas  de  conformidad  al  artículo  374.  Por 
estos  fundamentos :  no  ha  lugar,  con  costas,  á  lo  solicitado  en  el 
escrito  de  foja  89,  y  contéstese  directamente  el  traslado  de  la 
demanda  en  el  término  legal.  Hágase  saber,  y  repóngase. 

E.  A.  Luj amblo. 


Vallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Noviembre  30  de  1895. 

Vistos  y  considerando  :  Que  con  arreglo  al  artículo  setenta 
y  tres  de  la  ley  de  procedimientos  de  los  Tribunales  Federales, 
sólo  son  admisibles  como  excepciones  dilatorias  las  que  en  el 
mismo  se  determinan,  entre  las  cuales  no  se  encuentra  la  de 
prescripción  treintenaria. 

Que  la  ley  veintiuna,  título  veintinueve,  partida  tercera,  que 
se  invoca  por  el  apelante,  no  puede  ser  aplicada  ante  la  justi- 
cia federal,  en  virtud  de  lo  dispuesto  por  el  artículo  trescientos 
setenta  y  cuatro  de  la  citada  ley,  pues  ella  se  opone  á  lo  pres- 
cripto  por  el  artículo  setenta  y  tres. 

Que  las  disposiciones  contenidas  en  el  Código  de  Procedimien- 
tos de  la  Capital,  que  también  ha  invocado  el  apelante,  por  las 
cuales  se  admite  como  excepción  dilatoria  la  prescripción  de 
treinta  años,  no  rigen  en  los  Tribunales  federales. 
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Que  la  disposición  del  artículo  tres  mil  novecientos  sesenta 
Y  dos  del  Código  Civil,  que  autoriza  á  oponer  la  prescripción 
€n  todo  estado  del  juicio,  no  tiene  por  objeto  reglar  los  proce- 
dimientos ni  se  opone  á  que  en  el  presente  caso  sea  admitida 
on  la  forma  de  excepción  perentoria  al  contestar  la  demanda. 

Por  estos  fundamentos  y  concordantes  del  auto  apelado  de 
foja  noventa  y  seis,  se  confirma  éste,  con  costas.  Repuestos  los 
sellos,  devuélvase. 

LUIS  V.  VÁRELA.   —   ABEL   BAZAN.  — 
OCTAVIO  BCNGE. 


CAUSA   €CC:CXTIII 


Don  Ensebio  Ullúa  contra  los  herederos  Olguin,  sobre  pago  de 

costas  y  daños  y  perjuicios 


Sumario.  —  1^  Dada  una  sentencia  que  absuelve  al  demanda- 
do y  condena  al  demandante  en  daños  y  perjuicios,  las  palabras 
€  se  confirma  en  este  sentido  la  sentencia  apelada  »,no  importan 
modificaran  pronunciamiento^  sino  aceptarlo  perlas  razones 
que  fundan  la  confirmatoria. 

2^  Existiendo  así  cosa  juzgada  respecto  déla  indemnización 
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de  costas  y  perjuicios,  la  sentencia  que  fija  el  quantum  de  nnas  i 

y  otros  sólo  es  apelable  respecto  del  quantum  fijado.  i 

S°  Tratándose  de  los  perjuicios  por  destrucción  de  casillas  de 
madera,  el  importe  de  éstas  debe  limitarse  á  las  casillas  real- 
mente destruidas,  renta  que  pudieron  ganar,  y  no  extenderse 
á  las  casillas  que  el  demandante  alega  que  iba  á  construir  y 
no  construyó  á  consecuencia  del  interdicto  de  nueva  obra,  sin 
haber  probado  tampoco  que  tuviese  celebrado  contrato  para 
dicha  construcción. 

4°  El  juramento  que  se  difiere  al  actor  sobre  los  daños  cau-  . 
sados  debe  prestarse  dentro  de  la  suma  que  fija  el  juez,  y  no 
puede  ser  dejado  al  arbitrio  de  aquel . 


Caso.  —  Después  de  dictado  el  fallo  de  la  Suprema  Corte 
que  se  registra  en  la  serie  3*^,  tomo  18,  página  84,  don  Ensebio 
TJllúa,  entabló  demanda  por  cobro  de  costas  y  daños  y  perjuicios. 


IPallo  del  JueE  Federal 


Rosario,  Abril  12  de  1894. 

Vistos:  los  presentes  en  los  cuales  don  Ensebio  TJllúa  de- 
manda álos  herederos  Olguin  por  la  suma  de  55200  pesos,  pro- 
venientes de  los  perjuicios  que  el  actor  dice  se  le  han  irrogado 
á  mérito  del  jnicio  posesorio  iniciado  en  su  contra  por  aquellos, 
respecto  á  un  terreno  ubicado  en  los  suburbios  de  esta  ciudad  y 
cuya  acción,  habiendo  sido  pedida  por  los  Olguin  éstos  fue- 
ron condenados  al  resarcimiento  de  daños  y  perjuicios. 

El  actor  TJllúa  cobra  la  indicada  suma,  aplicando,  27.200  pe- 
sos moneda  nacional  por  suspensión  de  la  obra,  destrucción  de 
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la  parte  que  se  tenía  hecha  y  la  ganancia  que  dejó  de  obtener 
por  falta  de  la  obra  indicada  y  consistente  en  la  facción  de  i 50 
cnartos  de  madera  destinados  á  ser  alquilados  á  razón  de  8  pe- 
sos mensuales  y  á  contar  desde  el  21  de  Setiembre  de  1889,  fe- 
cha de  la  iniciación  del  litigio,  hasta  el  5  de  Mayo  de  1892^  en 
que  le  fué  notificada  la  sentencia  confirmatoria  de  la  Suprema 
Corte;  en  10.000  pesos,  la  paralización  del  juicio  testamenta- 
rio de  doña  Isabel  González,  á  que  pertenecía  el  bien  raiz  mate- 
ria del  litigio,  y  en  8000  pesos  por  los  gastos  originados  en  la 
cuestión  que  había  seguido  y  pérdida  de  trabajo  en  la  atención 
del  pleito. 

Invoca  en  su  favor  la  prescripción  de  los  artículos  1077  y 
1081  del  Código  Civil  (escrito  de  foja  1). 

Contestándose  la  demanda  á  foja  17,  se  pide  su  rechazo  con 
costas,  solicitándose  al  mismo  tiempo  sea  condenado  Ullúa  á 
la  entrega  del  terreno,  á  curo  efecto  se  le  contrademanda  en- 
tablando la  acción  reivindicatoría,  respecto  á  cuyo  último  pun- 
to se  articula  á  foja  34,  fallándose  la  excepción  de  foja  42,  no 
haciéndose  lugar  á  la  excepción  interpuesta  y  ordenando  se 
circunscriban  los  demandados  á  la  sola  interpelación  que  seles 
había  hecho,  en  razón  de  no  corresponder  la  iniciación  deljui* 
cío  petitorio  sino  después  de  haberse  satisfecho  plenamente  las 
condenaciones  pronunciadas  en  el  posesorio,  según  la  prescrip- 
ción del  artículo  2786  del  Código  Civil.  Siendo  este  fallo  acatado 
y  pasado  en  autoridad  de  cosa  juzgada,  se  responde  ala  demanda, 
expresando  los  herederos  Olguin  :  que  los  daños  y  perjuicios  qne 
hoy  se  reclamaban  eran  imaginarios  ;  que  la  Suprema  Corte  al 
confirmar  la  sentencia  de  1*^  instancia  había  modificado  ésta  li-* 
brando  á  su  parte  de  esa  condenación,  pues  ese  tribunal  no  los 
había  mencionado;  que  aún  en  la  hipótesis  de  que  existiera  esa 
coadenacioUy  las  pretensiones  de  Ullúa  eran  exageradas,  pues 
los  cuartos  á  construirse  no  podían  producir  la  renta  que  el  ac* 
tor  le  asignaba. 
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Abierta  la  causa  á  prueba  por  el  auto  foja  45  vuelta,  se  pro- 
duce la  de  foja4á  10,  26  á  S3y  48  á  56. 

Y  considerando :  1®  Que  como  se  ha  establecido  en  el  auto 
de  foja  42  y  los  demandados  lo  han  aceptado,  éstos,  como  que 
han  sido  condenados  al  resarcimieuto  de  los  daños  y  perjuicios, 
deben  al  actor  los  que  se  hayan  producido. 

2"^  Que  la  prueba  testimonial  corriente  de  fojas  48  á  56 prue- 
ba legalmente  por  medio  de  los  testigos  Herrera,  Arias  y  Al- 
varez,  libres  de  toda  excepción  y  uniformes  en  sus  declaracio- 
nes, que  UUúa  tenía  dispuesto  construir  en  el  terreno  materia 
del  primer  litigio,  la  cantidad  de  150  casillas  de  madera  con 
techo  de  zinc^  cuyo  alquiler  general  por  cada  una  de  ellas,  era 
de  siete  pesos  al  mes  y  que  esta  obra  se  suspendió  á  mérito  del 
interdicto  posesorio  que  contra  UUúa  dedujeron  los  Olguin. 

3^  Que  asimismo  se  encuentra  probado  en  autos  que  la  sus- 
pensión de  la  obra  tuvo  lugar  á  fines  de  Setiembre  del  año 
i889  y  que  la  sentencia  confirmatoria  de  la  Suprema  Corte  fué 
notificada  á  Ullúaen  los  primeros  días  de  Mayo  de  1892,  ha- 
biendo por  tanto  transcurrido  entre  ambas  fechas  un  lapso  de 
tiempo  consistente  en  19  meses. 

4°  Quede  esos  19  meses  deben,  empero,  rebajarse  dos,  como 
necesarios  para  la  construcion  de  las  150  casillas,  quedando  así 
aquellos  reducidos á  17  meses:  á  7  pesos  mensuales,  debieron 
producir  á  Olguin  la  suma  de  17.850  pesos,  puesto  que  la  si- 
tuación del  terreno,  cercano  ala  Estación  del  F.  C.  C.  A.»  ha- 
ce suponer  con  fundamento  que  todas  aquellas  tendrían  una 
ocupación  fácil  é  inmediata,  que  al  encargar  la  realización  de 
de  la  obra,  era  porque  el  actor  contaba  con  los  fondos  necesa- 
rios para  pagarla. 

5^  Que  el  actor  no  ha  probado  la  paralización  del  juicio  tes- 
tamentario de  doña  Isabel  González,  por  la  que  también  cobra 
indemnización,  y  por  consiguiente  tal  partida  debe  ser  recha- 
zada. 
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6^  Que  respecto  de  los  gastos  del  juicio  posesorio,  correspon- 
de la  indemnización  á  los  honorarios  pagados  y  gastos  hechos 
de  papel  sellado,  poderes,  etc.,  cuyo  importe  total  debería  ser 
liquidado  por  Secretaría. 

7^  Que  respecto  á  las  construcciones  mandadas  destruir,  no 
se  ha  probado  tampoco  su  importancia,  la  que,  por  otra  parte, 
debe  surgir  de  la  clase  de  materiales  que  se  hubieran  empleado 
en  ellas,  el  estado  en  que  se  encontrasen  aquellas  al  tiempo  de 
ser  destruidas  y  demás  detalles  necesarios  para  poder  formar 
juicio  cabal  al  respecto,  debiendo  entonces  sobre  este  punto 
deferir  su  importe  al  juramento  que  preste  el  actor. 

Portante:  fallo  declarando  que  los  herederos  Olgnin  deben 
abonar  y  abonen  á  don  Ensebio  TJIlúa,  dentro  de  los  diez  dias  pos- 
teriores á  la  ejecutoria  de  esta  resolución  las  sumas  siguientes  : 

1^  La  de  17.850  pesos  moneda  nacional  legal,  valor  de  alqui- 
leres de  i  7  meses  de  las  150  casillas  indicadas,  á  razón  de  7 
pesos  al  mes ; 

2*  La  suma  que  resulte  de  la  liquidación  de  Secretaría  por 
gastos  del  juicio  posesorio  que  ha  dado  origen  al  presente  litigio; 

3^  La  suma  que  el  actor  jure  ser  justa  y  efectivamente  la  que 
haya  perdido,  con  la  destrucción  de  las  obras  comenzadas  ó  exis- 
tentes al  tiempo  de  la  iniciación  del  juicio  posesorio ;  y 

A^  Las  costas  del  presente  juicio. 

Notífíquese  con  el  original  y  repónganse  los  sellos 

G.  Escalera  y  Zuviría. 


Fallo  de  l«  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Noviembre  30  de  1895. 

Vistos  y  considerando:  Primero :  Que  la  sentencia  de  esta  Su- 
prema Corte  que  se  registra  en  copia  testimoniada  á  foja  nueve 
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vuelta,  al  confirmar,  como  lo  ha  hecho,  la  de  primera  instancia  á 
que  se  refiere,  no  ha  modificado  la  condenación  en  las  costas^ 
daños  y  perjuicios  que  ésta  pronunció  contra  los  herederos  01- 
güín,  pues  las  palabras:  «se  confirma  en  este  sentido  la  sentencia 
apelada  de  foja  ciento  noventa  y  cuatro  >,  deque  ella  se  vale,  no 
importan  la  modificación  de  ese  pronunciamiento,  ni  tienen  otro 
alcance  que  el  de  confirmar  el  rechazo  de  la  acción  posesoria  de- 
ducida por  aquellos,  ante  la  sola  consideración  de  que  no  habían 
justificado  que  la  ocupación  y  posesión  que  pretendían  de  su 
parte,  se  hnbiese  extendido  hasta  el  área  en  que  las  construc- 
ciones denunciadas  se  habían  llevado  á  cabo,  según  claramente 
se  desprende  de  los  términos  de  la  misma  sentencia. 

Segundo:  Que  habiendo  así  cosa  juz(;ada,  á  favor  de  don  En- 
sebio TJllúa,  no  sólo  sobre  el  derecho  á  cobrar  las  costas  que  se  le 
causaron  en  la  primera  instancia  de  ese  juicio,  únicas  en  que  re- 
sultaron condenados  los  herederos  Olguin  por  el  fallode  ésta  Su- 
prema Corte,  sino  también  sobreel  derecho  á  ser  indemnizado  de 
los  daños  y  perjuicios  que  efectivamente  hubiese  sufrido  por  la 
suspensión  ó  destrucción  de  las  casillas  que  construía,  es  evi- 
dente que  la  sentencia  apelada  de  foja  ochenta  y  cuatro  es  ina- 
tacable en  la  parte  que  ordena  se  haga  por  Secretaría  la  corres- 
pondiente liquidación  de  esas  costas,  como  lo  es  también  que, 
por  razón  del  recurso  deducido  sólo  puede  examinarse  si  es  ó 
1)0  justa,  con  relación  á  la  cantidad  que  la  misma  fija,  como 
indemnización  de  los  daños  y  perjuicios  en  que  fueron  aquellos 
condenados  en  el  juicio  posesorio. 

Tercero:  Que  entrando á  ese  examen  es  de  observar,  respecto 
á  la  partida  de  diez  y  siete  mil  ochocientos  pesos  moneda  nacio- 
nal, que  la  sentencia  declara  deben  pagar  los  demandados  por  al- 
quileres de  ciento  cincuenta  casillas,  durantediez  y  siete  meses, 
á  razón  de  siete  pesos  al  mes  por  casilla,  que  si  bien  se  ha  pro- 
bado por  las  declaraciones  de  los  testigos  presentados,  que  éste 
era  el  valor  corriente  del  alquiler  de  cada  casilla,  y  con  tal  mo- 
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tÍTo  es  dejasticia  qae  los  herederos  Olgain  alonen,  por  vía  de 
indemnización,  los  alquileres  de  este  tipo,  qae  el  actor  Ullúa 
ha  dejado  de  percibir  por  las  casillas  de  sq  propiedad,  á  conse- 
cuencia de  la  orden  que  mandó  suspender  ó  destruir  su  cons- 
trucción, no  es  menos  justo  también  que  esta  indemnización  se 
limite  al  pago  de  los  alquileres  de  las  casillas  que  se  hallaban 
en  obra  y  que  se  inutilizaron  para  servir  á  la  locación  por  efecto 
de  aquella  orden,  sin  que  pueda  hacerse  extensiva  dicha  in* 
demnización  á  aquellas  casillas  que  hasta  el  número  de  ciento 
cincuenta,  dice  el  actor  que  pensaba  construir,  y  á  la  cual  se 
ha  condenado  álos  demandados  en  la  sentencia  apelada. 

Cuarto:  Que  siendo  de  derecho  que  sólo  se  abonen  al  damnifi- 
cado los  perjuicios  que  justifique  haber  efectivamente  recibido, 
mal  puede  aceptarse  como  perjuicio  inferido  á  Ullúa  la  pérdida 
de  los  alquileres  que  reclama  por  aquellas  casillas  que  no  han 
existido,  ni  siquiera  en  principio  de  ejecución,  y  cuando  tampoco 
ha  probado  que  hubiese  celebrado  el  respectivo  contrato  para 
llevarlas  á  cabo  en  el  número  que  expresa,  ni  que  tuviese  los 
medios,  ó  hubiese  acumulado  los  elementos  necesarios  para 
ello,  de  suerte  que  pudiera  considerarse,  en  la  suspensión  ó 
destrucción  de  la  obra  de  dos  casillas,  que  fué  la  que  se  pidió 
por  los  herederos  Olguiti,  justificado  algún  otro  perjuicio  que 
debiera  indemnizarse  al  demandante. 

Quinto :  Que  toda  la  prueba  producida  por  éste  para  abouar  su 
rereclamo,  según  resulta  délas  constancias  de  autos,  consiste  en 
el  recibo  de  foja  cuarenta  y  nueve,  por  valor  de  veinte  pesos  mo- 
neda nacional,  importe  de  la  construcción  de  dos  casillas  de  ma- 
dera en  el  terreno  de  Ullúa,  donde  había  que  hacer  ciento  cin- 
cuenta casas  por  orden  de  éste,  según  lo  dice  el  otorgante,  y 
en  las  declaraciones  de  tres  testigos  jornaleros,  en  que  figura  el 
firmante  del  recibo  ya  mencionado,  y  con  los  cuales  ha  tratado 
Ullúa  probar  que  había  convenido  con  éste  último  en  la  cons- 
trucción de  ciento  cincuenta  casillas. 
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Sexto:  Que  basta  el  simple  examen  de  esta  praeba  para  coa- 
Tencerse  de  que  ella  carece  de  mérito  para  acreditar  el  perjaicio 
qae  se  alega  :  primero,  porque  el  recibo  de  foja  cuarenta  y  nueve 
ao  prueba  la  celebración  del  contrato  de  construcción  de  las  ciento 
cincuenta  casillas  de  que  se  trata;  segundo,  porque  el  testigocon 
L'i  cual  pretende  IJlIúa  haberlo  celebrado  dice,  á  foja  cincuenta  y 
una,  contestando  una  repregunta  que  se  le  airige,  que  no  ha  he- 
cho dicho  contrato;  y  tercero,  porque  los  otros  testigos  declaran 
que  no  tenían  contrato  escrito  y  que  el  trabajo  se  les  pagaría  se- 
manalmente,  y  aunque  aseveran  que  debían  construirse  ciento 
cincuenta  casillas,  á  su  dicho  no  puede  atribuirse  más  autoridad 
sobre  la  seriedad  y  eficacia  de  ese  proyecto  respecto  de  su  eje- 
cución, que  á  la  del  simple  dicho  del  mismo  XJllúa,  de  quien  tu- 
vieron la  noticia^  y  que  no  puede  por  lo  mismo  servir  de  fun- 
damento bastante  para  acordarle  una  indemnización  cualqaiera. 

Séptimo:  Que  en  cuanto  á  la  parte  de  la  sentencia  on  que  se  con- 
dena á  los  herederos  Olgnin  á  pagar  la  suma  que  jure  el  actor 
ser  justa  y  efectivamente  la  que  haya  perdido  con  la  destrucción 
de  las  obras  comenzadas  ó  existentes  al  tiempo  de  la  iniciación 
del  juicio  posesorio,  debe  observarse,  que  no  es  correcto  librar, 
en  absoluto,  al  arbitrio  del  demandante,  la  fijación  de  esa  suma, 
como  lo  hace  aquella,  sino  dentro  de  la  cantidad  que,  pruden- 
cialmente  y  atenta  las  circunstancias  di*l  caso,  señale  el  Juez, 
de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  la  ley  quinta,  título  once, 
partida  tercera,  á  cuyo  efecto  esta  Suprema  Corte  designa  la 
cantidad  de  quinientos  pesos  moneda  nacional  para  que  dentro 
de  ella  preste  aquel  el  juramento  correspondiente. 

Por  estas  consideraciones:  so  confirma  la  sentencia  apelada  de 
foja  ochenta  y  cuatro  en  las  condenaciones  segunda  y  tercera  de 
su  parte  dispositiva  con  la  modificación  expresada  en  el  último 
considerando  de  esta  resolución,  y  se  revoca  en  las  demás  que  con- 
tiene, declarándose  que  los  perjuicios  á  cargo  de  los  demanda- 
dos quedan  reducidos  al  alquiler  de  siete  pesos  moneda  nacional 
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mensaales  por  cada  una  de  las  dos  casillas,  cuya  constraooion 
faó  suspendida  daraote  los  diez  j  naere  m6ses  desde  la  fecha 
en  qoe  faó  ordenada  la  suspensión  hasta  la  notificación  de  la 
sentenciado  esta Soprema Corte  de  fojanuere  vuelta :  las  costas 
de  ambas  instancias  producidas  en  el  presente  juicio,  deben  ser 
satisfechas  en  el  orden  cansado.  Bepaestos  los  sellos,  devuél- 
Tanse,  pndíendo  notificarse  con  el  originaU 

LUIS  V.  VÁRELA.  —  ABEL  BAZAN.  — 
OCTAVIO  BUNGE.  —  JUAN  E.  TO- 
RRBNT. 
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Por  recurso   de  c  habeas  cor  pus  >  á  favor  de  don  Alanasio 
Rodríguez  y  don  Absalon  López;  sobre  competencia 


Sumario.  —  La  Suprema  Corte  carece  de  jurisdicción  para 
conocer  en  1*  instancia  y  originariamente  del  recurso  de  habeas 
Corpus. 


Caso.  ' —  Resalta  del  siguiente  : 
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RECURSO 


Buenos  Aires,  Noviembre  28  de  1895. 
Suprema  Corte  : 

Manuel  Fonce,  con  domicilio  en  la  calle  Paraná  número  242, 
respetuosamente  y  como  mejor  proceda  expongo  : 

Que  hace  cinco  días,  los  señores  doctor  Atanasio  Bodrfguez, 
j  Absalon  López,  ambos  argentinos,  vecinos  de  la  ciudad  |de 
Santiago  del  Estero,  se  hallan  privados  de  su  libertad  y  deteni- 
dos indebidamente  en  la  policía  central  de  la  expresada  ciudad, 
por  orden  y  cargo  de  la  Intervención  Nacional. 

En  mi  Ccirácter  de  amigo  íntimo  de  aquellos,  distinguidos  ca- 
balleros, y  de  conformidad  á  lo  prescripto  por  el  artículo  20  de 
la  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales  Na- 
cionales, vengo  á  instaurar  el  interdicto  de  habeas  corpus  á  fa- 
vor de  los  mismos,  y  á  pedir  á  V.  E.,  previa  la  investigación 
de  las  causas  que  motivaron  su  prisión,  decrete  su  inmediata 
libertad,  sirviéndose  comunicarla  por  telégrafo  á  los  efectos 
consiguientes  al  señor  doctor  Aguirre,  interventor  nacional 
en  aquella  Provincia. 

Como  el  señor  Juez  de  Sección  de  Santiago  se  hallase  ausen- 
te con  licencia,  mis  patrocinados  se  vieron  en  la  necesidad  de  ocu- 
rrir directamente  ante  V.  E.  por  la  vía  telegráfica  interj)onien- 
do  este  mismo  recurso,  el  que  no  ha  sido  tramitado  en  la  ferina 
que  lo  esperaban,  por  la  razón  que  expresa  la  providencia  recaí- 
da en  él. 

A  fin  de  que  el  expresado  recurso  surta  los  efectos  del  caso, 
vengo  á  reproducir  en  todas  sus  partes  la  exposición  telegráfica 
de  que  V.  £.  tiene  conocimiento  y  existe  en  la  Secretaría  de 
e^ta  Suprema  Corte. 
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De  esos  antecedentes,  expuestos  con  toda  verdad,  Eimo.  Se- 
ñor^ resalta  que  se  ha  violado  con  marcada  falta  de  considera- 
ción las  garantías  qne  la  Constitución  j  lejes  de  la  Nación  con- 
sagran en  favor  de  la  persona  y  domicilio  de  los  ciadadanos. 

Mis  patrocinados  no  han  efectuado  hecho  alguno  punible  y 
jamás  pudieron  pensar  que  una  intervención  presidida  por  un 
ciudadano  distinguido  como  el  señor  doctor  Aguirre,  pusiera 
su  autoridad  y  la  fuerza  nacional  de  que  dispone  al  servicio  de 
una  iniquidad,  de  una  venganza  personal;  porqne  no  puede  ca- 
lificarse de  otra  manera,  la  gestión  hecha  por  el  titulado  presi- 
dente de  la  Cámara  de  Diputados,  cerca  de  la  Intervención,  para 
que  redujese  á  prisión  á  los  expresados  señores  Rodrigues  y 
López,  doyos  domicilios  han  sido  violentados  sin  forma  alguna 
legal. 

Es  de  notoriedad  pública  qne  la  Intervención  Nacional  san- 
cionada por  ley  del  Congreso  para  la  provincia  de  Santiago, 
tiene  por  objeto  exclusivo,  garantir  el  funcionamiento  regular 
de  su  legislatura. 

£s  igualmente  notorio,  por  actos  oficiales  pnblicados  y  co- 
mentados por  toda  la  prensa  de  esta  Capital,  que  á  pesar  de 
esfuerzos  patrióticos  del  señor  Interventor,  desde  el  día  que 
asumió  el  Gobierno  de  aquella  provincia,  hasta  la  fecha,  no  ha 
podido  llenar  el  objeto  de  su  misión  oficial;  viéndose  obligado 
á  solicitar  ampliación  de  aquella  ley  de  intervención  para  con- 
vocar al  pueblo  á  elecciones,  á  fin  de  constituir  por  ese  medio  el 
Poder  Legislativo  que  no  existe  en  Santiago. 

Si  todo  esto  constituye  un  hecho  innegable,  ó  lo  que  es  lo  mis- 
mo, que  en  Santiago  no  está  constitucionalmente  organizado  el 
Poder  Legislativo,  se  dedoce  lógicamente  que  tampoco  existen 
las  autoridades  que  presiden  las  dos  Cámaras  de  que  se  compone. 

Por  otra  parte,  á  pesar  de  resultar  mis  patrocinados  privados 
de  su  libertad  por  autoridad  de  la  Intervención  Nacional,  á  requi- 
sición de  un  funcionario  que  no  existe  legalmente,  ni  tiene  la  au- 
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toridad  que  invoca;  Y.  E.  tiene  resnelto  en  el  caso  de  don  Elíseo 
Acevedo,  director  del  Debate,  corriente  á  foja  406  del  tomo  id, 
serie  2'  de  los  fallos,  que  una  sola  Cámara  del  Congreso  no 
era  autoridad  competente  para  decretar  la  prisión  del  expresa- 
do director. 

En  nuestro  caso,  Excmo.  Señor,  y  por  las  razones  extensa- 
mente expuestas  por  el  señor  Dr.  Eduardo  Costa,  Procurador 
General  de  la  Nación^  en  la  causa  contra  don  Lino  de  la  Torre 
(hijo),  corriente  á  foja  463  del  tomo  y  serie  antes  citados,  una 
de  la  ramas  legislativas  de  un  estado,  y  por  razón  de  desacato 
á  su  autoridad,  no  puede  ni  tiene  facultad  para  decretar  la 
prisión  de  nn  ciudadano. 

Estos  principios  consagrados  ya  de  un  modo  uniforme  y  cons- 
tante por  la  jurisprudencia  de  esta  Suprema  Corte,  son  de  la 
más  estricta  aplicación  á  casos  como  el  que  motiva  el  presente 
recurso,  máxime  cuando  la  contitucion  de  Santiago  y  los  regla- 
mentos del  Senado  y  Cámara  de  Diputados,  no  autorizan  nn 
procedimiento  tan  violento  y  atentatorio  como  el  que  se  ha  pues» 
to  en  práctica  contra  mis  representados. 

Por  estas  consideraciones  y  tratándose  de  una  cuestión  sen- 
cilla, análoga  á  las  machas  resueltas  por  Y.  E. ;  suplicóle  haber- 
me por  presentado  y  por  interpuesto  el  recurso  correspondiente 
y  previo  los  trámites  que  á  continuación  expresaré,  se  sirva 
decretar  la  libertad  de  los  expresados  señores  Rodríguez  y 
López  : 

1®  Pedir  informe  telegráficamente  al  interventor  doctor 
Aguirre  si  la  Legislatura  abrió  sus  sesiones  el  primero  de 
Mayo  del  corriente  año  ; 

2®  Si  la  Legislatura  existe  en  condiciones  constitucionales ; 

3^  Si  la  Cámara  de  Diputados  nombró  sus  autoridades  para 
el  receso,  y  si  funciona  actualmente  ; 

4°  Si  mis  representados,  señores  Bodrignez  y  López,  han 
sido  arrestados  por  la  policía  á cargo  déla  Intervención^  y  si  aún 
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signen  detenidos,  y  si  es  cierto  que  dichos  señores  fueron  saca- 
dos de  su  casa  particular,  con  orden  de  allanar  su  domicilio 
por  autoridad  que  no  era  competente  para  expedirla,  y  cuál  era 
ésta.  Es  justicia. 

Otrosí  digo :  Que  atenta  la  naturaleza  del  recurso  interpues- 
to, suplico  á  y.  E.  se  sirva  habilitar  las  horas  que  fueran  ne- 
cesariasy  hasta  su  resolución  definitiva,  sirviéndose  igualmente 
ordenar  que  los  informes  que  se  pidan  al  señor  Interventor  en 
Santiago  del  Estero^  sean  evacuados  en  el  día. 

Es  justicia. 

J.  M.  del  Campo.  —Si.  Ponce. 


VISTA  DEL  SEftOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Noviembre  29  de  1895. 

Suprema  Corte  : 

En  el  caso  del  señor  Lainez,  propietario  y  director  de  £/  Dia- 
rio, expuse  á  y.  E.  que  tratándose  de  una  orden  de  detención 
emanada  de  la  Cámara  de  Diputados,  expresamente  excluida  de 
la  jurisdicción  de  los  jueces  de  1^  instancia  por  el  artículo 
6i8  del  Código  de  Procedimientos  en  lo  criminal,  el  conoci- 
miento debiera  ser  atribución  de  y .  £ . ,  según  el  artículo  20  de 
la  ley  sobre  competencia  de  los  Tribunales  Nacionales. 

Inducía  mi  juicio  á  esta  conclusión,  no  sólo  la  doctrina  ju- 
rídica que  había  prevalecido  en  la  resolución  del  caso  producido 
por  el  señor  Acevedo,  director  del  Debate,  ante  la  Suprema  Cor- 
te en  i885,  no  sólo  la  doctrina  sustentada  por  los  señores  Mi- 
nistros de  la  Suprema  Corte,  doctores  Ibarguren  y  de  la  Torre, 
en  el  caso  del  señor  don  Eduardo  Sojo^  en  1887,  que  registran 
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los  fallos  de  y.  E.,  sino  también  una  consideración  que  pare- 
cía dominar  todo  el  conjunto  de  opiniones  en  divergencia,  tanto 
délos  tratadistas,  como  de  los  fallos,  esto  es,  que  no  puede 
existir  un  derecho  garantido  en  la  Constitución^  sin  los  medios 
de  hacerlo  efectivo  ante  alguna  jurisdicción  legal.  Porque  si  el 
derecho  á  la  libertad  individual  fué  consagrado  en  términos  y 
bajo  las  garantías  del  artículo  18  de  la  Constitución  Nacio- 
nal, la  ley  no  debía  negar  los  medios  jurisdiccionales  para  afir- 
mar su  cumplimiento.  Y  si  por  justas  consideraciones  de  orden 
jerárquico,  ha  declarado  qae  el  Juez  inferior  no  puede  resol- 
ver las  causas  emanadas  del  superior  ó  de  alguna  de  las  Cáma- 
ras del  Congreso,  procedería  al  efecto  la  autoridad  del  Supremo 
Tribunal,  llamado  á  conocer  por  apelación  en  su  último  térmi- 
nOy  ú  originariamente  en  los  casos  de  excepción. 

Y.  E.,  no  obstante,  inspirando  su  resolución  en  el  texto  ex- 
preso del  artículo  101  de  la  Constitución  y  en  las  consideraciones 
extensamente  expuestas  en  la  sentencia  recaída  en  caso  análo- 
go que  se  registra  en  el  tomo  32,  página  125  de  sus  fallos,  de- 
claró de  nuevo  á  foja  275  del  tomo  2^  serie  4*^  de  los  mismos: 
«  que  carece  de  jurisdicción  originaria  para  el  conocimiento 
del  recurso  deducido  ». 

Aquellas  repetidas  decisiones  de  Y.  E.,  apreciando  la  doctri- 
na jurídica  y  aplicando  el  artículo  101  de  la  Constitución, 
como  la  ley  suprema  dominante,  son  aplicables  al  caso  ^- 
judice,  tanto  más,  cuando  se  refiere  la  acción  instaurada  no  á 
una  rama  del  Congreso  sino  á  una  Cámara  de  Provincia,  cuya 
existencia  real  y  constitucional  se  desconoce. 

Si  el  Juez  Federal  de  Sección  no  se  encuentra  en  el  asiento 
del  Juzgado,  como  las  partes  lo  aseguran,  ésto  no  autorizaría 
tampoco  en  el  caso,  la  interposición  directa  de  una  acción  al 
superior  :  las  leyes  han  dejado  al  respecto  los  medios  lega- 
les de  sustituir,  dentro  de  las  jurisdicciones  respectivas,  á  los 
jueces  ausentes  é  impedidos. 
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Por  todo  ello,  ante  la  jurisprudencia  establecida  en  los  citados 
fallos  de  y .  E.  7  las  consideraciones  que  dejo  expuestas  en  últi- 
mo término,  relativas  á  la  especialidad  del  caso  sub-judice^  opi- 
no que  no  procede,  ásu  respecto,  el  ejercicio  de  la  jurisdicción 
originaria  de  Y.  E. 

Sabiniano  Kier. 


Fallo  de  tm  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Noviembre  30  de  1895. 

Vistos  en  el  acuerdo  :  No  correspondiendo  á  esta  Suprema 
Corte  el  conocimiento  originario  del  recurso  de  habeos  corpus, 
atento  lo  dispuesto  en  el  artículo  seiscientos  diez  y  ocho  del  Códi- 
go de  Procedimientos  en  lo  Criminal,  y  de  acuerdo  con  lo  pedido 
por  el  señor  Procurador  General,  se  declara  que  este  Tribunal 
carece  de  jurisdicción  para  entender  en  el  recurso  deducido  á 
foja  catorce.  Repuestos  los  sellos,  archívese. 

LUIS  V.  VÁRELA.  —  ABEL  BA- 
ZAN.  —  OCTAVIO  BDNGE.  — 
JUAN  E.   TORRENT. 
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CAVSA  cccxx:ic 


Pini  hermanos  contra  don  Egidio  Colonnelli;  sobre  falsificación 

de  marca  de  fábrica 


Sumario.  —  Es  violatorio  de  la  ley  sobre  marcas  de  fábrica  y 
de  comercio  la  incorporación  á  una  marca  de  los  rasgos  caracte- 
rísticos de  otra,  que  paede  á  primera  vista  producir  confusión 
entre  los  artículos  similares,  é  inducir  en  error  á  los  consumi- 
dores. 


Caso.  —  Lo  explica  el 


Fallo  dd  Jíues  Federal 


Buenos  Aires,  Agosto  20  de  1895. 

Y  vistos  estos  autos  seguidos  por  Pini  hermanos  contra  Egi- 
dio Colonnelli,  por  falsificación  de  marca  de  fábrica. 

Eesulta :  Que  don  Agustin  Bichieri,  en  representación  de  los 
actores,  deduce  la  presente  acción,  exponiendo  que  como  lo  com- 
prueba con  los  documentos  expedidos  por  la  oficina  respectiva 
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qne  acompaña,  sus  representados  tienen  la  concesión  para  el  uso 
exclusivo  de  la  marca  <  Cock  »,  con  que  distinguen  la  pintura 
blanca  en  pasta  y  al  óleo  que  introducen. 

Qne  teniendo  conocimiento  que  el  demandado  falsificaba  el 
producto  que  introducen  sus  mandantes^  valiéndose  de  la  mis- 
ma marca,  diferenciando  el  dibujo  tan  solo  con  una  pequeña  va- 
riante dentro  del  círculo  central,  la  que  consiste  en  dos  anclas 
cruzadas  en  lugar  del  gallo  que  tiene  la  legitima  en  la  palabra 
regislered,  que  no  aparece  en  la  falsificada,  y  otras  de  menor  im- 
portancia, interpone  la  acción  correspondiente  para  que  se  con- 
dene en  oportunidad  á  Colonnelli  al  máxímun  de  la  pena  que 
marca  la  ley  para  los  que  falsifican  ó  adulteran  las  marcas  de 
fábrica^  y  que  se  les  dejen  á  salvo  las  acciones  por  los  daños  y 
perjnicios, 

Que  trabado  el  embargo  solicitado  como  medida  previa,  como 
consta  por  la  diligencia  corriente  de  fojas  11  á  12,  y  notificado 
el  traslado  conferido  á  foja  18,  se  presenta  el  demandado  eva*' 
cuándoloy  oponiendo  las  excepciones  de  falta  de  personalidad  en 
el  procurador  del  demandante  y  de  defecto  legal  en  el  modo  de 
proponerla  demanda.  Agrega  que  él  no  puede  ser  demandado 
en  juicio  particularmente,  porque  la  marca  que  se  pretende  fal- 
sificada es  de  Colonnelli  y  G^,  quienes  usan  su  propia  marca 
desde  hace  mucho  tiempo,  la  que  tienen  registrada  con  fecha 
9  de  Agosto  de  1893  bajo  el  número  3618,  con  anterioridad  al  de-« 
recho  adquirido  por  los  actores,  no  pudiendo  presentarse  caso 
de  confusión  entre  ellas  por  ser  visiblemente  distintas.  Termi- 
na pidiendo  el  rechazo  de  la  demanda,  con  especial  condenación 
en  costas,  por  ser  temeraria,  y  que  se  le  dejen  á  salvo  las  accio- 
nes por  los  daños  y  perjuicios. 

Que  recibida  la  cansa  á  prueba,  se  produjo  la  que  corre  agre- 
gada á  los  autos  de  foja  26  á  foja  52  inclusive  y  llenados  los 
demás  trámites  legales  quedó  la  causa  conclusa  para  sentencia. 

Y  considerando:  Que  las  excepciones  opuestas  por  Colonnelli 


248  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

al  contestar  la  demanda  no  se  encuentran  justificadas,  pues  el 
poder  presentado  por  Bichíeti  aparece  bastante  para  deducir  la 
acción  entablada  y  la  demanda  no  adolece  de  defecto  legal,  desde 
que  Colonnelli  no  niega  que  forme  parte  de  la  razón  social  Co- 
lonnellí  j  C^,  la  que  reconoce  ser  la  que  usa  la  etiqueta  6  la  mar- 
ca incriminada. 

Que  la  cuestión  á  resolver  por  el  juzgado  queda,  por  tanto, 
circunscripta  á  saber  si  la  marca  usada  por  Colonnelli  en  los  ta- 
rros de  la  pintura  que  elabora  y  expende,  es  una  falsificación  de 
la  marca  usada  en  sus  tarros  de  pintura  por  los  demandantes 
Pini  hermanos,  marca  que  ha  sido  debidamente  registrada  se- 
gún el  certiñcado  de  foja  1*^. 

Que  áeste  respecto  comparando  los  tarros  de  pintura  de  una 
y  otra  marca  que  se  encuentran  depositados  en  secretaría  se  ob- 
serva lo  siguiente :  los  de  Colonneli  son  visiblemente  de  mayor 
tamaño  que  los  de  Finí,  tienen  en  la  parte  central  de  la  faja, 
que  llamaremos  la  etiqueta,  dos  anclas  cruzadas  coronadas  por 
una  estrella  que  es  la  marca  registrada  por  Colonnelli,  según  el 
certificado  de  foja  29,  en  tanto  que  en  los  tarros  de  Pini  se  en- 
cuentra en  esa  parte  de  la  etiqueta,  la  marca  por  ellos  registrada 
es  decir  la  figura  de  un  gallo  con  la  palabra  <cock»  al  pie  y 
rodeando  la  figura  un  círculo  dorado  con  la  inscripción  c  Pini 
London».  En  lo  demás,  en  la  colocación  de  las  etiquetas,  en 
algunos  pequeños  adornos  que  contienen  y  en  las  palabras  <  Ex- 
tra» cWhite»  cLead»  cTrademark»  son  casi  idénticas* 

Que  determinadas  así  en  sus  rasgos  característicos  las  marcas 
que  cubren  respectivamente  los  tarros  de  pintura  de  Pini  y  de 
Colonnelli,  resulta  que  si  bien  al  primer  golpe  de  vista  presen- 
tan gran  semejanza,  después  de  un  ligero  examen  se  llega  á  con- 
cluir que  la  confusión  entre  una  y  otra  no  es  posible.  Para  apo- 
yar esta  conclusión  basta  notar  el  tamaño  diferente  de  los  tarros 
y  la  completa  diversidad  de  la  parte  central  de  la  etiqueta  fuera 
de  que  el  nombre  de  Pini  se  encuentra  en  los  tarros  de  éste, 
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mientras  qoe  en  los  de  Colonnelli  no  hay  ningún  nombre  de  fa- 
bricante 6  introductor. 

Por  lo  demás,  la  marca  registrada  por  los  demandantes  con- 
siste esencialmente  en  la  figura  central  de  la  etiqueta,  el  gallo, 
la  palabra  c  oock  >  que  lleva  al  pié  y  la  inscripción  que  la  rodea 
ydiceicPini»  cLondon».  Las  palabras  < Extra»,  cWhite», 
<  Lead  »,  que  también  aparecen  en  la  etiqueta,  son  indicativas 
de  la  calidad  y  naturaleza  del  producto  y  no  forman  parte  por 
lo  tanto  de  la  marca:  su  uso  no  puede  ser  objeto  de  privilegio, 
según  la  disposición  del  artículo  3®  de  la  ley  demarcas  de  fábri- 
ca y  de  comercio.  La  confusión  entre  ambas  marcas  es  menos 
posible  aún  si  se  tiene  en  cuenta  que  en  el  presente  caso,  dada  la 
mercadería  de  que  se  trata,  pintura  en  tarros,  los  consumidores 
que  son  personas  entendidas  en  la  materia,  no  podrían  ser  indu- 
cidas en  error,  atentas  las  diferencias  existentes  en  las  etiquetas 
y  en  el  tamaño  de  los  envases. 

Que  en  tal  concepto,  la  penalidad  de  la  ley  de  marcas  de  fá- 
brica y  de  comercio  no  es  aplicable^  la  imitación  resulta  ino- 
cente, desde  que  no  pudiendo  ella  producir  confusión,  entre  los 
productos  no  causa  lesión  alguna  al  derecho  ajeno. 

Por  estos  f undamentos^  fallo :  absolviendo  de  culpa  y  cargo 
al  demandado  Egidio  Colonnelli,  coyas  acciones  por  daños  y 
perjuicios  quedan  á  salvo.  Las  costas  serán  á  cargo  de  los  ac- 
tores. Notífíquese  con  el  original  y  repóngase  el  papel,  debien- 
do en  oportunidad  alzarse  el  embargo  trabado  á  fojas  11  y  12. 

/.  V.  Lalanne. 
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Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Noviembre  30  de  1895. 

Vistos  y  considerando:  Primero;  Qae  la  presente  conti«ndja 
procede  del  aso  de  dos  marcas  de  fábrica  respectivamente  pa- 
tentadas por  la  autoridad  competente. 

Segundo :  Qae  la  discusión  versa  sobre  la  semejanza  dada  por 
Colonnelli  á  sa  marca,  con  la  de  Pini  hermanos,  incorporando 
á  ella  diversos  rasgos  característicos  de  la  de  éstos,  que  pueden 
á  primera  vista,  al  menos,  causar  confusión  de  una  con  otra  al 
expenderse  en  el  comercio. 

Tercero:  Que  según  las  patentes  de  cada  uno  de  dichos  fabri- 
cantes, la  marca  concedida  á  Colonnelli  consiste  únicamente  en 
dos  anclas  cruzadas  y  una  estrella  de  seis  picos  en  la  parte  su- 
perior con  la  letra  G  en  el  centro  de  ella^  y  la  de  Fini  hermanos 
en  una  etiqueta  cuadrada,  oblonga,  cuya  descripción  minuciosa 
se  halla  inserta  en  la  patente  de  foja  tres  y  cuyo  dibujo  confor- 
me con  ella  se  encuentra  á  foja  cuatro. 

Cuarto:  Que  dicha  etiqueta  ha  sido  imitada  en  sus  más  im- 
portantes detalles  por  la  que  se  halla  impresa  en  los  tarros  de 
pintura  que  expende  el  fabricante  Colonnelli,  lo  mismo  que  en  el 
color  y  dibujos  de  la  viñeta,  no  conservándose  otra  diferencia 
importante  entre  ambas  que  el  emblema  de  las  dos  anclas  colo- 
cado en  el  centro,  en  lugar  del  gallo  que  corresponde  á  la  marca 
de  Pini  hermanos. 

Quinto :  Que  si  bien  es  aceptable  que  los  pintores  que  usan  6 
consumen  habítualmente  ese  artículo  industrial,  pueden  distin- 
guir fácilmente  una  marca  de  otra,  es  también  fácil  ó  posible 
el  engaño  de  parte  del  público  por  la  evidente  semejanza  que  á 
primera  vista  se  nota  entre  ambas  marcas,  engaño  que  debe 
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prevenirse  y  eyitarse,  en  d'Gx^nsa  de  los  derechos  del  fabricante 
debidamente  patentado,      ^b;. 

Sexto  :  Qae  es  también  eVifd^J^e'que  Colonnelli  no  ha  debido 
copiar  los  diversos  detalles  de  la  marca  de  Fini  hermanos  en  la 
suya,  como  lo  ha  hecho,  caalquiera  qne  haya  sido  sn  intención^ 
desde  que  ellos  constituyen  parte  esencial  de  dicha  marca,  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  primero  de  la  ley  de  la  ma* 
teria  y  oonforme  á  los  términos  de  su  respectiva  patente. 

Sétimo:  Qne  todos  esos  caracteres  que  son  parte  de  la  pro- 
piedad de  éste  último  y  pueden  determinar  en  el  comercio  la 
confusión  entre  ambas  marcas,  deben  ser  eliminados  de  la  de 
aquel,  á  quien  no  le  corresponden  ni  le  han  sido  acordados  en 
la  concesión  de  la  suya . 

Por  estos  fundamentos  :  se  revoca  la  sentencia  apelada,  de- 
clarándose que  Colonnelli  no  tiene  derecho  á  usar  de  la  viñeta 
registrada  por  Fini  hermanos  como  marca  de  fábrica^  imponién- 
dosele á  aque^l  por  única  pena  la  multa  de  veinte  pesos  moneda 
nacional,  por  cuanto  ha  hecho  uso  de  una  marca  que  le  fué  con- 
cedida debidamente,  aun  cuando  la  ha  incluido  sin  derecho  en 
la  viñeta  de  Pini;  debiendo  en  consecuencia  inutilizarse  las  vi- 
ñetas de  las  mercaderías  embargadas,  con  arreglo  al  artículo 
treinta  y  tres  de  la  ley  de  marcas  de  fábrica  y  siendo  las  costas 
de  ambas  instancias  á  cargo  del  demandado  (artículo  ciento 
cuarenta  y  cuatro,  Código  de  Procedimientos  en  lo  Criminal). 
Bepuestos  los  sellos^  devuélvanse,  pudiendo  notificarse  con  el 
original. 

LUIS  V.  VÁRELA.  —  OCTAVIO  BUNGE. 
—  JUAN  E.  TORRENT.  —  ABEL  BA- 

<     ZAN  (en  disidencia). 
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Vistos  y  considerando:  Primero  :  Que  para  que  exista  imita- 
ción de  ana  marca  de  fábrica  á  los  efectos  de  la  aplicación  de  la 
ley  de  la  materia  de  diez  y  nueve  de  Agosto  de  mil  ochocientos 
setenta  y  seis,  es  indispensable  la  posibilidad  de  una  confusión 
entre  esa  marca  y  aquella  con  la  que  fraudulentamente  se  trata 
de  perjudicarla^  imitando  sus  rasgos  característicos  á  fin  de 
que  puedan  confundirse  en  el  comercio  los  artículos  similares 
á  que  una  y  otra  marca  se  aplican. 

Segundo :  Que  en  el  caso  sub-judice  semejante  confusión  no  es 
posible,  porque  la  diferencia  entre  una  y  otra  marca  consiste  en 
emblemas  completamente  diferentes,  que  hacen  el  rasgo  carac- 
terístico de  ambas,  siendo  el  de  la  marca  patentada  á  los  señores 
Fini  hermanos  la  figura  de  un  gallo  en  un  cuadrado  á  rayas 
azules  y  blancas,  teniendo  en  un  ángulo  debajo  del  gallo,  la 
palabra  Cock  y  en  un  circulo  dentro  del  cual  se  apoya  el  cuadra- 
do, las  palabras  Fini  y  London;  y  el  de  la  marca  empleada  por 
E.  Golonnelli,  y  también  patentada  por  la  oficina  respectiva,  dos 
anclas  cruzadas  con  una  estrella  de  seis  picos  en  la  parte  supe- 
rior de  ellas  y  en  el  medio  de  la  estrella  la  letra  O,  inicial  del 
apellido  del  patentado. 

Tercero  :  Que  aunque  la  marca  registrada  de  Fini  hermanos  la 
contituye  no  sólo  el  emblema  de!  gallo  con  las  palabras  antes  ex- 
presadas, sino  toda  la  viñeta  de  foja  treinta  y  siete  con  las  locu- 
ciones: Extra,  TradeMark,  White,  Lead,  Registered  y  demás  sig- 
nos gráficos  que  contiene,  y  que  ha  empleado  Oolonnelli  en  la  sa- 
ya, sin  haber  hecho  registrar  lasañas  y  los  otros  al  pedir  patente 
para  la  marca  de  las  dos  anclas,  es  de  observar,  sin  embargo,  que 
tales  locuciones  no  forman  propiedad  de  los  señores  Fini,  por  per- 
tenecer al  lenguaje  y  al  vocabulario  común  del  comercio,  ni  pue- 
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den  tampoco,  por  la  misma  razón,  tomarse  como  signos  caracte- 
rísticogde  una  marca  de  fábrica,  debiendo  decirse  en  cuanto  á 
los  otros  signos,  que  no  son  sino  accesorios  insuficientes  por  sí 
solos  para  producir  la  confusión  entre  ambas  marcas . 

Cuarto:  Quede  la  prueba  producida  por  el  demandado  yconsis- 
tente  en  declaraciones  desunciente  número  de  testigos  no  com- 
prendidos en  las  generales  de  la  ley,  resulta  además  que  en  el 
comercio  no  se  ha  causado  confusión  alguna  entre  las  marcas  de 
que  se  trata,  ni  ha  intentado  Colonnelli  producirla  cuando  ha 
Tendido  la  pintura  de  sa  propia  fabricación  en  los  tarros  que  la 
contiene  y  que  por  su  tamaño  y  modo  diferente  de  abrirse  presen- 
tan también  notable  diferencia  con  los  de  Finí  hermanos. 

Quinto:  Que  lo  considerado  hasta  aquí,  se  halla  de  perfecto 
acuerdo  con  la  jurisprudencia  sentada  por  esta  Suprema  Corte 
en  el  fallo  que  se  registra  en  la  serie  tercera^  tomo  doce,  pági- 
na cuatrocientos  cinco  de  sus  fallos,  donde  se  establece  de  con- 
formidad con  la  doctrina  de  los  autores  Pouíllet  y  Fataille,  que 
la  confusión  sólo  debe  declararse  existente,  cuando  sea  posible 
incurrirse  en  ella  por  un  consumidor  vigilante  preocupado  de  sus 
intereses,  lo  que  no  podría  suceder  en  el  presente  caso. 

Sexto:  Que  si  es  verdad  que  como  consecuencia  de  este  princi- 
pio no  debe  tenerse  en  cuenta  para  la  aplicación  de  la  penalidad 
impuesta  por  la  ley  de  marcas  de  fábrica,  la  confusión  que  pue- 
de hacer,  entre  ambas  marcas,  la  parte  del  público  consumidor 
no  vigilante,  ni  preocupado  de  sus  intereses,  por  la  similitud  de 
la  viñeta  patentada  á  Pini  hermanos  con  los  signos  y  adornos 
que  la  constituyen  y  que  ha  empleado  Colonnelli  en  bUS  tarros 
de  pintura  exactamente  igual  y  del  mismo  color,  sin  haberla 
hecho  registrar  como  perteneciente  á  su  marca,  y  sustituyendo 
en  el  centro  de  ella  el  emblema  del  gallo,  la  palabra  y  el  letre- 
ro que  lo  rodea  con  el  de  las  dos  anclas,  no  es  menos  cierto  tam- 
bién que  Fini  hermanos  tienen  perfecto  derecho  para  reclamar 
el  aso  exclusivo  de  esa  viñeta  por  lo  que  hace  á  los  signos,  ador- 
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nos  y  color  eu  la  forma  qae  le  ha  sido  concedida,  por  ser  parte 
integrante  de  la  marca  de  su  propiedad. 

Forestes  fundamentos,  y  sus  concordantes  se  confírmala  sen- 
tenciaapelada  de  foja  setentay  ocho  en  cuanto  exime á  Colonnelli 
de  la  multa  é  indemnización  de  daños  y  perjuicios  solicitados  en 
la  demanda  de  fojaprimera^  y  se  revoca  en  los  demás  pronuncia- 
mientos que  contiene,  con  declaración  de  que  deben  inutilizarse 
las  viñetas  délos  tarros  embargados  á  Colonnelli  en  la  parte  de 
los  signos  y  adornos  que  ha  usado  idénticos  á  los  empleados  por 
Pini  hermanos  en  la  de  su  marca,  y  prohibiéndosele  usarlos  en 
adelante.  Repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

ABEL  BAZAN. 


CAUSA  CCCXXJKI 


Don  Domingo  Languasco,  contra  don  Juan  Baring;  sobre 

cobro  de  pesos 


Sumario,  —  Si  durante  la  construcción  de  un  edificio,  y  sin 
conocimiento  del  constructor,  el  propietario  que  la  contrató 
vende  la  finca,  el  constructor  que  ha  proseguido  y  concluido  el 
edificio  tiene  derecho  de  cobrar  al  nuevo  propietario  el  saldo 
que  se  le  adeude  por  la  construcción  concluida. 
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Caso.  —  Lo  explica  el 


Pallo  fi^l  Jiies  rederal 


BuBDOs  Aires,  Setiembre  29  de  1894. 

Vistos:  Don  Domingo  Languasoo,  argentino,  dedace  de- 
manda contra  don  Juan  Baring,  inglés,  por  pago  de  la  cantidad 
de  11.960  pesos  moneda  nacional,  procedente  de  la  construcción 
de  nn  edificio,  reclamando  á  la  vez  los  intereses  correspondien- 
tes, con  más  los  daños,  perjuicios  y  costas,  exponiendo  : 

I""  Que  en  28  de  Marzo  de  1889,  contrató  con  don  A.ngel  Ma- 
rini,  la  construcción  de  nn  edificio  en  un  terreno  de  propiedad 
de  éste,  situado  en  esta  Capital^  calle  53  entre  las  de  Callao  j 
Ayacucho,  compuesto  de  13  metros  AO  de  frente  al  Nordeste 
por  35  metros  80  de  fondo,  por  un  costado  y  24.65  por  otro,  la 
que  fué  tratada  en  38.000  pesos  moneda  nacional,  con  exclusión 
de  los  cimientos,  desmonte  del  terreno  contiguo  y  trabajos  ex- 
traordinarios 6  modificaciones  del  presupuesto,  habiendo  im- 
portado la  obra,  con  arreglo  al  convenio,  la  suma  de  42.960  pesos 
moneda  nacional  de  curso  legal,  de  la  que  había  recibido  31.000 
pesos,  inclusive  la  última  entrega  de  6000,  de  focha  27  do  Ene- 
ro de  1890t  quedando  por  consiguiente  á  debérsele  el  saldo  de 
11.960  pesos  antes  expresado. 

2®  Que  Marioi  había  enajenado  con  pacto  de  retroventa  en  5 
de  Diciembre  de  1889  á  los  señores  Samuel  B.  Hale  y  C°  dicho 
terreno  con  los  edificios  existentes  en  esa  época,  más  el  terreno 
desmontado,  todo  por  la  suma  de  35.000  pesos  moneda  nacio- 
nal y  3700  pesos  oro  sellado;  que  posteriormente  Marini  se  vio 
obligado  á  hacer  cesión  de  bienes  y  fué  entonces  que  tuvo  cono- 
cimiento déla  venta,  agregando  que  después  de  ella  le  pagó  una 
cuota  de  edificación  de  6000  pesos,  sin  decirle  nada  de  la  edi- 
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ficacion  efectuada;  que  vencido  el  plazo  de  la  retroventa  el  con- 
curso no  pudo  rescatar  la  finca,  pasando  ésta  en  propiedad  á  los 
compradores,  quienes  manifestaron  al  ser  demandados  que  ella 
había  sido  comprada  para  don  Juan  Baring,  según  escritura 
que  otorgó  en  su  favor  don  Nicolás  Bower,  ante  el  registro  del 
escribano  Novare,  á  fines  de  Marzo  de  1890. 

3^  Que  Baring  entonces  está  en  el  deber  de  abonarle  el  saldo 
que  resulta  á  su  favor,  por  cuanto  él  no  ha  comprado  sino  los 
edificios  existentes  á  la  época  de  la  venta,  y  lo  demás  construi- 
do no  ha  sido  pagado  por  él  á  persona  alguna;  y  también  porque 
nadie  puede  enriquecerse  á  costa  de  otro  y  quedarse  con  lo  aje- 
no. Que  por  otra  parte,  el  artículo  3931  le  acuerda  privilegio 
especialísimo  sobre  el  valor  del  inmueble  en  que  ha  ejecutado 
sus  trabajos,  habiendo  además  disposiciones  expresas  sobre  el 
derecho  que  le  asiste  para  reclamar  de  Baring  la  suma  deman- 
dada, siendo  terminante  el  artículo  2588,  é  indiscutible  que  se 
halla  dentro  de  sus  términos,  desde  que  no  podría  imaginarse 
que  estaba  edificando  en  un  terreno  que  no  fra  ya  de  propiedad 
de  Marini.  Que  además  los  señores  Hale,  que  compraban  para 
Baringj  ó  éste  mismo,  debían  saber  que  en  dicho  terreno  estaba 
edificándose  y  que  no  eran  ellos  quienes  ordenaban  expresa- 
mente esas  obras,  sabiendo  también  por  su  misma  escritura  que 
sólo  habían  comprado  los  edificios  que  existían  á  la  época  de 
ella,  habiendo  por  consiguiente  consentido  tácitamente  que  las 
obras  se  llevasen  adelante  aceptando  las  obligaciones  que  de  ese 
hecho  debían  nacer.  Que  á  sospechar  siquiera  que  la  casa  era 
ya  de  otro  dueñg,  es  claro  que  no  habría  continuado  una  obra 
para  cuyo  cobro  estaba  expuesto  á  verse  envuelto  en  un  pleito 
con  todas  sus  desagradables  y  perjudiciales  consecuencias. 
Concluye  invocando  las  disposiciones  contenidas  en  los  artí- 
culos 1927  y  1539,  inciso  4'',  como  pertinentes  alease  y  pide  se 
notifique  la  demanda  á  don  Honorio  Stoppani,  como  represen* 
tante  del  demandado  señor  Baring. 
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4""  Qae  acreditada  la  competeDcia  del  juzgado  por  la  diversa 
nacionalidad  de  las  partes,  y  corrido  traslado  á  la  de  Bariug, 
éste,  por  intermedio  de  sa  apoderado  el  señor  Avelino  Bolón, 
contesta  la  demanda  á  foja  7,  exponiendo  á  su  Tez :  Qoe  la  de- 
manda eraimprocedente,  por  cuanto  su  representado  nada  había 
contratado  con  Languasco,  quien  carece  de  acción  para  deman- 
darle, siendo  un  tercero  á  quien  no  le  pueden  afectar  los  pactos 
en  que  no  intervino,  ni  de  los  que  tuvo  conocimiento;  que  á  es- 
to se  agrega  que  Langnasco  ha  debido  presentar  con  la  deman- 
da los  documentos  que  la  justifiquen,  según  lo  dispuesto  por  el 
artículo  iO  de  la  ley  nacional  de  procedimientos,  y  jurispru- 
dencia de  la  Suprema  Corte,  no  pudiendo  admitírsele  después 
los  de  fecha  anterior,  cuya  existencia  no  ha  podido  ignorar,  sien- 
do indudable  que  no  ha  poseído  jamás  tal  contrato,  á  menos 
que  pretenda  exhibir  después  documentos  privados,  sin  fecha 
cierta  que  no  podría  oponer  á  su  parte,  según  el  artículo  1034 
del  Código  Civil  y  jurisprudencia  de  la  Suprema  Corte. 

5^  Que  la  casa  de  que  se  trata  fué  retro-vendida  por  Marini  i 
los  señores  Samael  6.  Hale  y  C'^  quienes  la  transfirieron  i  don 
Juan  Baring,  hoy  sn  dueño,  pretendiendo  Langnasco  que  la  es- 
critura de  enajenación  pasada  ante  Salas  y  Novaro,  le  da  pié 
para  fundar  sa  pretensión,  no  obstante  que  no  determina  ni  in- 
dividualiza los  trabajos  que  pretende  haber  hecho,  siendo  por 
ello  imposible  apreciarlos  ni  precisar  cuándo  se  construyeron  ni 
terminaron;  qae  la  escritura  otorgada  por  Marini  á  líale  y  C*, 
y  de  éstos  á  Baring,  no  hizo  referencia  alguna  al  contrato  de 
edificación  alegada  por  Languasco,  quien  confiesa  en  su  deman- 
da implícitamente  la  falta  de  relación  jurídica  entre  él  y  Bariog 
cuando  reconoce  qup  con  posteri^iridad  á  la  fecha  de  la  escritu- 
ra de  retro-venta,  el  señor  Haríni  le  paí^ó  una  cuota  de  edifica- 
ción de  pesos  moneda  nacional  6000,  bastando  para  demostrar 
la  buena  fé  de  su  parte  su  falta  absoluta  de  intervención  en  los 
actos  pasados  entre  Lií;gaasco  j  Marini,  debiendo  agregar  que 
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en  el  concurso  civil  de  éste  que  tramita  anteel  Juzgado  del  doctor 
Méndez  Faz,  figura  aquel  entre  sus  acreedores  por  la  misma 
suma  que  pretende  cobrará  Baring,  resultando  así  la  temeridad 
de  la  demanda  y  la  doble  posición  que  procura  asumir  el  actor. 

6^  Que  á  la  época  de  la  compra,  el  terreno  contenía  sus  edi- 
ficios correspondientes  y  si  bien  la  escritura  no  determinaba 
cuáles  fueron  éstos,  sería  imposible  á  Languasco  precisar  el  es- 
tado de  la  construcción  sin  un  acto  público  y  fehaciente  que 
justifique  el  estado  en  que  se  encontraba  la  finca  y  que  pudiera 
oponer  á  terceros,  obligándolos  al  mismo  tiempo,  quedando  así 
demostrado:  i^  que  Languasco  carece  de  acción,  para  deman- 
dar á  Baring;  y  2®  que  su  misma  acción,  aun  en  el  supuesto 
que  fuera  procedente,  no  está  justificada,  ni  pueáe  justificarse 
legalmente. 

7®  Que  en  cuanto  á  la  cuestión  de  derecho  provocada  poir  el 
demandante  en  la  parte  fundamental  de  su  demanda,  la  juris- 
prudencia francesa  como  la  nuestra^  admite  y  declara  el  privi- 
legio de  los  constructores  en  regla  general;  pero  que  ese  privi- 
legio y  derecho  existentes,  en  cuanto  existen  relaciones  entre 
locador  y  locatario,  necesita  para  subsistir,  cuando  la  cosa  pasa 
al  dominio  de  un  tercero,  de  un  acto  público  que  garantice  el 
derecho  del  locador  y  que  haya  precisado  de  una  manera  evi- 
dente el  estado  de  la  obra  al  tiempo  de  su  enajenación  ;  porque 
según  Dalloz  y  otros,  si  la  buena  fé  del  empresario  garantiza  su 
derecho,  la  buena  fé  del  tercer  adqnirente  es  también  eviden- 
te y  mal  podría  creársela  relación  jurídica  entre  dichos  empre- 
sarios y  adquirente  si  el  primero  no  hubiese  tomado  las  precau- 
ciones necesarias  para  mantener  su  privilegio  sobre  la  cosa,  de 
una  manera  eficaz;  pues  de  lo  contrario  resultaría  que  el  com- 
prador de  la  cosa  tendría  que  pagar  un  precio  mayor  que  el  que 
sirvió  de  base  á  la  compra-venta  y  que  sin  saberlo  ni  presu- 
mirlo, tomó  sobre  sí  el  cumplimiento  de  obligaciones  con  ter- 
ceros con  los  cuales  nada  había  contratado. 
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8^  Que  el  artículo  1539,  que  cita  el  actor*  es  impertinente 
poique  se  refiere  á  las  obligaciones  del  locador  en  la  locación 
de  cosas,  y  su  lugar  en  el  Código  no  puede  cambiarse,  ni  sus 
propósitos  7  fines  en  el  inciso  4*^  del  artículo  pueden  ser  sus- 
ceptibles de  confusiones  antojadizas  ó  mal  intencionadas.  Ter- 
mina pidiendo  el  rechazo  de  la  demanda  y  condenación  en 
costas. 

Dados  los  alegatos  de  ambas  partes  el  juzgado  abrió  la  cau- 
sa á  prueba  por  auto  de  fecha  1°  de  Octubre  del  mismo  año,  so- 
bre los  hechos  negados  en  l:i  contestación,  como  también  sobre 
el  hecho  de  que  el  actor  figurara  como  acreedor  de  Marini  en 
el  concurso  de  éste,  por  la  suma  materia  de  la  demanda. 

Y  considerando:  En  cuanto  ala  prueba  producida  por  el  ac- 
tor sobre  los  hechos  que  fundan  su  demanda : 

io  Qne  se  halla  plenamente  constatado  por  la  prueba  docu- 
mental 7  testimonial  rendida  en  autos  el  hecho  alegado  en  la 
demanda  de  haber  el  actor  señor  Domingo  Languasco  construí- 
do  el  edificio  materia  de  este  litis  por  cnenta  y  orden  de  don 
Ángel  Marini,  en  virtud  de  un  contrato  celebrado  al  efecto, 
cuyo  hecho,  por  otra  parte,  no  ha  sido  negado  por  e!  deman- 
dado. 

2^  Que  se  ha  comprobado  también  con  el  certificado  corrien* 
te  á  fojas  134  y  135,  que  el  edificio  en  cuestión  fué  vendido  por 
Marini  con  pacto  de  retro- venta  á  los  señores  Samuel  B.  Hale 
y  C*  para  don  Juan  Baring,  en  5  de  Diciembre  de  1889. 

3°  Que  se  ha  comprobado  igualmente  que  ala  fecha  expresa- 
da, el  edificio  se  hallaba  en  construcción,  según  resulta  de  las 
declaraciones  del  ingeniero  don  Carlos  Maschwitz,  de  foja  67,  y 
de  don  Ángel  Marini,  de  foja  90,  como  de*  las  de  los  testigos  se- 
ñores Teodoro  E.  Carrero,  Pedro  C.  Barrera,  Juan  Vacaressa, 
Honorato  Baimondo,  Pascual  Colombo  y  Nicolás  GiacchinOy 
corrientes  de  fojas  78  á  80  y  129. 

4^  Que  asimismo  y  de  las  cu^^ntas  presentadas  de  fojas  23  á 
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24,  26, 28,  29  á  33, 35,  37,  38,  40, 42,  44,  46,  48,  50  á  54, 61 , 

62,  recoaocidas  en  legal  forma  por  las  declaraciones  respecti- 
Tas  de  fojas  68  á  91,  119  y  123  á  130,  resulta  plenamente 
acreditado  el  hecho  de  haber  el  actor  comprado  y  recibido  di- 
versos materiales  para  esa  construcción  con  posterioridad  al  5 
de  Diciembre,  fecha  en  que  se  efectuó  la  venta  á  Hale  y  C*,  por 
Marini,  como  también  que  diversos  sub-contratistas  hicieron 
obras  de  importancia  en  el  edificio,  después  de  esa  fecha,  se- 
gún lo  acredita  las  declaraciones  de  los  expresados  señores 
Teodoro  E.  Carrére,  foja  68,  Juan  Vacaressa,  foja  69,  Hono- 
rato Raimondo,  foja  80,  José  L.  Gallino,  foja  91 ,  Ignacio  Corti, 
foja  119,  Rodolfo  Castiglione,  foja  123,  y  Eugenio  Conté,  foja 
141. 

5^  Que  la  venta  del  inmueble  se  efectuó  sin  conocimiento  ni 
noticia  alguna  de  Languasco,  según  aparece  de  las  declaracio- 
nes de  Marini  y  del  ingeniero  señor  Carlos  Maschwitz  de  foja 
67  y  90,  y  es  de  presumirse  que  aquel  considerase  á  Marini 
siempre  dueño  del  inmueble,  como  lo  asevera  en  su  demanda, 
desde  que  con  posterioridad  de  la  venta  se  recibió  una  cuota  por 
edificación  valor  de  pesos  moneda  nacional  6000. 

6^  Que  también  se  han  comprobado  legalmente  los  hechos  si- 
guientes: 1°  Que  si  bien  Languasco  se  presentó  al  concurso 
de  Marini  cobrando  esta  misma  cantidad,  posteriormente  re- 
tiró de  él  su  reclamo,  manifestando  que  dirigía  su  acción  con- 
tra Baring,  según  resulta  del  testimonio  de  fojas  136  ál39; 
2<*Que  á  la  fecha  de  la  venta  áHale  y  C®,  el  edificio  aún  no  es- 
taba techado,  rebocado,  ni  por  consiguiente  pintado,  no  tenien- 
do tampoco  colocadas  sus  puertas,  escaleras,  cristales,  már- 
moles, etc.,  etc.,  cuyos  trabajos  han  debido  efectuarse,  consi- 
guientemente con  posterioridad  á.  la  venta  (informe  de  los 
peritos  Julio  B.  Figueroa  y  Félix  Amoretti  de  fojas  142  á  143); 
3^  Quf)  Languasco  contrató  la  construcción  del  edificio  todo, 
por  la  suma  de  pesos  moneda  nacional  38.000,  con  exclusión  de 
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IOS  cimientos,  ¿esmoc;^  del  terreno  ni  3o?  trabajos  eitrmor  ii- 
narios  ó  mr-ilfcaciises  qae  >e  hicieran  ai  pres::paes;o  :op:a 
del  contrato  presentado  i  fojjis  H6  t  H7,  t  diclaraci  tes  ¿e 
Mascbwita  j  Corti,  fojas  H8  j  119);  4"  Qae  se  aíruij  i  Lan- 
gaasct  por  s^ilio  de  los  trabajos  hechos  la  sa!na  de  pesos  moneda 
nacional  11.970,  qie  es  la  misma  que  se  expresa  en  la  Jeminda 
(declaraciones  de  Marini  y  Maschwitx,  fojas  90  y  67  Tnelta^: 
5"  Finilmente,  que  la  expresada  sama  de  pesos  moneia  naci<>- 
nal  1 1.970  reclama ia  por  Langoasco  no  es  en  manera  alguna 
exagerada,  por  ?aant>  en  el  cítalo  ir  forme  pericii'  e^os  mis- 
mos trabajos  se  avalúm  en  la  cantidad  de  pesos  mcne  ia  nacio- 
nal 21.132  si  bien  de  esos  mismos  trabajos  recibió  Lan^aas^o 
la  soma  de  pes'>s  moneda  nacional  6000. 

7*  Qne  acreditados  así  amplia  y  legalmente  los  h»  chos  ale- 
gados  en  la  demanda  y  contraiichos  en  lacor.t-sta^íon,  de  :oa- 
formidad  al  auto  de  proeba.  corresponde  averiguar  si  la  ac?ioik 
dedacida  contra  Banng  por  el  pa^o  de  las  samas  reclama ias 
por  gastos  de  consíra?c:oQ  he  hos  con  pDsteri  jrilai  al  5  de  Di- 
ciembre de  1889.  ó  sea  la  renta  he-^ha  á  Hale  y  C\  es  .'i  no  pro- 
cedente en  derecho. 

8*  Qae  al  comprar  los  señores  Hale  y  C*  para  Baring  el  ia- 
maeble  en  cnestion  bajo  el  pacto  de  retro-Tenta  estipúlalo  en 
la  escritura  respectiva,  es  evidente  que  éste  sj!o  aiqTÍríi  de- 
recho á  él  con  las  construcciones  qae  á  li  sazón  se  bibian  he?bo 
en  el  mismo,  pues  no  se  ha  alegido  ni  probado  lo  ontrario,  o 
sea,  que  quedara  á  cargo  de  Marini  la  obligación  de  continuar- 
los hasta  la  terminación  del  ediScio. 

9"  Que  á  esto  se  agrega,  que  Baring,  habiendo  cómprala 
el  edificio  bajo  el  pacto  indicado,  no  adquiri-j  en  absMuto  su 
dominio,  sino  después  de  vencido  el  plazo  estipuláis  para  la  re- 
tro-venta, habiendo  entretanto  aumentádose  so  valf^r  conside- 
rablemente con  las  construcciones  hechas  con  posterioridai  al 
contrato  de  compra-venta. 
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lO""  Que  por  consiguiente^  y  habiendo  Langaasco  continuado 
en  el  entretanto  las  obras  contratadas  sin  observación  alguna 
por  par^o  de  Baring,  quien  no  podía  ignorar  que  el  edificio  com- 
prado, continuando  en  construcción,  aumentaba  por  consiguiente 
su  valor,  no  puede  entonces  admitirse  que  pueda  también  apro- 
vecharse dé  las  nuevas  obras  efectuadas,  con  perjuicio  de  Lan- 
guaseo,  que  con  perfecta  buena  U  las  continuaba  en  cumpli- 
miento de  su  contrato  con  Marini. 

11*^  Que  ignorante  por  otra  parte  Languasco  de  esa  compra, 
según  se  ha  dicho,  y  continuando  sus  trabajos  en  la  casa,  en 
cumplimiento  de  su  contrato  y  al  amparo  del  privilegio  que  le 
da  la  ley  por  ellos  sobre  el  inmueble,  no  puede  en  manera  algu- 
na considerarse  éste  perdido  por  un  acto  celebrado  entre  Mari- 
ni y  Baring  sin  su  conocimiento  ni  noticia,  y  si  bien  es  verdad 
que  tal  privilegio  como  meramente  personal  sólo  subsiste  res- 
pecto de  los  acreedores  del  deudor  cuando  la  finca  se  halla  en 
poder  de  éste,  es  evidente  que  en  el  caso  procede  también  res- 
pecto de  Baring,  desde  que  se  trata  de  valores  empleados  en  el 
inmueble  con  posterioridad  á  su  venta  y  en  beneficio  exclusivo 
de  éste  como  comprador. 

12^  Que  el  derecho  de  Languasco  á  cobrar  de  Baring  esos  va- 
lores fluye  también  de  la  disposición  contenida  en  el  artículo 
2588  del  Código  CiviU  según  el  cual,  cuando  de  buena  fé  se  edi- 
ficase, plantase,  etc.,  en  terreno  ajeno,  el  dueño  de  éste  tiene 
derecho  para  hacer  suya  la  obra,  previas  las  indemnizaciones 
correspondientes  al  edificante  ...  y  en  el  caso  se  han  acredita- 
do los  extremos  de  tal  disposición,  la  buena  fé  de  Languasco  y 
las  obras  efectuadas  por  valor  de  la  suma  demandada. 

13^  Que  son  también  aplicables  al  caso  sub-judice  los  artí- 
culos 1539,  inciso  4<*,  y  1627  del  mismo  (!6digo,  que  establecen: 
el  primero,  que  son  á  cargo  del  locador  el  pago  de  las  mejoras 
necesarias  ó  útiles,  aunque  no  se  hubiese  obligado  apagarlas,  ni 
dado  autorización  para  hacerlas;  y  el  segundo,  que  el  que  hi- 
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ciese  algan  trabajo  ó  prestase  algua  servicio  á  otro,  paede  de- 
mandar el  precio,  aiioqae  ningano  s&hubiese  aju'^tado,  siempre 
que  tal  servicio  6  trabajo  sea  de  su  profesión  6  modo  de  vivir;  y 
si  bien  es  verdad  que  no  ha  existido  trato  alguno  entre  Lan- 
guasco  y  Baring  respecto  á  las  obras  ejecutadas  por  aquel  en  el 
inmueble,  serían  siempre  de  aplicación  las  disposiciones  citadas 
que  reposan  en  el  principio  de  equidad  y  justicia  invocado  por 
el  actor,  de  que  á  nadie  le  es  lícito  enriquecerse  á  costa  de  otro. 

14°  Que  finalmente,  y  si  bien  es  verdad  que  no  ha  existido 
contrato  alguno  entre  Languasco  y  Baring  respecte  de  las  obras 
ejecutadas  por  aquel,  según  se  ha  dicho  ya^  de  lo  cual  deduce  el 
demandado  su  ninguna  obligación  para  con  Languasco,  soste- 
niendo que  el  privilegio  invocado  por  éste  sólo  existe  en  cuanto 
existen  relaciones  de  derecho  entre  locador  y  locatario,  necesi- 
tando para  su  conservación  cuando  la  cosa  pasa  al  dominio  de 
un  tercero  de  un  acto  público  que  garantice  el  derecho  del  loca- 
dor y  que  á  su  tiempo  se  haya  precisado  de  una  manera  evi- 
dente el  estado  de  la  obra  al  tiempo  de  su  enajenación,  invo- 
cando en  apoyo  de  esta  tesis  la  doctrina  de  Dalloz  y  otros;  es 
de  observarse  que  en  virtud  del  mismo  principio  invocado  de 
que  los  contratos  sólo  afectan  á  las  partes  contratantes,  no  po- 
dría, el  de  compra-venta  celebrado  entre  Baring  y  Marini, 
afectar  los  derechos  de  Languasco  por  las  sumas  que  le  eran 
debidas  con  motivo  de  su  contrato  sobre  construcción  celebrado 
con  Marini,  siendo  de  observarse  también  que  esa  previsión  que 
se  exige  de  Languasco  era  imposible  tener,  desde  que  la  venta 
del  inmueble  se  efectuó  en  las  condiciones  ya  indicadas,  sin  co- 
nocimiento ni  noticia  alguna  de  éste,  habiéndose  por  otra  parte 
acreditado  superabundantemente  el  estado  de  la  construcción 
á  la  fecha  de  la  venta  en  los  términos  de  la  demanda,  como  se 
ha  dicho  ya. 

Por  tanto,  y  omitiendo  otras  consideraciones,  fallo  definiti- 
vamente :  declarando  que  don  Juan  Baring  debe  abonar  á  don 
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Domingo  Languasco,  en  el  término  de  10  días,  la  suma  de  1 1 .970 
pesos  moneda  nacional  de  curso  legal,  con  más  los  intereses 
correspondientes  á  estilo  de  Banco  y  costas  causadas.  Hágase 
saber  original  y  repóngase  el  papel. 

Juan  del  Campillo . 


Fallo  de  la  Suprema  l*orte 


Buenos  Aires,  Noviembre  30  de  1895. 

Vistos  y  considerando :  Primero:  Que  se  halla  plenamente 
comprobado  en  autos  el  hecho  de  que  don  Domingo  Languasco 
ha  levantado  el  edificio  materia  del  presente  juicio,  por  cuenta 
y  orden  de  don  Ángel  Marini,  propietario  del  terreno  donde  ha 
sido  construido,  y  vendedor  á  don  Juan  Baring  del  mismo  te- 
rreno con  todo  lo  edificado  que  contenía,  según  resalta  no  sólo 
de  la  declaración  del  referido  Marini  sino  también  de  las 
declaraciones  de  los  testigos  don  Carlos  Maschwitz,  ingenie- 
ro director  déla  obra,  foja  setenta  y  siete;  Ignacio  Cortil  foja 
ciento  diez  y  ocho  vuelta;  Francisco  Desieppe,  foja  ciento  veinte 
y  tres;  Tomás  Arrique,  foja  ciento  veinte  y  cinco;  D  omingoRe- 
petto,  foja  ciento  veinte  y  siete;  Víctor  Cortesi,  foja  ciento  vein- 
te y  ocho,  y  Ángel  Vigo,  foja  ciento  treinta,  testigos  todos  qne 
no  se  hallan  comprendidos  en  las  generales  de  la  ley  y  contra 
los  cuales  no  se  ha  justificado  tacha  que  inhabilite  su  dicho. 

Segundo:  Que  debiendo  por  lo  tanto  ser  considerado  don  Do- 
mingo Languasco,  como  edificante  de  buena  fé,  su  derecho  para 
cobrar  del  dueño  de  la  propiedad  el  precio  de  la  edificación  que 
ha  hecho  y  que  aún  se  le  adeude,  es  incontestable  y  existe^ 
porque  así  es  de  justicia  con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  los  artí- 
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culos  dos  mil  quinientos  ochenta  y  ocho  j  mil  seiscientos  vein- 
te y  siete  del  Código  Civil. 

Tercero:  Que  la  acción  de  Languasco  para  hacer  valer  ese 
derecho,  no  es  menos  justa  y  procedente,  sea  que  la  dirija  con- 
tra don  Ángel  Marini,  para  quien  construyó  el  edificio  de  que 
se  trata,  sea  que  la  deduzca  contia  don  Juan  Baring.  que  se 
pretende  propietario  del  mismo  en  virtud  de  la  compra  que  hizo 
á  aquél  del  terreno  y  edificio  existente  en  él,  según  el  contrato 
de  que  instruye  el  certificado  de  foja  ciento  treinta  y  cuatro 
vuelta. 

Cuarto:  Que  no  puede  negarse  la  legitimidad  de  esta  con- 
clusión, por  la  circunstancia  alegada  por  el  representante  de  Ba- 
ring de  que  no  se  ha  presentado  contrato  escrito,  ni  justificá- 
dose  el  que  dice  Languasco  haber  celebrado  con  Marini  para 
dicha  obra,  ni  por  la  razón  que  también  opone,  de  que  aun  pro- 
bado ese  contrato,  no  estaría  obligado  su  representado^  como 
tercero  que  no  ha  intervenido  en  él,  á  las  prestaciones  estipula- 
das en  el  mismo. 

No  lo  primero,  porque  no  es  necesario  que  haya  contrato  es- 
crito para  que  el  edificante  de  buena  fé  tenga  perfecto  derecho 
á  cobrar  el  precio  de  la  obra  que  aún  no  se  haya  pagado,  trá- 
tese del  propietario  que  se  la  encomendó^  ó  del  sucesor  particu- 
lar en  sus  derechos  á  la  cosa,  como  luego  se  demostrará. 

No  lo  segundo,  porque  en  obligaciones  del  género  de  la  pre- 
sente,  tanto  el  sucesor  universal,  como  el  particular,  está  so- 
metido al  cumplimiento  de  las  obligaciones  contraidas  por  con- 
trato debidamente  justificado  6  por  hecho  del  causante  con 
relación  á  la  cosa,  sobre  la  cual^  éste  les  ha  trasmitido  sus  dere- 
chos á  la  misma  sin  otra  diferencia  que,  para  que  el  acreedor 
haga  efectivas  esas  obligaciones  en  el  caso  del  sucesor  particu- 
lar, debe  hallarse  reteniendo  la  cosa,  circunstancia  que  no  es 
necesaria  en  el  caso  del  sucesor  universal. 

Quinto:  Que  la  verdad  de  ésta  tesis  se  impone  con  el  carácter 
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de  la  evidencia,  con  sólo  tener  presente  la  disposición  de  los 
artículos  tres  mil  nuevecientos  treinta  y  nneve  y  tres  mil  nue- 
vecientos  cuarenta  del  Código  Civil,  las  notas  del  codificador 
argentino  á  los  mismos  artículos  y  el  hecho  incontestable,  de 
que  la  deuda  cuyo  cobro  persigue  Languasco,  como  edificante 
de  la  propiedad  vendida  á  Baring,  es  anexa  á  la  cosa  que  retiene 
en  su  poder,  y  que  ha  nacido,  sino  por  ocasión  del  contrato 
que  invoca,  que  no  ha  presentado  en  autos,  ni  podido  compro- 
barlo por  testigos,  á  lo  menos  por  razón  del  hecho  de  haber 
construido  la  obra  de  que  se  trata  por  orden  y  cuenta  de  Mari- 
ni,  hecho  plenamente  probado  en  la  causa,  y  que  es,  sin  duda 
alguna,  generador  de  obligaciones  á  favor  de  Languasco, «que 
autorizan  la  retención  del  edificio  y  que  no  le  pueden  ser  desco- 
nocidas p(»r  Baring  ni  otro  cualquier  comprador. 

Sexto:  Que  resultando  del  acta  de  foja  doscientas  diez  y 
seis  que  Baring  no  se  halla  en  posesión  del  edificio  é  ignorando 
su  apoderado  quién  lo  posee,  lo  que  no  importa  negar  la  afirma- 
ción de  Languasco  de  ser  él  quien  lo  retiene  como  edificante,  y 
estando,  por  otra  parte,  justificado  que  el  saldo  que  cobra  este 
último  por  las  obras  que  ha  ejecutado^  es  menor  que  el  precio 
de  ellas,  fijado  por  la  tasación  pericial  de  foja  ciento  cuarenta 
y  dos,  aun  descontando  la  cantidad  de  seis  mil  pesos  moneda 
nacional  que  le  abonó  á  cuenta  don  Ángel  Marini,  no  hay  razón 
para  que  no  se  considere  procedente  su  demanda  de  foja  pri- 
mera. 

Por  estos  fundamentos  y  concordantes  de  la  sentencia  apelada 
de  foja  ciento  setenta,  se  confirma  ésta,  con  costas.  Repuestos 

m 

los  sellos,  devuélvanse,  pudiendo  notificarse  con  el  original. 

LUIS  y.  VÁRELA.  —  ABEL  BAZAN. 
—  OCTAVIO  BUNGE.  —  JUAN  E. 
TORRENT. 
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CAVfiA  €€J€;.1l.¥.XII 


El  Banco  Hipotecario  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  contra 
don  Martin  Boneo  y  don  Ladislao  Rúa,  por  misión  en  po' 
sesión  de  una  finca  hipotecada,  vendida  en  remate ;  sobre 
competencia. 


Sumario. —  Es  nulo  lo  que  se  obre  ante  el  juzgado  nacio- 
nal, sin  haberse  acreditado  que  el  caso  corresponde  ala  jus- 
ticia federal. 


Caso.  —  El  representante  del  Banco  ocurrió  al  juzgado 
diciendo  :  que  de  acuerdo  con  el  artículo  29  de  la  ley  orgánica 
se  sacó  á  remate  un  campo  denominado  c  Santa  Teresa  »,  sito 
en  el  partido  de  la  Magdalena,  con  la  superficie  y  linderos 
qoo  expresa,  pertenenciente  á  don  Martín  Boneo,  que  no  había 
efectuado  los  servicios  correspondientes  á  los  préstamos  hipo- 
tecarios números  5531,  6;  6923  y  6969, 1 ;  7957,  E;  10018,  C; 
17.358  P. 

Qoe  habiéndose  dirigido  oficio  al  juez  de  paz  de  dicho  partido, 
con  arreglo  al  artículo  30  de  ley  orgánica,  para  que  se  ponga  en 
posesión  del  campo  al  comprador  don  Juan  N.  Fernandez,  no  ha 
podido  realizarse  dicha  diligencia  por  haberse  opuesto  don  La- 
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dislao  Búa,  en  virtud  de  seguir  ante  el  juzgado  un  juicio  con 
el  deudor  Boneo  y  de  hallarse  en  posesión  á  título  de  propieta- 
rio^ según  resultado  las  actuaciones  que  acompaña. 

Que  siendo  el  proceder  del  Banco,  ajustado  4  las  prescripcio- 
nes terminantes  de  la  ley  orgánica,  solicita  se  libre  oficio  al 
Juez  de  Paz  de  la  Magdalena  para  que  ponga  en  posesión  del 
campo  al  comprador  Fernandez,  sin  perjuicio  de  las  acciones 
que  Rúa  puede  ejercitar  tanto  sobre  la  propiedad,  como  so- 
bre el  saldo  que  quede  una  vez  cubierta  la  hipoteca. 


Auto  del  Juez  Federal 


La  Plata,  Noviembre  29  de  1894. 

Al  primer  punto*  en  mérito  del  certificado  precedente,  tén- 
gasele por  parte  y  por  constituido  su  domicilio  legal.  Al  segun- 
do :  que,  según  resulta  de  los  documentos  acompañados  por  el 
representante  del  Banco  Hipotecario,  que  este  establecimiento, 
en  uso  de  las  facultades  que  le  acuerda  el  artículo  29  de  la  ley 
orgánica,  ha  sacado  á  remate  la  propiedad  de  que  se  trata, 
ubicada  en  el  partido  de  la  Magdalena,  conocido  por  c  Santa 
Teresa»,  compuesta  su  extensión  de  mil  trescientas  noventa 
y  cinco  hectáreas,  23  áreas  y  ochenta  y  tres  centiáreas,  y  ha  sido 
comprador  de  ella  don  Juan  N.  Fernandez,  como  consta  de  los 
mencionados  documentos,  habiendo  abonado  cumplidamente 
su  precio. 

Que  siendo  una  de  las  condiciones  expresamente  estipuladas, 
en  todos  los  contratos  de  hipoteca  que  se  celebran  con  el  Banco 
Hipotecario,  la  de  que  se  le  venderán  las  propiedades  que  se  la 
afectan  sino  se  sirve  puntualmente  la  deuda,  sin  que  para  ello 
sea  menester  requerimiento  judicial,  ni  deba  tenerse  en  cuenta 


DB  JUSTICIA  NACIONAL  269 

operaciones  que  sus  dueños  hagan  ó  hayan  hecho  con  dichos 
inmuebles,  teniendo  en  cuenta,  por  fin,  que  los  jueces  no  deben 
trabar  los  actos  del  Banco,  sino  en  casos  especialísimos,  en  que 
no  está  comprendido  el  presente,  porque  á  ello  se  opone  el  artícu- 
lo 30  de  la  ley  orgánica ;  cuyos  términos^  al  contratar  se  han  te- 
nido en  cuenta,  y  el  mismo  contrato  de  hipoteca. 

Por  estas  consideraciones:  se resuelveaccederálosolicitado  por 
el  representante  del  Banco  Hipotecario  de  la  Provincia  de  Buenos 
Aires.  En  consecuencia  líbrese  sin  más  trámite,  el  oficio  pedido 
al  Juez  de  Paz  de  la  Magdalena,  para  que  ponga  en  posesión 
del  campo  de  la  refencia  á  don  Juan  N.  Fernandez,  ó  á  la  per- 
sona que  lo  represente,  y  se  le  autoriza  á  hacer  uso  de  la  fuerza 
pública,  si  fuese  necesario  para  el  debido  diligenciamiento  del 
presente  mandato. 

Al  tercero,  téngase  presente. 

Aurrecoechea. 


Búa  interpuso  los  recursos  de  reposision  y  apelación  subsi- 
diaria, manifestando  que  el  juez  no  había  podido  dictar  el  auto 
to  anterior,  sin  cirio  previamente,  y  sin  haberse  acreditado  la 
jurisdicción  federal,  que  no  correspondía,  por  tratarse  de  un 
caso  entre  Tocinos  de  la  misma  provincia. 


Fallo  de  la  Huprema  Corte 


Buenos  Aires,  Diciembre  5  de  1895. 

Vistos  :  No  habiéndose  acreditado  que  el  conocimiento  del 
presente  caso  corresponde  á  la  justicia  federal^  por  ninguno  de 
los  medios  establecidos  en  el  artículo  segundo  de  la  ley  de  pro- 
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cedimiontos,  y  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  tres 
de  la  misma,  se  deja  sin  efecto  todo  lo  obrado  en  esta  causa; 
7  devuélvanse  al  juzgado  de  sn  procedencia,  debiendo  ante  él 
reponerse  los  sellos. 

LUIS  Y.  VÁRELA.  —  ABEL  RAZAN. 
—  OCTAVIO  BDNGE.  —  JUAN  E. 
TORRENT. 


€)ec\x\iii 


Don  Joaquín  Peñas,  por  inscripción  de  su  titulo  de  abogado 
oriental  é  inconstitucionalidad  de  un  decreto;  sobre  compe- 
tencia. 


Sumario. — La  Suprema  Corte  carece  de  jurisdicción  para 
conocer  en  la  gestión  por  la  cual  se  pide  la  declaración  de  in- 
constitucionalidad do  un  decreto,  y  la  inscripción,  en  los  tri- 
bunales locales,  de  un  título  de  abogado. 


Caso»  —  Resulta  de  la  siguiente 


DE  JUSTICIA   NACIONAL  27 1 


PETICIÓN 


Buenos  Aires,  Noviembre  22  de  1895. 

Suprema  Corte: 

JoaqDÍa  Peñas,  abogado,  con  domicilio  en  sa  estadio,  Mai- 
pú  370,  aate  Y.  E.,  con  el  más  profundo  respeto,  expone  : 

Que  habiendo  presentado  ante  la  Cámara  de  lo  Civil,  su  tí- 
tulo expedido  por  la  Universidad  de  la  República  Oriental  del 
Uruguay,  con  fecha  7  de  Mayo  del  corriente  año,  para  que  fuese 
debidamente  inscripto  en  la  matrícula,  como  ya  lo  fué  por  man- 
dato de  V.  E.  en  25  de  Junio  último,  al  folio  13  del  libro  respec- 
tivo, la  Cámara,  no  obstante  el  certificado  que  obra  á  foja  4  del 
expediente  respectivo  que,  con  todorespeto  me  permito  elevar  ad- 
junto á  y.  £.,  y  después  de  haberme  admitido  la  oportuna  infor- 
mación testifical,  y  el  pago  del  sello  de  habilitación  por  valor  de 
50  pesos,  ha  resuelto,  de  acuerdo  con  el  dictamen  del  señor  Fiscal 
c  que  nada  puede  resolver,  porque  en  virtud  del  decreto,  fecha 
30  de  Setiembre  próximo  pasado,  la  comprobación  de  las  condi- 
ciones requeridas  por  los  artículos  1  y  2  del  tratado  sancionado 
por  el  Congreso  Sudamericano,  reunido  en  Montevideo  para 
el  ejercicio  de  profesiones  liberales,  debe  hacerse,  en  casos 
como  el  presente,  ante  el  rector  de  la  Universidad  >. 

Habiendo  acudido  el  exponente,  ante  el  señor  Rector^  éste  ha 
manifestado  :  que,  por  su  parte,  él  no  puede  menos  de  exigir, 
una  tercera  información  testifical  y  nueva  revalidación,  con 
pago  de  600  pesos  moneda  nacional  por  derechos  universi- 
tarios. 

Considero,  entonces,  Excmo.  señor,  que  el  decreto  de  fecha 
30  de  Setiembre  es  inconstitucional. 

En  efecto,  los  artículos  V  y  2%  del  tratado  sancionado  por 
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el  Congreso  Sudamericano,  reanido  en  Montevideo^  establecen: 
<  Que  los  títulos  expedidos,  por  cualquiera  de  las  naciones  sig- 
natarias, estarán  habilitados,  en  todas  las  demás  con  solamente 
los  requisitos  de  legalización  consular  é  identificación  de  la 
persona  ». 

Las  anteriores  disposiciones  han  sido  declaradas  ley  nacional 
de  la  República  Argentina,  con  fecha  i\  de  Diciembre  de 
1894. 

Al  amparo  de  esa  ley  nacional  he  obtenido  mi  título,  y  de 
acuerdo  con  ella,  solicité  y  obtuve  la  inscripción  ante  Y.  E.  en 
25  de  Junio  último. 

Si,  pues,  la  ley  sólo  exige  como  requisitos,  la  legalización 
consular  y  la  identificación  de  la  persona,  y  estos  requisitos  los 
he  cumplido  ante  la  Cámara  de  lo  Civil,  con  más  el  pago  del 
sello  de  habilitación,  creo  justo  se  me  conceda  la  inscripción 
solicitada. 

Si  un  decreto  del  F.  £.  dictado  á  los  diez  meses  después  de 
sancionada  la  ley  por  el  Congreso  Nacional,  venía  á  establecer 
determinadas  exigencias  universitarias  que  la  ley  no  estable- 
ce, y  determinadas  trabas  que  la  ley  no  prescribe,  ese  decreto  es 
anticonstitucional,  porque  el  F.  E.,  como  tal,  no  puede  tener 
otras  funciones  que  las  de  pura  reglamentación;  pero  carece  de 
atribución  para  crear  ó  disponer  cosas  distintas  ó  contrarias  á 
la  ley  misma,  haciéndola  odiosa,  ó  por  lo  menos  vejatoria. 

Con  mi  humilde  criterio,  juzgo  Exmo.  Señor,  que  por  tales 
razones,  el  mencionado  decreto  fecha  30  de  Setiembre  próximo 
pasado  es  anticonstitucional,  como  creo  también  que  es  incons- 
titucional su  aplicación  con  efectos  retroactivos  para  un  título 
expedido  cinco  meses  antes  al  amparo  de  la  ley  nacional  fecha 
11  de  Diciembre  de  1894. 

For  tanto,  solicito  y  suplico  á  V.  E.  la  declaratoria  de  in- 
constitucionalidad  para  el  citado  decreto  fecha  30  de  Setiem- 
bre último,  y  la  de  que,  en  su  consecuencia,  la  Cámara  de  lo 
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Civil  puede  ordenar  la  inscripción  de  mi  título  de  abogado  en 
la  correspondiente  matrícula,  por  haber  llenado  y  cumplido  el 
recurrente  todos  los  requisitos  establecidos  por  ley. 
Será  justicia. 

Joaquín  Peñas. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Noviembre  29  de  1895. 

Suprema  Corte: 

El  conocimiento  atribuido  á  Y.  E.,  en  el  escrito  del  señor  doc* 
tor  Penas,  corriente  áfoja  11,  no  se  deriva  de  la  jurisdicción  ori- 
ginaria de  la  Suprema  Corte^  sóloprocede  de  los  asuntos  concer- 
nientes á  embajadores,  ministros  6  cónsules  extranjeros,  y  en 
los  que  alguna  provincia  fuese  parte,  según  el  artículo  101  de 
la  Constitución  Nacional. 

Tampoco  podría  derivar  del  artículo  14  de  la  ley  sobre  compe- 
tencia de  la  justicia  nacional,  de  Setiembre  14  de  1863,  porque 
el  conocimiento  sólo  puede  traerse  á  Y.  E.  en  tal  caso^  mediante 
el  recurso  de  apelación  instaurado  y  fundado  contra  las  resolu- 
ciones definitivas  de  los  Tribunales  Superiores  en  los  casos 
expresamente  determinados  en  los  incisos  1°,  2^  y  3"^  de  la  ley 
citada.  Eesultando  que  la  resolución  de  la  Cámara  no  ha  sido 
apelada,  y  no  aparece  deducido  ningún  recurso  que  ese  Tribunal 
haya  concedido  ó  denegado,  pienso  que  Y.  E.  carece  de  juris- 
dicción para  conocer  de  la  gestión  deducida  en  el  escrito  de 
foja  11,  y  pido  á  Y.  E.,  se  sirva  así  declararlo. 

Sabiniano  Kier. 

T.  XII  18 
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Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Diciembre  5  de  1895. 

^  Vistos  en  el  acuerdo  :  De  conformidad  con  lo  expuesto  y  pe- 
dido por  ei  señor  Procurador  General,  se  declara  que  esta  Su- 
prema Corte  carece  de  jurisdicción  para  conocer  en  la  gestión 
deducida.  Repóngase  el  papel. 

LUIS  V.  VÁRELA,  —  ABEL  BAZAN. 
—  OCTAVIO  BUNGE.  —  JUAN  E. 
TORRENT. 


CAVSA   €€€)\X\l\ 


La  Municipalidad  de  Buenos  Aires  contra  don  Gregorio  SotOj 
por  reivindicación  ;  sobre  recurso  de  sentencias  de  los  Tríbu" 
nales  de  la  Capital, 


Sumario.  —  Las  cuestiones  de  hecho  y  la  aplicación  de  las 
leyes  del  derecho  común,  no  autorizan  el  recurso  establecido 
por  el  artículo  14  de  la  ley  sobre  competencia  nacional  de  14 
de  Setiembre  de  1863. 


i 
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Caso.  —  Lo  explican  las  siguientes  piezas  : 


RECURSO 


Buenos  Aires,  Agosto  3  de  1895. 
Eosma.  Suprema  Corte: 

Gregorio  Soto,  constituyendo  domicilio  en  la  calle  Ghacabuco 
número  34,  en  el  estudio  de  mi  abogado,  ante  Y.  E.  respetuo- 
samente digo:  Que  Tengo á  interponer  directamente  ante  Y.  E. 
el  recurso  de  apelación  de  la  sentencia  definitiva  que  ha  pro- 
nunciado la  Exma.  Cámara  de  Apelación  de  lo  Civil  de  esta 
Capital  de  la  República,  en  el  juicio  que  contra  mi  ha  seguido 
la  Municipalidad  sobre  reivindicación  de  un  terreno. 

La  Municipalidad  interpuso  su  demanda  sin  acompañar  ti- 
tulo alguno,  invocando  solamente  la  ley  de  Municipalidades  que 
dictó  en  el  año  1865  la  Legislatura  de  la  provincia  de  Buenos 
Aires,  que  declaró  que  los  terrenos  públicos  situados  dentro 
del  municipio,  pertenecen  a  la  Municipalidad. 

Yo  contesté  la  demanda  pidiendo  que  sea  rechazada.  Expu- 
se en  mi  defensa,  que  siendo  yo  poseedor,  no  estoy  obligado 
á  presentar  título,  en  virtud  de  lo  que  dispone  el  artículo  2363 
del  Código  Civil,  el  cual  declara  que  el  poseedor  no  tiene  obli- 
gación de  producir  su  título  ¿i  la  propiedad,  sino  en  el  caso 
que  deba  exhibirlo  como  obligación  inherente  á  la  posesión ;  él 
posee  porque  posee.  Expuse  también,  además  de  manifestar  que 
uniendo  mi  posesión  á  la  de  mi  finado  padre,  ella  es  de  más 
de  70  años,  que  según  el  acta  de  fundación  de  la  ciudad  de 
Buenos  ^ires,  se  repartieron  todos  los  terrenos  comprendidos 
dentro  del  radio,  y  que,  de  consiguiente  esos  terrenos  salieron 
del  dominio  público. 
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El  juzgado  de  l'^  instancia  rechazó  la  demanda;  pero  la 
Excma.  Cámara  de  Apelación  en  lo  Civil  la  ha  revocado,  man- 
dando  que,  en  virtud  de  la  reivindicación,  se  entregue  el  terreno 
á  la  Municipalidad. 

La  Exma.  Cámara  de  Apelación  considera  que  la  Municipa- 
lidad no  está  obligada  á  presentar  título  de  dominio,  pues  que 
le  basta  el  derecho  de  soberanía  en  virtud  del  cual  pertenecen 
al  Estado  ios  terrenos  cuyo  dominio  privado  no  pueda  justifi- 
carse, y  no  aplica  el  Código  Civil,  limitándose  á  aplicar  la  ley 
provincial  citada  del  año  1865,  citando  también  leyes  de  Indias, 
las  que  no  rigen  en  materia  de  fondo  desde  que  se  publicó  el 
Código  Civil. 

La  Excma.  Cámara  de  Apelación  ha  prescindido,  pues,  de 
las  leyes  nacionales  y  ha  aplicado  solamente  las  leyes  provin- 
ciales que  dictó  la  Legislatura  de  Buenos  Aires,  y  además  ha 
reconocido  á  la  Municipalidad  un  privilegio  que  repugna  á  la 
Constitución  y  á  las  leyes  del  Congreso,  según  el  cual  privilegio 
tiene  facultad,  ó  autoridad  que  derivado  la  soberanía,  de  apode- 
rarse de  todos  los  terrenos  cuyo  dominio  privado  no  se  justifi- 
que por  las  personas  que  los  poseen ;  en  contradicción  así  al  ar- 
tículo 2363  del  Código  Civil,  que  respeta  la  posesión  y  á  los 
artículos  41  y  42  del  mismo  Código  que  equipara  á  las  personas 
jurídicas  con  ¡as  particulares  respecto  á  derechos  y  obligacio- 
nes civiles. 

Haciendo  uso  del  derecho  que  me  conceden  el  artículo  23  de 
la  ley  de  16  de  Octubre  del  año  1862  y  el  inciso  2^  de  la  ley 
de  14  de  Setiembre  de  1863,  interpuse  apelación,  presentando 
escrito  ante  la  Exma.  Cámara  de  Apelación  en  lo  Civil,  para  que 
concediéndome  el  recurso,  remita  los  autos  ante  Y.  E.  Pero  ella 
me  ha  negado  el  recurso,  y  por  eso  ocurro  dilectamente  ante 
V.E. 

Por  tanto,  á  V.  E.  pido  se  sirva,  teniendo  por  interpuesto 

•  

de  hecho  ante  Y.  E.  el  recurso  de  apelación  de  la  sentencia  de- 
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fínitiva  expresada,  concederme  este  recurso  y  mandar  que  la 
Exma.  Cámara  de  lo  Civil  remita  ante  Y.  E.  los  autos  indi- 
cados. 

Será  justicia,  etc. 

Agustín  Matienzo.  —  Gregorio  Soto. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


fiuenos  Aires,  Noviembre  6  de  1895. 

Suprema  Corte  : 

La  cuestión  fundamental  versaba  sobre  el  dominio  privado 
de  un  terreno,  cuya  reivindicación  demandaba  la  Municipali- 
dad de  la  Capital . 

La  sentencia  de  la  Exma.  Cámara,  ha  estudiado  en  su  ex- 
tenso acuerdo  de  fojas  i60  á  183,  las  cuestiones  de  hecho,  arri- 
bando á  las  dos  siguientes  conclusiones  : 

1*  Qtt6  el  demandado  señor  Soto,  ni  sus  antecesores,  han  tenido 
título  alguno  de  dominio,  sobre  el  terreno  reclamado ; 

2*  Que  no  han  tenido  la  posesión  por  el  tiempo  y  en  las  con- 
diciones requeridas  por  la  ley  civil,  para  adquirirlo  por  pres- 
cripción . 

Con  sujeción  alas  prescripciones  de  los  artículos  del  Código 
Civil  citados,  que  rigen  las  relaciones  del  dominio  adquirido 
con  título  escrito  6  por  prescripción^  han  resuelto  las  cuestio- 
nes de  hecho  sometidas  á  su  fallo,  condenando  al  demandado  £ 
la  devolución  del  terreno  reclamado  en  las  condiciones  deter- 
minadas por  el  artículo  2794  del  Código  Civil,  según  la  senten- 
cia de  foja  i83  vuelta. 

No  se  ha  discutido  punto  alguno  de  la  Constitución  ni  de  la 
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ley  nacional,  ni  resulta  contra  garantías  ó  privilegios  de  algu- 
na de  sus  cláusulas. 

Las  cuestiones  de  hecho  y  la  aplicación  de  los  códigos  civiles, 
jamás  pueden  autorizar  el  recurso  establecido  en  el  artículo  14 
de  la  ley  de  competencia  nacional,  porque  en  tales  condiciones 
expresamente  lo  rechaza  el  artículo  15  de  la  misma  ley. 

Por  ello  pido  á  Y.  E.  se  sirva  no  hacer  lugar  al  recurso  de 
hecho  traído  á  foja  1%  mandando  devolver  los  antecedentes 
acompañados,  á  la  Cámara  de  que  proceden. 

Sabiniano  Kier. 


Pallo  de  la  Huprema  Caerte 

Buenos  Aires,  Diciembre  5  de  1895. 

Vistos  en  el  acuerdo :  De  conformidad  con  lo  expuesto  y  pe- 
dido por  el  Procurador  General,  se  declara  hien  denegado  e 
recurso.  Agregúense  estas  actuaciones  al  expediente  remitido 
como  informe  y  devuélvase  al  tribunal  de  su  procedencia.  Be- 
póngase  el  papel. 

LUIS  y.  VÁRELA. — ABEL  BAZAR.— 
OCTAVIO  BUNGE. 
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CAUSA    C€€X:VXV 


Don  Rafael  Pasline  y  don  Juan  B.  Gando,  contra  don  Juan  B. 
Durand,  por  escrituración;  sobre  recurso  de  sentencias  délos 
Tribunales  Provinciales  de  Buenos  Aires. 


Sumario,  — La  aplicación  de  las  leyes  de  derecho  común  no 
aatoriza  el  recarso  establecido  por  el  artículo  i4de  la  ley  sobre 
competencia  nacional  de  14  de  Setiembre  de  1863. 


Caso,  —  Lo  explica  el  siguiente 


RECURSO 


Buenos  Aires»  Diciembre  4  de  1895. 

Suprema  Corte: 

Joan  6.  Durand,  constituyendo  domicilio  legal  calle  de  San 
Martin,  número  172,  escritorio  del  escribano  don  Juan  Miguel 
Gutiérrez,  á  Y.  E.  respetuosamente  y  en  la  forma  que  más  ha- 
ya lugar,  recurro  en  queja  contra  la  Exma.  Cámara  2^  de  Ape- 
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laciones  de  la  ciudad  de  La  Flata^  por  denegación  de  un  recaí- 
80  de  apelación  que  había  interpuesto  para  ante  V.  E.,  el  cual 
recurso  decía  así : 

<La  Plata,  18  de  Noviembre  de  1895.  —  Exma.  Cámara  2"  de 
Apelaciones  :  Juan  B.  Di^rand,  en  los  autos  que  indebidamente 
me  han  promovido  don  Rafael  Pastine  y  don  Juan  B.  Grando» 
sobre  pretendida  escrituración,  en  la  forma  que  mejor  proceda, 
áV.  E.  digo: 

c  Que  notificado  por  cédula  el  12  del  corriente  de  la  sentencia 
dictada  por  Y.  E.  confirmando  el  auto  apelado  de  foja  193  en 
cuanto  no  hace  lugar  á  las  excepciones  opuestas,  vengo  en  tiem- 
po y  forma  y  previos  los  respetos  que  debo  y  tributo  á  V.  E. 
£  manifestar  que  la  decisión  de  Y.  E.  en  lo  que  atañe  á  la  in- 
competencia de  jurisdicción,  ataca  y  afecta  la  inteligencia  de 
las  cláusulas  comprendidas  en  los  artículos  89,  92,  93,  94,  97, 
99,  100  y  1216  del  Código  Civil,  y  por  consiguiente  esa  misma 
decisión,  en  el  expresado  punto,  también  ataca  ó  afectad  dere- 
cho y  el  privilegio  que  yo  tenía  de  ampararme  como  me  he  am- 
parado de  las  citadas  disposiciones  legales,  buscando  y  prefi- 
riendo el  domicilio  real  de  mi  familia  al  domicilio  real  de  mi 
industria. 

cDe  los  autos  resulta  claramente  lo  expuesto:  resulta  así 
mismo  que  yo  he  alegado  y  probado  dos  domicilios  reales  (nin- 
guno accidental),  el  uno  en  Barracas  al  Norte  (el  de  mi  fami- 
lia), y  otro  en  Barracas  al  Sud,  donde  tengo  un  aserradero  á 
Yapor  y  resulta  también  que  las  partes  no  han  fijado  domicilio 
especial,  expreso  ó  determinado,  para  el  cumplimiento  de  sus 
obligaciones. 

cEn  resumen:  tratándose  de  acciones  personales  y  no  exis- 
tiendo dicho  domicilio  expreso  ó  especial,  los  jueces  que  deben 
juzgarme  en  este  asunto,  son  los  de  la  Capital  federal  aun 
cuando  el  contrato  haya  tenido  origen  fuera  de  su  jurisdicción. 
Fundado,  pues,  en  el  inciso  S""  del  artículo  14,  y  en  la  primer  par- 
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te  del  artículo  15  de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de  1863,  sobre 
jarísdiceion  y  competencia  de  los  Tribunales  nacionales,  Ten* 
go  respetuosamente  á  interponer  el  correspondiente  recurso  de 
apelación  para  ante  la  Suprema  Corte  de  justicia  nacional,  ro- 
gando á  Y.  E.  se  digne  concedérmelo  y  ordenar  se  eleven  los 
autos  en  la  forma  de  estilo. 

€  Es  justicia,  etc.  > 

La  referida  Exma.  Cámara  2^  de  Apelaciones  de  La  Plata,  me 
ha  denegado  el  recurso  transcrito  en  los  siguientes  términos: 

€  La  Plata,  Noviembre  21  de  1895. — Autos  y  vistos:  De 
conformidad  con  el  artículo  15  de  la  ley  nacional  de  14  de  Se- 
tiembre de  1863,  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  tri- 
bunales nacionales  no  ha  lugar  al  recurso  interpuesto,  y  cúm- 
plase lo  mandado.  —  Gómez.  —  F.  Várela.  —  Ferreira.  —  Ante 
mí:  Eduardo  M.  Larroque. » 

De  esta  resolución  he  sido  notificado,  por  medio  de  la  cédula 
que  acompaño,  con  fecha  28  de  Noviembre  próximo  pasado,  y 
por  consiguiente  son  hoy  cinco  días,  dentro  de  los  cuales,  pue- 
do y  debo  recurrir  en  queja;  tras  que  me  concede  la  ley  y  un 
día  más  por  cada  siete  leguas,  dada  la  distancia  que  hay  desde 
la  ciudad  de  La  Plata  á  esta  Capital  federal;  distancia  que  está 
calculada  próximamente  en  más  de  catorce  leguas,  más  6  menos. 

Por  tanto,  fundado  en  los  artículos  229,  230  y  231^  ley  so- 
bre procedimientos  de  los  tribunales  nacionales^  recurro  á 
y.  E.,  rogándole  se  digne  dirigir  oficio  á  la  Exma.  Cámara  2'^ 
de  Apelaciones  en  La  Plata,  para  que  suspendiendo  todo  proce- 
dimiento, remita  á  V.  E.  los  autos  en  cuestión;  y  V.  E.,  en  vis- 
ta de  los  mismos,  se  dignará  otorgarme  la  apelación  dene- 
gada, etc. 

Es  justicia. 

Juan  B.  Durand. 
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Fallo  I»  Suprema  Corte 

Buenos»  Aires,  Diciembre  5  de  1895. 

Resaltando  de  la  propia  exposición  del  recurrente,  que  solo 
se  trata  de  la  discacion  j  aplicación  de  las  disposiciones  del  Có- 
digo Civil,  y  DO  de  los  casos  á  qoe  se  refiere  el  artículo  catorce 
de  la  ley  de  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales  na- 
cionales, se  declara,  de  acuerdo  con  el  artículo  quince  de  la 
misma  ley,  bien  denegado  el  recurso, y  archívese. 

LUIS    V.    VÁRELA.  — ABEL    RAZAN. 
—  OCTAVIO  BUNGE. 


CAUSA    CCCXJÍXVI 


Don  Juan  I.  RaffOy  contra  el  Banco  Hipotecario  Nacional,  por 
nulidad  de  un  remate]  sobre  absolución  de  posiciones 


Sumario.  —  El  Presidente  del  Banco  Hipotecario  Nacional 
puede  ser  obligado  á  absolver  posiciones,  en  asuntos  en  que  el 
Banco  es  parte. 
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Caso.  —  Lo  explica  el 


FaIIo  del   Jíuez  Vederal 


Buenos  Aires,  Setiembre  20  de  1894. 

Agregúese  la  nómina  adjunta,  y  atento  lo  solicitado  en  el 
presente  escrito,  al  V^  panto  hágase  como  se  solicita;  al  2^,  3^, 
4°  7  5^  pontos  líbrense  los  oficios  que  se  piden.  Al  6°  cítese  en 
forma  á  los  testigos  qne  se  mencionan  para  que  comparezcan 
ante  este  juzgado  en  la  audiencia  del  29  del  corriente  á  las  2 
de  la  tarde  á  prestar  declaración  bajo  apercibimiento.  Al  7^  há- 
gase como  se  solicita.  Al  8^  cítese  al  presidente  del  Banco  Hi- 
potecario Nacional  Doctor  don  Carlos  Fellegrini  para  que  com- 
parezca á  absolver  posiciones  en  la  audiencia  del  27  del  corriente 
á  las  2  de  la  tarde  bajo  apercibimiento  de  dársele  por  absuelto 
en  su  rebeldía.  AI  9^  líbrese  el  exhorto  con  remisión  del  docu- 
mento de  foja  17.  Al  otrosí  prorrógase  el  término  de  prueba 
por  todo  el  de  la  ley  siempre  que  estuTiere  dentro  del  conce- 
dido. Repóngase  el  sello  sin  más  trámite. 

Campillo, 


Fallo  de  la  Sapmna  l/orte 


Buenos  Aires,  Diciembre  7  de  1895. 

Vistos  y  considerando  :  Que  el  Banco  Hipotecario  Nacional 
es  una  persona  jurídica  que,  en  sus  operaciones,  obra  con  inde- 
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pendencia  del  estado,  y  cayo  representante  legal  en  juicio  es  su 
presidente  (artículo  siete  del  Reglamento  de  dicho  Banco). 

Que  la  cuestión  traída  para  ei'conocimiento  de  esta  Suprema 
Corte  en  el  caso  presente,  versa  tan  sólo  sobre  si  las  personas 
jurídicas  están  en  el  deber  de  absolver  posiciones  por  el  órgano 
de  sus  representantes. 

Que  no  obrando  las  personas  jurídicas  sino  por  medio  de  sus 
representantes  para  el  ejercicio  de  sus  derechos  y  cumplimiento 
de  sus  obligaciones,  se  quebraría  la  igualdad  que  debe  reinar 
éntrelas  partes  en  juicio,  haciendo  imposible  para  uno  la  prue- 
ba por  confesión  que  es  posible  para  el  otro. 

Que  nada  se  opone  á  que  los  representantes  de  las  personas 
jurídicas  absuelvan  posiciones  sobre  hechos  en  que  como  tales 
hayan  personalmente  intervenido  ó  de  que  deban  tener  conoci- 
miento en  el  mismo  carácter,  no  habiendo  razones  especiales  en 
contrario. 

Por  estos  fundamentos,  se  confirma  con  costas,  el  auto  de 
foja  treinta  y  nueve,  en  la  parte  apelada.  Repuesto  los  sellos, 
devuélvanse. 

LUIS  V.  VÁRELA.  —  ABEL  BAZAN. 
—  OCTAVIO  BÜNGE.  —  JUAN  E. 
TORRENT. 
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CACSA   CC;t)XXXVII 


La  Municipalidad  de  Buenos  Aires  contra  don  Juan  B.  Sivori, 

sobre  expropiación 


Sumario.  — Comprendiéndose  en  la  expropiación  todo  el  in* 
mueble,  no  corresponde  el  abono  de  perjuicios,  sino  solamen< 
te  del  precio  en  que  aquel  se  estima. 


Caso,  —  Lo  explica  el : 


IÍ'aIIo  del  Jíues  Federal 


Buenos  Aires,  Julio  25  de  1895. 

Y  vistos:  estos  autos  promovidos  por  la  Municipalidad  de  la 
Capital  contra  don  Juan  6.  Sivori,  sobre  expropiación  de  una 
finca  ubicada  en  la  calle  de  Salta  entre  las  de  Bivadavia  y  Vic- 
toria, con  destino  á  la  Avenida  de  Muyo. 

Y  considerando:  1"^  Que  según  resultada  la  exposición  formu- 
lada por  las  partes  eu  el  juicio  verbal  á  que  fueron  convocadas, 
cuya  acta  corre  á  foja  45^  don  Juan  6.  Sivori  ha  recibido  de  la 
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Municipalidad  la  suma  de  diez  mil  pesos  moneda  nacional  por 
todas  las  constracciones  y  demás  existencias  sobre  el  terreno 
objeto  de  la  expropiación. 

2°  Que  seguo  el  plano  de  foja  2,  acompañado  por  la  Munici- 
palidad, dicho  terreno  se  compone  de  644  metros  cuadrados  con 
40  centímetros,  que  es  la  superficie  total  que  la  propiedad  pierde 
por  la  apertura  de  la  Avenida,  con  lo  cual  ha  manifestado 
estar  conforme  el  señor  Sivori,  no  obstante  ia  extensión 
que  resulta  del  título  de  propiedad  agregado  á  foja  48  en  tes-* 
timonio. 

S""  Que  el  representante  de  la  Municipalidad  ha  ofrecido  por 
dicha  cantidad  el  precio  de  28.836  pesos  con  35  centavos  mo- 
neda nacional,  avaluándola  á  razón  de  45  pesos  con  48  centavos 
el  metro  cuadrado,  precio  que  no  ha  sido  aceptado  por  el  inte- 
resado. 

4^  Que  estando  en  desacuerdo  los  peritos  nombrados  por  am- 
bas partes  sobre  el  valor  del  bien  expropiado  y  el  monto  de  la 
indemnización  por  los  perjuicios  resultantes  de  la  expropiación, 
el  juzgado,  para  mejor  proveer  decretó  la  vista  ocular  de  que 
instruye  el  acta  de  foja  69  vuelta,  habiéndose  comprobado  en 
ella  que  todo  el  terreno  peitenecíente  á  Sivori,  está  dentro  de 
los  límites  de  la  Avenida,  no  siendo  pues  exacto  lo  que  afirma 
el  representante  de  la  Municipalidad  al  consignar  el  precio 
ofrecido,  respecto  al  mayor  valor  que  adquiere  la  finca  no  ex- 
propiada, desde  que  esto  no  redunda  en  beneficio  de  Sivori:  que 
por  el  contrario,  la  beneficiada  en  este  caso  es  la  Municipali- 
dad, pues  como  lo  observa  el  perito  señor  Iparraguirre  en  su  in- 
forme de  foja  55,  aquella  reembolsará  el  importe  de  los  dere- 
chos de  edificación,  etc.,  que  ascienden  aproximadamente  á90 
mil  pesos  moneda  nacional. 

5^  Que  para  pronunciarse  el  juzgado  con  la  equidad  y  jus- 
ticia que  exigen  muy  especialmente  la  naturaleza  de  estos  jui- 
cios, sobre  el  valor  de  la  finca  y  la  indemnización   correspon- 
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diente  ha  tenido  en  cuenta  las  transacciones  celebradas  sobre 
bienes  ubicados  en  el  mismo  paraje  y  sus  alrededores,  y  prin- 
cipalmente la  jurisprudencia  de  la  Exma.  Snprema  Corte  de 
Justicia,  enlos  juicios  promovidos  por  la  Municipalidad  contra 
don  Juan  Barneche  Blaquier,  Yictor  Casenave  y  José  María 
Peña,  cuyos  expedientes  han  tramitado  por  el  juzgado  que  es- 
tuvo á  cargo  del  doctor  Ugarriza. 

6**  Que  si  bien  los  precios  asignados  6.  esas  propiedades  han 
declinado  á  causa  de  la  depreciación  de  éstas,  no  lo  ha  sido  al 
extremo  de  reducir  su  valor  á  la  mitad  del  que  tenían  en  aque- 
lla época,  la  que  se  halla  confirmada  por  las  ventas  públicas  últi- 
mamente realizadas. 

Por  estos  fundamentos,  fallo  :  fijando  en  300  pesos  moneda 
nacional  el  metro  cuadrado,  sin  incluir  en  esta  suma  los  10.000 
pesos  entregados  á  Sivori  por  la  Municipalidad  en  pago  del 
edificio,  debiendo  ésta  abonar  igualmente  los  intereses  á  estilo 
de  Banco  correspondientes  á  la  diferencia  éntrela  suma  con- 
signada y  el  valor  asignado  por  esta  sentencia,  desde  el  dia  déla 
interpelación  judicial :  no  haciéndose  lugar  á  la  partida  de 
36.664  pesos  moneda  nacional  como  indemnización  de  los  per- 
juicios, por  hallarse  esta  suma  comprendida  en  el  valor  asigna- 
do al  4;erreno,  pues  como  lo  ha  declarado  la  Exma.  Suprema 
Corte,  el  precio  de  venta  corresponde  siempre  alas  molestias  de 
la  desposesion  consiguiente  á  toda  enajenaciun,  siendo  á  cargo 
de  la  Municipalidad  las  costas  del  juicio  de  acuerdo  á  lo  dispues- 
to en  el  artículo  18  de  la  ley  de  expropiación. 

Notifíquese  original,  y  repónganse  las  fojas, 

Juan  del  Campillo. 
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Fallo  de  I»  Suprem»  Corte 

Buenos  Aires,  Diciembre  7  de  1895. 

Vistos  7  considerando :  Que  con  lo  expuesto  por  la  Municipa- 
lidad en  el  escrito  precedente,  en  cumplimiento  del  auto  para 
mejor  proveer  de  foja  ciento  ocho,  j  relacionado  aquel  con 
la  oferta  hecha  por  la  comisión  municipal  de  la  Avenida  en  la 
nota  de  foja  nueve,  resulta  que  la  estimación  hecha  por  el 
expropiante  mismo  del  bien  expropiado,  excede  en  mucho  á  la 
suma  que  aparece  consignada  según   el  recibo  de   foja  una. 

Que  tomadas  en  consideración  las  constancias  de  autos  y  la 
situación  del  inmueble  expropiado,  es  equitativo  reducir  la  fi- 
jación hechv  por  el  juez  a  quo . 

Que  siendo  expropiado  todo  el  inmueble  del  dema^idado  no 
pueden  alegarse  perjuicios  producidos  por  la  expropiación  mis- 
ma, debiendo  soló  estimarse  la  indemnización  que  deba  hacerse. 

Que  en  cuanto  se  refiere  álos  edificios  que  existieron  en  el 
terreno  del  expropiado,  éste  ha  arreglado  su  valor  con  la  Mu- 
nicipalidad expropiante,  habiendo  ya  recibido  su  importe. 

Por  estos  fundamentos  :  se  reforma  la  sentencia  apelada  de 
foja  setenta  y  una^  fijándose  el  precio  del  terreno  expropiado 
á  razón  de  doscientos  sesenta  pesos  moneda  nacional  el  metro 
cuadrado  y  se  confirma  dicha  sentencia  en  lo  demás  que  con- 
tiene ;  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

LUIS  V.  VÁRELA.  —  ABEL  BASAN. 
—  OCTATVO  BUNGE.  —  JUAN 
E.   TORRENT. 
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CAUSA  CCCXXXYIII 


Don  Ladislao  Hua,  contra  don  Martin  Boneo,  por  cumplimiento 

de  un  contrato]  sobre  competencia 


Sumario.  — A  los  efectos  de  la  competencia  del  jaez,  debe 
primar  el  Ingar  del  cumplimiento  del  contrato,  indicado  por  la 
naturaleza  de  la  obligación,  sobre  el  del  domicilio  del  deman- 
dado. 


Caso.  — El  señor  Búa  ocurrió  al  juzgado  acompañando  ya- 
rios  documentos,  entre  ellos  el  siguiente : 


La  Piala,  Noviembre  22  de  1892, 

Al  señar  Presidente  y  Honorable  Directorio  del  Banco  Hipóte'^ 
cario. 

Martin  M.  Boneo,  ante  los  señores  directores,  se  presenta  y 

expone : 

Que  es  deudor  cuya  garantía  son  unas  fracciones  de  tierra 

ubicadas  en  el  partido  de  la  Magdalena. 

T.  xn  10 
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Número    5531,  Serie  G $  20.000 


6923. 

*  6969, 
7957. 

»         8871, 
t     10,018, 

*  17.358, 


I 75.000 

1 75.000 

K 40.000 

K 180.000 

L 80.000 

P... 150.000 

Total...  $  620.000 


He  vendido  al  señor  Ladislao  Boa  una  fracción  de  1394  hec- 
táreas cujos  linderos  son:  al  N.E.  José  Mantel  y  José  Grag- 
gor,  al  S.O.  Chaves,  al  N.O.  Graiggor  y  Bello  y  al  S.O.  con 
Bollino;  y  como  esta  fracción  está  grabada  conjuntamente  con 
las  otras  ya  mencionadas,  solicito  que  los  620.000  que  gravan 
todas  estas  fracciones  de  campo  se  adjudiquen  á  la  fracción 
vendida  440.000  pesos,  quedando  los  180.000  pesos  m/n  res- 
tantes pesando  sobre  la  cañada  larga  de  1200  cuadras.  Solicito 
también  de  ese  honorable  directorio  se  me  acuerde  le  venia 
para  hacer  la  transferencia  al  señor  Búa. 

En  garantía  de  los  servicios  atrasados  de  los  440.000  pesos 
moneda  nacional,  que  transñero,  ofrezco  un  documento  en  la 
forma  que  estime  conveniente  ese  H.  Directorio. 

En  prueba  de  conformidad  del  comprador,  firma  conmigo  esta 
solicitud . 

Martin  M.  Boneo .  —  Ladislao  Rúa. 

Dijo:  que  el  señor  Boneo  se  niega  á  cumplir  el  oontrato  de 
compra-venta  realizado  con  él,  por  lo  cual,  de  acuerdo  con  los 
artículos  1137, 1140,  1184,  1185  y  1187  del  Código  Civil,  ep- 
tabla  demanda  contra  dicho  señor  y  pide  que  se  le  condene  á 
escriturar  el  campo  vendido^  con  costas,  dejando  á  salvo  sus 
acciones  por  los  daños  y  perjuicios. 


J 
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Agregó  que  procede  la  jurisdicción  del  juzgado  por  ser  el  de- 
mandado vecino  de  la  Capital,  y  el  actor  de  la  provincia  de 
Buenos  Aires,  donde  se  encnentra  situado  el  campo  materia  del 
contrato,  cuyo  cumplimiento  demanda. 

Acreditada  la  diversa  vecindad,  se  corrió  traslado  de  la  de- 
manda . 

El  demandado,  sin  evacuarlo,  opuso  la  excepción  de  incom- 
petencia. 

Dijo:  que  se  trata  de  una  obligación  personal,  como  es  la  de 
cumplimiento  de  un  contrato  de  compra-venta,  en  cuyo  caso  y 
estando  reconocido  por  el  actor  que  él  (Boneo)  tiene  su  domi- 
cilio en  la  Capital,  es  ante  los  jueces  de  ésta  donde  debe  ser 
demandado. 

Que  la  disposición  del  artículo  2^,  inciso  2"",  de  la  ley  de  ju- 
risdicción, no  se  opone  á  ello,  porque  no  modifica  los  principios 
generales  sobre  competencia. 

Que  la  disposición  del  artículo  4*  del  Código  de  Procedimien- 
tos de  la  provincia  de  Buenos  Aires,  no  es  aplicable  en  la  jus-> 
ticia  federal . 

Que,  además,  no  se  ha  designado  lugar  para  el  cumplimento 
del  contrato,  ni  en  la  solicitud  está  indicado  por  su  natura- 
leza, de  manera  que  sólo  puede  exigírsele  en  su  domicilio. 

Terminó  pidiendo  que  se  admita  la  excepción  opuesta,  con 
costas. 

El  actor  pidió  su  rechazo,  con  costas. 

Dijo :  que  se  trata  de  un  contrato  celebrado  para  tener  efec- 
to en  la  provincia,  y  por  consiguiente  la  jurisdicción  de  ésta  es 
competente  para  conocer  en  la  acción  sobre  su  cumplimiento, 
con  arreglo  á  la  doctrina  que  surge  de  los  artículos  1215  y  1216 
del  Código  Civil.  Que  tratándose  de  venta  de  inmuebles,  las 
partes  quedan  sometidas  á  la  jurisdicción  territorial  donde 
están  situados,  como  lo  enseñan  la  doctrina  y  la  jurispru- 
dencia. 


292  FALLOS  DE  LA  SUPBEMA  CORTE 

El  Procurador  Fiscal,  dijo:  qae  tratándose  de  una  acción 
personal  debe  entablarse  ante  el  juez  del  domicilio  del  deman* 
dado. 

Itmlío  del  Jíaes  Federal 

La  Plata,  Agosto  31  de  lSd4. 

Y  vistos:  £n  el  incidente  sobre  competencia  deducida  por  el 
demandado. 

Y  considerando :  1^  Que  la  incompetencia  alegada  se  funda 
en  que  teniendo  el  señor  Martin  M.  Boneo  su  domicilio  en  la 
Capital  de  la  república,  es  allí  donde  debe  ser  demandado,  en 
mérito  de  la  conocida  regla  de  derecho,  que  el  demandante  de- 
be seguir  el  fuero  del  reo. 

2^  Que  ya  se  ha  establecido  en  este  juzgado  y  confirmado 
por  la  Suprema  Corte  de  justicia  nacional,  que  en  casos  como 
el  presente  en  que  se  trata  de  un  juicio  ciñl  derivado  de  un 
contrato  que  debe  necesaria  y  fatalmente  cumplirse  en  esta 
provincia  por  estar  en  ella  ubicado  el  bien  raíz  que  lo  motiva, 
es  ante  los  jueces  del  territorio  de  ella  donde  deben  deducirse 
las  acciones  necesarias  para  su  ejecución  y  tradición  de  la  cosa, 
porque  debe  primar  el  lugar  donde  debe  cumplirse  el  contrato 
para  determinar  el  fuero  y  no  el  domicilio  del  demandado.  Así 
se  ha  resuelto  en  la  causa  seguida  ante  este  Juzgado  por  don 
Ramón  Haróstegui,  contra  D*  Trinidad  L.  de  Rosas  sobre  idén- 
tica cosa  y  que  tramita  por  intermedio  del  mismo  secretario,  y 
confirmado  por  la  Suprema  Corte  de  justicia  nacional. 

3®  Que  la  misma  Suprema  Corte  ha  resuelto  en  la  sentencia 
corriente  en  la  página  11,  tomo  3®,  serie  2*  de  sus  fallos,  que 
el  fuero  lo  causa  el  lugar  donde  debe  tener  su  cumplimieiitoel 
contrato;  sentencia  que  es  de  perfecta  aplicación  al  presente 
caso. 
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i^  Finalmente;  Qne  no  se  ha  negado  que  tanto  al  deman- 
dante como  el  demandado  son  argentinos  y  se  ha  reconocido  la 
distinta  vecindad  de  ambos. 

Forestas  consideraciones  y  concordantes  del  escrito  de  foja  42, 
y  no  obstante  lo  expuesto  por  el  señor  Frocarador  Fiscal  en  sa 
yista  dé  foja  44,  fallo:  no  haciendo  lugar  á  la  incompetencia 
deducida  y  contéstese  derechamento  la  demanda.  Begístrese, 
notifíquese  con  el  original  y  repónganse  los  sellos. 

Mariano  S.  de  Áurrecoechea. 


VISTA   DBL  SEÍ^OR  PROCURADOR   GBNERAL 


Buenos  Aires,  Octubre  26  de  1894. 
Suprema  Corte: 

Se  trata  de  la  división  de  una  hipoteca  otorgada  á  favor  del 
Banco  Hipotecario  de  la  provincia  de  Buenos  Aires,  y  de  la 
imputación  de  esa  hipoteca  á  la  parte  de  campo  vendida,  para 
lo  que  se  ha  iniciado  los  procedimientos  de  que  instruyen  la 
petición  é  informes  de  fojas  3  y  4. 

Esas  operaciones,  como  la  transferencia  y  su  aceptación  por  el 
Banco,  para  el  otorgamiento  de  la  escritura  de  venta,  deben  ve- 
rificarse necesariamente  en  la  provincia  de  Buenos  Aires,  don- 
de está  situado  el  bien  raíz^  materia  del  contrato  y  las  oficinas 
páblicas  que  deben  intervenir  en  lo  relativo  al  fraccionamiento 
y  transferencia  de  los  gravámenes. 

For  ello,  creyendo  legales  los  fundamentos  del  auto  recurrido 
de  foja  46,  pido  á  V.  E.  su  confirmación. 

Sabiniano  Kier. 
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Pallo  de  I»  Saprema  Corte 


BaeDOS  Aires,  Diciembre  7  de  1895. 

Vistos :  Con  arreglo  á  la  doctrina  que  surge  de  la  ley  treinta 
y  dos,  título  segundo,  partida  tercera,  y  á  los  artículos  mil 
doscientos  doce,  mil  doscientos  trece,  mil  doscientos  quince  y 
demás  correlativos  del  Código  Civil,  y  por  los  fundamentos  con- 
cordantes de  la  vista  del  señor  Procurador  General  y  auto  ape- 
lado de  foja  cuarenta  y  seis,  se  confirma  éste,  con  costas.  Be- 
puestos  los  sellos,  devuélvanse. 

LUIS  V.  VÁRELA.  — ABEL  RAZAN. 
—  OCTAVIO  BUNGE.  —JUAN  E. 
TORRENT. 


CAVSA  CCt^XXXIX 


üon  Néstor  Fernandez,  contra  don  Aquiles  Franchini,  por  em- 
bargo y  contienda  de  competencia;  sobre  recurso  de  hecho 


Sumario.  —  Sin  previa  apelación  denegada,  no  procede  el 
recurso  de  hecho. 
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Pallo  de  I»  Suprema  Corte 


BueQOs  Aires,  Diciembre  7  de  1895. 


Vistos  Qü  el  acuerdo:  No  aparecieado  que  la  parte  de  Fjan- 
obiüi  interpusiera  apelación  del  auto  de  foja  cinco  vuelta,  se 
declara  bien  denegado  el  recurso.  Repóngase  el  papel^  j  agre- 
gúense estas  actuaciones  á  los  autos  de  su  referencia. 


LUIS  V.  VÁRELA. -- ABEL  BAZAN. 
—  OCTAVIO  BUNGE.  —  JUAN  B. 
TORBENT. 


CJACSA  ÍÍCVXIa 


El  escribano  de  marina  don  Emilio  C.  líurralde;  sobre  escri- 
turas de  protesta  por  averias,  otorgadas  ante  otros  escribanos 
de  marina. 


Sumario.  —  Sin  demanda  definida  y  concreta  no  puede  pe- 
dirse, 7  menos  ante  la  Suprema  Corte,  una  resolución  que  pu- 
diera afectar  la  yalidez  de  escrituras  de  protesta. 
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VISTA  DEL   SEftOR  PROCURADOR  GENERAL 

Buenos  Aires,  Noviembre  35  de  1895. 

Suprema  Corle  : 

El  eBcribano  Itorralde  tiene  circunscrito  su  oficio  al  radio 
determinado  en  el  decreto  de  concesión*  Ningún  otro  escriba- 
no de  ajena  jurisdicción  debe  ir  á  otorgar  escrituras  en  la  de 
La  Plata;  pero  si  los  buques  á  que  se  refiere  la  denuncia  del 
escribano  Iturralde,  entran  al  puerto  de  esta  Capital  6  están 
anclados  en  éU  no  puede  impedirse  legalmente  á  sus  capitanes 
el  ejercicio  del  derecho  de  protesta,  en  el  puerto  donde  se  en- 
contrasen permanente  6  accidentalmente. 

Sabiniano  Kier, 


Wmiím  de  I»  Suprem»  Vmwtm 

Buenos  Aires,  Diciembre  7  de  1895. 

Vistos  en  el  ¡acuerdo  :  Teniendo  por  objeto  la  queja  que  se 
deduce  por  el  escribano  Iturralde  en  su  escrito  de  foja  primera, 
recabar  de  esta  Suprema  Corte  una  resolución  que  pudiera 
afectar  la  validez  de  las  protestas  á  que  se  refiere,  sin  una  de- 
manda definida  j  concreta,  contra  determinadas  personas,  de- 
manda d3  la  cual  tampoco  podría  ella  conocer  originariamente : 
se  declara  no  haber  lugar  á  la  resolución  que  se  solicita.  Repues- 
tos los  sellos^  archívese. 

LDIS  y.  VÁRELA.  —  ABEL  RAZAN. 
—  OCTAVIO  BUNGE. — JUAN  B. 
TORRENT. 
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C'AVSA  C€€X1.I 


Don  Santiago  Rodríguez  contra  don  Juan  Vadillo,  por  cobro 
ejecutivo  de  pesos  ;  sobre  recurso  de  queja 


Sumario. —  Correspoode  al  oficio  del  juez  regularizar  el 
procedimiento  en  los  juicios,  j  el  auto  que  tiene  este  objeto,  sin 
resolver  nada,  dictado  enjuicio  ejeoutiTO,  no  es  apelable. 


Caso.  —  Besulta  del  siguiente 


INFORME 


Buenos  Aires,  Setiembre  24  de  1895. 
Exmo.  Señor : 

£1  juicio  á  que  se  refiere  el  recurso  deducido  proviene  de  nn 
pagaré  á  la  orden  suscrito  por  Yadillo  y  protestado  en  forma. 
No  habiendo  sido  esta  diligencia  practicada  en  la  persona  del 
deudor  fué  éste  citado  para  el  reconocimiento  de  la  firma,  seña- 
lándose para  ese  objeto  la  audiencia  del  9  de  Mayo  á  las  2  de  la 
tarde. 
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En  la  redacción  de  la  cédula  ea  que  se  traasoribió  dicha  pro- 

'  Tídencia,  sedéela  textualmente:  c  Señor  Juan  V.  Vadillo  :  En 

los  autos  que  el  señor  S.  Rodriguez  sigue  contra  Vd.  por  cobro 

ejecutivo  de  pesos,  á  escrito  presentado  por  el  actor,  en  el  que 

pide  sea  Vd.  citado  de  remate,  el  señor  Juez  ha  proveído  >. 

Como  se  vé,  se  trata  de  un  simple  error  cometido  por  el  em- 
pleado que  hizo  la  cédula,  del  cual  quiere  aprovecharse  el  de- 
mandado para  deducir  la  excepción  de  inhabilidad  del  título. 

El  día  fijado  para  el  reconocimiento  no  concurrió  al  juzgado 
el  demandado,  y  como  á  la  primera  rebeldía  acusada  por  el 
actor  se  dio  por  reoonocida  la  firma,  j  se  dictó  auto  de  sol- 
vendo. 

Citado  de  remate  Yadillo  opone  las  excepciones  de  ínhabili- 
lidad  del  título  j  nulidad  del  juicio. 

La  primera  se  funda  en  que  el  pagaré  no  ha  sido  protestado 
en  forma  6  en  su  defecto  no  ha  sido  tampoco  reconocido  ante 
el  juez. 

La  nulidad  se  refiere  á  vicios  de  procedimiento  que  lo  afec- 
tan de  nulidad  insanable. 

El  juzgado,  apercibido  del  error  cometido  por  los  empleados 
de  la  Secretaría,  á  que  se  ha  hecho  referencia,  sin  sustanciar 

0 

la  excepción  de  inhabilidad  del  título,  puesto  que  ella  se  funda 
en  vicio  de  procedimiento,  mandó  reponer  el  juicio  sin  más  trá- 
mite al  estado  en  que  s^  encontraba  cuando  se  cometió  el 
error  en  la  cédula,  es  decir,  al  del  reconocimiento  de  la  firma  del 
deudor.  Esta  resolución  está  perfectamente  de  acuerdo  con  lo 
dispuesto  en  el  artículo  71  del  Código  de  Procedimientos  y, 
además,  no  afecta  derecho  ninguno,  pues  el  actuario  pidió,  y 
se  ordenó  que  las  costas  causadas  fueran  á  su  cargo. 

Apelada  dicha  resolución  el  juzgado  denegó  el  recurso,  por 
no  causar  perjuicio  ó  gravamen  irreparable  al  deudor  desde  que, 
en  la  estación  oportuna  del  juicio  puede  oponer  las  excepcio- 
nes que  viere  convenirle,  y  porque,  por  otra  parte,  se  desvir- 
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taftba  la  naturaleza  del  juicio,  causando  al  demandante  dilacio- 
nes injustificables. 
Es  cuanto  tengo  que  informar  á  Y .  E . 

Juan  del  Campillo. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Diciembre  7  de  1895. 

Vistos  en  el  aouerdo  :  Considerando  que  el  auto  recurrido 
directamente  para  ante  esta  Suprema  Corte,  ha  sido  dictado 
para  subsanar  el  error  cometido  por  el  actuario  en  la  cédula  en 
que  el  demando  fué  citado  de  remate,  cuando  debió  citarlo  para 
reconocer  la  firma  del  pagaré  á  la  orden  suscrito  por  él,  cómo 
se  decretó  por  el  juzgado,  á  solicitud  del  demandante,  según 
todo  resulta  del  precedente  informe . 

Que  correspondiendo  á  los  m&s  claros  y  estrictos  deberes  del 
juez  regularizar  el  procedimiento  en  los  juicios,  toda  vez  que  se 
extravía  por  falta  de  cumplimiento,  es  evidente  que  el  auto  que 
se  propone  dicho  objeto,  como  sucede  en  el  recurrido,  no  puede 
ser  ajeno  al  oficio  del  juez,  ni  violatorio,  por  consiguiente,  de 
la  disposición  del  artículo  dos  de  la  ley  de  diez  j  seis  de  Octu- 
bre de  mil  ochocientos  sesenta  y  dos,  invocada  por  el  recu- 
rrente . 

Que  el  asunto  de  que  se  trata  no  es  de  aquellos  á  que  se  re- 
fieren los  artículos  doscientos  setenta  y  dos  y  doscientos  seten- 
ta y  nueve  de  la  ley  de  Procedimientos  para  la  justicia  federal, 
pues  no  resuelve  nada  sobre  excepciones,  ni  se  halla  compren- 
dido en  artículo  alguno  del  título  veinticuatro  de  la  misma 
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ley  para  ser  apelable  con  arreglo  al  artículo  trescientos  de  ella. 
Por  estos  y  los  fundamentos  del  informe  de  foja  tres,  se  de- 
claran bien  denegados  los  recursos  deducidos,  y,  repuestos  los 
sellos,  remítanse  estas  actuaciones  al  inferior  para  la  agrega- 
ción á  los  autos  de  su  referencia. 

LUIS  V.  VÁRELA.  —  ABEL  BA- 
ZAN.  —  OCTAVIO  BUNGE.  — 
JUAN  E.  TORRENT. 


tJAVSA  CCCXI^II 


Contra  Musetas ,  Hodriguez  y  C",  sobre  comiso 


Sumario. — Cae  en  comiso  el  eiceso  entre  las  mercaderías 
manifestadas  en  la  copia  á  depósito,  y  las  importadas,  aunque 
en  el  manifiesto  general  no  resulta  dicho  exceso. 


Caso.  —  Resulta  de  las  siguientes  piezas  : 
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RESOLUCIÓN   DE  ADUANA 


Buenos  Aires,  Abril  22  1895. 

Resultando  de  la  verificación  practicada  en  presencia  del  in- 
teresadOy  comprobado  nn  exceso  de  2505  kilos  papel  de  im- 
prenta, con  arreglo  á  lo  dispaesto  en  los  artículos  91 1 ,  3i2, 
930,  980,  7  1054  de  las  Ordenanzas  de  Aduana,  declaro  caído 
en  comiso  el  mencionado  excoso,  debiendo  manifestar  el  intere- 
sado en  el  acto  de  la  notificación  si  está  conforme  en  abonar  el 
importe  del  comiso  ó  hace  abandono  del  exceso. 

Hágase  saber.  A  sus  efectos^  pase  á  Contaduría  y  repóngase 
los  sellos  por  el  interesado. 

J.  H.  Martínez  Castro, 


Pallo  del  «iuea  Pedeiml 


Buenos  Aires,  Octubre  1*  de  1895. 

Vistos:  Considerando  que  se  ha  constatado  la  existencia  del 
exceso  que  hadado  margen  á  estos  autos,  habiéndolo  reconocido 
los  propios  apelantes. 

Que  el  error  de  que  se  hace  mérito  por  éstos,  no  puede  con- 
siderarse comprendido  en  los  términos  del  artículo  i057  de  las 
ordenanzas  de  Aduanas. 

Que  la  infracción  cometida  se  encuentra  prevista  j  penada 
por  los  artículos  3i2  y  930  de  las  ordenanzas,  y  aun  caería 
dentro  de  lo  prescripto  por  el  artículo  1025,  pues  la  falsa  ó 
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errónea  manifesUcioa,  pado  haber  pasado  desapercibida  ó  si 
se  hubiese  hecho  el  despacho  en  confianza  posteriormente,  ser 
causa  de  una  diminución  en  la  renta  que  legítimamente  corres- 
pondía al  fisco. 

Por  estos  fundamentos,  se  confirma  con  costas  la  resolución 
apelada  de  foja  6. 

Notifíquese  con  el  original,  repóngase  el  papel  y  en  oportu- 
dad  devuélvanse  los  autos  á  la  Aduana. 

J   F.  Lalanne, 


VISTA   DEL  SEfiOR  PROCURADOR   GENERAL 


Buenos  Aires,  Noviembre  25  de  1895. 
Suprema  Corte : 

Besulta  demostrado  y  reconocido  por  la  misma  parte,  queen  la 
copia  á  depósito,  declaró  31  fardos  papel  de  imprenta,  con  peso 
de  4331  kilos;  mientras  que  de  la  verificación  resultó  á  foja  3 
el  peso  de  6836  kilos.  La  observación  sobre  que  esta  diferencia 
estando  anotada  en  el  manifiesto  general  no  podía  pasar  desa- 
percibida, no  es  eficaz  para  alejar  las  consecuencias  del  hecho 
de  falsa  ó  errónea  manifestación ;  pues  podría  suceder  que, 
tratándose  de  una  copia  á  depósito,  esa  copia  hubiérase  tenido 
en  cuenta  para  el  posterior  despacho,  con  perjuicio  evidente 
para  las  rentas  fiscales. 

Encuentro  por  ello,  bien  aplicadas  al  caso  las  prescripciones 
de  los  artículos  312,  930  y  1025  de  las  ordenanzas,  y  pido  á 
Y.  E.  la  confirmación  de  la  sentencia  recurrida  de  foja  27 
vuelta 

babiniano  Kier. 
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Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Diciembre  7  de  1895. 

Vistos :  De  conformidad  con  lo  expuesto  y  pedido  por  el  señor 
Procurador  General  y  por  sus  fundamentos  se  confirma,  concos- 
taSy  la  sentencia  apelada  de  foja  veintisiete  vuelta. 

Repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

LUIS  V.  VÁRELA.  — ABEL  BAZAN.-— 
OCTAVIO  BUNGE.  —  JUAN  B.  TO- 
BRENT. 


CAUSA  CCC.YIilII 


Criminal  contra  don  Alberto  Beceyro^  sobre  defraudación  y 
malversación  de  fondos  del  Banco  Nacional. 


Sumario.  — i®  No  siendo  empleados  públicos  los  del  Banco 
Naoional,  no  les  son  aplicables  las  disposiciones  penales  de  la 
ley  nacional,  que  conciernen  á  aquellos. 

2*  Las  sentencias  no  pueden  ser  reformadas  sino  respecto  de 
los  pantos  apelados. 
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Caso.  —  Lo  explica  el 


Pallo  del  Jues  rederal 


Córdoba,  Diciembre  17  de  1894. 

Y  vistos:  esta  causa  formada  al  ex-gerente  del  Banco  Nacio- 
nal de  Rio  Cuarto,  don  Alberto  Beceyro,  argentino,  de  treinta 
y  ocho  años,  casado,  comerciante  y  domiciliado  en  la  Capital  de 
la  República,  se  le  acusa  por  los  hechos  siguientes: 

1^  Haber  aplicado  áusos  propios  6  sin  reintegro  hasta  la  fe- 
cha^ mil  pesos  tomados  del  Banco  para  su  traslación  de  Mendoza 
áRio  Cuarto  sin  autorización  del  Directorio. 

2^  Haber  aplicado  indebidamente  á  usos  ajenos  los  dineros 
del  Banco  en  todos  los  créditos  acordados  en  aquella  cantidad 
en  que  exceden  el  límite  de  cinco  mil  pesos  fijados  por  la  circu- 
lar del  Directorio  de  fecha  veinte  y  uno  de  mil  ochocientos  no- 
renta  y  uno. 

3®  En  todos  los  adelantos  en  cuenta  corriente  hechos  á  perso- 
nas que  tenían  deudas  pendientes  en  el  Banco,  contra  la  expre- 
sa prohibición  del  Directorio  en  la  circular  referida  y  á  la  del 
artículo  33  del  reglamento  de  Sucursales. 

4^  En  los  descuentos  de  letras  y  pagarés  á  personas  domici- 
liadas en  extraña  provincia,  también  contra  expresa  disposición 
del  reglamento  de  las  Sucursales. 

5®  Aparecer  en  la  cuenta  de  interés  del  libro  de  Caja  una 
partida  de  200  pesos  entregados  á  don  Napoleón  Pizano  para 
8U  traslación  á  Buenos  Aires  á  gestionar  para  si  la  gerencia 
de  dicha  sucursal,  habiendo  sido  tesorerode  la  misma  el  cita- 
do Pizano. 

6^  Haber  sustituido  en    obligaciones  contraidas  á  favor  del 


i 
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Banco,  firmas  de  personas  abonadas  por  otros  de  notoria  in- 
solvencia, como  por  ejemplo  la  de  los  señores  Wenoeslao  Te- 
jerino,  Bernardo  Lacasse,  Mariano  Arguello,  Luis  Fonce 
(testamentaria)  y  Segando  Diaz  de  Bedoya,  por  la  del  señor 
Ernesto  Brandt,  recargando  la  deuda  de  éste,  que  alcanzaba  á 
la  fecha  de  la  denuncia  á  ^3.342  pesos  seis  centaTos  nacionales, 
siendo  el  valor  de  las  cantidades  sustituidas  el  de  115.289  pe- 
sos trece  centavos,  y  otros,  habiendo  tenido  lugar  estas  transfe- 
rencias tres  meses  ante  de  que  el  Banco  entrara  en  liquida- 
ción. 

7^  Haber  tenido  interés  personal  en  las  negociaciones  de  le- 
tras que  el  Banco  efectuaba  con  don  Ernesto  Brandt,  del  Besa- 
rlo^ pues  que  el  importe  de  dos  giros  por  12  y  9000  pesos,  apa- 
rece abonado  en  la  caja  de  ahorros  en  la  cuenta  del  señor  Be- 
ceyro.  Estos  9000  pesos  fueron  concedidos  estando  ya  en  liqui- 
dación el  Banco. 

8^  Haber  sacado  de  la  casa  hipotecada  al  Banco  por  el  señor 
Manuel  S.  Tissera  útiles  y  artefactos  de  gas,  banaderas,  etc., 
que  ha  colocado  en  una  casa  de  su  propiedad,  circunstancia  por- 
que se  hacía  imposible  su  devolución. 

Instruido  el  correspondiente  sumario,  se  comprueba  por  la 
declaración  del  procesado  y  dem&s  piezas  del  sumario: 

1**  Que  el  procesado  ha  dispuesto  de  la  suma  de  1000  pesos 
para  su  traslación  de  Mendoza  á  Bio  Cuarto,  sin  autorización 
del  DirectQrio,  como  asimismo  que  era  de  prácticaque  el  Banco 
costeara  los  gastos  de  traslación  de  los  empleados  de  un  punto 
á  otro  en  comisión  6  servicio  de  él. 

2^  Que  son  exactos  los  hechos  acusados  que  se  indican  con 
los  números  2,  3,  4  y  5;  pero  no  el  que  hayan  causado  perjuicio 
al  establecimiento. 

3®  Que  es  asimismo  exacto  que  se  entregara  al  ex-Tesorero 
de  la  Sucursal  del  Rio  Cuarto  los  200  pesos  á  que  se  refiere  el 
cargo  señalado  con  el  número  5,  suma  que  fué  devuelta  por  el 
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procesado  al  Sub-Inspector  del  Campo  é  ingresada  en  la  Caja 
del  Banco. 

4''  Qne  es  igualmente  cierto  que  se  hayan  efectuado  las  sos- 
tituciones  á  qne  se  refiere  el  cargo  indicado  con  el  número  6  j 
también  el  cargo  7^,  y  no  así  el  otro  marcado  con  el  número  8. 
El  señor  Procurador  Fiscal,  haciendo  mérito  del  sumario, 
dice  que  los  hechos  indicados  con  los  números  1 ,2,3,4  j  5  cons- 
tituyen una  serie  de  delitos  previstos  y  penados  por  los  artículos 
80, 83  y  84  de  ley  penal  de  14  de  Setiembre  de  1863  y  pide 
se  aplique  al  procesado  la  pena  de  diez  años  de  trabajos  forza- 
dos, pues  las  sumas  distraídas  están  en  su  mayor  ps^rte  sin  rein- 
tegro y  han  causado  evidente  perjuicio  y  entorpecimiento  del 
servicio. 

Que  si  se  probase  en  el  curso  de  la  causa  el  reintegro  de  di- 
chos caudales,  la  inhabilitación  por  seis  añob  para  tener  otro 
empleo  y  multa  de  2000  pesos,  ó  por  lo  menos  inhabilitación 
por  cuatro  años,  en  virtud  de  lo  dispuesto  por  el  artículo  84  ci- 
tado. 

La  parte  del  Banco  expresa  en  su  vista,  que  el  Directorio  del 
mismo,  á  mérito  de  una  solicitud  del  doctor  Wilmart,  abogado 
de  Beceyroen  Buenos  Aires,  ha  resuelto  dejar  sin  efecto  su  acu- 
sación, y  pidió  sobreseimiento. 

La  defensa  no  niega  los  hechos,  tampoco  su  circunstancia,  y 
tiende  á  demostrar  que  ellos  no  importan  un  delito  :  en  conse- 
cuencia pide  la  absolución  del  procesado.  ^ 

Considerando :  i^  Que  en  cuanto  al  primer  cargo,  se  deduce 
claramente  del  informe  del  sab-inspector  del  Campo,  de  la  de- 
nuncia del  Banco  y  de  la  declaración  del  procesado,  que  invirtió 
la  suma  de  1000  pesos  en  la  traslación  que  se  le  había  orde- 
nado del  Banco  de  Mendoza  al  de  Rio  Cuarto,  y  aun  cuando  no 
consta  que  el  Directorio  ni  el  Banco  le  autorizaron  para  tal 
gasto,  esta  autorización  se  presume  siguiendo  la  costumbre 
del  establecimiento  de  acordar  sumas  de  dinero  á  los  empleados 
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que  se  trasladein  de  uq  punto  á  otro  por  orden  del  mismo.  In- 
forme del  Gtrente  de  la  Sucursal  de  esta  ciudad,  á  foja  107. 

2°  Que  el  procesado  Becejro,  nunca  ocultó  tal  gasto,  sino 
que^  por  el  contrario,  dio  cuenta  del  mismo  sin  serle  observada 
durante  largo  tiempo,  hasta  que  se  dedujo  la  acusación.  No 
hay,  pues,  en  ello,  una  malversación  de  dineros  públicos  aplica- 
da á  usos  propios. 

3°  En  cuanto  á  haber  aplicado  á  usos  ajenos^  excediéndose  en 
lo  que  estaba  autorizado  para  dar  en  cuenta  corriente  á  préstamo^ 
está  probado  que  el  procesado  se  ha  excedido  en  los  préstamos 
que  podía  hacer,  y  ello  constituye  una  malversación  de  dineros 
públicos  que  está  penadu  por  la  ley,  pero  no  consta  que  esa 
malversación  haya  traido  perjuicios  al  Banco,  pues  que  él  mis- 
mo, en  su  solicitud  de  foja  49,  maníQesta  lo  contrario,  diciendo 
que  esas  operaciones  no  han  importado  delito  ni  perjuicio  para 
el  Banco. 

4^  Menos  aun  resulta  que  hayan  entorpecido  el  servicio  públi- 
CO)  por  consiguiente,  y  subsistiendo  el  delito  de  malversación, 
no  obstante  lo  dicho  por  el  Banco,  pero  sin  entorpecimiento  de 
servicio  ni  apropiación  de  esos  dineros,  siempre  le  corresponde 
Va  pena  de  inhabilitación. 

5^  Las  mismas  consideraciones  pueden  hacerse  de  las  mal- 
versaciones consistentes  en  adelantos  hechos  á  personas  que 
tenían  deudas  pendientes  con  el  Banco,  lo  que,  como  se  ve  en  el 
mismo  expediente,  no  eran  precisamente  deudores  morosos,  co- 
mo igualmente  á  los  préstamos  de  dinero  hechos  á  personas 
domiciliadas  en  extraña  provincia. 

6^  Por  último,  el  delito  de  haber  dado  ó  hecho  dar  á  un  em- 
pleado del  Banco,  don  Napoleón  Fizano,  la  suma  de  200  pesos 
que  empleó  para  un  viaje  á  Buenos  Aires  á  gestionar  para  sí 
la  Gerencia  del  Banco  que  dejaba  vacante  el  procesado,  está 
comprobado  por  la  confesión  de  Beceyro,  como  igualmente  que 
éste  devolvió  dicha  suma. 
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Ko  siendo  aplicables  claramente  las  disposiciones  relatÍTus 
al  fraude,  artículo  82  de  la  ley  penal  de  14  de  Setiembre  de 
1863,  ni  los  de  hurto,  distracción  6  sustracción,  artículo  80, 
queda  sólo  á  tratar  este  hecho  como  la  malversación  de  que 
habla  el  artículo  83,  sin  apropiación  de  dinero  ni  entorpecimien- 
to del  servicio  público,  es  decir,  en  la  misma  categoría  de  los 
cargos  anteriores. 

7°  Que  respecto  de  todos  ellos  manifiesta  el  Banco  no  haber 
sido  damnificado,  subsistiendo  sólo  el  delito  de  malversación 
sin  las  condiciones  señaladas  varias  veces  anteriormente. 

El  señor  procurador  Fiscal,  por  su  parte,  dice  en  su  vista  de 
fojas  84  vueltay  88,  como  de  la  solicitud  del  doctor  R.  Wilmart 
7  de  la  del  doctor  Deheza,  representante  del  Banco,  aparece 
que  éste  había  ratificado  antes  de  la  iniciación  de  este  proceso 
por  el  hecho  de  no  haber  observado  los  estados  pasados  al  Di- 
rectorio las  operaciones  hechas  por  el  señor  Beceyro  con  extra- 
limitación  de  sus  facultades^  es  indudable  de  que,  con  arreglo  al 
principio  que  la  ratificación  equivale  al  mandato,  aquellas  no 
tienen  el  carácter  criminal  que  se  les  había  atribuido;  y  agrega: 
<  Pienso,  pues,  que  V.  S.  al  dictar  sentencia  definitiva  podrá 
fundar  la  absolución  del  procesado  en  las  declaraciones  hechas 
por  el  mismo  representante  del  Banco  »  (fojas  84y  85). 

8"^  Que  exentas  aquellas  malversaciones  de  las  condiciones 
de  apropiación  de  esos  dineros  y  de  que  hayan  producido  daño 
al  Banco  ó  entorpecimiento  del  servicio  público,  la  penalidad 
que  comprende  á  los  delitos  cometidos  está  netamente  deter-  | 

minada  por  el  artículo  84  de  la  ley  penal  de  Setiembre  de  186S 
que  dice  así :  t  Si  el  uso  indebido  de  fondos  fuese  sin  daño  ni 
entorpecimiento  del  servicio  público  incurrirá  en  la  pérdida 
del  empleo  é  inhabilitación  por  cuatro  años  para  obtener 
otros  ». 

Por  estos  fundamentos,  y  otros  que  se  omiten,  definitivamente 
juzgando,  fallo :  condenando  al  ex-  Gerente  de  la  Sucursal  del  Bau- 
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co  Nacional  ea  RioCaarto,doa  MbertoBeceyro,  ásafrír  lapeaa 
de  inhabilitación  por  cuatro  años  para  obtener  cargo  público  al- 
guno por  delito  de  malversación  de  los  caudales  del  estableci- 
miento, con  costas,  y  de  acuerdo  o^n  lo  dispuesto  por  el  artículo 
563  del  Código  de  Procedimientos  Criminales  sobre  ejecución 
de  las  sentencias,  publíquese  esta  sentencia  por  ocho  dias  en 
dos  diarios  de  la  localidad  y  de  la  Capital  de  la  Bepública. 
Hágase  saber,  transcríbase  en  el  libro  de  resoluciones,  póngase 
al  procesad(5  oportunamente  en  libertad  y,  no  siendo  apelada, 
archívese. 

C.  Moyano  Gadtúa. 


VISTA  DEL  SfiflOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Noviembre  8  de  1895. 
Suprema  Corte: 

Esta  causa  refleja  las  impresiones  de  una  época. 

£1  apoderado  del  Banco  Nacional^  apoyándose  en  el  informe 
del  sub-inspector  de  sucursales  de  foja  1",  denuncia  contra  el 
Gerente  de  la  de  Rio  Cuarto,  los  delitos  de  distracción,  sustrac- 
ción 6  apropiación  de  caudales  públicos,  pidiendo  á  foja  24  que 
una  vez  instruido  el  sumario,  se  le  pase  en  vista  para  deducir  la 
acusación  ó  acciones  civiles  y  criminales  á  que  haya  lugar. 

£1  procurador  fiscal  adhirió  á  aquella  denuncia  para  que  se 
imponga  oportunamente  al  procesado  la  pena  de  diez  años  de 
penitenciaría  ó  la  inhabilitación  y  multa,  si  se  probase  el  rein- 
tegro de  los  caudales  distraídos. 

Instruido  el  sumario,  el  Juzgado  corrió  al  acusador  la  vista 
solicitada  para  formular  la  acusación. 

Pero  el  apoderado  del  Banco,  evacuándola,  no  acusa,  é  invo- 


810  FALLOS   DE   LA    SWBEMA  CORTE 

cando  explicaciones  é  informes  satisfactorios^  declara  á  foja  79 
haber  recibido  instrucciones  del  Directorio,  para  desistir  de  la 
acusación  y  pide  el  sobreseimiento. 

El  Procurador  Fiscal  no  cree  procedente  el  sobreseimiento 
durante  el  plenario;  pero  reconociendo  á  foja  83  vuelta  que  la 
falta  de  observación  á  los  estados  pasados  por  el  Gerente  al  Di- 
rectorio importaba  una  aprobación  equivalente  á  la  ratificación 
en  el  mandato,  pide  la  absolución  del  procesado,  con  sujeción  á 
las  declaraciones  hechas  por  el  representante  del  Balico. 

Besulta  de  estos  antecedentes  que  no  existe  acusación  ni  de 
la  parte  interesada,  ni  del  representante  de  la  acción  pública  y 
que,  lejos  de  pedirse  pena  alguna  contra  el  procesado,  el  primero 
quiere  el  sobreseimiento  por  no  haber  mérito  legal  para  acusar, 
y  el  segundo  la  absolución,  con  sujeción  á  las  declaraciones  he- 
chas por  el  mismo  representante  del  Banco. 

No  se  ha  justificado,  en  efecto,  que  el  G-erente  procediera 
dolosamente  al  ejecutar  las  operaciones  denunciadas,  ni  que 
ellas  causaran  perjuicio  al  Banco :  lo  contrario  resulta  de  la  ex- 
posición de  foja  79  de  sn  mismo  representante.  No  siendo  apli- 
bles  entonces  las  disposiciones  del  artículo  82  de  la  ley  sobre 
crímenes  contra  la  Nación,  relativas  al  que  emplee  fraudes  por 
apropiarse  dineros  públicos. 

Es  verdad  que  el  gerente,  extralimitando  sus  facultades,  ha 
hecho  uso  inautorizado  de  los  caudales  del  Banco,  que  según 
las  leyes  de  su  creación  y  constitución  tienen  el  mismo  carácter 
que  los  bienes  fiscales;  que  esos  hechos  se  rigen  por  la  ley  espe- 
cial de  la  Nación  de  i863,  como  ha  sido  ya  establecido  por  la 
jurisprudencia,  y  que  el  artículo  84  de  esa  ley  declara  cque  si 
el  uso  indebido  de  los  fondos  fuere  sin  perjuicio  ni  entorpeci- 
miento del  servicio  público  incurrirá  en  la  pérdida  del  empleo 
por  cuatro  años  para  obtener  otro  >. 

Pero  las  explicaciones  dadas  al  Directorio  al  respecto,  han 
dado  mérito  al  desistimiento  de  la  acusación  y  muestran  que  no 
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86  trata  de  apropiaciones  6  distracciones  sin  causa  sino  de  opera- 
ciones de  nn  Banco  de  descuentos  más  6  menos  regulares  y  auto- 
rizadas en  su  parte  principal. 

Si  se  atiende  á  que  el  limite  excedido  en  los  descuentos  auto- 
riza hasta  5000  pesos,  es  insignificante^  que  ese  exceso  puede 
haber  provenido  de  una  acumulación  de  saldos  ó  intereses  ú 
otra  causa  atendible,  como  se  asegura,  sin  que  el  Banco  lo  haya 
contradicho;  que  los  doscientos  pesos  dados  al  empleado  del  Ban- 
co, don  Napoleón  Fizano,  importaban  una  anticipación  de  sueldo 
al  objeto  de  pasar  á  Buenos  Aires,  y  que  los  mil  pesos  tomados 
para  gastos  de  traslación  de  la  sucursal,  erando  práctica,  segon 
el  informe  de  foja  107  y  fueron  comunicados  al  Directorio^  no 
creo  procedente  aplicar  al  procesado  el  artículo  84  de  la  citada 
ley  nacional. 

Ese  artículo  escorrelativo  del  83;  se  refiere  á  la  apropiación  6 
distracción  de  caudales  para  usos  propios  óajenos,  no  se  rela- 
ciona con  las  funciones  del  Gerente  de  un  Banco,  que  mantiene 
bajo  su  administración  los  dineros  de  su  activo. 

.Puede  haber  extra  I  imitación  de  facultades,  errores  de  apre- 
ciación 6  de  administración,  pero  tales  hechos  no  caen  bajo  el 
régimen  de  los  artículos  83  y  84  de  la  ley  nacional  de  1863. 
Por  ello,  teniendo  presente  lo  expuesto  por  el  representante  del 
Banco  al  respecto,  pienso  que  Y.  £.  debiera  revocar  la  sentencia 
recurrida,  en  la  parte  que  impone  pena  de  inhabilitación  por 
cuatro  años  para  ejercer  cargo  público  alguno  al  procesado. 

Sahiniano  Kier , 
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Fallo  de  te  Suprema  CoMe 


Buenos  Aires,  Diciembre  7  de  18d5. 

Vistos  y  oonsideraado :  Que  según  las  oonstanoias  de  autos 
.  sólo  se  trate  de  una  querella  promoyida  por  el  Banco  Nacional 
en  liquidación  contra  uno  de  sus  propíos  empleados,  con  motiyo 
de  operaciones  anexas  al  cargo  que  desempeñaba. 

Que  andando  el  pleito  7  previas  explicaciones  dadas  por  el 
empleado  querellado  por  medio  de  su  defensor,  el  Banco  desis- 
tió de  su  acusación,  7  oído  el  Ministerio  Fiscal,  éste  pidió  la 
absolución  del  procesado. 

Que  no  siendo  empleado  público  el  encausado,  no  le  son  apli- 
cables las  disposiciones  de  la  le7  penal  criminal  de  catorce  de 
Setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  7  tres,  invocadas  por  el 
juez  a  quo  en  la  parte  recurrida  de  su  fallo. 

Que  cualquiera  que  sea  la  naturaleza  del  delito  atribuido  i^l 
procesado,  dado  el  hecho  de  no  haberse  apelado  por  el  Ministe- 
rio Fiscal  el  fallo  que  le  absuelve  de  pena  corporal,  7  no  siendo 
aplicable  al  caso  la  de  inhabilitación  para  el  desempeño  de  car- 
gos públicos,  que  le  ha  sido  impuesta,  esta  Suprema  Corte  no 
puede  modificar  la  sentencia  en  su  primera  parte  ni  confirmarla 
en  su  segunda. 

Por  estos  fundamentos,  7  de  acuerdo  con  lo  pedido  por  el  se- 
ñor Procurador  General,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  foja 
ciento  ocho,  en  cuanto  condena  á  la  pena  de  inhabilitación  al 
procesado,  á  quien  se  absuelve  en  consecuencia  de  culpa  7^cargo, 
Devuélvanse. 

LUIS  V«  VÁRELA.  —  ABEL  BAZAN. 
—  OCTAVIO  BUNGE.  —  /UAN  E. 
TORRENT. 
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CAVSA  CC€XI.I¥ 


El  juez  letrado  del  territorio  de  la  Pampa  Central,  consultando 
sobre  el  modo  de  reemplazar  al  secretario  del  juzgado  en 
casos  de  impedimento  ó  recusación. 


Sumario.  — La  Corte  Suprema  no  paede  evacuar  coasultas 
de  los  Jaeces  en  los  asuntos  sobre  que  deben  expedirse. 


CONSULTA 


General  Acha,  Agosto  7  de  1895. 
Señor  Ministro  : 

La  ley  orgánica  de  los  territorios  nacionales  y  la  de  los  Tri* 
bunales  déla  C^iital  de  la  Bepublica  que  menciona  aquella,  es- 
tablecen reapectiramente  las  condiciones  profesionales  que  de- 
ben tener  loa  secretarios  de  estos  Juzgados. 

Es  indudable  que  esas  condiciones  requeridas  ^como  «ina  exi- 
gencia«  para  el  desempeño  del  cargo,  deben¿ser  las  mismas  res- 
pecto délos  que  tengan  que  reemplazarlos  por  recusación  ó  im- 
pedimento. 
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Pero  en  este  territorio  no  es  posible  dejar  satisfecha  la  dis- 
posición legal,  porque  no  hay  más  escribano  público  nacional 
que  el  secretario  de  este  Juzgado. 

De  modo  que,  en  fuerza  de  esta  circunstancia  y  para  no  per- 
judicar intereses  privados  6  dificultar  la  acción  pública,  con- 
sidero conyeniente  se  resuelva  por  V.  E.  si  la  facultad  conferida 
á  los  Jueces  por  el  artículo  401  del  Código  de  Procedimientos 
en  lo  Civil^  puede  llegar  en  tal  caso  hasta  la  designación  de  em- 
pleados subalternos  del  Tribunal  ó  de  la  Administración  de  jus- 
ticia en  reemplazo  del  titular  recusado  ó  en  otra  forma  impe- 
dido. 

Saluda  atentamente  á  Y.  £. 

A,    Cardassy. 

Osear  Díaz, 

Secretario. 


VISTA  DEL  SESOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Setiembre  22  de  1895. 

Suprema  Corte : 

Tanto  la  ley  de  territorios  nacionales,  como  las  demás  que 
rigen  los  procedimientos  de  actuación  en  los  Juzgados  Letrados, 
requieren  la  condición  de  escribano,  público  ó  la  do  abogado  en 
el  secretario  de  actuación. 

Por  ello,  pienso  que  no  podría  V.  E.  hacer  la  declaración 
solicitada  en  la  precedente  nota  del  señor  Juez  Letrado  de  la 
Pampa  Central. 

Sabiniano  Kier. 
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Pallo  ém  %m  Suprema  €)mwim 

Buenos  Aires,  Diciembre  10  de  1895. 

Contéstese  que  eata  Suprema  Corte  no  puede  evacuar  consul- 
tas que  le  dirijan  los  funcionarios  del  Poder  Judicial,  en  los 
asuntos  sobre  que  deben  expedirse;  y  que  en  su  jurisdicción  de 
apelación  emite  su  juicio  on  ios  fallos  que  dicta  en  los  casos 
ocurrentes,  como  ha  sucedido  en  uno  idéntico  al  que  motira 
esta  consulta^  interpretando  7  aplicando  las  leyes  de  la  ma- 
teria. 

LUIS  V.  VÁRELA.  —  ABEL  BAZAN. 
—  OCTAVIO  BUNGB.  —  JUAN  E. 
TORRBNT. 


CAV8A    CCCXIjV 


Don  Luis ./.  Palma  en  el  concurso  de  acreedores  del  vapor 
€  Curuzú'Chali  >  ;  sobre  graduación 


Sumario.  — 1*  El  crédito  por  precio  del  buque,  aun  garanti- 
do por  la  hipoteca  de  éste,  ocupa  el  último  rango  de  los  privile- 
gios. 
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S""  El  privilegio  á  favor  del  crédito  por  aprovisionamiento  del 
baqae  no  ha  sido  suprimido  por  el  Código  de  Comercio  vigente^ 
7  ocapa  el  rango  indicado  por  el  inoiBo  9*  del  artículo  1377. 

S^  £1  privilegio  á  favor  del  crédito  por  sueldos  produce  sus 
efectos  no  sólo  contra  el  deudor,  sino  contra  los  acreedores  de 
éste. 

4^  En  los  buques  que  hacen  carrera  continua  entre  diversos 
puertos,  se  entiende  por  viaje  entero,  el  que  empieza  de  uno  de 
esos  puertos  hasta  su  vuelta  á  él,  después  de  tocados  todos  los 
puntos  de  la  carrera. 


Caso.  —  Lo  explica  el 


IPalto  úmi  Jíues  Vederal 


Buenos  Aires,  Julio  18  de  18d4. 

Y  vistos:  Estos  autos  de  los  que  resulta:  1"*  Que  existiendo 
muchos  juicios  7  ejecuciones  contra  el  vapor  c  Curuzú-Chali  >, 
antes  cOeneral  Bolivar»,  la  ma7or  parte  de  sus  acreedores,  en 
el  comparendo  de  foja  147,  nombró  á  don  Eduardo  S.  Scotti, 
para  efectuar  la  graduación  de  los  créditos  que  pretenden  deber 
ser  pagados  con  el  producido  de  la  venta  judicial  de  aquel;  ad- 
heridos posteriormente  los  demás  acreedores  á  tal  aonerdo  7 
habiendo  renunciado  el  señor  Scotti,  el  Juzgado  nombró  en  su 
reemplazo  al  doctor  Ba7mundo  Wilmart,  quien  aceptó  el  cargo 
á  fojas  166  vuelta  7  166. 

2^  Que  dicho  letrado  desempeñó  su  cometido  á  foja  181  7 
habiéndose  opuesto  varios  acreedores  á  la  graduación  practica- 
da, el  Juzgado  llamó  autos  para  la  resolución  definitiva  de  sus 
pretensiones  (foja  231),  7  encontrándose  posteriormente  que 
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existia  otro  acreedor,  se  mandó  pasar  noevamonte  los  aatos  al 
liquidador  doctor  Wilmart,  qoieu  se  expidió  á  foja  241  expo- 
niendo que  el  expresado  crédito  había  perdido  su  privilegio  y 
no  podía  obtener  colocación  útil  en  la  gradnaccion,  porque  la 
suma  producida  por  el  remate  del  buque  no  alcanza  á  cubrir 
todos  ios  créditos  prÍTÍlegiado8. 

3^  Que  don  Luis  J.  Palma,  vemlió  el  vapor  <  General  Boli- 
var»  á  don  Pedro  Granel  (hijo),  en  20  de  Febrero  de  1890  (foja 
2  de  estos  autos),  que  don  Pedro  Granel  padre  hizo  en  26  de  Se- 
tiembre  de  1891  una  promesa  de  venta  del  mismo  vapor  á  don 
Pedro  Etchetto  (foja  179  vuelta),  cuya  promesa  era,  por  lo  que 
refiere  el  liquidador  á  foja  181  vuelta,  con  el  compromiso  de 
que  Granel  padre  hiciera  la  escritura  definitiva  una  vez  que 
fuese  declarado  heredero  de  su  hijo  que  había  fallecido;  que 
el  vapor  cambió  de  nombre  en  8  de  Octubre  de  1891,  tomando 
el  de  «Curuzú-Chali»  (foja  179  vuelta)  ;  que  mientras  el  vapor 
aparecía  así  á  nombre  de  Etchetto  solamente,  varios  acreedo- 
res han  tratado  como  dueños  del  mismo  á  los  señores  Augusto 
Plon  y  Arditi  Rocha,  como  lo  explica  el  liquidador  á  fojas  181 
vnelta  y  182»  siendo  estos  datos  útiles  para  mejor  inteligencia 
del  resultando  siguiente. 

4^  Que  los  expedientes  cuyo  conjunto  forma  el  objeto  de  la 
cuestión  á  resolverse  son  los  siguientes:  1^  Palma,  Luis  J.,  con- 
tra Granel,  por  parte  de  precio  de  la  venta  del  c  General  Bo- 
livar  >,  en  cuyo  expediente  se  han  seguido  las  actuaciones  refe- 
rentes ala  graduación  de  que  se  ha  hecho  mérito;  2^Pedemonte, 
Agustín,  contra  Bisso,  Gerónimo,  ex-capitan  del  cGeneral  Bo- 
lívar »,  por  cobro  de  provisiones  de  carne  y  verdura,  que  es  el 
acreedor  mencionado  al  final  del  resultando  2*";  3^  Manzoni 
hermanos,  contra  Pedro  Etchetto,  por  cobro  de  carbón  suminis- 
trado y  composturas,  como  también  por  el  precio  de  maderas 
que  éste  vendió,  empleando  su  producido,  dice  á  foja  5,  en  gastos 
del  buque;  4^  Latonetti,  Francisco,  contra  el  vapor  <  Gurnzú- 
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Chali»,  por  mercaderías  para  su  provisión  cuando  se  llamaba 
€  General  Bolívar»;  5°  Cánova,  Pedro,  contra  el  c  Curazú- 
Chali  >,  por  artículos  navales  suministrados  cuando  se  llamaba 

<  General  Bolívar»;  6**  Batti  y  C^,  contra  el  c  Gnruzú-Ghali  » 
por  ar líenlos  navales  suministrados  ouando  se  llamaba  «Gene- 
ral Bolívar»;  1^  Medoni  y  Siffredi,  contra  Pedro  Etchetto, 
por  artículos  navales  suministrados  cuando  el  vapor  se  llamaba 
€  General  Bolívar  »,  y  por  otros  más  suministrados  después  que 
el  vapor  cambió  de  nombre;  8^  Guizetti  y  G",  contra  el  «  Co« 
ruzn-Ghali»,  por  artículos  navales  suministrados  cuando  el  va- 
por se  llamaba  «General  Bolívar»;  9^  Crouther  y  C»,  contra 
Pedro  Etchetto,  por  suministros  de  carbón  al  «  Guruzú-Chali  »; 
10**  Cichero  y  Drago  hermanos,  colitra  Pedro  Etchetto,  por  ar- 
tículos navales  suministrados  al  «  Curuzú-Chalí»;  11**  PIou, 
Augusto,  ..contra  Pedro  Etchetto^  por  cuentas  del  vapor  que 
él  había  pagado;  12**  Ferrando,  Capurroy  C'*,  contra  el  vapor 

<  General  Bolivar  »,  por  provisiones  de  booa;  13**  Figari  y  C*, 
contra  el  «  Curuzú-Chali  »,  por  despacho  y  pago  de  impuestos 
y  cuentas  ;  14**  Bisso,  Gerónimo,  contra  Etchetto,  Pedro, 
por  sueldos  devengados  como  capitán  del  «General  Bolivar»; 
15**  Bepetto,  Manuel,  contra  el  «  Guruzú-Ghali »,  por  sueldos 
de  marinero  y  guardián;  16**  Mora  y  Jover,  contra  Bisso  Ge- 
rónimo, por  despacho  del  «General  Bolivar»;  17**  De  Bene- 
detti,  César,  contra  Etchetto,  Pedro,  por  proveedurías;  18** 
Pexio,  José,  último  capitán  del  buque,  por  sueldos  sujos  y 
de  la  tripulación;  19**  Castoras,  Luís,  contra  Etchetto,  Pedro, 
por  artículos  navales;  20**  Nuñez  y  Cerro,  contra  Etchetto,  Pe- 
dro, por  despacho,  comisión  y  pago  de  derechos;  21**  Se  ha- 
llan también  agregados:  un  expediente  de  Ortiz,  José  M.,  con- 
tra el  capitán  del  «  General  Bolivar  »,  por  entrega  del  vapor,  y 
otro  de  Etchetto,  Pedro,  por  nulidad  de  venta  y  devolución 
de  dinero;  uno  de  Pexio,  José,  capitán  del  «  Curuzú-Chalí  »,  so- 
bre nombramiento  de  consignatario,  el  que  recayó  en  los  señores 
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A.  Tarando  y  C*;  otro  de  Pedro  Etchetto  y  otros,  sobre  le- 
vaatamiento  de  embargo  del  vapor. 

5^  Que  el  estado  de  gradiiacion  de  fojas  181  y  siguientes,  ha 
dado  colocación  útil  á  los  gastos  judiciales  que  han  conducido  á 
la  venta  del  vapor,  inclusive  honorarios  é  impuestos  de  nave- 
gación; á  una  parte  de  los  sueldos  del  capitán  Pexio  y  su  tri- 
pulación; á  la  parte  de  la  cuenta  de  Manzoni,  referente  á  apro- 
visionamientos; á  la  de  De  Benedetti,  por  proveeduría;  aparte 
de  la  de  Medoni  y  Siffredi;  aparte  de  la  de  Figari  y  G^;  que  así 
los  demás  créditos  por  provisiones^  mencionados  como  más  anti- 
guos por  el  liquidadora  foja  188  vuelta,  y  el  del  señor  Palma^ 
por  parte  de  precio  de  la  venta  del  buque,  garantido  además  por 
hipoteca,  no  han  obtenido  colocación  útil. 

6"  Que  puesto  de  manifiesto  en  secretaría  el  estado  de  gra- 
duación, por  providencia  de  foja  203.  se  opusieron  á  las  conclu- 
oiones  del  liquidador  el  señor  Palma,  á  fojas  200  y  206;  los  se- 
ñores Growttery  G^,  rematadores  M.  Marasso  y  G",  á  foja  207; 
el  capitán  Pexio,  á  foja  208;  el  capitán  Bisso,  á''foja215;  los 
señores  Medoni  y  Siffredi^  á  foja  216;  los  señores  Batti  y  G^,  á 
foja  217;  los  guardianes  Goletti  y  Bepetto,á  foja  219;  los  seño- 
res Capurro  y  G*,á  foja  230;  don  Pedro  Gánova,  á  foja  221;  los 
señores  Ángel  Descalzo  y  G'',  á  foja  222;  los  señores  Gichero  y 
Drago  hermanos  y  don  Agustin  Pedemonte,  áfoja  72. 

Y  considerando :  1""  Que  ninguna  de  las  oposiciones  deduci- 
das se  funda  en  que  no  existiera  algunos  de  los  créditos  útil* 
mente  colocados  en  el  estado  de  graduación,  sino  en  que  se  hu-> 
bieradado  privilegio  á  unos  que  no  los  tendrían,  y  vice-versa,  y 
también  en  que  se  ha  presupuestado  demasiado  para  honorarios, 
por  cuyo  motivo  conviene  dedicar  un  considerando  ácada  opo- 
sitor del  estado  de  graduación.  Gonsiderando  en  cuanto  á  la 
oposición  del  señor  Palma  : 

2®  a  )  Que  su  crédito  por  parte  de  precio  de  venta  del  vapor, 
suponiendo  que  sea  la  última  venta  y  que  no  se  tome  en  cuenta 
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como  enajenación  perfecta  la  promesa  de  venta  del  señor  Q-ra* 
nel  á  Etchelto,  á  que  se  refiere  el  resaltando  tercero,  no  ocupa 
sino  el  último  rango  de  los  privilegios^  como  se  ve  por  el  inciso 
iS  del  artículo  1377  del  Código  de  Comercio;  b)  Que  la  hipo* 
teca  que  se  hizo  dar  no  mejora  su  condición,  porque  la  hipoteca 
naval  pasa  después  que  los  privilegios,  según  el  artículo  1366 
del  Código  de  Comercio,  y  ninguna  disposición  autoriza  para  al- 
terar el  orden  de  privilegios  establecido  por  el  Código  en  razón 
deque  un  crédito  gozara  de  dos  privilegios,  pues  tendría  que 
c  ntentarse  con  el  mejor  de  los  dos  rangos;  c)  Que  su  objeción 
de  foja  201  vuelta,  de  que  el  nuevo  Código  de  Comercio  no  ha 
conservado  el  privilegio  que  el  antiguo  reconocía  á  favor  de  los 
aprovisionamientos,  no  debe  triunfar  á  pesar  de  haberse  supri- 
mido de  los  incisos  del  artículo  1698  antiguo  que  versaban  so- 
bre privilegios  marítimos,  porque  esa  supresión  no  obedece  á  la 
intención  de  suprimir  ese  privilegio  sino  al  método  del  nuevo 
Código  de  colocar  en  el  libro  3^  todo  lo  referente  á  privilegios 
marítimos,  aparte  de  que  en  la  nota  de  la  comisión  reforma- 
dora no  hay  nada  que  indique  el  propósito  de  suprimir  ese  pri- 
vilegio que  existe  en  todas  las  legislaciones,  que  es  indispensa- 
ble á  la  navegación  y  que  corresponde  al  privilegio  de  la  legis- 
lación civil  á  favor  de  los  que  suministran  alimentos. 

3^  Que  el  liquidador  ha  tenido  razón  para  conceptuar  ese 
privilegio  como  incluido  en  el  inciso  9^  del  artículo  1377  del 
nuevo  Código,  porque  si  las  sumas  prestadas  al  capitán  durante 
el  viaje  para  las  necesidades  del  buque  que  mediante  formas 
previstas  en  el  artículo  94  que  acreditan  el  destino  de  ellas,  no 
puede  ser  sino  porque  los  créditos  creados  para  la  satisfacción 
directa  de  esas  necesidades  son  ellos  mismos  privilegiados, 
pues  como  lo  hace  notar  dicho  liquidador,  el  privilegio  del  de- 
recho civil  á  favor  del  que  da  dinero  para  pagar  obras  presu- 
pone el  privilegio  del  que  efectúa  dichas  obras;  que  á  éstas  y 
otras  consideraciones  del  liquidador  apoyado  en  esta  parte  por 
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Pedemonte  á  foja  244,  debe  agregarse  las  disposiciones  de  los 
artículos  869  y  870  del  nuevo  Código,  pues  según  el  860  nin- 
gún buque  puede  ser  detenido  ni  embargado  sino  por  crédito 
prerilegiado,  7  según  el  870  puede  ser  embargado  ó  detenido  aún 
después  de  cargado  7  pronto  por  deuda  proveniente  de  aprovi- 
sionamiento; que  resultando  así  de  un  modo  indudable,  por  el 
Código  nuevo,  que  los  créditos  por  tal  causa  tienen  privilegio, 
la  cuestión  se  reduce  á  examinar  cuál  es  su  rango,  7  éste  no  puede 
ser  otro  que  el  del  inciso  9""  del  articulo  1377,  por  lo  7a  expues- 
to; que  el  oponente  á  foja  302,  no  desconoce  7  si  admite  que 
los  suministros  colocados  en  el  estado  de  graduación  han  sido 
recibidos  á  bordo. 

4^  d)  Que  sus  objeciones  contra  los  créditos  por  sueldos,  for- 
muladas á  foja  200  vuelta  abajo  7  foja  201,  tampoco  son  acep- 
tables; en  efecto,  su  privilegio  no  existe  sólo  contra  el  deudor, 
porque  esto  sería  contrario  i  la  esencia  de  todo  privilegio,  sino 
precisamente  para  determinar  en  qué  orden  debe  ser  conside- 
rado cuando  existen  otros  acreedores,  no  siendo  el  privilegio 
otra  cosa  que  er derecho  de  un  acreedor  para  ser  pagado  con 
preferencia  á  otro  (articulo  3875  del  Código  Civil). 

5"*  Que  es  admisible  el  cómputo  hecho  por  el  liquidador  en 
cuanto  ¿  los  sueldos  correspondientes  al  último  viaje,  que  atri- 
bu7e  á  éste  un  mes  7  medio  de  duración,  dfl  3  de  Febrero  al  19 
Marso,  contando  como  equivalente  de  ese  período  el  mes  de 
Febrero  entero  7  la  primera  quincena  de  Marzo,  al  efecto  de  no 
rehacer  las  planillas  (prenotado  3*  7  nota  &*  del  estado  de  gra- 
duación); qne  el  privilegio  por  sueldos  del  último  viaje,  consa- 
grado por  el  inciso  1^  del  artículo  1377,  no  ofrece  dificultad 
respecto  de  nn  bnqne  que  sale  de  un  puerto  para  ona  lejaaa  na- 
ción 7  vuelve  á  aqnél;  pero,  que  tratándose  de  on  buque  qoe 
hace  en  nn  solo  giro  la  carrera  de  los  ríos  7  de  Kontevideo, 
eome  on  efrcnlo  sin  fin,  habría  sido  tal  vez  más  sencillo  qoe  el 
Código  se  hubiera  referido  á  me^e^  v  no  á  viajes;  pero  qoe  re« 
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filiándose  á  viajes  7  no  existiendo  disposición  de  detalle  que 
determine  lo  qoe  en  tales  condiciones  constituye  un  y ia je,  lo 
más  aceptable  es  tomar  como  tal  una  vuelta  entera  desde  el 
puerto  de  matrícula  (Buenos  Aires),  hasta  la  Asunción  bajan- 
do hasta  Montevideo  7  volviendo  otra  vez  á  Buenos  Aires^  por- 
que no  es  viaje  completo  la  ida  hasta  la  Asunción  7  vuelta  aquí, 
por  cuanto  en  Asunción  7  escalas  se  toma  carga  7  pasajeros 
hasta  para  Montevideo,  ni  viaje  completo  el  de  Buenos  Aires  á 
Montevideo  por  análoga  razón,  y  entonces  lo  que  tanto  para 
un  pasajero  como  para  un  marino  debe  llamarse  viaje  entero 
es  desde  la  salida  de  Buenos  Aires  hasta  volver  á  ésta  después 
de  tocar  todos  los  puntos  de  la  carrera  7  en  actitud  de  hacer 
otra  vez  la  misma  gira;  que  por  lo  tanto  quedan  justificadas  las 
partidas  de  pesos  1292  7  pesos  878  por  sueldo  de  último  viaje;  que 
el  caso  del  Minone,  registrado  en  la  página  252,  tomo  14,  serie  2* 
de  los  Fallos  de  la  Suprema  Corte,  no  se  opone  á  lo  expuesto, 
porque  ahí  no  se  trataba  de  una  carrera  continua  7  seguida, 
sino  de  un  viaje  á  Corrientes  7  uno  á  la  c  Laguna  de  los  Pa- 
dres >  estipulados  en  un  contrato  de  fletamento  como  dos  viajes 
distintos,  de  los  que  el  segundo  podría  6  no  realizarse. 

6^  e)  Que  la  partida  de  pesos  889,35  por  medio  sueldo  de 
la  gente  de  mar  desde  el  embargo  hasta  ser  despedida  7  la  de 
pesos  1125  por  sueldo  del  capitán^  posteriores  al  embargo,  es- 
tán justificadas  con  las  notas  5*  7  ñ"  de  la  operación  del  liqui- 
dador, cu7as  notas  aplican  correctamente  los  artículos  1000, 
inciso  4'',  7  1001  del  Código  de  Comercio. 

1"^  f)  Que  su  alegación  de  foja  202  vuelta  abajo,  de  que  las 
cuentas  del  proveedor  De  Benedetti  se  reduzcan  á  lo  correspon- 
diente al  útimo  viaje,  tampoco  está  fundada,  porque  el  privile- 
gio por  suministros  consagrado  implícitamente  por  los  artículos 
868)  869  7  870  del  Código  de  Comercio,  virtualmente  incluido 
en  el  inciso  9®  del  artículo  4377  no  tiene  esa  limitación  7  el  in- 
ciso 2"*  invocado  por  Palma  se  refiere  á  gastos  de  salvamento. 
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8^  g)  Que  tampoco  es  acertada  su  alegación  de  foja  203  de 
que  los  gastos  judiciales  ocasionados  por  el  cobro  de  un  crédito 
privilegiado  no  gozan  del  priv^egio,  como  puede  verse  por  el  ar- 
tículo 3111  del  Código  Civil,  referente  &,la  hipoteca  aplicable 
por  analogía  á  los  privilegios,  como  se  ve  en  Aubry  y  Rau,  §  285, 
número  4^,  citado  por  el  codificador;  que  ese  principio  ha  sido 
adoptado  por  disposición  especial  del  artículo  1371,  inciso 2^, 
del  Código  de  Comercio. 

9^  h)  Que  en  cuanto  á  los  honorarios  no  regulados  aún  para 
los  que  el  liquidador  ha  presupuestado  diversas  partidas,  las 
observaciones  de  que  las  sumas  por  los  que  figuran  no  son  equi- 
tativas se  tendrá  en  cuenta  para  cuando  se  haga  la  regulación, 
pudiendo  su  resultado  dar  lugar  á  cambios  en  la  partición, 
como  lo  indica  el  mismo  regulador.  Considerando  en  cuanto  á 
la  oposición  de  los  señores  Crowtter  y  C',  foja  205: 

10<^  Que  éstos  se  limitan  á  decir  que  se  ha  dado  colocación 
útil  á  otros  créditos  iguales,  pero  no  se  hacen  cargo  de  las  ra- 
zones invocadas  por  el  liquidador :  que  su  crédito  por  carbón  es 
de  fecha  13  de  Octubre  de  1891  y,  si  bien  es  un  crédito  privi- 
legiado por  su  naturaleza,  según  lo  expuesto  bajo  la  letra  c 
del  considerando  referente  á  la  oposición  de  Palma,  el  caso  es 
que  no  existen  bastantes  fondos  para  cubrir  todos  los  créditos 
por  suministros  al  buque  y  entonces  debe  procederse  como  lo 
dispone  el  artículo  1371  del  Código  de  Comercio,  dando  prefe- 
rencia dentro  de  un  mismo  orden  de  privilegios  á  los  última- 
mente contratados;  que  todos  los  créditos  por  aprovisiona- 
miento colocados  últimamente,  fojas  187  vuelta  y  188,  son  pos- 
teriores al  de  los  señores  Crowther  y  C",  pues  como  se  puede  ver 
por  los  respectivos  expedientes  los  dos  de  los  señores  deManzoni, 
que  se  colocaron  son  de  fecha  20  de  Febrero  y  31  de  Enero  de 
1892,  los  de  De  Benedetti,  son  de  Febrero  y  Enero  del  1892,  el 
de  los  dos  de  Medoni  y  Siffredi  que  se  aceptó  por  suministros 
es  de  Diciembre  9  y  Enero  del  mismo,  los  tres  de  entre  varios 
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de  Cichero  y  Drago/ que  se  aceptaron,  son  de  Febrero  del  mis- 
mo año,  la  parte  de  la  cuenta  de  Figari  y  G*  que  se  ha  colocado 
en  ese  rango  (réase  nota  11  del  liquidador)  remonta  á  lo  más  á 
Febrero,  pues  la  cuenta  tenia  un  saldo  deudor  á  favor  de  éstos 
en  la  fecha  5  de  este  mes;  que  esto  no  importa  negar  el  carácter 
privilegiado  de  esta  clase  de  créditos  como  parecen  entenderlo 
varios  oponentes^  sino  tan  sólo  declarar  que  )a  suma  producida 
por  la  venta  del  vapor  está  absorbida  por  créditos  de  mejor 
rango  y  por  otros  del  mismo,  pero  preferidos  en  razón  de  su 
fecha. 

Por  tanto^  fallo  definitivamente  :  aprobando  la  liquidación 
practicada  á  foja  181  por  el  perito  doctor  Baymundo  Wílmart, 
con  las  modificaciones  que  se  expresan  en  la  presente  resolu- 
ción. Hágase  saber  original,  y  repónganse  los  sellos. 

Juan  del  Campillo. 


Fallo  Ú9  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires/ Diciembre  12  de  1895. 

Vistos  :  Por  los  fundamentos  segundo,  tercero,  cuarto  y 
quinto  del  auto  de  foja  doscientos  cincuenta  y  tres,  se  confirma 
éste,  con  costas^  en  la  parte  apelada.  Repuestos  los  sellos,  de- 
vuélvanse. 

LUIS  V.  VÁRELA.  —  ABEL  BAZAR.  — 
OCTAVIO  BUNGE.  —  JüAN  E.  TO- 
RRENT. 
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CAUSA    CCCXI.VI 


Don  Pedro  Segrestan  contra  don  Felipe  Esnoz;  sobre 

escrituración 


Sumario. — El  encargado  de  vender  ua  inmueble,  cesa  en  su 
mandato  por  el  hecho  de  haber  verificado  la  venta,  aunque  ésta 
haya  sido  celebrada  con  pacto  de  retroventa.  Si  el  inmueble  ha 
sido  retrovendido,  no  puede  volverlo  á  vender,  sin  un  nuevo 
poder  en  forma. 


Caso,  —  Resulta  del 


Fall«  del  Jíues  redcPAl 


Buenos  Aires,  Diciembre  15  de  1894. 

Vistos :  estos  autos  seguidos  por  don  Ezequiel  Dudignac,  en 
representación  de  don  Pedro  Segrestan,  contra  don  Felipe 
Esnoz,  sobre  cumplimiento  de  un  contrato  de  compra-venta  y 
escrituración  del  mismo,  resulta: 

i^  Que  según  manifestación  conteste  de  ambas  partes,  don 
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Francisco  Pacheco  confirió  poder  especial  á  don  Juan  M.  Costas, 
en  fecha  8  de  Enero  de  1887,  ante  el  escribano  público  de  Ge- 
neral Aoha,  con  facaitad  de  vender^  arrendar  ó  hipotecar  ana 
área  de  campo  situada  en  dicho  lugar,  y  de  sustituir  dicho 
poder . 

2®  Que  Costas  sustituyó  el  poder  con  iguales  facultades  á  don 
Cayetano  Biyero  en  12  del  mismo  mes  y  año  ante  el  mismo  es* 
cribane^  quien  en  rirtud  de  las  facultades  conferidas  hipotecó 
dicho  campo  al  Banco  Hipotecario  Nacional  en  15de  Febrero  del 
expresado  año^  y  después  en  13  de  Marzo  de  1888  lo  vendió  á 
don  José  J.  Grimenez  ante  el  escribano  público  señor  de  la  Bie- 
ga,  cuya  venta  se  efectuó  con  pacto  de  retroventa,  mas  no  ha- 
biéndose éste  consignado  en  la  escritura,  se  procedió  inmedia- 
tamente al  otorgamiento  de  otra  en  el  mismo  día  y  ante  el  mis- 
mo escribano,  haciendo  constar  el  indicado  pacto  é  inscribién- 
dola debidamente  en  el  Begistro  de  la  Propiedad. 

3^  Que  en  13  de  Mayo  de  1890,  Bivero  entregó  á  Giménez 
la  suma  debida  para  recuperar  el  campo  vendido,  extendiéndose 
la  Correspondiente  escritura  en  19  del  mismo  ante  el  escribano 
de  la  Biega . 

4^  Que  posteriormente.  Costas  revocó  el  poder  conferido  á 
Bivero  y  lo  sustituyó  á  favor  de  don  Alberto  M.  González,  quien 
vendió  dicho  inmueble  al  demandante  señor  Segrestan  en  26 
de  Abril  de  1890,  ante  el  mismo  escribano  de  la  Biega. 

5"^  Que  en  fecha  16  de  Diciembre  de  1892,  vendió  Segrestan, 
por  intermedio  del  martiliero  señor  Manuel  Lamas,  el  mismo 
terreno,  con  una  extensión  de  tres  leguas,  al  señor  Felipe  Es- 
noz,  en  las  condiciones  que  expresa  el  boleto  presentado  á  foja 
1  y  por  el  precio  de  seis  mil  ochocientos  pesos  moneda  legal  la 
legua,  habiéndose  éste  rehusado  después  á  firmar  la  correspon- 
diente escritura  por  considerar  que  el  vendedor  carecía  de  título 
hábil  para  trasmitir  el  dominio,  en  razón  de  aparecer  de  sus  es- 
crituras que  lo  había  obtenido  de  un  mandatario  cuyo  poder 
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había  caducado  en  los  términos  de  la  primera  parte  del  artícu- 
lo 1960  del  Código  GítíI. 

6**  Que  con  estos  antecedentes  Segrestan  deduce  su  deman- 
da contra  Esnoz,  sosteniendo  la  perfecta  yalidez  de  sus  títulos, 
pidiendo  en  conclusión  se  condene  á  éste  al  cumplimiento  del 
contrato  de  compra-venta  contenido  en  el  boleto  citado,  produ- 
ciendo la  correspondiente  escritura  pública  ó,  en  caso  de  negar- 
se á  ello,  al  pago  de  los  daños  y  perjuicios  que  se  justifiquen  en 
oportunidad  y  costas  del  juicio. 

7°  Que  don  Felipe  Esnoz,  contestando  á  la  demanda^  mani- 
fiesta en  su  escrito  de  foja  20^  que  no  ha  rehusado  por  su  parte 
el  cumplimiento  del  contrato  de  compra-venta  celebrado  con 
Segrestan  y  á  que  se  refiere  el  boleto  presentado,  pero  exige 
para  ello  un  título  perfecto  y  exento  de  todo  vicio,  de  que  care- 
ce el  vendedor,  puesto  que  con  la  venta  hecha  por  don  Cayetano 
Biver o,  apoderado  sustituto  de  don  Juan  M.  Costas,  ádon  José 
Ignacio  Giménez,  caducó  el  poder  conferido  á  dicho  Costas  por 
el  propietario  del  terreno  don  Francisco  Pacheco,  no  habiendo 
por  consiguiente  podido  celebrarse  válidamente  la  venta  á  Se- 
grestan en  nombre  de  Pacheco^  con  un  poder  que  había  ya  ca- 
ducado. 

T  considerando  :  i^  Que  dados  los  términos  de  la  contesta- 
ción á  la  demanda,  procede  sólo  averiguar  si  ante  la  ley  subsis- 
tía ó  no  el  poder  conferido  por  don  Francisco  Pacheco  á  don 
Juan  M.  Costas  y  en  virtud  del  cual  fueron  vendidos  á  Segres- 
tan los  terrenos  materia  del  presente  juicio,  para  deducir  en 
consecuencia  si  los  títulos  otorgados  á  éste  por  esa  venta  tienen 
6  no  perfecta  validez . 

2"*  Que  según  se  ha  constatado,  la  venta  hecha  por  Rivero  á 
Oimenez  fué  bajo  el  pacto  de  retroventa,  habiéndose  ridimido 
la  propiedad  vendida  con  la  entrega  del  precio  estipulado  que 
efectuara  el  mismo  Rivero  en  nombre  del  propietario^  á  su 
comprador  el  señor  Giménez. 
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3^  Que  si  bien  se  establece  por  el  artículo  1960  citado,  qae 
el  mandato  cesa  por  el  cumplimiento  del  negocio  para  que  fué 
dado,  no  puede  decirse  que  en  virtud  de  esta  disposición  le- 
gal, cesara  el  poder  conferido  á  Biveco  por  la  venta  hecha  á 
Giménez,  desde  que  en  ella  se  contenía  la  cláusula  de  retroventa, 
que  facultaba  propiamente  al  vendedor  6  su  apoderado  para 
rescatar  ]a  propiedad  vendida  con  la  devolución  del  precio  con* 
venido,  en  el  término  fijado  para  el  efecto. 

A°  Que  además,  por  la  venta  celebrada  en  tales  condiciones  el 
comprador  no  adquiriría  el  dominio  pleno  del  inmueble  vendido, 
quedando  61  pendiente  de  un  hecho,  cual  es  de  que  el  vendedor 
no  devolviera  en  el  término  fijado  el  precio  convenido,  facultad 
que  quedaba  reservada  implícitamente  al  mismo  mandatario 
que  intervenía  en  el  contrato  conservando  el  derecho  de  recupe- 
rar la  propiedad  en  nombre  de  su  mandante. 

5^  Que  así.  pues,  y  para  que  un  mandato  pueda  considerarse 
extinguido  en  los  términos  de  ladisposicion  legal  citada,  es  me- 
nester que  el  acto  roalizado  mediante  él  ponga  término  defini- 
tivamente al  negocio  ú  objeto  para  que  fué  conferido,  pues  de 
lo  contrario  subsistirá  siempre  mientras  no  se  llene  cumplida- 
mente su  objeto. 

Qp  Que  la  venta  así  celebrada  no  entrañaba  la  trasmisión 
de  un  dominio  perfecto,  desde  que  quedaba  subordinada  á  una 
revocación  futura,  á  voluntad  del  enajenante  (artículos  2S07 
7  2691  del  Código  Civil);  no  habiendo  el  mandatario  señor  Bi- 
vero  trasmitido  el  dominio  pleno  del  inmueble  por  la  venta  ce- 
lebrada en  tales  condiciones,  es  evidente  que  ese  poder  quedaba 
subsistente  mientras  conservara  el  derecho  de  recuperar  la 
propiedad  vendida,  de  cuyo  dominio  no  se  hallaba  privado  en 
absoluto  su  mandante.. 

7°  Que  es  entonces  de  todo  punto  infundada  la  impugnación 
hecha  por  Esnoz  á  los  títulos  de  Segrestan  y  no  conteniendo 
ellos  el  vicio  de  nulidad  que  se  les  atribuye  lo  es  también  la  ne- 
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gativa  de  aquel  á  cumplir  el  contrato  de  compra-venta  celebra- 
do y  á  que  se  refiere  el  expresado  boleto  de  foja  1. 

Por  estos  fundamentos  y  los  concordantes  del  escrito  de  de- 
manda de  foja  4,  fallo  definitivamente  :  declarando  que  don 
Felipe  Esnoz  está  en  el  deber  de  cumplir  el  contrato  de  compra- 
venta celebrado  con  el  señor  Pedro  Segrestan^  firmando  al  efecto 
la  correspondiente  escritura  ó  en  su  defecto  i  satisfacer  los  da- 
ños y  perjuicios  que  resultasen  de  su  ejecución,  en  conformi- 
dad á  lo  dispuesto  por  los  artículos  1184^  i  185  y  1187,  del 
Código  Civil. 

Hágase  saber  original  y  repóngase  el  papel. 

Juan  del  Campillo. 


Pall«  de  la  Suprema  Certe 


Buenos  Aires,  Diciembre  12  de  1895. 

Vistos  y  considerando :  Que  con  arreglo  al  artículo  mil  nne- 
vecientos  sesenta  del  Código  Civil,  el  mandato  cesa  por  el 
cumplimiento  del  negocio  para  que  fué  otorgado. 

Que  en  el  presente  caso,  el  poder  otorgado  por  don  Francisco 
Pacheco  para  vender  el  campo  de  que  se  trata,  se  cumplió  por 
la  venta  hecha  por  el  mandatario  sustituto  don  Cayetano  Bi- 
vero  á  favor  de  don  José  I.  Giménez. 

Que  la  circunstancia  de  haberse  realizado  esta  venta  con  el 
pacto  de  retroventa,  no  hace  menos  perfecto  el  acto  jurídico  de 
aquella,  ni  puede  en  su  mérito  sostenerse  la  existencia  de  la 
facultad  de  realizar  por  segunda  vez  la  venta  de  la  misma  cosa, 
en  virtud  de  laretroventa  que  restituye  al  dominio  del  prími* 
tivo  dueño  la  propiedad  objeto  del  mandato. 
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Que  el  pacto  de  retroventa  no  modifica  ni  desnaturaliza  la 
esencia  del  contrato  de  venta,  no  siendo  aqnel  sino  una  condi- 
ción accesoria  de  éste ;  de  manera  que  al  ser  él  estipulado  en  la 
escritura  á  favor  de  G-imenez,  debe  concluirse  que  el  mandata- 
rio formalizó  el  contrato  de  compra*venta  para  que  estaba  fa- 
cultado. 

Que  la  nueva  venta  del  mismo  bien  hecha  por  Giménez  en  fa- 
vor de  Pacheco,  mandante  de  Rivero,  prueba  que  era  necesario 
un  nuevo  poder  en  favor  de  éste,  para  que  pudiese  volver  á 
enajenar  el  mismo  inmueble,  y  no  habiéndose  otorgado  ese 
mandato,  la  intervención  del  segundo  sustituto  don  Alberto 
M.  González  en  la  escritura  de  venta  á  favor  de  Segrestan  no 
aparece  legal  mente  justificada,  pues  sólo  al  dueño  del  bien  en 
cuestión  le  era  dado  enajenarlo  á  aquel. 

Que  dados  estos  antecedentes,  es  fuera  de  discusión  que  Se- 
grestan no  puede  obligar  al  demandado  á  aceptar  los  títulos  de 
la  propiedad  en  cuestión  en  la  forma  que  lo  pretende. 

Por  estos  fundamentos:  se  revoca  la  sentencia  apelada  de 
foja  treinta  y  cuatroy  se  declara  que  don  Felipe  Esnoz  no  está 
obligado  á  extender  la  escritura  que  se  le  rerlama,  en  tanto  no 
se  hallen  subsanadas  las  deficiencias  observadas  por  aquel. 

Repuestos  los  sellos,  devuélvanse,  pudiendo  notificarse  con  el 
original. 

LUIS  V.  VÁRELA.  —  ABEL  RA- 
ZAN.—OCTAVIO  BÜNGE.— 
JUAN  E.  TORRENT. 
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CAUSA  CCCXIiVII 


Don  Jesús  A  rias  contra  don  Juan  Aramburu^  sobre  reconocimiento 

y  liquidación  de  sociedad. 


Sumario.  —  Probada  la  sociedad  para  la  adquisición  de  an 
campo,  el  que  adquirió  éste  en  su  nombre,  está  obligado  á  re- 
conocer su  existencia  y  proceder  á  la  liquidación . 


Caso.  —  Resulta  del 


WmUm  del  Jiies  Pcdeiml 


La  PlaU,  Octubre  10  de  1895. 

Y  Tistes :  los  seguidos  por  don  Jesús  Arias  contra  don  Juan 
J.  Aramburu,  sobre  existencia  y  liquidación  de  sociedad  y  demás 
en  ellos  deducidos : 

Y  resultando :  i"^  Que  según  consta  (véase  foja  21)  se  presentó 
aate  este  Tribunal  don  Jesús  Arias  exponiendo:  que  en  17  de 
Setiembre  de  1888  recibió  de  don  Juan  J.  Aramburu  una 
carta  que  acompaña,  en  la  que  le  decía  que  en  aquellos  momen- 
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tos  se  presentaba  un  negocio  qae  era,  según  tenían  convenido 
entre  ellos  y  que  creía  era  bueno. 

2^  Que  á  coDtinnacion  expresaba  consistía  el  mencionado  ne- 
gocio en  la  compra  á  don  Romualdo  Chiclana  de  un  campo  en 
Jeppener  lindando  con  lavía  del  tren,  con  un  área  de  197  cua- 
dras, pidiéndole  su  parecer  y  esperando  su  respuesta  con  urgencia. 

3^  Que  creyendo  el  demandante  que  sería  un  buen  negocio 
le  contestó  aceptándolo,  haciéndose  en  segiúda  las  diligencias 
consiguientes.que  concluyeron  firmándose  la  correspondiente  es- 
critura. 

4"^  Que  la  escritura  de  compra-venta  se  hizo  á  nombre  exclu- 
sivo de  Aramburu^  cuyo  señor  se  niega  á  darle  la  participación 
que  le  corresponde  y  que  es  la  mitad  en  el  negocio  ó  la  mitad 
en  el  campo. 

S'^  Que  mientras  que  lo  mismo  antes  que  después  de  firmada 
la  escritura,  la  intervención  del  actor  había  sido  siempre  la  de 
socio  activo,  con  su  consulta,  con  sus  actos  y  con  su  dinero,  como 
lo  acreditaban  cumplidamente  el  telegrama,  las  cartas  y  los  re- 
cibos que  acompañaba  á  su  demanda. 

6^  Que  según  se  desprende  de  los  documentos  presentados  y 
de  cartas  y  recibos  archivados  en  sus  libros,  había  contribuido 
con  i  5,553  pesos  con  81  centavos  moneda  nacional  á  la  compra 
del  campo  y  gastos  ocasionados  en  la  formación  del  título,  y 
que  había  invertido  posteriormente  en  el  mismo  campo  5501 
pesos  moneda  nacional . 

7^  Que  en  consecuencia  de  lo  expuesto  y.  de  acuerdo  con  los 
artículos  1648  y  1663  del  Código  Civil  entablaba  formal  de- 
manda contra  donjuán  J.  Aramburu,  por  reconocimiento  y  li- 
quidación de  su  sociedad  con  él  en  el  campo  que  fué  del  señor 
Chiclana,  ubicado  en  Jeppenert  y  solicitaba  del  Juzgado,  caso  de 
oposición  por  p^rtede  Arambnru,  resolviese  declarando  Ja  exis- 
tencia de  la  sociedad  y  decretase  su  liquidación,  y  todo  coa  espe- 
cial condenación  de  costas. 
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8®  Que  acreditada  la  competencia  del  Juzgado,  según  resulta 
de  las  diligencias  corrientes  en  autos  (véase  foja  ^4)  se  corrió 
traslado  de  la  demanda  (véase  foja  24  vuelta),  el  cual  evacuó 
don  Juan  J.  Arambnru  (véase  foja  28)  pidiendo  el  rechazo  de  la 
instaurada,  con  costas. 

9®  Que  fundando  su  derecho  expone  :  que  si  bien  era  verdad 
que  había  propuesto  la  compra  del  campo  de  Chiclana  al  señor 
Arias  y  que  éste  aceptó  la  propuesta,  no  le  entregó,  desde  el  mes 
de  Setiembre  de  1888  en  que  dio  comienzo  la  sociedad  hasta  28 
de  Octubre  de  1891  en  que  se  efectuó  la  escrituración  del  campo, 
ni  un  solo  centavo  para  concurrir  á  formar  el  precio  que  abonó 
.el  mismo  Aramburu,  el  cual  ascendió  á  la  suma  34431  pesos  con 
40  centavos  moneda  nacional. 

10^  Que  aun  de  este  precio  quedó  á  deber  al  vendedor  la  su- 
ma de  2009  pesos  moneda  nacional  con  el  interés  de  22  pesos 
moneda  nacional  mensuales  con  hipoteca  del  mismo  campo,  se- 
gún todo  ello  constaba  de  las  escrituras  respectivas  que  pasaron 
en  Brandzen,  ante  el  escribano  don  Rufino  Martínez,  en  28  de 
Octubre  de  1891^  30  de  Abril  de  1892  j  28  de  Mayo  de  1893. 

11®  Que  con  este  antecedente  de  la  falta  de  capital  que  co-^ 
rrespondía  á  Arias,  debió  considerar  como  nula  y  sin  efecto  la 
sociedad  antes  convenida  con  él. 

12®  Que  por  el  artículo  1648  del  Código  Civil  en  condición 
necesaria  para  la  existencia  de  la  sociedad  que  cada  socio  se 
halle  obligado  á  una  prestación,  siendo  nulo  el  contrato  por  el 
artículo  1650  Código  citado,  cuando  alguno  de  los  contratantes 
no  aporte  á  la  sociedad  obligaciones  de  dar  ó  de  hacer. 

13®  Que  los  recibos  presentados  por  Arias  como  justificación 
de  la  existencia  de  la  sociedad  eran  insuficientes  á  ese  objeto, 
especificándose  en  ellos  que  una  parte  del  dinero  recibido  tenía 
por  objeto  obtener  las  partidas  de  bautismo  de  los  hijos  del  ven- 
dedor Chiclana^  lo  cual  tenía  un  objeto  muy  diferente  del  que 
pretendía  el  actor . 


334  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

14^  Que  ésto  se  explicaba  porqae  como  Arambura  uo  acos- 
tumbraba á  llevar  libros  ni  apuntaciones  de  ningún  género 
respecto  ásus  negocios  y  gastos,  quería  que  quedara  consigna- 
do en  los  libros  de  su  depositario  Arias  el  objeto  con  que  hacía 
las  diferentes  extracciones  del  dinero  de  su  propiedad ,  cuya  guar- 
da le  confiaba,  la  cual  se  evidenciaba  aun  más,  cuando  sin  ne- 
cesidad, se  indicaba  que  una  parte  de  los  fondos  extraídos  eran 
para  sus  gastos  particulares. 

15^  Que  en  todo  caso  y  con  el  propósito  de  terminar  la  cues- 
tión promovida  estaba  dispuesto  á  reconocer  la  existencia  de  la 
sociedad  siempre  que  Arias  abonase  :  a)  la  mitad  del  precio  que 
él  había  pagado  á  Ghidana,  con  sus  intereses ;  b)  la  mitad  del 
precio  que  se  adeudaba  todavía  con  los  intereses;  c)  ana  in- 
demnizicion  que  podría  fijarse  arbitralmente  por  su  trabajo 
personal  en  la  conclusión  y  terminación  del  negocio,  y  que  bajo 
tales  bases  no  tenía  inconveniente,  en  obsequio  á  la  conclusión 
del  pleito,  en  que  procediese  á  la  liquidación  solicitada. 

16^  Que  recibida  la  causa  á  prueba  (véase  foja  45  vuelta)  y 
debiendo  versarla  testimonial :  a)  en  qué  términos  y  condicio- 
nes se  hizo  la  sociedad  entre  Aramburu  y  Arias ;  b)  sobre  si 
aportó  Arias  capital  para  ese  objeto,  á  cuánto  asciende,  y  si  cum- 
plió por  su  pártelas  convenciones;  y  c)  sobre  el  depósito  de  fon- 
dos que  dice  Aramburu  tenía  en  hu  poder. 

Y  considerando :  1  ^  Que  según  el  artículo  1662  del  Código  Civil, 
el  contrato  de  sociedad  puede  ser  hecho  verbalmente  ó  por  escrito, 
por  instrumento  público  ó  por  correspondencia,  hallándose  su 
justificación  sujeta  á  lo  dispuesto  respecto  á  los  actos  jurídicos. 

^^^  Que  según  el  artículo  1648  del  mismo  Código,  había  so- 
ciedad cuando  dos  ó  máb  personas  se  hubiesen  mutuamente 
obligado  cada  una  con  una  prestación,  con  el  fin  de  obtener  al- 
guna utilidad  apreciable  en  dinero  que  dividirán  entre  sí  del 
empleo  que  hicieren  de  lo  que  cada  uno  hubiere  aportado. 

3°  Que  el  demandado  señor  Juan  J.  Aramburu  confiesa  al 


DE  JUSTICIA  NAaONAL  335 

contestar  la  demanda  (véase  foja  28),  qae  el  campo  de  Jeppener 
fné  comprado  á  don  Romualdo  Chiclana,  en  sociedad  con  don 
Jesús  Arias,  cuando  dice  que  es  verdad  que  le  propuso  el  nego- 
cio 7  que  Arias  aceptó  su  proposición,  agregando  que  la  sociedad 
convenida  tuvo  lugar  en  Setiembre  de  1888,  según  las  mismas 
cartas  que  presentó  Arias  y  la  escrituración  del  campo  vino  á 
realizarse  el  28  de  Octubre  de  1891 ,  cuya  confesión  se  encuentra 
corroborada  por  las  cartas  y  documentos  que  menciona  (véase 
de  foja  1  á  foja  19). 

4^  Que  ante  el  explícito  reconocimiento  de  Aramburu,  sobre 
el  hecho  de  haberse  pactado  la  sociedad,  el  Juzgado  se  cree  ex- 
cusado de  entrar  en  apreciaciones  acerca  de  la  prueba  produci- 
da al  respecto,  por  cuanto  la  confesión  hace  prueba  plena  para 
la  parte  de  quien  proviene . 

5®  Que  habiendo  don  Juan  J.  Aramburu  reconocido  el  hecho 
de  la  sociedad,  pero  excepoionándose  al  propio  tiempo  con  la  cir- 
cunstancia de  que  el  contrato  debía  declararse  nulo,  según  el 
artículo  1650  del  Código  Civil,  por  no  haber  aportado  don  Jesús 
Arias  capital  alguno  á  la  sociedad;  la  única  cuestión  á  resolver, 
es  si  efectivamente  el  último  no  introdujo  ningún  aporte  en  el 
eual  pneda  fundar  sus  derechos  á  la  liquidación  quesolicite  en 
su  demanda. 

6^  Que  de  los  documentos  acompañados  por  el  actor  y  de  la 
misma  confesión  de  Aramburu,  tanto  al  contestar  la  demanda 
como  a)  absolver  las  posiciones  (véase  foja  199)  resulta  evidente- 
temente  justificado  que  Arias  entregó  diferentes  sumas  de  di- 
nero á  don  Juan  J.  Aramburu,  destinadas  al  negocio  común,  re- 
sultando así  del  texto  mismo  de  los  recibos . 

7^  Que  el  señor  Aramburu  explica  esas  entregas  en  efectivo 
que  le  hizo  el  señor  Arias,  sosteniendo  que  había  depositado  una 
cantidad  de  dinero  en  su  poder  del  cual  iba  haciendo  uso  según 
lo  creía  conveniente. 

8^  Que  ha  de  notarse,  á  pesar  de  ésto,  que  á  pesar  de  incumbir 
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á  Aramburu  la  praeba  de  su  afirmación  no  ha  intentado  justifi* 
caria  siquiera,  militando  entonces  en  favor  de  Arias  la  presun- 
ción de  que  eran  de  su  ezclnsiva  propiedad  los  fondos  qoe  entre- 
gaba, aun  sin  tener  en  cuenta  que  de  las  cartas  dirigidas  por  e^ 
señor  Juan  J.  Aramburu  al  señor  Jesús  Arias  se  desprende  con 
toda  claridad  que  el  dinero  con  que  éste  contribuía  no  pertenecía 
á  Aramburu . 

9"*  Que  con  relación  al  depósito  invocado  por  Aramburu  debe 
además  tenerse  en  cuenta  el  artículo  2201  del  Código  Civil,  se- 
gún el  cual  si  el  depósito  excede  de  200  pesos  moneda  naoio- 
nal  y  no  constase  por  escrito  el  que  es  demandado  como  depo- 
sitario es  creido  sobre  su  declaración  tanto  sobre  el  hecho  del 
depósito  como  sobre  la  identidad  de  la  cosa  y  restitución  de 
ella. 

lO""  Que  la  no  existencia  en  poder  del  señor  Jesús  Arias  de 
fondos  de  ninguna  clase  de  que  fuese  propietario  Aramburu  se 
encuentra  además  corroborada  por  las  declaraciones  del  mismo 
vendedor  del  campo  don  Romualdo  Chiclana  (véase  foja  162),  el 
escribano  don  Antonio  S.  Bodriguez  (véase  foja  62),  don  Satur- 
nino Justo  (véasefoja  151)  y  don  Rufino  Martínez  (véase  foja 
163)  en  las  oualesse  establece,  especialmente  en  la  de  Chiclana 
(preguntas  2*  y  3'),  y  Rodriguez  (preguntas  7"  y  8'),  cuya  im- 
portancia no  puede  desconocerse,  que  Aramburu  había  declara- 
do que  trabajaba  con  dinero  de  Arias  y  que  de  éste  eran  los  fon*- 
nos  con  los  cuales  se  adquirió  el  campo  comprado  en  sociedad. 

11®  Que  estallecida  la  existencia  de  la  sociedad  entre  don  Je- 
sús Arias  y  don  Juan  J.  Aramburu,  así  como  que  el  primero 
aportó  á  ella  diferentes  sumas  de  dinero,  no  es  el  caso  de  qoe  el 
Juzgado  entre  á  determinar  el  monto  justificado  de  ese  aporte, 
porque  ello  no  ha  sido  materia  de  juicio  y  porque  además  resul- 
tará de  la  liquidación  que  se  practique  en  el  juicio  corre spon^ 
diente^  siendo  suficiente  para  que  la  sociedad  deba  liquidarse  el 
hecho  en  sí  de  haberse  aportado  capital  con  prescindencia  de  su 
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cuantía  (véase  artículo  1778  y  siguiente  del  Código  Civil). 
Por  esto  7  demás  concordantes  puntualizados  por  el  actor,  fa- 
llo :  declarando  que  existe  sociedad  entre  don  Juan  J.  Arambu- 
ru  7  don  Jesús  Arias,  parala  adquisición  del  campo  de  don  Ro- 
mualdo Chiclana,  ubicado  en  Jeppener ,  y  que  en  su  consecuencia 
debe  procederse  á  su  liquidación  con  arreglo  á  la  ley,  y  todo  con 
especial  condenación  en  costas  al  demandado  por  haberse  opues- 
to sin  derecho  á  la  ya  mencionada  liquidación.  Notifíquese  con 
el  original, regístrese  en  el  libro  de  sentencias  y  repóngase  las 
fojas. 

Mariano  S,  de  Aurrecoechea. 


Falto  de  la  Suprema  Certe 

Buenos   Aires,  Diciembre  14  de  1895. 

Vistos:  Considerando:  Primero:  Queden  Juan  Aramburn 
expresa  en  su  escrito  de  contestación  á  la  demanda,  que  propuso 
á  don  Jesús  Arias  el  negocio  de  la  compra  del  campo  de  Chiclana, 
y  que  Arias  aceptó  esa  proposición  por  lo  cual  quedó  implícita- 
mente comprometido  &  aportar  á  la  sociedad  el  capital  que  le  co- 
rrespondiera. 

Segundo :  Que  también  manifiesta  el  demandado  que  por  la 
falta  de  aporte  del  capital  que  correspondía  á  Arias,  consideró 
de  hecho  y  de  derecho  como  inexistente  y  nula  la  sociedad  for- 
mada. 

Tercero:  Que  los  términos  en  que  Aramburu  ha  contestado 
la  demanda  importan  un  reconocimiento  claro  y  expreso  de  la 
existencia  de  la  sociedad. 

Cuarto :  Que  el  demandante  ha  probado  además  diversos  he- 
chos que  se  hacen  valer  en  la  sentencia  apelada  y  de  los  cuales 

T.  XII  22 
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resulta  la  existencia  de  la  sociedad  (artículo  mil  seiscientos  se- 
senta y  cincO)  Código  Civil). 

Quinto :  Que  el  aporte  de  capital  por  parte  de  Arias  y  su  apli- 
cación al  negocio  social^  está  demostrado  por  la  entrega  de  su- 
mas de  dinero  hecha  á  Aramburu  según  aparece  de  algunos  de 
los  documentos  agregados  y  especialmente  de  los  recibos  recono- 
cidos por  el  demandado,  que  corren  á  fojas  noventa  y  nueve, 
ciento  cuatro  y  ciento  ocho. 

Por  esto  y  sus  fundamentos :  se  confirma  con  costas  la  sen- 
tencia apelada  de  foja  doscientos  treinta  y  siete.  Repuestos 
los  sellos,  devuélvanse. 

LUISV.  VÁRELA.  — ABEL  BAZAN.— 
OCTAVIO  BUNGE.  —  JUAN  E.  TO- 
^.  RREOT. 


CAUSA    CCCXI^YIH 


Contienda  de  competencia  entre  el  Juez  Federal  de  la  Capital  y 
el  Juez  de  Paz  de  la  9*  Sección  de  la  misma,  para  conocer 
en  la  causa  de  ly  Luisa  Doblas  contra  Don  José  Gatto;  sobre 
rescisión  de  un  contrato  de  locación. 


Sumario.  —  £n  las  causas  sobre  rescisión  de  contratos  de 
locación,  entre  un  argentino  y  un  extranjero,  es  competente 
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la  jasticia  nacional,  aanqae  por  el  importe  de  ios  alquileres, 

su  conocimiento  en  el  fuero  común  corresponda  á  los  Juzgados 
de  Faz. 


Caso.  —  En  2  de  Setiembre  de  1895  la  señora  Doblas  de- 
mandó á  Don  José  Gatto,  ante  el  Juez  de  Paz  de  la  Sección  8' 
por  rescisión  de  un  contrato  de  locación  de  la  casa  calle  Alsina 
números  2033  á  39,  fundada  en  que  el  inquilino  adeuda  dos 
mensualidades  vencidas  y  diciendo  que  expondría  otras  causas 
en  el  dia  de  la  audiencia. 

El  demandado  ocurrió  al  Juez  Federal  promoviendo  contienda 
de  competencia  por  inhibitoria,  fundado  en  que  él  es  extran- 
jero y  la  demandante  argentina.  Dijo  que  el  contrato  de 
lacacion  es  por  el  término  de  tres  años,  á  razón  de  160  pesos 
moneda  nacional  por  mes,  lo  que  hace  un  total  de  5760  pesos 
moneda  nacional,  que,  en  consecuencia,  el  Juez  de  Paz  es  incom- 
petente para  conocer  en  el  juicio  de  rescicion  y  desalojo  que 
se   ha  promovido. 

Recibida  la  información  para  justificar  la  diversa  naciona- 
lidad de  las  partes,  se  dictó  el  siguiente  : 


Aiit«  del  Juex  Federal 


Buenos  Aires,  Setiembre  25  de  1895, 

Por  acreditada  la  competencia  del  Juzgado  con  la  ratifica- 
ción de  los  testigos  que  ai;teceden;  líbrese  oficio  al  Jaez  de  Paz 
de  la  sección  9*  acompañándole  testimonio  del  escrito  presen- 
tado y  aotos  recaídos,  para  que  se  sirva  declararse  incom- 
petente en  la  cansa  á  qae  se  hace  referencia,  remitiendo  á  este 
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Juzgado  todos  los  antecedentes,  de  acuerdo  con  lo  dispuesto 
en  el  artículo  46  de  la  ley  sobre  justicia  nacional. 

Lalanne. 


CONTESTACIÓN   DEL    JUEZ  DE  PAZ 


Buenos  Aires,  Octubre  7  de  1895. 

Señor  Juez  Federal : 

Con  sorpresa  he  recibido  un  oficio  de  Y«  S.  en  el  que  se  me  or- 
dena inhibirme  en  el  juicio  que  tramita  por  ante  este  Juzgado 
procedente  del  de  la  Sección  S"  que  al  objeto  remito;  y  digo  con 
sorpresa,  señor  Juez^  porque  en  un  caso  análogo  este  Juzgado 
ha  sostenido  que  en  la  justicia  de  paz;  no  existe  el  fuero 
federal  y  por  consigiente  no  puede  deducirse  y  mucho  menos 
admitirse  como  excepción  previa  en  un  juicio  sumario,  la  incom- 
petencia de  jurisdicción. 

Al  sostener  este  principio,  el  infrascripto  ha  abundado  en 
consideraciones  tan  legítimas  y  razonables  que  Y.  S.  mismo 
que  había  ordenado  la  inhibitoria  y  remisión  de  autos,  con 
ellos  á  la  vista,  resolvió  el  punto,  previa  vista  fiscal,  decla- 
rando la  competencia  de  este  Juzgado  y  no  la  del  de  Y.  S. 

Apelada  esta  resolución  para  ante  la  Suprema  Corte  de  Jus- 
cia  Nacional  y  después  de  oír  al  señor  Procurador  Greneral, 
este  alto  Tribunal  resolvió  la  cuestión,  confirmándola  con  cos- 
tas, es  decir,  declarando  que  la  justicia  de  paz  es  competente 
para  entender  en  todos  los  juicios  análogos  á  aquel.  Todo  lo 
que  consta  en  el  expediente  remitido  á  requisición  de  Y.  S. 
por  este  Juzgado  y  por  conducto  de  la  Secretaría  á  cargo  del 
señor  Tedin. 
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Consignar  aquí  naevamente  las  consideraciones  adacidas, 
en  el  expediente  de  la  referencia  sería  interrumpir  las  múlti- 
ples atenciones  de  Y.  S.,  por  lo  queme  limito  á  reproducir 
todos  y  cada  uno  de  los  informes  de  este  Juzgado  que  constan 
en  los  eojpedientes  actualmente  ante  el  Juzgado  de  V.  S.  y 
secretarla  de  los  señores  Tedin  y  de  la  TorrCy  caratulados : 
cBos  de  Prontati,  dona  Antonia,  yBos  deCarzolio,  doña  Isidora 
contra  Canora,  don  José,  y  contra  Meaux, don  Manuel,  sobre 
desalojos;  jBrano,  don  Manuel,  contra  J.  Bidot,  don  Gustavo, 
sobre  desalojo  »,  habiendo  sido  confirmados  los  dos  primeros,  co- 
mo lo  tengo  manifestado  al  principio  del  presente  informe. 

Por  todo  ello,  sostengo  como  principio,  que  Y.  S.  no  es 
competente,  ni  tiene  jurisdicción  para  entender  en  este  juicio, 
ni  en  otro  análogo,  ni  siquiera  en  grado  superior,  y  que  Y.  S. 
debe  resolver  el  punto  levantando  la  inhibitoria  y  declarando 
no  corresponder  al  fuero  federal. 

Dios  guarde  á  Y.  S. 

Cielo  Sania  Coloma. 


Auto  del  Jfues  Federal 

Buenos  Aires,  Octubre  14  de  1895. 

Autos  y  vistos :  Considerando:  Que  el  juicio  sobre  el  cual 
versa  la  presente  contienda  de  competencia,  tiene  por  objeto 
la  rescisión  de  un  contrato  de  locación,  siendo  de  160  pesos  el 
importe  del  alquilar  mensual,  según  se  expresa  en  el  escrito 
de  foja  16;  y  en  tal  concepto  su  conocimiento  correspondería  á 
la  justicia  de  paz  de  la  Capital,  de  conformidad  con  lo  esta- 
blecido en  el  artículo  13  de  la  ley  de  la  materia  de  Noviembre 
23  de  1891. 
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Por  otra  parte  se  ha  justificado  ante  este  juzgado  que  el  deman- 
dante  es  argentino  y  el  demandado  es  extranjero,  por  lo  que 
correspondería  el  conocimiento  de  la  causa  á  la  justicia  nacional 
por  razón  de  la  distinta  nacionalidad  de  las  partes,  según  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  2"*,  inciso  2^,  de  la  ley  sobre  jurisdicción  y 
competencia  de  i4  de  Setiembre  de  i863,  y  en  el  artículo  lii  de 
la  ley  de  organización  de  los  tribunales  de  la  Capital. 

Que  habiendo  dispuesto,  sin  embargo,  la  ley  de  3  de  Setiem- 
tembre  de  1878  (artículo  1^)  que  quedarían  excluidas  de  la 
competencia  de  los  jueces  de  sección,  todas  aquellas  causas 
de  jurisdicción  concurrente  en  las  que  el  valor  del  objeto  de- 
mandado, no  excediere  de  500  pesos^  siempre  que  el  conoci- 
miento del  caso  caiga  bajo  la  jurisdicción  de  la  justicia  de  paz 
respectiva;  para  determinar  á  qué  jurisdicción  corresponde  esta 
causa,  sólo  sería  menester  averiguar  si  el  valor  del  objeto  de- 
mandado en  ella  excede  ó  no  de  500  pesoB. 

Que  tratándose  de  una  demanda  por  rescisión  de  contrato 
de  locación,  resulta  que  no  es  posible  establecer  el  valor  del 
objeto  demandado;  no  podría  decirse  que  este  valor  está  re- 
presentado por  el  importe  del  alquiler  mensual,  como  si  se 
tratase  únicamente  del  cobro  de  una  mensualidad  vencida.  Si 
la  demanda  se  propusiese  obtener  del  demandado  el  pago  de 
mensualidades  que  ascendiesen  á  más  de  500  pesos,  la  cansa 
no  correspondería  ciertamente  á  la  Justicia  de  Paz.  ¿Cómo 
habría  de  corresponderle  entonces^  conocer  en  el  juicio  que 
tiene  por  objeto  la  rescisión  del  contrato  mismo?  ¿Podría  atri- 
buirse á  este  juicio  menos  importancia  que  á  aquel? 

Que  si  se  tiene  en  cuenta  la  ley  de  1878  citada,  tiene  un 
carácter  de  excepción,  puesto  que  no  excluye  ciertos  asuntos 
de  la  competencia  general  atribuida  á  la  Justicia  Nacional  por 
el  artículo  100  déla  Constitucionen  lascausas  entre  ciudadanos 
argentinos  y  extranjeros,  forzoso  será  intrepretarla  restric- 
tivamente y  atenerse  alo  quede  sus  términos  claramente  resulta. 
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En  caso  de  duda,  y,  cuando  como  en  el  presente  asunto,  el 
valor  del  objeto  demandado  no  aparece  determinado,  ni  pnede 
determinarse  con  fijeza,  y  el  juicio  ea  de  ana  importancia  qae 
no  puede  decirse  inferior  á  la  tasa  de  la  ley  de  1878,  habrá 
de  estarse  á  la  intrepretscion  favorable  á  la  regla  general  de  la 
Constitncion,  aegnn  la  cual  laa  causas  entre  argentinos  y  extran- 
jeros corresponden  á  la  jurisdicción  de  la  justicia  federal. 

No  podría  argüirse  en  contra,  que  habiendo  el  Congreso 
establecido  en  la  ley  de  jnaticia  de  paz  que  éata  es  compe- 
tente en  las  causas  que  la  misma  ennmera  en  na  artículo  13, 
la  ley  de  1878  quedaba  por  esto  derogada  en  su  significado 
y  alcance;  por  cnanto  la  ley  de  justicia  de  paz  es  una  ley 
especial  dictada  por  el  Congreso  en  su  carácter  de  Ijegislatura 
local;  y  porque,  en  todo  caso,  aere  que  tal  no  ba  sido  el  pro- 
pósito del  legislador  como  se  Jeaprende  claramente  de  lo  esta- 
blecido en  el  artículo  133  de  la  ley  de  organizacioD  de  los  tri- 
bunales de  la  Capital.  AHÍ  ae  declaran  subsistentes  las  leyes 
de  procedimientos  y  demás  sobre  justicia  federal,  á  pesar  de 
que  en  la  misma  se  habla  legislado  sobre  justicia  de  paz,  atri- 
buyendo á  ésta  una  competencia  aún  más  extensa  qne  lo  que 
hoy  tiene  por  la  ley  vigente. 

Qae  por  otra  parte,  si  bien  resulta  de  los  antos  remitidos  por 
el  Juez  de  Faz  de  la  sección  9'  que  el  demandado  hizo  uso  allí 
de  au  derecho  de  recnaacion  sin  cansa,  éste  no  importa  radi- 
cación del  juicio  ante  la  justicia  local,  por  cuanto  la  recusación 
se  hizo  sin  contestar  la  demanda,  forma  autorizada  por  el  artí- 
cnlo  30  de  la  ley  de  justicia  de  paz. 

Por  estos  fundamentos,  resuelvo  insistir  en  la  competencia 
de  este  Juzgado.  Y  encontrándose  aqnl  el  expediente  relativo 
á  la  contienda  trabada  elévese  con  lo  actuado  en  eate  Tribunal, 
á  la  Bcprema  Corte,  en  la  forma  de  estilo,  haciéndose  saber. 

J.  V.  Lalatme. 
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VISTA   DEL  SEÑOR^PROCURADOR  GENERAL 


''  Buenos  Aires,  Octubre  30  de  1895. 

Suprema  Corte: 

El  artícalo  1579  del  Código  Civil^  había  establecido  el  dere- 
cho á  la  rescisión  del  contrato  de  arrendamiento»  no  pagando 
el  locatario  dos  períodos  consecntiyos  de  alquileres. 

El  artículo  i3,  inciso  4%  de  la  lej  número  3860,  sobre  jus- 
ticia de  paz  de  la  Capital,  atribuye  á  la  jarisdiccion  de  los  jneces 
de  paz,  la  rescisión  de  contratos  de  locación,  cuando  el  alquiler 
no  excede  de  200  pesos  y  la  rescisión  se  fundare  en  el  artículo 
del  Código  Civil  antes  citado. 

Pero  estas  prescripciones  se  refieren  á  la  jurisdicción  común, 
por  razón  de  la  importancia  de  la  causa;  no  excluyen  al  ejercicio 
del  fuero  federal  por  razón  de  la  diversa  nacionalidad  de  los 
litigantes,  con  sujeción  alas  leyes  respectivas. 

Establece  la  de  3  de  Setiembre  de  1878  la  exclusión  de  la 
competencia  de  los  jneces  de  sección,  sólo  en  cuanto  á  las 
ansas  de  jurisdicción  concurrente,  cuyo  valor  no  exceda  de  500 
pesos  cuando  por  otra  parte  el  conocimiento  del  caso  caiga 
bajo  la  jurisdicción  de  lajicsticia  de  paz.  En  el  caso  sah-judice 
si  bien  la  causa  cae  bajo  la  jurisdicción  del  juez  de  paz,  según 
los  términos  de  la  ley  orgánica,  su  valor  excede  de  500  pesos, 
por  tratarse  de  un  contrato  á  término  de  3  años,  cuya  totalidad 
de  alquileres  se  eleva  á  más  de  5000  poios  nacionales,  y  en- 
tonces, es  de  aplicarse  el  artículo  2®,  inciso  2®,  de  la  ley  de 
competencia  de  1863,  por  no  proceder  la  de  los  términos  excep- 
cionalmente  limitativos  del  artículo  i°  de  la  ley  de  3  de 
Setiembre  de  1878. 

Por  ello  y  fundamentos  del  auto  del  señor  Juez  de  Sección 
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de  foja  14,  pienso  que  Y.  £.  debiera  declarar  sacompet encía 
en  el  caso,  j  así  lo  solícito  de  Y.  E. 

Sabiniano  Kier. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Diciembre  14  de  1895. 

Yístos :  Considerando :  Que  la  ley  de  justicia  de  paz  dio* 
tada  por  el  Congreso  para  la  Capital  de  la  República,  al 
ennumerar  los  casos  en  que  aquella  es  competente  para  enten- 
der en  los  asuntos  á  que  se  refiere,  no  se  ha  propuesto  con  ello 
establecer  los  límites  de  la  competencia  jurisdiccional  entre 
la  justicia  federal  de  la  Nación  j  la  justicia  ordinaria  de  la 
Capital,  como  lo  comprueba  el  hecho  de  que  dicha  ley  se  ha  dic- 
tado por  el  Congreso  en  su  calidad  de  legislatura  local,  para  el 
régimen  de  las  autoridades  judiciales  del  territorio   de  la 

Capital. 

Que  la  ley  que  rige  la  competencia  de  la  justicia  federal 

tanto  en  la  Capital  como  en  las  provincias,  con  relación  á  la 
justicia  de  paz  de  las  mismas,  en  los  casos  de  jurisdicción  con- 
currente, es  Id  de  tres  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  setenta 
y  ocho,  que  por  su  calidad  de  general  para  toda  la  Nación, 
prima  sobre  las  leyes  de  carácter  local  que  reglan  las  juris- 
dicciones respectivas  de  las  autoridades  de  la  Capital  y  délas 
provincias. 

Que  no  estando  exceptuado  de  la  competencia  del  Juez  Fede- 
ral de  la  Capital  el  caso  sub-judice  en  ninguno  de  los  artí- 
tioulos  de  la  citada  ley,  como  se  demuestra  en  el  auto  de  dicho 
Juez,  de  foja  catorce,  y  en  el  precedente  dictamen  del  señor 
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Procurador  General,  procede  declarar  la  competencia  de  aqnel 
para  conocer  del  asunto  de  que  se  trata,  con  arreglo  á  las  dispo- 
siciones legales  que  en  los  mismos  se  invocan . 

Por  estos  fundamentos  :  se  declara  que  el  conocimiento  de 
esta  cansa  corresponde  á  la  justicia  federal.  Repuestos  los 
sellos^  devuélvanse  al  Juez  de  Sección  haciéndose  saber  por 
oficio  al  Juez  de  Paz. 

LUIS  V.  VÁRELA.  —ABEL  6AZAN.  — 
OCTAVIO  BUNGE.  —  JUAN  E.  TO* 
RRENT . 


CAVHA  ccexi^ix 


La  Empresa  del  Ferrocarril  al  Pacifico  contra  el  doctor  don 

Amando  Pardo;  sobre  expropiación 


Sumario, — En  las  expropiaciones  debe  fijarse  el  monto  de 
la  indemnización  según  el  mérito  de  los  antecedentes  que  cons- 
tan en  los  autos. 


Caso.  —  Lo  expliea  el 
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Fallo  del  Jíuea  Federal 


Buenos  Aires,  Setiembre  9  de   1895 . 

Autos  y  vistos :  estas  actuaciones  seguidas  por  el  Ferrocarril 
de  Buenos  Aires  al  Pacífico  contra  el  doctor  Amancio  Pardo, 
por  expropiación,  de  las  que  resulta  lo  siguiente: 

Que  deducida  la  presente  acción  y  consignado  el  importe  del 
precio  ofrecido  por  la  parte  de  terreno  á  expropiarse,  se  realizó 
el  juicio  verbal  decretado,  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  la 
ley  de  la  materia,  precediéndose  al  nombramiento  de  los  peritos 
propuestos  por  las  partes. 

Que  no  habiéndose  éstos  puesto  de  acuerdo  en  cuanto  al  precio 
que  debía  asignarse  por  la  expropiación,  6  sean  195.44  metros 
cuadrados,  expidieron  por  separado  sus  tasaciones^  estimando  el 
perito  del  demandado,  ingeniero  don  Eduardo  E.  Clerici,  el 
valor  del  terreno  en  cuestión  en  la  cantidad  de  9700  pesos 
moneda  nacional  (foja22)  y  el  perito  de  la  contraparte,  ingeniero 
don  Ricardo  Trifogli,  lo  avalúa  en  640  pesos  de  igual  moneda 
con  88  centavos  (foja  24). 

Que  oidas  las  explicaciones  verbales  dadas  por  los  peritos  y 
practicada  la  vista  ocular  decretada,  como  consta  por  la  dili- 
gencia de  foja  40,  el  Juzgado  designó  á  don  Ángel  Peluffo  para 
apreciar  la  importancia  del  perjuicio  causado  en  la  plantación 
de  árboles  existentes  en  el  terreno,  materia  de  este  juicio,  expi- 
diéndose este  perito  á  foja  45,  estimando  dicho  perjuicio  en  la 
suma  de  5250  pesos  moneda  nacional. 

T  considerando:  Que  según  resulta  de  los  dictámenes  par- 
ciales de  fojas  22  y  24,  el  área  que  comprende  la  expropiación  es 
de  62  metros  41  centímetros  de  frente  por  un  fondo  que  varía 
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de  un  metro  60  centímetros  á  4  metros,  ó  sean  195  metros  44 
centímetros  cnadrados. 

Que  para  determinar  el  monto  de  lo  qae  el  expropiante  debe 
abonar  por  el  valor  del  terreno,  deben  tenerse  presentes  los  pre- 
cios pagados  hace  poco  tiempo  por  la  misma  empresa  expro- 
piante por  terrenos  ubicados  en  la  proximidad  del  de  que  estos 
autos  tratan. 

Qae  en  cuanto  á  los  perjuicios  resultantes  de  la  expropiación, 
debe  tenerse  en  cuenta  la  extensión  y  situación  de  la  porción 
de  terreno  que  expropia,  que  en  el  presente  caso  es,  como  se  ba 
establecido,  de  i95  metros  44  centímetros  cuadrados  sobre  uno 
de  los  frentes  de  la  propiedad,  lejos  deredifício  y  en  un  extremo 
del  parque  que  ella  contiene.  Los  perjuicios  del  expropiado  se  li- 
mitan, pues,  á  la  pérdida  dealgnnos  árboles  de  estimación  y  á  los 
trabajos  que  requerirá  el  regularizar  nuevamente  la  forma  del 
parque,  no  padiendo  tomarse  en  consideración  á  tal  fin  los  gra- 
vámenes que  la  ley  de  ferrocarriles  impone  á  las  propiedades 
contiguas  á  la  vía,  según  lo  tiene  resuelto  la  Suprema  Corte  en 
la  serie  2*,  tomo  19,  página  456  de  sus  fallos. 

Por  esto,  fallo  :  fijando  en  6000  pesos  moneda  nacional  el 
monto  de  lo  que  por  toda  indemnización  deberá  abonar  la  em- 
presa expropiante  al  expropiado  doctor  Fardo,  dentro  de  10  días. 

Las  costas  de  actuación  y  el  honorario  de  los  peritos  serán  á 
cargo  de  la  empresa.  Notifíquese  con  el  original  y  repóngase  el 
papel . 

J .  V.  Lalanne. 
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Falto  de  la    Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Diciembre  17  de  1895. 

Vistos :  atento  los  antecedentes  que  constan  en  los  autos  y  de 
que  se  hace  mérito  en  la  sentencia  apelada  de  foja  cincuenta  y 
tres:  se  fija  en  siete  mil  quinientos  pesos  el  monto  de  lo  que  por 
toda  indemnización  deberá  abonar  la  empresa  expropiante  al 
expropiado  doctor  Pardo,  con  sus  intereses  desde  el  día  de  la 
ocupación  sobre  el  excedente  déla  suma  á  que  se  refiere  el  reci- 
bo de  foja  primera,  siendo  de  cargo  del  expropiante  el  pago  de 
las  costas,  con  arreglo  al  artículo  diez  y  ocho  de  la  ley  de  la 
materia,  en  cuyos  términos  queda  modificada  la  citada  senten- 
cia de  foja  cincuenta  y  tres.  Repuestos  los  sellos,  defuélvanse. 

LUIS  V.  VÁRELA.  —  ABEL  BAZAN. 
— OCTAVIO  BUNGE.— JUAN  B,  TO- 
RBENT. 
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CAUSA 


Contra  don  Serafín  Zarasola,  por  infracción  de  la  ley  de 
enrolamiento;  sobre  excarcelación  provisoria 


Sumario.  —  No  procede  la  excarcelación  bajo  caución  jarato- 
riaen  las  cansas  por  infracción  á  la  ley  de  enrolamiento. 


Ca>so,  —  Serafin  Zarasola,  procesado  por  no  haberse  enrejado 
en  la  guardia  nacional,  solicitó  su  excarcelación  bajo  caución 
juratoria. 

El  procurador  fiscal  se  opuso  á  la  excarcelación,  diciendo: 
que  la  pena  establecida  por  la  ley  de  la  materia,  es  esencial- 
mente personal,  de  suerte  que  si  el  procesado  recobrase  en  cual- 
quier fórmala  libertad  provisoria  y  no  compareciera  al  llapíiado 
del  Juzgado  para  hacerle  saber  el  fallo  en  el  caso  que  éste  fuera 
condenatorio,  frustraría  el  cumplimiento  de  la  sentencia,  yol- 
viendo  iiusoria  la  pena,  que  consiste  en  servicio  militar  en  el 
ejército  de  línea. 

El  juez,  de  acuerdo  con  el  dictamen  fiscal,  no  hizo  lugar  ala 
exearcelacion. 
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VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 

Baenos  Aires,  Noviembre  26  de  1895. 

Suprema  Corte  : 

El  artículo  «S86  del  Código  de  Procedimientos  en  lo  Criminal 
prescribe  que  la  caución  juratoría,  sólo  se  admitirá  cuando 
concurra  conjuntamente  con  otrascircunstancias^  la  requerida 
en  su  inciso  2**,  esto  es,  que  la  pena  del  delito  no  exceda  de  cua- 
tro meses  de  arresto  ó  50  pesos  de  multa. 

Que  la  infracción  á  las  leyes  sobre  enrolamiento  da  mérito  á 
una  penalidad  muy  superior  á  los  términos  restrictivos  de  la  cau- 
ción juratoria,  es  un  hecho  evidente  ;  y  por  ello  y  las  conside- 
raciones del  dictamen  del  señor  Procurador  Fiscal  de  la  Sección 
de  La  Plata,  corriente  á  foja  8,  creo  deber  pedir  á  Y.  £.  la  con- 
firmación del  auto  recurrido  defoja  8  vuelta. 

Sabiniano  Kier. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Diciembre  21  de  1895. 

Yistos :  De  conformidad  con  lo  expuesto  y  pedido  por  el  señor 
Procurador  General,  se  confirma,  con  costas,  el  auto  apelado  de 
foja  ocho  vuelta.  Devuélvanse. 

LUIS  V.  VÁRELA.  —  ABEL  BAZAN.  — 
OCTAVIO  BÜNGE.  —  JUAN  E.  TO- 
RRENT. 


r 


^ 
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CAVSA  CCCI.I 


Contra  la  balandra  t Micaela* ¡sobre  contrabando 


Sumario.  —  i^  A  menos  de  caso  defaerza  mayor,  aingan  bo- 
que puede  fondear  en  puerto  no  habilitado,  ni  atracar  á  otros 
lugares  de  la  costa  que  los  permitidos  para  operaciones  de  car- 
ga y  descarga. 

2^  La  infracción  de  esta  disposición  somete  á  comiso  las 
mercaderías  descargadas  6  cargadas  y  lasque  existan  &  bordo  del 
buque;  no  al  boque  y  sus  aparejos. 


Caso.  —  Resulta  del 


Fallo  del  Jíues  Federal 


Ld  Plata,  Setiembre  4  de  1895. 

T  vistos  los  seguidos  por  apelación  interpuesta  por  el  patrón 
de  la  balandra  cMicaela»,  acusado  de  haber  efectuado  un  con- 
trabando y  demás  en  ellos  deducidos,  y  resultando: 

I""  Que  en  23  de  Setiembre  de  1894  (véase  foja  1)  el  guarda 
A.  R.  Bianchi  da  cuenta  al  Inspector  de  rentas  nacionales  don 
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£.  Yañiz,  de  haber  procedido  según  sus  instrucciones  á  dar  caza 
á  la  barca  «Micaela»,  que,  según  sospechas,  traía  mercaderías 
para  el  contrabando. 

2°  Que  en  la  fecha  mencionada  salió  en  una  lancha  á  vapor 
á  recorrer  los  arroyos  j  costas  de  la  jurisdicción  de  la  Aduana 
con  rumbo  hacia  el  muelle  de  Punta  Lara,  llegando  hasta  la 
Boca  del  zanjón,  ó  sea  arroyo  del  Gato. 

S°  Que  como  á  distancia  de  400  á  500  metros  tío  de  tierra 
una  balandra  cuya  arboladura  coincidía  con  la  del  buque  que 
se  le  había  encomendado  buscar;  siendo  como  las  5  p.  m.  llegó 
hasta  el  lugar  donde  se  encontraba  anclada,  observando  que  era 
la  que  buscaba. 

4^  Que  hace  notar  que  tanto  él  como  el  guarda-costa  de 
Punta  Lara,  señor  Ocampo,  vieron  partir  de  tierra  un  bote  que 
iba  tripulado  por  dos  hombres  y  atracó  á  la  barca. 

5^  Que  atracado  á  la  balandra  saltó  á  ella  y  preguntó  por  el 
patrón,  respondiéadosele  que  era  Gaetano  Cataffo,  á  quien  lepi- 
dio su  rol  y  los  papeles^  ordenándole  siguiese  viaje  hasta  el 
puerto  de  La  Plata  donde  le  hizo  fondear. 

6^  Que  hablando  con  el  guarda-costa  de  Punta  Lara  le  ma- 
nifestó qne  había  encontrado  á  uno  de  los  desembarcados  en  el 
botu  é  interrogánaole  sobre  el  nombre  de  la  balandra  había  di- 
cho llamarse  «María  Antonieta». 

7^'  Que  observa  en  el  rol  que  se  le  presentó  fué  éste  despa- 
chado por  la  Capitanía  del  puerto  de  Nueva  Palmira  (E.  O.)  el 
8  de  Agosto  pasado,  con  destino  á  San  Fernando  (R.  A.),  en 
lastre  y  dos  hombres  de  tripulación  incluso  el  patrón  llamado 
José  Caparelli  y  el  marinero  Miguel  Joeida.  El  dorso  de  este 
rol  se  encuentra  visado  por  el  consulado  paraguayo  en  Monte- 
video con  fecha  veinte  del  corriente  y  una  anotación  marginal 
que  dice:  «  El  patrón  se  llama  Antonio  Cataffo  >. 

8°  Qne  por  los  conocimientos  y  demás  documentos  que  se 
encuentran  ya  en  poder  del  Inspector  señor  Yañiz  (véase  foja  2) 

T.  XII  23 
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se  Té  que  el  buque  ha   sido  despachado  de  Monteyideo  con 
destino  á  la  Asunción  del  Paraguay. 

9°  Que  el  Inspector  Yañiz  mandó  instruir  la  sumaria  del 
caso  interviniendo  personalmente  en  la  investigación,  quedando 
sin  efecto  esa  instrucción,  por  cuanto  la  Dirección  de  Rentas 
hace  saber  al  Inspector  Yañiz  que  ha  considerado  su  nota  fecha 
26  (en  el  acuerdo  de  focha  27)  y  resolvió  manifestarle  que  es  el 
Admini&trador  de  Rentas  de  La  Plata  á  quien  corresponde  de- 
signar el  empleado  que  debe  instruir. 

iO''  Que  el  Administrador  de  rentas  nacionales  de  La  Plata 
dio  principio  á  la  investigación  por  su  decreto  de  fecha  29  de 
Setiembrede  i894  (véase  foja  27  vuelta),  nombrando  secretario 
á  don  Alfredo  Garibaldi,  de  la  misma  aduana,  y  dice  :  que 
de  acuerdo  con  el  artículo  1044  de  las  Ordenanzas  de  Aduana, 
remite  al  Departamento  N°  A,  sección  Dock^  todas  las 
existencias  y  mercaderías  de  la  balandra  nacional  <  Micaela», 
debiendo  precederse  &  su  inventario  en  presencia  de  los  intere- 
sados y  el  vista  señor  Laborda  (véase  foja28). 

11*^  Que  la  dicha  operación  recien  tuvo  lugar  el  dos  de  Octu- 
bre (véase  foja  63),  como  consta  en  autos  ante  los  testigos  que 
ahí  se  mencionan,  sin  que  conste  ni  la  citación  ni  la  presencia 
de  ninguno  de  los  propietarios  ni  encargado  de  esas  mercaderías, 
más  una  balija  de  propiedad  deCarmona. 

12"^  Que  prestando  declaración  Antonio  Cataffo,  confiesa  que 
las  mercaderías  que  llevaba  á  bordo  de  su  buque  iban  dirigi- 
das á  la  Asunción  del  Paraguay  y  que  nadie  se  ha  preocupado 
en  proponerle  fueran  desembarcadas  en  las  costas  argentinas. 

IS"*  Que  si  ilegó  á  anclar  frente  á  Punta  Lara  fué  debido  á  que 
el  viento  le  era  contrario  y  por  las  dimensiones  déla  balandra 
se  vio  en  el  caso  de  arribar  hasta  el  lugar  en  que  se  le  encontró 
anclado,  coincidiendo  este  hecho  con  la  indisposición  del  en- 
cargado de  las  mercaderías  que  traía  á  bordo,  á  quien  dejó  en 
tierra  para  que  se  asistiera. 
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14''  Que  al  aceptar  esa  carga  en  Montevideo  lo  hizo  en  el  de- 
seo de  ganar  algo  y  no  estar  desocapado,  no  designando  el  pre- 
cio del  flete  que  podía  costar  á  los  interesados. 

15^  Que  en  Montevideo,  viendo  que  no  le  llevaban  la  carga 
se  fué  á  casa  del  agente  marítimo  señor  Vidal,  quien  le  mani» 
festó  que  la  carga  le  había  sido  remitida  j  que  en  efecto  cuan- 
do llegó  al  buque  su  hermano,  le  dio  cuenta  de  haberse  reci- 
bido esa  carga,  entregándole  los  papeles  que  se  encontraban  en 
poder  de  los  empleados  de  esta  aduana  y  son  los  que  corren 
agregadosde  fojasl9á  26;  que  esas  mercaderías  se  reducen  A 
siete  bultos. 

IG""  Que  si  los  papeles  del  buque  no  se  encuentran  suécrítos 
por  él  es  porque  el  señor  Jacques  Carmonase  encontraba  autori- 
zado á  suscribirlos  por  él,  como  para  correr  con  los  despachos 
del  buque. 

i7''  Que  declarando  Gaetano  Cataffo  (véase  foja  3Í)  úícm: 
que  se  encontraba  en  la  cámara  de  la  ^Micaela»  cuando  HÍntíó 
se  atracaba  un  buque  á  su  costado,  salí6  á  cubierta  y  d<;  eocon' 
tro  con  una  balandra  cuyo  patrón,  ignorando  su  nombre,  le  dijo 
al  declarante  que  traía  siete  cajones  de  mercaderías  para  tras^ 
bordarlos,  á  lo  que  éste  no  pu20  inconveniente,  p^^r  cuanto  t^oía 
orden  de  so  hermano  Antonio,  de  recibir  una  carga  que  por  mo^ 
mentos  debía  llegar,  que  en  esos  instante?  Ileg6  %u  hermano*  el 
que  se  hizo  cargo  de  las  pafie!eta^,  por  !o  que  ignora  de  dónde 
provenían  dichos  bultos. 

18^ Que  en  ciai^to  i  haber  V^nit^io  en  eoita  zr^HtXitíZ, 
áín  embargo  de  ser  tu  ^íreceíori  í  la  A%-jr¿';I',tt  dei  Paraj^uay, 
debe  manifestar  q-sea:  »¿I:r  i>[  y^-tXj  de  iloLtei.^eo  t'jTÍer'/fi 
mal  tíeapo.  ví4:.í.?e  .IJgyíoé  í  Ícc-Je^r  ea  e»  p'jr,!//  Cyf-'Je 
faerone-5'.rtri::t  jor>-  va^or*.*»'/  ':>.i  i- ..'íir.i. 

19*«'¿::ee£  e*:-  jari;e* ;  j.itr'.^  •  **^''  i  :.>rr»  a»t/.c:ji¿t.':^íe 
o::  ii:i¡T;ií.íf  '^-le  t-'.ú  i  -.vr-v  :.iv>i:'.  '*.:'-.  -i^rt,!  ';%e  era  e. 
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tierra  en  un  bote  comoá  dos  6  tres  cuadras  del  lugar  donde  se 
encontraba  anclada  la  balandra. 

SO""  Que  el  dependiente  ó  dueño  de  la  carga  no  le  ha  indicado 
ni  ofrecido  dinero  alguno  al  exponente  porque  llegara  á  tierra 
la  mercadería  que  llevaba  á  bordo. 

21 ""  Que  prestando  declaración  el  práctico  de  la  <  Micaela  », 
Marcos  Carbone  (véase  foja  33).  cree  vinieron  de  tierra  los  bul- 
tos que  recibió  la  balandra  «Micaela»  en  Montevideo,  por  cuan- 
to al  rato  de  ser  recibidos  se  presentó  un  empleado  del  Res- 
guardo á  recoger  los  papeles,  ignorando  completamente  el 
nombre  del  patrón  de  la  lancha  de  la  que  trasbordaron  las  mer- 
caderías de  la  referencia  y  el  nombre  de  aquella. 

22^  Que  continuando  su  declaración  afirma  á  preguntas  he- 
chas  por  el  Administrador  de  rentas  nacionales,  dice  :  que  por 
un  olvido  no  le  hizo  presente  al  patrón  de  la  lancha  que  ese  pa- 
raje no  era  puerto  habilitado  para  desembarcar  y  que  al  hacerlo 
llevaba  el  riesgo  de  ser  aprehendido  y  clasificado  de  contraban- 
dista. Que  durante  el  viaje  que  se  efectuaba  con  la  «Micaela» 
de  Montevideo  al  Paraguay,  no  tenía  otra  orden  que  llevar  el 
buque  más  que  en  esa  dirección  y  nadie  le  hizo  proposición  de 
arribará  costas  argentinas  á objeto  de  desembarcar  el  carga- 
mento. Que  no  dio  cuenta  ala  autoridad  marítima  de  su  arribada 
forzosa  al  paraje  donde  fueron  encontrados,  por  haber  bajado 
su  patrón  y  el  dependiente  de  la  carga  á  tierra  y  creer  que  ellos 
llevasen  esa  dirección,  6  sea  la  del  destacamento  del  Resguardo 
7  cuya  bandera  argentina  no  se  distinguió. 

23°  Que  el  cargamento  de  los  bultos  fué  hecho  el  20  de 
Setiembre  y  la  salida  del  buque  de  costas  orientales  el  21  del 
mismo  mes  á  las  7  a.  m.  más  ó  menos^  con  viento  al  Norte,  va- 
riando de  dirección  éste  en  distintas  horas,  hasta  que  anclados 
encestas  argentinas  en  el  paraje  denominado  «La  Magdalena» 
el  dia'^23  á  las  2  p.  m.  de  donde  levaron  anclas  esa  misma  no- 
che á  las  8  p.  m.  en  dirección  al  Paraná,  fueron  á  las  dos  horas 
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después  obligados  á  anclar  en  las  costas  donde  fueron  aprehen- 
didos, por  el  cambio  del  viento  de  proa  central. 

24""  Que  prestando  deciaracíon  don  Jacques  Carmena  (véase 
foja  36  vuelta)  expone:  Que  venía  de  Montevideo  á  bordo  de  la 
balandra  «Micaela»  custodiando  las  mercaderías  en  dicho  bu- 
que embarcadas,  como  representante  y  encargado  de  los  siete 
cajones  de  que  se  componía  la  carga.  Que  no  conoce  á  los  dueños 
de  ésta  y  que  quien  le  entregó  estos  bultos  en  Montevideo  fué 
un  señor  Santiago  Soosería,  agente  marítimo  y  despachante  de 
aduana  de  aquella  capital,  domiciliado  calle  Misiones  números 
77  6 167. 

25°  Que  las  mercaderías  que  viene  custodiando  van  consig- 
nadas para  el  señor  E.  Mannier«  en  la  Asunción  del  Paraguay, 
cayo  domicilio  lo  ignora  como  también  lo  que  contienen  los  siete 
cajones^  pudiendo  afirmar  vienen  sombreros  ya  de  paja  ó  fieltro 
y  proceden  de  la  aduana  de  Montevideo,  cuyos  despachos  se  en- 
cargó de  ellos  el  agente  señor  Scosería. 

^G""  Que  conoce  al  señor  Scosería  y  fué  éste  quien  le  comisio- 
nó nombrándole  su  representante  para  que  hiciera  entrega  de 
los  siete  bultos  en  la  Asunción  del  Paraguay,  lo  que  aceptó,  pues 
tenía  la  idea  de  trasladarse  á  dicha  ciudad. 

27^  Que  zarparon  de  Montevideo  el  22  de  Setiembre  á  las 
primeras  horas  de  la  mañana;  que  como  pasajeros  venían 
el  declarante,  el  patrón  déla  lancha  Antonio  Cataffo,  Gaetano 
Gataff  o  y  un  marinero  de  nombre  Marco;  que  el  declarante  pasó 
á  la  oámaradel  buque  y  al  zarpar  se  desencadenó  un  fuerte  tem- 
poral por  cuya  causa  el  exponente  se  mareó,  sin  poder  precisar  el 
rumbo  que  tomó  la  embarcación,  y  lo  único  que  puede  decir  es 
qne  el  día  23  del  mismo  mes  arribaron  á  costa  argentina  y  que 
antesde  llegar  á  este  punto  resolvieron  anclar  en  distintos  pun- 
tos sin  poder  indicar  dónde,  por  su  estado  de  mareo. 

28*'  Que  bajó  á  tierra  en  compañía  del  patrón  de  la  balandra 
Antonio  Cataffo  á  fin  de  aliviarse  del  mareo  sufrido  durante  el 
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viaje,  y  que  aquel  se  dirigió  á  visitar  á  sn  familia  domiciliada 
eft  la  Ensenada,  y  el  declarante  después  de  visitar  á  un  amigo 
en  este  mismo  pueblo  se  trasladó  á  Buenos  Aires,  recorriendo 
antes  de  emprender  este  viaje  el  trayecto  que  dista  entre  un 
almacén  denominado  «La  Esperanza»  hasta  el  restaurant  «La 
Bodega»^  donde  vive  su  amigo. 

29®  Que  el  motivo  que  le  guiaba  al  dirigirse  á  Buenos  Aires 
era  el  de  reponer  su  salud,  de  donde  regresó  al  día  siguiente  al 
pueblo  de  la  Ensenada,  donde  se  encontró  con  la  noticia  de  que 
la  «Micaela»  había  sido  detenida  por  orden  de  la  Administración 
de  Rentas  Nacionales  y  que  ignorando  el  motivo  se  trasladó  al 
lugar  donde  se  encontraba  anclada  y  custodiada  por  dos  guar- 
dias quienes  le  manifestaron  que  estaba  detenida.  Con  esta  no- 
ticia se  trasladó  por  segunda  vez  á  Buenos  Aires  para  asistirse 
de  sus  dolencias  y  allí  permaneció  hasta  el  sábado  29,  día  en  que 
se  presentó  á  la  administración  del  puerto  acompañado  de  su 
abogado  el  doctor  Narciso  Sosa. 

30°  Que  durante  el  viaje  no  ha  hecho  proposición  de  variar 
de  dirección  al  patrón  de  la  «Micaela»  pues  no  ha  tenido  tiempo 
ni  poseía  nada  para  proponerle.  Que  las  mercaderías  aludidas 
no  sabe  en  qué  casu  han  sido  compradas  y  que  sólo  manifiesta 
que  los  bultos  salieron  de  la  aduana  de  Montevideo. 

31®  Que  suspendido  el  acto  de  la  declaración  indagatoria  fué 
continuado  en  el  mismo  día  2  de  Octubre  rectificando  el  expo- 
nente la  parte  en  que  afirma  salieron  de  Montevideo  el  22,  fué 
el2t,  y  que  la  hora  de  arribada  á esta  costa  fué  la  de  9  á  10 
p.  m.  y  no  de  4  á  6,  como  se  ha  dicho.  Declara  que  no  trepidó 
en  seguir  viaje  por  cuanto  el  patrón  de  la  balandra  lehabia  afir- 
mado que  tenía  toda  clase  de  documentos  expedidos  en  forma, 
porque  así  se  lo  había  manifestado  el  despachante  de  aduana 
señor  Scosería. 

32®  Que  no  comunicó  lo  ocurrido  al  Resguardo  de  la  adminis- 
tración del  puerto,  por  cuanto  no  conoce  las  leyes  del  país  y  que 
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á  bordo  de  la  «Micaela»  tiene  una  balija  conteniendo  ropa  do 
SQ  uso. 

33""  Que  el  declarante  sólo  recibió  los  papeles  referentes  al 
buque,  los  mismos  que  entregó  al  patrón  Antonio  Cataffo  y  qué 
no  le  han  sido  entregadas  cartas  ni  facturas  para  entregar  al 
dueño  de  las  mercaderías  señor  £.    Mannier. 

34""  Que  en  este  acto  solicitaba  le  fuera  entregada  la  balija 
que  sólo  contenía  ropa  de  su  uso,  á  lo  que  por  resolución  del  Ad- 
ministrador de  Rentas  se  ordena  al  alcaide  de  la  misma  remita 
la  balija  de  la  referencia,  la  que  más  tarde  es  abierta  en  pre- 
sencia del  interesado  (véase  foja  42)  y  constatado  su  contenido 
es  entregada  al  solicitante. 

35""  Que  prestando  declaración  ante  el  mismo  Administrador 
de  Eentas  señor  Quintana,  el  guarda  primero  Albino  R.  Bian- 
chi  (véase  foja  43)  dijo  á  diferentes  preguntas  Lechas.  Que  el 
día  domingo  3  de  Setiembre  pasado,  ó  sea  el  día  de  la  aprehen- 
sión de  la  «Micaela»,  se  encontraba  franco  y  que  consultado  por 
el  Inspector  señor  Tañiz  su  opinión  para  facilitar  los  medios 
de  observar  y  apresar  la  balandra  nombrada,  resolvieron  dirí-> 
girse  á  bordo  á  los  parajes  que  determina  en  la  indagación  y 
relata  además,  lo  que  afirmó  en  su  parte  de  foja  i . 

36^  Que  de  fojas  54  á  61  corren  agregados  en  autos  unos  do* 
cumentos,  entre  ellos  un  título  de  propiedad,  por  los  que  consta 
que  es  dueño  de  la  balandra  «3Iicaela»  don  Oaetano  Cataffo, 
como  se  podrá  ver  en  el  de  foja  60  y  el  de  cesión  á  su  hermano 
Antonio  por  aquél,  por  el  de  foja  61 . 

37''  Que  corren  agregadas  en  autos  las  demás  tramitaciones 
del  proceso  y  la  avaluación  que  se  hace  del  valor  líquido  del 
buque  el  que  es  tasado  por  don  Francisco  Arena  en  la  suma 
de  (1100  $  ni^)  mil  eien  pesos  moneda  nacional  como  tam^ 
bien  de  los  datos  astronómicos,  del  cambio  del  viento  darantt 
los  días  que  duró  el  viajede  Montevideo  á  coaita  argentina  de  Ui 
embarcación  Créase  foja  72)  y  un  pedido  del  apoderado  del  due* 
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ño  de  ésta  que  se  presenta  á  la  autoridad  marítima  reclamando 
pronto  despacho  (véase  foja  76),  terminando  las  actuaciones  con 
consultas  varias  hechas  á  distintas  autoridades  de  la  Nación, 
en  este  y  otros  paises,  y  pronunciado  que  fué  el  fallo  de  la  Di- 
rección General  de  Rentas  Nacionales  pasó  á  este  juzgado  en 
apelación  en  4  de  Febrero  de  1894,  por  lo  que  después  de  varias 
diligencias  practicadas  ha  llegado  el  caso  de  pronunciarse  sobre 
BU  fondo  y  el  juzgado  dictó  autos  para  sentencia. 

Y  considerando:  1"*  Q,i\e  fdkVBL  que  eiistdk  responsabilidad  cri* 
intVia/ ha  de  comprobarse  la  existencia  de  una  delincuencia , 
pues  ésta  no  es  otra  cosa  que  la  existencia  de  flagrante  violación 
á  la  ley  penal,  de  lo  que  se  deduce  que  si  no  existe  una  viola- 
ción flagrante  á  la  ley,  ni  la  existencia  del  cuerpo  del  delito, 
menos  ha  de  subsistir  la  posibilidad  de  la  imposición  de  una 
pena  á  quien  no  ha  delinquido. 

2®  Que  el  contrabando  en  sí,  según  lo  clasifica  y  define  la  ley 
de  5  de  Octubre  de  1876,  no  es  propiamente  un  delito,  j  si  la 
ley  de  1893,  número  3050,  le  considera  en  la  categoría  de  in- 
fracción penal  y  en  efecto  el  artículo  22  dice  :  <  Los  autores 
del  delito  de  contrabando  definido  por  el  artículo  1036  de 
las  ordenanzas  >,  no  ha  de  por  esto  pensársele  acto  delictuoso 
en  la  esfera  de  la  criminalidad  ordinaria,  desde  el  momento 
que  no  puede  encuadrársele  entre  los  actos  violatorios  de  la 
ley  penal,  si  en  el  propósito  del  que  lo  ejercita  no  hubo  nin- 
gún fin  que  lo  revistiera  de  los  caracteres  de  los  delitos  contra 
la  propiedad. 

3^  Qué  cuando  la  ley  penal  deja  de  comprender  un  hecho  en 
la  categoría  de  punible,  infligiendo  pena  corporal,  no  puede 
comprendérsele  en  ninguna  déla  causas  que  taxativamente  se- 
ñala la  misma  ley,  no  obstante  que  otra  ley  posterior  clasifica 
de  delito  é  innexcarcelablela  infracción  do  contrabando,  penable 
según  ella  corporal  y  pecuniariamente  y  además  incompeu'- 
sable  la  pena  sancionada  al  hecho  punible. 
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4''  Que  propiamente  hablando,  el  contrabando,  según  nues- 
tra ley  aduanera,  es  la  importación  ó  exportación  clandestina 
de  mercaderías  ó  cosas  introducidas  ó  sacadas  fraudulentamen- 
te contra  las  prescripciones  de  la  hacienda,  y  cuya  entrada  se 
encuentra  prohibida  por  las  leyes  del  Estado. 

5®  Que  asimismo  se  comprende  en  la  denominación  anterior 
todo  fraude  con  que  se  elude  el  pago  de  la  tarifa  aduanera  so- 
bre los  objetos  que  introduce  ó  exporta  el  comercio^  y,  en  fíu, 
todo  fraude  con  que  se  elude  el  ingreso  á  las  cajas  del  tesoro  de 
los  derechos  impuestos  sobre  los  géneros  nacionales  ó  extranje- 
ros que  hayan  sido  introducidos  clandestinamente. 

&*  Que  entre  nosotros,  la  administración  de  aduana  compren- 
de únicamente  el  j^otíer  aeímnts^raftt^o,  pues  en  momento  al- 
guno le  cabe  la  aplicación  del  de7'ec/¿o.  Luego  nuestro  carácter 
constitucional  representativo  especial  ó  facultativo  que  le  ha 
reconocido  nuestra  legislación,  tan  sólo  se  comprende  por  e/ con- 
junto de  los  servicios  aduaneros  en  sus  relaciones  con  la  admi- 
nistración y  la  hacienda. 

7®  Que  de  aquí  parte  necesariamente  la  divergencia  de  atri- 
buciones que  se  engloban  en  su  servicio^  llegando  en  cierto  mo- 
mento á  caer  en  conflictos  inexplicables  cuando  invade  atribu- 
ciones que  corresponden  á  jurisdicciones  iuterprovinciales. 

8®  Que  la  administración  aduanera  involucra  necesariamente 
dos  fases  extremas  en  las  relaciones  de  su  servicio,  la  una  pu- 
ramente administrativa,  la  otra  tan  sólo  ¿e(/a/ comprendiéndose 
en  ésta  la  contencioso-administrativa  ó  contencioso-aduanera. 

9®  Que  en  la  primera  se  comprende  la  aplicación  de  las  leyes 
del  presupuesto  en  el  orden  y  forma  que  le  han  demarcado  las 
leyes  del  Congreso  y  formas  puntualizadas  por  el  Departamento 
de  Hacienda,  de  quien  depende,  y  la  superitendencia;  la  otra  es 
la  aplicación  directa  de  las  leyes,  ordenanzas  aduaneras,  decre- 
tos, reglamentos^é  instrucciones  relativas  á  la  manera  de  in- 
tervenir^en  los  juicios  de  contrabando. 
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iO*'.  Quédelo  dicho  se  desprende  que  los  delitos  de  contra^ 
bando  j  defraudación  al  tesoro  público,  que  con  otros  conexos 
vienen  siendo  objeto  de  preferente  atención  de  la  legislación 
fiscal,  han  de  salir  del  conocimiento  aduanero  para  entrar  al 
fuero  federal;  f  ero  Eiuu  reduQido  se  encuentra  ese  conocimiento 
al  artículo  103^  déla  ley  de  Octubre  5  de  1875,  que  dispone 
simplemente  siempre  que  las  mercaderías  hayan  salido  de  la 
jurisdicción  aduanera. 

M''  Que  hay  que  notar  que  en  el^sub-judice  no  se  ha  ejerd- 
lado  acto  alguno  que  pueda  presumirse  ni  siquiera  la  tentativa  de 
un  actoviolatorio  de  la  ley,  ni  menos  del  delito  de  contrabando: 
en  materia  aduanera  como  en  materia  penal,  no  se  castigan  las 
presunciones  de  un  delito,  ni  menos  aún  los  actos  preparatorios 
no  constituyen  materia  penable. 

12^  Que  el  hecho  de  haber  anclado  en  la  costa,  fuera  de 
puerto,  y  haber  desembarcado  un  individuo  en  un  bote  sin  dar 
cuenta  de  la  cansa  que  lo  indujo  á hacerlo  no  constituye  un  he- 
cho violatorio  á  la  ley  penal,  luego  no  es  responsable  de  pena 
alguna:  en  laRepúbblica  Argentina  no  hay  ley  alguna  que  cla- 
sifique tales  hechos  de  delictuosos. 

IS''  Que  de  todas  maneras,  la  misma  justicia  nacional  se  en- 
cuentra sujeta  á  la  aplicación  de  las  Ordenanzas  de  Aduana  su- 
jetando su  procedimiento  en  un  todo  al  precepto  y  espíritu  de 
la  citada  ley,  de  que  el  denunciante  sea  el  aprehensor,  porque  es 
la  única  manera  de  probar  con  evidencia  un  hecho  punible, 

14^  Que  precisamente,  en  el  presente  caso,  no  se  ha  ejercitado 
acto  alguno  de  contrabando,  y  por  ello  los  denunciantes  no  han 
aprehendido  un  solo  objeto  contrabandeado.  Los  objetos  depo- 
sitados y  aforados  (véase  foja  63)  fueron  sacados  de  la  balandra 
por  orden  de  la  Administración  de  Aduana;  esas  mercaderías  no 
habían  tocado  tierra  por  voluntad  de  sus  conductores  ;  podrá 
ser  el  hecho  de  anclar  fuera  de  puerto  y  en  lugares  sospechosos 
una  presunción  de  contrabando,  pero  propiamente  hablando  no 
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hay  contrabando,  pues  la  teodenoia  de  comprar  uu  arma  do 
faego  DO  constituye  la  presancion  de  homicidio  en  su  tenedor 
ó  propietario. 

15^  Que  desde  luego,  el  contrabandista,  eneetas  oondioionos 
no  está  sujeto  alas  clasificaciones  del  Código  Penal  ni  leyen  du 
aduana,  sufriendo  por  su  acto  incriminólo  pena  corporal  alguna: 
así,  desde  luego,  no  puede  decirse,  ha  de  comprenderse  un  dr-' 
lito  j  por  consiguiente  una  responsabilidad  penal,  en  el  mismo 
que  aun  confíese  ejercitó  el  AecAo  de  negar  haber  (como  uHtá 
probado)  introducido  clandestinamente  al  país  mercaderías  quf; 
la  ley  grara  con  impuestos,  prohibiendo  su  introducción  en  otra 
forma. 

iñ'^  Que  el  derecho  no  es  una  ciencia  espectativa  y  teórica, 
es  eminentemente  práctica  y  constituye  la  rog)a  á  la  que  han 
de  sujetarse  los  actos  del  hombre  en  la  sociedad  y  en  la  fami' 
lia,  en  el  modo  y  forma  constante  regalado  por  los  fodnre%  V(i' 
blicos  constituidos  para  que  sus  preceptos  tengan  la  df;bida 
aplicación. 

17®  Que  de  otra  manera  nada  sería  nníform^  y  arm^míco  en 
las  relaciones  del  hombre  con  la  ley^  chocarían  íneUidibl^m^nte^ 
desapareciendo  elregnlar  funcionamiento d^  lo^  poderes  d^l  ¥a' 
tado.  en  una  palabra,  permanecería mo»  por  sí^ropr^  üin  pol^n^ 
da,  sin  alcanzar  en  momento  alguno  ia  práctica  realíria/f, 

18°  Que  sosteniendo  ó  mf'j  ir  aplicando  otro  críft^io  qi^^  ^1 
apuntado,  todo  sería  nn  caoi  abandonado  al  capricho  tn^i7id:;at 
6  i  la  arbitrariedad  del  jae2,  nín  qii^-  llft^ara  ^n  mar^era  al;(«mA 
el  sello  y  majestad  de  la  jii<ítícia,  como  AnM^í^lx  ^n  >\  xuh- 
judieeú  tan  ^ólo  con  las  coniitancía.<  del  procc^iO  llí»ífár;im0'<  á 
laclaaifica^Mon  de  nn  /í/?/?¿/)  y  por  con^.j^aieníe  i  la  impo'<  cion 
de  ona  pens,  en  and  o  en  efecto  no  existe  (\ómnrr,h%d^  U  e:,  ^t^n^ 
tikAel  etjterpo  d/it  deUto, 

W  Que  el  foceíl'.tnierito,  propiarneúte  haí»i.ia'ío,  w  la  r^im^i 
de  las  instituciones  prílic^n   det^rmin^*i^a  (int  I.t;*  for.n^-í. 
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modo  y  trámites  conducentes  y  necesarios  para  realizar  el  de- 
recho ;  de  otra  manera,  no  sujetándose  á  fórmalas  y  trámites 

4 

ciertos  y  precisos,  jamás  cumpliríanse  las  funciones  de  su  res- 
pectiva competencia;  he  aquí,  pues^  lo  que  se  llama  el  derecho 
adjetivo  en  sus  relaciones  úuicas  con  la  rama  judicial. 

SO''  Que  el  procedimiento  se  divide  según  su  objeto  en  civil 
y  penal,  orase  refiera  al  restablecimiento  del  orden  jurídico 
perturbado  por  mala  inteligencia  del  derecho  ó  por  infracción  del 
mismoenvirtuddeacfo^dela  voluntad  libre  y  Qn  razonde  la  au¿o- 
ridad  (iwe  le  ejerce  6  ante  quien  se  intenta,  es  común  ó  especial. 

21°  Que  además  existen  otros  procedimientos  especiales  en 
razón  á  la  legislación  especialísima  porque  se  rigen,  y  es  que  una 
de  las  partes  contendientes  de  la  administración  no  es  conside- 
rada como  persona  jurídica,  sino  como  Poder  del  Estado ,  como 
sucede  con  el  contencioso  aduanero* 

22""  Que  de  lo  dicho  se  desprende  no  existe  más  antecedentes 
jurídicos  que  precisen  la  clasificación  de  los  delitos  conexos  en 
materia  aduanera  que  aquellos  sentados  por  los  principes  gene- 
rales del  derecho  ó  los  fallados  dentro  de  los  extremos  del  proce- 
dimiento federal,  pero  siempre  concretando  el  caso  á  la  simple 
imposición  de  las  penas  pecuniarias,  sin  queellas  puedan  trocar- 
se por  penas  corporales  que  priven  de  la  honra  ó  de  la  libertad. 

23°  Que  en  el  caso  sub-judice  existe  tan  sólo  un  denunciante, 
que  no  ha  presenciado  ni  los  actos  más  íntimos  del  contrabando, 
pero  que  no  llegó  en  manera  alguna  á  mostrar  su  existencia  vi- 
sible como  lo  manda  la  ley,  el  no  haber  aprehendido  las  merca- 
derías ni  dado  la  razón  que  se  lo  impidió^  no  dando  igualmente 
una  sola  prueba  del  hecho,  limitándose  tan  sólo  á  sospechar* 

24°  Que  propiamente  hablando,  en  este  caso  se  pretende  de- 
mostrar la  existencia  de  una  tentativa  de  contrabando  y  como 
se  ha  apuntado,  no  es  penable  semejante  hecho  y  si  cupiese  al- 
guna imposición  penal  sería  al  hecho  de  no  haber  dado  caenta 
del  desembarco  del  pasajero  ó  encargado  de  la  carga* 
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25^  Que  la  praeba  acumulada  en  autos  demuestra  clara  y  pre- 
cisamente que  un  pequeño  pailebot,  debido  al  viento  contrario, 
llegó  á  nuestra  costa  y  no  dio  cuenta  de  su  anclaje ;  que  ese  bu- 
que tiene  sus  papeles  en  regla  y  que  nadie  ha  podido  entrar 
legalmente  á  investigar  sino  encaso  deque  hubiere  promediado 
mandato  judicial,  lo  que  no  ha  existido;  que  se  ha  creado  una 
delincuencia  especial  de  la  que  no  tratan  nuestras  leyes. 

i6i°  Que  propiamente  en  el  svb-jndice  no  existe  contrabando 
ni  siquiera  un  principio  de  ejecución  :  acto  alguno  ejecutado  lo 
revela,  luego  no  hay  caso. 

S7'  Que  lo  que  ha  existido  es  un  buque  que  toca  la  costa, 
no  desembarca  ninguna  mercadería,  las  autoridades  aduaneras 
sospechan  de  él,  le  ocupan,  toman  todas  sus  mercaderías,  las 
traen  atierra,  ocupa  sus  papeles  y  sumaría  las  personas,  he- 
chos todos  que  no  son  propiamente  autorizados  por  la  ley,  des- 
de el  momento  que  los  actos  producidos,  si  había  alguna  sospe- 
cha, autorizan  á  las  autoridades  de  policía  marítima  á  obligar 
al  buque  siguiera  su  ruta  y  no  permitirse  su  ocupación. 

Por  estos  fundamentos  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  foja 
90,  dictada  por  el  Administrador  de  Rentas  Nacionales  de  esta 
ciudad,  debiendo  en  consecuencia  ser  devueltos  á  los  interesa- 
dos, la  embarcación  y  efectos  detenidos,  y  ejecutoriada  que  sea 
la  presente,  devuélvase  el  expediente  como  lo  establece  el  ar- 
tículo 1071  de  las  Ordenanzas  de  Aduana, 

Mariano  S.  de  Aurrecoechea. 
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VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Octubre  25  de  1895. 
Suprema  Corle: 

Los  delitos  contra  las  administraciones  de  rentas  fiscales, 
aduanas,  impuestos  internos,  se  rigen  por  nna  legislación  espe- 
cial. 

£1  hecho  de  este  proceso,  no  es  un  delito  del  derecho  común 
Las  teorías  de  la  sentencia  pueden  ser  exactas  en  su  fondo,  pe- 
ro no  proceden  respecto  de  hechos  y  circunstancias  no  incri- 
minados á  nombre  del  Código  Penal,  sino  á  nombre  délas  orde- 
nanzas de  aduana  dictadas  por  el  Honorable  Congreso  Argentino, 
con  no  desconocida]jurisdiccion  7  aplicables  como  ley  especial  á 
las  causas  de  contrabando  ó  dt?fraudacion  ó  simple  infracción  á 
sus  disposiciones. 

£1  artículo  1025 de  las  Ordenanzas  pena  toda  falta  de  requi- 
sito, toda  falsa  declaración,  ¿odo  hecho  capaz  de  producir  una 
defraudación  de  la  renta. 

La  balandra  cMicaela» ,  fué  despachada  en  Montevideo  para  el 
Paraguay;  en  vez  de  seguir  ese  derrotero,  cambia  de  rumbo  di- 
rigiéndose á  Punta  de  Lara,  al  sud  de  Buenos  Aires,  allí  fondea, 
y  allí  desembarca  el  conductor  de  la  carga. 

No  se  ha  probado  fuerza  mayor,  y  el  informe  de  foja  72  la 
excluye. 

£s  entonces  de  rigurosa  aplicación  el  texto  del  artículo  890 
de  las  ordenanzas  que  prescribe  :  «ningnn  buque  podrá  fondear 
en  puerto  no  habilitado,  ni  atracar  á  otros  lugares  de  la  costa 
de  la  nación  que  los  exclusivamente  permitidos  para  operacio- 
nes de  carga  y  descarga,  bajo  la  pena  señalada  en  los  artículos 
1023  y  1024*. 
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La  infracción  es  evidente;  laley  expresa  )a  pena  de  comiso  in- 
negable. Por  ello,  pido  á  Y*  E.  la  revocación  de  la  sentenciare- 
corrida  de  foja  132  y  la  confirmación  de!  fallo  de  la  adminis- 
tacion  de  rentas  de  La  Plata,  corriente  á  foja  90,  en  cnanto 
aplica  á  la  infracción  denunciada  las  penas  especialmente  deter- 
minadas en  los  artículos  1023  y  1024  de  las  ordenanzas. 

Sabiniano  Kicr. 

Valí*  de  la  Suprema  Corte 

Baeoos  Aires,  Diciembre  21  de  1895. 

Vistos  y  considerando :  que  de  autos  resulta  probada  la  in- 
fracción del  artículo  ochocientos  noventa  de  las  ordenanzas  de 
aduana,  sin  que  se  haya  justificado  la  excepción  que  contiene 
el  final  del  artículo  mil  veinte  y  tires  para  eximir  de  la  pena  que 
dicho  artículo  impone  á  la  mencionada  infracción. 

Que  el  comiso  establecido  como  pena  por  el  recordado  artícu- 
lo mil  veinte  y  tres^  es  sólo  alas  mercaderías  que  se  hayan  des- 
cargado 6  cargado  en  puerteó  costa  inhábil,  y  á  las  que  existen 
abordo  del  buque  fondeado  en  lugar  indebido,  sin  que  en  él 
puedan  incluirse  el  buque  y  los  aparejos,  como  lo  ha  hecho  el 
administrador  de  rentas  de  La  Plata. 

Por  estos  fundamentos  y  concordantes  de  la  vista  del  señor 
Procurador  General:  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  foja  cien- 
to treinta  y  dos,  y  se  confirma  la  administrativa  de  foja  noven- 
ta, en  cuanto  declara  caídas  en  comiso  las  mercaderías  encon- 
tradas á  borlo  de  la  balandra  «Micaela»,  y  se  deja  sin  efecto  en 
cuanto  se  refiere  á  dicha  balandra  y  sus  aparejos .  Devuélvanse. 

LUIS  V.  VÁRELA.  — •  ABEL  BAZAN.  — 
OCTAVIO  BÜNGE.  —  JUAN  E.  TO- 
RRENT. 
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CAV8A  €4  CI.II 


Contra  el  escribano  de  marina  don  José  L .  Dominguez,  por  de- 
nuncia de  irregularidades  y  defraudación  de  Rentas  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones. 


Sumario. — Denunciado  el  hecho  de  irregularidades  y  defrau- 
dación  de  rentas  fiscales  cometidas  por  un  escribano  en  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones,  corresponde  al  reemplazante  subsanar 
las  primeras,  y  al  ministerio  público  deducir  las  acciones  civi- 
les 7  criminales  que  correspondan. 


DENUNCIA 


Santa  Fe,  Abril  25  de  1895. 

A  S.  £.  el  señor  Ministro  de  Justicia,  Culto  é  Instrucción  Públi- 
ca  de  la  Nación . 

Cumpliendo  las  instrucciones  recibidas  de  ese  ministerio  con 
fecha  15  del  corriente,  puse  en  posesión  del  cargo  de  escribano 
de  marina  del  puerto  de  esta  ciudad,  al  escribano  público  don 
Roque  J.  Niklison,  para  cuyo  puesto  fué  nombrado  por  decre- 
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todelExmo.  señor, Presidente  de  la  República  de  fecha  28  de 
Febrero  del  presente  año. 

Al  hacerse  la  entrega  de  la  oficina  por  el  escribano  saliente 
señor  Bodrigaez,  he  notado  que  los  protocolos  á  más  de  haberse 
llevado  sin  ninguna  de  las  formalidades  prescriptas  por  laley, 
tales  como  formarse  de  cuadernos  de  cinco  pliegos  trabados 
unos  dentros  de  otros  y  sellados  por  la  Exma.  Cámara  de  Ape- 
laciones en  lo  Ciyil  de  la  Capital,  han  sido  formados  en  fojas 
sueltas  adheridas  unas  á  otras  por  medio  de  broches,  y  sin  más 
formalidad  que  la  foliatura  en  números  que  les  ha  puesto  el 
escribano. 

Además  de  esto,  que  por  sí  solo  constituye  una  falta,  el  pro- 
tocolo del  año  1888  se  encuentra  todo  escrito  en  papel  común, 
y  los  de  los  1885,  86, 87, 92  y  93  parte  han  sido  escritos  en  papel 
sellado  y  parte  en  papel  común. 

También  he  podido  notar  que  desde  el  año  1885,  en  que  pare- 
ce que  el  escribano  Domínguez  ha  principiado  á  otorgar  escritu- 
ras, pues  los  protocolos  que  ha  entregado  datan  desde  esa  fecha, 
en  ningún  año  ha  cerrado  aquellos  de  acuerdo  con  la  ley  que  ri- 
ge el  caso,  los  cuales  se  encuentran  actualmente  sin  ninguna 
anotación  en  que  conste  que  la  última  escritura  que  aparece  en 
ellas  es  la  última  que  ha  autorizado  en  el  año.  Este  mismo  de- 
fecto se  nota  en  los  protocolos  llevados  por  otros  escribanos  que 
lo  han  precedido  en  el  desempeño  del  cargo. 

Tampoco  se  ha  preocupado  de  hacer  firmar  los  contratos  por 
los  testigos  que  han  intervenido  en  ellos  y  aun  en  muchos  casos 
por  las  partes  contratantes^  notándose  esta  omisión  en  varios  de 
los  contratos  extendidos  desde  el  año  1885  hasta  el  94  inclu- 
sive. 

Las  reposiciones  de  sellos  en  las  escrituras  de  compra-venta, 
hipotecas  y  otros  instrumentos  públicos,  que  según  la  ley  nacio- 
nal debe  ser  hecha  en  los  protocolos  tampoco  lo  ha  sido  en  la 
forma  determinada  por  la  ley,  habiendo  expuesto  el  escribano 

T.  XII  u 
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Domínguez  que  ella  ha  sido  verificada  en  las   copias   expedidas 
á  los  interesados. 

£n  resumen,  el  escribano  cesante  don  José  L.  Domínguez  ha 
entregado  los  protocolos  de  la  escribanía  de  marina  desde  el 
año  1863  al  79  inclusive  faltando  de  este  año  ana  foja  en  que 
termina  la  última  escritora,  y  desde  el  año  1886  á  1894  incla- 
sive,  cinco  fojas  del  protocolo  que  había  principiado  este  año  y 
doce  expedientes  y  tres  solicitudes  correspondientes  á  los  años 
1873  á  1880,  que  no  revisten  ninguna  importancia.  Todo  esto 
consta  del  inventario  levantado,  el  cual  ha  quedado  archivado  en 
la  oficina  á  mi  cargo. 

Dejando  de  esta  manera  cumplida  la  comisión  que  Y.  £.  se 
sirvió  confiarme,  me  es  grato  saludarle  j  ofrecerle  las  seguri- 
dades de  mi  mayor  consideración  y  respeto. 
^  Dios  guarde  ;áV.  E. 

Felipe  López. 


VISTA   DEL  S£f«Í0R  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Diciembre  12  do  1895. 

Suprema  Corle: 

Las  irregularidades  encontradas  en  los  protocolos  de  la  escri- 
banía de  marina  que  regenteaba  el  escribano  Domínguez,  son  de 
tal  gravedad  y  de  tan  difícil  sübsanacion  algunas  de  ellas,  que 
he  vacilado  largo  tiempo  respecto  á  la  eficacia  de  las  providen- 
cias que  conviniera  adoptar. 

Desde  luego,  todos  los  sellos  correspondientes  á  los  pliegos  en 
que  han  sido  escritos  los  contratos  y  demás  actos,  y  todos  los 
que  han  debido  agregarse  por  cuenta  del  escribano  infractor, 
con  las  multas  correspondientes. 
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Los  protocolos  de  cada  año  que  no  han  sido  cerrados  en  la 
forma  iegal,  deben  serlo  por  medio  de  una  nota  puesta  á  la  ter- 
minación de  cada  uno,  por  el  escribrano  Niklison,  actual  regente, 
expresando  las  circunstancias  en  que  se  veriñca  la  clausura  y  la 
orden  referente. 

Las  escrituras  que  aparecen  sin  firma  de  otorgantes  y 
testigos,  debieran  ser  firmadas  en  un  nuevo  acto  de  ratificación 
de  lo  obrado,  para  lo  cual  el  escribano  regente,  debiera  convo- 
car á  los  interesados  en. cada  caso  y  expresar  en  la  escritura  de 
ratificación^  los  motivos  y  autorización  superior^  que  determinan 
aquel  procedimiento. 

Las  fojas  que  no  hayan  sido  halladas,  debieran  mencionarse 
expresamente  en  la  nota  ó  certificado  que  debe  cerrar  el  proto- 
colo cada  año,  y  como  los  hechos  mencionados^  inducen  la  comi- 
sión de  delitos  graves  como  la  defraudación  de  los  derechos  fis- 
cales por  la  omisión  sistemada  de  los  sellos  requeridos  y  la  fal- 
sificación que  resulta  del  otorgamiento  de  testimonios  referentes 
á  escrituras  irregulares  é  ineficaces  por  falta  de  forma  para 
constituir  derechos,  el  juzgamiento  para  el  castigo  de  los  proce- 
deres culpables  del  escribano  Domínguez,  se  impone  con  arreglo 
á  las  leyes  penales. 

Se  ha  de  servir  Y.  E.  así  disponerlo  dictando  al  efecto  las 
providencias  del  c^iso. 

Sabiniano  Kier. 


WmUm  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Diciembre  21  de  1895. 

De  acuerdo  con  lo  expuesto  por  el  señor  Procurador  General, 
oficíese  al  escribano  Niklison,  con  transcripción  del  precedente 
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dictamen,  á  fin  de  que  proceda  en  cada  caso  con  arreglo  á  lo  en 
él  indicado,  y  temítanse  estas  actuaciones  al  Procurador  Fiscal 
de  la  sección  de  Santa  Fé,  para  que  deduzca  las  acciones  cÍTÜes 
7  criminales  á  que  hubiere  lugar  por  los  procedimientos  del 
escribano  Domínguez,  durante  su  jpermanencia  al  frente  de  la 
escribanía  de  marina.  Avísese  por  oficio  al  Poder  Ejecutivo. 

LUIS  V.  VÁRELA.  —  ABEL  RA- 
ZAN .  —  OCTAVIO  BUtf  GE.  — 
JUAN  E.   TORRENT. 


CAUSA  CCCIilIl 


Don  Antonio  Olioeira  contra  Guzman  y  C",  por  contrato  de 
sociedad;  sobre  indemnización  de  perjuicios 


Sumario.  —  1**  Dado  un  contrato  de  sociedad  sobre  explota- 
ción agrícola  de  un  establecimiento  de  campo,  por  el  cual  un 
socio  industrial  queda  encargado  de  la  administración,  si  los 
socios  capitalistas  y  dueños  del  campo  lo  transfieren  á  otras 
sociedades  sin  mención  ni  intervención  del  socio  industrial, 
éste  no  puede  considerarse  socio  de  dichas  sociedades,  y  deman- 
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darlas  por  falta  de  campllmiento  del   contrato  de  sooiedad, 
auoqae  hayan  continuado  en  la  misma  explotación. 

2°  8i  el  socio  indnstríal  signió  en  la  administración,  tiene 
acción  contra  estas  últimas  para  que  le  paguen,  por  sus  servi- 
cios, el  precio  de  costumbre  que  determiaen  los  Arbitros,  sin 
perjuicio  de  los  dereobos  que  le  correspondan  contra  la  primi- 
tiva sociedad. 


Caso.  -~  Resulta  del 


rallo  del  Jn<9x  Federal 


TucumaD,  Julio  19  de  1893. 

Vistos:  En  la  demanda  entablada  perdón  Antonio  Oliveira 
contra  los  señorea  Gazman  j  compañía,  por  iodemoizacion  de 
daños  j  perjuicio  provenientes  de  falta  de  camplimiento  de  un 
contrato  formulado  entre  ellos  para  la  explotación  agrícola  de  la 
finca  denominada  (Monte  Grande >,  en  esta  provincia,  resulta 
lo  signiebte : 

1°  El  demandante,  acompañando  el  contrato  de  fojas  1  á  2  y 
que  está  suscrito  por  é\  y  los  señores  Lídoro  J.  Quinteros,  don 
Silvano  Bores,  don  Eudoro  Vasqnez  y  don  Eudoro  Robles,  ex- 
pone en  resumen:  que  en  16  de  Julio  de  1889,  formó  con  dichos 
señores  an  contrato  de  sociedad  que  giraría  en  esta  plaza  bajo 
la  firma  «Vázquez  y  compañía>,  para  la  explotación  agrícola  de 
la  referida  finca  <  Monte  Grande  >;  que  dicho  contrato  tenía 
por  objeto  determinar  explícitamente  las  bases  de  la  negocia- 
ción entre  ellos  concertada,  asociándolo  á  la  firma  Vázquez  j 
compañía  para  la  explotación  de  «Monte  Grande»,  en  el  carác- 
ter de  socio  iadnstrial;  que  por  el  contrato  se  le  atribuía  el 
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diez  por  ciento  en  las  utilidades  líquidas  del  negocio,  deducido 
que  fuera  el  interés  que  los  socios  capitalistas  debían  aportar 
en  la  forma  allí  convenida^  quedando  la  administración  de  la 
sociedad  á  su  cargo  por  cláosula  expresa  del  contrato ;  que  la 
negociación  se  llevó  adelante,  emprendiendo  él,  inmediatamente, 
los  trabajos  convenidos,  y  aunque  los  socios  capitalistas  no 
cumplieron  desde  el  primer  año,  en  parte  muy  principal,  las 
obligaciones  de  aporte  de  capital  y  determinados  materiales, 
que  se  habían  impuesto  por  el  contrato,  él  sin  embargo  conti- 
nuó su  tarea  para  poner  el  establecimiento  en  el  pié  de  impor- 
tancia que  se  había  tenido  en  mira  darle;  que  con  fecha  9  de 
Octubre  de  i890,  modificóse  la  constitución  de  las  ociedad,  reti- 
rándose de  ella  los  señores  Vázquez,  Bores  y  Robles  y  entran- 
do en  su  reemplazo  los  señores  Guzman  y  Leston.  y  cambián- 
dose la  firma  c  Vázquez  y  compañía»  por  la  de  cGuzman  y  com- 
pañía»; que  esta  modificación  se  hizo  con  anuencia  suya,  y  la 
carta  que  acompaña  bajo  el  número  dos,  suscrita  por  Guzman  y 
compañía,  tuvo  por  objeto  manifestarle^  explícitamente,  que 
como  era  entendido  entre  él  y  dichos  señores  Guzman  y  com- 
pañía, no  se  alteraba  en  nada  su  situación,  respecto  de  la 
negociación  en  que  era  parte  y  de  cuyas  obligaciones  hacia  él 
se  hacían  responsables  los  nuevos  socios,  como  de  derecho  pro- 
ceda; que  la  base  déla  negociación  concertada  era  la  plantación 
de  caña  dulce  y  la  elaboración  de  sus  productos  por  medio  de 
maquinarias  apropiadas  para  extraerles  el  mayor  rendimiento 
posible,  según  los  últimos  adelantos  en  este  ramo;  que  conse- 
cuente con  el  objetivo  social,  á  la  vez  que  planteaba  en  todos 
^s  ramos  la  negociación,  transformaba  el  bosque  inculto  que 
se  le  entregara  en  centro  de  actividad  y  de  trabajo  reproductivo, 
preparaba  especialmente  la  tierra  adecuada  al  objeto  y  sembra- 
ba en  dos  años  trescientas  cuadras  de  caña;  que  era  terminan- 
temente convenido  en  el  contrato,  que  tan  pronto  como  hubiere 
él  sembrado  doscientas  cuadras  de  caña  tendría  á  su  disposición 
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una  maqaiuaria  completa  para  sn  elaboración  y  alambique  para 
la  preparación  del  alcohol ;  que  á  pesar  de  esto,  y  mal  grado  de 
sus  protestas,  los  socios  capitalistas  faltaron  también  sobreesté 
punto  á  sus  compromisos,  y  comenzó  ¿disminuir  sensiblemente 
el  diez  por  ciento  estipulado  que  le  correspondía  percibir  de  las 
utilidades;  que  la  sociedad  continuó  así  su  marcha  hasta  los  últi- 
mus  meses  en  que  los  socios  capitalistas  le  manifestaron  que 
deseaban  concentrar  sus  negocios  y  con  ese  propósito  desha- 
cerse del  establecimiente  de  c Monte  Grande»;  que  en  efecto  y 
con  sorpresa  de  él,  c  Monte  Grande  >  fué  vendido  á  los  señores 
«Padilla  hermanos»,  á  quienes  entregó  el  establecimiento, 
retirándose  de  él  en  seguida;  que  esta  venta  importa,  por  parte 
de  Guz^man  y  compañía,  romper  el  contrato  de  sociedad  que 
tenían  celebrado,  con  él  en  16  de  Julio  de  1889,  para  la  explo- 
tación agrícola  de  «  Monte  Grande»;  contrato  que  debía  durar 
seis  años,  según  una  cláusula  del  mismo.  El  demandante,  después 
de  enumerar  y  precisar  los  hechos  y  antecedentes  que  pueden 
servir  de  base  á  la  apreciación  de  los  daños  y  perjuicios  deman- 
dados, concluye  por  estimarlos  en  la  suma  de  cieuto  veinte  mil 
pesos,  cantidad  que,  según  él,  deben  indemnizarle  Gnzmau  y 
compañía  por  su  voluntaria  falta  de  cumplimiento,  al  contrato 
de  referencia,  demandándolos,  en  conclusión,  por  dicha  suma. 
^  Los  demandados  piden  el  rechazo  de  la  demanda,  con  cos- 
tas al  demandante,  exponiendo  en  resumen :  que  el  convenio  de 
sociedad  celebrado  en  16  de  Julio  de  1889  y  que  aparece  sus- 
crito por  el  demandante  y  los  señores  Bores  y  Quinteros, 
Vázquez  y  Robles,  apenas  tuvo  tres  meses  y  días  de  existencia, 
pues  que,  en  9  de  Noviembre  del  mismo  año,  quedó  disuelta 
dicha  sociedad,  constituyéndose  por  escritura  pública  una  otra 
bajo  la  razón  social  de  Vázquez  y  compañía,  con  nuevos  socios, 
entre  los  que  entraban  ellos,  los  demandados,  y  faltando  algunos 
de  los  primitivos,  y  que,  por  consiguiente,  es  falso  que  la  sociedad 
<  Guzman  y  compañía  »  haya  sucedido  á  la  de  «Eudoro  Vázquez 
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7  compañia»,  de  que  habla  el  conyenio  presentado  por  el  actor; 
qae  en  la  escritora  pública  de  9  de  Noviembre  de  1889  no 
figura  para  nada  el  demandante,  ni  como  socio,  ni  aun  como 
socio  administrador,  pues  el  artículo  6^  de  ese  contrato  atri- 
buye la  alta  administración  al  nucTj  socio  don  Alfredo  Guzman, 
y  respecto  á  la  administración  inmediata  ó  de  detalle,  se  esti- 
pula que  podría  confiarse  á  persona  extraña  á  la  sociedad^  de 
acuerdo  entre  los  socios;  de  manera  que  ni  aun  en  este  carác- 
ter aparece  el  nombre  del  demandante  en  dicho  nuevo  convenio; 
que  así  pues,  el  señor  Oliveira  que  formaba  parte  del  convenio 
Eudoro  Vázquez  y  compañía  dejó  de  ser  ^ocio  per  la  constitu- 
ción de  la  nueva  sociedad  Vázquez  y  compañía,  que  es  ia  que 
reemplazó  á  aquella,  y  no  la  de  Guzman  y  compañía;  que  aun- 
que pudiera  decirse  que  el  demandante  no  pudo  ser  excluido  por 
sus  coasociados,  de  la  sociedad  de  que  formaba  parte^  esa  sería 
una  cuestión  distinta  déla  presente  entre  Oliveira  y  los  firman- 
tes de  ese  convenio,  cuestión  con  la  que  nada  tiene  que  hacer 
la  sociedad  Guzman  y  compañía,  que  es  extraña  á  ese  acto ;  que 
la  carta  número  %  presentada  por  el  demandante  se  refiere  á  la 
disolución  de  la  sociedad  Vázquez  y  compañía  y  no  á  la  de  Eu- 
doro Vázquez  y  compañía,  como  lo  pretende  aquel,  por  cuanto 
once  meses  después  de  constituida  la  nueva  sociedad  Vázquez  y 
compañía  fué  igualmente  disuelta  ésta  á causa  deque  los  socios 
Bores  y  Vázquez  no  hicieron  el  aporte  de  capital  á  que  estaban 
obligados,  según  consta  también  de  escritura  debidamente  re- 
gistrada, celebrada  por  ante  el  escribano  don  Lauro  Boman,  en 
nueve  de  Noviembre  de  1890,  quedando  recien  en  esta  fecha  los 
señores  Guzman  y  compañía  de  dueños  únicos  de  la  finca 
<  Monte  Grande  > ;  que  además  al  mes  de  celebrarse  el  contrato 
de  fecha  9  de  Noviembre  de  1889,  la  nueva  sociedad  Váz- 
quez y  compañía,  que  reemplazó  á  la  de  Eudoro  Vázquez  y  com- 
pañía^ concedió  al  demandante  y  á  su  hermano  don  César  Oliveira 
un  lote  de  sesenta  cuadras  en  los  mismos  terrenos  de  a  Monte 
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Grande»,  para  qae  hicieran  an  plantío  de  caña,  hecho  que  se 
prueba  por  el  documento  que  se  acompaña  en  dos  fojas  útiles,  y 
que  se  halla  suscrito  por  la  nueva  firma  Vázquez  y  compañía,  re- 
sultando así  que  el  demandante  ni  aún  ignorancia  puede  alegar 
de  la  extinción  de  la  razón  social  Eudoro  Vázquez  y  compañía,  de 
la  que  formaba  parte,  así  como  de  la  existencia  de  la  nueva 
sociedad  que  dejó  sin  efecto  aquella;  que  como  consecuencia  de 
lo  expuesto  es  completamente  falso  que  ellos,  los  demandados, 
se  hayan  considerado  ligados  así  ni  por  un  momento  con  el  señor 
Oliveira  por  razón  del  contrato  que  acompaña  &  sn  demanda; 
que  además,  y  por  último,  no  habiéndose  hecho  constar  que  el 
documento  de  foja  1"  haya  sido  registrado,  como  se  prescribe 
en  el  artículo  296  del  Código  de  Comercio  para  que  obligue  á 
los  socios  en  lo  futuro,  la  demanda  por  este  lado  es  también 
inadmisible. 

3°  Que  habiéndose  recibido  la  causa  á  prueba,  se  ha  produ- 
cido la  que  corre  de  foja.  • .  á  foja. . . 

Y  considerando :  Que  fundándose  la  acción  de  la  demanda  en 
el  documento  de  foja  1 ,  se  hace  necesario  examinar  ante  todo 
la  naturaleza  y  carácter  de  dicho  contrato^  para  ver  si  de  él  se 
desprende  lógicamente  la  acción  que  se  ha  intentado  por  el 
demandante,  cual  es  la  de  sociedad,  sosteniendo  éste  que  con- 
currió á  ese  contrato  su  calidad  de  socio  industrial. 

Que  bien  examinado  dicho  contrato^  no  resulta  de  su  texto  el 
carácter  que  se  atribuye  el  demandante  sino  el  de  un  simple 
mandatario,  administrador  de  la  finca  «  Monte  Grande  ».  En 
efecto,  el  contrato  principia  en  los  términos  siguientes:  cEntre 
los  señores  Lídoro  J.  Quinteros,  Silvano  Bores,  Eudoro  Váz- 
quez y  Eudoro  Robles,  por  una  parte,  y  don  Antonio  Oliveira, 
por  la  otra,  se  ha  convenido  en  lo  siguiente».  Como  se  ve,  desde 
ya  no  se  presenta  el  señor  Oliveira  formando  una  sola  entidad  ó 
personalidad  con  los  señores  Quinteros,  Bores,  etc.,  como  hubiera 
sido  necesario  para  que  se  entendiera  que  lo  que  se  ha  pactado. 
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es  un  contrato  do  sociedad,  desde  que  en  los  de  esta  clase  los 
socios  concurren  en  cuerpo  á  constituir  y  formar  la  sociedad, 
determinando  sus  objetos.  £n  seguida,  el  mismo  contrato  con- 
signa igualmente  :  c  Poseedores  los  primeros  de  la  estancia 
«  Monte  Grande  »,  y  concertados  para  la  formación  de  un  esta- 
blecimiento agrícola  en  ella,  que  tenga  por  base  principal, 
plantaciones  de  caña  dulce,  arroz,  tabaco  y  maíz,  á  la  Tez  que 
la  explotación  de  leña  y  labranzas  de  maderas  que  los  bosques 
de  ella  puedan  ofrecer,  nombrar  al  señorAntonioOliveira  admi- 
nistrador general  de  aquel  establecimiento,  y  se  comprometen 
á  proporcionarle  en  el  término  de  todo  este  año  y  el  entrante,  los 
elementos  que  más  abajo  se  designarán  > .  Según  esto,  no  cabe 
ya  duda,  que  el  señor  Oliveira  intervino  en  el  contrato  que  se 
examina,  como  contratista,  en  el  carácter  de  administrador  del 
negocio  que  se  planteaba  y  se  detallaba  en  el  contrato,  desde 
que  concertados  los  dueños  de  la  estancia  c Monte  Grande» 
para  hacer  de  ella  un  establecimiento  agrícola,  entregan  su 
administración  al  señor  Oliveira,  nombrándole  administrador 
del  negocio  que  se  proponen  explotar  por  el  contrato. 

Que  el  diez  por  ciento  de  las  utilidades  acordado  por  el  con- 
trato al  señor  Oliveira,  no  implica  en  el  caso,  que  por  ese  hecho 
sólo,  lo  que  se  ha  convenido  fuese  un  contrato  de  sociedad,  tanto 
porque  en  el  mismo  contrato  se  dice  que  se  le  acuerda  ese  diez 
por  ciento  en  remuneración  de  su  trabajo,  cuanto  porque  esa 
forma  de  retribución  no  se  opone  á  que  el  contrato  celebrado  sea 
de  mandato  (artículo  1952  del  Código  Civil). 

Que  los  hechos  y  actos  mismos  subsiguientes  al  contrato  de 
que  se  hace  mérito,  revelan  claramente  que  no  ha  sido  la  mente 
de  las  partes  contratantes  celebrar  contrato  de  sociedad  al 
ajustar  el  que  sirve  de  base  á  la  demanda,  porque  si  tal  hubiera 
sido  su  intención,  ella  se  encontraría  justificada  por  alguna  ó 
alguno  de  los  documentos^  cuentas  y  cartas  que  se  han  cruzado 
entre  los  dueños  de  c  Monte  Grande»  y  el  señor  Oliveira  durante 
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SU  larga  administración,  mientras  qae  si  se  examina  los  antece- 
dentes acumulados  en  autos,  no  se  encuentra  en  ninguno  de  ellos 
que  al  señor  Oliveira  se  le  haya  dado  el  título  de  socio,  ni  que 
él  se  lo  hubiese  atribuido  en  sus  relaciones  con  los  que  dice 
fueron  sus  asociados;  así  resulta  muy  especialmente  de  las 
cartas  corrientes  de  fojas  208  á  218. 

Qae  las  declaraciones  de  los  testigos  don  Silvano  Bores  y 
don  Eudoro  Vázquez,  corrientes  á  foja  il8  la  del  primero,  y 
foja  i27  la  del  segundo,  no  tienen  importancia  del  punto  de 
vista  que  el  Juzgado  ha  tomado  la  cuestión,  porque  ellos  no  han 
sido  llamados  á  declarar  categóricamente  sobre  si  el  contrato 
en  discusión  es  de  sociedad,  como  lo  pretende  el  actor,  aunque 
indirectamente,  contestando  á  las  preguntas  del  interrogatorio, 
dan  á  entender  que  dicho  contrato  fué  una  sociedad. 

Queden  consecuencia,  y  no  pudiendo  los  jueces  condenar  al 
demandado  á  dar  6  entregar  una  cosa  distinta  de  la  que  se  ha 
expresado  en  la  demanda,  ó  en  virtud  de  acción  que  no  corres- 
ponde, la  que  se  ha  intentado  fundada  en  el  contrato  de  foja  i 
carece  de  eficacia,  según  la  ley  16,  título  ^i,  partida  3  y  su 
glosa  por  Gregorio  López. 

Por  estos  fundamentos,  fallo:  ordenando  la  absolución  de  los 
demandados  de  la  acción  deducida  contra  ellos  en  este  juicio, 
sin  especial  condenación  en  costas.  Hágase  saber  con  el  original 
y  repónganse  los  sellos. 

Delfin  Oliva. 


Fallo  de  la  Suprenta  Corte 


Buenos  Aires,  Diciembre  26  de  1895. 

Vistos  y  considerando :  Que  la  demanda   deducida   á  foja 
cinco  de  estos  autos  por  don  Antonio  Oliveira,  se  ha  entablado 
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contraía  razón  social  cG-azman  y  compañía»,  compuesta  según 
en  la  misma  se  expresa,  de  los  señores  Lídoro  Quinteros,  Alfre- 
do Gozman  y  Eduardo  Leston^  pidiendo  sea  condenada  al  pago 
de  ciento  veinte  mil  pesos  moneda  nacional  por  daños  é  intere- 
ses, provenientes  de  su  falta  voluntaria  de  cumplimiento  al 
contrato  de  sociedad  celebrado  con  el  actor  en  diez  y  seis  de 
Julio  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve,  para  la  explotación 
agrícola  de  un  establecimiento  de  campo  de  propiedad  de  aque- 
llos, denominado  c Monte  Grande»,  en  el  departamento  Fa- 
maillá  de  la  provincia  de  Tucuman. 

Que  el  contrato  de  sociedad  invocado  por  el  demandante  es  el 
que  aparece  redactado  en  el  documento  privado  de  foja  primera, 
y  celebrado  entre  los  señores  Lídoro  J.  Quinteros,  Silvano  Bo- 
ros, Endoro  Vázquez  y  Endoro  Bobles,  dueños  del  campo  y 
como  socios  capitalistas,  por  una  parte,  y  por  la  otra  el  señor 
Antonio  Oliveira,  como  socio  industrial,  á  quien  se  encarga  de 
la  organización  y  dirección  económica  del  establecimiento  en 
los  diferentes  trabajos  para  los  cuales  se  forma  la  sociedad,  es- 
tipulándose que  ésta  llevará  la  firma  c  Eudoro  Vázquez  y  com- 
pañía »  y  el  señor  Oliveira  recibirá  como  remuneración  de  su 
trabajo  el  diez  por  ciento  de  las  utilidades  en  las  condiciones 
que  allí  se  establecen. 

Que  habiendo  vendido  el  socio  Eudoro  Robles  á  don  Lídoro 
Quinteros,  con  fecha  tres  de  Setiembre  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  nueve  la  acción  que  le  correspondía  en  la  estancia 
€  Monte  Grande »  (foja  setenta  y  tres),  se  celebró  con  fecha 
nueve  de  Noviembre  del  mismo  año  mil  ochocientos  ochenta  y 
nueve  un  contrato  en  escritura  pública  (foja  setenta  y  cinco 
vuelta)  entre  los  señores  don  Silvano  Borres,  don  Eudoro  Váz- 
quez, don  Lídoro  J.  Quinteros,  don  Alfredo  Guzman  y  don 
Eduardo  S.  Leston,  por  el  cual  se  constituye  una  sociedad  bajo 
la  razón  social  <  Vázquez  y  compañía  »  con  el  objeto  de  explotar 
en  diversas  industrias  la  propiedad  denominada  c  Monte  Gran- 
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de>,  siendo  dichas  industrias  las  mismas  que  fueron  materia  del 
contrato  de  diez  y  seis  de  Julio  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
nueye. 

£n  el  nuevo  contrato  se  exprosa  que  la  propiedad  c  Monte 
Grande»,  adquirida  en  su  mitad  por  el  socio  Lf  doro  J.  Quinteros 
7  transferida  á  Guzman  y  compañía,  y  las  dos  cuartas  partes 
restantes  adquiridas  por  don  Silvano  Bores  y  don  Eudoro  Yaz-^ 
quez,  se  transfieren  en  un  todo  y  solo  dominio  á  la  sociedad 
Vázquez  y  compañía. 

Se  estipula  en  el  mismo  contrato,  que  la  ñrma  social  será 
usada  por  los  socios  don  Eudoro  Vázquez  y  Alfredo  Guzman  ; 
que  la  alta  administración  será  ejercida  por  este  último  y  que 
la  administración  inmediata  podrá  estar  confiada  á  persona  ez- 
traña  á  la  sociedad,  en  la  forma  j  modo  que  los  socios  deter- 
minen. 

Que  por  escritura  fecha  Queve  de  Octubre  de  mil  ochocientos 
noventa  (foja  setenta  y  nueve  vuelta)  los  señores  Silvano  Bores 
y  Eudoro  Vázquez  convinieron  con  los  señores  Quinteros,  Guz- 
man y  Leston,  dueños  de  la  razón  social  cGuzman  y  compañía» 
en  que  por  no  haber  podido  cumplir  los  primeros  con  las  obli- 
gaciones que  se  impusieron  en  el  contrato  de  sociedad  de  nueve 
de  Noviembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve,  daban  por 
disuelta  y  extinguida  la  sociedad  c  Vázquez  y  compañía»,  que- 
dando con  el  activo  y  pasivo  de  la  misma  los  miembros  de  la 
sociedad  c Guzman  y  compañía». 

Que  es  un  hecho  plenamente  comprobado  por  diferentes 
constancias  de  los  autos,  que  don  Antonio  Oliveira,  dando  cum- 
plimiento por  su  parte  á  las  estipulaciones  del  contrato  social 
de  diez  y  seis  de  Julio  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve,  se 
recibió  de  la  propiedad  c  Monto  Grande  »  iniciando  y  dirigiendo 
en  ella,  desde  Setiembre  del  mismo  año,  todos  los  trabajos 
tendentes  á  llenar  los  fines  de  la  sociedad,  y  que  continuó  pres- 
tando sus  servicios,  en  calidad  de  administrador  inmediato  de 
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dicho  establecimiento,  no  sólo  cuando  pasó  á  ser  propiedad  de 
la  razón  social  cYazqnez  y  compañía  >,  en  virtud  del  contrato 
de  sociedad  de  nueve  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  ochenta 
y  nueve,  en  que  recien  entraron  á  figurar  como  socios  c  Guzman 
y  compañía»,  sino  cuando  quedó  de  exclusiva  propiedad  de  estos 
señores  por  el  retiro  de  los  socios  Bores  y  Vázquez,  con  fecha 
nueve  de  Octubre  de  mil  ochocientos  noventa,  hasta  que  aque- 
llos lo  vendieron  á  Padilla  hermanos,  á  mediados  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  dos,  cesando  entonces  la  administración  que 
de  él  había  tenido  Oliveira. 

Que  dados  estos  antecedentes,  si  es  incontestable,  como  lo  es 
efectivamente^  el  derecho  de  Oliveira  para  que  se  le  abone  la 
justa  remuneración  que  le  corresponde  por  los  servicios  que  ha 
prestado  á  los  diferentes  dueños  del  establecimiento  c  Monte 
Grande  >,  durante  la  administración  que  ha  tenido  á  su  cargo, 
no  es  menos  cierto  también,  que  no  puede  demandar  el  pago 
deesa  remuneración  á  la  razón  social  c  Guzman  y  compañía» 
ni  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios  que  le  cobra,  invo- 
cando para  ello  el  contrato  de  sociedad  de  diez  y  seis  de  Julio 
de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve,  por  la  sencilla  razón  de  que 
€  Guzman  y  compañía»  no  han  sido  parte  en  dicho  contrato  y 
que, como  á  terceras  personas  extrañas  á  su  celebración,  no  puede, 
de  conformidad  al  artículo  mil  ciento  noventa  y  nueve  del  Có- 
digo Civil,  oponérseles  para  demandar,  en  su  mérito,  el  cum- 
plimiento de  estipulaciones  en  que  no  han  convenido. 

Que  es  de  observar  que  el  contrato  de  nueve  de  Noviembre  de 
mil  ochocientos  ochenta  y  nueve,  por  el  cual  se  constituyó  la 
sociedad  «Vázquez  y  compañía»  en  que  recién  tomó  parte  la 
razón  «Guzman  y  compañía»  no  está  firmada  por  don  Antonio 
Oliveira,  ni  en  él  se  menciona  para  nada  su  nombre,  y  aunque 
ese  contrato  aparece  celebrado  por  todos  los  socios  capitalistas 
que  firmaron  el  de  la  sociedad  con  Oliveira  y  se  refiere  al  mismo 
establecimiento  c Monte  Grande»  destinándolo  á  la  explotación 
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de  idénticas  industrias,  tal  circunstancia  no  autoriza  á  Oliveira 
para  titularse  socio  de  la  sociedad  c  Vázquez  y  compañía»,  ni 
de  «Guzman  y  compañía»,  que  sucedieron  á  ésta  en  su  activo  y 
pasivo. 

La  razón  es  obvia  y  consiste  en  que  Oliveira  no  se  halla  en 
ninguno  de  los  casos  expresados  en  el  artículo  mil  seiscientos 
sesenta  y  siete  del  Código  di  vil,  para  que  se  le  considere  socio 
de  la  sociedad  c  Vázquez  y  compañía»  :  Primero,  porque  es  dis- 
tinto el  personal  de  ésta  y  del  que  adoptó  la  razón  social  cEu- 
doro  Vázquez  y  compañía  »  y  diferentes  sus  estipulaciones  con 
relación  á  la  administración  de  ambas ;  Segundo^  porque  c  6uz«- 
man  y  compañía  »  no  han  entrado  á  la  explotación  industrial  del 
establecimiento  c Monte  Grande»  por  clausula  alguna  del  con- 
trato de  diez  y  seis  de  Julio  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve, 
que  nada  estipula  al  respecto;  Tercero,  porque  el  contrato  de 
nueve  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nuevo  aunque 
se  haya  celebrado  para  la  explotación  del  mismo  establecimiento 
con  los  socios  capitalistas  de  la  primera  sociedad  cEudoro  Váz- 
quez y  compañía  »,  no  lo  ha  sido  con  todos  los  socios  que  for- 
maban esit^  razón;  y  Cuarto,  porque  siendo  el  único  administrador 
de  esta  sociedad  don  Antonio  Oliveira,  ni  estaba  autorizado  para 
admitir  nuevos  socios  en  ésta,  ni  se  le  ha  tomado  en  cuenta 
para  la  constitución  de  la  Sociedad  c  Vázquez  y  compañía  » . 

Que  tampoco  ha  probado  Oliveira  de  un  modo  suficiente  que 
al  tomar  la  administración  inmediata  del  establecimiento 
€  Monte  Graiíde  »  bajo  la  nueva  razón  social  c  Vázquez  y  com- 
pañía »  y  continuando  con  ella  bajo  la  de  cGuzman  y  compañía» , 
hubiese  estipulado  con  sus  socios  que  tendría  como  remunera- 
ción de  sus  servicios  el  diez  por  ciento  de  las  utilidades. 

La  prueba  que  á  este  respecto  ha  producido  Oliveira  consiste 
en  las  declaraciones  do  los  testigos  don  Silvano  Bores  y  don 
Eudoro  Vázquez  á  las  preguntas  octava  y  novena  de  li>s  inte- 
rrogatorios de  fojas  ciento  trece  y  ciento  veinte  y  cuatro,  en  que 
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se  les  pregunta  si  era  el  pensamiento  y  voluntad  de  los  de- 
clarantes, cuando  se  tranformó  la  primitiva  sociedad  «Eudoro 
Yazquez  y  compañía  »,  que  las  relaciones  con  Oliveira  y  el  diez 
por  ciento  que  le  aseguraba  en  el  negocio  el  contrato  primitivo, 
subsistiesen  sin  alteración  y  si  la  misma  intención  y  voluntad 
se  manifestó  por  los  socios  Quinteros  y  cGuzman  y  com- 
pañía » . 

Como  se  ve,  no  asevera  Olivoira  que  estos  señores^hubiesen 
estipulado  con  él  la  remuneración  del  diez  por  ciento  de  las  uti- 
lidades que  pretende,  sino  que  tal  fué  su  intención  y  voluntad; 
y  aunque  los  testigos  Bores  y  Yazquez  contestan  afirmativa- 
mente  dichas  preguntas,  sus  declaraciones  no  pueden  tomarse 
como  una  prueba  bastante  de  la  obligación  que  se  pretende 
hacer  pesar  sobre  c  Guzman  y  compañía  »,  como  procedente  de 
un  convenio  que  niegan  éstos  haber  celebrado,  y  que  por  su 
importancia  no  podría  probarse  tampoco  con  testigos,  aun 
cuando  éstos  no  fuesen  justamente  tachables  por  el  interés  de 
declinar  sobre  terceros^  responsabilidades  de  un  contrato  pri- 
mitivo en  que  éstos  no  fueron  parte,  y  sí  los  testigos  como  su- 
cede en  el  caso  ocurrente. 

Que  además  tratándose  de  la  remuneración  debida  á  manda- 
tarios por  negocios  ejecutados  por  su  intermedio,  esta  Suprema 
Corte  tiene  declarado  en  la  sentencia  que  se  registra  en  el  tomo 
quince,  serie  segunda,  página  diez  y  nueve  de  sus  fallos,  que 
la  contradicción  entre  la  afirmación  improbada  del  demandante 
de  haber  mediado  estipulación  verbal  por  cantidad  determinada 
y  la  negación  del  demandado,  se  resuelve  legalmente  en  que  nó 
la  hubo;  pero  aun  cuando  en  el  presente  caso,  no  se  haya  ajus- 
tado un  precio  entre  Oliveira  y  la  sociedad  c  Yazquez  y  compa- 
ñía» ni  con  Guzman  y  compañía  por  los  servicios  que  el  primero 
les  ha  prestado  en  la  administración  del  establecimiento  c  Mon- 
te Grande»,  siendo  esos  servicios  de  la  profesión,  ó  modo  de 
vivir  de  don  Antonio  Oliveira,  justo  es  que  se  le  paguen  enten- 
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diéndoae  que  ajustaron  el  preeio  de  costumbre  para  ser  deter- 
minado por  arbitros,  como  lo  dispone  el  artículo  mil  seiscientos 
Teinte  siete  del  Código  Civil. 

Que  Guzman  y  compañía  no  pueden  eludir  el  pago  en  esta 
forma,  de  la  justa  remuneración  de  los  serTÍcios  de  Oliveira. 
alegando  de  que  ya  le  han  pagado  los  sueldos  de  que  instruyen 
los  asientos  de  sus  libros  de  comercio,  cuya  compulsa  el  mismo 
Oliveira  solicitó  para  hacer  la  prueba  que  le  convenía  en  apoyo 
de  su  demanda  de  foja  cinco,  porque  si  bien  es  Terdad  que  Oli- 
veira no  puede  negar,  ni  ha  negado  la  verdad  de  las  entregas 
que  aquellos  le  han  hecho  por  su  cuenta  particular  y  que  constan 
en  sus  libros,  no  podría  ni  sería  justo  admitir  que  ellas  han 
tenido  la  calidad  de  pago  chancelatorio  de  la  remuneración  de- 
bida por  los  senricios  de  Oliveira,  cuando  éste  la  niega,  y  no 
se  ha  acreditado  por  Guzman  y  compañía  que  precediera  una 
estipulación  formal  por  la  cual,  de  común  acuerdo,  se  fijara  un 
sueldo  mensual  por  los  servicios  de  aquel,  sueldo  que  no  puede 
quedar  librado  á  la  fijación  arbitraria  que  dichos  señores  pre- 
tenden hacer. 

Por  estos  fundamentos :  se  revoca  la  sentencia  apelada  de 
foja  doscientos  setenta  y  dos,  en  cuanto  absuelve  á  los  deman- 
dados de  toda  responsabilidad  para  con  el  actor;  y  devuélvanse 
al  juzgado  de  su  origen  para  que  proceda  con  arreglo  á  lo  esta- 
blecido en  el  considerando  penúltimo  de  esta  resolución;  sin 
perjuicio  de  los  derechos  que  correspondan  al  demandante  con- 
tra la  primitiva  sociedad . 

Sepóngase  el  papel  y  notifíquese  con  el  original. 

LUIS  y.  YABELA.  —  ABEL  EAZAM.  — 
OCTAYIO  ECIIGB.  —  iüAK  C.  TO- 
BBEHT. 
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CAUSA   CCCXI¥ 


Sobre  extradición  del  ingeniero  don  Federico  Síavelius^  pedi- 
da por  el  Juez  del  Crimen  de  Córdoba^  en  la  causa  seguida 
por  falso  testimonio  y  ejercicio  ilegal  de  la  profesión. 


Sumario.  —  La  negativa  del  tribunal  requerido  á  cumplir 
un  exhorto  de  extradición^  fundada  principalmente  en  que  el 
conocimiento  de  la  causa  que  lo  motiva  corresponde  al  juez  re- 
querido, y  no  al  requirente,  importa  la  instauración  de  una 
contienda  de  competencia,  que  la  Suprema  Corte  no  puede  re- 
solver con  sólo  el  fallo  del  tribunal  requerido,  y  sin  que  el  juez 
requirente  se  baya  pronunciado  respecto  á  dicho  fallo. 


Caso.  —  Sesulta  de  las  siguientes  piezas  : 


EXHORTO 


El  doctor  Antenor  de  la  Vega,  Juez  de  3*  Nominación  en  lo 
Criminal  de  la  provincia  de  Córdoba,  al  señor  Juez  de  Instruc- 
ción en  turno  de  la  ciudad  de  Buenos  Aires,  saluda  y  hace  saber: 
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Qoe  en  el  sumario  que  se  instruye  ante  este  Juzgado  contra  el 
señor  Federico  Stavelins  por  suponérsele  autor  de  los  delitos 
de  falso  testimonio  y  ejercicio  ilegal  de  la  profesión  de  inge- 
niero civil  de  esta  provincia,  se  ha  dictado  el  auto  que  á  con- 
tinuación se  trascribe: 

<  Córdoba,  Setiembre  diez  y  seis  de  mil  ochocientos  noventa 
y  cinco.  Autos  y  vistos :  la  denuncia  presentada  en  forma  por 
el  doctor  Juan  Bialet  Massé,  usando  del  derecho  que  le  acuerda 
el  artículo  134,  Código  de  Procedimientos  en  lo  Criminal,  con- 
tra don  Federico  Stavelius,  por  suponerle  autor  de  los  delitos 
de  falso  testimonio  y  ejercicio  ilegal  de  la  profesión  de  inge- 
niero en  la  causa  seguida  contra  el  denunciante  señor  Bialet  y 
don  Carlos  A.  Casaffousth,  por  atribuírseles  defraudaciones  y 
malas  construcciones  en  las  obras  de  riego  del  Bío  I"*.  Y  con- 
siderando: V  Que  los  documentos,  piezas  de  convicción  y  de- 
más antecedentes,  que  por  mandato  judicial  han  sido  agregados 
en  forma  por  secretaría,  que  corren  respectivamente  de  fojas  10 
á  33  vuelta,  35  á  37  vuelta,  38  á  51 ,  52  á  154  vuelta,  155  á 
160, 161  i  a05  vuelta  y  206  i  211  de  estas  diligencias,  apa- 
recen presunciones  ó  indicios  de  criminalidad  contra  el  denun- 
ciado señor  Stavelius;  ^  Que  siendo  así,  el  juzgado  está  en 
el  deber  de  practicar  todas  las  diligencias  que  sean  necesa- 
rias para  llegar  á  la  investigación  del  hecho  punible,  y  consi- 
derar al  señor  Stavelius  como  presunto  autor  de  los  delitos  que 
se  le  imputan  (artículo  150,  ley  citada).  Por  estas  consideracio- 
nes se  resuelve:  declarar  procesado  y  como  tal  sujeto  á  las  res- 
ponsabilidades del  presente  juicio  al  señor  Federico  Stavelius. 
Precédase  á  la  instrucción  del  sumario  correspondiente  para  la 
debida  averiguación  del  hecho,  evacuando  todas  las  citas  y  dili- 
gencias que  fueren  necesarias,  j,  en  consecuencia,  ordénase  la 
detención  preventiva  del  señor  Stavelius,  y  á  es^e  efecto,  te- 
niendo su  domicilio  en  la  ciudad  de  Buenos  Aires  y  de  acuerdo 
con  el  artículo  98  del  Código  mencionado,  líbrese  exhorto  al 
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juzgado  que  corresponda,  y  con  noticia  fiscal  sirva  el  presente 
de  suficiente  auto  cabeza  del  proceso.  Líbrenselos  oficios  del 
caso.  -—  .4:  de  la  Vega. — Ante  mí;  Fidel  R.  Centeno  >. 

En  tal  virtud  ruego  y  exhorto  á  Y.  S.  quiera  diligenciar  el 
presente  en  cuanto  se  refiere  á  la  detención  y  remisión  del  se- 
ñor Stavelius  á  esta  ciudad,  quedando  el  infrascripto  obligado 
á  la  reciprocidad  en  casos  análogos. 

Dado,  firmado  y  sellado  en  el  Palacio  de  Justiciado  la  ciudad 
de  Córdoba  á  diez  y  siete  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  cinco.  —  A.  de  la  Vega.  —  Fidel  IL  Centeno,  secre- 
tario. Hay  un  sello  del  Juzgado  de  3*"  Nominación  en  lo  Crimi- 
nal, Córdoba.  Certifico  que  el  doctor  Antenor  de  la  Vega  es 
Juez  del  Crimen  de  3^  Nominación  de  esta  Capital  y  el  señor 
Fidel  B.  Centeno  su  secretario,  ambos  en  ejercicio  de  sus  fua- 
eiones  y  que  el  sello,  firmas  y  rúbricas  que  anteceden  son  au- 
ténticas. Córdoba,  Setiembre  18  de  1895.  —  A.  Viramonte, 
secretario  del  Superior  Tribunal.  Hay  un  sello  del  secretario 
del  Superior  Tribunal  de  Justicia,  Córdoba.  Está  en  forma  y 
conforme  á  la  ley  nacional  del  63,  y  acuerdo  de  este  Superior 
Tribunal  de  21  de  Noviembre  del  año  próximo  pasado,  á  solici- 
tud del  interesado  se  expide  el  presente  firmado  por  mí  el  pre- 
sidente del  Superior  Tribunal  de  Justicia,  en  Córdoba  fecha 
utsupra.  —  Pedro  Vázquez  de  Novoa.  Hay  un  sello  del  Supe- 
rior Tribunal  de  Justicia,  Córdoba. 


FALLO  DEL  JUEZ  DE  INSTRUCCIÓN 


^  •    Buenos  Aires,  Setiembre  23  de  1895. 

Autos  y  vistos :  Besultando  de  la  declaración  que  antecede, 
debidamente  constatada  la  identidad  del  ingeniero  Federico 
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Stayelius,  remítasele  en  calidad  de  detenido,  comanicado,  al 
Departamento  Central  de  Policía,  á  disposición  de  este  juzga- 
do, 7  concédese  la  extradición  solicitada  por  el  señor  Jaez  del 
Crimen  de  la  cindad  de  Córdoba,  á  cuyo  jazgado  será  conducido 
por  la  persona  qne  él  se  sirva  autorizar  al  efecto. 

Félix  C.  Constanza. 
Ante  mí  : 

E.  R.  Sobral. 


AUTO  DEL  JUEZ  DE  INSTRUCCIÓN 

Buenos  Aires,  Diciembre  23  de  1895. 

T  vistos :  las  actuaciones  que  anteceden  practicadas  en  el 
exhorto  de  foja  1" ;  y  considerando:  Que  es  un  principio  consa- 
grado por  nuestro  Código  de  lo  Criminal  en  su  artículo  647, 
que  sólo  el  juez  de  la  causa  es  el  competente  para  conocer  en  el 
incidente  sobre  extradición. 

Que  consecuente  con  este  principio,  el  juez  exhortado  debe 
limitar  su  acción  al  examen  de  las  formas  extrínsecas  de  los  do- 
cumentos presentados  y  á  constatar  la  identidad  de  la  persona 
cuya  extradición  se  solicita,  hecho  lo  cual,  debe  proceder  á  po- 
nerlo en  libertad,  en  el  caso  del  artículo  653,  ó  á  su  remisión 
inmediata  y  sin  más  trámite  al  juez  exhortante,  en  el  caso  del 
artículo  676. 

Que  las  extriidiciones  coq  paises  extranjeros  deben  pedirse  y 
concederse  su  sujeción  al  artículo  646  del  Código  de  Procedi- 
mientos y  entonces  le  es  aplicable  lo  expresamente  dispuesto 
por  el  artículo  651 ;  pero  las  interprovinciales  sólo  requieren  los 
requisitos  que  menciona  el  artículo  373  y  su  complementario 
el  374. 
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£1  último  artículo,  puede  argumentarse,  que  es  exclusi?a- 
mente  para  las  solicitadas  por  los  jueces  de  esta  Capital,  por 
la  razón  que  cada  estado  federal,  de  acuerdo  con  principios  cons- 
titucionales, dicta  sus  leyes  de  procedimientos;  pero  desde  que 
estos  jueces  pueden  pedirlos  y  que  ese  pedido  es  únicamente  en 
nombre  de  la  reciprocidad,  claro  es  también  que  pueden  conce- 
derlas, pues  de  lo  contrarío  se  establecería  una  diferencia  des- 
Tentajosa  para  los  estados  argentinos  entre  sí,  comparadas  con 
las  franquicias  concedidas  á  las  naciones  extranjeras,  á  las  que 
se  les  pide  y  se  les  otorga  extradición  por  idénticas  causas  con 
sujeción  á  nuestro  Código  de  Procedimientos,  en  cuanto  á  los 
recaudos  que  deben  acompañar  al  exhorto  (artículo  651). 

El  exhorto  de  foja  1*  contiene  la  relación  de  la  causa  que  lo 
motiva  y  testimonio  íntegro  del  auto  de  detención ;  luego  si  con 
estos  recaudos  podemos  pedir  la  extradición  de  una  persona 
asilada  en  otra  provincia,  como  lo  dice  el  artículo  374,  ¿qué 
fundamento  legal  se  opone  á  que  con  los  mismos  recaudos  la  po- 
damos conceder  ? 

El  artículo  676  establece  que  el  juez  de  la  sección  á  quien  la 
requisitoria  se  dirija  con  los  requisitos  del  675  ordenará  la 
captura  de  la  persona  cuya  extradición  se  pide,  y  que  probada 
su  identidad,  lo  remitirá  sin  más  trámite  al  juez  requirente,  á 
cuyo  efecto  se  procederá  como  queda  establecido  para  con  otra 
nación;  y  el  artículo  675  exige  copia  legalizada  del  auto  de  pri- 
sión si  se  tratare  de  nn  procesado. 

Se  trata  en  este  caso  de  un  procesado  ausente  del  lugar  del 
juicio,  por  cuya  causa  no  ha  sido  posible  tomarle  declaración 
indagatoria,  luego  tampoco  se  ha  podido  dictar  auto  de  pri- 
sión, porque  la  indagatoria  es  requisito  indispensable  y  piévio 
al  auto  de  prisión,  artículo  366  del  citado  Código,  y  si  sola- 
mente el  de  detención^  cuyo  testimonio  acompaña;  todos  los 
datos  necesarios  para  justificar  la  identidad  del  presunto  delin- 
cuente se  encuentran  en  el  exhorto  y  esa  identidad  está  ya  ecos- 
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tatada.  Nada  más  puede  hacer  el  jaez  exhortado  qae  no  sea 
conceder  la  extradición,  aplicíando  el  artícalo  676,  porque  de  lo 
contrario,  sería  entrar  en  el  fondo  del  asunto  y  esto  está  ex- 
presamente reservado  al  Juez  de  la  causa. 

La  simple  lectura  del  inciso  3**  del  artículo  651  é  incisos  3"", 
4^,  5°  y  6^  del  artículo  655,  demuestra  que  esos  casos  son  de 
exclusiva  aplicación  para  las  naciones  extranjeras;  puesto  que 
ellos  se  refieren  á  la  ley  que  pena  el  delito  acusado,  si  esas  pe- 
nas son  arregladas  á  la  ley  del  país  requirente,  si  la  acción  pe- 
nal ó  p^a  respectiva  está  proscripta  y  si  la  sentencia  ó  auto 
de  prisión  han  sido  expedidos  por  los  tribunales  competentes 
del  país  requirente,  y  nada  de  esto  es  aplicable  al  caso  sub-ju^ 
dicey  en  el  que  se  trata  de  un  pedido  hecho  por  la  autoridad  ju- 
dicial de  un  estado  federal  á  las  de  otro  ú  otros,  que  unidas  for- 
man el  cuerpo  político  llamado  nación,  regido  por  la  misma  ley 
penal. 

El  juez  exhortante  es  tal  juez,  y  está  en  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones como  lo  certifica  el  señor  presidente  del  Superior  Tribu- 
nal de  Justicia  de  la  provincia  de  Córdoba  y  aquel  magistrado 
reclama  la  causa  en  que  por  jurisdicción  propia  entiende,  luego 
su  competencia  es  indiscutible  en  este  Juzgado  para  el  pedido 
que  contiene  el  exhorto  referido . 

Por  todo  lo  expuesto  no  se  hace  lugar  á  los  pedidos  conteni- 
dos en  el  1°  y  2°  punto  del  escrito  que  antecede,  negándose  el 
recurso  de  apelación  interpuesto  en  el  S"",  por  no  proceder.  Há- 
gase saber. 

Félix   C-    Constanza. 

Enrique  S.  Sobral, 
Secretario. 
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FALLO  DE  LA  ECXHA.   CÁMARA   DE  APELACIONES 


Buenos  Aires,  Octubre  19  de  1895. 

Y  vistos  :  El  Jaez  del  Crimen  de  la  S**  nominación  de  la  pro- 
vincia de  Córdoba,  exhorta  al  de  instrucción  en  turno  de  esta 
capital,  para  (jue  detenga  y  se  remita  el  vecino  de  ella  D.  Fe- 
derico Stavelius,  por  haber  dictado  contra  él  auto  de*  pri&ion 
en  el  juicio  que  por  denuncia  del  señor  Juan  Bialet  Massé 
se  sigue  ante  el  juzgado  del  exhortante  contra  dicho  Stavelius, 
por  falso  testimonio  y  ejercicio  ilegal  de  la  profesión  de  in- 
geniero  en  aquella  provincia. 

Ordenado  por  el  juez  de  instrucción,  Dr.  Constanza,  el  cum- 
plimiento de  lo  solicitado  en  el  exhorto,  sin  más  trámite  que 
la  identificación  personal  de  Stavelius  y  detenido  éste,  inter- 
puso en  tiempo  los  recursos  de  reposición  y  apelación  en  sub- 
sidio, contra  el  auto  mencionado. 

Denegados  ambos  por  el  juez  y  concedido  el  segundo  por 
esta  Cámara,  fué  sustanciado  en  relación  con  el  señor  fiscal 
y  audiencia  del  recurrente  y  del  denuciante,  por  quienes  infor- 
maron in  vocelos  doctores  D.  Benjamín  Faz  (hijo)  y  D.  Roque 
Saenz  Peña,  en  cuyo  acto  el  abogado  de  Stavelius  insistió  en 
los  fundamentos  aducidos  en  su  escrito  de  reposición  de  su 
contrario,  que  tanto  el  informe  pericial  como  la  declaración 
que  ha  dado  origen  á  la  denuncia  ó  procedimiento  del  Juez  de 
Córdoba  los  había  realizado  su  patrocinado  en  esta  capital, 
por  cuya  razón  además  de  las  otras  que  adujo,  sostenía  que  no 
podía  ser  juzgado  en  Córdoba,  sino  aquí. 

Y  considerando :  1^  Que  según  el  artículo  7^  de  la  Consti- 
tución Nacional,  los  actos  públicos  y  procedimientos  judiciales 

de  una  provincia  gozan  de  entera  fe  en  las  demás  y  el  Cou- 
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greso  puede  por  las  leyes  generales  determinar  cuál  será  la 
forma  probatoria  de  esos  actos  y  procedimientos  j  los  efectos 
legales  que  producirán. 

Por  el  artículo  8®  de  la  misma,  la  extradición  de  criminales 
es  la  obligación  reciproca  entre  todas  las  provincias ;  por  ley 
nacional  de  26  de  Agosto  de  1863,  reglamentaria  del  primero 
de  esos  artículos,  quedó  establecida  la  forma  y  autenticación  de 
tales  actos,  disponiéndose  eo  el  artículo  i""  que  los  que  se  pre- 
sentasen así  autenticados,  merecerán  tal  fé  y  crédito  y  surtirán 
tales  efectos  ante  todos  los  tribunales  y  autoridades  dentro  del 
territorio  de  la  Nación,  como  por  UbO  y  ley  le  corresponde 
ante  los  tribunales  y  autoridades  de  la  provincia  de  donde 
proceden. 

Si  esas  disposiciones  hubieran  de  aplicarse  según  su  tenor 
literal,  parecería  indiscutible  que  el  cumplimiento  de  un  auto 
de  prisión  pedido  á  un  juez  de  provincia  por  el  de  otra  que 
lo  hubiese  dictado,  debería  llevarse  á  cabo^  sin  más  requi- 
sito que  la  autenticación  en  forma  del  acto  y  la  identificación 
de  la  persona  contra  quien  fué  expedido,  como  lo  ha  hecho 
en  el  presente  caso  el  juez  de  instrucción  en  el  auto  apelado; 
pero  á  pesar  de  la  claridad  y  generalidad  de  sus  términos,  ni 
el  precepto  constitucional  ni  la  prescripción  legislativa,  pueden 
ni  deben  aplicarse  según  el  rigorismo  de  su  letra,  si  tal  apli- 
cación hubiera  de  conducir  al  menoscabo  de  las  jurisdicciones 
provinciales  6  locales.  Primero :  porque  esas  jurisdicciones  están 
regidas  exclusivamente  por  la  legislación  local  de  la  provincia 
6  territorio  en  que  se  ejerce,  como  resulta  de  los  artículos  5^, 
104  y  105  de  la  Constitución  Nacional  y  especialmente  en 
cuanto  á  la  aplicación  de  los  Códigos  Civil  y  Comercial^  Penal 
y  de  Minería,  del  artículo  67,  inciso  11,  que  atribuye  la  apli- 
cación de  los  mismos,  á  los  tribunales  federales  ó  provinciales, 
según  que  las  cosas  ó  Uis  personas  cayeren  bajo  sus  res- 
pectivas jurisdicciones ,  así  como  el    artículo  107  que  auto- 
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riza  á  las  proYÍacias  para  celebrar  tratados  parciales  para 
fines  de  administración  de  justicia.  Segundo:  porque  siendo 
nuestro  gobierno  de  poderes  limitados,  las  autoridades  cons- 
tituidas no  pueden  ultrapasar  los  límites  que  les  han  sido  fija- 
dos en  la  carta  fundamental,  sin  incurrir  en  violación  de  la 
misma  y,  por  consiguiente,  sin  realizar  un  acto  nulo,  desde  que 
la  Constitución  es  la  ley  suprema  del  país  (artículo  32 , Consti- 
tución nacional).  lercero  :  porque  al  fijar  el  Congreso  los  efec- 
tos que  deb€n  producir  en  una  provincia  los  actos  públicos  y 
procedimientos  judiciales  de  otra,  debidamente  autenticados, 
no  ha  sido  ni  podido  ser  su  mente  conferir  á  las  autoridades 
de  la  provincia  de  que  proceden,  una  jurisdicción  más  amplia  ó 
mayores  atribuciones  que  las  que  por  derecho  le  corresponde, 
y  al  ordenar  el  artículo  8""  de  la  Constiucion,  como  una  obli- 
gación recíproca  entre  las  provincias,  la  extradición  de  cri- 
minales, tampoco  ha  sido  ni  podido  ser  su  mente  referirse  á 
otros  criminales  que  los  que  hayan  delinquido  en  el  territorio  de 
la  provincia  que  los  reclama,  y  eso  sin  perjuicio  de  la  juris- 
dicción que  por  razón  de  las  personas  ó  de  las  cosas  puedan  co- 
rresponder a  los  jueces  de  aquella  en  que  se  hallaa  asilados, 
pues  de  otro  modo  esa  disposición  se  hallaría  en  pugna  con  la 
del  67,  inciso  ll""  de  la  parte  citada.  Cuarto  :  que  de  las  an- 
teriores premisas  se  deducen  como  consecuencia  ineludible, 
que  cuando  un  juez  de  una  provincia  requiere  del  de  otra  el 
cumplimiento  de  una  orden  por  él  dictada,  el  requerido  debe 
examinar:  P  si  la  requisición  reviste  las  condiciones  debidas 
de  autenticidad;  2""  si  la  resolución  cuyo  cumplimiento  se  pide 
afecta  ó  no  su  jurisdicción,  porque  si  la  afectara  no  debería  darle 
cumplimiento,  en  razón  de  que  la  ley  es  de  orden  público  y  de 
que  es  deber  de  todo  juez  defender  aquello  de  que  se  halla 
investido  y  no  le  es  dado  renunciar . 

De  ahí  la  fórmula  consagrada  al  decretarse  el  complimieoto 
de  todo  eihorto,  ya  internacional  ya  interprovincial :  «sin  per- 
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jaicio  de  la  jarisdiocion  de  este  juzgado,  dése  cumplimiento, 
etc.» 

Considerando  S"" :  Qae  estos  mismos  principios  son  enseña- 
dos por  renombrados  maestros  del  derecho  constitucional  ame« 
ricano  y  han  sido  sancionados  por  la  jurisprudencia  de  la 
Suprema  Corte  y  otroi?  tribunales  de  los  Estados  unidos,  con 
motiyo  del  examen  y  aplicación  del  artículo  4,  sección  1'  y  2* 
de  la  Cunstitucion  y  ley  de  26  de  Mayo  de  1790  de  ese  país, 
que  han  sido  la  fuente  de  los  artículos  7°  y  8°  de  nuestra  Cons- 
titución y  de  la  ley  de  26  de  Agosto  de  1863. 

Así,  el  juez  Story^  refiriéndose  á  la  cláusula  del  artículo  4^, 
sección  1*,  se  expresa  como  sigue:  <Por  la  Constitución  de  los 
Estados  Unidos  está  declarado  que  se  dará  entera  fé  y  crédito 
en  cada  Estado  á  los  actos  públicos,  registros  y  procedimientos 
judiciales  de  los  demás.  Y  el  Congreso,  en  uso  de  la  facultad 
dada  por  la  Constitución  en  cláusula  subsiguiente,  ha  dispuesto 
que  las  sentencias  de  los  tribnnales  de  un  P'stado  tendrán  la 
misma  fé  y  crédito  en  los  demás  que  la  que  tienen  en  aquel 
donde  fueron  dictadas. 

<  Por  consiguiente,  están  colocadas  bajo  on  pié  de  perfecta 
igualdad  en  las  sentencias  de  los  tribnnale.4  locales. 

<  Pero  esto  no  obsta  á  que  se  iuTestigne  la  jurisJiccíon  del 
tribunal  que  lab  dictó,  ni  á  que  se  indague  el  derecho  del  K^- 
tado  para  ejercer  autoridad  por  razón  de  htfi  persona*»  6  malhería 
del  pleito,  ni  á  que  se  examine  si  el  fallo  entá  fur.dado,  y  es 
impugnable  por  fraude  manifiesto.  La  Conjfttíucíon  ruj  %e  Jíto* 
puso  conferir  ninguna  nueva  facultad  á  h$  PMado%,  %in/t  nm^ 
plemenie  reglar  el  efecto  de  sni  jurádíceion  reconocidas  *^Me 
penónos  6  cosas  dentro  de  su  terrip/rvj.  No  h.zo  de  lo»  fal-frt 
deciros  Estados  fallo)  lócale*»  en  VA'>  verntido,  %ído  qae  leí  di^ 
únicamente  Tal  de2  general  é  igual  fé  y  crédito)  q^j*  i  U  erí- 
dencia...9  (Con/Jict  of  La>r$^  párrafo  609,  8*  edí^ríon;  On  the 
Ccnstitution,  párrafo  1313,  4*  edíeíon;. 
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En  igual  sentido  se  expresa  el  canciller  Eent,  en  sus  Gomen- 
mentarlos  sobre  el  Derecho  americano. 

«La  doctrina,  en  el  caso  de  Millo  versas  Dnrgee,  dice  ese 
autor,  debe  acepturse  con  la  limitación  de  que  en  todas  las 
instancias  puede  investigarse  la  jurisdicción  del  tribunal  que 
pronunció  el  fallo,  y  que  la  excepción  nihil  debet  habilita  al 
demandado  para  demostrar  que  el  tribunal  no  tenía  jurisdicción 
sobre  su  pgrsona.  Solamente  cuando  la  jurisdicción  del  tribu- 
nal de  otro  Estado  no  es  desconocida,  ya  por  razón  de  la  ma- 
teria ó  de  la  persona,  el  testimonio  del  fallo  hace  plena  fe  y 
crédito.  El  tribuna!  debe  haber  tenido  jurisdicción  no  sólo  por 
la  causa  sino  también  por  las  partes  para  que  el  juicio  sea 
definitivo  y  concluyente».  {Commentary  on  american  laws,  nota 
6  á  la  sección  261,  página  288,  edición  13").  T  Cowley,  refi- 
riéndose especialmente  á  la  extradición  de  delincuentes  entre 
los  Estados,  después  de  recordar  qiie  ella  es  de  pleno  derecho 
y  no  de  mera  cortesía,  como  podría  serlo  á  falta  del  precepto 
constitucional^  y  que  el  punto  ha  sido  muy  estudiado  por  los  tri- 
bunales cuando  han  tenido  que  examinar  la  naturaleza  y  alcance 
de  ese  precepto,  menciona  entre  otras  las  decisiones  judiciales 
que  han  declarado :  «  que  el  delito  debe  haberse  cometido  real- 
meute  dentro  del  Estado  requirente  y  el  acusado  debe  haber 
huido  de  allí»  (Exparte  Smidt,  3,  Me  Lean  133) ;  «que  debe 
existir  apariencia  de  causa  suficiente  para  la  detención  antes 
de  que  la  requisición  pueda  prosperar,  pero  que  después  que 
ha  sido  sustanciada  y  cumplida,  los  tribunales  de  Estado  son 
competentes  por  habeas  corpus  para  rever  los  antecedentes,  y 
si  hallan  que  no  existe  causa  legal  suficiente  ordenar  la  libertad 
del  detenido».  (Es  de  notar  que  en  los  Estados-Unidos  el  pen- 
dido de  extradición  se  hace  y  cumple  por  las  órdenes  ejecu- 
tivas de  los  Estados).  Y  finalmente,  «que  los  tribunales  fede- 
rales no  tienen  atribuciones  para  compeler  á  las  autoridades 
de  los  Estados,  al  cumplimiento  de  sus  deberes  so  pretexto  de 
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esa  prescripción  constitucionaU.  (^Constüutional  limitation, 
nota  página  21 ,  edición  4*") . 

Considerando  4^ :  Que  toda  la  argumentación  de  los  constitu- 
cionalistas  americanos  sobre  estos  pontos  es  perfectamente 
aplicable  á  la  Constitacion  Argentina,  como  lo  hace  notar  don 
N.  Calvo,  refiriéndose  á  los  artículos  7°  de  ella  (en  la  nota  á 
la  traducción  Obent^  página  166,  tomo  ^) ;  y  por  lo  mismo  la 
doctrina  y  jurisprudencia  recordada  debe  aceptarse  como  pre- 
cioso elemento  de  juicio  para  fijar  el  sentido  y  alcance  de  los 
preceptos  idénticos  de  nuestra  Constitución  y  ley  citada. 

5°  Que  con  sujeción  ala  interpretación  recordada  y  teniendo 
presente  las  diferencias  consiguientes  al  diverso  sistema  de 
legislación  sustantiva  de  uno  y  otro  país,  unificada  en  códigos 
nacionales,  en  el  nuestro^  y  librada  á  la  acción  de  las  legis- 
laturas de  Estados  en  Norte-América,  debe  concluirse,  que 
cuando  un  juez  de  una  provincia  argentina  solicita  la  extra- 
dición de  un  vecino  de  esta  capital  á  quien  se  sospecha  cul- 
pable del  delito,  es  deber  del  juez  requerido  examinar:  1^  las 
condiciones  extrínsecas  de  autenticidad  de  la  requisitoria;  2^ 
si  el  hecho  que  le  sirve  de  fundamento  se  halla  enumerado 
como  delito  en  el  Código  Pena! ;  y  3®  si  realmente  aparece  co- 
metido en  la  provincia  de  donde  aquella  procede. 

Lo  primero^  porque  sólo  los  actos  y  procedimientos  judiciales 
debidamente  autenticados*  gozan  de  plena  fe  y  crédito  y  pro- 
ducen en  cualquier  provincia  los  mismos  efectos  que  en  la  de 
su  origen. 

Lo  segundo^  porque  en  el  territorio  argentino  todos  los  habi- 
tantes están  sometidos  á  una  misma  ley  penal,  cuya  sanción 
corresponde  al  Congreso  Nacional,  y  no  pueden  ser  considerados 
delincuentes  sino  los  que  infringen  sus  preceptos. 

Lo  tercero,  porque  si  el  delito  no  hubiera  sido  cometido 
en  el  territorio  del  juez  requirente  sino  en  el  del  requerido,  á 
éste  y  no  á  aquel  correspondería  la  jurisdicción  para  el  juzga- 
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miento  y  castigo  de  su  autor,  j  por  ello  debería  él  abstenerse 
de  cumplimentar  la  requisitoria»  no  sólo  en  obserTancia  del 
deber  de  defender  la  jurisdicción  que  inviste,  sino  también  res- 
petando y  haciendo  respetar  la  garantía  constitucional  que 
asegura  á  todos  los  habitantes  del  país  el  derecho  de  no  ser 
sacados  de  sus  jueces  naturales,  designados  por  ley  anterior 
al  hecho  de  la  causa  (artículo  18  de  la  Constitución  Nacional). 

6^  Que  por  identidad  de  razón,  las  disposiciones  del  Código  de 
Procedimientos  Criminales  que  invoca  el  juez  de  instrucción  en 
el  auto  de  foja  15  vuelta  para  mantener  el  de  foja  5,  no  pueden 
tener  un  alcance  más  extenso  que  el  que  queda  indicado  en  los 
anteriores  considerandos  respecto  á  la  ley  citada  de  1863,  y  tam- 
poco rigen  estrictamente,  sino  entre  jueces  federales  y  nacio- 
nales, que  están  sujetos  á  una  ley  de  procedimientos,  que  es 
el  Código  citado,  lo  que  no  sucede  entre  ellos  y  los  jueces  ordi- 
dinarios  de  provincia. 

7^  Que,  según  lo  expuesto,  los  resultantes  de  este  auto, 
tanto  el  informe  que  expidió  don  Federico  Stavelius,  relativo 
á  ks  obras,  para  cuya  inspección  se  le  había  comisionado, 
como  la  declaración  jurada  que,  ratificando  ese  informe,  prestó, 
á  requisición  del  Juez  del  Crimen  de  Córdoba,  fueron  actos 
realizados  en  esta  capital,  aun  cuando  la  inspección  praticada 
lo  hubiese  sido  en  aquella  provincia. 

El  hecho  de  haber  Stavelius  ejercido  ilegalmente  la  profe-* 
sion  de  ingeniero  en  esa  provincia,  que  es  uno  de  los  dos  que 
se  invoca  en  el  exhorto  de  foja  1,  para  pedir  la  extradición,  no 
es  el  delito  previsto  y  penado  en  el  Código  Penal,  ni  puede 
considerarse  siquiera  como  acto  ilícito,  desde  que  el  nombrado 
Stavelius  fué  designado  para  ese  cometido  en  su  carácter  de 
ingeniero  del  Departamento  Nacional,  por  orden  del  Presidente 
de  la  República  y  á  pedido  del  Gobernador  de  Córdoba,  habién- 
dosele entregado  los  fondos  que  se  juzgaron  necesarios  para  el 
desempeño  de  la  comisión  que  se  le  confiaba,  y  puéstose  bajo 
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sas  órdenes  á  otro  empleado  del  mismo  Departamento,  según 
resulta  de  la  nota  foja  7,  todo  lo  cual  prueba  concluyentemente 
que  aunque  debiera  ponerse  á  las  órdenes  del  Gobernador  nom- 
brado, dicho  Stavelius  iba  á  realizar  un  trabajo»  no  como  em- 
pleado del  Gobierno  local,  ni  en  su  calidad  privada  de  ingeniero, 
sino  como  ingeniero  del  Departamento  Nacional,  y  en  virtud 
no  de  simple  autorización  sino  de  orden  expresa  del  Jefe  supre- 
mo de  la  Nación  y  de  la  administración  general  del  pafs. 

Y  aún  en  la  hipótesis  de  que  la  inspección  efectuada  por 
Stavelius  fuera  delito,  no  podría  considerarse  cometido  mientras 
su  autor  no  hubiera  consignado  bajo  su  ñrma  el  resultado  de 
ella,  porque  hasta  entonces  su  oficio  y  observaciones  se  halla- 
rían encerradas  dentro  de  los  límites  de  un  acto  puramente 
del  fuero  interno,  y  por  consiguiente  exento  de  la  autoridad  de 
los  magistrados,  conforme  al  precepto  del  artículo  de  la  Consti- 
tución Nacional  y  al  principio  consignado  en  el  artículo  8", 
Código  Penal. 

Por  consiguiente  habiéndose  expedido  el  informe  en  ei^ta 
Capital  según  se  manifestó  por  ambos  abogados  en  la  audiencia 
del  5  del  corriente,  sería  ante  los  jueces  de  la  misma  que  co- 
rrespondería hacer  efectiva  la  responsabilidad  penal  de  su 
firmante  si  alguna  existiera. 

8^  Que  en  cnanto  al  falso  testimonio,  segundo  hecho  invocado 
como  fundamento  del  auto  de  detención  cuyo  cumplimiento 
se  pide  en  el  exhorto  mencionado,  es  del  todo  aplicable  la 
conclusión  precedente,  porque  la  declaración  de  Stavelius  fu^; 
prestada  también  en  esta  Capital,  ante  uno  de  hu-í  juece5t  d^; 
instrucción  que  lo  citó  y  examinó  como  testigo  en  virtud  de  hu 
jurisdicción  propia  j  conforme  á  la  ley  de  procedimientos 
que  aquí  rige . 

La circnnstaneia  de  que  ese  juez  procediere  i  requÍHÍcion  del 
de  la  provincia  de  Córdoba  y  de  que  el  j nielo  en  que  h;ibía  de 
producir  efecto  se  halU^e  radicado  en  e><a  provincia,  no  puede 
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modificar  la  conclusión  de  que  eldelito,  sí  existe,  debe  juzgarse 
cometido  aquí,  porque  fué  aquí  donde  se  consumaron  los  hechos 
que  forman  sus  elementos  constitutivos,  á  saber:  1^  declara- 
ción jurada;  2®  hecha  ante  juez  competente  encausado  otro; 
3^  coutrario  á  la  verdad  y  á  sabiendas;  y  ¥  susceptible  de 
perjudicar  á  tercero  (artículo  206,  Código  de  Procedimiento 
Criminal ;  Chaveau  Adolphe,  tomo  4,  números  1776  y  1777,  6* 
edición;  Carrara,  ProgrammOy  párrafo  2666;  y  Crivellari,  Con- 
cetti  fondamentali  del  Diritto  pénale^  números  761  y  762). 

La  falsedad  de  la  declaración  del  testigo  no  nace  con  ei 
pronunciamiento  y  apreciación  de  su  mérito  que  haga  el  juez 
de  la  causa;  si  existe,  es  desde  que  se  prestó,  y  por  consiguiente 
allí  donde  declaró  el  testigo  es  donde  debe  juzgarse  cometido 
el  delito.  Lo  mismo  debe  decirse  respecto  del  último  elemento 
indicado:  si  la  declaración  es  por  sí  susceptible  de  dañará 
tercero,  lo  es  desde  que  se  presta. 

El  hecho  de  que  el  perjuicio  que  la  declaración  pueda  pro- 
ducir, se  produzca  ó  no,  como  la  circunstancia  de  que  ese 
efecto  haya  de  ocurrir  en  distinto  lugar  que  aquel  en  que  el 
testigo  declara,  no  modifica  los  elementos  sustanciales  del 
delito  que  queda  mencionado,  ni  pueden  autorizar  la  ficción 
que  haga  considerar  á  éste,  como  cometido  donde  nunca  estuvo 
el  delincuente. 

Los  actos  posteriores  á  la  declaración  en  que  se  comete  el 
falso  testimonio,  son  actos  posteriores  al  delito. 

Por  consiguiente,  desde  que  los  hechos  que  han  servido  de 
fundamento  al  auto  de  detención  inserto  en  el  exhorto  de  foja  1 , 
y  al  pedido  que  en  éste  se  formula,  han  sido  ejecutados  en 
esta  Capital,  son  los  jueces  de  la  misma  quienes  deben  juzgarlo 
y  el  indicado  exhorto  no  podría  ser  cumplido  sin  mengua  de 
la  jurisdicción  que  inviste. 

Por  estos  fundamentos,  se  revoca  el  auto  apelado  y  devuél- 
vanse al  juzgado  de  su  procedencia  para  que  remita  lo  actuado 
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al  señor  juez  exhortante,  haciéndole  saber  qoe  por  las  razones 
consignadas  en  esta  resolución  deplora  verse  en  la  imposibilidad 
de  dar  camplimieuto  á  lo  que  él  solicita.  Repónganse  los  sellos. 

MIGUEL  ESTEVEZ.  •—  J.  A.  GARCÍA.  — 
CARLOS  MIGUEL  PÉREZ.— DIEGO  SAA- 
YEDRA.  —  LUGAS  LÓPEZ  CAE  ANILLAS 

(en  disidencia).  9 


VOTO  EN  DISIDENCIA  DEL  VOCAL  DOCTOR  LUCAS  LÓPEZ  CABANILLAS 

Y  vistos:  El  recurso  de  apelación  traido  ante  este  tribunal 
ha  sido  fundado :  en  que  la  orden  de  detención  dictada  por  el 
juez  del  crimen  de  la  ciudad  de  Córdoba  reconocía  por  cansa  un 
informe  expedido  por  el  recurrente  en  años  anteriores,  sobre  el 
estado  del  dique  de  San  Roque;  que  este  informe  fué  expedido  en 
virtud  de  comisión  6  encargo  del  Gobierno  Nacional,  y  que,  en 
tal  caso,  cuando  en  los  informes  así  expedidos  se  comete  el  de- 
lito de  falsedad  previsto  y  penado  por  el  artículo  64,  inciso  4^,  de 
la  ley  de  14  de  Setiembre  de  1883,  no  son  los  jueces  ordinarios 
de  las  provincias  los  encargados  de  juzgar  al  presunto  delin- 
cuente, sino  los  tribunales  federales,  como  )o  establecen  la  ju- 
risprudencia de  la  Suprema  Corte  y  el  artículo  23,  inciso  3^,  del 
Código  de  Procedimientos  Criminales;  que  esto  demuestra  que 
el  juez  de  instrucción  no  ha  debido  acceder  al  pedido  del  juez  del 
crimen  de  Córdoba,  ni  ha  podido  conocer  de  tal  petición^  ni  se- 
guir conociendo  en  elcaso,  pues  carece  en  absoluto  de  poderes  para 
ello,  que  por  otra  parte  el  juez  de  Córdoba  se  ha  limitado  á  re- 
mitir copia  del  auto  de  prisión,  sin  acompañar  las  demás  piezas  á 
que  se  refiere  el  artículo  651  del  citado  Código  de  Procedimiento, 
que  fija  las  reglas  correspondientes  á  la  extradición  internacional , 
las  cuales  deben  aplicarse  al  caso,  pues  siendo  por  nuestra  oons- 
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titnción  política  las  provincias  completamente  independientes 
su  régimen  procesal,  ellas  deben  considerarse,  en  cuanto  á 
la  extradición,  como  naciones  extranjeras,  exigiendo  en  cada 
caso  de  extradición  solicitado  por  un  juez  de  Provincia,  los 
mismos  requisitos  que  son  necesarios  para  acceder  al  pedido  de 
una  nación  extraña. 

Por  tales  fundamentos  se  pidió  al  juez  de  instrucción  y  se  in- 
siste ante  este  Tribunal,  que  se  declare  que  el  caso  no  es  de  la 
competencia  de  las  jurisdicciones  locales  y  que  por  consiguien- 
te se  declare  la  incompetencia  del  juez  del  crimen  de  Córdoba^ 
así  como  la  del  de  instrucción  de  esta  Capital. 

Lo  primero  que  ocurre  observar  esqne  las  peticiones  formuladas 
por  el  recurrente,  para  que  se  declare  la  incompetencia  tanto  del 
juez  exhortante  como  del  exhortado,  aparte  de  su  incongruencia 
manifiesta,  son  contrarias  á  todas  las  reglas  de  procedimientos. 
En  efecto,  la  incompetencia  de  jurisdicción  sólo  puede  opo- 
nerse, 6  por  declinatoria^  ante  el  mismo  juez  á  quien  se  tiene 
por  incompetente,  pidiéndole  que  deje  de  conocer  y  remita  los 
antecedentes  al  juez  tenido  por  competente,  ó  por  inhibitoria, 
ante  el  juez  que  se  considera  con  jurisdicción,  para  que  avoque 
el  conocimiento  de  la  causa  y  dirija  oficio  al  que  se  estime  no 
tenerla,  á  fin  de  que  se  inhiba  y  le  remita  la  causa  (artículos  46 
y  47,  Código  de  Procedimiento  Criminal). 

En  la  presente  caso,  se  ocurre  á  un  juez  á  quien  se  considera 
incompetente  y  se  principia  por  pedirle  que  declárela  incompe- 
tencia de  otro  juez  igual,  no  para  que  siga  conociendo  él  mismo 
sino  para  que  también  se  declare  incompetente. 

La  improcedencia  de  tales  peticiones  resalta,  no  sólo  por  el 
hecho  de  involucrarse  recursos  contradictorios  y  excluy entes 
entre  sí,  sino  también  por  la  consideración,  muy  importante,  de 
que  el  juez  así  requerido  no  ejercita  funciones  propias,  ni  co- 
noce de  causa  alguna  sometida  á  su  jurisdicción,  sino  que  de- 
sempeña una  mera  comisión  para  cumplir  un  acto  determinado 
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del  procedimiento  que  el  jnez  exhortante  ordenu,  en  virtud  de 
su  jurisdicción  propia^  y  es  en  virtud  de  tal  delegación  especial 
7  limitada,  que  se  pretende  que  él  se  alce  con  toda  la  autoridad 
de  su  comitente  y  la  adjudique  á  otro  jaez,  que  ninguna  recla- 
mación le  ha  dirigido  por  tal  motivo. 

Pasando  ahora  á  tomar  en  consideración  los  demás  funda- 
mentos que  se  han  aducido  en  ambas  instancias,  tanto  en  los 
escritos  presentados  comeen  el  informe  invoce,  debe  desde  lue- 
go observarse  que  nuestro  régimen  extraditorio  interprovinoial 
difiere  snstancialmente  del  internacional,  de  modo  que  las  re- 
glas de  procedimiento  establecidas  para  éste  en  el  código  de 
procedimiento  criminal,  no  pueden  serle  aplicables,  como  lo 
pretende  el  recurrente. 

La  extradición  internacional  tiene  por  principio  y  fundamen- 
to capital  la  cortesía  de  la  naciones,  lo  que  se  ha  llamado  por 
los  antiguos  comí  tas  ínter  commiinüates,  y  ella  se  regula  entre 
nosotros,  ó  por  los  pactos  internacionales  que  empeñan  la  fé 
publicado  la  nación,  ó  por  las  facultudes  que  nuestras  leyes 
acuerdan  á  los  poderes  nacionales  para  concederla  por  vfa^de  re- 

« 

oiprocidad  (Ley  de  25  de  Agosto  de  1885  y  título  5*^,  libro  4**, 
Código  de  Procedimientos  citado). 

Mientras  tanto  la  extradición  entre  las  provincias  tiene  su 
fundamento  en  el  artículo 8^  de  la  Constitución,  que  la  ha  pres- 
crito como  una  obligación  recíproca  entre  todas  ellas,  y  como 
uno  de  los  medios  destinados  á  asegurar  el  orden  y  la  adminis- 
tración de  justicia,  que  cada  una  tiene  el  deber  de  garantir, 
conforme  al  precepto  del  artículo  5^  de  la  misma  Constitución. 

El  origen  de  esta  cláusula  de  nuestra  Constitución  se  encuentra 
en  la  disposición  análoga  del  modelo  americano  (art.IY,  sección  II, 
párrafo  II)  y  sus  fundamentos  han  sido  consignados  por  los* expo- 
sitores americanos  y  por  la  jurisprudencia  de  sus  Cortes,  haciendo 
notar  á  la  vez  la  diferencia  que  existe  entre  este  deber  de  los 
Estados  federales  y  la  extradición  con  las  naciones  extranjeras. 
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€  Así,  dice  StoTj,  bajo  cualquier  punto  de  vista  que  se  encare 
la  cuestión  con  respecto  á  las  naciones  extranjeras,  es  fuera  de 
duda  que  importa  á  Ja  buena  administración  de  la  justicia  cri- 
minal de  los  estados  de  la  TJnion  entre  sí  que  las  personas  acu- 
sadas de  un  crimen  en  uno  de  ios  Estados,  no  pudiesen  encontrar 
asilo  en  los  otros,  sino  que  fuesen  entregadas  á  la  justicia. 

<  Este  derecho  opera  saludablemente,  porque  desalienta  al  cri- 
men, quitándole  todo  medio  de  escapar  al  castigo;  mantendrá 
la  armonía  y  las  buenas  relaciones  entre  los  Estados  y  hará 
comprender  más  todavía  los  beneficios  de  un  Gobierno  Nacio- 
nal.» (Comentarios  á  la  Constitución  de  los  Estados  Unidos,  nú- 
mero 1004,  traducción  del  señor  Calvo,  1888). 

Igual  doctrina  enseña  Tiffany,  en  el  párrafo  555  de  su  obra 
Gobierno  y  Derecho  Constitucional  y  es  también  eso  lo  que 
enseñaba  desde  la  cátedra  universitaria  nuestro  ilustre  compa- 
triota, el  profesor  don  Manuel  Estrada,  tan  prematuramente 
arrebatado  á  los  altos  intereses  sociales  de  la  Bepública. 

Por  la  justay  merecida  autoridad  que  sus  sabias  doctrinas  han 
tenido  y  tendrán  siempre  en  estas  materias,  no  resisto  al  deseo 
de  reproducir  lo  que  al  respecto  expone  en  la  página  372  de  su 
Curso  de  Derecho  Constitucional  Federal  y  Administrativo 
(edición  1895): « El  mismo  artículo  (8'^  de  la  Constitución  Nacio- 
nal) dispone  que  la  extradición  de  criminales  es  una  obligación 
recíproca  entre  todas  las  provincias :  es  decir,  que  todas  las  au- 
toridades de  provincia  están  estrictamente  obligadas  á  prestar' 
se  mutuo  auxilio  para  la  ejecución  de  las  leyes  y  para  la  con- 
servación del  orden  en  sus  respectivos  territorios.  Si  las  provin- 
cias pudieran  conceder  asilo  á  los  criminales  fugitivos  de  la 
autoridad  de  otra  provincia,  es  claro  que  sería  fácil  eludir  la 
acción  de  los  tribunales,  huyendo  de  una  á  cualquiera  dalas 
limítrofes;  pero  no  es  eso  tan  repugnante  ni  choca  tanto  al  sen- 
tido común  como  la  perspectiva  de  que  pudiera  existir  una  na- 
ción organizada  federativamente,  en  que  lasprovincias,  por  una 


DE  JUSTICIA   NACIONAL  405 

cláusula  constitucional,  están  obligadas  á  garantir  la  adminis- 
tración de  justicia,  á  asegurar  el  orden  y  los  beneficios  de  la 
libertad  y  la  paz  pública^  y  en  que,  sin  embargo,  no  se  prestaran 
€  auxilios  y  fuesen  considerados  los  territorios  como  territorios 
extranjeros,  y  las  autoridades  vecinas  y  hermanas  como  auto- 
ridades extranjeras  y  sin  vínculos  ni  solidaridad  entre  sí>« 

Después  de  tan  autorizados  comentarios,  ¿para  qué  agregar 
que  los  tribunales  norte-americanos,  aplicando  el  precepto  simi- 
lar de  su  Constitución,  han  declarado  que  ella  cha  hecho  de  la 
entrega  de  un  fugitivo  de  la  justicia,  que  por  la  ley  de  las  na- 
ciones depende  de  la  cortesía^  una  regla  legal  de  perfecta  obli- 
gación y  enteramente  imperativa  en  su  carácten^  ? 

Debe  también  recordarse  que  la  palabra  criminales,  emplea- 
da en  la  Constitución,  es  un  nomen  generalisimum,  que  com- 
prende tanto  el  acusado  como  el  ya  declarado  culpable,  porque 
siendo  el  propósito  de  la  ley  garantir  el  ejercicio  pleno  de  la  jus- 
ticia represiva  entre  todos  los  Estados  de  la  nación,  no  ha  podido 
limitarla  obligación  de  entrega^  consecuencia  de  tal  propósito, 
ala  sola  extradición  de  los  ya  sentenciados,  amparandolaimpuni- 
dad  de  los  que,  por  la  fuga  anterior  al  fallo,  se  hubiesen  sus- 
traído á  la  autoridad  de  los  tribunales  encargados  de  juzgarlos. 

Este  concepto  amplio  y  comprensivo  de  tal  vocablo  es,  por 
otra  parte^  de  uso  común  en  nuestra  legislación,  como  lo  prueba 
el  texto  del  rubro  puesto  al  artículo  5^  del  libro  4®  del  Código 
de  Procedimientos  Criminal :  c  Del  procedimiento  en  ios  casos 
de  extradición  de  criminales  > ;  á  pesar  de  lo  cual,  en  los  dos  ca- 
pítulos que  lo  forman  se  legisla  á  la  vez  lo  relativo  á  entrega 
de  procesados  y  condenados.  Establecido  así  cuál  es  la  fuente 
del  derecho  y  del  deber  correlativos  de  extradición  entre  las 
provincias  y  demostrado  que  no  es  posible  aplicarles  las  reglas 
prescriptas  por  el  Código  de  Procedimientos  para  la  extradición 
internacional,  ocurre  preguntar  ¿cuáles  son  las  que  correspon- 
derá observar  para  el  cumplimiento  de  tal  precepto? 
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La  respuesta  no  ofrece  ciertamente  serias  dificultades,  si  se 
tiene  en  cuentaque  el  artículo?^  de  la  misma  Constitución  ha  es- 
tablecido también,  como  un  precepto  de  equidad  y  de  interés  co- 
mún á  todas  las  provincias,  que  los  actos  públicos  y  los  proce- 
dimientos judiciales  de  la  una  gocen  de  entera  fé  en  las  demás, 
facultando  al  Congreso  para  determinar  por  leyes  genera- 
les cuál  será  la  forma  probatoria  de  estos  actos  y  procedimien- 
tos y  cuáles  los  efectos  legales  que  producirán. 

Y  bien;  el  Congreso  Nacional  usó  de  esa  facultad  constitucio- 
nal, dictando  la  ley  de  26  de  Agosto  de  1863,  calcada  sobre 
la  que  el  Congreso  de  Estados  Unidos  sancionó  el  26  de  Mayo  de 
1790  y  27  de  Marzo  de  1804  para  reglamentar  la  disposición 
análoga  de  la  Constitución  de  ese  país  (artículo  4°,  sección  1"). 

Los  artículos  2""  y  4^  de  dicha  ley  del  63,  establecen  la  forma 
de  autenticación  de  todos  los  actos,  procedimientos  judiciales, 
sentencias  y  testimonios  de  ellas,  prescribiendo  que^  autentica- 
dos en  tal  forma,  ellos  merecerán  tal  fé  y  crédito  y  surtirán  ta- 
les efectos  ante  todos  los  tribunales  y  autoridades  dentrt)  del 
territorio  de  la  nación,  como  por  uso  y  ley  les  corresponde  ante 
los  tribunales  y  autoridades  de  la  provincia  de  donde  proceden. 

Basta  entonces  que  un  juez  del  crimen  de  provincia  exhorte 
al  juez  de  otra  provincia  hermana^  transcribiéndole  el  auto  de 
prisión  ó  la  sentencia  condenatoria  y  solicitando  el  auxilio  de  su 
autoridad  para  la  extradición  de  un  reo,  para  que  tal  requisi- 
toria, viniendo  autenticada  en  forma,  surta  todos  los  efectos 
que  por  la  ley  debiera  surtir  en  la  provincia  é  imponga  al  juez 
requerido  el  deber  ineludible  de  darle  inmediato  cumplimiento, 
sin  más  formalidades  que  las  que,  racionalmente,  son  necesarias 
para  constatar  la  identidad  de  la  persona  en  que  ha  de  cum- 
plirse. 

La  jurisprudencia  norte-americana  tiene  á  este  respecto  es- 
tablecido que  el  deber  de  entregar  no  ha  sido  dejado  á  la  discre- 
ción del  Estado  requerido,  c  Si  la  demanda  de  entrega,  dico  nn 
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fallo,  se  ha  hecho  en  debida  forma  y  se  haa  exhibido  los  docu- 
mentos indispensables,  probando  que  el  fugitivo  está  acusado 
de  crimen,  el  deber  de  entregarlo  se  hace  de  mera  tramitación. 
Bajo  tales  circunstancias,  rehusar  la  autorización  para  la  ex- 
tradición, es  una  clara  infracción  de  la  regla  prescripta  por  la 
Constitución  (Calvo,  Decisiones  constitucionales,  números 
2253, 2254  y  2265). 

€  Cuando  el  mandato  está  librado,  se  ha  dicho  también  en  el 
caso  de  Pensilvania  versus  Daniel,  los  tribunales  no  pueden  fis* 
calizarlo;  la  única  cuestión  de  que  pueden  ocuparse  es  con  res- 
pecto á  la  identidad  del  fugitivo  >.  (Paschal,  Anotaciones,  nú- 
mero 225) . 

Empero,  no  quiere  esto  decir  que  el  juez  requerido  haya  de 
acceder  á  la  extradición,  cuando  ella  perjudicara  á  su  propia 
jurisdicción,  porque  todo  juez  está  en  el  deber  de  defender  en 
toda  ocasión  la  propia,  y  es  por  eso  que  en  todo  auto  de  cum- 
plimiento de  exhorto,  acostumbra  á  ponerse  la  formula  «sin  per- 
juicio de  la  jurisdicción  del  proveyente  >. 

En  el  presente  caso,  la  solicitud  del  juez  del  crimen  de  la 
ciudad  de  Córdoba  en  nada  afecta  á  la  de  los  respectivos  jueces 
de  esta  Capital,  porque  los  delitos  que  se  imputan  al  señor  Sta- 
velius^  no  han  sido  cometidos  dentro  de  su  jurisdicción. 

En  cuanto  al  de  falso  testimonio,  basta  recordar  que,  según 
resulta  del  exhorto,  en  caso  de  existir,  sería  por  haberse  come- 
tido mediante  declaración  prestada  en  un  proceso  criminal^  ins- 
truido por  las  autoridades  judiciales  de  la  ciudad  de  Córdoba, 
lo  cual,  por  sí  solo,  determina  la  competencia  de  dichas  autori- 
dades. 

Nada  importa  para  este  fin  que  la  ratificación,  bajo  jura- 
mento del  señor  Stavelius,  fuera  hecha  ante  el  juez  de  instruc- 
ción de  esta  Capital,  porque  este  magistrado  no  obra  en  tal  caso 
Binó  por  mera  comisión  é  encargo  del  juez  de  la  causa. 

Tal  ratificación  no  estaba  destinada  á  producir  efecto  jurídi* 


408  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

co  alguno  en  esta  ciudad^  y  no  cansó  ni  podía  cansar  perjuicio  á 
la  justicia  local  niá  ninguna  persona  procesada  en  ella,  de  suer- 
te que  no  ha  podido  conferir  jurisdicción  para  su  juzgamiento  á 
los  jueces  de  esta  Capital. 

El  Código  Penal  no  ha  definido  el  delito  de  falso  testimonio, 
limitándose  á  establecer  la  graduación  de  su  penalidad,  según  la 
naturaleza  del  juicio  en  que  se  préstela  declaración  y  los  efectos 
producidos  ó  que  pudo  producir  en  él,  dando  así  importancia 
capitalísima  á  este  elemento  esencial  del  delito. 

Es  entonces,  el  lugar  donde  se  tramita  y  decide  el  juicio  en  el 
que  existe  el  derecho  violado,  en  el  que  está  la  víctima,  en  el 
que  hay  nn  hecho  jurídicamente  cierto  y  capaz  de  dar  lugar  ala 
represión  sancionada  por  la  ley  penal  contra  su  autor.  Fuera  de 
allí,  existen  ó  actos  completamente  inocuos,  que  ningún  efecto 
han  causado  ó  podido  causar  donde  se  han  realizado,  ó  en  todo 
caso,  simples  actos  preparatorios  que  no  producen  fuero  prefe- 
rente al  del  logar  de  su  consumación,  que  es  y  debe  conside- 
rarse el  del  juicio. 

¿Podrid  procesarse  al  señor  Stavelius  en  esta  capital  por  el 
acto  de  la  ratificación  jurada  de  su  informe  sobre  el  dique  de 
San  Boque,  por  más  que  esa  ratificación  haya  sido  hecha  aquí 
en  virtud  del  exhorto  del  juez  de  la  causa  que  la  ordenó?  Y  en 
tal  caso  ¿cuáles  serían  los  elementos  que  nuestros  jueces  ten- 
drían para  apreciar  el  mal  causado  ó  que  posiblemente  puede 
producir  por  la  mutación  ú  ocultación  dolosa  de  la  verdad^ 
favorable  ó  contraria  al  reo?  ¿Cómo  podría  graduársela  pena  y 
determinarse  la  competencia  de  los  jueces  del  crimen  6  de  lo  co- 
rreccional que  habrían  de  aplicarla? 

Basta  sentar  estas  interrogaciones  para  contestarlas  negati- 
vamente y  demostrar  la  falta  absoluta  de  derecho  con  qué  poder 
disputar  al  juez  exhortante  el  ejercicio  pleno  de  una  competen- 
cia fundada  en  el  fuero  privativo  del  territorio  donde  el  delito 
se  supone  perpetrado. 
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« 

Por  otra  parte,  no  debe  olvidarse  que  el  auto  de  prisión  dictado 
por  el  juez  exhortante,  está  motivado  también  en  la  acusación 
por  ejercicio  ilegal  déla  profesión  de  ingeniero  civil  en  la  pro- 
vincia de  Córdoba,  de  suerte  que,  aun  cuando  se  supusiera  que 
hizo  el  falso  testimonio  en  esta  ciudad,  siempre  existiría  otro 
delito  imputado,  justiciable  ante  la  jurisdicción  requirente. 

Se  objeta^  sin  embargo,  que  tal  delito  no  está  legislado  en  el 
Código  Penal,  razón  por  la  cual  no  obliga  á  la  extradición. 

Tal  consideración  me  parece  inconducente,  porque,  aun  cuan- 
do fuera  verdad  que  el  hecho  mencionado  nofuera  punible  por  la 
ley  común  represiva,  no  sería  éste  un  punto  cuya  decisión  com- 
petiría al  juez  exhortado. 

El  no  tiene  otras  facultades  que  las  que  le  han  sido  delegadas 
por  el  juez  del  proceso  para  fines  determinados,  para  cumplir 
actos  especiales,  que  no  le  atribuyen  mas  juridiccion  que  la  co- 
metida, y  sería,  en  verdad,  exceder  tales  facultades,  el  pronun- 
ciarse sobre  la  inexistencia  del  delito,  bajo  pretexto  deque,  á  su 
juicio,  formado  con  los  escasos  elementos  de  convicción  que  el 
exhorto  ofrece,  el  hecho  que  motiva  la  causa  no  es  punible  ó  no 
constituye  delito. 

De  allí  á  declarar  también  que,  aunque  comprendido  el  de- 
lito en  el  Código  Penal,  el  encausado  no  es  responsable  de  él 
por  falta  de  prueba  de  su  culpabilidad  ó  por  hallarse  exento  de 
pena  por  cualquiera  de  las  causas  enumeradas  en  el  artículo  81 
del  mismo  Código,  no  habría  más  que  un  pasó  fácilmente  sal- 
vable,  y  es  claro  que  tal  procedimiento  haría  imposible  el  ejer- 
cicio desembarazado  de  la  justicia  penal,  produciendo  el  caos  en 
las  jurisdicciones  procesales,  sustituyéndose  la  autoridad  de 
unos  jueces  ala  de  otros,  y  produciendo  el  hecho  singular  de 
que  un  juez  de  comisión  decidiera  cuestiones  que  afectaban  el 
fondo  del  proceso,  puesto  que  de  hecho  importaban  dictar  en  lo 
principal  un  sobreseimiento  ó  una  absolución  perentoria. 

¿Es  eso  lo  que  ha  querido  la  Constitución  al  prescribir  que 
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los  actos  y  procedimientos  judiciales  de  una  provincia  surtirán 
plena  fé  y  tendrán  los  mismos  efectos  en  las  demás  y  que  todas 
están  obligadas  á  hacerse  entrega  de  los  delincuentes?  Segu- 
ramente no. 

En  materia  de  exhortps,  el  juez  que  lo  recibe  no  tiene  más 
facultades  que  las  que  le  han  sido  conferidas  y  la  doctrina  de 
los  autores  enseña  unánimemente  que,  si  se  les  presentasen  pe- 
ticiones destinadas  á  extender  ó  coartar  su  cometido ^  ó  que  puedan 
afectar  al  fondo  de  las  diligencias  que  se  le  han  encomendado, 
debe  remitir  á  la  parte  á  que  me  de  su  derecho  en  el  juzgado 
de  donde  procede  el  exhorto,  que  es  quien  tiene  jurisdicción 
para  ello  (Manresa  y  Reus,  Ley  de  Enjuiciamiento,  tomo  1**, 
pág.  143). 

Esta  doctrina  tiene  aun  mayor  aplicación  entre  nosotros,  en 
atención  á  lo  preceptuado  en  el  artículo  7^  de  la  Constitución  y 
ley  de  26  de  Agosto  de  1863,  antes  recordada. 

Es  en  una  aplicación  de  esas  disposiciones  que  la  Suprema 
Corte  Nacional  ha  podido  declarar  con  su  alta  autoridad  de  in- 
térprete supremo  de  la  Constitución  'y  leyes  del  Congreso,  des- 
pués de  recordar  la  prescripción  de  dicho  artículo  7®  y  ley  ex- 
presada, que  €  el  respeto  debido  á  estas  prescripciones  de  la  ley 
y  de  la  Constitución  exige,  no  solamente  que  se  dé  entera  fé  y 
crédito  en  una  provincia  á  los  actos  y  procedimientos  judicia- 
les de  otra,  debidamente  autenticados,  sino  que  ordena  se  les 
atribuya  los  mismos  efectos  que  hubieron  de  producir  en  la 
provincia  de  donde  emanan ;  que  los  tribunales  de  una  provin- 
cia, no  pueden  ampararse  en  la  nulidad  de  los  procedimientos 
de  los  tribunales  de  otra,  para  negarles  eficacia,  estando  debi- 
damente autenticados;  y  que  tal  nulidad  sólo  puede  ser  decla- 
rada por  los  tribunales  de  la  provincia  en  que  los  procedimien- 
tos hubiesen  tenido  lugar,  y  mientras  esto  no  suceda,  son  váli- 
dos y  surten  los  mismos  efectos  en  toda  la  República  »  (serie 
2%  tomo  8%  pág.  286). 
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La  jorisprodencia  norte-americana,  no  es  menos  rica  en  pre- 
cedentes y  declaraciones  del  todo  aplicables  á  la  materia  de  au- 
tos, paes  se  trata  precisamente  de  la  interpretación  de  la  cláu- 
sala  relativa  ala  extradición  entre  los  Estados  de  la  Union,  sin 
qne  en  nada  paeda  influir  la  diversa  legislación  de  fondo  en  los 
Estados^  por  las  razones  antes  apuntadas. 

Así,  en  el  célebre  caso  entre  los  gobernadores  de  Kentucky  y 
Ohio,  por  haberse  negado  á  éste  la  entrega  de  un  fugitivo,  la 
suprema  corte  declaró  que  dicha  cláusula  incluye  todo  delito 
punible  por  la  ley  del  estado  en  que  fué  cometido  y  da  el  dere- 
cho á  la  autoridad  ejecutiva  de  ese  estado  (en  la  Constitución 
americana  esta  facultad  se  ejercita  por  el  órgano  del  Poder 
Ejecutivo  de  cada  estado)  para  exigir  la  entrega  del  fugitivo  de 
la  autoridad  ejecutiva  del  estado  en  que  se  encontrase. 

El  derecho  acordado  para  exigir  la  entrega,  dice  la  Corte, 
€  implica  la  calidad  de  absoluto,  y  se  sigue  de  él  que  debe  haber 
una  obligación  correlativa  para  entregarlo,  sin  referencia  algu- 
na al  carácter  del  crimen  alegado^  á  la  política  ó  á  las  leyes  del 
estado  á  donde  el  fugitivo  hoyó. . .  > 

En  otros  casos  se  ha  reconocido  también  que  c  no  es  necesario, 
como  en  los  casos  internacionales,  examinar  los  hechos  alega- 
dos contra  el  fugitivo,  como  constitutivos  de  su  crimen.  Es  su- 
ficiente que  esté  acusado  de  haber  cometido  un  crimen.»  (Pea- 
pie  v.  Brady). 

€  El  ejecutivo  del  estado,  al  cual  se  hace  la  demanda  para 
que  entregue  al  fugitivo,  no  está  autorizado  para  investigar  la 
acusación  en  que  el  crimen  contra  el  estado  está  proscripto  :  ni 
para  investigar,  si  por  las  leyes  de  su  propio  estado,  los  hechos 
alegados  constituirían  un  crimen,  dentro  de  sus  propios  limites. 
Behusar  )a  entrega  de  un  fugitivo  de  la  justicia,  después  de 
demanda  legalmente  autorizada  del  Ejecutivo  de  donde  huyó, 
bujo  el  pretexto  de  que  por  las  leyes  del  estado  del  asilo  no  es 
culpable  de  ningún  acto  criminal,  seria  una  violación  abierta 
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y  palpable  de  la  Constitución^.  (Johnston,  v.  Riley ;  Calvo, 
Decisiones,  núm.  2260,  2263  y  2266). 

Paschal,  en  sus  Anotaciones  á  la  Constitución  de  Estados 
Unidos^  expone  esta  misma  jarisprodcncia  de  los  tribunales 
americanos,  estableciendo  que  el  deber  del  Estado  á  quien  se 
demanda  la  entrega  de  un  fagitivo  es  simplemente  administra- 
tivo y  no  está  facultado  para  investigar  la  suficiencia  de  la  acu- 
sación y,  finalmente,  que  para  que  haya  lugar  á  la  extradición 
entre  Estados,  no  es  necesario  que  el  crimen  acusado  constitu- 
ya un  delito  ante  la  ley  común  (núm.  223  y  224). 

Me  parece,  finalmente,  que  no  puede  lógicamente  deducirse 
una  limitación  al  artículo  8^  de  la  Constitución,  sin  argüirse  de 
inaplicabilidad  de  la  jurisprudencia  recordada  de  las  portes  nor- 
te-americanas, por  razón  déla  cláusula  consignada  en  el  artículo 
67,  inciso  li,  déla  Constitución,  relativa  ala  facultad  acordada 
al  Congreso  de  dictarlos  códigos  sustantivos,  noaltera  las  juris- 
dicciones locales  y  que  su  aplicación  corresponderá  siempre  á  las 
provincias  ó  á  los  tribunales  federales,  según  que  los  casos  ó  las 
personas  cayeren  bajo  sus  respectivas  jurisdicciones. 

Es  sabido  que  ese  inciso  no  tenía  tal  cláusula  en  la  Constitu- 
ción del  53,  y  que  fué  sólo  en  la  Convención  de  Buenos  Aires  de 
1860  que  se  propuso  la  reforma,  agregando  las  palabras  men- 
cionadas. La  razón  de  la  reforma  está  consignada  en  el  informe 
de  la  comisión  examinadora  (página  86)  y  fué  más  tarde  expues- 
ta por  el  doctor  Elizalde  en  la  Convención  nacional  del  mismo 
año  que  aprobó  las  reformas  propuestas  por  Buenos  Aires. 

En  la  sesión  del  23  de  Setiembre,  como  el  diputado  Frías 
manifestara  alguna  duda  acerca  del  objeto  de  esta  reforma,  el 
doctor  Elizalde  expuso: 

€  Que  la  Constitución  había  atribuido  al  Congreso  en  el  inciso 
11,  artículo  67,  la  facultad  de  dictar  los  códigos  civil,  penal  y 
de  minería;  dándose  por  otra  parte  á  la  justicia  federal  una  ju- 
risdicción exclusiva  sobre  todas  las  causas  regidas  por  la  Cons- 
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tituGÍODy  por  las  leyes  del  Congreso  y  por  los  tratados  con  las 
naciones  extranjeras;  que  si  se  atribuía  al  Congreso  la  facultad 
de  dictar  esos  códigos,  todas  las  causas  regidas  por  ellos  caerían 
bajo  el  imperio  6  la  jurisdicción  de  la  justicia  nacional,  y  se  des- 
truiría por  su  base  el  sistema  federal;  que  para  evitar  este  in- 
conveniente se  establecía  la  reserva  contenida  *en  la  cláusula 
agregada,  según  la  cual,  por  el  hecho  de  dar  al  Congreso  la  fa- 
cultad de  dictar  los  códigos^  tal  circunstancia  no  desaforaríais 
causas.  Se  ve,  pues,  que  tal  restricción  se  limita  á  los  solos  có- 
digos enumerados  en  el  artículo  67,  inciso  11 ,  y  que  fuera  de  ellos, 
no  importa,  por  consiguiente,  limitación  á  otras  disposiciones 
constitucionales. 

Lo  expuesto  basta  en  mi  opinión,  para  dejar  establecido  que 
es  la  autoridad  del  juez  de  la  causa,  qae  por  razón  del  fuero  te- 
rritorial conoce  de  ella,  á  quien  compete  privativamente  decidir 
sobre  la  calificación  del  hecho  del  proceso  y  declarar  si  él  es  6 
no  punible  con  arreglo  á  la  ley  represiva  que  debe  aplicar;  y  me 
parece  que  puede  entonces  repetirse  lo  que  uno  de  nuestros  ple- 
nipotenciarios decía  en  el  Congreso  internacional  de  Montevideo, 
combatiendo  las  exageraciones  con  que  el  estatuto  personal  ha- 
bía influenciado  la  legislación  criminal  de  algunos  Estados  eu- 
ropeos; cía  jurisdicción  de  territorio  es  indisputable,  si  han  de 
ser  respetadas  las  soberanías,  factibles  los  procesos  y  castiga- 
dos los  culpables,  y  es  la  extradición  de  los  mismos,  acordada  en 
formas  amplias  y  legales/  la  que  está  llamada  á  prevenir  todos' 
los  excesos  de  una  protección  innecesaria  y  deprimente  para  los 
Estados». 

Si  estas  palabras  encerraban  una  gran  verdad  y  fundaban  una 
gran  doctrina  que  mereció  la  sanción  de  la  casi  unanimidad  de 
las  naciones  allí  representadas;  si  ellas  son  el  comentario  autén- 
tico de  la  disposición  respectiva  del  tratado  de  derecho  penal 
allí  sancionado  y  posteriormente  ratificado  por  el  Congreso  ar- 
gentino, ellas  tienen  doble  autoridad  y  fuerza  cuando  se  trata 
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de  la  extradición  entre  provincias  hermanas  que  yiven  en  la  co- 
munión del  mismo  derecho,  en  la  solidaridad  de  los  mismos  ia- 
tereses  de  orden  y  de  justicia  y  á  quienes  la  propia  ley  funda- 
mental ha  impuesto  deberes  solemnes  de  ineludible  cumpli- 
miento. 

Es  así  como,  en  mi  concepto,  debe  ser  interpretada  la  mate- 
ria de  los  artículos  7®  y  8""  de  la  Constitución  y  cómo  debe  ser 
aplicada  por  los  altos  tribunales  del  país,  á  fin  de  que  sean  una 
realidad  los  grandes  propósitos  de  la  ley  suprema:  consolidar 
la  unión  nacional  y  afianzar  la  justicia  en  todos  los  estados  de 
la  Nación . 

Por  todo  ello^  y  fundamentos  concordantes  del  auto  de  foja 
26,  se  confirmad  de  foja  6  vuelta,  devolviéndose  para  su  cum- 
plimiento. 

L.  LÓPEZ  GABANILLAS. 

Ante  mí: 

Daniel  J.  Frlcts. 


VISTA  DEL  SEltOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Noviembre  6  de  1895. 

Suprema  Corte  : 

Considero  que  el  recurso  ha  sido  legalmente  concedido  para 
ante  V.  E. 

Se  trata  de  un  punto  sobre  extradición  en  causa  criminal. 
La  resolución  de  ese  punto  es  definitiva .  Ella  afecta  la  amplia 
interpretación  de  la  ley  nacional  de  26  de  Agosto  de  1863, 
y  cae  por  ello,  bajo  el  régimen  del  artículo  14  de  la  ley  de  com- 
petencia de  la  justicia  federal  de  14  de  Setiembre  de  1863,  y 
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artículo  22,  iaciso  2^,  del  Código  de  Procedimientos  en  lo  Cri- 
minal. 

La  resolución  de  la  Exma.  Cámara  de  la  Capital,  resulta  só- 
lidamente fundada;  porque  el  delito,  si  lo  hubo,  emana  de  un 
informe  y  su  ratificación  jurada,  expedida  en  esta  Capital  fe- 
deral, por  un  empleado  nacional,  y  en  virtud  de  orden  expresa 
de  la  autoridad  nacional,  de  que  dependía.  Estos  hechos  evi- 
dentes y  los  fundamentos  de  derecho  que  con  ellos  relaciona  la 
sentencia  recurrida,  determinan  mi  pedido  á  Y.  E.,  sobre  con- 
firmación por  sus  fundamentos  del  auto  recurrido  de  foja  30. 

Sabiniano  Kier. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 


BaeDOs  Aires,  Diciembre  28  de  1895. 

Vistos :  Considerando :  Primero:  Que  las  presentes  actuacio- 
nes se  han  originado  con  motivo  del  exhorto  de  foja  primera,  en 
que  el  juez  de  tercera  nominación  en  lo  criminal  de  la  provin- 
cia de  Córdoba*  pide  al  juez  de  instrucción  en  turno  de  esta 
Capital  la  detención  y  remisión  de  don  Federico  Stavelius,  pro- 
cesado por  él . 

Segundo:  Que  recibida  esta  requisición  por  el  juez  de  ins- 
trucción, á  quien  está  dirigido,  éste  decretó  la  detención  y  remi* 
sion  pedidas,  siendo  el  auto  recurrido  por  Stavelius  para  ante 
la  Cámara  de  Apelaciones  en  lo  Criminal  de  esta  Capital. 

Tercero:  Que  este  tribunal  revocó  el  auto  del  juez  de  ins- 
trucción aduciendo  principalmente  que  el  juez  de  lo  criminal 
de  Córdoba  no  tenía  competencia  para  conocer  de  los  delitos  im- 
putados á  Stavelius  por  haberse  éstos  cometido  en  la  Capital 
y  corresponder  su  conocimiento  á  los  jueces  de  ella. 
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Cuarto:  Que  de  la  sentencia  de  la  Cámara  de  lo  Criminal,  la 
parte  que  denunció  en  Córdoba  los  mencionados  delitos^  inter- 
puso para -ante  esta  Suprema  Corte  el  recurso  autorizado  por  el 
inciso  segundo  del  artículo  veinte  y  dos  del  Código  de  Procedi- 
mientos en  lo  Criminal,  siéndole  él  concedido. 

Quinto:  Que  el  artículo  veinte  y  dos  citado  se  refiere  á  las 
sentencias  definitivas  pronunciadas  por  las  Cámaras  de  Apela- 
ción de  la  Capital  ó  de  los  Tribunales  Superiores  de  Provincia, 
no  en  los  casos  de  competencia  entre  jueces,  sino  en  los  pleitos 
contenciosos  entre  partes,  radicados,  sentenciados  y  fenecidos  en 
los  tribunales  locales. 

Sexto :  Que  de  lo  que  instruyelo  obrado,  es  de  una  contienda 
de  competencia  suscitada  al  juez  local  de  Córdoba  por  la  auto- 
ridad judicial  local  de  esta  Capital;  negándole  jurisdicción  para 
conocer  de  los  delitos  á  que  se  refiere  el  exhorto;  y,  aun  cuando 
la  decisión  de  esa  contienda  correspondería  á  esta  Suprema  Cor- 
te, en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  inciso  tercero  del  artículo 
cuarenta  y  tres  del  Código  de  Procedimientos  en  lo  Criminal,  no 
está  ella  en  estado  de  ser  resuelta,  pues  no  se  han  observado  los 
trámites  establecidos  para  el  caso  en  el  título  tercero  del  citado 
Código,  no  habiéndose  comunicado  siquiera  al  juez  de  Córdoba 
la  resolución  de  la  Cámara  de  lo  Criminal. 

Sétimo:  Que  cualquiera  que  sea  la  forma  en  que  la  Cámara 
de  Justicia  de  la  Capital  haya  procedido,  al  declarar  la  incom- 
petencia del  juez  de  tercera  nominación  en  lo  criminal  de  Cor* 
doba,  es  indudable  que  la  resolución  definitiva  á  este  respecto 
no  puede  depender  del  fallo  de  la  autoridad  requerida^  que,  si 
por  su  parte  sólo  inicia  la  contienda  de  competencia,  no  puede 
desconocer  el  derecho  del  Juez  para  trabarla  ó  desistir  de  ella, 
con  arreglo  á  los  procedimientos  establecidos  por  las  leyes. 

Octavo:  Que  no  habiendo  sido  oído  este  último  magistrado 
después  del  fallo  de  la  Cámara  de  la  Capital,  que  le  negó  juris- 
dicción en  la  causa,  esta  Suprema  Corte  no  tiene  los  elementos 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  417 

iadispensables  de  juicio  para  pronunciarse,  puesto  que  ignora 
si  el  juez  de  Córdoba  requirente  sostiene  todavía  la  procedencia 
de  su  jurisdicción  6  si  reconoce  la  de  los  jueces  de  la  Capital 
de  la  Bepública,en  vista  del  fallo  de  la  autoridad  judicial  reque- 
rida, siendo,  por  tanto^  inoportuno  pronunciarse  á  este  respec- 
to, por  cuanto  no  habría  caso  judicial  si  el  juez  requirente  reco- 
nociese que  efectivamente  él  es  incompetente. 

Por  estos  fundamentos,  oído  el  señor  Procurador  General:  se 
declara  mal  concedido  el  recurso  interpuesto  para  ante  esta  Su- 
prema Corte,  y  devuélvanse  estas  actuaciones  á  la  Cámara  de 
su  origen,  para  que  proceda  según  corresponda.  Repóngase  el 
papel . 

LUIS  V.  VÁRELA.  —  ABEL  BAZAN.  — 

OCTAVIO  BUNGE  (en  disidencia). 

—  JUAN  E.  TORRENT. 


DISIDENCIA 


Vistos  :  Considerando  en  cuanto  á  la  procedencia  del  recur- 
so: Primero:  Que  se  ha  discutido  ante  los  tribunales  déla 
Capital  la  inteligencia  de  los  artículos  siete  y  ocho  de  la  Cons- 
titución y  de  la  ley  nacional  de  veinte  y  seis  de  Agosto  de  mil 
ochocientos  sesenta  y  tres,  y  que  la  decisión  de  la  Cámara  de 
Apelaciones  en  lo  Criminal,  recurrida  para  ante  esta  Suprema 
Corte^  es  contraria  á  esas  disposiciones,  desde  que  ha  descono- 
cido su  preferente  aplicabilidad. 

Segundo:  Que  la  resolución  apelada  sobre  el  punto  de  extra- 
dición de  Federico  Stavelius  es  definitiva  y  que  reviste  tam- 
bién este  carácter,  por  cuanto,  si  bien  se  declara  en  los  fun- 
damentos aducidos,  que  corresponde  á  los  jueces  de  la  Capital 

T.  zii  27 
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el  conocimiento  de  la  causa^  no  se  ordena  la  prosecución  en  la 
parte  dispositiva,. que  es  lo  que  únicamente  constituye  el  fallo. 

Por  esto,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  los  artículos  catorce 
de  la  ley  de  catorce  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
tres  y  veinte  y  dos  del  Código  de  Procedimientos  en  lo  Criminal, 
y  de  conformidad  con  el  señor  Procurador  General,  acerca  de 
este  particular;  se  declara  bien  concedido  el  recurso  de  apela- 
ción interpuesto  para  ante  esta  Suprema  Corte. 

Y  considerando  sobre  el  fondo  del  recurso  :  Primero :  Que 
la  Cámara  de  Apelaciones  de  la  Capital  no  avoca  á  sí  la  causa,  y 
si  bien  declara  que  su  conocimiento  corresponde  á  los  jueces  de 
la  Capital,  no  resuelve  que  se  siga  ante  alguno  de  ellos^  limi- 
tándose á  negar  el  cumplimiento  del  exhorto  y  ordenar  la  remi- 
sión de  lo  actuado  al  juez  exhortante. 

Segundo:  Que  el  procesado  no  ha  deducido  la  excepción  de 
incompetencia  ante  el  juez  que  instruye  el  sumario,  ni  ha  ocu- 
rrido tampoco  ante  el  juez  de  sección,  cuya  jurisdicción  ha  sos- 
tenido ante  los  Tribunales  de  la  Capital,  los  que,  por  otra  parte 
no  están  habilitados  para  decidir  la  competencia  6  incompeten- 
cia de  los  juzgados  federales. 

Tercero:  Que  en  mérito  de  lo  expuesto  anteriormente,  resul- 
ta que  no  se  ha  trabado  contienda  de  competencia  en  ninguna 
de  las  únicas  formas  que  el  derecho  conoce  (véase  el  artículo 
cuarenta  y  cinco  del  Código  deProcedimientas  en  lo  Criminal); 
no  tratándose  tampoco  de  competencia  negativa,  por  lo  cual  se- 
ría inmotivada  é  inóonducente  toda  sustanciacion  sobre  el  par- 
ticular, 

Cuarío :  Que  en  el  supuesto  de  haberse  suscitado  cuestión  de 
competencia,  ella  no  suspende  el  curso  del  sumario,  que  debe 
continuarse  por  el  juez  que  hubiese  empezado  el  conocimiento 
de  la  causa,  con  arreglo  alo  dispuesto  por  el  artículo  sesenta  y 
ocho  del  Código  de  Procedimientos,  disposición  aplicable  al  caso 
por  versar  la  controversia  sobre  procedimientos  seguidos  en  la 
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Capital  y  que  es  también  de  derecho  uairersal  en  vista  de  ase- 
gurar la  eficacia  déla  administración  de  la  justicia. 

Quinto:  Que  no  es  ante  un  juez  apreciado  incompetente^  co- 
mo se  sostiene  que  lo  son  los  de  la  Capital,  que  procede  dedu- 
cir la  excepción,  sino  que  la  parte  interesada  debe  ocurrir  ante 
el  mismo  juez  que  conoce  de  la  causa,  ó,  por  inhibitoria,  á  aquel 
á  quien  reputa  competente  (artículos  cuarenta  y  seis  y  cuarenta 
y  siete  del  Código  de  Procedimientos). 

Sexto:  Que  admitiendo  que  se  hubiera  trabado  contienda  de 
competencia,  la  causa  no  se  halla  en  estado  para  resolverla, 
porque  este  punto  no  ha  sido  discutido  suficientemente  en  la 
forma  que  la  ley  determina. 

Séptimo:  Que  además  es  de  tenerse  presente  sobre  la  mate- 
ria, que  cuando  sécemete  un  crimen  de  los  que  caen  bajo  la  ju- 
risdicción federa],  los  jaeces  de  provincia  de  cualquier  categoría 
están  facultados  para  levantar  sumarios  y  aprehender  á  los  pre- 
suntos reos  (artículo  doce,  inciso  tercero,  de  la  ley  de  catorce  de 
Setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres). 

Octavo:  Que  cuando  un  juez  de  provincia  procede  en  el  ca- 
rácter indicado^  puede  obtener  la  aprehensión  del  procesado  por 
medio  de  una  simple  requisición,  con  arreglo  á  lo  establecido 
por  el  artículo  trescientos  setenta  de  la  ley  de  procedimientos 
de  los  tribunales  federales,  ooncordante  con  el  artículo  tres- 
cientos setenta  y  cuatro  del  Código  de  Procedimientos. 

Noveno:  Que  los  actos  públicos  y  procedimientos  judiciales 
de  los  juzgados  de  provincia,  debidamente  autenticados,  me- 
recen igual  fé  y  crédito,  y  surten  iguales  efectos  ante  todos  los 
tribunales  del  territorio  de  la  Nación,  como  por  uso  y  ley  les 
corresponde  ante  los  tribunales  de  la  provincia  de  donde  pro- 
ceden (artículos  sétimo  de  la  Constitución,  y  cuarto  de  la  ley 
de  Agosto  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres). 

Décimo:  Que  el  exhorto  de  foja  primera  está  autenticado  en 
la  forma  exigida  por  el  artículo  segando  de  la  ley  de  Agosto 
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antea  citada,  y  qae,  en  consecnencia,  debe  producir  todos  los 
efectos  apuntados  en  el  considerando  precedente. 

Undécimo:  Que  si  no  obstante  las  justas  razones  aducidas  en 
los  dos  últimos  párrafos  del  voto  en  disídensia  del  señor  vocal 
doctor  López  Gabanillas,  que  se  reproducen,  se  hubiese  de  apli- 
car á  las  provincias  argentinas  para  la  extradición  de  crimina- 
les procesados  ó  condenados,  las  mismas  reglas  que  fija  la  ley 
para  los  países  extranjeros,  también  se  habrían  llenado,  en  el 
caso,  todos  los  requisitos  exigidos. 

Duodécimo:  Que  no  se  ha  desconocido,  ni  podido  desconocer- 
se, ^n  vista  de  la  autenticación  del  documento  de  foja  primera, 
la  competencia  del  juez  exhortante  para  entender  de  las  cansas 
criminales  en  la  provincia  de  Córdoba  (artículos  seiscientos 
cuarenta  y  siete  y  seiscientos  cincuenta  y  cinco^  inciso  sexto, 
Código  de  Procedimientos). 

Decimotercero  :  Que  es  arreglada  la  forma  extrínseca  del  ex- 
horto que  transcribe  el  auto  de  prisión  y  ha  sido  comprobada  la 
identidad  del  delincuente. 

Decimocuarto  :  Que  se  ha  precisado  el  delito  que  motiva  el 
pedido  de  extradición  (artículo  seiscientos  cuarenta  y  seis,  Có- 
digo citado),  y  aun  cuando  alguno  de  los  hechos  imputados,  pres- 
cindiendo de  lo  dispuesto  por  los  artículos  diez  y  seis,  inciso 
sexto,  y  doscientos  dos  del  Códido  Penal,  no  estuviese  calificado 
como  delito^  bastaría  que  lo  sea  alguno  de  ellos. 

Decimoquinto  :  Que  los  antecedentes  sobre  que  tanto  se  ba 
inculcado  por  los  letrados  que  patrocinan  á  las  partes,  no  tie- 
nen importancia  alguna  para  la  resolución  del  recurso,  porque 
no  provienen  de  autoridad  competente  para  producirlos  en  causa 
criminal,  ni  se  han  agregado  por  mandato  judicial. 

Decimosexto:  Que  teniendo  esos  antecedentes  exhibidos  por 
las  partes  carácter  probatorio^  sólo  pueden  y  deben  apreciarse 
cuando  se  analizan  y  clasifican  los  hechos  que  se  estiman  pro- 
bados^ para  calificar  el  delito  é  imponer  la  pena  ó  absolver  al 
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procesado  ea  la  oportanídad  legal  del  juicio,  por  el  jaez  á  quiea 
incombe  ese  conocimiento  y  decisión  (artículo  cuatrocientos 
noventa  y  cinco.  Código  de  Procedimientos). 

Decimoséptimo :  Que,  por  otra  parte,  si  tales  antecedentes 
fueran  de  considerarse,  no  consta  que  el  juez  exhortante  no 
haya  obedecido,  al  formular  el  pedido  de  extradicioii,  á  otros 
motivos^  pues  no  ha  mencionado  los  documentos,  piezas  decon- 
yicciony  antecedentes  que  fundan  el  auto  de  prisión,  limitándo- 
se á  citar  las  fojas  de  los  autos  donde  corren  agregados,  pero 
sin  remitir  copia  de  ellos  ó  extractar  su  contenido. 

Décimooetavo  :  Que  para  la  extradición  de  procesados  óreos 
condenados,  pedida  por  los  jueces  de  sección,  los  de  la  Capital 
y  territorios  naeíonales,  sólo  se  exige  la  remisión  de  una  copia 
legalizada  del  auto  de  prisión  ó  de  la  sentencia  (artículo  seis- 
cientos setenta  y  cinco,  Código  de  procedimientos),  sin  que  el 
juez  exhortante  esté  obligado  á  hacer  una  relación  circunstan- 
ciada del  hecho,  expresando  la  fecha  y  designando  con  exactitud 
el  delito,  y  que  este  procedimiento  está  más  en  armonía  con  el 
prim^ipio  absoluto  que  sienta  el  artículo  octavo  de  la  Constitu- 
ción, sobre  la  obligación  recíproca  que  tienen  las  provincias  pa- 
ra la  entrega  de  los  criminales,  con  tanta  mayor  razón,  cuanto 
que  para  toda  la  República  rige  la  misma  legislación  penal. 

Decimonoveno  :  Que  cuando  basta  una  simple  requisición,  ó 
si  la  extradición  se  pide  por  jueces  de  sección,  los  déla  Capi- 
tal y  territorios  nacionales,  las  leyes  no  obligan  al  juez  reqoí- 
rente  á  hacer  una  relación  circunstanciada  del  delito,  como  no 
se  hace  en  el  exhorto  de  foja  primera,  y  que  por  lo  tanto  es  im- 
procedente, en  tales  casos,  toda  apreciación  sobre  fecha,  lugar 
de  comisión,  intención  culpable  (artículo  siete  del  Código  Penal) 
ó  cualquier  otro  detalle  que  afecte  al  delincuente  ó  á  la  noción 
legal  del  hecho  perseguido. 

Por  estos  fundamentos,  y  los  concordantes  del  voto  en  disi- 
dencia del  señor  vocal  de  la  Cámara  de  Apelaciones  en  lo  Cri- 
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miual,  doctor  López  Gabanillas,  no  obstente  lo  expuesto  y  pedi- 
do por  el  señor  Procurador  General:  se  revoca  el  auto  apelado 
de  foja  treinta  y  ocho,  declarándose  subsistente  el  de  foja  seis 
vuelta,  sin  perjuicio  de  sustanciarse  contienda  de  competencia 
en  la  forma  que  corresponda,  si  así  lo  entendieren  los  tribuna- 
les de  la  Capital  ó  conviniese  á  la  defensa  de  alguna  de  las  par- 
tes ;  y  devuélvanse. 

OCTAVIO    BUNGE. 


CAUSA 


La  señora  doña  Ana  B.  de  Promad  y  doña  Isidora  B,  de  Car- 
giolo,  contra  don  Manuel  Meana,  por  desalojo;  sobre  inhibito- 
ria del  Juez  de  Paz  local  para  entender  en  la  causa. 


Sumario.- — 1^  La  jurisdicción  local  concurrente  se  entiende 
prorogada,  cuando  se  opone  una  excepción  que  importa  reco- 
nocerla. 

2^  Tal  es  la  que  se  refiere  al  fondo  del  asunto. 


Caso. —  Don  Vicente  Girardi,  por  las  señoras  Ana  B.  dePron- 
sati  é  Isidora  B.  de  Cargiolo,  entabló  demanda  contra  don  Ma- 
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nael  Meana  por  desalojo  de  ana  pieza  que  ocupa  en  la  casa  ca- 
lle Yictoria  número  1916. 

Citado  Meana,  compareciá  ante  el  Juez  de  Paz  y  expresó: 
que  no  era  inquilioo  de  las  actoras  y  por  consiguiente  carece 
de  personería  para  estar  en  juicio,  lo  que  importa  una  excep- 
ción legítima  que  la  interpone  antes  de  contestar  la  demanda. 

Oída  la  parte  actora,  el  Juez  de  Paz  resolvió  mandando  que 
se  intimara  á  Meana  el  desalojo  en  el  término  de  diez  días. 
De  esta  resolución  fué  notificado  Meana,  el  22  de  Mayo  del 
año  95.  * 

En  4  de  Junio  del  mismo  ano  se  presentó  Meana  ante  el  Juez 
federal  manifestando  que  el  de  Faz  era  incompetente  por  cuan- 
to las  actoras  eran  argentinas  y  él  español.  Pidió  que  se  orde- 
nara al  Juez  de  Paz  la  remisión  de  los  antecedentes. 


Wmiim  del  Jíuex  Fedleral 


Buenos  Aires,  Julio  2  de  1895. 

« 

Autos  y  vistos:  Considerando:  Quesegun  resulta  del  escrito 
de  foja  7,  Manuel  Meana  contestó  la  demanda  que  se  le  entabló 
ante  el  Juzgado  de  Paz,  sin  oponer  la  excepción  de  incompe- 
tencia; y  siendo  asi  que  el  artículo  12,  inciso  4^,  de  la  ley  de  14 
de  Setiembre  de  1863,  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los 
Tribunales  nacionales,  dispone  .que  en  tal  caso  se  entenderá 
que  la  jurisdicción  ha  sido  prorogada. 

Que  por  otra  parte,  aparece  del  auto  de  foja  14  vuelta  que  la 
causa  ha  sido  fallada  por  el  Juez  de  Paz,  habiéndose  ocurrido 
ante  este  Juzgado  deduciendo  la  cuestión  de  competencia  en  4 
de  Junio  del  corriente  año,  es  decir,  á  los  seis  dias  hábiles  de 
notificada  esa  resolución . 
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Por  esto,  el  juzgado  resaelve  inhibirse  del  conocimiento  de 
esta  causa.  Remítase  lo  actuado,  con  noticia,  al  Jaez  de  Paz 
de  la  sección  9"*  debiendo  reponerse  el  papel . 

/.  F.  Lalanne. 


VISTA  DEL  SEAOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Agosto  21  de  18d5. 

Suprema  Corte  : 

Los  fundamentos  del  auto  recurrido  de  foja  5  se  ajustan  alas 
constancias  de  autos  y  al  texto  legal  citado;  por  lo  que  píAo  á 
T.  E.  su  confirmación. 

Sabiniano  Kier. 


Fallo  die  la  Suprema  Carie 

Buenos  Aires,  Diciembre  38  de  1895. 

Tistes  y  considerando:  Que  aun  cuando  en  el  comparendo 
verbal  de  foja  siete,  expediente  agregado,  el  recurrente  mani- 
festó que  no  contestaba  la  demanda,  opuso  una  excepción  que 
importaba  reconocer  la  jurisdicción  del  juez  ante  quien  se  le 
demandaba,  por  cuanto  se  refería  al  fondo  del  asunto  y  no  á  la 
competencia  de  aquel. 

Por  esto^  de  acuerdo  con  lo  expuesto  y  pedido  por  el  señor 
Procurador  General,  y  por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con 
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costas,  el  aato  apelado  corriente  á  foja  ciaeo.  Repuestos  los 
sellos,  doTnélTanse . 

LCIS  y.  YARELá.  —  4EBL  BAIAM*  — 
OCTAVIO  BimGB.  —  JQAÜ  B.  TO- 
RRBRT. 


CAIJ8A     CCCIiTI 


D^  María  Job  y  sus  hijos,  contra  la  empresa  del  Ferrocarril 
Central  Entre-Riano^  por  indemnización  de  perjuicios  y 
condenación  en  costas . 


Sumano.  —  1^  La  Suprema  Corte  uo  puede  decidir  una  cues- 
tión que,  propuesta  y  discutida  en  primera  instancia,  no  ha  sido 
resuelta  por  el  inferior. 

2^  En  las  causas  por  indemnización  de  daños  y  perjuicios 
debe  ante  todo  inquirirse  la  existencia  real  de  éstos,  incum- 
biendo la  prueba  al  que  pretende  haberlos  sufrido. 

S^  La  disposición  del  artículo  1084,  Código  GítíI,  no  com- 
prende á  la  madre  y  hermanos  del  muerto  :  éstos  sólo  pueden 
ejercer  la  acción  ciril,  probando  que  del  homicidio  les  resultó 
algún  daño  ó  perjuicio  6  que  fueron  alimentarios  del  difunto. 
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4^  Cuando  por  la  Datoraleza  de  la  caasa,  no  bay  mérito  para 
condenar  en  costas  á  la  parte  demandante^  debe  confirmarse 
la  sentencia  que  no  se  las  impuso. 


Caso.  —  Resulta  del 


WmUm  del  #uea    federal 


Paraná.  iuUo  8  de  1893. 

Y  vistos  :  resultando :  Que  D*"  María  Job,  en  calidad  de  ma- 
dre, por  sí  7  por  su  hija  menor  María  Naritelli,  y  Juana,  Fran* 
cisca,  Dominga  y  Domingo  Naritelli,  como  hermanos  del  finado 
Juan  Naritelli,  vecinos  del  pueblo  de  Gastione  Andeveno,  en  la 
Lombardía,  reino  de  Italia,  por  medio  de  su  apoderado  don 
Fausto  Fajares,  demandan  á  la  empresa  constructora  del  Fe- 
rrocarril Central  Entre-Riano,  para  que  le  satisfaga  los  danos 
y  perjuicios  ocasionados  por  la  muerte  del  expresado  Juan  Na- 
ritelli, producida  por  un  descarrilamiento  culpable  de  dicho  fe- 
rrocarril. 

El  procurador  de  los  demandantes  expone  los  hechos  di- 
ciendo :  que  la  empresa  constructora  habfa  contratado  en  Bue- 
nos Aires  20  trabajadores,  entre  ellos  á  Juan  Naritelli,  y  con- 
ducíalos á  la  ciudad  del  Uruguay,  de  donde  fueron  transpor- 
tados al  lugar  del  trabajo  en  un  tren  de  la  empresa  que  partió 
del  Uruguay  el  día  20  de  Febrero  de  1887. 

El  tren,  arrastrado  por  una  de  las  máquinas  de  más  poder ^ 
<  La  Uruguay  »,  lo  formaban  un  tvagon  cargado  de  arenayjherra- 
mientas,  en  que  también  iban  los  20  trabajadores,  enganchado 
al  tender  de  la  máquina  y  otros  wagones  más  que  conducían  pa- 
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sajeros,  paes  estaba  dado  ya  al  sorricio  público.  Al  llegar  al 
cambio  de  la  estación  <  1*^  áe  Mayo»  no  ananció  su  arribo  con 
el  silbato  de  orden  ni  moderó  la  velocidad  de  su  marcha;  el  cam- 
bio estaba  hecho  no  se  sabe  desde  cuándo  y  no  había  en  él  nin- 
gún empleado  que  lo  vigilara  en  el  momento  del  tránsito,  ni  fué 
posible  que  bajase  á  atenderlo  el  guarda-tren,  como  era  de  cos- 
tumbre durante  la  construcción,  por  la  excesiva  velocidad  de  la 
marcha.  Así  pasó  la  máquina  y  el  tender  por  la  vía  directa;  pero 
en  seguida  las  agujas  del  cambióse  abrieron  por  estar  éste  flojo, 
y  el  wagón  en  que  iban  los  20  trabajadores  entró  por  el  desvío, 
la  tracción  en  sentido  transversal  hizo  que  dicho  wagón  se  vol- 
case aplastando  los  trabajadores  que  quedaron  bajo  de  un  mon- 
tón de  astillas  y  fragmentos  de  los  wagones^  pues  los  que  venían 
atrás  fueron  superponiéndose  al  primero  que  descarriló. 

El  resultado  de  esa  catástrofe  fué  que  de  los  20  individuos  que- 
dasen allí  11  muertos  y  7  heridos,  sin  que  hubiese  en  la  esta- 
ción ni  un  solo  empleado  de  la  empresa  que  pudiera  prestar 
socorro.  La  empresa  demandada  condujo  los  muertos  y  heridos 
al  Uruguay  haciendo  asistir  á  estos  últimos  ásu  costa. 

Dice  que  tan  luego  como  llegaron  los  poderes  de  Europa  se 
dirigió  particularmente  al  señor  Lúeas  G-onzalez  procurando 
obtener  amistosamente  la  reparación  de  los  perjuicios,  pero  el 
representante  de  la  empresa,  olvidando  que  de  hecho  habían 
reconocido  su  obligación  por  los  desembolsos  en  la  curación  de 
los  heridos,  contestó  negándose  á  todo  arreglo,  porque  su  abo- 
gado aquí  era  de  opinión  que  la  empresa  no  era  responsable. 

Que  siendo  estos  los  hechos,  el  derecho  que  asiste  á  su  parte 
es  claro,  pues  la  empresa  estaba  autorizada  por  el  contrato  de 
construcción  á  dar  al  servicio  público  las  secciones  concluidas 
hasta  la  entrega  total  de  la  vía,  y  teniendo  como  tenía  en  acti- 
vidad la  en  que  ocurrió  la  catástrofe,  ella  es  responsable  según 
la  ley  nacional  de  18  de  Setiembre  de  1872  (artículo  52)  de  los 
perjuicios  ocasionados  por  culpa  ó  negligencia  de  sus  emplea- 
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dos,  y  Qo  cabía  duda  que  la  muerte  de  Naritelli  es  imputable  á 
la  empresa  de  Lúeas  González  y  C%  según  el  precepto  de  los  ar- 
tículos 1113  y  1122,  por  ser  sus  dependientes  los  autores  de 
ella.  La  empresa  que  conducía  peones  y  pasajeros  en  una  sec- 
ción quehabfa  puesto  al  servicio  público,  contrajo  por  ese  solo 
hecho  la  obligación  de  emplear  las  medidas  de  seguridad  y 
adoptar  las  precauciones  establecidas  en  el  artículo  2®  de  la  ley 
de  Ferrocarriles  nacionales,  especialmente  las  expresadas  en  el 
inciso  6^,  lo  que  no  yerificó,  siendo  esa  omisión  una  de  las  que  más 
directamente  influyó  para  que  el  descarrilamiento  se  produjese. 

La  empresa  faltó  además  á  lo  proscripto  por  el  artículo  20, 
pues  en  la  estación  « 1®  de  Mayo»  no  habían  los  empleados  que 
debía  tener  para  ejercer  la  vigilancia  del  cambio  y  prestar  los 
socorros  inmediatos,  y  el  maquinista  no  anunció  su  entrada 
con  señal  de  silbato,  como  debió  hacerlo  según  el  artículo  26  de 
la  misma  ley.  No  se  encontraban  tampoco  los  medicamentos 
que  debió  tener  en  la  estación  desde  que  la  empresa  transpor- 
taba pasajeros  que  pagaban  su  viaje  (artículo  44).  Pero  lo  más 
grave  es  la  contravención  al  artículo  24,  que  establece  con  toda 
precisión,  que  cuando  se  conduzcan  pasajeros  deben  ir  en  se- 
guida del  tender  tantos  wagones  sin  ellos  como  máquinas,  pues 
á  haberse  cumplido  no  habría  ocurrido  la  catástrofe,  que  quedó 
circunscrita  al  primer  wagón.  Aunque,  no  se  vea  eki  estos  he- 
chos más  que  un  delito  del  derecho  civil,  la  empresa  es  res- 
ponsable de  él  civilmente,  y  pide  en  consecuencia  se  le  condene 
al  pago  de  30.000  pesos  moneda  nacional,  en  que  estima  los  per- 
juicios causados  á  su  representado,  teniendo  presente  para  fijar 
la  suma  los  antecedentes  judiciales  del  país  como  la  causa  de 
Ponsati. 

Don  Nicanor  Calderón,  por  la  empresa  Lúeas  González  y  C, 
contestando  la  demanda  confiesa  los  hechos  expuestos  en  ella 
relativamente  al  descarrilamiento,  limitando  á  10  tan  sólo  el 
número  de  muertos. 
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Tratando  de  la  responsabilidnd  del  suceso  dice:  que  fueron 
tan  repetidas  las  exigencias  del  comercio  para  qne  se  permitiese 
el  trasporte  de  carga  j  pasajeros  en  el  ferrocarril  en  constrno- 
oion,  qae  fué  necesario  hacerle  presente  al  gobierno,  pidién- 
dole autorización  al  efecto  como  lo  hizo  por  nota  de  7  de  Enero 
de  1887,  pues  no  se  ocultaba  á  la  empresa  la  responsabilidad 
que  se  imponía  transportando  carga  y  pasajeros  en  un  tren  en 
construcción  sin  esa  autorización.  £1  gobierno  resolvió  con  la 
misma  fecha  facultar  ala  dirección  del  ferrocarril  para  traspor- 
tar pasajeros  y  carga,  entre  las  estaciones  de  esta  Capital  y  Ih 
de  Nogoyá,  con  sujeción  á  una  tarifa  módica,  debiendo  costear- 
se este  tráfico  con  el  mismo  producido  y  depositar  el  sobrante, 
y  confirmó  también  la  autorización  dada  á  la  empresa  para  co- 
brar pasajes  y  fletes  en  la  misma  línea. 

Después  de  este  decreto,  principió  á  cobrar  fletes  y  pasajes  en 
la  parte  comprendida  entre  el  Uruguay  y  Tala  y  continuó  ha- 
ciéndose esto  hasta  la  entrega  de  la  línea  al  gobierno,  la  que  se 
verificó  en  2  de  Julio  de  1887  de  la  sección  de  Uruguay  á  Tala 
en  que  se  encuentra  la  estación  cl<>  de  Mayo».  El  descarrila- 
miento se  produjo  por  lo  tanto  en  el  período  de  construcción  de 
la  vía  y  no  le  son  aplicables  las  disposiciones  de  la  ley  de  Fe- 
rrocarriles invocada  en  la  demanda. 

Para  aplicar  la  ley  civil,  dice,  hay  que  hacer  distinción  entre  un 
ferrocarril  en  construcción  y  uno  ya  entregado  al  servicio  público. 
En  él  primero  todo  es  inseguro  y  sólo  la  experimentación 
viene  á  comprobar  si  los  trabajos  realizados  con  sujeción  al  ar- 
te 6  la  ciencia,  son  perfectos.  Los  que  forman  parte  de  la  cons- 
trucción saben  que  están  sujetos  á  peligros  y  toda  previsión  es 
insuficiente^  por  esto  es  qne  los  gobiernos  antes  de  entregar  las 
obras  de  cualquier  género  al  servicio  público  las  somete  á  una 
prueba  experimental.  Así,  no  debe  perderse  do  vista  esto  para 
establecer  si  hubo  ó  no  negligencia  de  parte  de  la  empresa  en  el 
descarrilamiento  en  cuestión. 
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Las  faltas  de  cambistas,  jefe  de  estacioa  y  botiquín  no  son 
violaciones  de  ningún  precepto  legal  en  el  período  de  construc- 
ción, ni  hubo  negligencia  porque  el  cambio  estaba  hecho  antes 
de  pasar  el  tren.  El  desastre  no  es  imputable  á  la  compañía  y 
por  lo  tanto  no  es  responsable  de  los  daños  y  perjuicios,  según 
el  artículo  1067,  Código  Civil. 

Supuesto  que  se  tratase  de  un  acto  ilícito,  la  suma  de  30.000 
pesos  que  se  cobra  es  excesiva;  los  perjudicados^  simples  obreros, 
vivían  espléndidamente  con  30  pesos  mensuales,  y  la  empresa 
no  podría  estar  obligada  á  entregar  esta  suma  por  más  de  20 
años,  es  decir,  sólo  entregaría  7200  pesos  en  los  20  años.  Faga- 
dos  de  una  vez  no  representan  más  de  1500  pesos,  y  con  esta 
suma  en  20  años  se  obtienen  12.000  pesos. 

"RsLj  plus  petitio  j  por  ello  debe  imponerse  la  penado  costas. 

Alega  también  la  prescripción  de  la  acción.  A  este  propósito 
dice:  que  el  descarrilamiento  tuvo  lugar  el  20  de  Febrero  de 
1887,  y  la  demanda  recien  fué  notificada  en  Mayo  de  1891;  la 
acción  por  daños  y  perjuicios  procedentes  de  delitos  ó  cuasi-de- 
litos  se  prescribe  al  año,  según  el  artículo  4037,  Código  citado. 

Añrma  que  la  empresa  ignora  si  alguien  dentro  del  año,  con 
ó  sin  representación  hizo  alguna  gestión  capaz  de  interrumpir 
la  prescripción.  Termina  pidiendo  el  rechazo  de  la  demanda  con 
costas. 

Becibida  la  causa  á  prueba  se  produce  dentro  del  término  la 
que  corre  de  foja  ...  á  foja  ...  sobre  cuyo  mérito  han  produ- 
cido los  alegatos  de  foja  . . .  que  el  juzgado  ha  tenido  también 
á  la  vista. 

Y  considerando:  Que  la  discusión  como  se  ve  ha  recaído  so- 
bre las  siguientes  cuestiones  que  el  juzgado  pasa  á  considerar 
y  resolver: 

1^  ¿  Está  legalmente  justificada  la  personalidad  de  los  deman- 
dantes en  este  juicio? 

2^  La  mnerte  de  Juan  Naritelli,  ¿ha  sido  la  consecuencia  de 
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aotos  ú  omisiones  culpables  de  los  empleados  del  Ferrocarril 
Central  Entre-Biano  ? 

3^  En  caso  afirmativo^  ¿la  empresa  Lúeas  González  y  C,  es 
civilmente  responsable  de  las  consecaencias  de  esos  hechos  y 
omisiones? 

4^  ¿Los  actores  han  JQStiñcado  su  derecho  á  los  daños  y  per- 
juicios que  demandan? 

Considerando  en  cuanto  á  la  i"":  Que  la  acta  de  notoriedad 
cor^-iente  á  foja  • . .  traducida  á  foja  ...  y  autenticada  en  for- 
ma, prueba  suficientemente  que  María  Job  es  madre  y  los  de- 
mandantes hermanos  de  Juan  Naritelli,  desde  que  la  prueba  del 
estado  de  las  personas  está  regida  por  el  estatuto  personal  y 
además  esa  acta  6  información  no  ha  sido  redargüida  de  falsa 
por  el  demandado. 

Que  esta  conclusión  no  se  destruye  respecto  de  María  Job  con 
la  objeción  formulada  en  el  alegato  final,  de  que  no  basta  pro- 
bar el  parentesco,  para  ejercer  la  acción  propuesta,  porque  de- 
pendiendo ella  de  la  sucesión,  ha  debido  también  probar  María 
Job  con  la  declaratoria  de  juez  competente,  que  es  acreedora  de 
Juan  Naritelli,  y  además  la  misión  judicial  en  posesión  de  la 
herencia,  según  lo  requiere  el  artículo  3414,  Código  Civil^  por- 
que la  acción  civil  para  perseguir  la  indemnización  de  daños  y 
perjuicios  causados  por  delitos  ó  actos  ilícitos  no  son  acciones 
que  dependan  de  la  sucesión,  y  mucho  menos,  cuando  el  acto 
ilícito  ha  ocasionado  un  homicidio  y  la  acción  se  deduce  por  la 
madre  cómo  en  el  caso  presente,  paes  la  ley,  artículo  i085  y  ar- 
gumento del  1084  y  1079,  se  la  acuerda  directamente  por  los 
perjuicios  personalmente  sufridos,  y  no  como  un  derecho  adqui- 
rido por  el  muerto,  que  no  ha  podido  adquirir  y  que  pase  á  sus 
sucesores. 

Que  respecto  de  la  segunda  cuestión,  son  hechos  confesados 

por  el  representante  de  la  empresa  Lúeas  González  y  C*  en  la 

.contestación  á  la  demanda  y  confirmados  por  el  sumario  de  fojas 
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93  á  116  7  declaraciones  recibidas  durante  el  jniciode  fojas  55 
á  69  que  el  día  20  de  Febrero  de  1887,  partió  de  la  estación 
del  Uruguay  un  tren  del  Ferrocarril  Central  Entre-Biano  con- 
duciendo pasajeros  y  peones  que  la  empresa  había  hecho  yenir 
de  Buenos  Aires,  para  los  trabajos  de  construcción  del  Ferro- 
carril; estos  trabajadores,  en  número  de  20,  iban  con  sus  heira- 
mientas  en  un  wagón  cargado  de  arena,  que  en  la  formación  del 
tren  fué  colocado  después  de  la  máquina,  á  continuación  del 
tender;  al  llegar  é.  la  estación  c  1<*  de  Mayo  >  e}  tren  ni  hizo  se- 
ñal con  el  pito  á  vapor  ni  moderó  su  marcha  lo  bastante  para 
que  el  conductor  bajase  á  hacer  ó  revisar  el  cambio  para  pre- 
venir cualquier  peligro:  la  máquina  y  las  cuatro  ruedas  de 
adelante  del  wagón  en  qoe  iban  los  trabajadores  pasaron  el 
cambio  por  la  vía  directa,  mas  las  cuatro  ruedas  posteriores  del 
mismo  wagoñ  fueron  al  desvío,  á  causa  de  haberse  movido  las 
agujas  que  estaban  flojas,  produciéndose  así  una  tracción  en 
sentido  transversal  á  la  línea  que  hizo  volcar  al  wagón  de  los 
trabajadores  aplastando  á  éstos  que  quedaron  así  bajo  un  mon- 
tón de  arena  y  astillas,  pues  los  wagones  que  seguían  fueron 
sobre  el  volcado  con  la  impulsión  que  llevaban;  la  catástrofe 
dio  por  resultado  la  muerte  instantánea  de  9  personas,  entre  ellas 
Juan  Naritelli,  partida  de  foja  . . .  quedando  varios  otros  heri- 
dos, qne  la  empresa  recogió  é  hizo  asistir  en  el  Uruguay. 

En  la  estación  c  i^  de  Mayo  >  no  había  ningún  empleado,  ni 
había  tampoco  cambista  que  vigilase  las  agujas  del  cambio, 
pues  la  costumbre  era  que  el  conductor  de  cada  tren  1>ajase  á 
hacer  asegurar  el  desvío,  lo  que,  como  se  ha  dicho,  no  se  veri- 
ficó en  esta  ocasión. 

Qne  haciendo  el  ferrocarril  el  servicio  público  de  conducir 
pasajeros  y  carga  entre  las  estaciones  c Uruguay  >  y  el® de  Ma- 
yo > ,  mediante  retribución  fijada  por  tarifa  y  especialmente  en 
el  viaje  en  que  se  produjo  la  catástrofe,  como  se  confiesa  que 
hacía,  estaba  de  hecho  entregado  al  servicio  público  (aunque  no 


DE  JUSTICU  NAaONAL  433 

estQTiesen  terminados  los  trabajos  ni  lo  hubiese  recibido  aún 
el  gobierno  qne  lo  mandó  oonstrnir),  siéndole  desde  luego  apli- 
cable las  disposiciones  de  la  ley  naoional  de  Ferrocarriles,  des- 
de que  por  otra  parte  ese  ferrocarril  ha  sido  construido  con  un 
capital  cuyo  interés  mínimo  estaba  garantido  por  la  nación  (ar- 
tículo 2'',  inciso  S''  de  la  ley  citada  y  ley  de  Octubre  de  1884). 

Que  en  cuanto  á  la  tercera  cuestión,  el  artículo  53  de  la  ley 
de  ferrocarriles  hace  responsables  á  las  empresas  de  los  perjui- 
cios causados  por  culpa  ó  negligencia  de  sus  empleados,  y  el  H13 
del  Código  GítíI,  impone  á  los  patrones  6  superiores  la  obliga- 
ción de  resarcir  los  daños  y  perjuicios  ocasionados  por  las  per- 
sonas que  están  bajo  su  dependencia  ó  por  las  cosas  que  tienen 
á  su  cuidado . 

Que  tanto  la  mala  formación  del  tren  en  cuestión  colocando 
el  wagón  que  conducía  los  obreros  á  continuación  del  tender, 
cuando  debió  colocarse  de  por  medio  uno  por  lo  menos  de  carga, 
en  camplimiento  d«  lo  preceptuado  por  la  ley  y  las  indicacio- 
nes de  la  experiencia  ferroyiaria,  como  la  falta  de  un  empleado 
que  vigilase  el  estado  del  cambio  y  de  las  agujas  en  el  momento 
del  paso  del  tren,  empleado  tanto  más  necesario,  cuanto 
que  se  confiesa  que  la  YÍa  era  aún  imperfecta  y  no  estaba 
consolidada,  como  asimismo,  la  falta  de  anuncio  al  arribar  á 
la  estación,  son  hechos  producidos  en  violación  de  la  ley  de  la 
materia,  artículos  324  y  26,  por  los  empleados  dependientes  de 
la  empresa  Lúeas  González  y  G*  y  los  que  han  causado  la  muer- 
te de  Juan  Naritelli,  pues  con  sólo  haberse  puesto  un  wagón  de 
carga  entre  el  tender  y  el  que  conducía  á  los  trabajadores  se 
habría  evitado  la  muerte  de  éstos,  como  se  evitó  la  de  los  demás 
viajeros  que  iban  en  el  wagón  siguiente. 

Que  de  aquí  se  deduce  que  la  empresa  aludida  es  responsable 
de  las  consecuencias  civiles  del  descarrilamiento  de  20  de  Fe- 
brero de  i887. 

Que  la  autorización  dada  por  el  gobierno  de  la  provincia  con 

T.  XII  38 
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fecha  7  de  Enero  del  mismo  año  1887  para  el  trasporte  de  car- 
ga y  pasajeros,  no  releva  á  la  empresa  de  esta  responsabilidad 
como.se  pretende:  I*'  porque  esa  aotorizacion  fué  limitada  tan 
sólo  á  la  sección  de  TÍa  comprendida  entre  esta  Capital  y  la  es- 
tación de  <  Nogoyá  »  y  no  á  la  del  c  Uruguay  »  y  el  <  Tala  >  en 
que  está  situada  la  estación  d^  de  Mayo  >  (resulucion  de  foja 
i37  y  nota  de  foja  138);  y  2^  porque  aunque  así  no  fuese,  ha' 
ciéndose  el  tráfico  bajo  la  administración  de  la  empresa  deman- 
dada, ella  sería  responsable  de  la  idoneidad  de  los  empleados 
que  eligió  para  encomendarles  funciones  tan  delicadas:  éstosde- 
pendían  de  ella  directamente  y  no  del  gobierno  y  siempre  le  se- 
ría aplicable  el  artículo  1113  citado  del  Código  Civil. 

Que  la  falta  de  firmeza  y  los  peligros  consiguientes  de  la  im- 
perfección de  la  vía  en  construcción,  lejos  de  disminuir  la  res- 
ponsabilidad de  la  empresa  la  aumenta  en  tanto  en  cuanto  esa 
circunstancia  agrava  la  culpa  de  los  autores  del  desastre,  por» 
que  si  tal  era  el  estado  de  la  vía,  la  empresa  no  pudo  pedir  au- 
torización ai  gobierno  para  trasportar  pasajeros  y  carga  sin 
responsabilizarse  por  las  desastrosas  consecuencias  que  sobre- 
vendrían, y  esto  mismo  imponía  á  la  empresa  y.sus  empleados  el 
deber  de  proceder  con  mayor  celo  aún  que  el  exigido  por  la  ley, 
para  los  caminos  que  se  encuentran  en  perfecto  estado  de  uso. 

Que  respecto  de  la  cuarta  cuestión,  el  artículo  1084,  Código 
Civil,  en  el  caso  de  un  homicidio  impone  al  culpable  la  obliga- 
ción de  satisfacer  los  gastos  de  asistencia  y  los  funerarios  del 
muerto  y  además  lo  que  fuere  necesario  para  el  sostenimiento 
de  su  viuda  é  hijos. 

Esta  disposición  especial  no  comprende  á  la  madre  y  herma- 
nos del  muerto^  de  manera  que  éstos  sólo  pueden  ejercer  la  ac- 
ción civil,  probando  que  del  homicidio  les  resultó  algún  daño 
ó  perjuicio,  según  el  principio  general  de  que  todo  delito  hace 
nacer  la  obligación  de  reparar  los  perjuicios  que  de  él  resulten 
á  terceros,  artículo  1077,  Código  Civil. 
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Y  esta  prueba  es  necesaria,  ya  consistan  los  perjuicios  en  la 
prÍTaciOn  de  alimentos  ó  en  otra  cosa;  porque  si  bien  los  parien- 
tes se  deben  alimentos  entre  sí,  articulo  367,  esta  obligación  y 
el  derecho  correlativo  sólo  existen  cuando  el  alimentario  prueba 
que  no  tiene  medios  de  subsistencia  ni  puede  proporcionárselos 
por  su  propio  trabajo,  artículo  370.  Sin  esta  prueba  los  ocu- 
rrentes no  habrían  tenido  derecho  á  exigir  alimentos  á  Juan  Na- 
ritelli,  si  viviese,  y  desde  luego  su  muerte  tampoco  los  habría 
privado  de  ese  beneficio. 

Los  actores  no  han  producido  prueba  alguna  en  este  sentido 
ni  para  justificar  perjuicios  de  otro  género. 

Por  estas  consideraciones,  y  sin  entrar  á  considerar  la  excep- 
ción de  prescripción  por  ser  innecesario,  declaro  que  D*  María 
de  Job  y  sus  hijos,  Francisco,  Domingo,  Dominga,  Juana  y 
María  Naritelli,  no  han  probado  la  acción  de  daños  y  perjuicios 
por  ellos  deducida  contra  la  empresa  Lúeas  González  y  C*  y  en 
consecuencia  no  se  hace  lugar  á  su  demanda,,  sin  especial  conde- 
nación en  costas.  Notifíquese  original  y  repóngase  el  papel  con 
los  sellos  correspondientes. 

M,  de  r.  Pinto. 


Vallo  de  I»  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Diciembre  28  de  1895. 

Yistos  y  considerando:  Que  la  sentencia  de  foja  doscientas 
veinte  y  dos  ha  sido  apelada  por  la  empresa  demandada,  en  cuan- 
to no  se  condena  en  costas,  á  la  parte  actora. 

Que  el  recurso  deducido  por  ésta,  debe  entenderse  solamente 
respecto  de  la  cuarta  cuestión  estudiada  y  resuelta  en  dicha 
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sentencia,  por  cuanto  la  solución  de  las  anteriores  le  son  favo- 
rables 7  han  sido  consentidas  por  la  parte  demandada. 

Que,  en  consecuencia,  esta  Suprema  Corte  sólo  está  llamada 
á  pronunciarse  sobre  la  citada  cuarta  cuestión  y  sobre  las  eos- 
taS;  no  pudiendo  hacerlo  en  cuanto  á  la  prescripción,  porque 
aun  cuando  ella  ha  sido  propuesta  y  discutida  en  primera  ins- 
tancia, el  Inferior  no  la  ha  resuelto. 

Que  con  arreglo  á  la  jurisprudencia  establecida  por  este  tri- 
bunal, en  las  causas  por  indemnización  de  daños  y  perjuicios 
debe  ante  todo  inquirirse  la  existencia  real  de  éstos,  incumbien- 
do al  que  pretende  haberlos  sufrido,  la  prueba  de  ello. 

Que  en  la  hipótesis  de  que  hubieran  perjuicios  á  indemnizar- 
se,  los  demandantes,  no  estando  incluidos  entre  los  herederos 
especialmente  determinados  por  el  artículo  mil  ochenta  y  cua- 
tro, Código  Civil,  no  han  probado  qae  á  ellos  les  correspondiera 
reclamar  aquellos  por  haber  sido  alimentarios  del  difunto  á  la 
época  del  accidente. 

Que  no  hay  mérito  para  la  condenación  en  costas,  solicitada 
por  la  parte  demandada,  dada  la  naturaleza  de  la  cuestión  de- 
batida. 

Por  estos  fundamentos,  y  los  de  la  sentencia  de  foja  dos- 
cientas veinte  y  dos  relativos  á  la  parte  apelada :  se  confirma 
ésta.  Bepuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

LUIS  y.  VÁRELA.  —  ABEL  BAEAlf . 
—OCTAVIO  BUNGE.  —  JUAN  B. 
TORhENT. 
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€  ACSA  CC€I.¥II 


Don  Doroteo  Calisaya  contra  don  Fabriciano  y  don  Ambrosio 
Colque,  por  robo;  y  con  el  administrador  de  don  Fernando 
Campero,  por  arriendo:  sobre  inhibitoria  del  jues  local. 


Sumario. — No  corresponde  á  la  justicia  federal  las  causas 
criminales  de  derecho  común,  ni  las  civiles,  de  competencia  de 
los  jueces  de  paz,  que  no  excedan  el  valor  de  500  pesos. 


Caso.  —  El  señor  Calisaya  se  presentó  al  juzgado  exponiendo: 
que  por  el  Juzgado  del  Crimen  entabló  una  querella  por  robo 
de  haciendas  contra  Fabriciano  y  Ambrosio  Colque  (argentinos) 
cometido  en  su  casa  de  Pozuelos,  departamento  de  Yavi.  Que 
del  sumario  ha  resultado  que  el  origen  del  robo  es  una  deman- 
da entablada  contra  él  ante  el  Juez  de  Paz  de  aquel  de- 
partamento, por  el  administrador  de  la  casa  de  hacienda  del 
señor  Fernando  Campero,  por  cobro  de  supuestos  arrendamientos. 
Que  en  ese  juicio  se  han  cometido  otros  atropellos  en  su  pro- 
piedad, los  que  han  sido  ejecutados  por  Mariano  Galarza  y  Lu- 
ciano Solis,  á  quienes  acusará  también. 

Que  todas  las  causas  en  que  intervienen  los  herederos  del  se- 
ñor Campero,  se  han  ventilado  ante  la  justicia  federal,  por  ser 
ellos  bolivianos . 
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Que  siendo  él  argentino,  y  los  demandantes  Campero  extran- 
jeros, corresponde  á  la  jurisdicción  federal  el  conocimiento  de 
la  cansa,  7  pide  que  se  libre  oficio  de  inhibitoria  al  Jaez  de 
Paz  del  citado  departamento,  para  que  remita  los  autos,  abste- 
niéndose de  continuar  conociendo  en  ellos,  lo  mismo  que  al 
Juez  del  Crimen^  respecto  de  la  querella  por  robo. 


VISTA  DEL    PROCURADOR  FISCAL  {ad  hoc) 

Jujuy,  Noviembre  7  de  1893. 
Señor  Juez  : 

£1  fiscal  ad  hoc  que  suscribe  evacuando  la  Tista  que  se  le 
ha  corrido  en  este  asunto  á  S.S.  dice:  que  Calisaya  suscita 
irregularmente  en  un  solo  escrito  contienda  de  competencia  re- 
ferente á  dos  asuntos  de  diferente  fuero. 

No  obstante,  habiéndose  tramitado  dicho  escrito  me  corres- 
ponde dictaminar  sobre  el   fondo  de  las  cuestiones  propuestas. 

£1  juicio  criminal  que  Calisaya  inició  contra  varios,  por  el 
delito  de  robo,  ante  el  Juzgado  ordinario,  no  puede  caer  bajóla 
jurisdicción  de  S.  S.  por  no  hallarse  comprendida  tal  especie  de 
causas  entre  las  que  determina  el  artículo  23  del  Código  de 
Procedimientos  en  lo  Criminal,  ni  los  artículos  2  y  3  de  la  ley 
de  14  de  Setiembre  de  1863  sobre  jurisdicción  y  competencia  de 
los  Tribunales  Nacionales,  no  siendo,  por  otra  parte,  prorroga- 
ble  la  jurisdicción  que  S.  S.  inviste  según  el  artículo  l^de  la 
ley  nacional  de  procedimientos. 

Tampoco  podría  S.  S.  conocer  de  dicho  juicio  por  la  conexión 
que  pudiera  tener  con  el  de  cobro  de  arriendo  que  menciona  Ca- 
lisaya, pues  tal  conexión,  por  mucho  que  se  fnerze  el  razona- 
miento, no  aparece  de  la  exposición  de  aquel,  y,  además,  aunque 
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existiera,  no  compete  á  Y..  S.  conocer  de  dicho  jaicio  por  co-- 
bro  de  arriendo,  por  cuanto  se  halla  expresamente  exceptoado 
por  la  ley  de  3  de  Setiembre  de  1878,  sin  que  pueda  admitirse 
que  su  valor  supere  de  500  pesos,  porque  la  propiedad  de  Calisaya 
está  estimada  en  uno  mayor,  desde  que  no  es  ella  la  materia  del 
juicio,  sino  los  arriendos,  que  no  está  demostrado  excedan  de 
aquella  cantidad. 

Por  lo  expuesto,  opinoqne  S.  S.  no  debe  hacer  tugará  lacón- 
tienda  de  competencia  suscitada,  salvo  el  más  ilustrado  juicio 
del  señor  Juez. 

E.  Claros. 


Fallo  del  Jues  Vcder»! 


Jujuy,  Noviembre  15  de  1893. 

Y  vistos :  De  acuerdo  con  la  precedente  vista  del  Procurador 
ad  hoc  y  por  las  razones  en  ella  expuestas,  no  ha  lugar  á  promo- 
ver  la  competencia  deducida  por  don  Doroteo  Calisaya  en  este 
juicio. 

Aparicio . 


VISTA   DEL  SEftOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Diciembre  28  de  1894. 

Suprema  Corte  : 

Según  exposición  de  la  misma  parte,  la  acusación  por  robo, 
que  por  su  propia  naturaleza  no  era  de  jurisdicción  federal,  fué 
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dednoida  por  el  mismo  recurrente  ante  la  jurisdicoion  comnn 
del  crimen. 

La  demanda  por  arrendamiento,  no  pnede  confundirse  ni  en 
cnanto  á  la  jurisdicción,  ni  en  su  alcance  ni  efectos,  con  la  ac- 
ción de  dominio. 

La  intentada,  según  confesión  de  la  misma  parte,  por  cobro 
de  arrendamientos,  corresponde  según  la  ley  de  procedimientos 
al  Juez  de  Paz,  pues  no  se  ha  desconocido  que  no  excede  al  valor 
de  500  pesos  que  refiere  la  ley  de  3  de  Setiembre  de  1878.  Por 
ello,  creo  bien  resuelto  el  incidente  sobre  inhibitoria  de  jurisdic- 
ción, en  los  autos  de  fojas  2  vuelta  y  9,  cuya  confirmación  soli- 
cito de  V.  E. 

SaMniano  Kier. 


WwMo  de   I»  Suprema  Dorie 


Buenos  Aires,  Diciembre  28  de  1895. 

Vistos :  Por  sus  fundamentos  y  de  acuerdo  con  lo  expuesto  y 
pedido  por  el  señor  Procurador  General,  se  confirma  con  costas, 
el  auto  apelado  de  foja  once.  Devuélvanse,  debiendo  reponerse 
los  sellos  ante  el  inferior. 

LÜISV.  VÁRELA. — ABELBAZAN. 
—  OCTAVIO  BÜNGE .  —  JUAN 
£.  TORRENT. 
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€ACSA    €C€T.¥III 


Don  Luis  Richeri,  después  don  Juan  Loumagne,  cesionario,  con- 
ira  don  Luis  Chavanne,  por  cobro  ejecutivo  de  pesos ;  sobre 
nulidad  de  tasación. 


Sumario. — Es  nula  la  tasación  que  se  practique  por  el  peri- 
rito  nombrado  de  oficio,  antes  del  término  qae  la  ley  concede  d 
las  partes  para  recusarle. 


Caso.  —  Lo  explica  el  fallo  de  la  Suprema  Corte. 


VaIIo  del  Jíues  Pederal 


Buenos  Aires,    Diciembre  29  de  1894. 


Autos  7  vistos:  Considerando:  ^ne  áfoja  139 se  ordenó  ma- 
nifestara el  recurrente  sn  conformidad  con  el  perito  señor  Fnlle, 
propuesto  por  la  parte  contraria,  ó  en  su  defecto  propusiera  otro 
perito  por  la  suya,  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  artículo. . . 
de  la  ley  de  procedimientos;  que  consentida  esa  providencia  por 
el  demandado,  el  juzgado  en  su  rebeldía  procedió  al  nombra- 
miento de  oficio  del  perito  señor  Larrosa,  quien  desde  su  nom- 
bramiento y  aceptación  del  cargo  quedaba  plenamente  facnl- 
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tado  para  practicarla  pericia  ordenada,  salvo  el  caso  de  que  fuese 
recusado  con  justa  causa. 

Que  la  recusación  no  ha  sido  deducida  dentro  del  término  que 
fija  la  ley,  ni  tampoco  ha  sido  observada  la  tasación  practicada 
por  dicho  perito. 

Por  esto,  apruébase  en  cuanto  ha  lugar  por  derecho,  dicha 
operación  7  se  concede  en  relación  el  recurso  interpuesto  para 
ante  la  Exma.  Suprema  Corte,  menos  en  cuanto  se  refiere  á  loa 
honorarios  del  perito,  por  cuanto  su  monto  no  asciende  al  que 
determina  la  ley  para  que  proceda  el  recurso. 

Juan  del  Campillo. 


Fallo  de  ím  Suprema  Copte 


Buenos  Aires,  Diciembre  28  de  1895. 

Yistos :  Besultando  que  la  tasación  de  foja  ciento  cincuenta  y 
una  se  ha  presentado  al  mismo  tiempo  que  se  hacía  la  notifica- 
ción al  recurrente  del  auto  de  foja  ciento  cincuenta,  que  en  su 
rebeldía  nombraba  el  perito  de  oficio  que  en  aquella  ha  inter- 
venido, y  estableciendo  el  artículo  ciento  cuarenta  y  tres  de  la 
ley  de  procedimientos  que  la  parte  tiene  el  derecho  de  alegar  lo 
que  le  conviniere  dentro  del  término  de  tres  días  siguientes  al 
del  nombramiento  del  perito  para  dejar  éste  sin  efecto,  derecho 
de  que  en  el  caso  se  ha  privado  á  la  parte  de  Chavanne :  se  re- 
voca el  auto  de  foja  ciento  sesenta  y  ocho  vuelta  en  la  parte 
apelada.  Repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

LUIS  V.  VÁRELA.  —  ABEL  RAZAN.  — 
OCTAVIO  BUNGE.  -^  JUAN  E.  TO- 
RRENT. 
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CAUSA  cct^mr 


El  Ferrocarril  Bínenos  Aires  á  Rosario ^  contra  el  Ferrocarril 
Central  Argentino;  sobre  interdicto  de  obra  nueva  y  compe- 
tencia. 


Sumario.  —  I*'  Corresponden  al  fuero  federal  las  cuestiones 
entre  dos  ferrocarriles  nacionales  sobre  uso  y  aprovechamiento 
de  líneas  férreas,  y  las  que  se  susciten  á  consecuencia  de  obras 
hechas  en  base  de  un  decreto  del  Poder  Ejecutivo  nacional. 

2®  La  posesión  del  uso  de  dichas  líneas  autoriza  el  interdic- 
to, para  impedir  que  se  hagan  obras  que  lo  obstruyan,  aunque 
estas  se  verifiquen  en  terrenos  del  ferrocarril  demandado. 


Caso.  —  Lo  eiplica  el 


Fallo  del   Jíues  Federal 


Buenos  Aires,  Enero  3  de  1894. 


Y  vistos:  Los  preséntete  autos  sobre  interdicto  de  despojo  y 
obra  nueva  interpuesto  por  el  representante  del  Ferrocarril 
Buenos  Aires  y  Rosario,  contra  la  empresa  del  Ferrocarril  Cen- 
tral Argentino,  de  los  que  resulta : 
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Que  oon  fecha  i8  de  Diciembre  próximo  pasado,  se  presentó 
el  representante  del  Ferrrocarril  Buenos  Aires  y  Bosario,  de- 
mandando al  Central  Argentino  por  haber  efectuado  obras  en  la 
TÍa  del  paso  á  nivel  frente  á  la  calle  Suipacha,  que  interrumpía 
el  acceso  á  su  estación  de  carga  por  el  extremo  Sud,  como  asi- 
mismo el  empalme  ó  desvío  de  entrada  á  la  mesa  giratoria,  y  pi- 
diéndose mandaran  reponer  las  vías  á  su  primitivo  estado,  con- 
denando á  la  empresa  demandada  al  pago  de  los  daños,  intere- 
ses y  costas  del  juicio. 

Que  convocadas  las  partes  al  juicio  verbal  de  ley,  el  Ferro  - 
carril  Buenos  Aires  y  Rosario  reprodujo  en  todas  sus  partes  el 
escrito  de  demanda.  Ei  representante  del  Central  Argentino, 
antes  de  contestar  la  demanda  opuso  la  excepción  de  incompe- 
tencia de  jurisdicción,  fundándose  en  que  se  trataba  de  un  asun- 
to completamente  ajeno  al  fuero  federal,  y  porque  el  caso  no  se 
encontraba  comprendido  entre  los  que  la  ley  nacional  de  proce- 
dimientos marca  como  correspondientes  á  esta  jurisdicción;  que 
en  cuanto  á  la  demanda  la  creía  temeraria  y  pedía  fuera  recha- 
zada con  especial  condenación  en  costas  á  la  empresa  deman- 
dante, pues  el  Central  Argentino  efectuó  dichas  obras  en  terre- 
nos de  su  propiedad  de  los  que  había  estado  en  posesión  no  in- 
terrumpida, con  la  circuntanciade  que  las  obras  fueron  ejecuta- 
das con  sujeción  á  los  planos  solicitados  al  gobierno  nacional  y 
á  la  Municipalidad  y  aprobados  por  ambos.  Niega  que  se  Layan 
removido  ó  destruido  empalme  ó  desvíos  del  Buenos  Aires  y  Bo- 
sario, los  que  siempre  han  pertenecido  al  Central  Argentino, 
habiendo  tenido  aquel  sólo  permiso  para  usarlos.  Los  trabajos 
estaban,  pues,  en  terrenos  propios  y  se  habían  llevado  á  cabo  en 
virtud  de  los  derechos  que  nacían  de  sus  contratos  y  de  las  leyes 
respectivas . 

Que  presentaba  la  prueba  documental  que  corre  en  autos  y 
la  testimonial  de  fojas  68  á  74  vuelta. 

La  empresa  demandante,  contestando  la  excepción  opuesta,  pi- 
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dio  al  Juzgado  se  declarara  competente,  fundándose  en  la  expre- 
sa disposición  del  artículo  ^""^  inciso  1%  j  del  inciso  4"  de  la  ley 
de  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales  nacionales,  y 
por  cuanto  el  Ferrocarril  Buenos  Aires  y  Rosario  se  había  cons- 
truido bajo  una  ley  nacional,  sujeto  á  las  disposiciones  de  la  ley 
nacional  de  ferrocarriles. 

Ambas  partes  solicitaron  del  Juzgado  una  inspección  ocular 
sobre  el  terreno  donde  se  habían  practicado  las  obras,  la  que 
tuvo  lugar  el  24  de  Diciembre  último  en  la  forma  de  que  ins- 
truye el  acta  corriente  á  foja  24S. 

Y  considerando :  Que  la  excepción  de  incompetencia  opuesta 
por  el  demandado,  no  es  procedente  y  no  puede  prosperar,  por 
cuanto  el  presente  litigio  afectando  el  tráfico  y  las  relaciones 
de  los  ferrocarriles  nacionales^  cuyos  derechos  y  gravamen  en 
este  concepto  han  sido  establecidos  en  la  ley  general  de  ferro- 
carriles, cae  dentro  de  la  prescripción  del  artículo  2°,  inciso  I**, 
de  la  ley  de  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales  nacio- 
nales de  14  de  Setiembre  de  1863,  que  atribuye  á  estos  tribuna- 
les el  conocimiento  de  las  causas  especialmente  regidas  por  le- 
yes del  Congreso. 

Que,  relativamente  al  fondo  del  asunto,  resulta  de  autos 
suficientemente  constatado  que  la  empresa  demandada  ha 
producido  alteraciones  en  las  vías  existentes  sobre  el  Paseo  de 
Julio  á  la  altura  de  la  calle  Suipacha,  de  tal  manera  que  la  em- 
presa demandante  ha  quedado  impedida  de  hacer  uso  de  la  vía 
de  unión  de  las  vías  principales  con  la  mesa  giratoria  de  su  pro- 
piedad, así  como  de  la  continuación  del  tráfico  que  hacía  por 
medio  de  la  vía  de  acceso  ó  empalme  en  las  vías  principales,  al 
Sud  de  su  estación  de  cargas  en  el  Betiro. 

Que  el  decreto  del  gobierno  de  la  provincia  de  Buenos  Aires 
de  Julio  29  de  1875  que  autorizó  al  Ferrocarril  del  Norte  (hoy 
Central  Argentino,  ó  sea  el  demandado)  para  construir  una  se- 
gunda vía  entre  su  estación  Betiro  y  la  del  Paseo  de  Julio^  del 
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Ferrocarril  de  la  Boca  y  Ensenada,  estableció  expresamente 
que  las  dos  TÍas  principales  entre  las  dos  estaciones  referidas 
serían  de  uso  común  para  los  ferrocarriles  del  Oeste,  Norte  y 
ferrocarril  á  Campana  (hoy  Buenos  Aires  y  Rosario,  6  sea  el 
demandante],  teniendo  también  e¿te  último  el  derecho  de  ser- 
virse de  las  vías  principales  del  Norte  y  del  Oeste  hasta  so  em- 
palme. £1  mismo  decreto  determinaba  que  fuese  materia  de 
arreglo  entre  las  empresas  lo  relativo  al  movimiento  de  trenes 
en  las  vías  de  uso  común,  los  pagos  y  demás  cuestiones  de  trá- 
fico común,  debiendo  resolverse  por  medio  de  arbitros  las  difi- 
cultades que  surgiesen. 

Que  el  convenio  de  16  de  Agosto  de  1877  que  obra  á  foja  .... 
celebrado  entre  la  empresa  litigante  para  la  construcción  de  las 
vías  necesarias  á  fin  deque  el  Ferrocarril  Buenos  Aires  y  Rosa- 
rio tuviese  acceso  de  su  estación  de  cargas  del  Retiro  á  las  vías 
principales  de  uso  común,  no  hizo  sino  reglar  la  forma  y  con- 
diciones en  que  debía  el  Ferrocarril  al  Rosario  ejercitar  su  dere- 
cho de  acceso  A  las  vías  principales  que  eran  de  uso  común,  y 
así  debía  considerarse  por  su  naturaleza  de  efectos  permanen- 
tes en  cuanto  al  establecimiento  de  sus  desvíos^  y  que  el  térmi- 
no señalado  en  él,  sólo  regía  para  las  condiciones,  como  lo  ex- 
presa la  cláusula  quinta  de  ese  convenio. 

Que  aunen  defecto  de  ese  convenio,  habiendo  el  decreto  antes 
citado  determinado  que  las  vías  principales  del  Ferrocarril  del 
Norte  eran  de  uso  común  con  el  Ferrocarril  á  Campana,  la  le- 
gislación civil  aseguraba  á  éste,  como  era  natural  y  lógico,  el 
ejercicio  de  su  facultad  de  uso  de  esas  vías  principales :  para 
llegar  á  éstas  tenía  el  derecho  de  tránsito  por  sobre  el  terreno 
y  las  vías  del  Ferrocarril  Central  Argentino,  en  la  extensión 
necesaria  á  su  explotación  (artículos  3068,  8069,  3075,  Código 

Civil). 

Que  habiendo  pasado  las  empresas  litigantes  á  ser  respecti- 
vamente en  vez  del  Ferrocarril  del  Norte  y  Ferrocarril  a  Cam- 
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pana,  Ferrocarril  Buenos  Aires  y  Rosario  y  Ferrocarril  Central 
Argentino.  conTirtiéndose  por  esta  transformación  y  por  la  f e- 
deralizacion  de  la  Capital  en  ferrocarriles  nacionales  de  tráfico 
inter-provincial,  han  quedado  sujetos  por  lo  tanto  á  las  dispo- 
siciones de  la  ley  general  de  ferrocarriles  de  24  de  Noviembre 
de  1891  (que  en  lo  referente  á  los  gravámenes  de  las  empresas 
concuerda  con  lo  que  al  respecto  disponía  la  ley  de  1872).  Esta 
ley  ha  proscripto  á  las  empresas  obligaciones  ó  gravámenes  par- 
ticulares de  acuerdo  con  las  exigencias  de  la  comunicación  ferro- 
viaria y  así  aquellas  tienen  que  soportar  empalmes  y  cruza- 
mientos, uso  común  de  estaciones,  tráficos  de  coches  y  wagones 
de  una  línea  por  otra  y  combinaciones  de  trenes  para  el  trans- 
porte de  pasajeros  y  mercaderías  (artículos  16,  22,  23^  24  y  25 
de  la  ley  vigente,  concordantes  con  los  artículos  56,  57,  62  y 
63  de  la  ley  de  1872). 

El  derecho  por  parte  del  Ferrocarril  del  Rosario  para  el  ac- 
ceso á  las  vías  principales  de  uso  común  surge^  pues,  del  decreto 
citado  de  1875,  fué  reglado  en  su  ejercicio  por  el  convenio  de 
1877,  está  asegurado  por  el  derecho  común  y  expresamente  re- 
conocido por  la  ley  general  de  ferrocarriles.  El  Ferrocarril  Cen- 
tral Argentino  no  ha  podido  en  consecuencia  privar  al  Ferro- 
carril al  Rosario,  por  acto  propio,  de  ese  acceso  por  el  lado  Sud : 
8i  este  derecho  le  fuere  reconocido  tendría  también  el  de  pri- 
varlo del  acceso  por  el  lado  Norte  y  en  tal  caso  el  ferrocarril 
demandante  se  vería  imposibilitado  en  absoluto  de  hacer  uso 
de  las  vías  principales,  que  son  comunes. 

La  prueba  producida  por  la  empresa  demandada  á  objeto  de 
establecer  que  el  terreno  en  que  se  han  efectuado  las  obras  es 
de  su  propiedad  y  ha  estado  en  su  posesión,  resulta  inoficiosa, 
una  vez  que  está  demostrado  que  las  vías  y  empalmes  interrum- 
pidos eran  usados  por  la  empresa  demandante.  Esa  interrup- 
ción causada  por  la  obra  nueva  emprendida  por  el  demandado, 
raba  al  demandante  en  el  ejercicio  de  la  servidumbre  de  trán- 
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sito  que  le  corresponde  en  la  extensión  necesaria  á  sa  explota- 
ción^ pues  segnn  el  informe  de  la  Dirección  General  de  ferro- 
carriles de  foja  86,  t^ae  no  está  desvirtuado  por  ninguna  otra 
constancia  de  autos,  con  la  obra  nueva  el  Ferrocarril  al  Rosario 
no  puede  entrar  ni  sacar  trenes  por  la  parte  Sud  á  sus  depósi- 
tos  de  carga,  quedando  encerrados  los  que  entran  por  el  empal- 
me norte,  lo  que  hace  necesario  maniobrar  todo  el  tren  con  otra 
máquina  para  sacar  la  locomotora,  teniendo  además  las  máquinas 
que  circular  con  el  tender  adelante  y  que  hacer  un  recorrido  de 
varios  kilómetros  para  sacar  agua,  en  vista  de  la  supresión  de  la 
comunicación  con  la  mesa  giratoria. 

Por  estos  fundamentos,  fallo  :  rechazando  la  excepción  de  in- 
competencia j  falta  de  jurisdicción  opuesta  por  la  empresa  del 
ferrocarril  Central  Argentino  y  admitiendo  la  demanda  de  obra 
nueva  entablada  contra  ella  por  la  empresa  del  ferrocarril  Bue- 
''  nos  Aires  y  Bosario.  Confirmo  en  consecuencia  la  suspensión  de 
las  obras  ordenadas  á  foja  30  vuelta,  y  mando  que  la  empresa 
demandada  reponga  las  vías  al  estado  de  la  demanda  dentro  de 
tercero  día,  siendo  á  cargo  de  la  misma  el  pago  de  los  daños  y 
perjuicios  y  de  las  costas  causadas :  Notifiquese  con  el  original 
y  repóngase  el  papel . 

J.  V,  Lalanne. 


VISTA  DEL   SEftOR   PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Abrí!  23  de  1895. 

Suprema  Corte : 

La  cuestión  versa  entre  dos  ferrocarriles,  que  son  nacionales, 
según  la  prescripción  del  articulo  2'',  incisos  2^  y  3®  de  la  ley 
número  2873,  de  24  de  Noviembre  de  1891 ,  y  sobre  uso  y  apro- 
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Tecbamiento  de  sus  líneas .  Las  relaciones  de  derecho  á  que  su 
construcción  6  explotación  dieren  logar,  están  sujetas  á  las 
prescripciones  de  la  ley  nacional,  según  su  artículo  1^. 

Tratándose  entonces  de  empresas  de  carácter  nacional  sujo- 
lasáiáley  especial  del  Honorable  Congreso  que  rige  las  reía- 
clones  de  derecho  á  que  ellas  dieron  lugar,  la  jurisdicción  nacio- 
nal les  afecta  con  sujeción  á  la  ley  de  14  de  Setiembre  de  i 863, 
cuyo  artículo  2^  prescribe  que  los  jueces  de  sección  couocerán 
de  las  causas  que  sean  especialmente  regidas  por  la  Constitu- 
ción nacional,  las  leyes  que  haya  sancionado  y  sancionare  el 
Congreso,  y  los  tratados  públicos  con  naciones  extranjeras. 

Siendo  explícita  la  ley,  basta  invocarla  para  autorizar  el  pe- 
dido de  confirmación  del  fallo  recurrido  en  cuanto  establece  la 
jurisdicción  nacional,  como  lo  solicito  de  Y.  £. 

• 

Sabiniano  Kier. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Diciembre  28  de  1895. 

Tistes  y  considerando:  Que  con  arreglo  al  artículo  dos,  inci- 
sos primero  y  cuarto,  de  la  ley  de  catorce  de  Setiembre  de  mil 
ochocientos  sesenta  y  tres  sobre  jurisdicción  y  competencia 
de  los  Tribunales  Federales,  los  jueces  de  sección  son  com- 
petentes para  conocer  en  las  causas  especialmente  regidas  por 
las  leyes  que  haya  sancionado  y  sancionare  el  Congreso  y  de 
todo  pleito  que  se  inicie  entre  particulares  teniendo  por  origen 
actos  administrativos  del  gobierno  nacional. 

Que,  como  lo  demuestra  la  sentencia  apelada,  la  demanda  de 
foja  yeinte  y  tres  se  encuentra  comprendida  en  dicho  inciso 

T.  XII  29 
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primero,  siendo  evidente  qoe  también  se  halla  en  el  inciso 
cuarto,  desde  que  la  empresa  demandada^  fundada  en  el  decreto 
del  Poder  Ejecutiyo  de  treinta  y  uno  de  Octubre  de  mil  ocho- 
cientos noTenta  y  cuatro,  ha  practicado  las  obras  que  han  dado 
origen  al  juicio. 

Que  aún  cuando,  como  lo  pretende  el  ferrocarril  Central  Ar- 
gentino, los  terrenos  en  que  están  construidas  las  líneas  acce- 
sorias, materia  de  este  litigio,  fuesen  de  su  propiedad  y  estu- 
viesen por  él  poseídas^  esto  no  obstaría  al  ejercicio  de  la  acción 
posesoria  entablada  por  el  Ferrocarril  Buenos  Aires  y  Bosario, 
con  arreglo  á  los  artículos  dos  mil  cuatrocientos  sesenta  y  nue- 
ve, dos  mil  cuatrocientos  noventa  y  tres  mil  treinta  y  cuatro  del 
Código  Civil,  dada  la  posición  jurídica  que  la  misma  empresa 
demandada  ha  reconocido  á  la  empresa  demandante  en  estos 
autos. 

Por  estos  fundamentos,  de  acuerdo  con  lo  expuesto  y  pedido 
por  el  señor  Procurador  General,  respecto  delacompetencíadela 
justicia  federal,  y  por  los  de  la  sentencia  apelada  de  foja  dos- 
cientos cuarenta  y  cinco,  se  confirma  ésta  con  costas.  Repues- 
tos los  sellos,  devuélvanse. 

LUIS  V.  VÁRELA.  — ABEL  BAZAN. 
—  OCTAVIO  BÜNGE.  —  JUAN  B. 
lOUUENT. 
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CAUSA  CCCXX 


Don  Emnque  A,  Sosa,  sobre  interdicto  de  «  habeos  corpus  >  á 
favor  de  don  Atanasio  Rodriguezy  don  Absalon  López 


Sumario.  —  Desaparecida  la  causa  que  motiva  el  recurso  de 
habeas  corpus,  no  corresponde  dictar  resolución. 


Caso.  —  Resulta  del 


Fullo  del  Jíuex  Pederal 


Autos  y  vistos :  el  interdicto  de  habeas  corpus,  interpuesto 
por  el  ciudadano  don  Enrique  A.  Sosa,  en  favor  de  los  señores 
doctor  Atanasio  Rodriguez  y  Absalon  López;  de  su  estudio  re- 
sulta: Que  el  peticionante  funda  su  acción  en  que  los  señores 
Rodriguez  y  López,  fueron  privados  de  su  libertad  personal  por 
autoridad  de  la  Intervención  nacional,  entendiendo  así  (el  re- 
currente) que  los  mencionados  señores  Rodriguez  y  Lopez^  su- 
fren un  arresto  por  orden  que  no  emanado  autoridad  competen- 
te, desde  que  los  domicilios  de  los  referidos  señores  fueron  alia- 
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nados  por  la  Policía  de  la  intervención,  sin  orden  escrita  de 
juez  competente,  como  lo  exige  oí  artículo  18  de  la  Constitución 
Nacional.  Que  el  caso  que  motiva  el  interdicto^  está  regido  por 
el  artículo  20  de  la  ley  de  jurisdicción  y  competencia  de  los 
Tribunales  Eederales,  de  14  de  Setiembre  de  1863. 

Entra,  en  seguida,  el  postulante  á  hacer  la  exposición  de  los 
antecedentes  que  han  dado  lugar  á  la  detención  de  los  señores 
Bodriguez  y  López;  afirmando  quelo  fueron  por  orden  emanada 
de  la  Cámara  de  Diputados  de  la  Provincia,  sin  estar  constitui- 
da con  arreglo  á  la  Constitución  y  ejercitando  atribuciones  ju- 
diciales que  no  le  competen. 

Este  juzgado  debe,  ante  todo,  pronunciarse  sobre  si  es  6  no, 
competente  para  conocer  en  este  interdiptf>. 

Al  efecto  dio  vista  al  Procurador  Fiscal,  para  que  dictamina- 
ra sobre  la  competencia  y  este  funcionario,  expidiéndose  sobre 
tal  punto,  previo  el  informe  de  la  secretaria  de  la  Intervención 
nacional,  que  corre  á  foja. . .  sostiene  que  el  juzgado  carece  de 
jnrisdiccifn  para  entender  en  este  interdicto,  desde  que  la  ley 
de  jurisdicción  y  competencia  invocada  por  Sosa,  en  su  artículo 
20,  fué  derogada  por  la  ley  de  procedimientos  nacionales  en 
materia  penal,  que  rige  desde  el  1®  de  Enero  de  1889  y  que  con 
arreglo  áesta  ley  y  al  artículo  14  de  la  citada  de  jurisdicción  y 
competencia  de  14  de  Setiembre  de  1863,  no  corresponde  que 
este  Tribunal  entienda  en  el  presente  interdicto. 

Afirma  el  Procurador  Fiscal,  que  este  mismo  interdicto  está 
instaurado  ante  la  Justicia  Provincial  y  pende  de  la  resolución 
de  la  Suprema  Corte,  por  apelación  de  la  i<entencia  del  Juzgado 
del  Crimen^  que  lo  resolvió  en  1'  instancia. 

Pedido  informe  al  Juez  del  Crimen  de  la  Provincia,  éste  dice 
áfoja...  cque  en  efecto,  se  interpuso  ante  él,  el  interdicto  de 
habeas  corpus  en  favor  de  los  señores  Bodriguez  y  López,  y  que 
fallado  en  1**  instancia  está  pendiente  de  la  resolución  de  la 
Suprema  Corte,  por  apelación». 
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Y  considerando :  Qae,  como  lo  estatuye  el  artículo  i4de  la 
ley  de  jurisdicción  y  competencia  de  los  tribunales  federales,  de 
íA  de  Setiembre  de  1863,  c  una  vez  radicado  un  juicio  ante  los 
Tribunales  Federales  de  la  Provincia,  será  sentenciado  y  feneci- 
do en  la  jurisdicción  provincial;  y  sólo  podrá  apelarse  ala  Corte 
Suprema  de  las  sentencias  definitivas  pronunciadas  por  los 
tribunales  superiores  deProviocia  en  los  casos  siguientes...  >, 
que  enumera  en  tres  incisos,  entre  los  cuales  está,  sin  duda 
comprendido  el  suscitado  por  los  señores  Rodríguez  y  López  que 
desconocen  la  autoridad  de  la  Cámara  de  Diputados  de  la  Pro- 
vincia, para  mandarlos  arrestar. 

Que  del  informe  del  señor  Juez  del  Crimen  de  la  Provincia, 
se  desprende  claramente  que  aún  pende  de  la  resolución  de  la 
Suprema  Corte  la  resolución  del  interdicto  interpuesto  en  pro 
de  los  señores  Rodríguez  y  López  por  apelación  de  la  sentencia 
del  Juzgado. 

Quede  este  antecedente  se  desprende^  como  consecuencia  in- 
mediata, el  hecho  de  estar  radicado  el  interdicto  ante  los  Tri- 
bunales de  la  Provincia,  y  como  tal  debe  fenecer  ante  ellos,  sien- 
de  sólo  recurrible  ante  la  Suprema  Corte  Federal,  en  los  casos 
especificados  por  los  incisos  1°,  2®  y  3*^  del  citado  artículo  14  de 
la  ley  de  jurisdicción  y  competencia  de  14  de  Setiembre  de 
1863. 

Que  aun  suponiendo  que  en  el  caso  sub-judice  procediera  el 
fuero,  no  sería  ya  oportuno  ejercitarlo,  con  arreglo  al  artículo 
y  ley  citados  en  el  considerando  precedente. 

Que  no  es,  sin  embargo,  aplicable  al  caso  presente  el  artículo 
20  invocado  por  Sosa,  desde  que  en  concepto  del  infrascrito,  la 
Policía  que  ejecutó  la  orden  de  arresto  y  mantiene  sujeto  á  éste 
á  los  señores  Rodríguez  y  López,  es  la  Policía  de  la  Provincia, 
accidentalmente  desempeñada  por  un  funcionario  nombrado  por 
el  señor  Interventor  nacional,  lo  que  no  le  quita  el  carácter  de 
ocal  6  provincial  á  esa  policía  ;  que  esto  mismo  se  reconoce  en 
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el  informe  de  la  secretaria  de  la  intervención  nacional,  cuando 
se  dice,  contestando  la  pregunta:  c  Que  la  intervención  nacional, 
procedió  por  medio  de  sos  agentes,  como  Poder  Ejecutivo  Pro- 
vincial, encargado  por  la  Constitución  y  leyes  generales  de  hacer 
cumplir  las  disposiciones  emanadas  de  los  otros  poderes  del 
Estado,  en  sus  diversas  ramificaciones »;  lo  que  implica  recono- 
cer, como  lo  sienta  el  infrascripto,  que  es  la  policía  de  la  pro- 
vincia la  que  ejecutó  la  orden  de  arresto  y  no  una  autoridad 
nacional,  por  cuanto  la  policía  no  se  ha  nacionalizado  por  el  he- 
cho accidental  de  que  ejerza  el  Poder  Ejecutivo  de  la  Provincia 
el  señor  Interventor  nacional. 

Que  por  otra  parte,  los  casos  de  procedencia  del  interdicto  de 
la  referencia,  están  especificados  en  el  Código  de  Procedimien- 
tos penales  de  la  Nación  en  sus  artículos  617,  618  y  siguientes, 
éntrelos  que,  como  lo  apunta  el  fiscal,  no  está  comprendido 
el  presente,  pomo  concurrir  todos  los  extremos  en  aquellos  es- 
pecificados para  la  procedencia  del  interdicto  ante  la  Justicia 
Federal. 

Qae  así  resulta  constatado  que  el  caso  sub-judice  no  produ- 
ce fuero  federal,  por  las  razones  aducidas  en  los  considerandos 
que  preceden. 

Por  estos  fundamentos  y  otros  que  se  omiten,  atenta  la  natu- 
raleza del  recursoy  los  concordantes  de  la  vista fiscalde  foja.. . 
declaro:  que  este  juzgado  no  es  competente  para  conocer  de  este 
interdicto  de  habeos  corpus,  debiendo,  en  su  mérito,  el  peticio- 
nante ocurrir  donde  corresponda. 

Así  se  resuelve  en  esta  ciudad  de  Santiago  del  Estero  á  los  13 
dias  del  mes  de  Diciembre  de  1895. 

P.  Olaechea  y  Alcorta. 
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VISTA  DEL  SEAOR   PROCURADOR  GENERAL 

Buenos  Aires,  Dicieizíbre  23  de  1895. 

Suprema  Corte : 

Los  fandamentos  del  aato  recurrido  de  foja  20  autorizan  la 
confirmación  de  su  parte  dispositiva.  Así  lo  solicitaría  de  Y.  £, 
si  creyera  procedente  la  prosecución  de  esta  instancia. 

Pero  de  lo  expuesto  por  la  misma  parte  á  fojas  1  vuelta  y  2 
vuelta,  resulta  que  la  detención  de  los  reclamantes  del  auto  de 
habeos  corpus  se  produjo  en  virtud  de  un  mandamiento  de  arres- 
to por  SO^diaSy  ordenado  por  la  Cámara  de  Diputados  de  Santia- 
go del  Estero,  y  cumplido  por  la  intervención  nacional  en  aque- 
lla provincia.  Y  como  ese  término  ha  vencido,  los  reclamantes  de- 
ben haber  obtenido  la  libertad  por  el  hecho  del  transenrso  del 
término  de  la  condena,  y  no  es  dado  por  consiguiente  proseguir 
la  sustanciacion  del  incidente,  cuando  ha  desaparecido  la  causa 
que  lo  motivó. 

Pido  por  ello  á  Y.  E.  se  sirva  así  declararlo,  mandando  de- 
volver  los  autos  al  Juzgado  de  que  proceden. 

Sabiniano  Kier. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Diciembre  31  de  1895. 

Yistos :  De  acuerdo  con  lo  expuesto  y  pedido  por  el  señor 
Procurador  General,  declárase  terminada  esta  causa  y  devuél- 
vanse los  autos  al  juzgado  de  su  procedencia. 

LUIS  V.  VÁRELA.  —  ABELBAZAN. 
—  OCTAVIO  BUNGE.  —  JÜAW 
E.  TORRENT. 
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CAUSA  4;€^€IiXI 


Contra  don  Eduardo  Caffarena,  por  infracción  de  las  ordenan- 
zas de  aduana;  sobre  suspensión  de  remate 


Sumario. — Pendiente  la  sitstanciacion  del  reoorso»  no  es  per- 
mitido innovar  en  la  cansa. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

fiuenos  Aires,  Diciembre  31  de  1895. 

Por  lo  qne  resalta  del  precedente  informe,  en  el  que  se  confirma 
lo  expuesto  en  el  escrito  de  foja  cincuenta  y  cuatro,  y  aparecien- 
do de  aquel  que  la  aduana  ha  innovado  en  la  causa  después  de 
haber  ocurrido  Caffarena  al  Juez  de  Sección,  lo  que  no  es  per- 
mitido hacer,  pendiente  la  sustanciacion  del  juicio,  se  resuelve 
ordenar  al  administrador  de  la  aduana  del  Bosario  la  suspensión 
de  todo  procedimiento  respecto  del  recurrente,  que  tuviera  por 
origen  las  mismas  mercaderías  de  que  se  trata  en  estos  autos, 
debiendo  reponer  las  cosas  al  estado  en  que  se  hallaban  á  la  fe- 
cha de  su  iniciación,  y  líbrese  el  oficio  correspondiente.  Bepón- 
gase  el  papel . 

LUIS  V.  VÁRELA.  — ABEL  BAZAN.— 
OCTAVIO  BUNGE.  —  JUAN  B.  TO- 
RRENT. 
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CAUSA    CCCIiXII 


Don  Daniel  Serpa,  contra  don  José  Veloz  Rúa;  sobre  rescisión 
de  un  contrato  de  venta  y  daños  y  perjuicios 


Sumario,^  1^  En  la  venta  de  cosas  muebles,  de  lasque  el 
vendedor  no  hace  la  entrega  en  el  tiempo  convenido,  el  compra- 
dor tiene  el  derecho  de  pedir  la  disolución  del  contrato,  la  de- 
volución del  precio  pagado  con  los  intereses  de  la  demora,  y  la 
indemnización  de  perjuicios. 

2^  No  existiendo  en  los  autos  la  prueba  de  los  perjucios  y 
de  su  importe,  deben  dejarse  á  salvo  los  derechos  del  interesado 
para  que  pueda  producirla  en  juicio  separado. 


Caso.  —  Lo  explica  el 


Fallo  del  aluez  Federal 


San  Luis,  Noviembre  30  de  1893. 

Y  vistos:  La  demanda  entablada  por  parte  de  don  Daniel 
Serpa,  contra  don  José  Veloz  Rúa,  sobre  rescisión  de  un  contra- 
to de  compra-venta  de  ganados  y  devolución  de  dinero  entre- 
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gado  á  cuenta  de  los  mismos,  con  los  intereses,  daños  j  perjui- 
cios«  de  que  resolta: 

Qae  al  promoverle  esta  demanda,  en  fecha  19  de  Agosto  de 
1892,  el  actor  expone:  que  el  17  de  Junio  de  1890,  celebró  an 
contrato  con  el  señor  Rúa,  por  el  que  éste  se  obligó  á  venderle 
toda  la  hacienda  vacuna,  perteneciente  á  la  testamentaría  del 
finado  don  Pablo  Zorrilla,  que  en  esa  época  existía  en  estado  de 
arreo,  de  la  estancia  llamada  la  c  Escondida  >,  con  la  sola  reser- 
va de  300  cabezas  que  el  vendedor  dijo  tener  enajenadas  ya; 
que  habiéndose  convenido  el  precio  y  la  forma  del  pago,  Serpa 
anticipó  á  Rúa,  en  la  precitada  fecha,  8000  pesos  moneda  na- 
cional, á  cuenta  de  la  hacienda  que  debía  recibir,  y  así  lo  acre- 
dita el  instrumento  simple  que  en  copia  legalizada  obra  á  fojal' 
y  dice:  cPor  8000  pesos  moneda  nacional.  He  recibido  del  se- 
ñor don  Daniel  Serpa  la  suma  de  8000  pesos  moneda  curso  le- 
gal, por  cuenta  de  la  hacienda  que  he  vendido  perteneciente  á 
la  testamentaria  del  finado  don  Pablo  Zorrilla  y  que  existe  en 
la  estancia  de  la  «Escondida»;  previniéndose  que  le  he  vendido 
todas  las  vacas  que  estén  en  estado  de  arreo,  por  el  precio  de  15 
pesos,  con  cría,  y  de  12  sin  cria,  con  excepción  de  300  que  debo 
á  otro;  cnyo  pago  deberá  hacérmelo  por  teceras  partes,  la  pri- 
mera al  contado,  la  segunda  á  6  meses  y  la  tercera  á  12,  pagan- 
dome  el  interés  que  entonces  cobre  el  Banco  Nacional  si  se  ex- 
cediese del  primer  plazo;  lo  que  para  que  conste  le  doy  el  pre- 
sente. San  Luis,  Junio  17  de  1890.  José  Veloz  Rúa*;  que 
antes  de  entrar  á  convenir  en  el  negocio,  el  señor  Serpa  exigió 
del  señor  Rúa  la  autorización  competente  para  vender  esta  ha- 
cienda, puesto  que  pertenecía  á  la  sucesión  Zorrilla,  á  lo  que  el 
segundo  contestó  que  no  sólo  estaba  facultado  como  albacea 
testamentario,  sino  que  se  obligaba  &  cumplir  sus  obligaciones 
bajo  su  responsabilidad  personal,  á  lo  que  el  comprador  no  opu- 
so inconveniente,  atenta  la  notoria  solvencia  del  vendedor,  y 
así  se  formalizó  la  convención. 
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Que  de  acuerdo  con  ella,  á  mediados  de  Agosto  ó  Setiembre 
del  mismo  año,  el  señor  Serpa  mandó  desde  Mendoza,  donde  re- 
side, á  esta  provincia,  on  capataz  con  la  necesaria  dotación  de 
peones  á  recibir  el  ganado,  equivalente  á  los  8000  pesos  men- 
cionados; 7  trasladado  á  tal  objeto  á  la  estancia  la  c  Escondida», 
le  presentó  el  señor  Búa  una  hacienda,  que  á*más  de  hallarse 
en  un  estado  lamentable  de  flacura,  se  estaba  muriendo,  j  por 
consiguiente  fuera  de  las  condiciones  convenidas,  en  estado  de 
arreo;  por  cuya  razón,  el  capataz  comisionado,  viendo  que  la  ha- 
cienda no  podría  llegar  hasta  Mendoza^  la  rechazó,  negándose  á 
recibir  una  sola  cabeza,  y  regresó^  después  de  un  viaje  infruc- 
tuoso que  le  había  ocasionado  numerosos  gastos  y  perjuicios. 

Que  en  la  debida  oportunidad  del  juicio  podr.i  probar  esto  á  la 
evidencia,  como  asimismo  los  hechos  que  se  relacionan  con  el 
pésimo  estado  de  la  hacienda  que  pretendió  entregar  el  capataz 
del  señor  Búa,  á  pesar  de  ser  ya  del  dominio  público  que  estaba 
pereciendo  en  tan  crecida  cantidad,  que  los  peones  no  alcan- 
zaban á  cuerear  ni  la  décima  parte  de  la  que  se  moría  diaria- 
mente. 

Que  esto  no  obstante,  el  señor  Serpa  antes  de  ocurrir  á  la 
justicia,  ha  requerido  al  señor  Búa  amistosamente,  ya  por  co- 
rrespondencia epistolar^  ya  viéndolo  personalmente  y  ya  tam- 
bién valiéndose  de  mediadores,  el  cumplimiento  de  su  compro- 
miso, habiendo  sido  todo  inútil;  por  lo  que  viene  á  interponer 
esta  demanda,  pidiendo  la  rescisión  del  contrato  y  la  restitu- 
ción de  los  8000  pesos  entregados,  con  los  intereses  de  la  mora 
é  indemnización  de  los  perjuicios  causados. 

Conferido  el  traslado  correspondiente,  el  demandado  confiesa 
ser  cierta  la  existencia  del  contrato,  lo  mismo  que  su  fecha, 
bases  y  consideraciones,  y  el  recibo  de  los  8000  pesos,  como 
parte  del  precio  de  la  hacienda;  difiriendo  únicamente  en  las 
causas  que  han  impedido  su  cumplimiento,  como  en  la  época  en 
que  el  demandante  asevera  haber  mandado  á  recibirla,  pues  se- 
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gun  estaba  convenido,  el  señor  Serpa  sacaría  el  ganado  del  es- 
tablecimiento en  Junio  ó  Julio  y  Agosto  de  1890;  y  que  efecti- 
vamente en  el  primero  do  los  meses  citados  se  presentó  su  ca- 
pataz con  peones  á  recibirla,  el  cual  por  instrucciones  reservadas 
que  llevaba,  se  negó  é  hacerlo,  con  pretextos  fútiles  y  malioio- 
sos,  á  pesar  del  buen  estado  en  que  se  encontraba  entonces, 
casi  gorda  una  parte  y  gorda  la  demás. 

El  representante  del  señor  Búa  se  extiende  en  varias  consi- 
deraciones, con  el  fin  de  demostrar  que  por  la  inejecución  del 
contrato  de  parte  de  Serpa,  este  señor  le  ha  inferido  muchos  y 
serios  perjuicios  que  está  en  la  obligación  de  resarcirle,  ha- 
biéndole impedido  también  vender  la  hacienda  á  otras  personas, 
á  un  precio  más  ventajoso,  y  que  no  lo  hizo  por  tenerla  ya  com- 
prometida con  el  señor  Serpa;  en  cuya  virtud,  lo  contrademan- 
da y  pide  se  le  condene  al  pago  de  los  daños  y  perjuicios  que  le 
ha  ocasionado,  con  las  costas  del  juicio,  absolviéndosele  de  la 
demanda  é  imponiéndose  al  actor  perpetuo  silencio. 

Al  evacuar  este  último  el  traslado  de  la  reconvención,  reitera 
su  demanda  é  insiste  en  la  exactitud  de  los  hechos  en  que  la 
funda,  corroborándola  con  otros  más  que  relata,  y  rectificando, 
empero,  lo  relativo  al  tiempo  en  que  debía  recibirse  la  hacienda, 
pues  hoy  dice  que  se  convino,  no  por  medio  del  contrato,  sino 
verbalmente,  que  Serpa  la  mandaría  sacar  en  el  mes  de  Julio 
de  1890,  como  así  lo  hizo,  y  no  en  Agosto  ó  Setiembre,  según 
antes  lo  afirmó  en  el  escrito  de  demanda. 

Abierta  la  causa  aprueba,  se  ha  producido  por  una  y  otra 
parte  la  que  instruye  el  certificado  del  actuario  corriente  á  foja 
214  vuelta. 

Y  considerando:  Que  ambos  litigantes  manifiestan  ser  cierto 
haber  celebrado  el  contrato  do  compra -venta  de  la  hacienda  va- 
cuna á  que  este  expediente  se  refiere,  bajo  las  condiciones  que 
quedan  consignadas,  confesando  además  el  vendedor  haber 
recibido  á  cuenta  de  la  misma  la  suma  de  8000  pesos  moneda 
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nacional,  y  que  al  comprador  no  le  ba  sido  entregada  ni  nna 
sola  cabeza. 

Qae  c  las  obligaciones  que  producen  los  contratos  consensúa- 
les bilaterales,  como  es  el  conclaido  entre  los  señores  Serpa  y 
Bna,  sólo  pueden  extinguirse  por  su  cumplimiento  6  por  el  mu- 
tuo desistimiento  de  las  partes  f  (serie  1*,  tomo  9*",  página  55, 
7  artículo  1200  del  Código  Civil).  £n  el  presente  caso  existe 
el  asenso  explícito  de  Serpa  en  el  sentido  de  la  resolución  del 
convenio,  é  implícito  de  Búa,  quien,  según  se  ha  dicho,  no  ba 
verificado  la  entrega  de  la  hacienda  á  que  estaba  obligado, 
ni  ofrecido  hacerlo  por  su  parte  (artículo  1201  del  Código 
Civil). 

Que  del  estudio  combinado  de  la  prueba  rendida  por  una  y 
otra  parte,  resultan  acreditados  los  hechos  siguientes:  1^  Que 
en  1890  hubo  en  esta  provincia  una  epidemia  general^  en  los 
ganados,  á  consecuencia  de  la  extrema  escasez  de  agua  y  de 
pastos  (ios  documentos  oficiales  de  fojas  142  y  143,  lo  confirman 
también),  la  cual  comenzó  en  los  primeros  meses  y  continuó  au- 
mentando progresivamente  por  el  resto  del  año^  extensiva  á 
las  estancias  situadas  en  el  partido  de  Nogoli;  2^  Que  las  hacien- 
das que  los  señores  Palma  y  Aguirre  compraron  al  señor  Rúa 
de  la  «Escondida»,  pertenecientes  al  finado  don  Pablo  Zorrilla, 
para  trasportar  á  Mendoza,  por  los  meses  de  Marzo  á  Julio  de 
1890,  pereció  una  gran  parte  en  el  trayecto,  por  encontrarse 
sumamente  flaca  y  extenuada  por  la  falta  absoluta  de  pastos;  y 
los  mismos  señores  en  la  carta  do  foja  9,  aunque  no  reconocida 
judicialmente,  pero  tácitamente  aceptada  por  las  partes,  dicen 
al  señor  Rúa  que  la  hacienda  que  les  entregaron,  la  precitada 
sin  duda,  les  ocasionó  tantos  perjuicios;  3^  Que  el  señor  Rúa 
vendió,  por  la  misma  época,  á  don  Segundo  Monla,  vecino  de 
San  Juan,  400  vacas  de  igual  propiedad  y  procedencia;  y  cuan- 
do el  comprador  se  presentó  con  sus  peones  en  la  estancia  la 
c Escondida»  á  recibirlas,  en  los  días  V  al  5  de  Julio  de  1890, 
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sólo  apartó  ciento  y  tantas  cabezas,  por  hallarse  la  hacienda  en 
mal  estado^  pues  se  estaba  muriendo  de  flaca;  i"*  Que  al  mismo 
tiempo  que  el  señor  Monla  se  encontraba  en  la  c  Escondida» 
haciendo  el  indicado  aparte^  llegaron  allí  los  capataces  y  peones 
de  don  Daniel  Serpa,  con  el  objeto  de  llevar  la  hacienda  com- 
prada al  señor  Búa,  y  se  retiraron  sin  ve^rifícarlo,  por  no  hallarse 
en  estado  de  arreo  hasta  Mendoza,  según  era  convenido,  ¿  cau- 
sa de  su  notoria  ñacnra. 

Que  el  señor  Búa,  Rn  la  fecha  del  contrato  ó  recibo  de  foja 
1"  (17  de  Junio  de  1890),  conocía  ó  debía  saber  el  estado  de  la 
hacienda  que  vendía,  quo  no  se  encontraba  en  las  condiciones 
estipuladas  con  el  demandante;  y  que  de  consiguiente,  tenien- 
do ella  un  vicio,  oculto  para  el  comprador,  el  vendedor  incurría 
y  se  hacía  solidario  de  lo  que  dispone  el  artículo  1414  del  Códi- 
go Civil,  concordante  con  las  leyes  32,  63  y  siguientes*  título 
5^,  partida  5^.  La  Corte  Suprema,  en  un  caso  análogo,  fijó  esta 
doctrina  (serie  1",  tomo  6'',  página  173) :  1^  c  En  el  contrato  de 
de  compra-venta,  es  obligación  del  vendedor  entregar  la  cosa 
vendida  libre  de  todo  embargo  o  impedimento,  para  que  el  com- 
prador pueda  gozar.de  las  ventajas  que  ha  querido  proporcio- 
narse en  oompensacion  del  precio  que  da  por  ella;  ^  Esta  obli- 
gación exige  que  el  vendedor  manifieste  los  obstáculos  que  le 
son  conocidos  al  tiempo  del  contrato  y  que  amenacen  el  libre 
ejercicio  de  los  derechos  que  f  transfiere,  ó  que  indemnice  al 
comprador  los  perjuicios  que  de  ellos  le  resulten  ». 

En  el  contrato  de  foja  1^,  no  se  designó  plazo  para  la  entre- 
ga del  ganado,  y  entonces  el  vendedor  elstaba  obligado^  á  efec- 
tuarla, al  ser  requerido  por  el  comprador;  pues  si  el  primero  no 
hace,  da  acción  al  segundo  para  pedir  la  resolución  de  la  isenta 
ó  la  entrega  de  la  cosa  (artículos  1409  y  1412  del  Código  Civil). 
Y  aún  admitiendo  que  ésta  hubiera  debido  verificarse  en  la  épo- 
ca que  los  interesados  mismos  dicen  haber  convenido  verbal- 
mente,  el  mes  de  Julio  de  1890,  término  medio,  por  este  tiem- 
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po  la  hacienda  no  estaba  en  condiciones  de  ser  trasladada  á 
Mendoza,  sin  grave  peligro. 

Que  si  el  vendedor  se  hallare  imposibilitado  para  entregar  la 
cosa,  objeto  del  contrato,  el  comprador  puede  exigir  que  inmé- 
diatamente  se  le  devuelva  el  precio  que  hubiese  dado,  sin  estar 
obligado  á  esperar  que  cese  la  imposibilidad  de  aquel;  y  si  .la 
cosa  vendida  fuese  mueble,  y  el  vendedor  no  hiciese  tradición 
de  ella^  el  comprador,  si  hubiese  ya  pagado  el  todo  ó  parte,  del 
precio,  tendrá  derecho  para  disolver  el  contrato,  exigiendo  la 
restitución  de  lo  que  hubiese  abonado,  con  los  intereses  de  la 
demora  é  indemnización  de  perjuicios;  6  para  demandar  la  en- 
trega de  la  cosa  y  la  satisfacción  de  los  perjuicios,  como  termi- 
nantemente lo  disponen  los  artículos  1413  y  1420  del  Código 
Civil. 

Si  y  como  lo  sostiene  el  demandado,  el  comprador  no  recibió 
la  hacienda,  al  plazo  convenido,  cuando  se  encontraba  en  buen 
estado  de  arreo,  pudo  aquel  hacer  uso  del  derecho  que  le  acuer- 
da el  artículo  1430  del  Código  citado,  cosa  que  no  ha  hecho  ni 
intentado;  y  esta  omisión  de  su  parte  en  punto  tan  esencial, 
está  demostrando  ser  positivas  las  aseveraciones  del  actor,  ó  arro- 
ja por  lo  menos  una  vehemente  presunción  de  que  en  el  tiempo 
prefijado  para  la  entrega,  las  vacas  no  estaban  en  condiciones 
favorables,  y  que  se  deterioraron  ó  perecieron  después,  á  medi- 
da que  arreciaba  la  epidemia,  al  extremo  de  no  existir  ni  el  nú- 
mero suficiente  para  integrar  el  importe  de  la  cantidad  antici- 
pada por  el  comprador. 

La  hacienda,  además,  fué  vendida  como  de  una  calidad  deter- 
minada, y  el  vendedor  debió  probar  esta  circunstancia,  para  de- 
jar espedito  su  derecho  contra  el  comprador  y  poderlo  compeler 
á  recibirla  y  abonar  el  precio  (artículo  1338,  Código  Civü). 

Lejos  dé  hacerlo  en  su  oportunidad,  más  de  un  año  después 
de  haber  tenido  lugar  los  hechos,  hizo  levantar  con  tal  intento 
la  sumaria  información  que  en  copia  corre  de  fojas  160  á  182^ 
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la  cual  sobre  ser  ineficaz  por  defectos  de  forma,  entre  otros,  la 
citación  de  la  parte  contraria,  como  con  razón  lo  observa  el  de- 
mandante, contiene  sustanciales  contradicciones;  pues  en  tanto 
que  algunos  de  los  testigos  presentados  por  el  señor  Sua,  afir- 
man que  don  Genaro  Sosa,  capataz  de  Serpa,  apartó  como  300 
vacas  gordas,  otros  lo  niegan  y  dicen  que  ninguna,  porque  la 
hacienda  estaba  flaca  y  no  de  arreo. 

Si  bien  es  cierto  que  según  queda  sentado,  la  ley  acuerda  al 
señor  Serpa,  en  el  presente  caso,  el  derecho  para  pedir  la. corres- 
pondiente indemnización  de  los  perjuicios  que  el  vendedor  pue- 
de haberle  inferido,  por  su  falta  de  cumplimiento,  no  lo  es  me- 
nos que  no  se  ha  probado  la  existencia  ni  el  monto  de  ellos,  y 
asi  lo  revelan  los  autos.  Esto  mismo  ocurre  también  en  la  con- 
tra demanda  del  señor  Rúa,  que  es,  por  otra  parte,  indetermi- 
nada, y  por  ella  implícitamente  acepta  la  devolución  de  los 
8000  pesos,  puesto  que  expresamente  no  se  opone,  limitándose 
á  pedir  por  el  otrosí  de  foja  19  vuelta,  el  embargo  preventivo, 
para  responder  á  los  perjuicios. 

Por  estas  consideraciones,  y  las  concordantes  aducidas  en  el 
alegato  de  foja  217,  el  Juzgado  declara  rescindido  el  contrato 
déla  referencia  y  manda  devolver  los  8000  pesos  mencionados, 
con  los  intereses  correspondientes  desde  el  día  del  recibo  hasta 
su  completa  chancelación,  con  costas;  dejándose  á  salvo  los  de- 
rechos del  actor  para  que  en  juicio  separado  pueda  indemnizarse 
de  los  perjuicios  que  hubiere  sufrido.  Hágase  saber  con  el  ori- 
ginal y  repóngase  los  sellos  que  faltaren. 

P.  E.  Miguez. 
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Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Diciembre  31  de  1895. 

Vistos :  Por  sus  fundamentos  se  confirma,  con  costas,  la  sen- 
tencia apelada  de  foja  doscientos  noventa  y  uno.  Repuestos  los 
sellos,  devuélvanse. 

LUIS  Y.  VAUELA.  —  ABEL  BAZAN. 
— OGTA VIO  BUNGE.— JUAN  E.  TO- 
RRENT. 


CAI78Á   CCCLXIII 


Don  Federico  G,  Neves  contra  don  Juan  Bautista  Chiappe;  sobre 

daños  y  perjuicios 


Sumario.  — 1^  El  propietario  de  la  casa  que  ha  sufrido  da- 
ños á  causa  de  obras  hechas  en  la  casa  del  vecino,  sin  las  pre- 
cauciones necesarias  para  no  cansarlos,  tiene  derecho  á  qne  éste 
los  indemnizo. 

T.  XII  30 
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2°  Es  justa  en  este  casa  la  condenacioa  de  costas  contra  el 
demandado  que  ha  negado  en  absoluto  su  responsabilidad. 

3"^  Cuando  en  la  demanda  por  indemnización  de  daños,  se  ha 
pedido  también  la  condenación  á  una  suma  determinada  como 
importe  de  ellos,  no  corresponde  remitir  á  otro  juicio  su  esti- 
mación, sino  que  el  juez  debe  hacerla  en  el  mismo  juicio,  limi- 
tándola á  los  daños  denunciados  en  la  demanda^  y  sin  tomar  en 
cuéntalos  que  hubiesen  sobrevenido  con  posterioridad. 


Caso.  —  Resolta  del 


Fallo  del  Jues  Federal 


Buenos  Aires,  Junio  4  de  1895. 

Vistos  :  Don  Federico  G.  Neves  deduce  demanda  contra  don 
Juan  Bautista  Chiappe  por  indemnización  de  daños  y  perjui- 
cios, exponiendo  : 

1®  Que  en  la  casa  de  sü  propiedad  situada  en  esta  Capital,  ca- 
lle Tucuman  número  1736,  habiendo  sufrido  grandes  deterioros* 
arruinándose  en  parte  y  resistiéndose  en  todo  su  construcción  á 
consecuencia  de  haber  el  expresado  Chiappe,  dueño  de  la  oasa 
inmediata  número  1746,  emprendido  en  ésta  la  construcción  de 
cloacas,  sin  sujeción  á  las  prescripciones  de  la  ley  y  ordenanzas 
municipales  que  había  violado  en  absoluto,  habiendo  para  el 
efecto,  abierto  una  zanja  en  toda  la  extensión  contigua  á  la  pa- 
red divisoria,  á  una  distancia  tan  mínima  de  ella  y  sin  tomar 
precaución  alguna  de  seguridad  que  ocasionó  el  derrumbe  de 
una  do  las  piezas  principales,  venciéndose  tres  más,  cuyos  te- 
chos quedaron  en  estado  de  desplome  y  las  paredes  rasgadas 
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como  las  demás  del  edificio  que  requieren  hoy  una  seria  recons- 
trucción tota],  hecho  que  ocurrió  en  ei  mes  de  Octubre  de  1892. 

2^  Que  á  consecuencia  de  ello  tuvo  que  rescindir  un  contrato 
de  locación  que  vencía  el  1*^  de  Octubre  de  1893,  perdiendo  el 
mensual  de  ciento  treinta  pesos,  después  de  lo  cual  dedujo  el 
correspondiente  interdicto  que  sustanciado  enferma,  fué  deses- 
timado en  definitiva  por  la  Cámara  de  Apelaciones,  dejándole 
empero  á  salvo  sus  derechos  para  que  los  usara  como  viera  con- 
veniente. 

3^  Que  on  virtud  de  ello  deduce  acción  por  daños  y  perjuicios 
contra  Chiappe,  los  que  estima  en  la  cantidad  de  8000  nacio- 
nales, hasta  la  fecha  de  la  demanda,  comprendiendo  en  esta 
suma  las  obras  de  reconstrucción  que  tiene  que  hacerypriva- 
cion  de  los  alquileres  que  le  debe  su  propiedad,  cuya  acción 
funda  en  el  artículo  902  del  Código  Civil,  que  como  regla  gene- 
ral establece  que  cnanto  mayor  sea  el  deber  de  obrar  con  pruden- 
cia y  pleno  conocimiento  de  las  cosas,  mayor  es  la  obligación 
que  resulta  de  las  consecuencias  posibles  de  los  hechos  como  en 
el  1109  que  obliga  á  reparar  el  daño  causado  á  todo  aquel  que  lo 
ocasionara  por  culpa  ó  negligencia,  1110,  1134  y  sus  concor- 
dantes. 

4°  £1  demandado  señor  Chiappe  por  intermedio  de  su  apode- 
rado don  Jacinto  Calvo,  contesta  la  demanda  á  foja  10  exponien- 
do :  Que  es  falso  que  el  actor  sea  propietario  de  la  finca  indi- 
cada y  que  adn  siéndolo  es  falso  que  con  ocasión  de  la  caída  de 
un  muro  se  haya  resentido  todo  el  edificio:  que  es  falso  tam- 
bién que  las  construcciones  de  las  cloacas  se  hayan  hecho  sin 
consultarlas  ordenanzas  municipales  por  cuanto  se  han  efectua- 
do de  acuerdo  con  los  planos  aprobados  por  la  autoridad  corres- 
pondiente, como  es  también  falso,  que  el  derrumbe  del  muro 
sea  la  consecuencia  necesaria  de  dichas  construcciones,  habien« 
do  él  provenido  de  la  falta  de  cimiento  y  de  traba  en  la  muralla 
como  de  solidez  en  la  misma  por  ser  construida  en  barro  é  irre- 
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gularídad  en  su  construcción,  pues  el  pedazo  de  pared  caído  se 
levanta  fuera  del  nivel  del  que  era  su  prolongación;  que  por 
otra  parte  la  indemnización  reclamada  es  exhorbitante  desde 
que  el  valor  de  la  muralla  derrumbada  solo  alcanzaría  á  dos- 
cientos pesos,  j  finalmente,  que  es  él  propiamente  el  perjudica- 
do por  el  derrumbe  porque  ha  tenido  que  suspender  la  cons- 
trucción de  las  cloacas  sufriendo  una  pérdida  en  el  alquiler  de 
la  propiedad,  que  estima  en  mil  pesos,  y  por  cuya  suma  deduce 
reconvención  contra  el  demandante. 

5°  Que  á  petición  del  demandante,  y  sin  que  éste  contestara 
la  reconvención  deducida  á  cuyo  respecto  no  se  hizo  objeción 
alguna  por  el  demandado,  se  recibió  la  causa  á  prueba  por  auto 
de  foja  27  sobre  los  hechos  alegados  por  las  partes  en  sus  res- 
pectivos escritos  de  demanda  y  contestación 

Y  considerando:  1°  Que  con  la  partida  presentada  á  foja  32 
se  ha  acreditado  legalmente  el  matrimonio  de  don  Federico  Gre- 
gorio Neves  con  la  señora  Rafaela  Telma  Oayoso,  efectuado 
en  esta  ciudad  de  Buenos  Aires  en  3de  Noviembre  del  año  1860 
y  por  la  escritura  pública  adjunta  encopia  á  foja  591a  compra 
hecha  por  la  expresada  señora  Gayoso  de  la  casa  materia  del 
presente  juicio;  quedando  en  consecuencia  plenamente  justifi- 
cada la  personería  y  derecho  en  el  actor  para  su  intervención  en 
él,  como  legal  representante  de  su  esposa,  artículo...  del  Códi- 
go Civil. 

2^  Que  del  informe  corriente  á.  foja  64  expedido  por  el  Gefe 
del  Cuerpo  de  Bomberos^  resulta  :  que  en  fecha  12  de  Octubre 
de  1892,  siendo  la  una  y  veinte  minutos  antes  meridiano,  se  pi- 
dió de  la  sección  séptima,  soldados  á  objeto  de  apuntalar  una 
pared  que  amenazaba  derrumbe  en  la  casa  calle  Tncuman  1746 
enviándose  para  el  efecto  ocho  soldados  á  las  órdenes  de  un  ofi- 
cial, teniente  Salvadores,  quien  encontró  que  en  la  dicha  casa, 
propiedad  de  don  Federico  Neves,  estaban  para  caerse  las  pare- 
des correspondientes  á  las  piezas,  á  causa  de  que  en  la  casa  con- 
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tigaa  se  construían  las  cloacas  domiciliarias,  habiéndose  hecho 
una  zanja  bajo  los  cimientos  de  las  referidas  piezas .  Que  to  • 
madas  las  medidas  necesarias  para  apuntalar  la  pared  no  pudo 
ello  efectuarse  por  hallarse  completamente  en  el  aire^  derrum- 
bándose en  seguida  por  tal  causa. 

3^  Quede  las  declaraciones  de  los  testigos  Dionisio  García  y 
Maximiliano  Bnschter,  de  fojaSOy  57,  aparecen  constatados  que 
el  derrumbe  de  la  muralla  tuvo  lugar  por  causa  de  la  zanja 
abierta  en  la  propiedad  de  Chiappe,  pues  ésta  se  había  hecho  á 
muy  corta  distancia  de  aquella. 

4*^  Que  del  informe  del  perito  Villa  Monte,  corriente  á  foja 
69,  resulta  también  que  la  muralla  en  cuestión  que  divide  las 
propiedades  de  los  señores  Neves  y  Chiappe,  se  derrumbó  sobre 
el  primer  patio  de  la  casa  de  este  último,  debido  á  que  en  dicha 
casa  se  había  abierto  una  escavacion  para  colocar  las  cañerías 
de  las  cloacas  á  muy  corta  distancia  del  muro  divisorio,  lo  que 
había  comprometido  directamente  la  fundación  y  por  consiguien- 
te la  estabiüdad  de  la  pared  que  se  apoyaba  sobre  ella ;  agre- 
gando dicho  informe  que  los  constructores  han  debido  conocer 
el  peligro  que  corría  el  edificio  inmediatamente  de  dar  principio 
ala  excavasion,  pudiendo  evitar  el  derrumbe  por  medio  de  pila- 
res de  albañilería  distribuidos  convenientemente  bajo  la  funda- 
ción que  dejaban  en  descubierto  las  excavasiones :  que  la  casa 
de  Neves  á  consecuencia  del  derrumbe,  se  encuentra  en  pésimas 
condiciones  de  equilibrio,  presentando  grietas  en  varias  partes, 
faltas  de  verticalidad  y  cohesión  del  material  con  que  está  cons- 
truida. 

5<*  Que  según  se  ve  de  la  prueba  enunciaia  resulta  evidente- 
mente constatado  que  el  derrumbe  de  la  muralla  en  cuestión  se 
produjo  exclusivamente  á  consecuencia  de  la  apertura  de  ia 
zanja  hecha  en  la  propiedad  de  Chiappe  y  si  bien  es  verdad,  que 
el  perito  señor  Lorenzo  Pittaluga,  atribuye  el  siniestro  á  la  fal- 
ta de  solidez  de  aquella  por  ser  construida  en  barro,  con  un  solo 
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ladrillo  de  clase  inferior  y  sin  el  cimiento  necesario,  esta  prueba 
singular  no  basta  á  destruir  la  conteste  resultante  de  los  infor- 
mes y  declaraciones  anteriormente  enunciados;  siendo  además 
de  observarse,  que  estas  solas  circunstancias  no  han  podido 
causar  el  derrumbe  y  que  éste  se  hubiera  evitado  á  pesar  de 
las  malas  condiciones  de  construcción  si  se  hubieran  tomado  las 
precauciones  indicadas  por  el  perito  señor  Villa  Monte. 

6°  Que  es  entonces  evidente  la  responsabilidad  del  demanda- 
do señor  Chiappe  por  los  perjuicios  ocasionados  al  actor  señor 
Neves  á  consecuencia  del  derrumbe  y  deterioros  causados  en  su 
casa,  ante  las  disposiciones  contenidas  en  los  artículos  902  del 
Código  Civil,  que  establece  en  regla  general,  que  cnanto  mayor 
sea  el  deber  de  obrar  con  prudencia  y  pleno  conocimiento  do  las 
cosas,  mayor  es  la  oblig&cion  que  resulta  de  las  consecuencias 
posibles  de  los  hechos  (art.  1159),  según  el  cual  todo  el  que 
ejecuta  un  hecho,  que  por  su  culpa  ó  negligencia  ocasiona  un 
daño  á  otro,  está  obligado  á  la  reparación  del  perjuicio,  y  muy 
especialmente  el  1134  y  sus  concordantes  lue  establecen  tal 
responsabilidad. 

7^  Que  en  cuanto  al  monto  de  los  perjuicios  causados  al  actor, 
si  bien  resulta  de  la  prueba  testimonial  enunciada,  que  la  casa 
de  éste  se  hallaba  arrendada  por  un  alquiler  mensual  130  pe- 
sos moneda  nacional,  y  que  á  consecuencia  del  derrumbe  fué 
necesario  rescindir  dicho  contrato,  resulta  constatado  en  autos 
que  aquel  ha  ocupado  posteriormente  la  casa,  viviendo  en  ella, 
compensándose  así  al  menos  en  parte,  el  perjuicio  causado  por 
tal  circunstancia. 

8""  Que  en  tal  caso  y  ante  la  disconformidad  por  otra,  en  la 
suma  que  fijan  los  peritos  como  necesaria  para  efectuar  las  re- 
paraciones de  la  casa,  el  juzgado  no  puede  precisar  su  monto  ni 
el  (le  los  demás  perjuicios  resultantes  al  actor,  que  deberán  en- 
tonces apreciarse  en  juicio  separado  que  acredite  su  verdadera 
importancia. 


DE   JUSTICIA  NACIONAL  471 

9^  Que  finalmente  y  en  cuanto  á  la  reconvención  deducida 
por  el  demandado,  no  habiéndose  justificado  su  procedencia,  en 
el  caso  debe  en  consecuencia  desestimarse  en  absoluto. 

Por  las  consideraciones  expuestas  y  otros  resultantes  de  au- 
tos, fallo  definitivamente  declarando  :  que  don  Juan  Bautista 
Chiappe  debe  pagar  ádon  Federico  G.  Neves  el  valor  de  los  da- 
ños y  perjuicios  que  se  le  han  ocasionado  por  las  causas  expresa- 
das en  la  demauday  deque  se  hace  mérito  en  la  presente  resolu- 
ción, con  costas.  Hágase  saber  original  y  repónganse  las  fojas. 

Juan  del  Campillo. 


Fallo  de  la    Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Diciembre  31  de  1895. 

• 

Vistos  y  considerando:  Primero:  Que  la  demanda  deducida 
á  foja  primera  de  estos  autos  por  don  Federico  Neves,  tiene  por 
objeto  que  se  declare  responsable  á  don  Juan  6.  Chiappe  de  los 
daños  y  perjuicios  que  ha  sufrido  aquel  por  los  deterioros  que 
en  ella  expresa,  se  han  causado  á  la  casa  de  su  propiedad  calle 
Tucuman  número  mil  setecientos  treinta  y  seis  á  consecuencia 
de  una  zanja  abierta  por  Chiappe  para  la  construcción  de  cloa- 
cas domiciliarias,  en  toda  la  extensión  contigua  á  la  pared  divi- 
soria de  su  propiedad  y  de  la  de  Neves  y  se  pide  al  mismo  tiem- 
po, que  se  condene  al  demandado  al  pago  de  la  suma  de  ocho 
mil  pesos  moneda  nacional,  en  que  hasta  entonces  estimaba  el 
actor  los  daños  y  perjuicios  sufridos,  comprendiéndose  las  obras 
de  reconstrucción  que  tenía  que  hacer  y  Id  privación  de  los  al- 
quileres que  le  daba  su  propiedad. 

Segundo :  Que  pedido  el  rechazo  de  la  demanda  por  la  parte 
de  Chiappe,  negando  los  hechos  en  que  ella  se  fundaba,  y  de- 
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daciendo  á  su  vez  reconyeneioa  por  la  sama  de  un  mil  pesos  mo- 
neda nacional,  que  decía,  haber  tenido  de  pérdida  en  el  alqui- 
ler de  su  casa  por  la  suspensión  de  la  obra  de  las  cloacas  y 
amontonamiento  de  escombros  que  imputaba  al  demandante,  la 
causa  se  abrió  á  prueba  para  que  se  justificasen  los  hechos  ale- 
gados por  ambas  partes,  sin  que  antes  se  hubiese  notificado  á 
la  de  Neves  el  traslado  de  la  reconTencion  decretado  por  el  Juez, 
ni  se  hubiese  evacuado  por  ella,  hechos  que  pasaron  desaperci- 
bidos j  sin  reclamación  alguna  de  parte  de  aquellas. 

Tercero  :  Que  producidos  por  ambas  partes  la  prueba  de  que 
instruye  el  certificado  de  foja  ciento  diez,  y  los  alegatos  de  con- 
clusión para  definitiva,  se  ha  dictado  la  sentencia  de  foja  ciento 
treinta  y  dos  en  la  cual^  desestimándose  en  absoluto  la  recon- 
vención deducida  por  Chiappe  y  reservándose  para  otro  juicio 
la  apreciación  y  fijación  del  monto  de  los  daños  y  perjuicios 
reclamados  por  Neves,  se  condena  á  aquel  á  pagar  á  éste  el  valor 
de  ellos,  con  costas. 

Cuarto :  Que  habiendo  Chiappe  interpuesto  contra  esta  sen- 
tencia los  recursos  de  nulidad  y  de  apelación,  ha  limitado  el  pri- 
mero de  estos  recursos  á  la  parte  de  aquella,  relativa  el  rechazo 
déla  reconvención,  alegando  para  fundarlo  que  elJuez  no  ha 
apreciado  la  prueba  de  su  parte,  hecho  inexacto  por  cuanto  de- 
clara en  la  sentencia  que  Chiappe  no  ha  justificado  la  proceden- 
cia de  aquella,  lo  que  implica  que  ha  apreciado  la  prueba,  en- 
contrándola sin  mérito  alguno  para  el  efecto  indicado,  hecho 
igualmente  exacto  como  lo  convpuce  la  simple  lectura  de  la 
prueba  de  la  referencia. 

Quinto:  Que  en  cuanto  al  recurso  de  apelación,  para  apre- 
ciarlo debidamente,  es  necesario  considerar  separadamente  los 
distintos  pronunciamientos  de  la  sentencia,  examinando  si  ellos 
corresponden  á  los  objetos  de  la  demanda  y  términos  de  la  litis 
contestación  y  si  se  ajustan  á  derecho  atento  el  mérito  de  la 
prueba  producida. 
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Sexto :  Que  versando  la  demanda  de  Neves,  sobre  indemni- 
zación de  daños  y  perjuicios  y  habiéndose  pedido  en  ella  como 
ya  se  ha  dicho,  qne  se  declare  á  Chiappe  responsable  de  ellos  y 
qne  se  le  condene  también  al  pago  de  la  cantidad  de  ocho  mil 
pesos  moneda  nacional  en  que  aquel  los  estimaba,  la  sentencia 
ha  debido  pronunciarse  sobre  estos  dos  puntos  en  los  términos 
que  lo  prescribe  el  articulo  trece  de  la  ley  de  enjuiciamiento  de 
catorce  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres. 

Séptimo :  Que  no  cabe  cuestión  de  que  asi  lo  ha  hecho  el  in- 
ferior, al  condenar  al  demandado  al  pago  de  los  daños  y  perjui- 
cios causados  á  Neres  por  ocasión  de  la  zanja  abierta  junto  á  la 
pared  lindera  de  su  propiedad^  como  no  puede  haberla  tampoco 
de  que  ese  pronunciamiento  os  arreglado  al  mérito  de  la  prueba 
producida  y  á  las  disposiciones  legales  que  el  Juez  invoca  en  su 
sentencia.  Con  efecto  y  aun  cuando  se  piescindiese  de  los  otros 
elementos  de  prueba  que  el  Juez  aprecia  en  su  sentencia,  bas- 
taría solamente  para  declarar  responsable  á  Chiappe  de  los  da- 
ños y  perjuicios  de  que  se  trata,  el  mérito  de  las  inspecciones 
oculares  que  registran  los  autos  y  el  de  la  prueba  pericial  pro- 
ducida^ de  que  resulta  que  la  zanja  se  ha  abierto  sin  las  precau- 
sienes  necesarias  para  evitar  el  desastre  que  ha  ocurrido  y  con 
manifiesta  infracción  de  las  prescripciones  de  la  Ordenanza  Mu- 
nicipal vigente  y  del  Código  Civil,  relativas  alas  distancias  que 
deben  guardarse  para  obras  de  ese  género,  siendo  perfectamen- 
te lógico  atribuir  á  dicha  zanja  la  falta  de  equilibrio  y  el  de- 
rrumbe del  edificio  de  Neves,  precisamente  por  ser  construidas 
en  barro  sus  paredes  y  no  tener  base  propia  y  bastante  resis- 
tente para  mantener  su  estabilidad,  si  se  socavaba  el  terreno 
contiguo  que  le  servía  de  apoyo  hasta  una  distancia  en  qne  era 
prohibido  removerlo,  como  ha  sucedido. 

Octavo:  Que  en  nada  se  opone  ála  verdad  de  esta  conclusión 
el  informe  del  perito  de  Chiappe,  don  Lorenzo  Pittaluga,  en  la 
parte  que  dice  ser  la  causa  única  y  exclusiva  del  derrumbe  su- 
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frido  por  el  edificio  de  Neves  su  falsa  cimentación  y  la  mala 
clase  del  material  empleado  en  sa  composición,  porque  eviden- 
temente no  ha  podido  limitar  á  estas  solas  cansas  el  derrumbe 
sucedido  prescidiendo  á  designio,  como  lo  ha  hecho  de  tomar  en 
cuenta  la  decisiva  influencia  que  en  el  desastre  ha  debido  ejercer 
la  apertura  de  U  zanja,  la  misma  que  dicho  perito  no  se  ha  atre- 
vido &  desembarazar  de  sus  escombros  sin  reconocer  la  necesidad 
de  apuntalar  el  edificio,  para  poder  contestar  á  la  cuarta  pregunta 
del  interrogatorio  que  transcribeen  su  dictamen  de  foja  ciento  seis. 
ISoveno:  Que  la  resolucioa  déla  sentencia  sobre  el  segundo 
petilum  de  la  demanda  de  Neves,  ó  sea  sobre  fijación  del  quan^ 
tum  de  los  daños  y  perjuicios,  es  evidente  que  no  se  ha  ajustado 
á  la  disposición  del  artículo  trece  de  la  ley  de  enjuiciamiento 
que  prescribe  que  c  la  sentencia  ha  de  contener  decisión  expresa, 
positiva  y  p reciba  con  arreglo  á  las  acciones  deducidas  en  el 
juicio,  condenando  6  absolviendo  en  el  todo  ó  en  parte»  disposi- 
ción que  era  de  estricta  aplicación  en  el  caso,  desde  que  la  fija- 
ción del  monto  de  los  daños  y  perjuicios  había  sido  uno  de  los 
objetos  del  juicio  materia  de  prueba  y  de  los  alegatos  de  las 
panes,  de  suerte  que  no  ha  debido  reservarse  para  otro  nuevo 

juicio  la  resolución  correspondiente  de  este  punto,  sin  que  haya 

t 

podido  servir  de  escusa  para  ello  la  circunstancia  de  que  los  pe- 
ritos nombrados  por  las  partes  para  determinar  el  cuaníum  de 
aquellos,  hayan  estado  disconformes  en  su  apreciación  porque 
para  casos  como  este,  que  son  los  más  comunes  en  juicios  de  esta 
clase,  el  Juez  se  halla  autorizado  por  la  ley  y  la  constante  ju- 
risprudencia para  hacer  uso  de  su  prudente  arbitrio  á  fin  de  di- 
rimir las  diferencias  que  se  susciten  entre  aquellos  y  las  mismas 
partes,  ejercitando  al  efecto  la  facu'tad  para  mejor  proveer  que 
le  acuerda  el  artículo  diez  y  seis  de  la  ley  de  enjuiciamiento,  si 
lo  cree  necesario  y  cuando  los  autos  no  le  suministran  los  sufi- 
cientes elementos  para  formar  con  su  solo  mérito  el  juicio  que 
debe  pronunciar. 
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Décimo :  Qne  la  oircanstancia  de  que  á  Neves  se  le  hayan 
cansado  nuevos  perjnicios  por  deterioros  qne  dice  haber  sufrido 
sn  casa;  á consecuencia  de  la  zanja  y  con  posterioridad  ala  con- 
clusión para  definitiva  de  la  presente  causa,  no  autoriza  cierta- 
mente al  Juez  á  dejar  para  otro  juicio  la  resolución  de  ésta,  por- 
que si  á  Neves  puede  serle  permitido  promover  distintos  juicios 
para  cobrar  el  valor  de  los  nuevos  perjuicios  que  no  han  sido 
materia  del  presente,  no  le  es  dado  al  Juez  ordenar  que  se  re- 
produzca la  misma  contienda  ya  sustanciada,  para  resolverla  en 
aquel,  sin  que  ello  deje  dé  importar  una  manifiesta  injuria  á  los 
derechos  de  Chiappe  y  sin  hacer  la  más  impertinente  aplicación 
al  caso  de  la  disposición  final  del  artículo  veinte  y  cinco  de  la 
ley  ya  citada  de  enjuiciamiento,  que,  como  se  ve  por  su  propio 
texto,  no  se  refiere  á  él. 

Undécimo:  Que  la  condenación  en  costas  impuesta  por  la  s^en- 
tencia  á  Chiappe  es  procedente  pur  haberse  negado  éste  de  un 
modo  absoluto  á  abonar  indemnización  alguna  á  Neves,  por  los 
daños  y  perjuicios  que  le  ha  causado,  careciendo  completamente 
de  razón  para  ello. 

Duodécimo:  Que  en  tal  caso  la  diversidad  de  criterio  de  las 
partes  para  apreciar  el  cuantum  de  la  indemnización,  que  es  el 
Juez  quien  tiene  que  fijarlo  en  definitiva,  no  es  razón  bastante, 
como  lo  pretende  el  apelante,  para  exonerarlo  del  pago  de  las 
costas,  sea  cual  fuere  la  cantidad  que  aquel  determine,  por 
cuanto  deben  contarse  entre  los  perjuicios  justificados,  los  qne 
se  ocasionan  al  actor  por  las  costas  de  la  causa  que  ha  tenido 
que  seguir  para  hacer  efectivo  el  cobro  de  los  que  le  correspon- 
den por  la  negativa  absoluta  del  demandado  á  satisfacerlos,  co- 
mo ya  lo  tiene  declarado  esta  Suprema  Corte  en  el  fallo  que  se 
registra  en  el  tomo  noveno,  serie  primera,  página  trece. 

Por  estos  fundamentos  :  se  confirma  la  sentencia  apelada  de 
foja  ciento  treinta  y  dos,  en  cuanto  reconoce  y  manda  pagar  los 
daños  y  perjuicios  reclamados  por  el  demandante,  en  cuanto 
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xdchaza  la  reconveiioioii  opuesta  por  el  demandado,  y  en  cuanto 
condena  á  éste  al  pago  de  las  costas  del  juicio;  y  se  revoca  en 
cuanto  manda  que  la  apreciación  de  los  daños  y  perjuicios  reco- 
nocidos, sean  estimados  en  otro  juicio,  debiendo  devolTcrse  ios 
autos  al  Juzgado  de  su  procedencia  á  fin  de  que  esa  estimación 
sea  hecha  directamente  por  el  inferior,  con  arreglo  á  derecho; 
las  costas  de  segunda  instancia  serán  abonadas  en  el  orden  cau- 
sado. Bepónganse  los  sellos,  pudiendo  notificarse  con  el  ori- 
ginal . 

LUIS  V.  VÁRELA.  —ABEL  BAZAN.  — 
OCTAVIO  BUNGE.  —  JUAN  E.  TO- 
RREIST. 
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ción de  marca  de  fábrica;  sobre  desistimiento 180 
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Ortíz  Molina,  Don  Zenon,  contra  Don  Florentino  Vocos,  por  cobro 
ejecutivo  de  pesos;  sobre  excepción  de  nulidad 66 


Palma^  Don  Luis  F.,  en  el  concurso  de  acreedores  del  vapor  <Cu- 
ruzú  Chali» ;  sobre  graduación 315 

Pardo,  el  doctor  Don  Amancio,  con  el  Ferrocarril  del  Pacifico; 
sobre  expropiación 346 

Pastine,  Don  Rafael,  y  Don  Juan  B.  Gaudo,  contra  Don  Juan  B. 
Durand,  por  escrituración;  sobre  recurso  de  sentencia  de  los 
tribunales  provinciales  de  Buenos  Aires 279 

Patino  y  Espin,  Don  Pedro,  con  Don  Felipe  S.  Torea,  por  cobro 
de  pesos ;  sobre  defecto  legal  en  la  demanda  y  arraigo 78 

Paz,  Don  Gabriel,  contra  Don  José  Navas,  por  entrega  de  un  te- 
rreno ;  sobre  deserción  de  recurso 166 

Peñas,  Don  Joaquín,  por  inscripción  de  su  título  de  abogado 
oriental  é  inconstitucionalidad  de  un  decreto;  sobre  competen- 
cia     270 

Pini  hermanos,  contra  Don  Egidio  Colonelli;  sobre  falsificación 
de  marca  de  fábrica 246 

Pronsati,  Doña  Ana  B.  de,  y  otro,  contra  Don  Manuel  Meana,  por 
desalojo;  sobre  inhibitoria  del  juez  de  paz  local  para  entender 
en  la  causa 422 
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Raffo,  Don  Juan  L.,  contra  el  Banco  Hipotecario  Nacional,   por 
nulidad  de  un  remate;  sobre  absolución  de  posiciones 282 
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Real  de  Azúa,  Don  E.,  contra  Don  Laureano  Bonorino,  por  escri- 
turación; sobre  embargo  preventivo 129 

Richeri,  Don  Luís,  después  Don  Juan  Laumagne,  cesionario,  con- 
tra Don  Luis  Chavanne,  por  cobro  ejecutivo  de  pesos;  sobre  nu- 
lidad de  tasación 441 

Rodríguez,  Don  Atanasio,  y  Don  Absalon  López;  recurso  de  ha- 
teas Corpus;  sobre  competencia 239 

Rodríguez,  Don  Santiago,  Contra  Don  Juan  Vadillo,  por  cobro  eje- 
cutivo de  pesos;  sobre  recurso  de  queja 297 

Rolon,  Don  José  Jacinto,  con  Don  Hermenegildo  Ojeda  y  otros, 
por   reivindicación;  sobre  prescripción  ireíntenaria 229 

Román,  Don  Heraclio,  con  José  Milessi  y  hermanos,  sobre  ejecu- 
ción de  sentencia 71 

Rúa,  Don  Ladislao,  contra  Don  Martin  Roneo,  por  cumplimiento 
de  un  contrato;  sobre  compelencia 289 

Ruiz,  Don  Vicente,  y  Don  José  Rodríguez,  contra  Don  Antonio  La- 
nusse,  por  cobro  de  pesos;  sobre  defecto  en  la  demanda  y  arrai- 
go del  juicio 110 


Sabatté,  Don  Enrique,  contra  Don  José  Bernasconi,  por  cumpli- 
miento de  contrato;  sobre  prueba  de  testigos 235 

Santa  Fé,  la  provincia  de,  con  la  Compañía  de  mandatos  y  présta- 
mos, por  cobro  de  pesos;  sobre  pago  de  dilegencía  de  embargo.   164 

Santa  Fé,  la  provincia  de^  con  Don  Hugo  Grüning  y  su  esposa,  por 
cobro  de  pesos;  sobre  competencia 185 

Scarnich,  Don  Lucas,  contra  Don  Nicolás  Hihanovich,  por  daños 
T  perjuicios;  sobre  agregación  de  antecedentes  relativos  á  un 
informe  de  la  aduana 227 

Segrestan,  Don  Pedro,  contra  Don  Felipe  Esnoz;  sobre  escritu- 
ración   325 
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«Seguros  Populares»,  la  sociedad,  contra  Don  Víctor  de)  Carril, 
por  cobro  de  pesos;  sobre  defecto  en  la  demanda ^206 

Serpa,  Don  Daniel.,  contra  Don  José  Veloz  Rúa;  sobre  rescisión  de 
un  contrato  de  venta  y  daños  y  perjuicios  457 

Simón,  Don  Juan,  con  Furlado,  Diazy  C<^,  por  cobro  de  pesos;  so- 
bre competencia 167 

Sivori,  Don  Juan  B.,  contra  Municipalidad  de  Buenos  Aires;  so- 
bre expropiación 285 

Sona,  Don  Camilo  L.,  con  Cusqnier,  lils  ainé»  y  C*,  por  falsifica- 
ción de  marca  de  fábrica 95 

Soncini,  Francisco,  por  tentativa  de  falsificación  de  billetes  de 
curso  legal;  sobre  excarcelación ^ i9'l 

Sosa,  Don  Enrique  A.,  sobre  interdicto  de  habeas  corpus  á  favor 
de  Don  Alanasio  Rodriguez  y  Don  Absalon  López 451 

Soto,  Don  Gregorio,  con  la  Municipalidad  de  la  Capital,  por  reivin- 
dicación; sobre  recurso  de  sentencia  de  los  tribunales  de  la  Ca* 
pital 274 

Speratti,  Don  Paulino,  con  el  Banco  Nacional;  sobre  cobro  de  pe- 
sos; sobre  amparo  de  la  ley  de  liquidación 69 

Stavelius,  Don  Federico;  sobre  pedido  de  su  extradición 386 
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Torea,  Don  Felipe  S.,  contra  Don  Pedro  Patino  y  Espin,  por  cobro 
de  pesos;  sobre  defecto  legal  en  la  demanda  y  arraigo 78 


U 


Ullua^  Don  Ensebio,  contra  los  herederos  Olguin,   sobre  pago  de 
costas  y  daños  y  perjuicios 231 
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Vadillo,  Don  Juan,  con  Don  Santiago  Rodríguez,  por  cobro  de  pe- 
sos; sobre  recurso  de  queja 297 

Velar,  Don  José  A.,  con  Don  Jesús  Halparlida,  por  cobro  de  pesos ; 
en  recurso  de  hecho  contra  sentencia  de  los  tribunales  de  la 
Capital 195 

Velez,  Don  Domingo,  con  José  Gallarreta y  C\  por  cobro  de  pesos; 
sobre  competencia  y  embargo  preventivo 15t 

Veloz  Rúa,  con  Don  Daniel  Serpa;  sobre  rescisión  de  un  contrato 
de  venta  y  daños  y  perjuicios 457 

Villanueva,  Doña  PldrindaP.  de,  contra  el  Doctor  Don  Oseas  Gui- 
ñazú,  por  reivindicación;  sobre  cobro  de  honorarios  del  aboga- 
do de  la  parte  vencedora f  i^ 

Vocos,  Don  Florentino,  con  Don  Zenon  Ortiz  Molina,  por  cobro  eje- 
cutivo de  pesos;  sobre  excepción  de  nulidad <é6 


Zanarola,  Don  Serafín,  por  infracción  de  la  ley  de  enrolamiento; 

sobre  excarcelación  bajo  fianza 350 

Zavala  y  otros,  por  contrabando;  sobre  prueba 90 


Índice  alfabético 
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Aduana.  — Cuando  no  se  trata  de  ariiculos  salidos  de  la  aduana, 
sino  de  infracción  de  sus  ordenanzas,  consistente  en  mani- 
festar carga  de  más,  la  aduana  tiene  derecho  de  imponer  la 
multa  de  veinte  pesos  por  cada  bulto.  Página  186. 

Alegato  de  bien  probado.  —  Véase  :  Prueba. 

Apelación.  —  Procede  contra  todo  auto  que  conceda  ó  niegue  dili- 
gencia probatoria.  Página  125. 

Apelación.  —  No  procede  contra  el  auto  que  niega  la  admisión  de  la 
causa  á  prueba,  y  ordena  una  diligencia  para  mejor  proveer. 
Página  140. 

Apelación.  —  No  procede  contra  el  auto  que  confiere  traslado  del  pe- 
dido de  posesión  hecho  por  el  Banco  Hipotecario  Nacionab 
y  cita  ajuicio  verbal.  Página  162. 

Apelación.  —  El  auto  que  conceda  ó  niegue  la  excarcelación ,  es  ape- 
lable; y  habiéndose  dictado  sin  audiencia  y  notificación  del 
acusador,  es  nulo.  Página  200. 

Apelación.  —  Procede  la  confirmación  del  auto  apelado  que,  según 
el  mismo  apelante,  no  le  causa  agravio.  Página  227. 
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Arraigo.  —  No  procede  esta  excepción  contra  el  demandante  domi- 
ciliado en  la  República.  Página  78. 

Arraigo,  —  No  procede  esta  excepción,  cuando  con  el  nombramiento 
de  procurador,  se  hallan  garantidas  las  costas.  Página  110 


B 


Banco  Nacional.  —  La  ley  de  liquidación  de  él,  no  ampara  á  los  deu- 
dores contra  quienes  existe  cosa  juzgada  que  les  manda  sa- 
tisfacer integramente  la  deuda.  Página  69. 

Banco  Nacional.  —  No  siendo  empleados  públicos  ios  de  dicho  Banco^ 
no  les  son  aplicables  las  disposiciones  penales  de  la  ley  na- 
cional que  concierne  á  aquellos.  Página  303. 

Brevv  pontificio.  —  Con  las  reservas  correspondientes  al  Patronato 
Nacional,  puede  concederse  el  pase  al  breve  pontifícío  ins- 
tituyendo Arzobispo  de  Buenos  Aires.  Página  19. 

Buque.  —  El  crédito  por  precio  de  él,  aun  garantido  por  la  hipo- 
teca del  mismo,  ocupa  el  último  rango  en  los  privilegios. 
Página  315. 

Buque.  —  El  privilegio  á  favor  del  crédito  por  aprovisionamiento  del 
buque,  no  ha  sido  suprimido  por  el  Código  de  Comercio  vi- 
gente, y  ocupa  el  rango  indicado  por  el  inciso  9^  del  articulo 
1377.  Página  315. 

Buque.  —  El  privilegio  á  favor  del  crédito  por  sueldos,  produce  sus 
efectos,  no  sólo  contra  el  vendedor,  sino  contra  los  acree- 
dores de  éste.  Pagina  315. 

Buque.  —  En  el  que  hace  carrera  continua  entre  diversos  puertos^  se 
entiende  por  viaje  entero,  el  que  empieza  de  uno  de  esos 
puertos,  hasta  su  vuelta  á  él,  después  de  tocados  todos  los 
puntos  de  la  carrera.  Página  315. 

Buque.  —  A  menos  de  caso  de  fuerza  mayor,  ninguno  puede  fondear 
en  puerto  no  habilitado,  ni  atracar  á  otros  lugares  déla  costa 
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que  los  permitidos  para  operaciones  de  carga  y  descarga. 
Página  352. 
Buque.  —  La  infracción  de  lo  mencionado  en  el  sumario  que  precede, 
somete  á  comiso  las  mercaderías  descargadas  y  las  que  exis- 
ten á  bordo  del  buque;  no  al  buque  y  sus  aparejos.  Pági- 
na 352. 


Carta  misiva.  —  No  procede  la  devolución  de  la  acompañada  por  el 
demandado  con  su  contestación,  mientras  no  se  pida  su  re- 
conocimiento y  llegue  e!  caso  de  juzgar  si  se  encuentra  com- 
prendida en  la  disposición  del  articulo  1036  del  Código  Civil. 
Página  157. 

Comiso.  —  No  hay  contrabando,  y  no  caen  eo  comiso  los  bultos  se- 
cuestrados y  descargados  por  los  empleados  de  aduana  antes 
de  enlrar  el  buque  al  dique»  si  vienen  como  equipaje  y  el 
interesado  pide  su  despacho  antes  de  la  descarga  del  buque. 
Página  80. 

Comiso.  — Cae  en  él,  el  exceso  entre  las  mercaderías  manifestadas 
en  la  copia  á  depósito,  y  las  importadas,  aunque  en  el  ma- 
nifiesto general  no  resulte  dicho  exceso*  Página  300. 

Comiso.  —  Véase:  Buque. 

Competencia.  —  A  los  efectos  de  la  del  juez,  debe  preferirse  el  lugar 
del  cumplimiento  del  contrato,  indicado  por  la  naturaleza  de 
la  obligación,  al  del  domicilio  del  demandado.  Página  289. 

Competencia.  —  Véase :  Extradición. 

Compra-venia.  —  En  la  venta  de  cosas  muebles,  de  las  que  el  vende* 
dos  no  hace  la  entrega  en  el  tiempo  convenido,  el  compra- 
dor tiene  el  derecho  de  pedir  la  disolución  del  contrato,  la 
devolución  del  precio  pagado  con  los  intereses  de  lademora, 
y  la  indemnización  de  perjuicios.  Página  457. 

Confesión.  —  No  es  admisible  la  división  de  ella,  cuando  no  es  la  úni- 
ca prueba  de  los  delitos  acusados,  y  cuando  los  hechos  en  la 
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misma  contenidos  para  disculpar  la  responsabilidad,  se 
hallan  contradichos  por  las  constancias  de  autos.  Pági- 
na 112. 

Conjuecei  de  la  Suprema  Corle,  —  Acuerdo  nombrándolos  para  el  año 
1897.  Página  13. 

Constraclor,  —  Si  durante  la  construcción  de  un  edificio,  y  sin  co- 
nocimiento del  constructor,  el  propietario  que  lo  contrató, 
vende  la  finca,  el  constructor  que  ha  proseguido  y  cor.cluído 
eJ  edifício,  tiene  derecho  de  cobrar  al  nuevo  propietario  el 
saldo  que  éste  le  adeude  por  la  construcción  concluida.  Pá- 
gina 254. 

Contrabando. — Véase:  Comercio. 

Costas.  —  Los  derechos  del  escribano  comisionado  para  diligencias  de 
embargo,  deben  ser  regulados  con  arreglo  k  la  ley  número 
3094.  Página  164. 

Costas.  —  No  puede  tomarse  en  cuenta  el  pedido  del  apelado  sobre 
condenación  en  costas  de  primera  instancia,  formulado  en 
el  informe  in  voce  ante  la  Suprema  Corte,  si  no  interpuso 
recurso  en  forma  á  ese  respecto.  Página  227 . 

Costas.  —  Véase :  Expropiación. 


D 


Daños  y  perjuicios.  —  En  la  demanda  de  ellos  debe  inquírírse  su 
existencia  real,  incumbiendo  la  prueba  al  que  pretende  ha- 
berlos sufrido.  Página  425. 

Daños  y  perjuicios .  — La  disposición  del  artículo  1084  dal  Código 
Civil,  no  comprende  á  la  madre  y  hermanos  del  muerto  :  es- 
tos sólo  pueden  ejercer  la  acción  civil,  probando  que  del 
homicidio  les  resultó  algiin  daño  ó  perjuicio  ó  que  fue- 
ron alimentarios  del  difunto.  Página  425. 

Dau<fs  y  perjuicios.  —  El  propietario  de  la  casa  que  ha  sufrido  daños 
á  causa  de  obras  hechas  en  la  casa  del  vecino  sin  las  precau- 
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ciones  necesarias  para  no  causarlos,  tiene  derechoá  que  éste 
los  indetnnice.  Página  465. 

Daños  y  perjuicios.  —  Cuando  en  la  demanda  por  indemnización  de 
daños  se  ha  pedido  también  la  condenación  de  una  suma 
determinada  como  importe  de  ellos,  no  corresponde  remitirá 
otro  juicio  su  estimación,  sino  que  el  juez  debe  hacerla  en  el' 
mismo  juicio^  limitándola  á  los  daños  denunciados  en  la  de- 
manda, y  sin  tomar  en  cuenta  los  que  hubiesen  sobrevenido 
con  posterioridad.  Página  466. 

Daños  y  perjuicios.  —  Véase:  Perjuicios. 

Defecto  legal  de  la  demanda.  —  No  autoriza  esta  excepción,  la  omisión 
de  las  copias  délos  documentos  acompañnfdos  de  la  demanda. 
Página  210. 

Defecto  legal  en  la  demanda.  —  No  procede  esta  excepción,  cuando 
resulta  que  en  esta  se  hallan  reunidos  los  requisitos  del  arti- 
culo 51  de  la  ley  de  procedimientos.  Página  206. 

Defensor  de  menores.  —  El  de  los  Territorios  Nacionales,  puede  pe- 
dir informes  al  Juez  Letrado  de  los  mismos/ á  los  efectos  de 
su  ministerio.  Página  106. 

Demanda .  —  Cuando  contiene  todos  los  requisitos  exigidos  por  el 
artículo  57  de  la  ley  de  procedimientos,  no  puede  oponerse 
la  excepción  por  defecto  legal  en  el  modo  de  proponerla. 
Página  78. 

Demmciantv,  —  El  artículo  33  de  la  ley  de  Aduana  de  1895,  que  au- 
toriza la  intervención  del  empleado  denunciante  en  los  jui- 
cios de  contrabando,  es  aplicable  á  los  juicios  que  tienen 
este  carácter,  pendientes  en  la  fecha  de  la  ley.  Página  131. 


E 


Embargo.  —  Véase  :  Juicio  ejecutivo. 

Embargo  preventivo.  —  La  sentencia  apelada  en  juicio  ordinario,  so- 
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bre   escrituración,  no  autoriza  el  enibargu  preventivo.  Pá- 
gina 129. 

Embargo  preventivo.  —  En  los  juicios  ante  los  jueces  (Je  los  territo- 
rios nacionales,  no  procede,  si  el  crédito  que  se  cobra  no 
se  halla  justificado  por  alguno  de  los  medios  que  prescribe 
el  articulo  443  de)  Código  de  Procedimientos  de  la  Capital. 
Página  151. 

Enrolamiento,  —  Véase  :  Excarcelación  bajo  fianza. 

Excarcelación  bajo  fianza.  —  En  la  tentativa  de  falsificación  Je  bille- 
tes decurso  legal,  no  procede,  por  ser  el  máximum  de  la 
pena  impuesta  por  la  ley,  de  tres  años  de  trabajos  forzados. 
Página  192. 

Excarcelación  bajo  fianza.  —  No  procede  la  excarcelación  bajo  cau- 
ción juratoria  en  las  causas  por  infracción  de  la  ley  de  enro- 
lamiento. Página  350. 

Excarcelación  bajo  fianza.  —  Véase  :  Apelación. 

füxpropiacion .  — Debe  ser  condenado  en  las  costas  del  juicio  el  de- 
mandante que  lo  inició  para  ser  pagado  del  precio  de  expro- 
piación, con  conocimiento  de  que  el  demandado  se  hallaba 
en  posesión  del  terreno  con  títulos  de  propiedad.  Página  99. 

Exprop'iacion .  —  Cuando  se  comprende  en  ella  todo  el  inmueble,  no 
corresponde  el  abono  de  perjuicios,  sino  solamente  del  pre- 
cio en  que  aquel  se  estima.  Página  285. 

Expropiación.  —  En  ella,  debe  fijarse  el  monto  de  la  indemnización 
según  el  mérito  de  los  antecedentes  que  consten  de  autos. 
Página  346. 

Extrc^icion.  —  La  negativa  del  tribunal  requerido  á  cumplir  un 
exhorto  de  extradición,  fundado  principalmente  en  que  el 
conocimiento  de  la  causa  que  lo  motiva  corresponde  al  juez 
requerido,  y  no  al  requirente,  importa  la  instauración  de  una 
contienda  de  competencia  que  la  Suprema  Corte  no  puede 
resolver  con  solo  el  fallo  del  tribunal  requerido,  y  sin  que 
el  juez  requirente  se  h¿iya  pronunciado  respecto  de  dicho 
fallo.  Página  386. 
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Fiscales  adhoc.  —  Acuerdo  nombrándolos  para  el  año  1897.  Página  9. 

Fletamenlo.  —  Los  propietarios  del  buque  pueden  cobrar  directamen- 
te los  fletes  procedentes  de  contratos  hechos  por  el  capitán. 
Página  75. 

Fletamento.  —  El  deudor  del  flete,  no  puede  compensar  la  deuda,  con 
lo  que  personalmente  le  deba  el  capitán.  Página  75. 

Fletamento.  —  El  acreedor  de  fletes  no  tiene  derecho  contra  el  deu- 
dor moroso  á  más  indemnización,  que  la  del  pago  de  inte- 
reses. Página  75. 


H 


Hjbeas  corpus,  —  No  precedéoste  recurso,  á  favor  del  preso  por  or- 
den del  Comandante  de  un  buque  de  bandera  francesa,  por 
delitos  cometidos  en  alta  mar.  Página  60. 

Habeas  corpus.  —  Desaparecida  la  causa  que  motiva  este  recurso,  no 
corresponde  dictar  resolución.  Página  451. 

Habeas  eorpus,  —  Véase :  Suprema  Corte. 

Honorarios.  — El  procurador  de  la  parte  vencedora  puede  cobrar  á  la 
vencida  los  honorarios  regulados  ásu  abogado.  Página  126. 


Impuestos  internos.  —  La  ley  sobre  ellos,  no  ha  alterado  los  principios 
generales  que  rigen  la  jurisdicción  en  materia  criminal ;  y 
por  lo  tanto,  el  juez  competente  para  conocer  en  la  acusa- 
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cion  por  defraudación  de  dichos  impuestos,  es  el  del  lugar 
ei)  que  se  manifiesta  haberse  cometido  ésta.  Página  154. 
Interdicto .  —  La  posesión  del  uso  de  líneas  férreas  nacionales,  autori- 
za el  interdicto,  para  impedir  que  se  hagan  obras  que  la 
obstruyan^  aunque  éstas  se  verifiquen  en  terrenos  del  ferro- 
carril demandado.  Página  443. 


Jueces  suplentes,  —  Acuerdo  designándolos  para  el  año  1897.  Pági- 
na 9. 

Juicio  ejecutivo,  —  La  circunstancia  de  ser  preventivo  el  embargo 
trabado  en  el  juicio  ejecutivo,  no  produce  nulidad  de  lo  ac- 
tuado. Página  66. 

Juicio  ejecutivo.  —  No  es  apelable  el  auto  quü  deniega  al  deudor  una 
espera  para  el  pago.  Página  88. 

Juicio  ejecutivo,  —  No  es  pasible  de  intereses  y  costas  el  deudor  que, 
al  ser  notificado  del  auto  de  solvendo,  renuncia  la  tramita- 
ción del  juicio,  pide  que  se  entregue  al  acreedor  el  dinero  que 
con  conocimiento  de  él  tenia  depositado  en  el  Banco  de  la 
Nación,  y  hace  transferir  el  depósito  á  la  orden  del  Juzgado 
para  efectuar  el  pago.  Página  209. 

Juicio  ejecutivo .  — Es  nula  la  tasación  que  se  practique  por  el  perito 
nombrado  de  oficio,  antes  del  término  que  la  ley  concede  á 
las  partes  para  rehusarlo.  Página  441 . 

Juramento.  —  El  que  se  defiere  al  actor  sobre  los  daños  causados,  de- 
be prestarse  dentro  de  la  suma  que  tija  al  juez,  y  no  puede 
ser  dej»da  al  arbitrio  de  aquel .  Página  231 . 

Justicia  federal.  —  La  palabra ü^c'twos  de  diferentes  provincias,  em- 
pleada en  el  articulo  100  de  la  Constitución,  se  refiere  á  los 
nacionales  yno  á  los  extranjeros.  Página  167. 

Justicia  federal,  —  Es  nulo  lo  que  se  obre  ante  ella,  sin  haberse  acre- 
dilado  que  el  caso  corresponde  á  la  misma.  Página  267. 
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Justicia  federal.  —  En  las  causas  sobre  rescisión  de  contratos  de  loca- 
ción^ entre  un  argentino  y  un  extranjero,  es  competente  la 
justicia  federal,  aunque  por  el  importe  de  los  alquileres,  su 
conocimiento  en  el  fuero  común  corresponda  á  los  juzgador* 
de  paz.  Página  338. 

Jmticia  federal,  — No  corresponden  á  ella  las  causas  criminales  de  de- 
recho común,  ni  las  civiles  de  competencia  délos  jueces  de 
paz  que  no  excedan  del  valor  de  quinientos  pesos.  Página 
437. 

Justicia  federal .  —  Corresponden  á  ella,  las  cuestiones  entredós  fe- 
rrocarriles nacionales  sobre  uso  y  aprovechamiento  de  li- 
neas férreas,  y  las  que  se  susciten  á  consecuencia  de  obras 
bochasen  base  de  un  decreto  del  Poder  Ejecutivo  nacional. 
Página  443 . 


Locación.  — Dado  un  contrato  de  locación  de  una  fínca  con  varios 
departamentos,  la  ocupación  de  una  parte  de  estos  por  cl 
propietario,  de  acuerdo  con  el  locatario,  no  importa  alterar 
sus  condiciones,  y  sólo  autoriza  la  disminución  de  los  alqui- 
leres estipulados,  en  proporción  de  la  parte  ocupada  por  el 
propietario.  Página  212. 

Locación.  —  Véase  :  Justicia  federal. 


M 


Mandato.  —  El  encargado  de  vender  un  inmueble,  cesa  en  su  manda- 
to porelhecho  de  haber  verificado  la  venta,  aunque  ésta  ha- 
ya sido  celebrada  con  pacto  de  retroventa.  Si  el  inmueble  ha 
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sido  retrovendido,  no  puede  volverlo  á  vender,  sin  un   nuevo 
poder  en  forma.  Página  325, 

Marca  de  fábrica,  —  Sin  la  prueba  de  haber  sido  los  vendidos  por  el 
acusado  los  productos  falsificados,  y  sin  la  de  haber  éste  he- 
cho uso  del  nombre  y  elíquela  del  demandante,  procede  su 
absolución  de  la  demanda.  Página  95. 

Marca  de  fábrica.  —  Lo  dispuesto  por  el  articulo  36  de  la  ley  sobre 
marcas  de  fábrica  y  de  comercio,  se  refiere  á  los  plazos  den- 
tro de  los  cuales  puede  iniciarse  la  acción;  y  una  vez  presen- 
tada la  demanda^  cualesquiera  que  sean  las  actuaciones  que 
se  produjeren  en  el  juicio,  bastan  para  excluir  el  abandono  á 
que  se  refiere  el  articulo  175  del  código  de  procedimientos 
en  lo  criminal.  Página  144. 

Marca  de  fábrica.  —  Es  violatario  de  la  ley  de  la  materia,  la  incorpora- 
ción á  una  marca,  délos  rasgos  característicos  de  otra,  que 
puede  á  primera  vista  producir  confusión  entre  los  artículos 
similares,  é  inducir  en  error  á  los  consumidores.  Página 
246. 

Mejora  del  recurso.  — El  término  para  ella,  corre  desde  el  día  si- 
guiente al  de  la  notificación  del  auto  que  concede  el  recurso. 
Página  166. 

Ministerio  público .  — Denunciado  el  hecho  de  irregularidades  y  de- 
fraudación de  rentas  fiscales  cometidos  por  un  escribano  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones,  corresponde  al  reemplazante  sub- 
sanar las  primeras,  y  al  ministerio  público  deducir  las  accio- 
nes civiles  y  criminales  que  correspondan.  Página  368. 

Ministro  de  feria,  —  Acuerdo  nombrándolo  para  la  del  año  de  1897. 
Página  12. 

Moratorias.  — La  ley  del  20  de  Junio  de  1891 ,  no  trata  de  la  prescrip- 
ción regida  por  las  leyes  de  fondo ;  y  las  sentencias  de  los 
tribunales  locales  que  han  aplicado  dichas  leyes  no  son  sus- 
ceptibles de  recurso  para  ante  la  Suprema  Corte.  Página 
195. 

Mujer  casada.  —  Tiene  la  nacionalidad  del  marido  á  los  efectos  del 
fuero.  Página  185. 
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N 


Nulidad,  —  Véase  :  Apelación  ;  Juicio  ejecutivo ;  Justicia  federal. 


O 


Obligación  personal.  —  Cuando  no  ha  habido  elección  de  domicilio, 
la  demanda  por  cobro  de  una  obligación  personal  debe  de- 
ducirse ante  el  juez  del  domicilio  real  del  demandado.  Pá- 
gina 15i. 


Perjuicios.  —  Tratándose  de  los  procedentes  de  la  destrucción  de  ca- 
sillas de  madera,  el  importe  de  ellos  debe  limitarse  á  las 
casillas  realmente  destruidas^  renta  que  pudieron  ganar,  y 
no  extenderse  á  las  casillas  que  el  demandante  alega  que 
iba  á  construir  y  no  construyó  á  consecuencia  del  interdicto 
de  obra  nueva^  sin  haber  probado  tampoco  que  tuviese  cele* 
brado  contrato  para  dicha  construcción.  Página  231. 

Perjuicios,  —  No  existiendo  en  los  autos  la  prueba  de  ellos,  y  de  su 
importe^  deben  dejarse  á  salvo  los  derechos  del  interesado 
para  que  pueda  producirse  en  otro  juicio.  Página  457. 

Perjuicios,  —  Véase  :  Daños  y  perjuicios. 

Posiciones.  —  No  puede  pedirse  que  las  absuelva,  la  persona  que  no 
figura  como  parte  en  losantes.  Página  161. 
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Posiciones.^  Puede  ser  obligado  á  absolverlas  el  Presidenle  del  Banco 
Hipotecario  Nacional,  en  asuntos  en  que  el  Banco  es  parle. 
Página  282 . 

Prescripción.  —  Puede  ser  opuesta  en  segunda  instancia  y  debe  ser 
admitida,  resultando  justificada  en  autos.  Página  134. 

Prescripción,  —  No  puede  oponerse  según  la  ley  de  procedimientos 
en  lo  federal,  por  vía  de  articulo  previo  á  la  contestación  á 
la  demanda.  Página  229. 

Privilegio.  —  Véase  :  Buque. 

Procedimiento.  —  Corresponde  al  oficio  del  juez  regularizarlo  en  los 
juicios,  y  el  auto  que  tiene  este  objeto  dictado  en  juicio  eje- 
cutivo, no  es  apelable.  Página  297. 

Prorrogación  de  jurisdicción.  —  La  jurisdicción  lucal  concurrente  se 
entiende  prorrogada,  cuando  se  opone  una  excepción  que 
importa  reconocerla,  como  es  la  que  se  refiere  al  fondo  del 
asunto.  Página  422. 

Prueba.  —  No  debe  recibirse  la  producida  después  del  término  acor- 
dado. Página  90. 

Prueba.  —  No  puede  declararse  perdido  el  derecho  de  alegar,  y  de 
presentar  un  testigo,  si  la  parte  no  ha  sido  notificada  del 
certificado  sobre  el  vencimiento  del  término,  y  si  el  testigo 
presentado  oportunamente  no  fué  citado  por  omisión  de  la 
secretaria.  Página  170. 


R 


Recurso.  —  No  procede  el  de  hecho,  sin  apelación  denegada.  Pá- 
gina 85. 

Recurso.  —  No  procede  de  hecho,  sin  previa  denegación  del  interpues- 
to. Página  294. 

Recurso.  — Pendiente  la  substanciación  de  él,  no  es  permitido  innovar 
en  la  causa.  Página 456. 
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Recurso.  — Véase :  SuprenM  Corte. 

Reglamento,  —  Acuerdo  estableciendo  el  interno  para  la  Secretaría 
déla  Suprema  Corte .  Página  6. 


Secretario  de  feria.  —Acuerdo  nombrándolo  para  la  de  1897.  Pá- 
gina 12. 

Sentencia.  —  La  cumple  el  que,  condenado  á  escriturar  una  venta, 
previa  fianza  de  restitución,  pendiente  la  petición  del 
comprador  que  solicita  la  escritura  por  el  juez,  ofrece  ha- 
cerlo dejando  el  precio  á  la  orden  del  Juzgado,  en  garantía. 
Página  7 1 , 

Sentencia.  —  Debe  confirmarse  la  que  condena  al  reo  convicto  y  con- 
feso del  delito  acusado.  Página  174. 

Sentencia.  —  Dada  una  que  absuelve  al  demandado,  y  condena  al  de- 
mandante en  daños  y  perjuicios,  las  palabras  «se  confirma  en 
este  sentido  la  sentencia  apelada  í^  no  importan  modificar 
su  pronunciamiento,  sino  aceptarlo  por  las  razones  que  tun- 
dan la  confirmatoria.  Página  231. 

Sentencia.  —  Existiendo  cosa  juzgada  respecto  de  la  indemnización  de 
costas  y  perjuicios,  la  sentencia  que  fija  el  quantum  de  unos 
y  otros,  sólo  es  apelable  respecto  del  quantum  fijado.  Pá- 
gina 231 . 

Sentencia.  —  Sin  demanda  definida  y  concreta,  no  puede  pedirse,  y 
menos  antes  la  Suprema  Corte,  una  resolución  que  pudiera 
afectar  la  validez  de  escrituras  de  protesta.  Página  295 . 

Sentencia. — No  pueden  ser  reformadas  sino  respecto  de  los  puntos 
apelados.  Página  303. 

Sobreseimiento,  —  Procede  el  definitivo  respecto  de  los  procesados 
contra  los  cuales,  después  de  agotados  los  medios  de  inves- 
tigación, no  resultan  cargos.  Página  22. 
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SobreseimienU) ,  — El  demandado  que  ha  consentido  el  auto  admitien- 
do el  desistimiento  de  la  querella,  no  puede  pedir  revocato- 
ria del  mismo^  y  solicitar  se  pronuncie  á  su  respecto,  sobre- 
seimiento definitivo.  Página  180. 

Sociedad.  —  Probada  ésta  para  la  adquisición  de  un  campo,  el  que 
adquirió  éste  en  su  nombre,  está  obligado  á  reconocer  su 
existencia  y  proceder  á  la  liquidación.  Página  33i. 

Sociedad.  —  Dada  una  sobre  explotación  agrícola  de  un  estableci- 
miento de  campo,  por  el  cual  un  socio  industrial  queda  en- 
cargado de  la  administración,  si  los  socios  capitalistas  y 
dueños  del  campo  lo  transfieren  á  otras  sociedades,  sin  men- 
ción ni  intervención  del  socio  industrial;»  éste  no  puede  con- 
siderarse socio  de  dichas  sociedades,  y  demandarla  por  falta 
de  cumplimiento  del  contrato  de  sociedad,  aunque  haya 
continuado  en  la  misma  explotación;  pero  si  el  industrial  si- 
guió en  la  administración,  tiene  acción  contra  los  nuevas 
sociedades  para  que  le  paguen  por  sus  servicios,  el  precio  de 
costumbre  que  determinen  arbitros,  sin  perjuicio  de  los  de- 
rechos que  le  correspondan  contra  la  primera  sociedad.  Pá- 
gina 372. 

Suprema  Corle.  —  Cuando  en  la  causa  se  ha  debatido  solamente  la 
aplicación  de  artículos  del  Código  Penal,  no  procede  el  re- 
curso establecido  por  el  articulo  14  de  la  ley  de  14  de  Se- 
tiembre de  1863,  sobre  jurisdicción  de  los  tribunales  fede- 
rales. Página  56. 

Suprema  Corle.  —  Las  resoluciones  de  ella,  dictadas  en  ejercicio  de 
su  superintendencia,  no  son  susceptibles  de  revocatoria. 
Página  101 . 

Suprema  Corte.  —  No  procede  el  recurso  del  artículo  14  de  la  ley 
sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  tribunales  federales, 
cuando  se  trata  de  la  aplicación  de  las  leyes  comunes  y  de 
procedimiento.  Página  190. 

Suprema  Corle.  —  Véase  :  Uoralorias. 

Suprema  Corle.  —  Carece  de  jurisdicción  para  conocer  originariamen- 
te del  recurso  de  hateas  Corpus.  Página  239. 

Suprema  Corte.  —  Carece  de  jurisdicción  para  conocer  en  la  gestión 
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por  la  cual  se  pide  la  dedaradoa  de  inconslilucioiiaUdad  de 
oo  decreto,  j  la  inscrípcioo  eo  los  tribunales  locales  de  uo 
título  de  abosado.  Página  270. 

Suprema  Coríe.  —  Las  caestiones  de  hecho  j  la  aplicación  de  las  kjes 
del  derecho  coman,  noantoríian  el  recurso  establecido  para 
ante  la  Suprema  Corte  por  el  artículo  14  de  la  lej  sobre  ju- 
risdicción y  competencia  de  los  tribunales  federales.  Pininas 
274  T  279. 

SuprewuM  Corte.  — Xo  puede  evacuar  consultas  de  los  jueces,  en  los 
astutos  en  que  deben  expedirse.  Página  313. 

Suprema  Corle.  —  Xo  puede  decidir  una  cuestión  que,  propuesta  j 
discutida  en  primera  instancia,  no  ha  sido  resuelta  por  el 
inferior.  Pájdna  425. 


Tesíigot.  —  No  es  admisible  la  prueba  de  los  presentados  el  último 
día  del  término  probatorio.  Página  225. 


Vecinos,  —  Véase  :  Jusiieia  federal. 
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